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    Capítulo I


    Defensa y Seguridad


    Contienda negativa de competencia


    Armas. Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 788, L. XXXVI, "M., Alicia Beatriz".


    S., Alfonso s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 716, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


     


    Tenencia de armas. Interpretación y aplicación de la ley. Ley federal. Competencia por la materia. Competencia federal. 


    El sub júdice se vincula a la interpretación y aplicación de la ley 20.429, de carácter federal y surte entonces la competencia en razón de la materia de los tribunales de igual condición  El Congreso Nacional ha legislado en una materia de interés federal, incorporando a una ley de esa índole una infracción cuyo juzgamiento otorgó a la justicia nacional ya que, al no tratarse de una conducta que integre el campo delictual propio del Código Penal, en ningún supuesto podría haber quedado sujeto a la jurisdicción provincial. El interés del Estado en esta materia -armas y explosivos- se encuentra demostrado en el articulado de la ley que prevé como máxima autoridad de fiscalización al Ministerio de Defensa y que, por otra parte, dispone que las sanciones que se impongan podrán ser recurridas ante el juez nacional competente. En nada altera la competencia de excepción el hecho de que en el régimen de fiscalización tengan intervención organismos provinciales ya que la jurisdicción nacional deviene de la índole federal de la ley en tratamiento  No es constitucionalmente posible atribuir a la justicia provincial el juzgamiento de infracciones legisladas por el Congreso Nacional dentro del marco de sus atribuciones a excepción de aquellas que encuadrarían dentro de los preceptos del artículo 75, inciso 12°, primera parte, de la Constitución Nacional. Adoptar la tesis sustentada por la juez declinante, conduciría en definitiva a negar al Congreso Nacional la facultad de establecer la figura contravencional prevista en la primera parte del artículo 42 bis de la ley 20.429, según ley 25.086 ya que aún cuando aquélla afirme que limita su pronunciamiento a la segunda parte de esa norma para no excederse de la pretensión fiscal, no puede desconocerse que negar la atribución de la competencia federal en el caso es tanto como anular los efectos de la infracción misma desde que, por no tratarse de un delito, no podría regir a su respecto la regla de excepción del artículo 75, inciso 12°, primera parte de la Constitución Nacional, que hiciera posible su aplicación por las jurisdicciones locales. Por otra parte, la decisión de la juez nacional se apoya sobre el análisis del carácter federal que el Congreso ha asignado a los intereses que motivaron la sanción de la norma y que el criterio de este órgano acerca de ese aspecto ha reconocido su fundamento en la trascendencia que para el ámbito nacional reviste la materia en el momento actual. Por lo tanto el tema remite al examen de aspectos ligados a cuestiones de mérito, oportunidad o conveniencia que constituyen una materia reservada a la discreción del legislador y ajena a la potestad de los tribunales.


    M., Alicia Beatriz


    COMP. 788, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


     


    Personal militar


    Retiro militar. Beneficios previsionales. Haber jubilatorio. Cuestión federal. Interpretación de la ley. 


    Si bien el recurso fue concedido parcialmente, corresponde que esa Corte atienda a los agravios con la amplitud que exige la garantía de la defensa en juicio, en tanto ambos aspectos de la impugnación, aparecen inescindiblemente unidos entre si. En cuanto al carácter remunerativo de adicionales, la Corte tuvo ocasión de pronunciarse sobre beneficios similares en los precedentes de Fallos: 312:787, 802 y 318:403, reiterado. Se inclinó allí por reconocer carácter salarial a los préstamos, complementos y compensaciones debatidos y a entenderlos, en consecuencia, computables a fin de establecer los haberes de retiro.  En lo que atañe a la "compensación por inestabilidad de residencia" establecida por el decreto 2260/91, prorrogada por el n° 2505/91, modificada por el n° 756/92 y hecha extensiva al personal en situación de retiro o pensionado por el n° 679/94. Así, su naturaleza remunerativa fue objeto de admisión expresa por la accionada, ocasión en que invocó los decretos 678/94 y 679/94 y la resolución del Secretario de Política Penitenciaria y Social n° 211/95 para señalar la naturaleza abstracta revestida por el planteo de los pretensores, dado el tenor de ese conjunto de disposiciones. Y es que tal conclusión, debe entenderse aparece impuesta por las leyes n° 13.018, 16.065 y 20.416, en atención, precisamente, a la generalidad, permanencia, proporcionalidad, etc., de esta asignación.  A ese respecto, se entiende asimismo inadmisible la pretensión de la accionada de extender el alcance de la renuncia de los adherentes al régimen del decreto 678/94, más allá de sus términos, relativos a los importes correspondientes al suplemento "por inestabilidad de residencia" devengados, desde que, interpretado conjuntamente con los restantes actos normativos, resulta obvia la incongruencia de pretenderla inherente, también, a rubros ajenos a la asignación en sí por el período pretendido.  En cuanto a la índole remunerativa del "adicional" implementado para el personal en actividad, situación de retiro y pensionistas por los artículos 3 y 4 del decreto n° 756/92, dada, igualmente, su permanencia, generalidad, etc., al decir de la Corte en el precedente de Fallos: 276:201, el personal en retiro "...sólo tiene derecho a percibir las asignaciones de carácter habitual, regulares y permanentes, vale decir, los suplementos generales...". En lo que atañe al carácter bonificable de estas asignaciones, el artículo 95 de la ley 20.416 establece que la retribución del personal del Servicio Penitenciario "estará integrada por el sueldo, bonificaciones, y todo suplemento o compensación que las leyes y decretos determinen...". La preceptiva del decreto 756/92, redujo al 30% el porcentaje originariamente previsto por los decretos 2260/91 y 2505/91 para el beneficio "por inestabilidad de residencia", reconociendo a un tiempo un "adicional no remunerativo, no bonificable" consistente en una suma fija de alrededor de un 30% del haber mensual para el personal superior, de un 15% para el intermedio y de un 7% para el subalterno. Si bien, el carácter no bonificable de los rubros fue establecido nítidamente en la normativa reglamentaria o bien más tarde en el artículo 44 de la ley n° 24.624, cierto es que no puede soslayarse que, por esa vía, el Ejecutivo, con la posterior ratificación legislativa, pretendió transformar en adicional o accesoria una parte substancial de la remuneración del personal penitenciario, consistente en alrededor de un 60% del haber mensual para el personal superior y cerca de un 40% para el medio y subalterno, extremo que, según se puntualizó en el segundo párrafo del Ítem IV de este dictamen, no cabe admitir por extensas que se entiendan las potestades reglamentarias del Poder Ejecutivo.  En esas condiciones, cabe extender al presente supuesto las conclusiones de la Corte, expresadas en el precedente de Fallos: 322:1868, en orden a que la exclusión de asignaciones que por su entidad conforman la mayor parte del sueldo a efectos del cálculo de los suplementos, los desnaturaliza y subvierte el sentido con que fueron instituidos, ya que los priva de su carácter de haberes accesorios destinados sólo a complementar el sueldo básico con el objeto de retribuir aspectos que cualifican la lisa y llana prestación de los servicios específicos remunerados mediante aquél. Por último, igualmente cabe se extiendan al presente las conclusiones de dicho precedente en lo que atañe al planteo fincado en el artículo 44 de la ley 24.624.


    Anile Juan c/ Estado Nacional s/ Personal Militar


    A. 420, XXXI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


     


    Recurso extraordinario federal


    Personal militar. Pensiones. Falta de fundamentación del recurso. 


    Ley 19.101. Edad mínima para acceder al beneficio.


    El Estado Nacional en su recurso extraordinario, no se hace cargo cabalmente de las razones dadas por los jueves en la sentencia recurrida, omisión tal que hace que el remedio federal intentado se muestre carente de la fundamentación que exige para su procedencia el artículo 14 de la ley 48. Si se estimase que escrito recursivo, en razón de la materia en juego, resulta viable, si el Tribunal de la Corte en su actual composición mantuviera el criterio que informa el precedente de Fallos 316:3043 dado que el apelante no incluye en él ningún argumento que no hubiera sido materia de examen en dicha causa, cabe concluir que tales impugnaciones no resultan aptas para conmover lo resuelto en autos.


    Angélica Juana c/ Estado Nacional Ministerio de Defensa -Ejército Argentino- s/ Retiro militar y fuerzas de seguridad


    A. 391, XXXIV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


     


    Servicio militar. Conscriptos. Estado de sitio. Puesta a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Compensación económica. 


    No es admisible en su aspecto formal el recurso extraordinario ya que si bien afirma que se encuentra en tela de juicio la interpretación que corresponde asignar a la ley 24.043, en realidad los agravios conducen a revisar lo concluido en torno al estado militar que le asignó el Consejo de Guerra, que lo condenó por su condición de conscripto. Esta cuestión remite, a su vez, a la interpretación de la Ley del Servicio Militar N° 17.531 -vigente al momento en que se produjeron los hechos-, imposible de efectuar nuevamente, toda vez que ya se realizó una declaración en tal sentido, que se encuentra firme, sin que pueda ser revisada en esta instancia. No se puede volver sobre el punto sin afectar el principio de cosa juzgada, que también alcanza a las sentencias emitidas por tribunales militares ya que, si bien al momento en que se lo condenó no existían recursos judiciales ordinarios contra aquellas decisiones, la normalización institucional de la República, en 1983, modificó sustancialmente ese estado de cosas, en la medida que el Poder Legislativo proveyó los instrumentos jurídicos aptos para revisar judicialmente esas situaciones.  Es la propia conducta del actor la que impide reconsiderar su 'status' de militar, pues a partir de 1983 nada le impedía cuestionar judicialmente -por los medios procesales dispuestos en el art. 1 la ley 23.042 y art. 13 de la ley 23.049-, la calificación que se le asignara y la condena que le fue impuesta en consecuencia. De ello deriva la exclusión de su condición de civil en los términos previstos por el art. 2 de la ley 24.043, para acceder a los beneficios que contempla, con independencia de cualquier valoración respecto de sus creencias religiosas o la legitimidad o ilegitimidad de su detención. La finalidad de la ley 24.043 fue otorgar una compensación económica a personas privadas injustamente de su libertad durante la vigencia del estado de sitio impuesto en el último período de ruptura del orden constitucional, de donde deriva la necesidad de interpretar las disposiciones de esta ley reparadora con criterio amplio, tal como también lo realizó la Corte en diversos casos en que le tocó examinar su aplicación, pero la clara redacción del art. 2°, inc. b) de la ley 24.043, conduce a pensar que la decisión del a quo se ajusta a derecho y a desechar la pretendida violación del derecho de igualdad ante la ley que, según el apelante, le irrogaría la sentencia, ya que el legislador puede contemplar en forma distinta situaciones que considera diferentes, con tal que la discriminación no sea arbitraria ni comporte ilegítima persecución o indebido privilegio de personas o grupos de personas, aunque su fundamento sea opinable.


    Arcuri, Gabriel Alejandro c/ Ministerio del Interior - Artículo 3 Ley 24.043


    A. 172, XXXIV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo II


    Derecho Administrativo


    Acción contencioso administrativa


    Nulidad de la resolución. Entes autárquicos nacionales. Energía eléctrica. Empleo público. Ley Marco de Regulación de Empleo Público Nacional. 


    El thema decidendum consiste en determinar si el recurso jUdicial directo, previsto en el art. 81, segunda parte, de la ley 24.065 para la impugnación de las sanciones que aplique el ente nacional, es exclusiva y excluyente de toda otra vía de impugnación judicial. La dilucidación de esta cuestión, debe buscarse en el particular régimen instituido en la ley citada, que constituye el marco regulatorio del abastecimiento, transporte y distribución de la electricidad, sin que, para ello, resulte necesario acudir a otros regímenes especiales ni a la jurisprudencia a que éstos hubieran dado lugar. Pues aunque aquéllos también contemplen recursos judiciales directos, se trata de situaciones jurídicas distintas y, en tales condiciones, difícilmente puedan extenderse válidamente sus conclusiones a otras que contemplan realidades diferentes. Pues, si bien en Fallos: 295:994 el Tribunal señaló que "el término 'podrá', utilizado en el art. 24 del ordenamiento analizado, no importa consagrar la facultad del afectado para elegir vía u órgano judicial en busca de protección de sus derechos, en apartamiento de las previsiones de tales dispositivos (…) sino autorizarle -dentro de la técnica legislativa regulatoria de la relación de empleo público y el orden disciplinario implícito en ella-, a dejar la esfera administrativa para pasar a la judicial, reservándose la ley al sellamiento del Tribunal competente", y mantuvo esa posición en Fallos: 310:2336 y 312:1724, en oportunidad de examinar una disposición igual que contenía el art. 40 del Régimen Jurídico Básico de la Función Pública, aprobado por la ley 22.140, no debe perderse de vista que se trataba de cuestiones de empleo público y, en especial, de la impugnación de graves sanciones disciplinarias, que difieren sustancialmente de la situación planteada en el sub lite. Tampoco puede soslayarse que tales disposiciones, por limitar el acceso a la jurisdicción, deben ser interpretadas en forma restrictiva, sin extender su aplicación a otras situaciones que no se encuentran expresamente contempladas en aquéllas. Por otra parte, tal sistema de impugnación judicial de sanciones disciplinarias, con el alcance asignado por la Cámara, ya no se encuentra vigente. En efecto, la nueva Ley Marco de Regulación de Empleo Público Nacional (aprobada por la N° 25.164), que derogó el anterior régimen de la ley 22.140, expresamente establece: "contra los actos administrativos que dispongan la aplicación de sanciones al personal amparado por la estabilidad prevista en este régimen, el agente afectado podré optar por impugnarlo por la vía administrativa común y una vez agotada ésta acudir a sede judicial, o recurrir directamente por ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal o por ante las cámaras federales con asiento en las provincias, según corresponda conforme al lugar de prestación de servicios del agente. La opción formulada es excluyente e inhibe la utilización de cualquier otra vía o acción ", de donde surge, de aquí en más, la pérdida de vigencia de la jurisprudencia indicada. Así, desde esta perspectiva, asiste razón al recurrente cuando sostiene que tales precedentes no pueden aplicarse al caso de autos y, en consecuencia, le quitan sustento a la decisión del a quo.


    Edenor S.A. c/ Resolución 982/97 ENRE - Expedientes 4207/97 y otros s/ Proceso de conocimento


    E. 16, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Energía eléctrica. Mercado eléctrico. Inconstitucionalidad. Resolución administrativa. Decretos nacionales. Rechazo de la demanda. 


    En cuanto a la extensión y alcance de la cláusula comercial de la Constitución Nacional (art. 75 inc. 13) El Tribunal recordó en fallos 320:1302: Que, como lo dispone el actual art. 75, inc. 13 de la Constitución Nacional, el Congreso Nacional tiene entre sus atribuciones la de regir el comercio interprovincial y con los estados extranjeros, actividad caracterizada ya en la trascendente y más que centenaria sentencia de la Corte Suprema de los Estados Unidos de Norte América dictada en el caso Gibbons. Así lo recordó este Tribunal en la causa: C. 822, L. XX “Comité Federal de Radiodifusión c/ Provincia del Neuquén s/ inconstitucionalidad” cuando afirmó que “el comercio sin duda es tráfico pero es algo más, es relación”, que tal exégesis del principio constitucional abría “el camino para una interpretación dinámica -compatible y necesaria para su vivencia permanente- y que acordó contenido expansivo a un proceso de transformación económica con relaciones cada vez más interdependientes”. Así se explica, se dijo entonces, la doctrina de esta Corte en Fallos: 154:104 cuando sostuvo que el vocablo comercio comprende, “además de tráfico mercantil y la circulación de efectos visibles y tangibles por todo el territorio de la Nación, la conducción de personas y la transmisión por telégrafo, teléfono u otro medio de ideas, órdenes y convenios” definiendo el poder para regularlo como propio del Congreso Nacional, cuyo ejercicio se corresponde de una manera “tan completa como en un país de régimen unitario”. Es en este sentido que la jurisprudencia del Tribunal, aunque reivindicando las facultades reservadas para las provincias y la autonomía de éstas dentro del sistema político federal, estableció que el gobierno nacional puede legislar sobre aspectos internos de las actividades provinciales susceptibles de menoscabar el comercio interprovincial o exterior. Esta potestad se relaciona estrechamente con las restantes disposiciones de la Ley Fundamental destinadas a impedir los obstáculos a la libre circulación económica. Sobre la materia eléctrica señaló: Que la generación, transporte y consumo de la energía eléctrica se inscribe en un marco de regulación federal incorporado en el concepto abarcativo que supone la recordada interpretación del art. 75 de la Constitución Nacional. En esa inteligencia el Congreso dictó las leyes 15.336 y 24.065 y así lo admite la propia demandada al reconocer que es competencia de aquél dictar la legislación destinada a planificar, establecer pautas generales y ordenar la política energética. Estas facultades inspiran el régimen legal vigente y se justifican si se advierten las modalidades asumidas por la explotación de la energía que integra en el llamado Sistema Argentino de Interconexión los puntos de generación y consumo que pueden originarse en diversas jurisdicciones. El mismo criterio fue reiterado recientemente, en A. 95, L. XXX, “Asociación de Grandes Usuarios de Energía Eléctrica de La República Argentina (AGUEERA) c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Acción declarativa", donde se indicó -además- que el Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Comercio suscripto entre el Estado Nacional y las provincias integra conjuntamente con las leyes 15.336 y 24.065 el régimen federal de la energía. Las conclusiones del Tribunal, trascienden el limitado ámbito impositivo para expandirse sobre todo el campo de regulación de la electricidad, inclusive al de la configuración de los actores que integran el sistema. Ni el Decreto 186/95 del Poder Ejecutivo Nacional ni la Resolución N° 17/94 de la Secretaría de Energía de la Nación vulneran la autonomía de la Provincia de Buenos Aires en la materia bajo examen. El primero, porque su validez deviene del art. 91 de la Ley 24.065, que faculta al Poder Ejecutivo Nacional a delegar en el órgano que determine, las misiones y funciones que ella y la Ley 15.336 le atribuyen. Esto es lo que hizo el Decreto 186/95, toda vez que no delegó funciones extrañas a las previstas en las leyes que integran el marco regulatorio eléctrico, de forma tal que resulta complementario de la Ley 24.065, cuya sanción responde a la creación del MEM, "herramienta fundamental para la transformación del Sector Eléctrico Argentino en el marco del proceso más amplio de reasignación de roles entre el sector público y el privado”. En cuanto a la segunda norma que prevé el ingreso, en calidad de "gran usuario", de una cooperativa al MEM, su constitucionalidad resulta intachable, toda vez que la Ley 24.065, de naturaleza federal, estableció un marco regulatorio en el cual se reconoce a los grandes usuarios como actores del Mercado Eléctrico (art. 4), y su decreto reglamentario faculta a la Secretaría de Energía a establecer los módulos de potencia y energía y demás parámetros que caracterizan a esta categoría, a la vez que la equipara a las Entidades Cooperativas a los efectos de determinar su forma de participación en el MEM (art. 10). Es decir, la Secretaría de Energía -por medio de la resolución cuestionada- no ha hecho otra cosa más que ejercer las facultades conferidas por la Ley 24.065 y su decreto reglamentario, normas que se ajustan a las previsiones constitucionales en materia de reparto de competencias entre el Estado Nacional y las provincias. Por otra parte, la postura provincial de adherir sólo a los principios tarifarios de la Ley 24.065, quedando vigentes en su territorio las normas locales que regulan el sector electro-energético, no puede ser acogida, ya que ello importaría tanto como supeditar la vigencia de una ley federal a la adhesión o no de las provincias afectadas, postergando indefinidamente su aplicación y desnaturalizando el sistema constitucional de división de competencias. Pero, además, es la propia ley, en su art. 98, la que resuelve el punto, al disponer la invitación a las provincias a adherir al régimen de la ley. La aprobación por la ley provincial 11.463 del Pacto Federal para el Empleo, la Producción y el Crecimiento, junto con las leyes 15.336 y 24.065, integra el régimen federal de la energía ("AGUEERA") y, en tal carácter, prima sobre la regulación provincial.


    Buenos Aires, provincia de c/ Estado Nacional (Ministerio de Obras y Servicios Públicos) s/ Acción declarativa


    B. 986, XXXI, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Impugnación del decreto de necesidad y urgencia. Competencia contencioso administrativa. Competencia federal. 


    Para determinar la competencia ha de estarse de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. La materia del pleito no versa sobre la aplicabilidad del Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones regido por la ley nacional 24.241 sino que, por el contrario, se refiere a la extralimitación en que habría incurrido el Poder Ejecutivo Nacional al dictar el decreto impugnado sobre una materia que presuntamente le estaría vedada por la norma constitucional, cuestión propia del fuero en lo Contencioso Administrativo.


    Orígenes A.F.J.P. S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos Decreto 863/98 s/Amparo Ley 16.986


    COMP. 868, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Amparo por mora. Mora de la Administración. Procedimiento administrativo. Obras sociales. Reclamo salarial. Diferencias salariales. Competencia federal. 


    Se suscitó un conflicto negativo de competencia que corresponde resolver a la Corte, con arreglo a lo previsto en el artículo 24, inciso 7°, del decreto – ley 1285/58, texto según ley 21.708. El amparo por mora de la Administración constituye una especial acción de amparo, cuyos presupuestos de fondo se encuentran contenidos en el artículo 28 de la ley n° 19.549 y al que, por principio y como tal, corresponde conferírsele un trámite autónomo y separado del de otras actuaciones de índole judicial. La antedicha acción se encuentra prevista en un dispositivo de orden federal, como lo es el de la ley 19.549 y la acción se dirige a obtener un pronunciamiento de un órgano del gobierno federal y a propósito de una cuestión contemplada en un estatuto que igualmente reviste ese alcance, cuya autoridad de aplicación, en lo que aquí respecta, es el propio Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación.  En tales condiciones, se considera que el Juzgado Federal, es el competente para entender en la acción de amparo.


    Ambrosino, Miriam G. y otros c/ Obra Social del Personal de Refinerías de Maíz s/ Pago de diferencais salariales


    COMP. 373, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Procedimiento tributario


    Clausura del establecimiento. Establecimiento comercial. Control de constitucionalidad de oficio. 


    No ha mediado planteamiento alguno de la actora, relacionado con la inconstitucionalidad del art. 40 de la ley 11.683, siquiera en forma implícita, toda vez que el escueto escrito de apelación omite cualquier referencia sobre el particular. La Cámara ha declarado de oficio la inconstitucionalidad del art. 40 de la ley de rito fiscal, con fundamento en el art. 31 de la Carta Magna, por considerar que establece una pena sin un juicio previo realizado ante los tribunales del Poder Judicial de la Nación. Está vedado a los jueces declarar de oficio la inconstitucionalidad de las leyes pues, para ello, es menester la petición de la parte cuyos derechos se hallen afectados, en atención al equilibrio de los poderes que sanciona la Constitución Nacional, el cual, de lo contrario, se quebraría por absorción del Poder Judicial en desmedro de los otros.


    Mendez, Virginia Licia s/ Recurso de apelación


    M. 362, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. AFIP. Resoluciones generales. Acto administrativo. Disposiciones (administrativo). Facultades discrecionales. Cargo público. Inadmisibilidad del recurso. 


    Los agravios de la recurrente referidos a la existencia de otras vías legales para resolver la contienda resultan ineficaces para habilitar la queja intentada, habida cuenta de que remiten al tratamiento de cuestiones de hecho y de Derecho Procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena -como regla y por su naturaleza- al recurso deducido, en especial, cuando el fallo cuestionado se basa en fundamentos del mismo carácter que, más allá de su acierto o error, excluyen la tacha de arbitrariedad invocada, sin que las divergencias de la apelante tengan entidad para demostrar lesión alguna de carácter constitucional. Además, la cuestión propuesta reviste carácter insustancial, por cuanto la Corte se ha pronunciado, en forma reiterada, a favor de la procedencia de la vía indicada en aquellos casos en que la acción de amparo no ha reducido las posibilidades de defensa del interesado, en cuanto a la amplitud de debate y prueba referente a las cuestiones planteadas y decididas. Máxime cuando, en las instancias de grado y ante el Tribunal, las partes han contado con la efectiva oportunidad de formular las alegaciones pertinentes y obtener las medidas de prueba conducentes. Existe una circunstancia que obsta a la admisibilidad formal del recurso extraordinario, toda vez que, contrariamente a lo exigido por reiterada doctrina de la Corte, el apelante no ha expresado argumentos que sustenten una diversa inteligencia de la norma federal que funda el fallo en crisis, sino que se ha limitado a reiterar los que ya fueron analizados y rechazados por el a quo. Es así que el recurrente omitió rebatir, a fin de dar cumplimiento al requisito de fundamentación señalado en el art. 15 de la ley 48, el argumento central del tribunal a quo en el sentido de que, más allá de la determinación de los alcances que correspondiera atribuir a la aplicación a los empleados de la AFIP del Derecho Laboral, ello no era óbice para soslayar la legalidad de la actuación de los órganos administrativos -aun en supuestos de relaciones administrativas reguladas a través del Derecho Privado- en especial, en cuanto se refiere al cumplimiento de los recaudos que confieren validez a sus actos, como es el requisito de expresar su motivación. En tales condiciones, no puede obviarse que, en el art. 3° de la Disposición 45/97 del Administrador Federal de Ingresos Públicos, a través de la cual se conformó la nueva estructura de la Comisión de Preadjudicaciones, se fijó en dos años la permanencia en el cargo de su presidente a partir de su designación, por lo cual, más allá de las atribuciones administrativas del Administrador Federal para disponer nombramientos y traslados del personal, se autolimitó en su ejercicio en el caso, al fijar un mínimo para la duración del mandato de Presidente de la Comisión. En consecuencia, la decisión discrecional de la Administración de removerlo de su cargo se encontraba restringida por la norma que le imponía la existencia de una razón que justificase la revocación anticipada. Esta omisión de la recurrente resulta adversa a la admisión formal del remedio extraordinario pues, también ha dicho innumerables veces la Corte que, para su procedencia, es preciso, además, formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos por los jueces de la causa. Máxime, cuando se trata de un argumento tan decisivo como la ilegitimidad del acto revocatorio de una designación sujeta a un plazo mínimo de permanencia en el cargo, que el apelante fundamentó exclusivamente en las facultades discrecionales de la Administración, pese a que dicha circunstancia no lo dispensa de observar un elemento esencial como es la motivación suficiente; pues es justamente en este ámbito de la actividad administrativa donde la motivación se hace más necesaria. Es por ello que la Cámara entendió razonable señalar que solamente alegando "razones de orden funcional" o con la invocación genérica del Decreto N° 618/97, no se cumple con el recaudo de motivación establecido por el art. 7 de la ley 19.549. Tampoco las razones que invocó la recurrente, al producir el Informe del art. 8° de la ley de amparo, permiten suplir dicho requisito, pues no fueron expresados en forma concreta y explícita en el acto administrativo que concluyó con las funciones del actor como presidente de la Comisión de  Preadjudicaciones y jefe (int.) del Departamento Servicios Generales de la AFIP. En este sentido, el Tribunal ha expresado que "si bien no existen formas rígidas para el cumplimiento de la exigencia de motivación explícita del acto administrativo, la cual debe adecuarse, en cuanto a la modalidad de su configuración, a la índole particular de cada acto administrativo, no cabe la admisión de fórmulas carentes de contenido, de expresiones de manifiesta generalidad o, en su caso, circunscribirla a la mención de citas legales, que contemplan sólo una potestad genérica no justificada en los actos concretos". A su vez el agravio relativo a que la medida adoptada lo fue en ejercicio de una facultad discrecional de la Administración, tampoco resulta apto para invalidar la sentencia de Cámara. En efecto, ha dicho la Corte reiteradamente que la circunstancia de que la Administración obre en ejercicio de facultades discrecionales, en manera alguna puede constituir un justificativo de su conducta arbitraria, como tampoco de la omisión de los recaudos que para el dictado de todo acto administrativo exige la ley 19.549. Es precisamente la legitimidad -constituida por la legalidad y razonabilidad- con que se ejercen tales facultades, el principio que otorga validez a los actos de los órganos del Estado y que permite a los jueces, ante planteos concretos de parte interesada, verificar el cumplimiento de dichas exigencias, sin que ello implique violación de la división de poderes que consagra la Constitución Nacional.


    Desplats, Armando Gustavo c/ Administración Federal de Ingresos Públicos Disposición 397/97


    D. 175, XXXIV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Responsable de pago.


    Es doctrina de la Corte que aún cuando el impugnante afirme que ataca la sentencia de que recurre por estimarla arbitraria, si lo realmente impugnado es la inteligencia dada a normas de carácter federal, resulta procedente el recurso extraordinario deducido en ese aspecto. Acerca de la aducida tacha de arbitrariedad, toda vez que los agravios que, a través de ella, se pretenden someter a consideración de la Corte, ya fueron examinados en el dictamen emitido en los autos principales, resulta innecesario un pronunciamiento a su respecto.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Amparo ley 16.986


    D. 1040, XXXII, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Agotamiento de la instancia administrativa. Interpretación y aplicación de la ley. Derivación no razonada del derecho vigente. Acceso a la justicia. Instancia judicial. Vencimiento del plazo. Silencio del administrado. Falta de fundamentación. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario fue mal denegado, pues “si bien las decisiones de índole procesal que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida y las cuestiones de derecho público local son materia ajena al recurso extraordinario, existe cuestión federal suficiente para apartarse de dichas reglas en tanto la resolución impugnada incurre en un injustificado rigor formal que atenta contra la garantía de defensa en juicio”. El a quo, al desestimar la demanda contencioso administrativa por falta de agotamiento de la vía administrativa, con invocación del art. 118 del Código de Procedimientos Administrativos local, afectó irreparablemente el acceso a la jurisdicción de la actora, mediante la aplicación de una norma que no rige el caso en sub examine y con una interpretación que proyecta los efectos de la inacción de la Administración en resolver una cuestión sometida a su conocimiento en contra de los derechos del administrado que ha reclamado en su sede. En efecto, el citado artículo se refiere a la forma de agotar la vía cuando se interponen recursos administrativos contra un acto de igual naturaleza, pero no para supuestos como el de autos, en donde el particular reclamó un pronunciamiento de la Administración, sin impugnar recursivamente acto alguno, pues sencillamente no existía. Utilizar sus disposiciones para otros supuestos no previstos expresamente en el ordenamiento jurídico no constituye una derivación razonada del derecho vigente, máxime cuando, como sucede en el sub lite, significa privar al actor del acceso a la jurisdicción. A efectos de la habilitación de la instancia judicial cuando se interponen recursos administrativos contra actos de igual carácter, sin que la Administración los resuelva expresamente en término, se aplica el plazo contenido en el art. 118 del citado Código, en vez del previsto en el art. 6° de la ley 2403, para tener por configurada la denegatoria tácita. De ahí que sea inapropiado extender la aplicación de la primera de estas normas a otros supuestos no expresamente contemplados en aquélla. La interpretación que le asignó el Superior Tribunal local a la omisión de la Administración de resolver el reclamo planteado por la actora, afectó su derecho de defensa, toda vez que, en forma automática y ante el mero vencimiento del plazo para resolver, le otorgó efecto de "acto denegatorio", sin intervención alguna de la voluntad del reclamante. La denegación por silencio es una herramienta que utiliza el ordenamiento para que el particular pueda accionar judicialmente ante el incumplimiento de la Administración, pero en modo alguno transforma ese silencio en una manifestación de voluntad, simplemente porque aquélla nada hace ni dice, sino que, sencillamente, no actúa, es decir, deja transcurrir el plazo sin resolver. En esta situación, constituye una exigencia desmedida y violatoria del derecho de defensa, pretender que el particular está obligado a considerar denegada su petición por el solo vencimiento del plazo, toda vez que el silencio es un derecho que le asiste para paliar la omisión administrativa y no constituye una carga que se le imponga y cuya inobservancia revierta en su perjuicio, agravando el daño ocasionado por el incumplimiento de la Administración. La ausencia de fundamentación fáctica y jurídica de la sentencia recurrida pone de manifiesto que media relación directa e inmediata entre lo decidido y las garantías constitucionales invocadas, máxime cuando desconoce el principio rector en materia contencioso administrativa in dubio pro actione, firmemente defendido por la jurisprudencia del Tribunal.


    Electroingeniería S.A. c/ Dirección de Energía de Catamarca


    E. 162, XXXIV, 04 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Demanda. Cobro de sumas de dinero. Contratos administrativos. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    En cuanto a la orden del pago de los trabajos efectuados por la actora, el Juzgador expresó suficientes fundamentos que, al margen del acierto o error, impiden la invalidación de la sentencia en los términos de la doctrina de la arbitrariedad. Es doctrina de la Corte que, si bien la omisión de la licitación pública, cuando ella es requerida por la ley, vicia de nulidad absoluta el acto de adjudicación y, por añadidura, el contrato celebrado con el contratista, la actora tiene derecho al pago que reclama, a la luz de lo establecido en el art. 1052 del Código Civil, aplicable supletoriamente, que obliga a las partes a la restitución de lo que han recibido o percibido en virtud del acto anulado. Se trata de la recepción, en materia de nulidades, de la teoría del enriquecimiento sin causa, y la Corte admitió, por aplicación de aquel principio, el derecho a reclamar el precio o el valor de lo ejecutado o entregado en beneficio de la Administración. El a quo omitió pronunciarse respecto a si son alcanzadas, por el régimen de consolidación de deudas, las facturas de servicio, aunque dicho punto no remita a la inteligencia de una ley federal, como esa parte aduce, si se tiene en cuenta que, como la Corte expresó reiteradamente, "la ley 23.982 en cuanto sea de aplicación en el ámbito de la Capital Federal, ha sido dictada en ejercicio de facultades legislativas que corresponden al Congreso en los términos del artículo 75, inc. 30 de la Constitución Nacional y, en consecuencia, reviste el carácter de derecho público local" ajeno a la instancia extraordinaria. Resulta aplicable al caso la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad, que autoriza a revisar fallos que versen sobre cuestiones de naturaleza local, cuando consagren una interpretación de las normas con relación a las circunstancias del caso, en términos que equivalgan a su prescindencia, pues ello configura una lesión al derecho constitucional de la defensa en juicio, o cuando hayan omitido tratar, sin fundamento, una cuestión planteada en la instancia ordinaria, que resulte conducente para una hipotética solución distinta a la adoptada, a la vez que exige del agraviado la demostración de dichos extremos, desarrollada en forma autónoma en el escrito de interposición del remedio federal. La demandada, tanto en la expresión de agravios contra la sentencia de primera instancia, como al momento de interponer el remedio federal, refirió que debía considerarse como deuda consolidada en los términos del art, 1° de la ley 23.982 a los importes correspondientes a las facturas nros. 37.640,37.729, 38.239, 37.912, 37.972 y 39.015. A pesar de ello, el Tribunal resolvió que las tres primeras se encontraban comprendidas en el citado régimen por ser anteriores a la ''fecha de corte" prevista en la norma citada y nada dijo sobré las restantes, de tal forma que omitió tratar dicha cuestión, oportunamente propuesta, sin dar fundamento para ello. Corresponde dejar sin efecto lo decidido a la luz de la doctrina de la arbitrariedad. Máxime, si se tiene en cuenta que, como ha dicho la Corte, respecto del alcance de los arts. 1° y 2° de la ley 23.982 en el ámbito federal, en concordancia con lo dispuesto por el art. 2°, inc. d) del decreto 2140/91, la causa de las obligaciones en el sentido de la citada ley la constituyen los hechos o actos que de modo directo e inmediato les hubiesen dado origen, de modo tal que son los hechos, actos o prestaciones los elementos relevantes a tal fin y no los contratos que aquéllos vinculen, extremo que privaría a lo resuelto de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias de la causa.


    Ingeniería Omega S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    I. 71, XXXIV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Falta de fundamentación. Derivación no razonada del derecho vigente. Contrato de transporte terrestre. Debido proceso. Adjudicación de la licitación. Nulidad del contrato administrativo. Vicios del acto administrativo. Rescisión del contrato administrativo. Incumplimiento del contrato. Procedencia del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad tiene carácter excepcional e impone un criterio particularmente restrictivo, ya que de lo contrario se abriría una tercera instancia en la cual lo resuelto por los jueces de la causa sería sustituido por la Corte, en materia no federal. Sin embargo, cabe hacer excepción a tal principio cuando la decisión apelada omite el tratamiento de cuestiones conducentes formuladas oportunamente por el interesado, con evidente lesión de la garantía del debido proceso consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional.  La sentencia recurrida satisface sólo de manera aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a los hechos comprobados de la causa. Puede advertirse que la postura adoptada por la demandada, hasta el momento de deducir la reconvención fue clara en el sentido de tener por válido el contrato de prestación eventual del servicio de transporte que la ligaba a la actora y que, por ende, comenzó a ejecutarse, circunstancia jurídicamente relevante y eficaz que suscitó en ésta una expectativa de comportamiento futuro. Posteriormente, congruente con ello, declaró su rescisión, con fundamento en diversas causales de incumplimiento contractual. Habida cuenta de lo expuesto, aun cuando la demandada pueda, entre otras alternativas, introducir nuevas pretensiones al proceso a través de la reconvención, la pretensión de nulidad del acto de adjudicación- luego de haber defendido extensamente la legalidad de su acto de rescisión-, la coloca en contradicción con sus propios actos. Precisamente, si los reiterados incumplimientos en que habría incurrido la actora la autorizaron a rescindir el contrato, la pretensión posterior -no de carácter subsidiario, ni eventual- de anular el acto de adjudicación, constituye una conducta incompatible con la asumida anteriormente, deliberada, jurídicamente relevante y plenamente eficaz. El decisorio en recurso no sólo no advirtió que las pretensiones procesales de la demandada son incompatibles entre sí, por excluirse mutuamente sino que tampoco diferenció adecuadamente el examen de legalidad del acto de rescisión y del acto de adjudicación, refiriéndose a ambos en forma indistinta, cuando resulta obvio que los modos de extinción de los contratos administrativos que se cuestionan en el sub lite responden a fundamentos diversos y producen efectos jurídicos totalmente disímiles. Lo decidido afecta de modo directo e inmediato las garantías constitucionales invocadas, por lo que correspondería descalificar la resolución apelada, con arreglo a la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias. En efecto, al decir que examinará "la facultad de la Administración de haber declarado por sí, y sin recurrir a los estrados judiciales, la rescisión del contrato, invocando encontrarse éste viciado de nulidad absoluta", continuar con el estudio de los vicios en el procedimiento licitatorio que justificaran la "acción rescisoria del Estado", para finalizar en que la existencia de un vicio grave "justifica la anulación de la concesión otorgada", muestra que el tribunal no ha precisado en forma nítida, como hubiera sido menester para la correcta solución del litigio, si sólo consideró válida la rescisión por encontrarse acreditado que la actora no cumplió con el requisito de la propiedad de los vehículos o si los vicios que afectaron al acto de adjudicación eran de tal magnitud que habilitaban anular el contrato de servicio de transporte eventual por vía terrestre, así caracterizado por las Cláusulas Particulares del Pliego de Bases y Condiciones y no la "concesión", como lo califica el a quo, sin valorar la inexistencia de las modulaciones propias del contrato administrativo de concesión. En tales condiciones, lo decidido afecta de modo directo e inmediato las garantías constitucionales invocadas, por lo que correspondería descalificar la resolución apelada, con arreglo a la doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad de sentencias.


    Villalonga Furlong S.A. c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos s/ Ordinario


    V. 236, XXXV, 28 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Tasa municipal. Sentencia definitiva. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien en principio los juicios ejecutivos no reúnen el requisito de la existencia de una sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que cabe a las partes de plantear nuevamente la cuestión, sea por el Fisco, librando una nueva boleta de deuda, o por el ejecutado, mediante la vía de la repetición, cabe hacer excepción a ello cuando la cuestión articulada ha sido decidida de manera tal que frustra todo replanteo ulterior de la cuestión en un juicio ordinario. La Corte admitió, en ciertos casos, el análisis de los requisitos sustanciales del título, pero lo hizo a modo de excepción y a efectos de impedir que se pronunciase una condena sobre la base de una deuda manifiestamente inexistente. Este último recaudo no se verifica en el sub examine, toda vez que la inexistencia de la deuda en que la accionada funda la pretendida inhabilidad de título no resulta manifiesta sino que, por el contrario, depende de un planteo de inconstitucionalidad que no fue articulado y, por ende, resulta vedado a los jueces de la causa, según la conocida doctrina del Tribunal en cuanto a que los jueces no pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de las leyes pues, para ello, es menester la petición de la parte cuyos derechos se hallen afectados, en atención al equilibrio de los poderes que sancionan la Constitución Nacional, el cual, de lo contrario, se quebraría por absorción del Poder Judicial en desmedro de los otros.


    Municipalidad de Paraná c/ Dirección Nacional de Vialidad s/ Ejecución fiscal


    M. 465, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Interpretación y aplicación de la ley. Estado Nacional. Privatizaciones. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es una obligación básica de los jueces realizar la interpretación de las leyes evaluando la totalidad de sus preceptos, con el objeto de desentrañar la intención y propósitos que la informan y que el legislador ha querido plasmar en las mismas, a fin de determinar su verdadero sentido y alcance. De los artículos 16 y 25 de la ley 24.855 y 40, 41 y 42 del decreto 924/97 reglamentario de dicha ley, surge sin duda que el Estado Nacional asumirá, aunque con ligeras variantes de procedimiento, el pasivo generado por el Banco Hipotecario Nacional, antes o después de la emisión del Decreto 924/97, siempre que encuentre causa o título anterior a su dictado. A la luz de tal criterio orientador de interpretación armónica no corresponde distinguir entre acciones promovidas contra la entidad, y aquéllas en donde ésta opera como actora. Resulta también indiscutible que el término "acción" no puede referirse a determinada categoría de procesos, sino que, como surge del artículo 42 en su primera parte, alcanza a todo trámite judicial o administrativo y, en el caso puntual discutido, no corresponde negarle tal carácter al trámite judicial de ejecución de accesorios iniciado por el incidentista, a los que fue condenado el Banco Hipotecario Nacional, aunque fuese en un reclamo por él promovido.


    Moral, Ricardo c/ Cotax cooperativa de provisión, consumo, vivienda y crédito


    M. 702, XXXIV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Procesos de conocimiento. Juicio administrativo de responsabilidad. Sociedad anónima con participación estatal mayoritaria. Directores de SA. Agentes de la administración pública. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El artículo 310 de la ley 19.550 señala que, a los directores de las sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria, se les aplican las prohibiciones e incompatibilidades previstas en el artículo 264 para los directores de sociedades anónimas en general, excepto el inciso 4°. Este inciso, que no resulta entonces aplicable al actor, dispone que no pueden ser directores los funcionarios de la Administración Pública cuyo desempeño se relacione con el objeto de la sociedad, hasta el cese de sus funciones. El tribunal omitió ponderar que, durante el periodo en que el actor se desempeñó como director de la empresa en cuestión, la doctrina de la Procuración del Tesoro de la Nación era constante y pacífica en el sentido de que: a) los directores de sociedades estatales con participación estatal mayoritaria no son funcionarios públicos, aun cuando el Estado llegue a ser propietario de la totalidad de las acciones, atento que aún en esta circunstancia mantendría su naturaleza jurídica, regulada por un régimen básicamente de Derecho Privado, por lo que no mediaría una relación de empleo público entre dichos funcionarios y la empresa; b) si bien el Estado inicialmente realiza aporte de capital a dichas sociedades, tales sumas ingresadas al patrimonio exclusivo de la compañía son de distinta naturaleza que el patrimonio estatal general, con lo cual no podría sostenerse la existencia de una doble retribución nacional. En síntesis: el criterio imperante consideraba que no existía la incompatibilidad prevista en el art. 13 de la ley 12.709, entre el desempeño de la función pública -en el caso en Fabricaciones Militares- y el cargo de director de una sociedad del Estado o de una sociedad anónima con participación estatal mayoritaria.


    Hourquescos, Vicente Domingo c/ Nación Argentina (Tribunal de Cuentas de la Nación) s/ Juicio de conocimiento


    H. 50, XXXIV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Personal militar. Adicional por desarraigo. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Sobre la procedencia del rubro inestabilidad de residencia, la Corte tuvo ocasión de pronunciarse en el precedente de Fallos: 318:403, donde consideró, en el marco sentado por los resolutorios registrados en Fallos: 312:787 y 802, que en virtud de su indudable naturaleza salarial, esa "compensación" debía ser computada para la determinación de los haberes de retiro. Hizo hincapié, para así decidir, en la generalidad de estos rubros asignados al personal militar en actividad; en la ausencia de petición de los interesados y de invocación de la efectiva realización e índole excepcional del gasto y en la existencia de otros suplementos orientados a retribuir el traslado de la residencia. Concluyó, por todo ello, que los decretos respectivos no pueden modificar ni desconocer lo establecido por normas superiores, que precisan no sólo el concepto por el cual deben acordarse los aumentos al personal activo, sino también, el derecho de los retirados al incremento de sus haberes, máxime cuando se trata de preservar la proporcionalidad que debe existir entre el haber de actividad y el de pasividad, en razón de la naturaleza sustitutiva del segundo. No obstante, con posterioridad al fallo de la Corte reseñado, y encontrándose la causa pendiente de resolución, fue sancionada la ley n° 24.624, cuyo artículo 44 ratificó "...el carácter de no remunerativo y no bonificable de los conceptos definidos con tal particularidad …" entre otros, en los decretos 2000/91 y 628/92. Por otro lado, al haberse pronunciado sobre una cuestión no introducida en la causa, la juzgadora incurrió en una extensión indebida de los límites Impuestos a la jurisdicción del tribunal, incorporando al litigio un asunto no alegado por el Estado y en una oportunidad impropia, imposibilitando al actor discutir su admisibilidad y procedencia. Dicho déficit, justifica la invalidación del decisorio con arreglo a la doctrina de la Corte sobre sentencias arbitrarias. Para finalizar aquí, merece apuntarse que la Corte, en el precedente de Fallos: 322: 1668, tuvo ocasión de examinar la admisibilidad substancial del argumento basado en el dispositivo ratificatorio de la ley 24.624. Dijo allí, que los decretos que en su origen se hallan viciados de inconstitucionalidad por haber sido dictados por el Poder Ejecutivo en exceso de sus facultades reglamentarias, no son susceptibles de purga o subsanación mediante la ratificación parlamentaria. Ello es así porque la Ley Fundamental, salvo en el excepcionalísimo supuesto de los decretos de necesidad y urgencia, impide a ese poder ejercer facultades de orden legislativo sin contar con una base legal previa y suficiente, y la oportuna observancia del requisito no depende de la gracia del Congreso.


    Tortorelli, Miguel c/ Estado Nacional


    T. 32, XXXV, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Reclamo administrativo previo. Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    La doctrina de las sentencias arbitrarias no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias que corrigiera fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir hipótesis de naturaleza excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el decisorio como la "... sentencia fundada en ley...” a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Se advierte, a la luz de la reiterada doctrina del Máximo Tribunal, en orden a que el fin del reclamo administrativo previo es producir una etapa conciliadora anterior al pleito, que dé a la administración la posibilidad de revisar el caso, salvar algún error, y promover el control de legitimidad y conveniencia de lo actuado por los órganos inferiores, que no aparece, prima facie, inverosímil la apreciación de la Juzgadora que, entre otros ítems, hace mérito de la conducta omisiva de la demandada al ser requerida por la actora y, en base a ello, concluye que devendría ineficaz y sólo ritual un reclamo previo. La reclamación administrativa previa tiene por objeto substraer a los entes del estado de la instancia judicial, en una medida que sea compatible con la integridad de los derechos y constituye una facultad que, por no afectar el orden público, puede ser renunciable y de la que cabe prescindir en supuestos justificados, como por ejemplo, cuando se advierte la ineficacia cierta de este procedimiento.


    Statuto, Horacio Ricardo c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 227, XXXV, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Sucesión ab intestato. Multa administrativa. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a Fallos 320:61 y 322:291, así como al fallo de la causa C. 362, L. XXXIII, "Carvajal, Oscar A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia".


    Frente a la jurisprudencia reiterada de la Corte, en orden a que los agravios referentes a la valoración de las actitudes procesales y a la procedencia de la sanción impuesta, remiten al examen de cuestiones fácticas y de derecho no federal, materia propia de los jueces de la causa y ajena, como regla y por su naturaleza, al remedio del artículo 14 de la ley 48, es que no se advierte que las razones del fallo -en el punto, al menos- traduzcan serios defectos de argumentación o razonamiento que tornen procedente la vía intentada. No obstante, la anterior conclusión no puede ser extendida a los agravios fincados en la ley 24.643. Ello es así, en tanto que, por medio de los mismos, se coloca en tela de juicio el alcance y la aplicación de una norma federal como es la citada ley y la decisión de la alzada ha sido contraria a la pretensión que la recurrente fundó en ella (artículo 14, inciso 3°, de la ley 48).


    Alcivar, Miguel Segundo s/ Sucesión ab-intestato


    A. 605, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Tribunal arbitral de obras públicas. Procedimiento administrativo. Denegatoria del recurso. 


    La Corte estableció, con arreglo a lo prescripto por los artículos 7° de la ley n° 12.910; 6°, 7° y 8° del decreto 11.511/47; su aclaratorio 4517/66 y en el decreto 1098/56, que no cabe recurso judicial alguno respecto de las decisiones del Tribunal Arbitral de Obras Públicas. Se fundamentó, para ello, en la naturaleza optativa del régimen en cuestión, en cuyo ámbito -puntualizó- la elección del proceso administrativo importa la renuncia del judicial, incluso del recurso extraordinario; y en la falta de legitimación del Estado Nacional para plantear la invalidez constitucional de las previsiones por él mismo dictadas.


    Meller Comunicaciones S.A. Unión Transitoria de Empresas c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones


    M. 681, XXXV, 12 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Procuración del tesoro de la nación. Funciones de la Procuración del Tesoro de la Nación. Procurador del tesoro. Falta de legitimación para obrar. Ministerio Público Fiscal. Denegatoria del recurso. 


    Los argumentos expuestos en la queja respecto a la tacha de falta de personería, no deben prosperar. En base a las siguientes razones: l. El artículo 15 del anexo 111 del decreto 1116/00 es claramente reglamentario del capítulo IV de la ley 25.344 que trata de los juicios del Estado Nacional. Esto se deduce no sólo del título de este anexo sino del considerando del decreto, cuando explica que se establece un procedimiento de cumplimiento obligatorio para los juicios seguidos contra el Estado Nacional y los que se promovieren en el futuro. La hipótesis prevé exclusivamente aquellos procesos incoados contra el Estado; por lo tanto se debe excluir de ella las causas penales, excepto en el caso del ejercicio conjunto de una eventual acción de carácter civil, supuesto que por cierto dista de concurrir en la especie. Desde que la Convención Constituyente del 94 definió al Ministerio Público como un órgano extra-poder de naturaleza bicéfala, independiente de los poderes del estado, confiándole la función de promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, la posibilidad de que otro organismo del estado, por decisión unilateral de uno de sus poderes, se arrogue personería para actuar en un proceso criminal, está totalmente excluida.  En cuanto al argumento de que el Procurador del Tesoro actúa en este proceso para salvaguardar la responsabilidad internacional del Estado Argentino, además de configurar un agravio conjetural, no puede soslayarse que, quienes resultarían los beneficiarios del recurso de revisión, fueron quienes inauguraron este itinerario procesal por propia y libre decisión. Y fueron ellos también, quiénes siempre por propia y libre decisión se abstuvieron de continuar transitándolo, pudiendo hacerlo por la vía recursiva prevista en el artículo 14 de la ley 48.  De tal forma que la pretendida participación de un organismo del Poder Ejecutivo en el proceso recursivo ya concluido, aparece como una concreta posibilidad de que a través de esta arrogancia y so capa de alcanzar mejores tutelas, choque con los intereses de los condenados y de sus eventuales estrategias defensivas. Con la interposición del recurso de revisión se planteó una expectativa liberatoria en favor de los condenados; y con la presentación del Poder Ejecutivo, dislocando ese propósito originario, se expresa como interés supremo otro distinto, ajeno a aquella pretensión, cual es el cuidado de las relaciones públicas internacionales y el prestigio de la República. Intereses extraños a la pretensión de los condenados en este proceso de índole criminal. Es que convalidar la presencia del Abogado del Estado peticionando en una causa penal, que le es ajena, provocaría un desborde dentro del delicado equilibrio que se debe mantener en la relación entre los Poderes de la Nación, con el peligro de hacer difusos los intereses del Estado y los que persigue la sociedad en el caso concreto sometido a juzgamiento. Aún, cuando le asisten al Poder Ejecutivo otros remedios constitucionales. Principios reconocidos por el Tribunal en Fallos 306:2101. El peticionante utiliza como argumento para ser tenido por parte, las facultades que asisten al Presidente de la Nación como director de la política exterior de la República. Tesitura que tampoco es conducente para otorgar participación en esta causa a la Procuración del Tesoro, pues si bien es cierto que el titular del Poder Ejecutivo es quien representa a la Nación frente a los otros países del mundo y quien tiene a su cargo la guía de la política internacional, no es menos cierto que así como la Constitución le asigna esa atribución, también lo dota de los instrumentos idóneos para que pueda implementarla adecuadamente. Instrumentos, que no aparecen como compatibles con el ejercicio de la acción en una causa penal fenecida. Por el contrario, aceptar esta participación conduciría al trastoque constitucional porque significa, además de incorporar un elemento que resultaría extraño a la definición que deviene constitucional del debido proceso penal, desvirtuar el objeto procesal en causa criminal en miras de obtener presuntos beneficios para la República ante posibles sanciones o descréditos eventuales. Los restantes argumentos con que el Abogado del Estado intenta rebatir el rechazo a su presentación, se encuentran debidamente refutados, sin que se incorporen razonamientos novedosos, en la doctrina de la Corte de Fallos: 321: 3555.


    F, Roberto y otros s/ Revisión -Causa Nº 2813-


    F. 787, XXXVI, 18 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Acción de amparo. Agua potable. Redes cloacales. Propiedad horizontal. Decretos nacionales. Nulidad del decreto. Resolución administrativa. Nulidad de la resolución. Tarifa de servicios públicos. Facturación de servicios públicos. Facturación al consorcio. Leyes federales. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Responsable del pago. Servicio medido. Medidor de agua.


    El argumento que utilizan las recurrentes para descalificar la sentencia de la Cámara de Apelaciones -que, si bien rechazó el planteo de inconstitucionalidad del decreto 78/93, por estimarlo adecuado a los arts. 72 y 74 de la ley 13.577, modificada por la ley 20.324 y al art. 55, inc. d) del Marco Regulatorio, aprobado por decreto 999/92, en cambio, declara la nulidad de las resoluciones 8/94 y 12/94 del ETOSS-, porque omite toda consideración del decreto 1333/74, no puede prosperar a poco que se advierta que fue derogado expresamente por el art. 5 de su similar 999/92, que aprobó el marco regulatorio para la concesión de los servicios de provisión de agua potable y desagües cloacales. El decreto 1333/74 que integraba el Régimen Tarifario para la Administración General de Obras Sanitarias de la Nación, aprobado por el Decreto N° 9022/63, fue derogada -junto con éste- por el citado Decreto 999/92 para permitir la concesión del servicio. Ello es así, puesto que este último, en los Capítulos VII y VIII, establece un nuevo Régimen Tarifario y otras disposiciones relativas al pago de los servicios concesionados. En tales condiciones, el razonamiento utilizado por el a quo, para resolver del modo que lo hizo en la sentencia recurrida, es correcto, toda vez que no tenía obligación de considerar una norma ni un régimen derogados. El a quo examinó la regulación vigente del sistema de medición y facturación del servicio de agua. Aún interpretando del modo más favorable la pretensión de los recurrentes, sólo podría sostenerse que el examen del Decreto N° 1333/74 podía efectuarse a título de antecedente normativo, obiter dictum para conocer cómo estaba regulado el sistema de pago durante el período en que estuvo en vigencia, sin que pueda influir de ninguna manera en el resultado final de la sentencia, atento a su derogación anterior en el tiempo al momento de dictarse aquélla. La Corte reiteradamente ha decidido que, a fin de evitar pronunciamientos inoficiosos, debe atenderse a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Tampoco pueden prosperar los agravios relacionados con la falta de seguridad jurídica que provocaría la decisión recurrida, pues es claro que el Marco Regulatorio sólo recoge la institución de "responsable del pago" sin modificar el sistema de medición del consumo. De forma tal que, todos los oferentes que participaron del proceso licitatorio llevado a cabo para concesionar el servicio que prestaba la ex O.S.N., conocían -o debían conocer- tanto la derogación del decreto 1333/74 como el hecho que la facultad de los arts. 72 y ss. de la ley 13.577 -introducida por la ley 20.324-, y que, mediante el decreto 787/93 (art. 55, inc. d), se trasladó al concesionario, se refería exclusivamente a la posibilidad de disociar el sujeto obligado al pago, sin incidir sobre el sistema de medición de la provisión de agua. En tales condiciones, las consecuencias que puedan derivar de cualquier otra interpretación deben ser soportadas por quien la sustente. El art. 72 de la ley 13.577 sienta un principio liminar en la materia: el responsable del pago de los servicios que prestaba la empresa estatal era el usuario directo -sea el propietario, el consorcio de propietarios, el poseedor del inmueble, el inquilino u ocupante con sustento legal-. Sólo por excepción, cuando se trataba de edificios con varias unidades y que, por razones técnicas, no era posible dotarlas de una conexión independiente, la norma facultaba al Poder Ejecutivo a instituir la figura del responsable [del pago], que ponía en cabeza del consorcio la obligación de abonar los servicios y, consecuentemente, liberaba a la ex-O.S.N. de cobrar en forma independiente a cada propietario. El a quo consideró que el sistema reseñado se aplicaba en los supuestos de servicios de cuota fija y no al de servicio medido, con apoyo en el art. 75 de la norma citada y esa interpretación se ajusta a derecho, porque tal modalidad de cobro no modifica el sistema de medición, que, en principio, era de cuota fija, como surge nítidamente del propio art. 75 y, en especial, del 76, toda vez que dispone estudiar, cuando las circunstancias lo permitan, un sistema de medición domiciliaria del suministro efectivo de agua potable. En cuanto a la incorporación al Marco Regulatorio de la concesión de los servicios de provisión de agua potable y desagües cloacales, cabe decir que el decreto 999/92 sólo recogió la figura del "responsable del pago" a efectos del cobro de los servicios que prestará el concesionario, toda vez que el art. 55 del Marco Regulatorio, al determinar los sujetos obligados al pago, aclara expresamente que "se mantienen las facultades establecidas en los Artículos 72 y 74 de la Ley Orgánica de OSN, exclusivamente en lo relativo al cobro de servicios". Iguales previsiones contiene el contrato de concesión, que incluye el régimen tarifario aprobado por decreto N° 787/93, siguiendo las pautas contempladas en los arts. 43 y ss. del Marco Regulatorio. En efecto, el art. 5° del Anexo VII del contrato prevé que, en los inmuebles sujetos al régimen de la ley 13.512 o divididos en forma análoga, todos los servicios que preste el concesionario podrán ser facturados con cargo al consorcio de propietarios, a quien se instituye como responsable de pago, de conformidad con lo establecido en el Marco Regulatorio". Pero ello no significa que -como lo hacen las resoluciones 8/94 y 12/94 del ETOSS y lo sostienen las demandadas- se modifique el sistema de medición en la prestación del servicio, para facturar globalmente al consorcio, sino que, manteniendo el sistema de la ley 20.324 y del Marco Regulatorio, en vez de facturar a cada propietario en forma individual, se pueda emitir una factura total al consorcio. Esta interpretación se ve reforzada por la disposición del art. 6° del Régimen Tarifario de la Concesión, en la medida que, la exclusión que allí se prevé de las unidades que cuenten con conexión independiente, es a los efectos de incluirlas en el régimen de consumo medido, para su posterior facturación conforme a ese sistema. En tales condiciones, la figura del responsable de pago no implica el cambio, en forma automática, del sistema de medición ni pasar a los usuarios de "cuota fija" a uno de "consumo medido" ni, menos aún, autorizar a efectuar una medición y facturación global por consorcio.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Amparo ley 16.986


    D. 1084, XXXII, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Obras Sanitarias de la Nación. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Leyes federales. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. 


    Responsable de pago.


    Es doctrina de la Corte que aún cuando el impugnante afirme que ataca la sentencia de que recurre por estimarla arbitraria, si lo realmente impugnado es la inteligencia dada a normas de carácter federal, resulta procedente el recurso extraordinario deducido en ese aspecto. Acerca de la aducida tacha de arbitrariedad, toda vez que los agravios que, a través de ella, se pretenden someter a consideración de la Corte, ya fueron examinados en el dictamen emitido en los autos principales, resulta innecesario un pronunciamiento a su respecto.


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Amparo


    D. 1032, XXXII, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Pago de la remuneración. Liquidación de haberes. Tribunales provinciales. Procedencia del recurso. Inadmisibilidad del recurso. 


    Los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, es una materia que se encuentra reglada por la Constitución y leyes locales, y escapan a la instancia del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, principio que cede cuando la decisión adolece de arbitrariedad. Es por ese mismo respeto que tampoco le compete a la Corte transformarse en el intérprete final de las decisiones que adoptan los tribunales provinciales, dentro de sus atribuciones y por aplicación de las normas que integran sus ordenamientos jurídicos, o en un órgano de unificación de la jurisprudencia provincial, sin perjuicio de señalar que el Tribunal puede llegar a cumplir tales funciones cuando, excepcionalmente, le toque intervenir en causas que presenten cuestiones federales. La doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que les son privativas, ni a corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales, ya que sólo admite los supuestos desaciertos y omisiones de gravedad extrema, a causa de los cuales los pronunciamientos no pueden adquirir validez jurisdiccional. Los agravios dirigidos a cuestionar la desestimación de la defensa de prescripción de la acción contencioso administrativa, la calificación jurídica de las presentaciones de las partes y los que se refieren a la prueba producida en autos, no son aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48. El Superior Tribunal local ha expuesto suficientes razones de hecho y Derecho Administrativo que, al margen de su acierto o error, acuerdan sustento bastante al fallo y lo ponen a resguardo de la tacha de arbitrariedad invocada, de tal modo que los agravios sólo traducen las discrepancias de la recurrente con relación a la inteligencia asignada por la sentencia a problemas regidos por normas de Derecho Público local, extrañas al remedio federal que intenta. La Corte ha dicho que "corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad esgrimida si los fundamentos susciten el análisis de cuestiones de hecho y prueba respecto de los cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio. Los agravios de la recurrente dirigidos a la adhesión del a quo al dictamen del perito constituyen un tardío intento por impugnar la prueba pericial, sin que logren demostrar en qué forma se vio impedida de hacerlo en la etapa procesal oportuna. Esta conducta, imputable solamente a la Provincia demandada, le impide invocar, en esta instancia, una supuesta afectación de su derecho de defensa.  Tampoco habilitan la apertura de la instancia extraordinaria los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia en cuanto hace lugar a la demanda y ordena seguir liquidando a los actores las sumas que surgen de la ley 941 después de su derogación, pues -para arribar a tales conclusiones- el a quo interpretó y aplicó normas de Derecho Público local, inclusive constitucionales, sin que su acierto o error pueda ser examinado por la Corte en atención a que "la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran defectos graves de fundamentación. Tal tacha indica una grosera omisión que, en definitiva, produce un pronunciamiento cuyo sustento es la sola voluntad del juez. El error en la interpretación de normas o en la estimación de pruebas no es suficiente para descalificar el fallo". En efecto, con relación al primer tema, el a quo se basó en un precedente en el que resolvió iguales cuestiones, examinó y desvirtuó los argumentos defensivos esgrimidos por la apelante -los que son reiterados nuevamente en esta oportunidad- y, en tales condiciones, no puede predicarse que su acto carezca de los requisitos de fundamentación necesarios para considerarlo jurisdiccionalmente válido.  Lo propio hizo con el segundo tema donde, por interpretación de la Constitución provincial, calificó de contrato administrativo a la relación de empleo público que liga a las partes y le aplicó los principios que derivan de tal categorización. Con esta interpretación, el Superior Tribunal local se enrola en las denominadas tesis contractualistas para explicar la naturaleza jurídica de este tipo de relación, con apoyo en autorizada Doctrina nacional. De ahí que no procede que su decisión sea revisada en esta instancia, pues, más allá de su acierto o error, cuenta con suficientes argumentos jurídicos para ponerla a resguardo de la tacha que le imputa la Provincia demandada.


    Bordón, Ángel Pablo y otra c/ Provincia de Formosa - Policía de la provincia s/ Demanda contencioso administrativa


    B. 132, XXXIV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Abogados. Ejercicio profesional. Juicios contra el Estado. Estabilidad del empleado público. Sanciones disciplinarias. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Ante todo cabe recordar que la Corte dijo, que lo atinente a sanciones disciplinarias aplicadas por los jueces a los letrados en el marco de un proceso, constituye, por su naturaleza fáctica y procesal, tema propio de las instancias ordinarias y, por regla, ajeno a la intentada, salvo supuesto de arbitrariedad o extralimitación y, que ello es así, por cuanto la defensa de los intereses del cliente debe ser ejercida con energía y denuedo, si es necesario, pero con la indispensable mesura que salvaguarda la majestad de la justicia, tornándose imprescindible conservar el debido equilibrio, evitando los desbordes de palabra.  En el fallo no se advierte un caso de arbitrariedad que justifique apartarse de la excepcionalidad que regula estos principios, toda vez que lo declarado por los jueces de la causa, más allá de su acierto o error, contiene fundamentos de hecho y prueba que, son suficientes para sustentar lo decidido como acto jurisdiccional válido. Por similares razones, corresponde desestimar los agravios dirigidos contra la graduación de la sanción, discernida por él a quo en el máximo de la escala legal. En efecto, tiene declarado la Corte que el ejercicio por los magistrados de sus facultades para graduar las sanciones dentro de los límites ofrecidos para ello por las leyes respectivas, no suscita cuestiones que quepa decidir en la instancia del artículo 14 de la ley 48. En tales condiciones, al no guardar las garantías constitucionales invocadas relación directa ni inmediata con lo resuelto, es que el recurso extraordinario fue correctamente denegado por él a quo y que así debe declararlo la Corte.


    C., Luis María c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Justicia y otro s/ Amparo


    C. 54, XXXV, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Contrato de prestaciones médicas. Rescisión del contrato. Circunstancias sobrevinientes. 


    Cabe recordar que el Tribunal ha dicho, en forma reiterada, que debe resolver de acuerdo con las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque aquéllas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Por aplicación de tal criterio y, de las manifestaciones que formula el recurrente, en el sub discussio, el INSSJP conserva interés en obtener un pronunciamiento de la Corte sólo en cuanto cuestiona la sentencia del a quo porque declaró la nulidad del contrato que lo ligaba con la UTE prestadora del servicio.


    Abrile, Claudio G. (MIRAR S.R.L.) c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo


    A. 467, XXXIV, 22 de junio de 2000


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Impugnación del acto administrativo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 96 L. XXXIV, “F.M. Comercial S.A. c/ D.G.I. p/ Impugnac. Acto adm.”.


    R. de Pauli – Giraudo – Molaro Sociedad de Hecho c/ Dirección General Impositiva p/ Impugnación del acto administrativo


    R. 100, XXXIV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Prescripción. Seguro de vida obligatorio. Ley especial. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si la ley protege al empleado público imponiendo un seguro obligatorio a cargo de la Caja Nacional de Ahorro y Seguro, que cuenta además con el beneficio de gozar de una prescripción decenal para formular sus reclamos -a diferencia de la ley común (17.418) en que el plazo es anual-, es la aseguradora quien debió demostrar concretamente que aquel seguro sujeto a un régimen especial no era éste que se invoca en autos, porque tal presupuesto fáctico constituía el fundamento de la causal extintiva invocada.


    González Eter M. c/ Lotería Nacional s/ Cobro de pesos


    G. 867, XXXV, 22 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Código Alimentario Argentino. Multa. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. 


    Tiene dicho la Corte, que es un principio de recta interpretación que los textos legales no deben ser considerados a los efectos de establecer su sentido y alcance aisladamente, sino correlacionándolos con los que disciplinan la misma materia, como un todo coherente y armónico, como partes de una estructura sistemática considerada en su conjunto, y teniendo en cuenta la finalidad perseguida.


    Carrefour Argentina S.A. c/ ANMAT s/ Proceso de conocimiento


    C. 737, XXXV, 10 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Código Alimentario Argentino. Multa. Interpretación de la ley. Derechos del consumidor. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene dicho la Corte en reiterados pronunciamientos, que uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la inteligencia de una norma y su congruencia con el resto del sistema a que está engarzada, es la consideración de sus consecuencias. En este último sentido, parece insoslayable mencionar la recepción constitucional -en el nuevo art. 42 de la Ley Fundamental- de los derechos de los consumidores, entre otros, a la protección de la salud o a la información adecuada y veraz y su estrecha relación con las posibles consecuencias de una solución adversa a la interpretación que se propicia.


    Carrefour Argentina S.A. c/ ANMAT - Disposición N° 3.444 s/ Proceso de conocimiento


    C. 196, XXXV, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Concesión de servicio público. Audiencia pública. Cuestión abstracta. 


    La realización de audiencias públicas para la renegociación de los contratos de concesión de los Servicios de Transporte Ferroviario de Pasajeros que surge de la información suministrada y de los respectivos actos de aprobación de las distintas renegociaciones inoficioso un pronunciamiento de la Corte pues, al haberse satisfecho el objeto demandado, la cuestión ventilada en el sub examine devino abstracta. Cabe recordar, al respecto, que "las sentencias de la Corte Suprema han de ceñirse a las circunstancias dadas cuando se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, toda vez que la doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha subrayado que la subsistencia de éstos es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar. Entre tales extremos se halla el de inexistencia de gravamen cuando de hecho ha desaparecido por falta de interés económico o jurídico, circunstancia que cancela la competencia extraordinaria de esta Corte".


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional – Poder Ejecutivo Nacional – Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Amparo - Ley 16.986


    D. 353, XXXIV, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    DGI. Procedimiento tributario. Repetición de impuestos. Actualización monetaria. Interpretación y aplicación de la ley. Denegatoria del recurso. 


    No cabe duda que los créditos reclamados en el sub lite se han originado en pagos sin causa realizados con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 23.905 y que, por ende, su suerte se rige por las disposiciones del art. 129 de la ley de rito, según texto de la ley 23.871, cuyo párrafo segundo, preveía la actualización de los pagos sin causa sólo desde la fecha del reclamo administrativo, y no desde la fecha de pago. En tanto que la Ley de Convertibilidad del Austral n° 23.928 derogó, con efecto a partir del 1° de abril de 1991, todas las normas legales o reglamentarias que establecían o autorizaban la indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de las deudas, cabe señalar que no corresponde calcular actualización alguna, en el sub lite, entre la fecha de reclamo y la que resulte del efectivo pago.


    Procter & Gamble Interamericas Inc. c/ D.G.I. s/ Dirección General Impositiva


    P. 256, XXXV, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Empleo público. Administración pública. Inconstitucionalidad. Decretos. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C.465, L. XXXIII “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N.. Ministerio de Justicia de la Nación) (ver Fallos 322:752).


    Velasco, Luis Enrique c/ Estado Nacional (Corte Suprema de Justicia de la Nación) s/ Empleo público


    V. 438, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Empresas del Estado. Privatizaciones. Acciones societarias. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. Confiración de sentencia. 


    En virtud de que en el caso de YPF, la normativa en cuestión, se ha limitado a habilitar por una lado la concesión, asociación y/o contratos de locación en áreas de exploración y explotación; por el otro la constitución de sociedades mixtas para áreas de recuperación asistida, pero no la privatización de la empresa en sí, entonces no cabe tener a dicho ente como "declarado sujeto a privatización" sino recién con el dictado del decreto 2778/90. En tales condiciones es que, cabe desechar, por lo pronto, la posición que sitúa el nacimiento de este derecho en la fecha de dictado de la ley n° 23.696, puesto que, al margen de toda duda, los antes citados preceptos (artículos 16 y 21) condicionan la eventual puesta en marcha de estos programas a la referida "declaración", la que en el caso de esta empresa se verificó con posterioridad al dictado de la "Ley de Reforma del Estado (LRE) y Emergencia Administrativa", como se conoce a la ley 23.696 desde su publicación en el Boletín Oficial el 23 de agosto de 1989. Recuérdese que, según jurisprudencia de la Corte, la inconsecuencia o la falta de previsión del legislador no se suponen, por lo que la interpretación debe evitar asignar a las leyes un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, correspondiendo adoptar como verdadero el criterio que las concilie y suponga la integral armonización de sus preceptos, los que se verifican en la causa con el alcance asignado a estas normas. Finalmente, no se advierte razonable inferir de la circunstancia que el artículo 16 de la ley 23.696 se refiere al "ente a privatizar”, que el legislador haya querido aludir a quienes eran empleados en el momento de dictarse la ley y no a aquellos que lo serán en el momento de concretarse la privatización. Y es que sería inapropiado desde el punto de vista gramatical expresarse de otra manera dado que, al tiempo de dictarse la ley de reforma del Estado se aludía a situaciones a plasmarse en el futuro. Por otro lado, repárese que el artículo 29 del dispositivo, que emplea la misma redacción, se refiere, no obstante, sin margen para la discrepancia, al personal que se mantiene en relación de dependencia en la empresa. Puesto en otros términos, con lo anterior se quiere significar que la ley 23.696, antes que fragmentariamente, debe ser apreciada en su integridad, perspectiva desde la cual se advierte que antes que orientada a crear derechos a favor de los particulares, ella se encuentra dirigida a conferir facultades a otro poder del Estado para que, llegado el caso y con arreglo a ciertas pautas y modalidades, en el desenvolvimiento de una política legislativamente habilitada, pueda eventualmente llegar a establecer o generar esos derechos, aunque con una clara indicación que las medidas gubernamentales a adoptarse deben asegurar la protección del trabajador. Al decir del Máximo Tribunal, esta norma expresa un verdadero sistema destinado a enfrentar la emergencia a través de un proceso de transformación del Estado y su Administración Pública, donde se destaca como un elemento singular, la política de privatizaciones. La ley citada se presenta como un estatuto para las privatizaciones, con el fin de reubicar al Estado en el lugar que le reserve su competencia subsidiaria. En ese marco resalta -entre otros rasgos- la íntima colaboración y responsabilidad compartida entre las ramas ejecutiva y legislativa del gobierno; a punto tal que ninguna empresa o actividad puede ser privatizada sin la declaración previa de "sujeta a privatización" por ley del Congreso. Una vez establecida esa calificación legal, atañe al Ejecutivo su implementación concreta, con una amplia atribución de competencias. La Corte ha reiterado que es principio inconcuso de la exégesis de las leyes, que el significado de sus términos no puede establecerse, rigurosamente, sólo por el examen aislado de éstos, sino que ha de estarse en todo momento al del contexto que ellos componen; y que la tarea de interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo y cada ley sólo por su fin inmediato y concreto, sino que todas han de entenderse teniendo en cuenta los fines de las demás y el propósito de colaborar en su ordenada estructuración. Si se conecta la intencionalidad legislativa de la ley 23.696; el tenor de sus artículos 22, inciso a), 41, 42 y 45; su reglamentación por el decreto 1105/89 (de su artículo 23, e incluso, de su artículo 22 con su remisión al 13, y la no-reglamentación de los arts. 41, 42 y 45); y la confirmación de la diferente situación del empleado-adquirente que también se infiere del decreto 2686/91; con la necesidad que impone la doctrina y jurisprudencia analizada acerca del respeto de un contenido mínimo de las cláusulas programáticas, con particular referencia al artículo 14 bis en el aspecto que aquí interesa -o, cuanto menos, al valor interpretativo que cabe asignarle-; cabe concluir que se ha reconocido un derecho a los trabajadores del ente a privatizar a participar en el P.P.P. que decida implementarse, cuando la privatización en concreto de cada ente contemple la implementación de tal programa.


    Antonucci, Roberto c/ YPF S.A. y otro s/ Participación Accionariado Obrero


    A. 530, XXXV, 17 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Interpretación y aplicación de la ley. Causas regidas por normas federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a los fallos de la causa 322:752.


    Raffo Benegas y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    R. 568, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Migraciones. Control migratorio. Documentación migratoria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa L. 92, L. XXXIV, "Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones Disp. DNM. 4783/96"


    En la tarea de interpretar y aplicar normas de naturaleza federal el Tribunal no se encuentra limitado por los argumentos de las partes ni por aquéllos aportados por la Cámara, sino que le incumbe efectuar una declaración del punto en disputa de acuerdo con la inteligencia que él rectamente le otorgue, circunstancia que exige examinar la interpretación que realizó el juzgador de las disposiciones que rigen las obligaciones de los responsables de los medios de transporte internacional, contenidas en la Ley 22.439 (modificada por Ley 24.393) y en el Decreto 1023/94. Si bien es cierto que la actora no estaba obligada a controlar la actuación de la representación consular, ni la de otra autoridad oficial, también lo es que debía, de todas maneras, requerir a los pasajeros, como condición previa para transportarlos, la presentación de la documentación exigida por la normativa vigente para su admisión en el país. Aquel precepto descarta el argumento del a quo dirigido a eximir de responsabilidad a la empresa por haber omitido solicitar al pasajero la exhibición del permiso de ingreso, al entender como suficiente recaudo la presentación de la visa consular. Contrariamente a lo allí sostenido, esta interpretación se aparta de la norma transcripta, que impone la obligación de la transportista de requerir la presentación de toda la documentación que, según el régimen, le resulte exigible conforme a la categoría de ingreso, sin hacer distinciones, ni excepciones.


    Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones Disposición D.N.M. 4.782/96


    L. 253, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Empleo público. Haber jubilatorio. Interpretación y aplicación de la ley. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El recurso de autos fue concedido sólo en lo que hace a los agravios referidos a la materia federal en cuestión, por lo que al no interponerse queja por las cuestiones de arbitrariedad, cabe sólo el tratamiento de los primeros. El recurso extraordinario es procedente por haberse cuestionado la interpretación y aplicación de un acto de autoridad nacional, como violatorio de garantías constitucionales; así como que la decisión ha sido contraria al derecho que el recurrente fundó en las normas federales en juego. Dado que mediante la resolución apelada los magistrados actuantes, privilegiaron el hecho de que el titular mantenga como monto de su haber jubilatorio el porcentaje que, respecto de las sumas que perciben quienes están en actividad, le reconocía la norma bajo la cual se le otorgó el beneficio, corresponde confirmar la sentencia apelada en lo que fue materia de recurso.


    Movsichoff, Bernardo c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 559, XXXV, 25 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Empleo público. Interpretación y aplicación de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos 322:752.


    Soprano, Alberto y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Educación y Justicia) s/ Empleo público


    S. 941, XXXV, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Procedimiento administrativo. Efectos del acto administrativo. Derechos adquiridos. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Aun cuando es cierto que no corresponde interpretar con riguroso criterio formalista las diversas normas dispersas que el administrado debe ensamblar para guiar sus actos en el procedimiento administrativo, también lo es que los diversos organismos que integran la Administración, en ejercicio de la función que les es propia, tienen la facultad de adoptar las medidas que resulten necesarias para un mejor ordenamiento administrativo. Tales decisiones, no producen efectos jurídicos en forma directa e inmediata respecto de un sujeto de derecho, por lo que comúnmente se las conoce como simples actos de la Administración, para distinguirlos de los actos administrativos propiamente dichos. En este orden de ideas, cabe señalar que, en la especie, este aspecto de la cuestión adquiere particular relevancia, pues la circunstancia de que el acto produzca efectos jurídicos en forma directa e inmediata -lo que ocurre cuando surgen de él mismo, sin que estén subordinados a la emanación de un acto posterior- origina el nacimiento de derechos subjetivos a favor del interesado, cuya estabilidad torna imposible su desconocimiento unilateral en sede administrativa, porque se encuentran amparados por las garantías de la propiedad y de la seguridad jurídica. Al respecto, cabe recordar que el Alto Tribunal tiene dicho que, para que exista un derecho adquirido, es necesario que su titular haya cumplido -bajo la vigencia de la norma derogada o modificada- todas las condiciones sustanciales y los requisitos formales previstos en esa ley para ser titular del derecho de que se trate, aun cuando falte la declaración formal de una sentencia o acto administrativo, pues éstos sólo agregan el reconocimiento de ese derecho o el apoyo de la fuerza coactiva necesaria para que se haga efectivo.


    Jugos del Sur S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos) s/ Juicio de conocimiento


    J. 26, XXXIV, 12 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Salarios caídos


    Daños y perjuicios. Acto administrativo. Nulidad de la resolución. Caducidad de instancia. Recurso extraordinario federal. Cuestión de derecho público local. Doctrina de la arbitrariedad. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Apartamiento de las constancias de la causa. 


    El recurso extraordinario se rige por las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que incluyen la regularización de la caducidad de la instancia, sin que configure un obstáculo a su aplicación el hecho de que los autos principales se rijan por el código provincial de procedimientos en materia contenciosoadministrativa. Resulta procedente la caducidad solicitada, al haber transcurrido el plazo previsto por el art. 310, inc. 4° del Código Procesal, sin que se hayan cumplido las diligencias necesarias para que la Corte pueda conocer del expediente, conforme a la doctrina que no releva a las partes de realizar los actos necesarios para urgir el cumplimiento de la carga de remitir la causa al tribunal superior correspondiente, ante la omisión del órgano respectivo. Si el recurso fue denegado en lo referido a la indemnización debida al accionante y no se dedujo a su respecto queja, el alcance de la apelación debe considerarse limitado a los agravios que fueron admitidos por el a quo. La Corte tiene dicho que, en principio, el examen de cuestiones de Derecho Público local es ajeno -como regla general- a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas y que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido. Las cuestiones resueltas por el a quo se vinculan con la inteligencia de preceptos de la ley ritual local y el pronunciamiento atacado -al dar por incumplido el requisito de efectuar una crítica razonada de la sentencia apelada- cuenta con suficientes fundamentos de orden no federal que, al margen de su acierto o error, impiden su invalidación en los términos de la doctrina de la arbitrariedad. Sin embargo, no sucede lo propio con los restantes agravios, respecto de los cuales se configuran los supuestos de excepción requeridos por la Corte para revisar la sentencia en instancia extraordinaria. Si de las constancias de la causa surge que no se persigue el resarcimiento de daños y perjuicios a raíz de la baja dispuesta por un acto administrativo que luego fue declarado nulo sino que se intenta obtener la declaración de nulidad de las Resoluciones del Ministro de Gobierno de la provincia demandada y el pago de los salarios caídos, pero el a quo, al establecer que ''No se trata de pagar servicios no prestados, sino de resarcir el daño ocasionado con el acto ilegítimo", este se apartó de lo alegado y probado en autos por las partes, de un modo que quebró el equilibrio procesal. Máxime, cuando el Juzgador -además de  incurrir en exceso de jurisdicción- endilgó a la accionada la carga de aportar las pruebas que pudieran acreditar la inexistencia o menor extensión del monto reclamado por el actor. El fallo adopta una solución que resulta extraña al conflicto efectivamente sometido a su decisión, con mengua del debido proceso de la apelante, por lo que esta sola circunstancia resulta suficiente para su descalificación como acto jurisdiccional. La Corte tiene dicho que la determinación de las peticiones de los litigantes es ajena a la instancia extraordinaria, salvo el caso de arbitrariedad, lo que acontece cuando el objeto de la condena no resulta congruente con la demanda y la decisión no significa suplir una omisión del litigante sino variar la acción que se dedujo. Asimismo, se ha establecido que el pronunciamiento judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos en la causa es incompatible con las garantías de los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional, pues el Juzgador no puede convertirse en intérprete de la voluntad implícita de una de las partes sin alterar, de tal modo, el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria.


    Moreno, José Enrique c/ Provincia de Córdoba –plena jurisdicción-


    M. 230, XXXIV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo III


    Derecho Aeronautico


    Recurso extraordinario


    Indemnización. Privilegios marítimos. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario ha sido mal concedido, por cuanto hallo que fue tardía la invocación de una cuestión federal con fundamento en la aplicación de normas de la ley de Navegación. Si bien la Corte tiene dicho que la exigencia del oportuno planteamiento del caso federal no rige cuando el pronunciamiento apelado resuelve el litigio según la interpretación que asigna a normas de esa naturaleza, dicha situación no se presenta en el caso. En efecto, el planteo que desarrollan los recurrentes acerca de la procedencia de atribuir a su crédito un privilegio marítimo es tardío, porque el juez de primera instancia ya había descartado la aplicación de la ley de Navegación cuando fundó el progreso de la pretensión resarcitoria en normas de derecho común. Como corolario, luego verificó el crédito sin conceder preferencia alguna, en tanto que, los interesados, no formularon agravios sobre el particular, por lo que dicho aspecto de la sentencia adquirió calidad de cosa juzgada. El tribunal de Alzada no modificó, por ende, de manera sorpresiva lo decidido en la instancia anterior, como sostienen los recurrentes, ya que se limitó a señalar que el a-quo había excluido la aplicación de la ley de Navegación y sólo reforzó los fundamentos de esa tesitura al tratar los agravios del síndico, quien había invocado una limitación de la responsabilidad establecida en esa ley especial. Asimismo, cuando la sentencia de la Sala precisó que el crédito era quirografario, nada agregó a lo decidido por el juez, porque dicha calificación había quedado implícita en la sentencia que no le otorgó privilegio al crédito y, finalmente, quedó firme porque los apelantes no formularon agravios al respecto. No parece ocioso advertir que, si en los autos principales, se asignó privilegio al crédito en el proyecto de distribución, el juez de la causa deberá evaluar cómo soluciona esa discordancia, pero ello no modifica la apreciación da que la sentencia de Cámara fue congruente con las cuestiones que le fueron sometidas a su conocimiento y se ajustó a la medida de su competencia asignada por los recursos deducidos. Sin perjuicio de ello, debo señalar que el proyecto de distribución constituye una liquidación que presenta el síndico para el reparto de los dividendos, que debe ajustarse a lo decidido por el juez acerca de los créditos verificados y no a la inversa, como pretenden los quejosos. En lo que respecta a la reducción del monto indemnizatorio, ello no es revisable en esta instancia, pues se trata de cuestiones de hecho y prueba cuya valoración incumbe a los jueces de la causa, y en tal aspecto los agravios de los recurrentes demuestran tan sólo su discrepancia con la valoración de los hechos y de las pruebas efectuadas en la sentencia, lo que no sustenta la tacha de arbitrariedad que aquellos formulan. Cabe recordar, en tal sentido, que la doctrina de la arbitrariedad no autoriza al Tribunal a sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación que, tornen descalificable el pronunciamiento, la que no ocurre en la especie.


    Cañete, Emilio Osvaldo y otros c/ Tamul S.A.


    C. 815, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Ambiental


    Contienda negativa de competencia


    Derecho ambiental. Desechos peligrosos. Competencia provincial. 


    Más allá de que la sustancia vertida a la vía pública pueda contener componentes incluidos en la ley 24.051, y considerarse así como "residuo peligroso" en los términos del artículo 2° de la misma norma, los elementos probatorios agregados al sumario no permiten establecer que esos desechos pueden afectar a las personas o al ambiente fuera de los límites de la provincia. La interpretación de las leyes debe dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que se compadezcan con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. La labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de los términos de la ley, que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente para evitar la frustración de los objetivos de la norma.


    C., Ricardo s/ Su denuncia


    COMP. 566, XXXVI, 06 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


     


    Contienda positiva de competencia


    Contaminación ambiental. Desechos peligrosos. Derechos de incidencia colectiva. Salud pública. Competencia federal. 


    Aplicación de la doctrina sentada en Fallos 318:1369 y 2118.


    A los fines de determinar qué magistrado continuará con esta investigación, no puede soslayarse que el artículo 3°, inciso a) de la ley de Residuos Especiales de la Provincia de Buenos Aires, excluye de su régimen a aquellos residuos peligrosos usados como insumos reales o que se constituyan en productos utilizados en otros procesos industriales. Los hechos denunciados estarían fuera de los alcances de la ley 11.720 y, en consecuencia, sometidos a jurisdicción nacional. Tal criterio -si bien en relación a residuos patogénicos- fue plasmado recientemente por la Corte al resolver la Competencia N° 845, XXXV "Tribunal de Faltas N° 3 s/ denuncia infracción ley 24.051". Sentado ello, y habida cuenta que de los términos de la denuncia surge que las cenizas resultantes de la incineración del combustible elaborado con desechos industriales, incluirían fósforo, entre otros residuos tóxicos, las cuales serían embolsadas junto con el cemento y luego distribuidas por distintos lugares del territorio de la Nación, más allá de que esta conducta podría constituir una infracción a la ley 24.051, también implicaría una afectación o contaminación generalizada del medio ambiente. En el caso, las sustancias, presuntamente contaminantes, no sólo traspasarían, embolsadas con el producto final, los límites de la provincia, sino que, además, serían esparcidas en la atmósfera por medio de los efluentes gaseosos, ya que los hornos no cumplirían con los requisitos mínimos establecidos para una planta de disposición final de esas sustancias, circunstancia que permite advertir, la gravedad y magnitud del daño que se provocaría al ecosistema. Tal conducta excedería también el simple ámbito local, pues no se podría descartar la existencia de una afectación a derechos de incidencia colectiva, destinados a la protección del medio ambiente, con la implicancia lógica que, por sus dimensiones, importara una posible afectación a intereses nacionales, como lo son, dichas prerrogativas y la salud pública en general. La Corte sostuvo que corresponde entender a la justicia federal en aquellas causas en que se ven afectados intereses no meramente plurales de los ciudadanos, sino aquéllos que alcanzan a la Nación misma.


    G. S., Jorge s/ Plantea inhibitoria


    COMP. 816, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


     


    Cuestiones de competencia


    Política ambiental. Medidas cautelares. Desechos peligrosos. Impugnación del acto administrativo. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Resulta de aplicación en las presentes actuaciones el artículo 6° inc. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal. En autos no se dan los requisitos que habilitan la instancia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional toda vez que, según se desprende de los términos de la medida precautoria solicitada, a los que se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, la materia del pleito resulta ajena a ella, toda vez que no se halla en juego el transporte interjurisdiccional de los residuos peligrosos, sino los recaudos que exige la Provincia para poder efectuarlo lo cual hace al ejercicio del poder de policía ambiental, materia que se halla vinculada al Derecho Público local. En efecto, de acuerdo con reiterada doctrina de la Corte, su competencia originaria procede cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando se intenta obtener la nulidad de actos administrativos emanados de la Provincia que conciernen a la preservación del ambiente y que, en consecuencia, resultan de competencia de los poderes locales, de conformidad con los artículos 41, párrafo 3º, 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional, toda vez que la Corte para resolver el pleito, debería examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, lo cual es ajeno a su instancia. Al respecto, cabe recordar que la Corte tiene dicho que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versan en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48. Por ello y dado que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no es susceptible de ser ampliada, restringida o modificada, la causa resulta ajena a esta instancia.


    Desler S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de – Secretaría de Política Ambiental s/ Medida cautelar


    D. 6, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    


    Capítulo V


    Derecho Civil y Comercial


    Derecho Civil


     


    Contienda negativa de competencia


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 326, L. XXXV, “Asociación de Usuarios y Prestatarios de Servicios del Puerto de Santa Fe c/ Ente Administrador del Puerto de Santa fe s/ Ordinario”.


    Ente Administrador Puerto Santa Fe c/ Asociación Usuarios y Prestatarios de Servicios del Puerto de Santa Fe s/ Inhibitoria


    COMP. 302, XXXV, 15 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Daños y perjuicios. Obras sociales. Establecimientos asistenciales. Competencia provincial. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los fallos de la causas 315:2295; Comp. 138, LXXIV, "Talarico, Manuela c/ Clínica Privada Banfiel y otro s/ Responsabilidad médica".


    B., N. E. y otro c/ C. P. D. H. S.A. y otra


    COMP. 503, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Curatela


    Remisión al fallo de la causa Comp. 7931 L. XXXIV “Palomino Luis Alejandro s/ Curatela".


    B., Cora Alicia s/ Curatela


    COMP. 1254, XXXVI, 15 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Accidente ferroviario. Empresa ferroviaria. Carga de la prueba. Culpa de la víctima. Responsabilidad de la empresa ferroviaria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. 


    Si bien las cuestiones de hecho y derecho común son materia ajena como regla y por su naturaleza al remedio federal del art. 14 de la ley 48, tal circunstancia no constituye óbice decisivo para invalidar lo resuelto cuando, en forma manifiesta, sé ha prescindido de dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable y la prueba rendida. Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la demanda de daños y perjuicios derivados de un accidente ferroviario pues la interpretación dada por el a quo invierte el curso del razonamiento que impone la aplicación del art. 1113 del Código Civil, de modo que lo desvirtúa hasta tornarlo inoperante, al restringir dogmáticamente el alcance de una disposición cuyo fin específico es posibilitar la indemnización del daño causado por el riesgo o vicio de la cosa. Corresponde rechazar la sentencia que, más allá de la exclusiva presunción, sobre la base de la cual se exime de responsabilidad a la demandada, relativa a que la víctima saltó del tren, aun en la eventualidad de que la estación se encontrara cerrada, no ponderó la circunstancia de que la demandada tuvo a su alcance la posibilidad de evitar la producción del accidente, toda vez que su personal debió adoptar las diligencias del caso, tales como controlar que no existiesen pasajeros ubicados en lugares peligrosos o que las puertas estuviesen cerradas cuando el tren se encuentra en marcha. No habiéndose demostrado de modo fehaciente que la culpa haya sido exclusiva de la víctima o de un tercero, no puede liberarse totalmente a la empresa transportista por los daños causados por el riesgo de la cosa, ello sin perjuicio de la eventual división de la responsabilidad que pudiere corresponder en función de la concurrencia de culpas de encontrarse ella efectivamente probada. Corresponde rechazar la sentencia que no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que, al afectar las garantías constitucionales invocadas, corresponde admitir el recurso y descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad.


    Moya, Pedro Américo c/ Ferrocarriles Metropolitanos Sociedad Anónima


    M. 525, XXXIV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Daño por vicio o riesgo de la cosa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El alcance que la alzada atribuye a la opción ejercida por el actor en el marco del artículo 16 de la ley 24.028, excede los límites de una interpretación razonable de dicho precepto legal. En efecto, ese tribunal sostiene que el litigio estará exclusivamente regido por el derecho civil, en sus principios y en sus normas de fondo y de forma, y si bien encuadra la controversia en un supuesto de imputación objetiva concluye eximiendo de responsabilidad al empleador por culpa de la víctima en el marco del artículo 1111 de este ordenamiento. Pero a pedir de estas premisas omite, como consecuencia, tener en cuenta otros aspectos y normas conducentes propias de la relación jurídica laboral comprometida. Entre ellos, primero, que el actor es un trabajador dependiente y que el daño se produjo en ocasión y lugar del servicio, por su contacto con una maquinaria riesgosa. En esos casos, basta que el damnificado pruebe, su contacto con la cosa, quedando a cargo de la demandada, como dueña o guardiana, demostrar la culpa de la víctima o de un tercero, que dimanan del específico derecho del trabajo, que no puede ser dejado de lado por la opción aludida. Y en ese contexto, a los fines de calificar la actuación de los interesados, es irrazonable adoptar una visión parcializada de la situación a partir exclusivamente de la declaración testimonial de algún testigo que se contradice con la de otros trabajadores, y omitir la aplicación de disposiciones como la Ley de Higiene y Seguridad del Trabajo y su decreto reglamentario. Además, existen precisamente probanzas en autos que demuestran que la accionada no dio cumplimiento a normas de seguridad industrial, antecedente no valorado en la sentencia atacada. Las referidas omisiones de los juzgadores hacen, que el pronunciamiento no constituya una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las constancias de la causa, que lo descalifica como acto jurisdiccional válido. Más recientemente y en un caso análogo, la Corte decidió que, ante la ausencia de una prueba concluyente demostrativa de que el accidente de trabajo tuvo por causa una actuación negligente del recurrente, el reproche que se le formula por no haber adoptado los cuidados y previsiones que su tarea requería, aparece como una mera afirmación dogmática inhábil para dar adecuado sustento a la imputación de culpabilidad en que se centra el rechazo de la demanda de indemnización fundada en disposiciones del derecho civil.


    Pruneda Riveros, Leonardo c/ SIDERTEX S.A.


    P. 339, XXXIV, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba. Seguros. Póliza. Responsabilidad civil. 


    No obstante que los agravios, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena como regla a la Instancia del artículo 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para invalidar lo resuelto cuando, sobre la base de afirmaciones dogmáticas, se aparta de las constancias de la causa, o no encuentra sustento en las disposiciones contractuales que rigieron las relaciones entre las partes, asignándoles un alcance reñido con la literalidad de sus términos, situaciones que se configuran en el sub lite. En efecto, el a quo ha realizado una exégesis inadecuada de las condiciones particulares de la póliza en cuanto a la responsabilidad civil, cuya cobertura, se convino por la aludida responsabilidad, emergente de las actividades del asegurado desarrolladas por el funcionamiento de su servicio médico de urgencia, en los domicilios que allí, se detallan. No resulta del texto de la póliza, ni tampoco se ha probado en la causa, que dicha cobertura incluya también las curaciones que fueran consecuencia de una actividad programada, como lo fue la intervención quirúrgica del caso. Tampoco se ha alegado, ni probado, que las consecuencias dañosas hubieran sido causadas por las curaciones de urgencia a las que se pretende extender la cobertura por responsabilidad civil, ni que éstas hubieran agravado el estado de la paciente. En consecuencia, asiste razón al quejoso cuando expresa que la cuestión central no eran las curaciones posteriores al acto quirúrgico, sino el propio acto que la actora calificó de mala praxis, originando este proceso.  No parece razonable, condenar a la aseguradora sobre la base del argumento del juzgador, en orden a que el seguro contratado cubría los riesgos susceptibles de producirse en los actos a cuya protección estaba dirigido, toda vez que, los únicos actos protegidos por el contrato de seguro eran las intervenciones quirúrgicas de urgencia a efectuarse en determinados lugares especificados en la póliza, y no un acto quirúrgico programado, llevado a cabo en un consultorio que no figura entre dichos lugares. La Corte tiene dicho que corresponde dejar sin efecto la sentencia que hizo lugar parcialmente a la demanda por cumplimiento de contrato de seguro, apartándose de la literalidad de la póliza; y ha establecido, además, que resulta admisible el recurso extraordinario cuando los jueces asignan a la cláusula de un contrato un alcance reñido con la literalidad de sus términos, o con la clara intención de las partes, y lo decidido no se base en explícitas razones suficientes de derecho, llegando de tal modo a una inteligencia carente de razonabilidad.


    Iglesias, Lidia Antonia c/ Medic Gem´s S.A. y otro


    I. 12, XXXVII, 15 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Banco Central de la República Argentina s/ Incidente de verificación tardía


    B. 250, XXXVI, 21 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Concesionario vial. Procedencia del recurso. 


    El Tribunal tiene dicho que si el juzgador ha prescindido de efectuar un tratamiento adecuado del asunto conforme a las pruebas producidas, y si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido, situación que se configura en el sub lite.


    Guajardo Sepúlveda, Hernán Hugo y otros c/ Concesionario Ruta Nacional N° 7 Caminos del Oeste S.A.


    G. 523, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Locación. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión de derecho común. Defensa en juicio. Cuestiones de hecho y prueba. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Corresponde señalar, que, según reiterados precedentes del Tribunal, son descalificables por arbitrariedad las sentencias que omiten el examen de alguna cuestión oportunamente propuesta, siempre que así se afecte de manera sustancial el derecho del impugnante y lo silenciado pudiere resultar conducente para la adecuada solución de la causa. A la luz de esta doctrina, se advierte que el a-quo, al modificar el encuadre jurídico del Juez de Primera Instancia y catalogar como contractual al asunto en litigio, omitió examinar y rebatir adecuadamente los argumentos relativos a la inoponibilidad del contrato a los actores, cuestión traída por éstos al contestar los agravios en la apelación. Máxime si se repara, además, que en la demanda, como fundamento de sus derechos, invocaron, entre otros, los artículos 1107 y 1113 del Código Civil, y que el juez de grado, al tratar el ámbito normativo de la cuestión a resolver, rechazó expresamente la defensa basada en la exención de responsabilidad pactada en la cláusula 9na., destacó que la acción de los padres de la víctima era “iure propio”, y atendió al efecto relativo de los contratos establecido por el art. 1195 del Código Civil, concluyendo que aquella argumentación resultaba inconsistente y no podía fundar un eventual rechazo de la pretensión esgrimida. La sentencia de la Alzada, en cambio, realizó extensas consideraciones sobre las cláusulas contractuales y los efectos de éstas, pero nada dijo acerca de las alegaciones sobre su mentada inoponibilidad a los accionantes, ni respecto de su pretendida condición de terceros ajenos a la relación locativa, frente a los cuales la propietaria debía responder. En este contexto, también resultan insuficientes las reflexiones de la sentencia sobre las pautas contenidas en el artículo 1197 del Código citado, toda vez que no explica de modo satisfactorio, la manera en que dicha norma resultaría aplicable en el sub lite, a quienes no fueron “partes” en el contrato. Teniendo ello presente, procede recordar que la doctrina de la arbitrariedad, autoriza a revisar fallos que versen sobre cuestiones de derecho común, cuando éstos consagren una interpretación de las normas con relación a las circunstancias del caso, en términos que equivalgan a su prescindencia, pues ello configura una lesión al derecho constitucional de la defensa en juicio. Si bien los jueces de la causa no están obligados a ponderar una por una y exhaustivamente todas las pruebas agregadas, ni a tratar-la totalidad de las cuestiones propuestas por las partes, cabe recordar que la Corte tiene establecido que las sentencias que carecen de un análisis razonado de problemas eventualmente conducentes para la solución del litigio, son descalificables como actos judiciales. Asimismo es abundante la jurisprudencia del Tribunal en orden a que si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido. También ha dicho la Corte que no se cumple con la condición de validez de los pronunciamientos judiciales, cuando la decisión no trasluce más que una simple convicción personal de quien la suscribe sin apoyatura en otras consideraciones. No es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho, prueba y derecho común, que rodean al sub lite, mas no es ello lo que en verdad propicio, sino tan sólo advertir que, el examen insuficiente de los argumentos relativos a la eventual inoponibilidad del contrato de locación a los actores, y las deficiencias apuntadas en la consideración de elementos que pudieron resultar conducentes para determinar si se encontraba o no acreditada la relación de causalidad, importa de por sí una ligera actividad analítica que no configura el cumplimiento de la debida fundamentación que debe contener una sentencia judicial.


    Bernardez, Ricardo c/ Calviño de Pinal, Aurora


    B. 345, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Prescripción. Sentencia arbitraria. 


    Es descalificable el pronunciamiento que ha omitido expedirse sobre una cuestión oportunamente planteada y conducente para la correcta decisión del caso, cual era la atinente a que la pérdida de chance derivada de la perención de la causa actuada por la demandada, debía evaluarse en consideración a que los actores tuvieron oportunidad de iniciar un nuevo juicio porque la acción no se hallaba prescripta. No obstante que la apelante se agravió expresamente de la falta de tratamiento en la instancia anterior de esta defensa introducida al contestar la demanda, nuevamente la Alzada nada dijo sobre el punto, a pesar de que tal cuestión podría haber incidido en la determinación del monto de la condena, de manera que debió ser objeto de particular examen por el a quo. Del mismo modo, la sentencia no dio una respuesta coherente a las concretas objeciones de la demandada respecto de la cuantificación de los daños estimados, pues no se ha explicado el sustento normativo que tenga adecuada relación con la conclusión adversa a los agravios formulados.


    Badenas, Carlos Alfredo c/ Costa, Silvia Catalina


    B. 141, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Deuda. Comerciante. Obligaciones de dar sumas de dinero. Desindexación. Improcedencia del recurso. 


    Ley 24.283.


    La presentación en análisis resulta improcedente, porque lo atinente al método elegido por el juez al fallar la causa, en tanto no prescinde de los hechos ni se aparta de las normas positivas que rigen el caso a través de una razonable interpretación, es ajeno al recurso extraordinario. La doctrina de la arbitrariedad no autoriza al Tribunal a sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación. Si bien es cierto que la Corte ha dicho que la ley 24.283 no formula distingo alguno respecto del tipo de obligaciones a las que se refiere y que la voluntad del legislador ha sido comprender las prestaciones dinerarias lo que se contrapone con la afirmación del Tribunal inferior en sentido contrario, la sentencia exhibe un segundo fundamento, que no fue adecuadamente controvertido por el quejoso, el cual basta para descartar la predicada arbitrariedad del fallo. Son insuficientes los parámetros propuestos por el actor para demostrar la invocada distorsión de la condena por efecto de mecanismos de actualización. La circunstancia de tratarse de una deuda entre comerciantes exigía una consideración especial en razón de los perjuicios causados al acreedor en su giro comercial por la privación del uso de ese capital. Dicha argumentación implicó una valoración de la situación fáctica desde la óptica de las particulares reglas jurídicas que acompañan el desarrollo de una actividad comercial, que no puede ser tachada de arbitraria, máxime que el recurrente no ha demostrado su irrazonabilidad. El argumento relativo a la especificidad de los negocios comerciales, además de no haber sido adecuadamente controvertido por el quejoso, acuerda suficiente sustento a la resolución atacada, que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad sustentada por la Corte.


    Cantera Pigue S.A. c/ Marengo S.A.


    C. 324, XXXIV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Juegos de azar. Acto administrativo. Nulidad de la resolución. Licitación pública. Contratos de juegos de azar. Cuestión de derecho público local. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Las cuestiones de Derecho Público local resultan ajenas a la instancia extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, principio que cede cuando la decisión adolece de arbitrariedad. No resultan atendibles los agravios referidos a la falta de legitimación del demandante para estar en juicio y a la invasión de facultades del Poder Administrador por parte del a quo. El primero, porque recién fue planteado con la interposición del recurso extraordinario, de forma tal que es tardío el argumento introducido por primera vez en el escrito de apelación federal, y el segundo, porque el Superior Tribunal Provincial, lejos de disponer adjudicación alguna, se limitó a declarar la nulidad de la Resolución N° 496/96, en ejercicio de su atribución de control judicial de la función administrativa desarrollada por el I.S.S. Distinta es la situación de los restantes agravios del recurrente, en especial cuando señala que el a quo interpretó erróneamente las disposiciones del pliego de condiciones y que se fundó, para anular el acto administrativo de adjudicación, en conclusiones parciales de los informes técnicos producidos por la Administración. El examen que efectuó el l.S.S. sobre la entidad de las deficiencias de todas las ofertas presentadas y la conclusión a la que arribó, al indicar que ninguna era sustancial y, en consecuencia, que eran admisibles y podían ser evaluadas, no puede descalificarse con la mera transcripción de los artículos del pliego que se refieren a los requisitos que tales presentaciones deben satisfacer. Es necesario advertir, en este punto, que la actitud del ente provincial significó respetar el principio sustancial de los procedimientos licitatorios, consistente en tratar en igualdad de condiciones a todos los oferentes. Ello, sumado a que solamente se tomaron en cuenta aspectos parciales de los informes técnicos producidos por distintas dependencias de la Administración e, inclusive del Tribunal de Cuentas provincial durante el trámite licitatorio, permiten concluir en que la decisión del a quo se apoya en afirmaciones dogmáticas, que le privan del carácter de acto jurisdiccional válido. En efecto, el relato del trámite, con la transcripción de las opiniones técnicas allí vertidas no alcanza para cumplir con el requisito de fundamentación de las sentencias, máxime cuando no se toma en cuenta que ninguna de ellas concluyó asertivamente en que la oferta adjudicada no fuera la más conveniente. Tampoco parece suficiente a tal fin, descartar, sin más, la ponderación efectuada por la Presidencia del I.S.S. -aprobada por el Directorio- acerca de las dificultades que acarrearía al Instituto convocar a una nueva licitación.


    Tecno Acción Sociedad Anónima c/ Instituto de seguridad social de la provincia de La Pampa s/ Demanda contencioso administrativa


    T. 80, XXXIV, 17 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Sucesiones. Falta de fundamentación autónoma. Meras discrepancias. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que la fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de todas las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo rechazó el remedio extraordinario. El confuso escrito recursivo sólo reitera asertos vertidos en instancias anteriores, y no contiene un relato claro y pormenorizado, como es exigible, de las circunstancias de la causa, a la par que no se ocupa de rebatir debidamente, ninguno de los argumentos expuestos en la denegatoria del remedio extraordinario. Al haberse hecho efectiva la medida cautelar solicitada por la ahora recurrente, el asunto carece de actualidad y entidad suficiente para provocar la intervención de la Corte, en especial cuando la recurrente no demuestra su interés al presente en la cuestión. Con arreglo a reiterada jurisprudencia del Tribunal, para que el ejercicio de la jurisdicción del Alto Cuerpo sea procedente, es menester que la controversia llevada a su conocimiento no lo sea por quien carezca de un gravamen económico o jurídico eficazmente tutelable por el pronunciamiento a dictarse. Tal requisito, por tratarse de un recaudo jurisdiccional, puede y debe constatarse de oficio; caso contrario, la cuestión devendría inexorablemente abstracta.  Los perjuicios que manifiesta padecer la recurrente a raíz de la sentencia impugnada, resultan sólo afirmaciones dogmáticas e inexactas, sin que existan elementos suficientes para corroborar tales asertos. En efecto, la medida cautelar fue llevada a cabo conforme lo solicitó la actora, y, tanto su revocación, como los trámites que la precedieron, no implicaron detrimento alguno a los derechos que invoca la quejosa, toda vez que no se observa desigualdad en el trato de las partes involucradas. Es inexacto que el demandado haya fundamentado su apelación en el acto da interponerla, lo que deja sin sustento a los agravios basados en esa supuesta circunstancia. Tampoco se evidencia menoscabo alguno para la sucesión que la recurrente dice representar. No se explica de qué manera podría verse comprometido el patrimonio del sucesorio. El recurso también resulta inadmisible dado el planteamiento inoportuno de la cuestión federal, desde que la solución a la que arribó el a quo era plenamente previsible por la presentante, quien, empero, no introdujo en el momento pertinente los agravios que luego de manera tardía intenta deducir en el recurso extraordinario. La Corte tiene reiteradamente dicho que el caso federal, base del recurso extraordinario, debe introducirse en la primera ocasión posible en el curso del proceso, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación. De modo que la introducción de la cuestión federal al interponer el recurso extraordinario, aparece como una reflexión tardía toda vez que la tacha de arbitrariedad a la sentencia de Cámara, no alcanza para justificar su falta de proposición en la primera oportunidad viable en el desarrollo del juicio, pues, desde el mismo inicio del incidente, podrá preverse un resultado adverso a la pretensión de la actora. Tampoco se justifica la omisión de contestar los agravios de la apelación del demandado, última ocasión en la que podía articularse la cuestión en tiempo propio, toda vez que, como se ha visto, el pretexto de que se debió correr el traslado de la apelación por cédula, carece de fundamento por ser inexactas las afirmaciones de la recurrente sobre las circunstancias del proceso en las que pretende fundar este argumento y excusar su falta de contestación.


    M. de G., S. D. y otro c/ A., M. J.


    M. 543, XXXIV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Improcedencia del recurso. Denegatoria del recurso. 


    Resulta que el fundamento esencial del referido recurso es la supuesta prescindencia en la aplicación de las normas del código de rito, además de las previsiones del artículo 64 de la ley 24.441, mas del texto literal de dichas normas se desprende que se refieren a los supuestos en que puede ser objetado el lanzamiento por situaciones que se den en el trámite del proceso de cumplimiento de la sentencia recaída en ejecución hipotecaria, situación que no es la que se verifica en el sub-lite.


    Kuperman, Inés Angela c/ Silkam S.A.


    K. 31, XXXV, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Indemnización. Pericia caligráfica. Sentencia arbitraria. Fundamentación de sentencias. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    La queja no logra rebatir los dos ítems en tomo a los cuales se estructura el pronunciamiento de la alzada, a saber, que: a) el supuesto negocio carece de la firma válida del dependiente; y, b) la parte actora consintió la declaración de puro derecho. Por ello, la crítica del peritaje caligráfico se evidencia como el fruto de una reflexión tardía, no cabe sino asentir a que, en rigor -prescindiendo, inclusive, de la cuestión relativa a la suficiencia del mandato o al eventual abuso de la firma en blanco- no pudo demostrarse que el presunto convenio sobre el que se debate en la causa fuera suscripto por el marido y progenitor de los actores. Ausente tal probanza, tampoco puede admitirse sin más que se haya tratado de un negocio aceptado por el dependiente, por lo que, prescindiendo aun de los reparos a que se aludió en el párrafo precedente relativos a la extensión del mandato o al abuso de firma, en el contexto de negativas de la demandada, sólo podría estimarse que existió una oferta de convenio en los términos del artículo 1149 del Código Civil, que quedó sin efecto por la muerte del destinatario previa a su eventual aceptación. Es así, por cuanto los accionantes siempre presentaron el negocio como un contrato, lo que supone un acuerdo de voluntades, alcanzado mediante un ofrecimiento y una aceptación. Este último requisito, situados en el peculiar contexto de este supuesto acuerdo indemnizatorio, no ha quedado evidenciado del modo que es menester, máxime cuando el propio texto del acuerdo, hace referencia expresa a la firma "por si" del citado dependiente, y se ha tenido por acreditada en sede penal "...la materialidad de la falsificación de la firma en el documento, aun cuando no pudieron establecerse las condiciones en las cuales se gestó y fue firmado por el mandatario de la accionada, no pudiendo descartarse el empleo de una hoja firmada en blanco para extenderlo. Nos hallamos situados en el marco ciertamente excepcional de la doctrina de la Corte sobre sentencias arbitrarias, la que, no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de orden excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al resolutorio como la sentencia fundada en ley a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Fundamental extremos que, distan de haber quedado evidenciados.


    Lema de Fernández, Clara y otros c/ Los Tres Sociedad Agropecuaria en Comandita por Acciones


    L. 321, XXXIV, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Demanda de escrituración. Bienes inmuebles. Simulación. Tradición. Sentencia definitiva. Superior Tribunal de la causa. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Admisibildiad del recurso. 


    La decisión recaída en la causa, priva del derecho reclamado por la actora a obtener un título suficiente que acredite la propiedad sobre el bien inmueble. El fallo recurrido, hace pie en la inexistencia de crítica a los fundamentos sustanciales de la sentencia de cámara, como óbice para la procedencia del recurso de casación, circunstancia ésta que constituye una afirmación dogmática y de excesivo rigor formal, que descalifica el decisorio como acto jurisdiccional válido. Ello, en virtud de que tal afirmación se contrapone con las constancias de la causa, al surgir de la expresión de agravios de la actora, un extenso discurso donde realiza una crítica detallada de la sentencia de cámara, e inclusive ataca la invocación de simulación aludida. En tal sentido ha dicho la Corte "que aunque valorar la expresión de agravios, a fin de determinar si reúne las exigencias necesarias para mantener el recurso, es facultad privativa del tribunal de alzada, por ser una cuestión de hecho y derecho procesal, ajena a la instancia extraordinaria, ello no puede aplicarse de modo absoluto, cuando la parte critica fundadamente la decisión de la primera instancia. No obstante se trata de una cuestión de hecho la interpretación sobre el alcance de los documentos incorporados al proceso, en atención a que la mencionada interpretación vino a asignar al instrumento en cuestión un carácter que la propia accionante y firmante del mismo le ha negado expresamente, y que éste no posee por aplicación de la normativa vigente, el Máximo Tribunal de Provincia incluye afirmaciones que se contraponen con las constancias de la causa, tales como la invocación largamente repetida por el actor de que el derecho real se constituyó por la tradición y que el documento sólo era declarativo de tal situación jurídica. Se sigue entonces la configuración de una causal suficiente para la tacha de arbitrariedad alegada, al apartarse el decisorio recurrido de los hechos conducentes a la solución del litigio y asignarles un alcance que se contradice con lo que se desprende objetivamente de los mismos.  Por otro lado, también resulta arbitraria la decisión en la medida que tanto el fallo recurrido por casación, como el pronunciamiento del tribunal superior local, aludieron a temas o cuestiones que no fueron materia de la litis, ya que los demandados no plantearon en la contestación de demanda y, por tanto, no constituyó motivo de discusión en la litis, la mencionada simulación en la causa origen del derecho que reclama la actora, sino que ello surge solamente de la incorporación oficiosa y fuera de los temas objeto del litigio, que efectúa el tribunal de segunda instancia en el fallo recurrido por vía del recurso de casación y que es argumento decisivo en el que se apoya el Superior Tribunal de la Provincia, en su voto mayoritario, para desestimar el recurso y finalmente confirmar el rechazo de la pretensión. La Corte Suprema de Justicia ha señalado que "si bien la determinación de las cuestiones comprendidas en la litis es materia ajena al recurso extraordinario, corresponde dejar sin efecto el fallo que resuelve más allá de las propias defensas esgrimidas por el demandado. De igual modo ha dicho que si bien como principio, determinar las cuestiones comprendidas en la litis es ajeno al ámbito del remedio federal, ello admite excepción en los casos que media manifiesto apartamiento de la relación procesal, lo que ocurre cuando la sentencia se fundó en el acogimiento de una defensa no alegada.


    Pontet, Regina F. c/ Sevillano de Pontet, Margarita


    P. 303, XXXIV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Divorcio. Bienes gananciales. Sociedad conyugal. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Tribunal colegiado. Voto de los jueces. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal; máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial, conclusión que, por cierto, cabe extender a aquellas, en que se debate el alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos deducidos ante ellos. La doctrina pretoriana de la arbitrariedad no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la “sentencia fundada en ley” a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema. Los agravios vertidos por el demandado se circunscribieron al examen de netas cuestiones de hecho, prueba e interpretación de normas de derecho procesal local y de derecho común, ajenas todas ellas al recurso extraordinario federal. La apelación intentada no puede prosperar, pues de la sentencia del Superior Tribunal emerge que se ha efectuado un análisis pormenorizado de la prueba y de la legislación vigente a nivel provincial, relativa a los requisitos y exigencias que se requieren para obtener una marca de ganado, como así también de la normativa aplicable a la división de los bienes gananciales. No surge de la sentencia recurrida que el a quo se haya excedido, apartado o dejado de considerar medios probatorios emergentes de la causa. Por el contrario efectúa una valoración exhaustiva de éstos, respondiendo y fundando jurídicamente cada uno de los agravios vertidos por el demandado. Tampoco surge que el titular del primer voto al que adhirió su par, se encontrara impedido para actuar, agravio éste que no sólo no fue fundado por el recurrente, sino que por el contrario, consintió expresamente la integración del Tribunal al no haberlo recusado en el estadio procesal oportuno. El hecho de que un juez adhiera al voto del colega que lo hizo en primer término, no implica que las actuaciones no hayan sido estudiadas individualmente, sino simplemente que se comparten los fundamentos de éste, utilizando ese vocablo al sólo efecto de no resultar reiterativos. En lo que respecta a la abstención de emitir voto, ello es jurídicamente válido, toda vez que el tercero es quien está llamado a decidir cuando el voto de los dos anteriores no fuere coincidente. La Corte ha sostenido que las formalidades de la sentencia y el modo de emitir el voto en dichos tribunales cuando son colegiados constituye materia ajena al recurso extraordinario. El recurso de queja solo trasunta discrepancias con el criterio del a quo en cuestiones de naturaleza no federal, cual es, la determinación de los asuntos sobre los cuales deben pronunciarse los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos concedidos ante ellos, extremo que por cierto, resulta a todas luces insuficiente para invalidarlo. El agravio relativo a la devolución de la causa a la anterior instancia para determinar el valor de los frutos del ganado en cuestión, no se dirige contra la sentencia definitiva del juicio, desde que aún no media pronunciamiento específico sobre la admisibilidad o no de dicha pretensión y su alcance.


    Tapia, Edith Susana c/ Contin, Nazario Raúl


    T. 178, XXXIV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Gastos médicos. Monto de la indemnización. Cuestiones de hecho y prueba. Convertibilidad. Oportunidad procesal. Falta de reserva de la cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien lo atinente al monto indemnizatorio establecido por los jueces de la causa, remite al examen de una cuestión de hecho, prueba y derecho común, ajena a la vía del art. 14 de la ley 48, ello no constituye óbice para que el Tribunal habilite la instancia, cuando como ocurre en el caso, la decisión no se encuentra debidamente fundada. Ello es así en el caso, pues la sentencia recurrida sólo satisface de manera aparente la exigencia constitucional de debida fundamentación, pues del análisis de la causa surge que el monto establecido no resulta razonablemente derivado de la base patrimonial, ni se establecen las pautas en que el a-quo pudo haberse apoyado para su cálculo.  En tales condiciones, el pronunciamiento impugnado resulta violatorio del derecho de propiedad, pues al determinar la cifra por erogaciones médicas prescindió de datos objetivos, como ser, de un lado, la documentación reconocida en autos y de la que resulta que la suma fijada es sensiblemente menor de la pretendida y acreditada por el demandante; y de otro, él tenor del tratamiento que recibió la damnificada que surge de la peritación. En cuanto a la fecha que el a quo tuvo en cuenta para fijarlos gastos en debate, el pronunciamiento apelado omite toda referencia u aclaración respecto a los cómputos o pautas de cálculos adoptadas entre las fechas de realización de las erogaciones y la del régimen de convertibilidad. Al respecto la Corte ha dicho que el reconocimiento al acreedor a percibir su crédito actualizado en función de la depreciación monetaria desde que tuvo lugar el nacimiento de la obligación, no importa desmedro patrimonial alguno para el deudor y reafirma la vigencia del derecho de propiedad, puesto que tal actualización nominal no hace la deuda más onerosa en su origen, sino que sólo mantiene su valor económico real, frente al paulatino envilecimiento de la moneda. Además ha sido criterio de la Corte, que la finalidad de la actualización monetaria consiste en mantener el valor económico real de las sumas en cuestión frente al paulatino envilecimiento de la moneda.  En cuanto a la oportunidad del planteo, en principio, el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la Ley 48, que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención del Tribunal, último intérprete de las mismas. Mas la arbitrariedad, como lo ha definido la Corte, no es una cuestión federal de las efectivamente aludidas en la reglamentación del recurso extraordinario, sino, en rigor, la causal de nulidad del fallo por no constituir, a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, "la sentencia fundada en ley" a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional. De allí que las partes no tienen por qué admitir de antemano, que el juzgador podría incurrir en ese fundamental defecto. Y por eso es que la Corte ha sido muy amplia al respecto, y sólo ha exigido el planteo previo en el supuesto en que la Cámara confirma por iguales fundamentos la sentencia del juez de grado y ante ésta no se hubiera invocado la tacha, desde que ello importa un consentimiento de validez que luego no permite introducirla tardíamente. Porque, de lo contrario, habría que reservarla siempre, como un mecanismo indispensable, respecto de la eventual desatención de la totalidad de las propuestas de derecho o de hecho y prueba debatidas en la causa, desde que cualquiera de ellas, es previsible, podrían ser decididas de modo arbitrario.  Empero, el requisito de la reserva, como la Corte lo tiene dicho, no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario, sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso no requiere de fórmulas sacramentales. No se trata, por consiguiente, de reservar sino de introducir. Y la arbitrariedad, no es una cuestión a decidir que, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el artículo 18 de la Constitución Nacional, y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto inválido.


    Goizueta, María Fernanda c/ Campo Rafael


    G. 461, XXXV, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Cuestiones de hecho y prueba. Responsabilidad civil. Devolución del expediente. 


    No hay elementos de juicio suficiente para concluir asertivamente que el accidente se debió a la culpa exclusiva del vehículo embestido, mediante una apreciación meramente conjetural, lo que se tradujo en una dogmatica restricción de la eficacia de la norma contenida en el artículo 1113, segundo párrafo, del Código Civil. Como ha dicho la Corte, con estrecha relación al caso examinado, “el error de la cámara dispensar totalmente a las demandadas se ve agravado porque la culpa de la víctima como aptitud para cortar el nexo de casualidad entre la actividad y el perjuicio que alude la norma citada, debe aparecer como única causa del daño, lo que se ha demostrado que haya acontecido en el sub lite.


    Day de Fierro, Susana Doris y otro c/ Medina, Carlos Alberto y otros


    D. 31, XXXV, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Sucesores. Falta de legitimación para obrar. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En el presente caso, los créditos de naturaleza laboral que se demandan se devengaron antes de que se concretara la privatización de la empresa en cuestión, siendo absolutamente irrelevante que el fallecimiento del trabajador, causa u origen de uno de los rubros peticionados, haya tenido lugar con anterioridad al momento de la transferencia, toda vez que, de todos modos, todos los derechos de los causahabientes se originaron antes de este hecho.


    Armoa, Rafael Alfonso c/ EDEFOR S.A. s/ Reclamo laboral


    A. 868, XXXV, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Avale, Gustavo Oscar


    B. 635, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Bahía Comercial Sociedad de Hecho


    B. 645, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Revalidación de patente. Caducidad de patente. Dominio del Estado. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Si bien el asunto en debate guarda importante analogía con el examinado en ocasión de dictaminar la causa S.C. D. 361, L. XXXIV, “Dr. Karl Thomae Gesellschaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ denegatoria de patente", no cabe, empero, que se le extienda su solución, toda vez que, emerge de sus constancias -a diferencia del anterior- que al tiempo de gestionarse la ampliación del plazo, la patente en cuestión ya podría haber ingresado al dominio público.


    Pirelli S.P.A. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Intelectual


    P. 332, XXXV, 11 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Sucesión ab intestato. 


    Remisión a los fallos de las causas C. 362, L. XXXIII, “Carvajal, Oscar Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia”, y A. 605, L. XXXV, “Alcíbar, Miguel S. s/ Sucesión ab intestato"; Fallos 320:61; 322:290.


    Blanco, María Gloria s/ Sucesión ab-intestato


    B. 30, XXXV, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Robo


    Lesiones. Empresa ferroviaria. Responsabilidad de la empresa ferroviaria. Culpa de terceros. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestiones de derecho común. Sentencia arbitraria. 


    Cuestiones sustancialmente análogas a las resueltas por la Corte en Fallos 313:1184 y 310:1753.


    Si bien las cuestiones fáctica y de derecho común, son materia propia de los jueces de la causa y extrañas a la instancia del artículo 14 de la ley 48, cabe hacer excepción a la regla cuando el pronunciamiento respectivo importa una indebida extralimitación de las facultades decisorias del tribunal de la causa, con evidente cercenamiento de las garantías de la propiedad y del debido proceso del justiciable. El artículo 184 del Código de Comercio que determina que la empresa ferroviaria no debe responder cuando los daños fueron producto del accionar de un tercero por quien no debe responder, sin que mediara alegación alguna de la demandada sobre el particular. La alzada omite ponderar la circunstancia de que la demandada tuvo a su alcance la posibilidad de adoptar medidas conducentes para evitar delitos durante el viaje o en los andenes de acceso al tren. Si no se encuentra demostrada la culpa exclusiva de la víctima o del tercero, no puede liberarse totalmente a la empresa transportista de responsabilidad por los daños causados, ello sin perjuicio de la eventual división de la responsabilidad que pudiere corresponder en función de la concurrencia de culpas, de encontrarse ella efectivamente probada.


    Caraballo, Aníbal Francisco c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Daños y perjuicios


    C. 685, XXXIV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


     


    Derecho Comercial


    Acción de amparo


    Inconstitucionalidad. Juicios contra el estado. Accionistas. Acciones societarias. Transmisión de acciones. Admisibilidad del recurso. 


    Las afirmaciones del recurrente no alcanzan a rebatir los argumentos del a quo pues, en lo substancial, funda su planteo sólo en el hecho de que los reclamantes manifestaron expresamente su voluntad de adherirse al Programa de Propiedad Participada yen que la adquisición de acciones Clase "C", asignadas a ese régimen con la firma del Acuerdo General de Transferencia y el Convenio de Sindicación de Acciones, es suficiente para convalidar la decisión del Poder Ejecutivo de pagar los dividendos condicionado a la recompra de las acciones por parte del Fondo de Garantía y Recompra. Si bien es cierto que las normas que fueron tachadas de inconstitucionales no se apartan de lo dispuesto por la ley 23.696 y por los decretos que reglamentan la participación accionaria de los actores en las empresas privatizadas, también lo es que las cláusulas contenidas en el Acuerdo General de Transferencia y en el Convenio de Sindicación de Acciones -contratos de adhesión suscriptos entre el Estado Nacional y los particulares (art. 12 del decreto 584/93)- no son susceptibles de modificaciones sin una nueva manifestación de voluntad de ambas partes, máxime si las alteraciones que se introdujeron, por medio de las normas cuestionadas, imponen condiciones más gravosas para los interesados. Cabe señalar que, a través de la citada Ley de Reforma del Estado N° 23.696, se implementó el Programa de Propiedad Participada, que implica para los trabajadores, la posibilidad de participar en los beneficios empresarios en un doble interés y asumiendo a la vez los roles de trabajadores-propietarios. Este sistema, al colocar al trabajador en calidad de accionista, propietario de una cuota del capital social de la empresa en que trabaja, obviamente contiene limitaciones a la transferencia de las tenencias accionarlas mientras ellas no se encuentren totalmente pagas. Las bases de tales restricciones fueron fijadas por el art. 37 de la ley 23.696 y por el decreto 584/93, cuyo art. 16 dispone que "sólo podrán ser transferidas dentro de cada clase de adquirentes". A continuación, esta última norma establece que deberá crearse en Fondo de Garantía y Recompra que permita adquirir las acciones de aquéllos que dejen de pertenecer al Programa por muerte, renuncia, despido, retiro o por cualquier otra causa legal o estatutariamente prevista, para luego venderlas a los originarios sujetos adquirentes o a aquellos que ingresen con posterioridad.


    Quintanilla, Roberto E. y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    Q. 32, XXXIV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Concurso preventivo


    Multa tributaria. Créditos postconcursales. Falta de agravio concreto. 


    Remisión al dictamen de la causa F. 350, L. XXXV, "Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese e hijos S.A.”.


    No se advierte que se den en el caso los supuestos de gravedad institucional alegados, por afectación de las facultades de percepción de las obligaciones fiscales generadas en las decisiones del Estado Nacional, en tanto la radicación del proceso, no impide la resolución por el juez del concurso que es el órgano judicial mejor habilitado para determinar en última instancia, si se trata de una deuda pre o post concursal, y en su caso la prosecución de la causa o la vía de verificación para el reconocimiento del crédito y su posterior percepción, decisión ésta que aún no ha recaído en el sub-lite y predica la no configuración actual del agravio que se invoca.


    Fisco Nacional - Dirección General Impositiva c/ Sebastián Maronese e Hijos S.A.


    F. 606, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Concurso preventivo. Acumulación de procesos. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Al mediar la existencia de más de un trámite concursal de diversos demandados, y por tanto la aplicación del fuero de atracción en cada supuesto, de aplicarse en algún caso, ello tornaría de imposibilidad operativa el instituto en los otros. Por lo demás, no sería admisible alterar la acumulación ya decretada, en razón de los principios de seguridad jurídica y buen servicio de justicia que la inspiran. En talas condiciones, con el objeto de preservar los diferentes institutos procesales en juego, la solución más adecuada a la particular situación creada, es que la causa continúe su trámite ante el tribunal donde tramita el concurso de la sociedad concursada, donde ya se hallan radicados la mayoría de los procesos acumulados, sin perjuicio de que la sindicatura de los concursos de los diferentes demandados intervengan en dichas causas, resguardando los intereses de los distintos acreedores concursales.


    Litvak, Teresa c/ Terrestres Argentinos Transportes


    COMP. 480, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Juicios universales. Pedido de quiebra. Competencia por el territorio. Domicilio social. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Los procesos concursales tienen, como característica esencial, la de someter al conocimiento de un tribunal la universalidad del activo y pasivo del deudor, de lo que deviene la imposibilidad de la coexistencia de más de un trámite en tal sentido, como ocurre en el caso en que se hallan en sustanciación en diferentes jurisdicciones un concurso preventivo y un pedido de declaración de falencia, de la misma sociedad. Ello sin perjuicio de la aplicación al caso de las normas de competencia territorial en materia de concursos, que son de orden público y que al tratarse de una sociedad regular con domicilio inscripto en la Ciudad de Buenos Aires, determinan la radicación de la causa ante los tribunales nacionales con competencia ordinaria.


    Tanslink S.A s/ Pedido de quiebra


    COMP. 999, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 999, L. XXXVI, “Translink S.A. s/ Pedido de quiebra”.


    Translink s/ Pedido de quiebra


    COMP. 1000, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Despido. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa "Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar s/ Laboral" (T319:2844).


    Donelli c/ Compañía Industrial Ganadera Penta S.A. s/ Despido


    COMP. 1167, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp.110, L. XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S. A. s/ Laboral”.


    Aguirre Bengoa, Alejandro c/ Mategrass S.A. y otro s/ Despido


    COMP. 957, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria. Concursos. Fuero de atracción. Verificación de créditos. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa "Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro", donde la Corte adhirió a los fundamentos y conclusiones del dictamen de esta Procuración General.


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se deriven de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentra entre los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación, con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin reparos tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte.


    Tomografía Computada Rioja S.R.L. s/ Concurso preventivo


    COMP. 1537, XXXVI, 28 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Pedido de quiebra. Domicilio social. Domicilio real. Universalidad del patrimonio. Seguridad jurídica. Economía procesal. Juicios universales. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    Las normas sobre competencia en materia de concursos son de orden público y no pueden los tribunales, ni las partes, soslayarlas, razón por la cual, dándose un supuesto como el de autos, donde el deudor no tiene domicilio Inscripto para su actividad comercial, ni es conocido de modo fehaciente el asiento de sus negocios o domicilio real, al existir diversas constancias que se contraponen, cabe estar a aquellos elementos objetivos que favorecen la aplicación de los principios de universalidad de activos y pasivos sometidos al conocimiento del juez que resulte competente, así como los de seguridad jurídica y economía procesal tendientes a proteger los múltiples intereses de las partes afectadas, que rigen el procedimiento concursal.


    Vasallo, Walter Valentin s/ Quiebra


    COMP. 1022, XXXVI, 12 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Quiebra. Fuero de atracción. Ejecución hipotecaria. Competencia nacional. 


    El decreto de falencia produce la aplicación de las disposiciones relativas al fuero de atracción y que conforme al artículo 132 de la ley concursal, resultan atraídas al juzgado todas las causas de contenido patrimonial iniciadas contra la fallida, con las únicas excepciones allí previstas, que son los juicios fundados en relaciones de familia y de expropiación, con lo cual la presente acción sería atraída por el juicio universal en trámite ante el Juzgado Nacional. Tampoco podría argüirse la circunstancia de que la fallida sólo es codemandada en dicha acción, para mantener la causa en el juzgado de origen.- llo es así por las expresas disposiciones del artículo 133, primera y segunda parte de la Ley 24.522, que mantienen la competencia del juez de la quiebra, cuando el fallido sea codemandado, salvo desistimiento, y aún cuando se trate de un litisconsorcio necesario.  Corresponde agregar que, más allá de que el procedimiento de quiebra no impide, finalmente, la intención del acreedor de forzar el cobro de su crédito con garantía real, ya sea mediante la continuación del trámite ejecutivo o la venta por concurso especial regulada por el artículo 209 de la ley falencial, si es cierto que, al decretarse el estado de quiebra, la ley de concursos faculta al juez respectivo a adoptar decisiones que pueden afectar el trámite ejecutorio.


    Ingui, María del Pilar c/ González, Jorge y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 651, XXXV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Créditos hipotecarios para la vivienda


    Sentencia arbitraria. Inconstitucionalidad. Falta de fundamentación autónoma. 


    En lo que hace a la admisibilidad formal de la apelación federal, la Corte tiene dicho que el requisito de fundamentación autónoma consiste en que el escrito de interposición del recurso extraordinario debe traer un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal, a través de una crítica razonada y concreta de los argumentos en que se basa la sentencia que impugna, sin que valga, a tal efecto, una mera crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia. Por lo demás, es doctrina del Tribunal que la sola alegación de que la sentencia apelada vulnera la correcta inteligencia de determinadas normas federales no satisface las mencionadas exigencias de debida fundamentación, en los términos del art. 15 de la ley 48, si no se expresan razones justificantes de tal aserto y que tampoco es suficiente, a tal fin, la reiteración dogmática de meras manifestaciones, opuestas con anterioridad y atendidas, a su turno, por el Juez. Tal deficiencia se configura en el sub lite. En efecto, un examen atento del escrito recursivo de la demandada, pone en evidencia que dicha parte se limita a reproducir dogmáticamente sus afirmaciones de escritos anteriores, las que constituyen, en el mejor de los casos, agravios "genéricos que de ninguna manera se hallan concretamente referidos a los términos de la sentencia recurrida, de tal forma que permanecen incólumes los sólidos argumentos esgrimidos para sustentarla.


    Diamante Díaz, Leopoldo Efraín y otros c/ Banco Hipotecario Nacional


    D. 359, XXXIV, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Concurso preventivo. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    La nueva ley 24.522 establece el fuero de atracción del concurso aun respecto de las causas laborales en trámite, conforme sostuvo la Corte en Fallos: 319:2844 de acuerdo con el dictamen de esta Procuración Gral de la Nación. Por otra parte, no se verifica la excepción prevista en el art. 21 inc. 5 de la ley 24.522, pues del texto de la demanda surge que el accionante ha ejercido la opción del art. 16 de la ley 24.028, y fundamento su reclamo en las normas del derecho civil, con lo cual el fuero de atracción es plenamente operativo.


    Gorosito, Carlos Ariel c/ Reynoso Hermanos e Hijos S.A. s/ Sumario


    COMP. 983, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Citación en garantía. Competencia civil y comercial. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa "Lanari, Alberto c/ Artola, Mario s/ Daños y perjuicios" (v. Fallos: 322:136).


    Atento lo normado por el artículo 133, tercer párrafo, de la ley 24.522 en supuestos como el de autos en que una entidad aseguradora hubiera sido citada en garantía y se hubiera dispuesto su liquidación de conformidad a lo establecido en la ley 20.091, el proceso continuará su trámite en el tribunal originario, con lo cual se admite una excepción al principio general del fuero de atracción que consagra el artículo 132 de dicho cuerpo legal.


    Maydana, Hugo c/ Empresa de Transporte “Libertad” (Línea 59) y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 877, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Se encuentra planteado en el presente un conflicto negativo de competencia que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24 inc. 7° del decreto-ley 1285/58, conforme ley 21.708, al no existir un tribunal superior a ambos órganos judiciales en conflicto. Procede señalar, en primer término que el artículo 21 inc. 1° de la ley 24.522 dispone, que se radicarán ante el juez del concurso todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado, sin que influya para la remisión de los autos el estado procesal de los mismos máxime, cuando el instituto del fuero de atracción con el objeto de concentrar todas las causas de contenido patrimonial ante el juez del proceso universal, convoca a todos los acreedores para determinar con precisión el pasivo del concurso. Por ello toda vez que no se trata de ninguno de los supuestos de excepción del inc. 2° del artículo citado, nada obsta a la remisión de las actuaciones.


    Corral, Osvaldo Aníbal c/ Vechem S.A. s/ Ejecutivo


    COMP. 771, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Levantamiento del embargo. Acervo sucesorio. Ejecución de sentencia. Justicia nacional en lo comercial. Competencia comercial. 


    Corresponde a la Corte dirimir la cuestión de competencia, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto – ley 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto.  Cabe destacar, en primer lugar, que la acción personal entablada en sede comercial, no tiene como demandado al causante, sino a un tercero, esto es su cónyuge supérstite, con lo cual, de inicio, debe advertirse que no existe causal de atracción que habilite la intervención del juez del sucesorio, y, por otro lado, que tampoco se discute el alcance o determinación del acerbo hereditario, sino si las pretensiones de otro tercero, a quien la ejecutada cedió sus derechos sucesorios, prevalecen sobre el embargo trabado en el juicio ejecutivo sobre un bien inmueble que lo integraría y que sería de aparente co-propiedad del causante con la ejecutada. Por lo que, ya sea respecto del planteo de levantamiento de embargo sin tercería que fuera ordenado por el juez comercial o bien en punto a la ejecución del bien embargado, trámites que resultan estar estrechamente relacionados, ya que sin resolver uno no se puede activar el otro, corresponde a la competencia del Juzgado Nacional en lo Comercial.


    García, Sebastián y otro s/ Ejecución de sentencia


    COMP. 38, XXXV, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Quiebra. Procesos de ejecución. Desistimiento de la acción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    En primer término, es menester precisar que, el actor no desistió de la ejecución entablada contra los fallidos en el tribunal de la quiebra. De ello se desprende que le asiste razón al magistrado de provincia, cuando devolvió los actuados a su par nacional. El magistrado a cargo del proceso de quiebra, debió aceptar la radicación de la causa en su estrado y suspender el proceso de ejecución como lo indica el artículo 132 de la ley 24.522, en razón de que, mientras el demandante no desista de la acción contra el fallido, el expediente quedará sujeto a la radicación ante el proceso de quiebra con la consecuente suspensión del trámite como lo estipula el artículo 133 de la citada ley. Por otro lado, la opción indicada por el Juez del proceso falencial tienen por objeto que el actor conserve su aptitud para continuar la ejecución contra el co-demandado no fallido ante el juzgado originario, lo que requiere del desistimiento de la acción - y no del derecho -, respecto del quebrado, para luego verificar su crédito como lo impone la ley concursal.


    Lanin S.A.C.I.F. c/ Distribuidora El Puente Sociedad de hecho y otros s/ Cobro ejecutivo


    COMP. 760, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    John Wyeth & Brother Limited c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    J. 89, XXXVI, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Propiedad industrial


    Patentes. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 19, L. XXXV, "Unilever N.V. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente", resuelta por la Corte en modo coincidente con lo propuesto en el dictamen.


    Syntex USA Inc. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Intelectual


    S. 624, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Certificado de deuda. Medidas cautelares. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Cuestión federal. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien, por regla, las resoluciones dictadas en materia de medidas cautelares no constituyen sentencias definitivas a los fines del recurso extraordinario, ello es así, en tanto su mantenimiento o rechazo no genere, en virtud de las particularidades del caso, consecuencias de insuficiente o imposible reparación ulterior. La Corte ha señalado que son equiparables a sentencia definitiva las decisiones sobre medidas cautelares cuando con la disposición precautoria se ocasiona un agravio de insuficiente, tardía o dificultosa reparación ulterior y se advierte cuestión federal suficiente para admitir la vía del artículo 14 de la ley 48. El decisorio de la alzada -que, según la Corte, debe examinarse, en primer lugar, desde la perspectiva recursiva que provee la doctrina sobre sentencias arbitrarias- no se evidencia dotado del debido sustento. Ello es así, puesto que, frente al serio y concreto señalamiento de la existencia de agravios verosímiles a diversas garantías constitucionales, plausiblemente de dificultosa o insuficiente reparación ulterior, se oponen -por la alzada- consideraciones de suma generalidad que no se hacen cargo en modo alguno de las particularidades del asunto, debidamente reflejadas en el decisorio del juez de grado. No puede dejar de ponderarse en la causa, que acciones como las ordenadas en las resoluciones n° 02 y 03/98, dadas las limitaciones cognoscitivas que atañen a los procesos ejecutivos, no puedan ser suficientemente reparadas en eventuales juicios ordinarios ulteriores; máxime, cuando del examen de las constancias obrantes en la causa -en especial de las actas de verificación- no resulta evidente que, llegado el caso, pueda expedirse un certificado de deuda con las garantías que la Corte ha encomiado, entre otros, en los precedente de Fallos: 312:367 y 322:227.


    The Bank of New York c/ Instituto de Servicios Sociales


    T. 169, XXXV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Compraventa. Declaración de ineficacia. Aclaratoria (procesal). Objeto de la demanda. Extensión de los efectos de la sentencia. Mutuo hipotecario. Actos perjudiciales a los acreedores. Considerandos de la sentencia. Parte dispositiva. 


    La Cámara confirmó la sentencia del a-quo que, mediante una resolución aclaratoria, extendió la declaración de ineficacia de una compraventa a un gravamen hipotecario constituido en el mismo acto, cuando dicha pretensión no había sido objeto de la demanda. En esas condiciones, los acreedores hipotecarios han visto lesionado sus derechos de defensa, de propiedad y la garantía del debido proceso, al resultar incluidos en una declaración de ineficacia de sus derechos, que no tuvieron oportunidad de controvertir. Ello basta para descalificar la sentencia, sin perjuicio de lo cual también cabe señalar que el tribunal desarrolló, en los considerandos, el criterio de que los terceros apelantes no habían sido sujetos pasivos de la pretensión deducida en la demanda, no obstante lo cual, luego rechazó la apelación que aquéllos habían deducido persiguiendo un pronunciamiento en ese sentido. La Corte ha señalado que la falta de coherencia entre los considerandos y la parte dispositiva del fallo, constituye también una causal para invalidarlo, conclusión que resulta especialmente aplicable al caso, en que el a quo no ha proyectado en la parte resolutiva el resultado de los fundamentos vertidos en el acuerdo.


    Lácteos San Marcos S.R.L. s/ Quiebra c/ Arias, Hugo Rodolfo


    L. 109, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Cuestiones no federales. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Recurso extraordinario local. Cuestiones de competencia. Fuero de atracción. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte tiene dicho, de modo reiterado, que las cuestiones de derecho común y procesal, no son aptas para abrir el recurso extraordinario, al igual que los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos extraordinarios de orden local que les son llevados y la tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva respecto de aquéllos. No se presenta la situación excepcional relativa a que la denegación del acceso a la vía procesal se sustentaría en fundamentos arbitrarios y carentes de sustento legal. Por el contrario, observando el mismo criterio seguido por el Superior Tribunal de provincia, la Corte sostiene que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal, lo que no ocurre en el caso; y también ha señalado que la definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Las cuestiones relativas al fuero de atracción concursal que han llegado en reiteradas ocasiones al conocimiento de esta última instancia, lo han sido con motivo de conflictos suscitados entre jueces de diversa jurisdicción, sin un superior común, en el marco previsto por el art. 24, inciso, 7º, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708 y no porque esa cuestión procesal, regulada por normas de derecho común, haya sido calificada como sentencia definitiva, o equiparable a tal, en orden a habilitar una instancia extraordinaria. La falta de intervención del Ministerio Público en la primera instancia, que agravia al quejoso, quedó suplida por su actuación ante los tribunales superiores, de modo que dicha cuestión carece de entidad para anular el procedimiento cumplido.


    Brahim, Antonio y otros s/ Concurso preventivo - Incidente de verificación tardía promovido por Macrosa Crothers S.A.C.I.F.I.A. (Incidente de devolución de bienes deducido por los concursados).


    B. 510, XXXV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Contratos comerciales. Concesión comercial. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Se advierte que las críticas del quejoso, expuestas en su generalidad de manera dogmática, sólo traducen diferencias de criterio con el juzgador, y no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Se observa, asimismo, que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común. En cuanto a los contratos de concesión, si bien el a quo citó la doctrina de Fallos: 311:1337, no se advierte que tal precedente jurisprudencial sea exclusivo para los contratos de concesión, ni inconducente para la solución del sub-lite, ya que, lo que se extrae del mismo a estos efectos, es que la cláusula rescisoria incausada es común en los contratos de tracto sucesivo, y que no puede ser considerada abusiva ni inválida con prescindencia de la necesaria distinción entre su derecho y el ejercicio que se haga de la, máxime cuando se trata de una forma de extinción prevista expresamente por los interesados, en un contrato cuyas indeterminadas renovaciones le otorgan el carácter de duración ilimitada. Por otro lado, procede recordar la abundante jurisprudencia de la Corte que ha establecido que los jueces no están obligados a pronunciarse sobre todas las articulaciones de las partes, sino solamente sobre aquellas que estimen conducentes para fundar su decisión. Además, la Corte tiene dicho, que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que esta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación. Finalmente, procede citar como corolario, la doctrina de la Corte que ha establecido que la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias tácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    Lorenzino c/ Instituto Argentino Diagnóstico y Trabajo


    L. 169, XXXV, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Patentes. Deserción del recurso. Exceso ritual manifiesto. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Defensa en juicio. Debido proceso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 19, L. XXXV, “Unilever N.V. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ denegatoria de patente”.


    Si bien la Corte tiene dicho que, lo atinente al alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos deducidos ante ellos, es una materia ajena a la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48, también ha señalado que dicha doctrina no puede aplicarse en modo irrestricto cuando el escrito de apelación contiene un examen mínimo de los temas que se pretenden someter al conocimiento del superior. A ello se añade que aquí la a quo ha omitido, sin brindar fundamentos suficientes para ello, el examen de cuestiones propuestas que, podrían resultar conducentes para la adecuada solución del litigio.  Corresponde asentir a la procedencia de la tacha; máxime, cuando se advierte -como ha reiterado la Corte- un rigor injustificado que puede conducir a la frustración de los derechos y de la vía utilizada por el justiciable, con menoscabo de las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso.


    International Mobile Machines Corporation c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial


    I. 35, XXXVI, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Proceso concursal. Denegatoria del recurso. 


    Doctrina sostenida en dictamen y fallo F n° 70, L. XXXV "Fisco Nacional (D.G.l.) c/ Tool Research Argentina S.A.I".


    La materia traída a recurso no configura la decisión definitiva a que se refiere el art. 14 de la ley 48, que habilite la vía extraordinaria. Ello es así, por cuanto la resolución que ordena la remisión de los autos al juez del proceso concursal importa una declinatoria de competencia, sobre la que aún no se ha pronunciado el juez requerido, quien podría rechazar la atribución del expediente. La Corte tiene dicho que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, salvo hipótesis excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos y que el incumplimiento de tal requisito no puede suplirse porque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Complejo Agroindustrial San Juan S.A.


    F. 454, XXXVI, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Quiebra. Incidente de revisión. Prescripción tributaria. Denegatoria del recurso. 


    Los jueces de la Cámara a quo declararon aplicable a los tributos locales el plazo de prescripción quinquenal del artículo 4027, inc. 3° del Código Civil, con sustento en precedentes de la Corte y, en esas condiciones el remedio federal fue bien denegado por aquellos.  La Corte tiene establecido que, si la resolución apelada no desconoce validez a un acto de autoridad nacional, ni consagra la preeminencia de una ley local sobre otra de carácter nacional, sino precisamente lo opuesto, no existe en la causa resolución contraria a un derecho o privilegio federal alguno que autorice la procedencia del recurso extraordinario, como lo exige el artículo 14 de la ley 48.


    Puigmarti y Compañía S.A.C.I.F. s/ Quiebra s/ Incidente de revisión por Fiscalía de Estado de la Provincia de Buenos Aires


    P. 22, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Concurso preventivo. Cesación de pagos. Estado de insolvencia. Código aduanero. Comercio exterior. Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Es jurisprudencia reiterada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, la que establece que la declaración de inconstitucionalidad de un precepto de jerarquía legal constituye la más delicada de las funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, configurando un acto de suma gravedad que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico. También ha puntualizado que el ejercicio de ese control sólo se justifica frente a la comprobación de la existencia y realidad de un menoscabo sustancial a la garantía invocada por el afectado. No se advierte en que consiste la grave lesión al derecho constitucional de comerciar y trabajar que invoco la concursada. Por un lado, cabe recordar que la Corte tiene dicho, reiteradamente, que el voluntario sometimiento del interesado a un régimen legal o a sus beneficios, sin reservas expresas, importa un inequívoco acatamiento que determina la improcedencia de su ulterior impugnación con base constitucional. En el caso, la concursada quiso desempeñarse en el comercio exterior, a cuyo fin justifico que satisfacía los requerimientos legales; luego, al perder uno de ellos -la solvencia- no puede pretender ahora que ello no le acarree alguna consecuencia en el marco del régimen especial al que se sometió.  La exigencia de reforzar la garantía inicialmente prestada al inscribirse, ante la denuncia de hallarse en cesación de pagos que importa el concurso preventivo, no resulta en sí misma irrazonable, pues sólo tiende a preservar las condiciones que la ley impone -y cuya constitucionalidad no fue cuestionada- para habilitar la actuación de importadores y exportadores. Incluso, cabe tener en cuenta que dicho requerimiento está acotado a un límite temporal - hasta la homologación del acuerdo o el pago de los créditos- que no debería alcanzar al lapso de un año, considerando los plazos establecidos por la ley concursal para el cumplimiento de las respectivas etapas del procedimiento. Por último, el impugnante no manifestó siquiera que no le fuera posible prestar la garantía adicional exigida para levantar la suspensión en la matrícula, pues su agravio se fincó en un genérico reproche relativo a que la satisfacción de ese requerimiento limitarla su capital de giro, lo que tampoco acreditó concretamente. No procede la declaración de inconstitucionalidad del art. 97 de la ley 22.415, por cuanto la impugnante no ha logrado demostrar la irrazonabilidad de la norma, ni que su aplicación le ocasione, de manera concreta y efectiva, una lesión a principios constitucionales de tal entidad que justifique su abrogación.


    Massuh S.A. s/ Concurso preventivo


    M. 92, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Defensa de la competencia. Colegio Público de Abogados. Sociedades comerciales. Libre competencia. Abuso de posición dominante. Poder de policía. Control de razonabilidad. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Examinada la cuestión en el marco previamente establecido, la decisión de la Cámara debe ser confirmada. Ello es así, puesto que, si bien el estudio de la normativa local invocada por el apelante permite constatar que, en efecto, concierne a los colegios departamentales -entre otras atribuciones- el gobierno de la matrícula; el poder disciplinario sobre los abogados; el deber de fiscalizar el ejercicio regular y correcto de la función, el decoro profesional; el cumplimiento de las preceptiva sobre aranceles, honorarios, ética profesional, publicidad y la representación y defensa de los abogados y de sus derechos e intereses profesionales legítimos, lo cierto es que, el Colegio denunciado excedió esa órbita cuando hizo pública las solicitadas bajo examen e incursionó de ese modo, irrazonablemente, en una materia relacionada con las condiciones de concurrencia en la prestación de los servicios jurídicos, de modo que pudo resultar perjuicio para el interés económico general.  A lo anterior se añade que existió, originariamente, en este ámbito, una regulación de la actividad por parte de la Superintendencia de Seguros de la Nación y, más tarde, coincidencia en orden a su sujeción a la normativa general sobre sociedades comerciales, sin perjuicio del contralor por la Inspección General de Justicia en Capital y los organismos locales en las provincias; extremo que viene -cuanto menos- a relativizar las afirmaciones vertidas par el Colegio de Abogados en las solicitadas bajo examen, en cuanto atañe a la modalidad prepaga en general y a la firma señalada en lo específico. Dicha empresa - es claro que, en sí misma, ajena a la órbita de contralor del organismo profesional- se vio obstaculizada en su propósito de introducir al mercado una modalidad novedosa de prestación de los servicios jurídicos, toda vez que, con prescindencia de la discusión relativa a la posición que el denunciado ocupa en o respecto de aquél mercado, lo cierto es que no cabe dudar, dada su competencia y su función que, en materias como la examinada, posee aptitud como para afectar, por medio de una declaración pública como la suscrita, la libre concurrencia al mercado de servicios jurídicos de oferentes y demandantes; en el caso especial de los últimos, al alimentar una convicción relativa a la presunta ilicitud de los servicios contratados bajo esta modalidad. Adviértase a este respecto que no es condición necesaria para la aplicación de la ley n° 22.262 abusar de una posición dominante en el mercado, sino que bastan los actos o las conductas restrictivas, limitativas o distorsivas de la competencia, toda vez que pueda resultar de ello un perjuicio para el interés general y, allende la discusión suscitada a propósito de la posición en este marco del organismo profesional, lo cierto es que no puede discutirse su aptitud para influenciar la oferta y demanda de servicios jurídicos. Por otra parte, tampoco es condición necesaria para admitir configurada la conducta descripta en el precepto invocado, una afectación al interés económico general medido en términos rigurosamente nacionales, sino que basta que se vea restringida o distorsionada la libre concurrencia al mercado relevante en un modo que perjudique los intereses de la comunidad que se beneficia de él; circunstancia que, por cierto, acaece, cuando ella se ve privada de la posibilidad de obtener los réditos derivados de su correcto funcionamiento, y, la comunidad se hallará mejor cuanto más opciones se le brinden, sin perjuicio del correspondiente control de los concurrentes por los organismos respectivos. La legislación orientada a defender la competencia constituye un engranaje del orden jurídico que, sin excluir otras previsiones eventualmente destinadas a proteger otros bienes jurídicos -como puede ser, en el caso, el ejercicio regular de una profesión- persigue preservar a los distintos mercados como a verdaderos bienes de carácter público y resguardarlos, además, de su posible afectación por cualquiera de sus agentes, de modo de garantizar a la comunidad los beneficios que pueda traer aparejados la puja competitiva. Por otro lado, no puede no advertirse que las limitaciones que el organismo denunciado provoca a las sociedades dedicadas a la prestación de servicios jurídicos prepagos no tienen su origen en las normas a las que el Estado dio su aprobación, sino en resoluciones tomadas por su consejo directivo las que, en sí mismas, carecen de aquel respaldo. En tales condiciones, el Colegio denunciado colocó en una situación de peligro concreto, virtualmente in abstracto, el ingreso al mercado de servicios jurídicos de firmas comerciales a las que, indirectamente, imputo la puesta en marcha de un modo de prestación de la actividad jurídica per se contrario a las normas arancelarias, previsionales y profesionales de los abogados.  El Colegio denunciado, al hacer públicas las solicitadas cuestionadas, incursionó en la materia inherente a las condiciones de concurrencia en la prestación de los servicios jurídicos, excediendo el límite que marca la razonabilidad, que es requisito de todo accionar legítimo. Atañe al Congreso de la Nación reglamentar lo atinente a la defensa de la competencia, con los alcances ya expuestos, en razón de su directa relación con el comercio, el libre tránsito y la transacción de bienes y servicios, la prosperidad general y el bienestar del país, potestades todas de índole nacional, sobre las que, viene a apoyarse naturalmente esta legislación.


    Cámara Argentina de empresas de Servicios Jurídicos Prepagos s/ Denuncia c/ Colegio de abogados de San Nicolás


    C. 827, XXXV, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Uso de marca. Iter contractual. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La Corte tiene dicho que no es admisible el recurso extraordinario respecto de decisiones que resuelvan la procedencia de medidas cautelares, por cuanto las mismas no revisten el carácter de sentencias definitivas, salvo que provoquen un daño irreparable o de notoria dificultad de reparación ulterior, extremo éste que no se halla acreditado en el sub-lite, en tanto las alegaciones del recurrente al respecto, no importan más que situaciones de carácter potencial o conjetural. De igual manera, no se advierte en el caso que medien situaciones de gravedad institucional que sustituyan el requisito de sentencia definitiva, requerido como presupuesto formal imprescindible para la habilitación del recurso. Más allá de ser cierto que el derecho que se alega como afectado se encuentra especialmente protegido por las normas federales invocadas, no surge que el decisorio haya realizado una acabada inteligencia de las mismas, ni se haya apartado definitivamente de sus prescripciones. Por el contrario, del contenido literal de las citadas disposiciones, no se desprende que los tribunales se hallen obligados en todos los supuestos a otorgar las medidas cautelares allí previstas, sino que ello, sin duda, se encuentra sujeto a las condiciones de procedibilidad reguladas a su vez por las disposiciones de la ley común y procesal, que fueron en definitiva las tenidas en cuenta por el a-quo para revocar la medida cautelar solicitada. En efecto, el tribunal apelado, en orden a la naturaleza de la medida, dijo que se confundía con el objeto mismo de la demanda y por ello, al hallarse discutido y sujeto a prueba el estado mismo de la relación contractual y su eventual conclusión, entendió que no correspondía admitir la cautelar ya que importaba producir los propios efectos buscados por la acción, argumentos que son fundamento suficiente de la decisión, con sustento en hechos de la causa y normas de notorio carácter común y procesal, que la ponen al abrigo de la tacha de arbitrariedad alegada por el apelante, la que, por otro lado, no suple el requisito de sentencia definitiva.


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. c/ Bonfigli, Carlos Alberto


    Y. 3, XXXV, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Nulidad. Entidades financieras. Pedido de quiebra. Cesación de pagos. Banco Central de la República Argentina. Defensa en juicio. Derecho a ser oído. Principio de contradicción. Cuestión federal. 


    Audiencia previa.


    El recurso resulta procedente en atención a que se encuentra en cuestión la inteligencia que cabe acordar a normas de la ley de entidades financieras, las que resultan de indiscutible naturaleza federal y porque además se ha invocado oportunamente y mantenido en las instancias respectivas, la violación a la garantía constitucional de la defensa en juicio, que se verifica y guarda relación directa con las consecuencias que se derivan de la interpretación asignada tanto a la norma de derecho común, como a las de naturaleza federal para la solución del caso.  El pedido de quiebra de las entidades financieras sólo puede ser promovido de manera exclusiva por el Banco Central de la República Argentina, según lo dispone el art. 49 de la ley 21.526, que señala, además, que cuando se dieren las circunstancias que hicieren procedente el decreto de falencia conforme a la legislación común, se debe dar intervención a la entidad de control para que ésta si corresponde, disponga la liquidación de la entidad en crisis, lo que predica en principio, que el procedimiento de liquidación administrativa dispuesta por el Banco Central, resulta una opción del órgano de control, que resulta previa, sin perjuicio de que impulse ulteriormente el procedimiento de quiebra de la entidad bancaria afectada. El art. 50 modificado por la ley 22.529, establece que si al tiempo de disponerse o asumirse la liquidación de una entidad, o posteriormente, concurrieren los supuestos previstos en la ley 19.551, para que la quiebra fuera procedente, el juez competente la declarará, a pedido del Banco Central, y quedará el proceso sometido a las prescripciones de la indicada ley, excepto en lo allí dispuesto, agregando la norma en su inciso d), que los representantes estatutarios de la entidad liquidada tendrán la participación que según la ley 19.551 corresponde al fallido. La bilateralidad, como garantía establecida por el art. 18 de la Constitución Nacional, presupone que para que pueda dictarse resolución judicial válida que afecte los derechos o intereses de un sujeto, debe proporcionarse con anterioridad al dictado; oportunidad razonable para su defensa, la que se entiende integrada por la posibilidad razonable de ser oído; posibilidad de proponer y producir pruebas y controlar la que produzca la parte contraria; y que la decisión que se dicte sea congruente con los hechos y el derecho alegado y las pruebas producidas, debiendo en tal sentido ser fundada, derivación razonable del derecho vigente conforme las constancias de la causa. La posibilidad de la defensa no tiene otras limitaciones que las establecidas válidamente por la ley. La ley en todos los casos se ocupa de establecer, además, la forma y modo de compensar las limitaciones. No es posible cohonestar la interpretación que se pretende dar a la ley de entidades financieras, por el solo hecho de que su normativa atribuya los derechos al fallido.  Las limitaciones a los derechos de la trascendencia del de defensa en juicio no pueden establecerse por vía de interpretación.  El juez carece de posibilidades legiferantes. De confirmarse la sentencia que entiende que la redacción que la ley 22.529 impuso al art. 50 de la ley 21.526, en tanto atribuye al ente declarado en quiebra las facultades que la ley de concursos otorga al fallido, y esto determina que la discusión sobre si se dan o no en el caso los presupuestos para la declaración de quiebra se desplaza al incidente de nulidad o revocación del auto de quiebra y que ello constituye suficiente posibilidad defensiva para el perjudicado, en los términos del art. 18 de la Constitución Nacional, se estaría aplicando una norma inexistente. Aparece claramente la infracción al derecho de defensa en juicio, en tanto se ha privado a la recurrente de la posibilidad de ser oída, sin norma alguna que así lo establezca. La indefensión priva de validez a la sentencia, sin que aparezca como necesario el deber de articular inconstitucionalidad de norma alguna, habida cuenta que ello sólo hubiera sido imprescindible si alguna norma hubiera establecido la limitación a la defensa.  No existe norma alguna que determine tal limitación y que, al aplicarse tal solución, se ha privado de derechos constitucionales.  Al no existir norma jurídica alguna de rango inferior a la Constitución Nacional que prescriba la limitación, la norma constitucional es directamente aplicable al caso y la privación de los derechos por ella establecidos es directo atentado contra la normativa constitucional.  La posibilidad defensiva posterior jamás puede permitir subsanar los daños emergentes de la decisión dictada en indefensión de una de las partes.  Las facultades otorgadas por la ley de entidades financieras al Banco Central son de delicado alcance, pues debe asumir la intervención y sustituir a los representantes legales en sus derechos y facultades, razón por la cual cabe atribuir a las resoluciones cautelares que limitaban el accionar al tiempo de la decretada liquidación, solicitud de quiebra y ulterior decreto, un sentido y alcance trascendente. Las cautelares dictadas y vigentes al tiempo de decretarse la quiebra, no excluían la posibilidad del Banco Central de solicitar y obtener del Tribunal competente las medidas cautelares que a su vez entendiera necesarias para evitar consecuencias inmediatas, tal y como las autorizaba la ley 19.551. No altera la conclusión arribada la ponderación de que en los arts. 256 a 262 de la entonces ley 19.551 se establecía que, cuando por otras leyes se dispone la liquidación administrativa del patrimonio de sujetos comprendidos en el art. 20, en sus concursos se aplican las disposiciones de las leyes respectivas; y que pedida la quiebra se debe dar intervención a la entidad administrativa para que resuelva la liquidación o en su defecto consienta la declaración de quiebra, inclusive aceptando el silencio como manifestación de tal consentimiento, así como, que si no hubiere disposición de liquidación administrativa, de pedirse el concurso preventivo por la entidad en incapacidad patrimonial, éste se halla sujeto a la ratificación del órgano administrativo para su procedencia y en los supuestos de quiebra, no es admisible ni el avenimiento, ni el acuerdo resolutorio, sin la autorización de la entidad de control, todo lo cual admite interpretar que la habilitación para la apertura y viabilidad de los procesos universales estaba sujeto a la autorización y petición del Banco Central. No cabe interpretar tales normas sino en armonía con las de la Constitución Nacional, que establecen la necesidad de audiencia previa. Las medidas cautelares que ordenaban al Banco Central oblar determinadas sumas de dinero al Banco hoy fallido y que le impedían disponer la liquidación del ente financiero, así como su quiebra, habían sido dictadas por Tribunal de Primera Instancia. Las resoluciones de primera instancia habían sido revocadas por la Cámara de Apelaciones. Se había articulado recurso extraordinario de apelación contra la resolución revocatoria. El recurso había sido concedido como de derecho. Al tiempo de decretarse la quiebra, el recurso extraordinario ya había sido concedido. No puede expresarse con validez procesal, que una resolución recurrida y concedido el recurso contra la misma, se encuentra firme y habilita la realización de actos contrarios a las medidas cautelares como si ellas ya hubieran fenecido de modo irreparable. El recurso contra las medidas cautelares se otorga con efecto devolutivo. Tal efecto solamente desaparece, en caso de revocación por la Alzada cuando quede firme la resolución revocatoria de la medida cautelar. Esto, cuando se trata de recurso concedido y no cuando se trate de queja. Una medida cautelar recurrida, revocada y contra la cual se ha articulado y concedido un recurso de derecho (como lo es el del art. 14 de la ley 48) no ha llegado de modo definitivo a perder su eventual vigencia. De tal modo que, al tiempo de decretarse la quiebra, la medida cautelar que ordenaba al Banco Central abstenerse de decretar la liquidación y de solicitar la quiebra del BIBA, aun revocada por la Cámara y como consecuencia de la concesión del recurso extraordinario federal contra la resolución que la revocaba, mantenía su potencial vigencia. La concesión del recurso extraordinario extendió el efecto devolutivo con el que el recurso de apelación interpuesto por el Banco Central contra la decisión cautelar de Primera Instancia había sido concedido.  El argumento derivado del art. 12 de la Ley de Procedimientos Administrativos (Número 19549) en tanto otorga presunción de legitimidad a los actos administrativos, había sido desvirtuada, cierto que en nivel cautelar, por la suspensión de la posibilidad de dictado y/o ejecución de las mismas por efecto de la medida cautelar referida.  No se trataba de decisión administrativa que tocaba la cuestión en modo tangencial, sino, justamente, de decisión precautoria que impedía al Banco Central, el ejercicio de las actividades administrativa y judicial que motivaron y dieron sustento al decreto de quiebra de autos. La especificidad de la medida cautelar impediente determina la inexistencia de legitimación ad causam y ad processus por parte del Banco Central para solicitar la quiebra de autos. La legitimación sustancial es, sin duda, requisito de validez y fundabilidad de cualquier sentencia, a lo que no escapa la de quiebra. La situación por la que atravesaba el BIBA al tiempo del decreto de quiebra y que requería urgentes soluciones para evitar mayores perjuicios a los acreedores y al sistema financiero no puede legitimar aquello que es antijurídico.  La urgencia, en estas materias, debe compurgarse por vía de la solicitud y obtención de las medidas cautelares que tanto la ley procesal cuanto la de Concursos y por aplicación supletoria de ésta la de entidades financieras, permitían recabar.  Los argumentos utilizados para convalidar la indefensión caen por su base. La razón que afectaba la legitimación del peticionante de la quiebra, para solicitarla, no había desaparecido y la decisión del tribunal al decretar la quiebra constituyó la mentada omisión en aplicar la norma jurídica supuestamente aplicable al caso, y por tanto se verificó la supuesta falta de legitimación del Banco Central por violación a ordenes judiciales. El tribunal provincial no concedió la audiencia previa establecida en el art. 91 de la ley 19.551 entonces vigente, mecanismo que le hubiera permitido ejercer las defensas pertinentes a los fines de evitar el decreto de quiebra solicitado.  La aludida incidencia de las medidas cautelares vigentes al tiempo de la solicitud y decreto de falencia constituían hechos trascendentes que debieron haber sido tenidos en cuenta al tiempo de la resolución al respecto, ya que constituían cuestiones cuya consideración hubiera podido llevar a un resultado distinto.  El procedimiento estuvo viciado en uno de sus pasos esenciales, circunstancia ésta que tendría entidad suficiente para invocar, con fundamento, la violación del principio constitucional de la defensa enjuicio, y oportunamente habilitar el acceso al remedio federal, sin perjuicio de que se trate de la aplicación de normas procesales y de derecho común, en atención a la evidente relación directa que guardan las consecuencias que se derivan de la omisión en aplicar la norma que ordena la citación al deudor, con el precepto constitucional invocado. El decreto de quiebra por sí mismo, produce consecuencias disvaliosas al sujeto afectado que difícilmente resultan reparables en posteriores instancias de defensa. Cabe señalar la existencia de una irregularidad en el trámite, que omitió un paso trascendente de todo procedimiento, cual es la de oír al afectado, para hacer vigentes aunque de modo sumario, conforme lo prevé la ley concursal, el señalado principio de contradicción y el de bilateralidad que tienen como fin asegurar el ejercicio eficaz de la defensa y el debido proceso. No habría bastado para declarar válidamente la quiebra la sola petición del Banco Central, sin audiencia de la entidad financiera.  La necesidad de bilateralidad previa requería la citación antes del decreto de quiebra a efectos de que la entidad liquidada pudiera ejercer las defensas que se consideraba con derecho a oponer. La omisión por el juzgador, de otorgar tal oportunidad de defensa, habría afectado el procedimiento de modo tal que no podía ser subsanado por el posterior incidente de reposición del auto de quiebra, y deveniera procedentes la queja interpuesta, el recurso extraordinario, y la nulidad del auto de quiebra por violación al principio de defensa en juicio.


    Banco del Interior y Buenos Aires S.A. - Quiebra, incidente de nulidad, fraude procesal y reposición - Recurso de inconstitucionalidad


    B. 94, XXXV, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Patentes. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 361, L. XXXIV, “Dr. Karl Thomae Gesellschaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ Denegatoria de patente”.


    American Home Products Corporation c/ INPI s/ Denegatoria de patente


    A. 691, XXXVI, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa D. 361, L. XXXIV, “Dr. Karl Thomae Gesellschaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ Denegatoria de patente”.


    East Chemical Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    E. 161, XXXVI, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa D. 361, L. XXXIV, “Dr. Karl Thomae Gesellschaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ Denegatoria de patente”.


    Wenmaekers, Monique y Wenmakers, Edmond c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    W. 15, XXXVI, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Propiedad industrial. Patentes. Doctrina de la arbitrariedad. Interpretación de leyes federales. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S.C. U. 19, L. XXXV, “Unilever N.V. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Es doctrina de la Corte que si existe una íntima conexión entre la interpretación del derecho federal y de las causales de arbitrariedad también invocadas, resulta adecuado el tratamiento de ambos aspectos sin disociarlos. Corresponde admitir esta presentación al mediar cuestión federal, toda vez que en las actuaciones se ha objetado el alcance conferido a dispositivos federales y se ha puesto en tela de juicio, asimismo, la validez de un acto de autoridad nacional y la decisión final ha sido contraria al derecho invocado y a la validez del acto en cuestión. Por lo que, corresponde admitir la presentación directa, declarar procedente la apelación federal y revocar la sentencia con el alcance indicado.


    Sumitomo Chemical Company Limited c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    S. 48, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Interpretación de la ley. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión federal. Procedencia del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 361, L. XXXIV, "Dr. Karl Gesellchaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otro s/ Denegatoria de patente”.


    En la medida que los agravios suscitan cuestión federal típica pues, incluso los sustentados en la doctrina de la arbitrariedad, entrañan la interpretación de normas de naturaleza federal, y la decisión ha sido contraria al derecho que la apelante fundó en ellas y máxime desde que, en la tarea de esclarecer disposiciones de tal índole, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones de la cámara ni de los litigantes, sino que le incumbe realizar una declaratoria sobre el punto controvertido, según la interpretación que rectamente le otorgue, el recurso debe ser declarado procedente.


    Amoco Corporation c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    A. 273, XXXVI, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Quiebra. Cosa juzgada. Fundamentación de la sentencia. Exceso u omisiones en el pronunciamiento. Apartamiento de las constancias de la causa. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien lo atinente a los alcances de la cosa juzgada es un tema procesal cuyo conocimiento incumbe a los jueces de la causa, tal regla admite excepciones cuando, la sentencia impugnada dispone de una fundamentación sólo aparente e implica un exceso de atribuciones. En efecto, asiste razón al recurrente cuando señala que el voto mayoritario de la Cámara no quedó integrado sobre la existencia de la cosa juzgada, por cuanto el vocal sólo expresó su adhesión en el sentido de que consideraba aplicable la solución dispuesta por el art. 131 de la ley 19.551, que establecía la conversión de la moneda extranjera a la fecha de la quiebra. Ha dicho la Corte que corresponde hacer excepción al principio según el cual el modo de emitir el voto en los tribunales colegiados y lo atinente a las formalidades de la sentencia son materia extraña a la apelación del art. 14 de la ley 48, cuando se advierte que no ha existido una mayoría real de integrantes del Tribunal que sustente las conclusiones que deciden su sentencia.  La sentencia apelada ha incurrido en un apartamiento de la relación procesal, toda vez que el Superior Tribunal tuvo por decidida una cuestión sobre la cual no hubo acuerdo de los jueces de cámara y, por ende, no pudo ser materia de agravio en esa jurisdicción. Es descalificable el fallo recurrido, en base a la doctrina de la arbitrariedad, pues implica una mengua de la defensa en juicio y el quebrantamiento del debido proceso, ya que la decisión adoptada no guarda coherencia con los términos en que quedó trabado el diferendo en autos.


    Orlando Garaffa y Compañía SCC c/ Coviar Sociedad Anónima


    O. 42, XXXV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    



    


    Capítulo VI


    Derecho Constitucional


    Acción de amparo


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 1448. L. XXXVI, "Comisión Nacional de Regulación del Transporte: en autos "La Nueva Estrella S.C.C. s/ Acción de amparo s/ Inhibitoria.


    Comisión Nacional de Regulación del Transporte en autos "La Nueva Estrella S.C.C. s/ acción de amparo". Expte. 2028/99 s/ Inhibitoria


    COMP. 1480, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Control de constitucionalidad. Inconstitucionalidad. Decretos nacionales. Medio ambiente. Legitimación procesal. Diputados nacionales. Cuestión federal. Cuestión insustancial. 


    La existencia de un "caso", "causa" o "controversia" constituye un presupuesto necesario para ejercer la función jurisdiccional. Es constante la jurisprudencia de la Corte en señalar que el carácter de Diputado de la Nación no otorga legitimación suficiente para actuar en procesos como el presente. En Fallos: 313:863, se sostuvo que "no confiere legitimación al señor Fontela, su invocada representación del pueblo con base en la calidad de diputado nacional que inviste. Esto es así, pues el ejercicio de la mencionada representación encuentra su quicio constitucional en el ámbito del Poder Legislativo, para cuya integración en una de sus cámaras fue electo, y en el terreno de las atribuciones dadas a ese Poder y a sus componentes por la Constitución Nacional y los reglamentos del Congreso. Tampoco la mencionada calidad parlamentaria lo legitima para actuar en resguardo de la división de poderes ante un eventual conflicto entre normas dictadas por el Poder Ejecutivo y leyes sancionadas por el Congreso toda vez que, con prescindencia de que este último cuerpo posea o no aquel atributo procesal, es indudable que el demandante no lo representa en juicio". La misma posición mantuvo este Ministerio Público, en R. 420, L. XXXIII. "P.V.A. Rodríguez, Jorge -Jefe de Gabinete de Ministros de la Nación s/ plantea cuestión de competencia", donde se sostuvo que un grupo de legisladores carecían de legitimación para cuestionar un decreto del Poder Ejecutivo aduciendo una lesión al ejercicio de sus funciones, pues ello no se ajustaba a la realidad, en la medida que nunca se les había impedido desempeñar tales funciones. La Corte, en G. 405, L. XXXIII "Gómez Diez, Ricardo y otros c/ P.E.N. -Congreso de la Nación s/ proceso de conocimiento", reiteró que los legisladores carecen de legitimación procesal para actuar en procesos como el de autos, pues esa calidad sólo los habilita para desempeñar las funciones en el órgano que integran, y con el alcance asignado por la Constitución Nacional. Los Diputados Nacionales carecen de legitimación para demandar la nulidad del Decreto 21/99, fundados en que el Poder Ejecutivo Nacional ejerció funciones propias y exclusivas del Congreso. Ni el decreto que aquí impugnan, ni la conducta del Poder Ejecutivo, les impiden ejercer sus funciones de legisladores con el objeto de adoptar las medidas necesarias para dejarlo sin efecto. Los actores no demostraron tener algún impedimento insalvable para ejercer sus derechos de defender su competencia y controlar la actividad del Poder Administrador. La mera condición de ciudadanos afectados por el decreto impugnado tampoco les otorga legitimación para actuar, ya que la Corte ha sostenido reiteradamente que esa calidad, sin otro interés concreto jurídicamente protegido, no otorga legitimación suficiente para demandar. El decreto cuya legitimidad cuestionan no se refiere a temas ambientales, sino a medidas de administración presupuestaria y financiera del Estado Nacional. Es aplicable aquella doctrina según la cual "las cuestiones federales se toman insustanciales cuando una clara y reiterada jurisprudencia, indudablemente aplicable a ellas, impide cualquier controversia seria respecto de una solución; máxime cuando no obstante que varios precedentes sirvieron de fundamento a los fallos de ambas instancias, el apelante no aduce razones que pongan en tela de juicio la aplicabilidad de los mismos o importen nuevos argumentos que puedan llevar a una modificación del criterio establecido en ellos.


    Garré, Nilda y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) Decreto 21/99 s/ Amparo Ley 16.986


    G. 598, XXXV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Licitación pública. Decreto de necesidad y urgencia. Zonas francas. Impugnación del decreto de necesidad y urgencia. Facultades tributarias. Control de constitucionalidad. Facultades del Poder Judicial. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. 


    En la parte dispositiva del decreto 285/99 se establecieron para dicha zona franca determinados beneficios que, salvo el referido en el punto 6), todos los demás beneficios involucran el ejercicio de facultades de carácter tributario, que son competencia exclusiva del Poder Legislativo, de acuerdo con los arts. 4°, 17 y 75, incs. 1 y 2, de la Constitución Nacional y cuyo ejercicio está vedado al Poder Ejecutivo Nacional. Aún cuando se tratare de decretos de necesidad y urgencia, en atención a la clara norma del art. 99, inc. 3° de la Carta Magna. La Corte ha tenido oportunidad de reafirmar en forma contundente la irrestricta vigencia del principio de legalidad en materia tributaria, entre otros, en los precedentes de Fallos: 155:290; 248:482; 303:245; 312:912; 316:2329 y, asimismo, ha expresado que esta regla no tiene fisura aun cuando se tratase de decretos de necesidad y urgencia, doctrina jurisprudencial que es pacífica y que fue iniciada con anterioridad a la reforma constitucional de 1994.  En este sentido, corresponde al Poder Judicial el control de constitucionalidad sobre las condiciones bajo las cuales el Poder Ejecutivo dicta decretos de necesidad y urgencia, como asimismo el control de legitimidad y razonabilidad intrínseca de las medidas adoptadas, pues ha sostenido el Tribunal que "la falta de sanción de una ley especial que regule el trámite y los alcances de la intervención del Congreso no hace sino reforzar la responsabilidad por el control de constitucionalidad que es inherente al Poder Judicial de la Nación". Lo hasta aquí expuesto resultaría bastante, para concluir que el Decreto 285/99 resultó insanablemente nulo por oponerse al claro precepto del art. 99, inc. 3°, de la Carga Magna y, por ende, se encuentra privado de todo efecto jurídico.  Es necesario examinar qué consecuencias proyecta sobre la presente litis el art. 86 de la ley 25.237. Respecto del decreto 285/95, resulta claro que no podría ratificarlo en forma retroactiva, extremo que impide otorgar razón a la demandada en cuanto pretende que se declare, abstracta la cuestión. No obstante, cabe indagar sobre el sentido y alcances de la intervención legislativa mediante la sanción del citado artículo de la ley 25.237, porque la actora pretende trasladarle las imputaciones, tanto sustantivas como formales, que dirigió contra el Decreto N° 285/99 tachándola de inconstitucional, en forma refleja. Esta actitud importa la modificación del objeto en la litis, la que ahora está enderezada a obtener la declaración de invalidez del citado art. 86 de esa ley, por cuyo intermedio el Legislador adoptó el mecanismo promocional dispuesto inicialmente por el mencionado decreto de necesidad y urgencia. Empero, los fundamentos vertidos por la actora son insuficientes para demostrar que se haya configurado, a través de ese acto legislativo, un supuesto de "arbitrariedad o ilegalidad manifiesta" que torne procedente la excepcional vía del amparo en los términos del art. 43 de la Constitución Nacional, acerca del nuevo objeto que pretende imprimir al proceso, que es, que se declaren la ilegitimidad y la inconstitucionalidad del art. 86 de la ley 25.237. En materia hermenéutica, según doctrina consagrada del Tribunal, corresponde otorgar pleno efecto a la intención del Legislador "por lo cual no es siempre recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu que las nutre es el que debe determinarse en procura de una aplicación racional que elimine el riesgo de un formalismo paralizante" y que dicho propósito, no debe ser obviado por los jueces so pretexto de posibles imperfecciones técnicas en la instrumentación legal.  En atención a este criterio interpretativo, nada obsta para que, a la citada disposición legal, en cuanto dispuso la "ratificación" del decreto mencionado, se le otorguen alcances para el futuro, es decir, respecto de hechos acaecidos con posterioridad a su publicación pues, independientemente de si se puede o no "ratificar" el reglamento de necesidad y urgencia insanablemente nulo, surge claro que la intención del Legislador ha sido la de adoptar y conferir rango legal a las disposiciones del Decreto 285/99, si bien en la forma que supone la técnica legislativa utilizada por el art. 86 de la ley 25.237 y más allá de posibles imperfecciones terminológicas. En tales condiciones, se torna innecesario analizar, los argumentos de la actora fundados en la inexistencia del instituto de la ratificación legislativa y en la imposibilidad de convalidar el decreto de necesidad y urgencia, por la falta de intervención de la Comisión Bicameral Permanente y resta sólo verificar los cuestionamientos de carácter sustantivo que la actora formula contra dicha norma. Al respecto, le endilga la violación de lo dispuesto por el art. 20 de la ley 24.156, así como que resulta inconstitucional por su sustancia.  Con referencia al primer argumento, la Ley de Administración Financiera y Sistemas de Control del Sector Público Nacional, en cuanto regula la estructura de la ley anual de presupuesto general de la Nación, establece: "Las disposiciones generales constituyen las normas complementarias, a la presente ley que regirán para cada ejercicio financiero. Contendrán normas que se relacionen directa y exclusivamente con la aprobación, ejecución y evaluación del presupuesto del que forman parte. En consecuencia, no podrán contener normas de carácter permanente, no podrán reformar o derogar leyes vigentes, ni crear, modificar o suprimir tributos u otros ingresos...". Así, la ratio de esta norma implica una sana prescripción de política legislativa en cuanto al contenido de la denominada "ley de leyes”, con el fin de que la ley anual de presupuesto para la Nación únicamente contenga las previsiones de ingresos y las autorizaciones para los gastos de la Administración, con exclusión de toda otra norma sustantiva que por su carácter de tal, ha de merecer un marco normativo propio y separado. Sin embargo, no puede obviarse que la ley 24.156 no se diferencia, en cuanto a su jerarquía normativa, del resto de las leyes que dicta el Congreso de la Nación y, por ende, que resulta equiparable a la ley 25.237. Ésta, por resultar una norma posterior, puede derogar una ley anterior y, en tal sentido, no podrá ser tachada de irrespetuosa del orden legal establecido ya que, de lo contrario, se estaría consagrando la inamovilidad del orden legislativo y la posibilidad de que el Legislador de hoy condicione u obligue, en un sentido determinado, al del futuro. En cuanto a los demás reproches que formula la actora, relacionados con que, viola el Código Aduanero, la Ley N° 24.331, los derechos adquiridos a tenor de esas leyes por los concesionarios de otras zonas francas y el principio de igualdad ante la ley, la libertad de comercio, y la libertad de competencia y concurrencia, en orden a que “la declaración de inconstitucionalidad de las leyes constituye un acto de suma gravedad institucional, y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia y que, por ello, debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico y sólo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable". Corolario de ello es que, quien cuestione la constitucionalidad de una ley ha de hacerlo en forma expresa, clara y exhaustiva, con demostración plena de la incompatibilidad de la norma cuestionada con la Ley Fundamental, así como que un planteo deficiente en este sentido no podría ser suplido por los jueces, en virtud del impedimento que pesa sobre el Poder Judicial para declarar de oficio la inconstitucionalidad de una ley. En este orden de ideas, el Tribunal ha sostenido también, de manera enfática, que "para ello es menester la petición de la parte cuyos derechos se hallen afectados en atención al equilibrio de los poderes que sancionan la Constitución Nacional, el que de lo contrario se quebraría por absorción del Poder Judicial en desmedro de los otros", toda vez que "para mantener la supremacía de la Constitución y de las leyes sin provocar el desequilibrio de los tres poderes, es indispensable que exista en pleito una cuestión que proporcione a los componentes del Poder judicial la oportunidad de examinar, a pedido de alguno de los litigantes, si la ley o el decreto conforman sus disposiciones a los principios y garantías de la Constitución Nacional, no siendo dable si los textos respectivos no han sido objeto de planteamiento y tacha de inconstitucionalidad por el eventual afectado, expedirse de oficio al respecto, salvo cuando se excedan los límites constitucionales de las atribuciones jurisdiccionales de la Corte Suprema”. Y, en virtud del principio indicado, invariablemente descalificó las sentencias de tribunales inferiores que declararon de oficio la inconstitucionalidad de diversas leyes. A la luz de la doctrina señalada, los planteos de la actora sólo están concretamente referidos a la imposibilidad de rarificar un decreto nulo mediante una ley, pero sin desarrollar, como corresponde a un planteo de tal índole, los argumentos tendientes a demostrar, en forma indubitada, los defectos que tendría la norma legal.


    Zofracor S.A. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    Z. 74, XXXV, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Competencia desleal. Sentencia arbitraria. Insuficiencia del agravio. Discrepancia del recurrente. 


    La Corte reiteradamente ha dicho que, a los fines previstos en el artículo 14 de la ley n° 48, que la ausencia de alcance definitivo de un decisorio no se suple con la alegación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni con la tacha de arbitrariedad, y puesto que no se trata, el apelado, del que dirime el asunto, pone fin al pleito o imposibilita su continuación, atañe a la quejosa evidenciar que, por las circunstancias del caso, su índole y sus consecuencias, resulta equiparable a uno definitivo.  Tal circunstancia, no acontece en el sub lite, desde que, el recurrente se limita a alegar que se lo priva de acceder a la justicia y a agraviarse de que se estime inexistente el proceso, sin poner de resalto en dónde radica la supuesta irreparabilidad de los agravios o bien, que el asunto no consiente, sin tomar imposible, insuficiente o tardía su reparación, la previa tramitación administrativa a la que remite la alzada Federal en su sentencia. Máxime cuando, a la luz de las disposiciones de los artículos 1, 11 a 13, 16, 17, 26, 27 y concordantes, de la ley n° 22.262, el organismo administrativo de aplicación estaba facultado para adoptar, medidas similares a las requeridas, quedando a salvo la posibilidad de su revisión jurisdiccional.


    Vera, María del Carmen c/ ACLIBA s/ Acción declarativa de certeza


    V. 93, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Caso concreto. Denegatoria del recurso. 


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un “caso” que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. En el sub examine no se configura un “caso” o "causa", previsto en el art 2° de la ley 27 -que, ciertamente, son los únicos en los que el Poder Judicial puede ejercer su jurisdicción-, porque no se da una controversia actual y concreta que autorice a calificarlo como tal, en la medida que la "aplicación" de las normas o actos de los otros poderes no ha dado lugar a un litigio contencioso para cuyo fallo se requiera el examen del punto constitucional propuesto, sino que, por el contrario, la pretensión de la actora se ha transformado en una consulta sobre una determinada situación o en un pedido de declaración general y directa de inconstitucionalidad.


    Droguería Aries S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    D. 444, XXXIII, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia 368 L. XXXV “Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa, art. 322 del C.P.C.C.”.


    Palacio S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires- Sec. de Verif. y Hab. s/ Amparo


    COMP. 498, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia originaria. 


    Cuando se imputa la comisión de un delito doloso a un agente diplomático, corresponde la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    G., William s/ Ocultamiento de pruebas


    G. 246, XXXVI, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Acción meramente declarativa. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Gravedad institucional. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión es análoga a los dictámenes de las causas S. 368, L. XXXIV, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa” y E. 140, L. XXXIV, “Esso S.A.P.A. c/ Chubut, Provincia del s/ Acción declarativa”.


    Esso S.A.P.A. c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    E. 240, XXXVI, 01 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Muerte. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, es necesario que una provincia sea parte en el pleito, tanto nominal como sustancialmente. Pero, para que dicho requisito se encuentre cumplido, no resulta suficiente promover la demanda contra el Estado local, esto es, no basta la voluntad de los litigantes, sino que es preciso que, del examen de la realidad jurídica expuesta en el escrito de inicio, se desprenda que la Provincia tiene un interés directo en el pleito, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Si bien la demanda se dirige nominalmente contra la Provincia de Buenos Aires, de los términos de la misma se desprende que atribuye responsabilidad en los hechos a la Dirección Provincial de Vialidad y a la Municipalidad de General Las Heras, las cuales son entidades que gozan de personalidad jurídica propia y no se identifican con el Estado local, por lo que éste no aparece como titular de la relación jurídica en que se sustenta el reclamo y, en consecuencia, no cabe tenerlo como parte sustancial en la litis. En efecto, según el art. 1° de la ley provincial n° 7.943 y sus modificaciones, la Dirección Provincial de Vialidad constituye una entidad autárquica de Derecho Público, con capacidad para actuar privada y públicamente. Asimismo, cabe recordar que las comunas con asiento en las provincias, ya sea que se las considere entes autárquicos o autónomos, lo cierto es que tampoco resultan identificables con el Estado provincial. En consecuencia, dado que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan, ni por acuerdo de partes corresponde declarar que el presente proceso es ajeno a esta instancia.


    C., M. E. c/ Buenos Aires, Provincia de (Dirección de Vialidad) y otra s/ Daños y perjuicios


    C. 910, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa R. 545, L. XXXVI, "Río Negro, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo".


    La Rioja, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    L. 394, XXXVI, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Incompetencia. 


    La jurisdicción originaria de la Corte Suprema no resulta idónea para encontrar remedio a la pretensión de dejar en suspenso una decisión jurisdiccional dictada por un tribunal competente, mediante una acción de amparo.


    Podestá, Arturo J. y otro c/ Acción de amparo


    P. 35, XXXVI, 21 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Obstrucción de la vía pública. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general tramite en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, pero ello es así en la medida en que se verifiquen los presupuestos que la habilitan. En el sub lite, la Entidad Binacional Yacireta tiene derecho al fuero federal, en atención a la naturaleza jurídica y a la finalidad para la que fue creada. En consecuencia, prima facie, la causa corresponde ratione personae, a la competencia de la justicia federal de esa jurisdicción. Sin embargo de compartir la Corte la sentencia de la cámara federal de apelaciones y considerar que corresponde citar a juicio a dicho Estado provincial, y a fin de evitar un dispendio jurisdiccional innecesario en tanto la Provincia ha reclamado la intervención de la Corte en otros casos que tratan sobre litigios entre particulares y la Entidad Binacional Yaciretá, el presente amparo corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que esa sería la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la ley fundamental respecto de la Provincia, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional.


    Entidad Binacional Yacyretá c/ Toledo Apolonio, y otros s/ Acción de amparo


    COMP. 1447, XXXVI, 21 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cabe recordar, en principio, que el Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, porque de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la ley N° 16.986. Sentado lo expuesto, la cuestión radica en determinar si en el sub lite se dan los requisitos que habilitan su tramitación en la instancia originaria del Tribunal, según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional, reglamentados por el art. 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58. Dichos recaudos no se cumplen en este proceso. En efecto, no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte; para ello, resulta necesario, además, que la materia del pleito tenga un manifiesto contenido federal o sea una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria. Por otra parte, quedan excluidos, de dicha instancia, aquellos procesos que se rigen por el Derecho Público local. Esta última hipótesis es la que se presenta en el sub-lite, toda vez que el actor cuestiona sustancialmente leyes y decretos provinciales por los cuales el Estado local aplica un impuesto de emergencia, cuestión que comporta el análisis de una facultad propia de las autoridades locales y que está regulada por el Derecho Público provincial.


    De la Fare, Cristian y Stachuk, Marcelo Mariano c/ Misiones, Provincia de s/ Acción de amparo


    D. 147, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Energía eléctrica. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub examine corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que el Estado Nacional es demandado por una Provincia, por lo que prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen se entiende que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia. En tales condiciones, se opina que la presente acción de amparo corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Formosa, Provincia de c/ Estado Nacional (Secretaría de Energía de la Nación) s/ Acción de amparo


    F. 474, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competenica de la Corte Suprema, Competencia Originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Toda vez que la actora demanda a una Provincia y al Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.  En tales condiciones, la presente acción de amparo corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    R., M. R. y otros c/ Ministerio de Desarrollo Social y Medio Ambiente y otros s/ Amparo


    COMP. 577, XXXVI, 08 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986.  El Máximo Tribunal ha reconocido, en principio, que, cuando son demandados una Provincia y el Estado Nacional, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que ésa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional. Sin embargo, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito no solo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte.  De los términos de la presente demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir, de modo principal, para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos 306:1056; 308:2230, se desprende que los únicos actos que generan el pedido de amparo de la actora al órgano jurisdiccional, son los emanados de las autoridades provinciales; por el contrario, nada se concreta en dicho escrito respecto de actos u omisiones en que pudieren haber incurrido las autoridades nacionales. En consecuencia, la Nación no resulta parte sustancial en el presente amparo. Por otra parte, corresponde agregar que no basta que una Provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte asignada por los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24. inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, pues para ello resulta necesario, además, que la materia sobre la que versa el pleito sea de manifiesto carácter federal, o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquéllas que se vinculan con el Derecho Público local. El hecho de que la actora manifiesta que desiste de fundar el amparo en la violación de normas de Derecho Público local, apoyando su pretensión directa y exclusivamente en los arts. 5 y 123 de la Constitución Nacional, torna la cuestión de manifiesto carácter federal, por ser la predominante en la causa. En consecuencia, al ser demandada la Provincia de San Luis, la presente acción de amparo corresponde a la competencia originaria del tribunal.


    Municipalidad de San Luis c/ San Luis, Provincia de y Estado Nacional s/ Acción de amparo


    M. 1100, XXXVI, 21 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución nacional, pero ello es así en la medida en que se verifiquen los presupuestos que la habilitan, esto es, que sea parte un Estado provincial, que se trate de una causa civil que vincule a un distinto vecino de la provincia, o que corresponda asignarle a la cuestión un carácter exclusivamente federal. De los términos de la presente demanda de amparo se desprende que la empresa pretende obtenerla declaración de nulidad de una Resolución de la Comisión para el Área Aduanera Especial, con sede en la Ciudad de Ushuaia, entidad que fue creada por el Decreto nacional N° 9208/72, en su art. 38, reglamentario de la Ley Federal N° 10.640 que estableció un régimen especial fiscal y aduanero para el entonces Territorio Nacional. La Comisión se encuentra integrada por funcionarios provinciales y nacionales, circunstancia que torna evidente la existencia de un interés nacional en su cometido. La materia sobre la que versa el pleito resulta de manifiesto contenido federal, toda vez que lo medular del planteo remite directamente a la interpretación y aplicación de la Ley federal N° 22.362 sobre Marcas y Designaciones. Habida cuenta de lo expuesto, el presente amparo corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que en el proceso es parte una Provincia y la cuestión federal resulta predominante.


    Metalúrgica Renacer S.A. s/ Amparo


    COMP. 244, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  Es necesario indagar si la Provincia es parte nominal y sustancial en el pleito, esto es, no resulta suficiente promover la demanda contra el Estado local, es preciso además que, del examen de la realidad jurídica expuesta en el escrito de inicio, se desprenda que la Provincia tiene un interés directo en la causa.  Este último recaudo no se encuentra cumplido puesto que, si bien la demanda se dirige nominalmente contra la Provincia del Chubut, dicho Estado local no es parte sustancial en estas actuaciones, toda vez que las actoras deducen su pretensión de amparo con fundamento en la actividad reglamentaria de la Provincia del Chubut, sin indicar un acto de aplicación en concreto que, en forma directa, afecte un interés legítimo de ellas, lo cual no resulta suficiente para hacer "parte" al Estado local en la relación sustancial que debe existir en todo proceso. Una conclusión distinta importaría admitir las acciones directas de inconstitucionalidad por vía de demanda o de acción, extremos que no ha aceptado la Corte; y transformar en parte procesal, a los Estados locales en todos aquellos expedientes en los que se tache de inconstitucional una norma dictada por ellos, a pesar de no mediar un vínculo directo con quien interpone la pretensión, lográndose por esa vía declaraciones generales y abstractas de inconstitucionalidad, ajenas a la especifica modalidad que ha admitido el Tribunal.  Al respecto, tiene dicho la Corte que no puede tenerse por configurado un "caso" o "causa" que pueda ser resuelto por el Poder Judicial de la Nación, en la medida en que no ha existido actividad administrativa alguna que haya puesto en tela de juicio el derecho que se ejerce, ni se ha afectado el interés que se invoca por medio de actos concretos o en ciernes del Poder Administrador. Dado que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias, para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte, el presente amparo no debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Unión de la Industria Cárnica Argentina y otra c/ Chubut, Provincia del s/ Acción de amparo


    U. 51, XXXVI, 06 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 621, XXVIII, “Asociación de Trabajadores del Estado c/ Corrientes, Provincia de s/ Inconstitucionalidad”.


    La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte, por ser demandada una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Asociación de trabajadores del Estado c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Amparo sindical


    A. 184, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Tal circunstancia se presenta en el sub-lite, toda vez que una Provincia demanda al Estado Nacional, por lo que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esa instancia.


    Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    S. 583, XXXVI, 07 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires. Provincia de y otro s/ repetición -inconstitucionalidad".


    Al resultar demandada una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del Decreto ley 1285/58.


    Cooperativa de Provisión de Servicios de Enseñanza, Colegio Balmoral Limitada s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 1283, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires. Provincia de y otro s/ repetición -inconstitucionalidad".


    Al resultar demandada una Provincia en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del Decreto ley 1285/58.


    Plaquimet Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    P. 799, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción de repetición. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 116 y 111 de la Constitución Nacional. En efecto, uno de los supuestos en que ésta procede, es en las causas en que es parte una provincia y la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante.


    Techint, Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición -inconstitucionalidad-


    T. 357, XXXV, 22 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa E. 115, L. XXXIV, “El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Autotransportes Andesmar S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A. 810, XXXV, 05 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en las causas S. 368 L. XXXIV “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa” y P. 135 L. XXXV “Pan American Energy (Sucursal Argentina) c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    S. 1077, XXXVI, 25 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cabe recordar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del decreto-ley 1285/58, pues para ello es necesario además examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Es así que quedan excluidos de dicha instancia, aquellos pleitos que se rigen por el derecho público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza. Por otro lado, se debe atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230, entre otros, a la exposición de los hechos de la demanda.  En consecuencia, la cuestión exige que sean los jueces locales los que traten previamente la contradicción de la referida norma con la Constitución provincial, lo que constituye un tema de derecho público y ajeno, por su naturaleza al ámbito de la Corte, sin perjuicio de que posteriormente las cuestiones federales que también puedan comprender dichos pleitos, tengan adecuada tutela por medio del recurso extraordinario previsto en el artículo 14 de la ley 48. Por todo lo expuesto y toda vez que la competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente demanda resulta ajena a esta instancia.


    Asociación Trabajadores del Estado (A.T.E.) c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    A. 815, XXXV, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La causa sub-examine corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que una Provincia demanda al Estado Nacional -o a una entidad nacional-, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las Provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación o a una entidad nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Misiones, Provincia de c/ Estado Nacional y otro s/ Inconstitucionalidad


    M. 774, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa R. 416, XXXVI, "Raimbault, Manuel y otros c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declaratlva".


    Raña, Luis Ángel c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur s/ Acción declarativa


    R. 700, XXXVI, 20 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S. 368, L. XXXIV, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén. Provincia del s/ Acción declarativa, y P.135, L. XXXV, "Pan American Energy (Sucursal Argentina)c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa".


    Transportadora de Gas del Sur Sociedad Anónima (TGS) c/ Santa Cruz, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    T. 352, XXXV, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es análoga al dictamen de la causa E. N° 115, L. XXXIV "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Microómnibus Quilmes S.A.C.I.F. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    M. 863, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Concesión de servicio público. Transporte ferroviario. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente causa corresponde a la competencia originaria de la Corte toda vez que el Estado Nacional es demandado por una Provincia, por lo que prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental es sustanciando la acción en esta instancia. En tales condiciones, se opina que el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa


    B. 671, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Senadores. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que de conformidad con lo que establece el artículo 117 de la Constitución Nacional, el Tribunal tiene competencia originaria y exclusiva sobre una causa, si el asunto concierne a Embajadores, Ministros y Cónsules extranjeros o si es parte una Provincia. En el sub lite, prima facie, no se presenta ninguno de los supuestos consignados ut supra, toda vez que según se desprende de los términos de la demanda, el actor dirige su pretensión contra el Estado Nacional, a quien le corresponde el fuero federal conforme al artículo 116 de la ley fundamental, mas no la instancia originaria de la Corte.  Sin embargo, el hecho de que se cite como tercero en los términos del art. 94 del C6digo Procesal Civil y Comercial de la Nación. a la Provincia en cuestión puede generar dicha competencia. Es dable señalar que la Corte ha condicionado en numerosos precedentes, la citación de una Provincia (o en su caso del Estado Nacional) como tercero, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a los supuestos en que la participación del citado resulte necesaria para la integración de la litis, por la presecencia de una comunidad de controversia con las partes originarias, poniendo a cargo de quien la solicita la demostración de tales extremos. Ello en virtud de que su incumplimiento implicaría tanto como dejar librado, al resorte de los litigantes, la determinación de la competencia originaria de la Corte, en la medida en que pudieren encontrar un mínimo punto de conexión que le permitiese vincular al Estado con las provincias. Tal doctrina resulta aplicable especialmente en las acciones de amparo, en las que la citación del tercero debe efectivizarse restrictivamente, a fin de no entorpecer la marcha del proceso, circunstancia que no se presenta en el sub lite toda vez que se trata de una acción declarativa de certeza.  Procede la intervención del tercero en el proceso cuando éste tenga en .el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Tal supuesto, se configura en la especie, puesto que cualquier decisión que se tome en autos respecto del Senador titular por la Provincia en cuestión, le atañe directamente a dicho Estado local en tanto se trata de su representante en el Congreso de la Nación. De ordenar la Corte la citación aludida, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de la Provincia citada a juicio, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional demandado al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Bussi, Antonio Domingo c/ Estado Nacional (Congreso de la Nación - Cámara de Senadores) s/ Acción declarativa de certeza


    B. 44, XXXVI, 15 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa "Iribarren, Casiano Rafael c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Al ser demandada una provincia en una causa de manifiesto carácter federal, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Raimbault, Manuel y otros c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa


    R. 416, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia orginaria. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa D. 386, XXXV, "Dorisar S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Pan American Sur S.R.L. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa


    P. 836, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa D. 386, XXXV, "Dorisar S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Total Austral S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa


    T. 339, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa D. 386, XXXV, "Dorisar S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Wintershall Energía S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa


    W. 39, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a los dictámenes de las causas S. 368, XXXIV, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén. Provincia del s/ Acción declarativa" y P.135. XXXV, "Pan American Energy (Sucursal Argentina) c/Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa".


    Metrogas S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    M. 813, XXXV, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa C. 594, XXXIII, "Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Compañía de Transporte de Energía Eléctrica en Alta Tensión Transener S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción meramente declarativa


    C. 1456, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa D. 386. XXXV, "Dorisar S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Ultrapetrol S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa


    U. 43, XXXV, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte de conformidad con lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. En efecto, ésta procede en las causas en que es parte una provincia cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Se debe atender de modo principal a los términos de la demanda, para determinar la competencia, según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En consecuencia, al ser demandada una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad de la actora, el juicio debe tramitar ante los estrados de la Corte en instancia originaria.


    Siderar S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    S. 312, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa F. 325, XXXIII " Fonzalida Heredia de Molina, Irma Amalia c/ La Rioja, Provincia de s/ Acción declarativa”.


    Fonzalida Heredia de Molina, Irma Amalia c/ La Rioja, Provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    F. 199, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Prestación del servicio público. Energía eléctrica. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Uno de los supuestos en que procede la competencia originaria de la Corte cuando es parte una provincia según el artículo 117 de la Constitución Nacional es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal es la predominante en la causa. Tal hipótesis es la que se presenta en el sub examine, toda vez que de los términos de la demanda a los que se debe acudir de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la sociedad actora dirige su pretensión contra un Estado local sustentándola en disposiciones que integran el marco regulatorio eléctrico de inequívoco carácter federal -leyes 15.336 y 24.065- por lo que cabe asignar manifiesto contenido de igual naturaleza a la materia del pleito. La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Ley Fundamental a las que alude el artículo 2°, inciso 1° de la ley 48, pues en ella se debate un tema vinculado a la preservación del ordenamiento de las competencias entre las provincias argentinas y el Gobierno Federal que la Constitución confiere a este último. Al ser demandada una provincia en una causa federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el juicio debe tramitar ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte Sociedad Anónima (Edenor S.A.) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    E. 233, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Acoso sexual. Malos tratos. Daños y perjuicios. Agentes diplomáticos extranjeros. Inmunidades diplomáticas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el artículo 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de “…los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros…”. Asimismo, corresponde señalar que el artículo 24. inc. 1° in fine del decreto-ley 1285/58 determina que dichos asuntos son las causas que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afecten a las personas de su familia o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático. Dicho privilegio no se extiende a todo el personal de las embajadas o legaciones extranjeras, sino tan solo a los agentes que se encuentren acreditados en nuestro país en alguno de los cargos que les confiera estatus diplomático, en los términos del artículo 1º inc. e) de la "Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas" de 1961. Por otra parte, corresponde señalar que no obsta a que proceda la competencia originaria de la Corte por ser parte un diplomático el hecho de que la actora también atribuya responsabilidad a la Embajada, toda vez que es doctrina de la Corte desde antiguo consagrada, que los Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a la instancia prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional. En consecuencia si la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, a pedido de la Corte, ratifica que el demandado continua acreditado en nuestro país, en cargo con status diplomático, la causa deberá ventilarse en la instancia originaria de la Corte.


    Z., F. T. c/ A. B., A. s/ Daños y perjuicios


    Z. 61, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    AFIP. Acción de amparo. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El caso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que la pretensión de la Provincia actora se dirige contra una entidad autárquica del Estado Nacional. En tales condiciones, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las Provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    San Luis, Provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Acción de amparo


    S. 292, XXXVI, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos extranjeros. Competencia originaria. 


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte Suprema de Justicia, en instancia originaria y exclusiva, el conocimiento y decisión de “..los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros..”.  Dicho privilegio no se extiende a todo el personal de las embajadas o legaciones extranjeras, sino tan sólo a los agentes que se encuentren acreditados en nuestro país, en algún cargo que les confiera status diplomático en los términos del art. 1° inc. e) de la Convención de Viena sobre Relaciones diplomáticas de 1961. Toda vez que el demandado, de conformidad con el informe emanado de la Directora de Asistencia Judicial del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, reviste el carácter de Encargado de Negocios de la República Democrática del Congo, el presente proceso debe ventilarse ante los estrados del Tribunal en instancia originaria.


    Alonso, Armando c/ Yemba, Lohaka y otros s/ Cobro de alquileres


    A. 966, XXXVI, 18 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos extranjeros. Lesiones culposas. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Si el delito se atribuye cometido a un embajador en la República Argentina, por su condición de aforado, el hecho investigado correspondería a la jurisdicción originaria de la Corte con arreglo a lo dispuesto por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. Correspondería requerir por del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58, para que el nombrado pueda ser sometido a juicio.  Sin embargo, esta diligencia puede obviarse. Si el hecho se encuadra en el artículo 94 del Código Penal, que prevé las lesiones culposas, se requiere la instancia privada para el inicio de la acción. Ante la ausencia de circunstancias de seguridad o interés público que obligarían a intervenir aún sin la presencia del requisito de la denuncia, correspondería certificar la entidad de las lesiones, y de ser posible, recabar la declaración testimonial de los lesionados. De tal forma, y de quedar esclarecidos estos puntos, se podría conocer con certeza si la Corte se encuentra impedida de proceder, correspondiendo entonces aplicar el criterio seguido por el Tribunal en la causa R. 307, L. XXXIV, "Raptakis, loannis s/ Lesiones culposas", resolviendo el archivo de las actuaciones, de conformidad con el artículo 195, segundo párrafo del Código Procesal Penal de la Nación. Se evitaría así, requerir la tramitación de una solicitud ante un estado extranjero, que posteriormente resulte ociosa, por no ser procesalmente viable el juzgamiento penal de un embajador.


    A., I. s/ Lesiones culposas


    A. 24, XXXVI, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos. Cese de la función pública. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La competencia de la Corte Suprema establecida en el artículo 117 de la Constitución Nacional, encuentra su justificación, en lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, en la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados dada la importancia y la delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocérseles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones.


    H., Jean Luis s/ Amenazas


    H. 118, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En los procesos en que son parte los miembros de la familia del agente diplomático que integren su casa, corresponde, en principio, el ejercicio de la jurisdicción originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    K. N., Katherine s/ Homicidio culposo


    K. 28, XXXVI, 17 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Inmunidades diplomáticas. Delito cometido en el territorio nacional. Tratados internacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Rango diplomático en sentido amplio.


    Corresponde declarar la competencia originaria de la Corte Suprema si se acreditó, mediante informe del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, el rango diplomático de quien habría tenido participación en el presunto delito. Los artículos 100 y 101 de la Constitución Nacional (hoy 116 y 117), en cuanto atribuyen a la Corte Suprema jurisdicción originaria para entender en causas concernientes a embajadores y ministros públicos extranjeros, no deben considerarse referidos, tan sólo, a los agentes diplomáticos acreditados ante nuestro gobierno, sino también a los que se encuentren en tránsito por la República o se hallen aquí para tomar posesión de sus funciones, o para reintegrarse a su cargo, o para volver a su país; diplomáticos éstos que gozan de las mismas inmunidades que los primeros, de acuerdo a lo determinado por el artículo 40 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas del año 1961. Ello debe ser así, en atención a que la jurisdicción originaria respecto de ministros públicos extranjeros fue establecida a fin de garantizar el más eficaz cumplimiento de las funciones de aquéllos, en virtud de la importancia y el delicado carácter de las relaciones y del trato con las potencias extranjeras.


    F., Richard Welton s/ Injurias


    F. 458, XXXVI, 14 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Avocación jurisdiccional. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. Denegatoria del recurso. 


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. El Tribunal no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa, si el asunto no concierne a Embajadores. Ministros y Cónsules extranjeros o no es parte una provincia, según los artículos 1° de la ley 48, 2° de la ley 4.055 y 24, inciso 1° del decreto- ley 1285/58. Ninguno de esos supuestos se presenta en la causa citada ut supra, toda vez que la demanda ha sido interpuesta por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la cual no es una provincia argentina, según lo dispuesto en el art. 129 y en la Cláusula Transitoria Séptima de la Constitución Nacional, por lo que resulta excluida de la competencia originaria de la Corte asignada por los arts. 116 y 117 de la Ley Fundamental, la que, por su raigambre, es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales.


    Fisco Nacional (AFIP - DGI) s/ Pedido de avocación


    F. 103, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Incongruencia. Residencia habitual. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Resulta de aplicación el art. 6, inc.5, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que determina, entre las reglas especiales de la competencia, que será juez competente “.. en el pedido de beneficio de litigar sin gastos, el que deba conocer en el juicio en que aquel se hará valer”. La competencia originaria de la Corte procede, según el art. 117 de la Constitución Nacional y el art. 24. inc. 1. del Decreto-ley 1285/58, en los juicios en que un Estado local es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. De la petición efectuada, se desprende que el actor atribuye responsabilidad en los hechos a la Provincia de Buenos Aires, por la falta de servicio en que habría incurrido uno de sus órganos, el Poder Judicial. Si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito regido por normas de Derecho Público local la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  En cuento al requisito de la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia contra la cual dirigirá su demanda, resulta propio advertir que en autos existe una contradicción, toda vez que, por un lado, el actor denuncia tener su domicilio en la Capital Federal y, por otro, en el poder otorgado a su representante legal, declara tenerlo en la Provincia de Buenos Aires.  Habida cuenta de ello y, toda vez que según el art. 11 de la ley 48, la vecindad a los efectos del fuero se adquiere por la residencia continua de dos años en el lugar, previamente debería disponerse que se aclare tal circunstancia. En tales condiciones, por el momento, el presente beneficio resulta ajeno a esta instancia.


    Guardianelli, Carlos Omar c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    G. 819, XXXVI, 18 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia originaria. 


    Cabe señalar que -según el art. 6, inc. 5 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que determina las reglas especiales para la competencia- en los pedidos de beneficio de litigar sin gastos será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. La competencia originaria de la Corte, procede, según el art. 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  La demanda tiene por objeto obtener un resarcimiento por la muerte del esposo de la peticionaria, ocurrida como consecuencia del atentado contra la sede de la AMIA/DAIA, atribuyendo responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires por la falta de servicio en que habrían incurrido varios agentes de la Policía bonaerense, toda vez que ese organismo integra la Administración Central del Estado local. Si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de tener el Tribunal por acreditada la distinta vecindad invocada por la actora, con las constancias que surgen del expediente, la futura demanda corresponderá a la competencia originaria de la Corte, por lo que debe tramitar en esta instancia el presente beneficio de litigar sin gastos.


    L. de R., Marta c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Incidente de beneficio de litigar sin gastos


    L. 564, XXXVI, 02 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Accidente de tránsito. Rutas nacionales. Juicios en que es parte una provincia. Falta de legitimación para obrar. Excepciones procesales. Economía procesal. Seguridad jurídica. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El hecho de que el actor haya cesado en sus funciones como Consejero Cultural, Científico y de Cooperación de la Embajada de Francia, a partir del 19 de abril de 1999, implica afirmar que en ella no es parte un diplomático y, en consecuencia, no corresponde la competencia originaria de la Corte con ese fundamento, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional.  En principio, la carencia de legitimación sustancial se configura cuando alguna de las partes en juicio no es titular de la relación jurídica en la que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento.  Asimismo, cuando ella es opuesta como excepción de previo y especial pronunciamiento, por razones de economía procesal y de una más pronta afirmación de la seguridad jurídica, el código adjetivó admite su tratamiento en forma previa a la sentencia, en la medida en que revista carácter manifiesto. De lo contrario, si no es posible resolverla de manera inequívoca con los elementos incorporados a la causa, corresponde diferir su consideración para el momento de dictarse el pronunciamiento definitivo.  En tales condiciones, la falta de legitimación sustancial de la Provincia de Buenos Aires para ser demandada resulta manifiesta, ya que el hecho en cuestión se produjo en una ruta sometida a la jurisdicción del Estado Nacional y, en consecuencia, dicho Estado local no reviste el carácter de titular de la relación jurídica en la que se sustenta el reclamo, por lo que no es parte sustancial en el pleito. Corresponde hacer lugar a la defensa opuesta y declarar, en consecuencia, que este proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte, al no ser parte sustancial ni un diplomático, ni una Provincia, tal como lo exige el art. 117 de la Constitución Nacional.


    Batho, Henry Jack c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos


    B. 123, XXXIII, 13 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Accidente in itinere. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Cabe recordar que se ha atribuido, el carácter de causa civil, a los casos en los que su decisión hace aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos: 310:1074, cons. 3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810; 315: 1892; 316: 1462; 318: 1365, entre otros. Por otro lado, para determinar la competencia se debe atender de modo principal, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a la exposición de los hechos de la demanda.  En consecuencia, por todo lo expuesto de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente proceso correspondería a la competencia originaria de la Corte.


    Consolidar A.R.T. S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos


    C. 440, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser interpuesta la demanda por el Estado Nacional -Secretaría de Desarrollo Social- contra la Provincia del Neuquén, dado que el organismo demandado integra la Administración Central de ese Estado local, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Secretaría de Desarrollo Social de la Presidencia de la Nación c/ Neuquén, Provincia del y otro s/ Cobro de pesos


    S. 565, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión sustancialmente análoga al fallo de la causa Comp. 548, “Compañía Argentina de Construcciones S.A.I.C. c/ Catamarca, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Víctor M. Contreras y Cía. S.A. c/ Catamarca, Provincia de y otros (Estado Nacional, Ministerio del Interior y Ministerio de Economía)


    V. 413, XXXV, 21 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa I.105, XXXIV, "INDICOM S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/cobro de pesos".


    Indicom S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 106, XXXVI, 20 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, procede en los casos en que es parte una provincia si, a la distinta vecindad de la contraria, se una la naturaleza civil de la materia en debate. Tal es el caso que se presenta en el sub lite, toda vez que del examen de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos corresponde atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Follas: 306:1056, 308::229. 1238 y 2230; 312:808, permite concluir que la pretensión de la sociedad actora, consiste en obtener con apoyo en normas de derecho común la cancelación de una deuda comercial que atribuye a la Provincia demandada, por lo que prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a dictaminar, cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.


    American Jet S.A. c/ Entre Rios, Provincia de y/o quien resulte s/ Cobro de pesos


    A. 1066, XXXVI, 28 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa I.140, L. XXXVI, "Instituto Argentino de Riñón y Transplante c/ Santa Cruz, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios".


    En cuanto a la acumulación de procesos requerida por el actor, este Ministerio Público ya ha señalado, que tal decisión, por ser una medida de carácter procesal, queda sujeta a la exclusiva decisión de los jueces de la causa y, por lo tanto, es ajena a la materia que este Ministerio Público aborda en sus dictámenes.


    Franco, Carlos Orfilio c/ Santa Cruz, Provincia de y otros s/ Cobro de pesos


    F. 732, XXXVI, 07 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser interpuesta la demanda por la Provincia de Salta contra el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de nuestra Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Salta, Provincia de c/ Estado Nacional-Ministerio de Economía s/ Cobro de pesos


    S. 1104, XXXVI, 10 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La sociedad actora demanda a la Provincia de Buenos Aires, con el propósito de cobrar una suma de dinero que se le adeuda en virtud de contratos celebrados entre las partes, fundando su reclamo en normas de derecho común. Ante la inexistencia de elementos que permitan sostener la naturaleza pública de la relación jurídica que vincularía a las partes, cabe asignar carácter civil a la materia del pleito.  De considerar el Máximo Tribunal probada la distinta vecindad de la actora con las constancias obrantes en el expediente, este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58.


    Indicom S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos


    I. 105, XXXVI, 20 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Derecho público. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según del artículo 9 del Pliego de Bases y Condiciones se desprende de la Licitación Pública para la venta de los activos sociales de Aerochaco S.A. (e.l.), “...Todos los interesados se someten a la jurisdicción de los Tribunales Ordinarios competentes de la Ciudad de Resistencia-Chaco, con renuncia a cualquier otro fuero o jurisdicción. La presentación de la oferta importa aceptación de esta jurisdicción por todos los actos, toda la documentación de venta, de constitución de garantías y de la licitación en general...”. Por otra parte, no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, establecida en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, para ello es necesario además examinar la materia del pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Por el contrario, quedan excluidos de dicha instancia aquellos pleitos que se rigen por el Derecho Público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza. Si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, entonces la causa no es del resorte de la Corte Suprema. Ello es así en tanto las provincias conservan por el pactum foederis competencias diversas que no han sido delegadas en el Gobierno Federal (artículos 121 y siguientes de la Constitución Nacional). No obstante lo expuesto, aún de considerarse civil la materia del pleito por estar en juego la ejecución de un pagaré, el hecho de que la Provincia del Chaco co-demande a un supuesto extranjero, a quien le podría corresponder el fuero federal no haría surtir la competencia originaria de la Corte, toda vez que resulta de aplicación en la especie el art. 10 de la ley 48, que determina que la intervención de dicho fuero está supeditada, en caso de pluralidad de litigantes, a que cada uno de los actores tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad que le permita invocarlo y, en el caso, la Provincia del Chaco co-demanda a un vecino de su propia jurisdicción.  La extranjería sólo se acredita con la partida de nacimiento debidamente legalizada, de lo que no hay constancia en autos y que, al no haber tomado aún intervención en el proceso el presunto ciudadano extranjero invocando su derecho, no se dan las condiciones para hacer surtir la competencia federal.


    Chaco, Provincia de c/ Emprendimientos Aéreos S.A. s/ Cobro de dinero


    C. 895, XXXV, 03 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24. inc. 1º del Decreto-ley 1285/58, es necesario que una provincia sea parte en el pleito, tanto nominal como sustancialmente. Pero, para que dicho requisito se encuentre cumplido, no basta la voluntad de los litigantes, sino que es preciso que, del examen de la realidad jurídica expuesta en el escrito de inicio, surja que la Provincia tenía un interés directo en el pleito, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. A la luz de tal doctrina, cabe destacar que, en el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender a fin de determinar la competencia, de conformidad con el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, las deudas que la actora pretende cobrar habrían sido contraídas por la Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial. En consecuencia, toda vez que la Corte tiene dicho que sus pronunciamientos deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictados, por aplicación del decreto N° 4678/98, la Provincia de Buenos Aires no es actualmente parte sustancial en el pleito. Y, dado que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictivo y no puede ser ampliada, ni modificada, este proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Ferrocarriles Argentinos (en liquidación) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos


    F. 254, XXXVI, 27 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa B.388 L.XXXV, "Bellido, Manuel c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Cobro de pesos".


    Gauna, Gustavo Adolfo y otra c/ Estado Nacional y otro s/ Cobro de pesos por daños y perjuicios (daño moral y material), etc-


    COMP. 163, XXXVI, 21 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 174, XXXII, "Asociación de Trabajadores del Estado -ATE- c/ Corrientes, Provincia de s/ Cobro de pesos".


    Asociación de Trabajadores del Estado c/ Tucumán, Provincia de s/ Ejecución


    A. 33, XXXVI, 24 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Regalías hidrocarburíferas. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub-lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que la Provincia actora cita como tercero, al Estado Nacional y, en consecuencia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Neuquén, Provincia del c/ Tecpetrol S.A. s/ Cobro de regalías


    N. 231, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Cónsules extranjeros. Delito doloso. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Tiene dicho el Máximo Tribunal y, en igual sentido, esta Procuración General que la competencia originaria de la Corte en relación a los cónsules extranjeros está reservada a las causas que versen sobre privilegios y exenciones de aquellos en su carácter público, debiéndose entender por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal. Asimismo, el Tribunal ha prevenido que cuando se imputa la comisión de un delito doloso a un agente diplomático, corresponde la competencia originaria de la Corte Suprema.


    R., Luis Alberto s/ Denuncia


    R. 529, XXXVI, 21 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cónsules. Delitos. Cese de la función pública. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    En los casos en que personas aforadas han cesado en sus funciones en el país, no hay fundamento legal alguno para que la causa se radique ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ya que ésta carece de competencia originaria para entender en la investigación.


    Administración Nacional de Navegación y Puertos de la República del Paraguay s/ Infracción Artículo 174 del Código Penal


    A. 3, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Contrato de obra pública. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Prórroga de la competencia. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, en los términos de los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 procede, cuando en la causa es parte una provincia y la cuestión debatida es de orden federal o civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Por el contrario, el respeto de las autonomías provinciales requiere que se reserve, a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que en lo sustancial versan sobre aspectos propios de la jurisdicción provincial. Si las partes pactaron someter toda cuestión judicial derivada de un convenio a los Tribunales Ordinarios de la Ciudad de Buenos Aires, dicho pacto de prórroga de competencia de los tribunales locales resulta válido, pues una Provincia está facultada para establecer una competencia distinta a la de sus propios jueces en una causa que por su naturaleza corresponde al derecho público local y, por lo tanto, resulta ajena a la competencia originaria de la Corte. Por el contrario, si se considera que estamos ante una causa civil, en esa supuesta hipótesis tampoco sería procedente la competencia originaria de la Corte, toda vez que la Corte a partir del precedente sentado en Fallos: 315:2157 admitió la posibilidad de que los Estados provinciales puedan prorrogar la competencia originaria de la Corte, en favor de la justicia federal de grado, siempre que no se configuren razones institucionales o federales, o conflicto entre la Nación y la Provincia que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva como el que surge del artículo 117 de la Constitución Nacional.


    JCS Construcción Inmobiliaria S.R.L. c/ Provincia de Tucumán s/ Diligencia preliminar


    COMP. 660, XXXV, 15 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuota sindical. Juicio ejecutivo. Juicios en que es parte una Provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al fallo de la causa A. 33. L. XXXVI "Asociación de Trabajadores del Estado -A.T.E.- c/ Tucumán, Provincia de s/ Ejecutivo".


    Asociación Argentina de Trabajadores del Estado c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de cuota sindical


    A. 422, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cabe señalar que se encuentra acreditado en autos que la co-demandada provincia, ha invocado la competencia originaria de excepción ante la Corte conforme a las previsiones del artículo 117 de la Constitución Nacional; que en autos se trata de una acción civil de daños y perjuicios donde se pretende el resarcimiento, fundado en normas del derecho privado; que dicho Estado es parte nominal y sustancial en la causa, conforme se desprende de los hechos invocados y la realidad jurídica dada, que lo hacen susceptible de ser alcanzado por la sentencia que se dicte, y finalmente, que el accionante es vecino de distinta provincia, corresponde que el Máximo Tribunal entienda de modo originario en las presentes actuaciones.


    Nanni, Idilio Ricardo c/ Secretaría de Energía y otros


    COMP. 577, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Policía Provincial. Distinta vecindad. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto al Estado local demandado. En estos supuestos, dicho requisito es esencial. En el sub lite, no se cumple con el recaudo señalado, toda vez que los actores declaran domiciliarse dentro del territorio de la Provincia que demandan, lo cual impide que la causa tramite en la instancia originaria del Tribunal, debido a que se hallan enfrentados en autos una provincia con sus vecinos, resultando la causa propia de los jueces locales. No cambia lo expuesto, la circunstancia de que haya sido citada a juicio la compañía aseguradora, con domicilio en la Capital Federal, dado que en los casos de pluralidad de litigantes, la procedencia del fuero federal está supeditada a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad o nacionalidad que le permita invocarlo, tal como lo establece el art. 10 de la ley 48. En tales condiciones y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el presente proceso, resulta ajeno a esta instancia.


    P., J. C. y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    P. 983, XXXVI, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Prueba anticipada. Competencia de la Corte Suprema. 


    En el sub lite, resulta de aplicación el art. 6, inc. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina que será juez competente en las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal.  Tal circunstancia se presenta en estas actuaciones, toda vez que, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Etchepar de Bravo, María Inés y otros c/ Tucuman, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 222, XXXVI, 28 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito, y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. En mérito a lo señalado, ese requisito, no se encuentra cumplido en autos. En efecto, si bien el actor dirige su pretensión contra la Provincia de Buenos Aires, nada concreta en su demanda respecto de actos u omisiones en que pudiere haber incurrido dicho Estado local, ni tampoco le adjudica la titularidad del vehículo que ocasionó el accidente. En consecuencia, la Provincia no resulta ser parte sustancial en este proceso. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, el sub lite resulta ajeno a esta instancia.


    Rodríguez, Daniel Fernando c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    R. 710, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, y 24 inc. 1°del decreto ley 1285/58, es necesario que una provincia sea parte en el pleito, tanto nominal como sustancialmente -ya sea como actora, demanda o tercero- y tenga en él interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Por otra parte, la Corte tiene dicho que sus pronunciamientos deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictados. En este orden de ideas y por aplicación del decreto n° 4678/98, que dispuso la prórroga de “la vigencia de la autarquía administrativa hasta la fecha de la efectiva transferencia al sector privado de los servicios ferroviarios prestados por el ente”, condición que actualmente reviste, el proceso resulta ajeno a la instancia originaria.


    Farina, Susana y otro c/ Provincia de Buenos Aires - Ministerio de Obras y Servicios Públicos y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 1239, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia originaria. 


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 667 L. XXXVI “Arriola, Juan c/ Entidad Binacional Yacyretá s/ Daños y perjuicios”.


    Fernández, Ruben Oscar- Asociación de Oleros- c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    F. 538, XXXVI, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Accidente de tránsito. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Se ha atribuido el carácter de causa civil, a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art, 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos 310:1074, cons.3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810; 315: 1892; 316: 1462; 318: 1365, entre otros. Sentado lo expuesto, corresponde señalar que, según se desprende de los términos de la demanda los actores reclaman un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados del accidente automovilístico sufrido, atribuyendo responsabilidad extracontractual al Estado local demandado, en su calidad de titular del vehículo que los transportaba, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de los actores respecto de la Provincia, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que haya sido también demandado el conductor del vehículo, y la compañía de seguros, toda vez que es doctrina de la Corte que, los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se aplican a los casos en que procede la competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Babbitt, Silvana Beatriz y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 851, XXXVI, 21 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Habida cuenta de que los actores demandan al Estado Nacional y a la Provincia de Buenos Aires, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional-, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Andrada, Roberto Horacio y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    A. 901, XXXVI, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Accidente ferroviario. Transporte ferroviario. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte según los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 19 del decreto-ley 1285/58, es necesario que una provincia sea parte en el pleito, tanto nominal como sustancialmente. Pero para que dicho requisito se encuentre cumplido, no basta la voluntad de los litigantes, sino que es preciso que, del examen de la realidad jurídica expuesta en el escrito de inicio surja que la Provincia tenga un interés directo en el pleito, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Se debe estar a la exposición de los hechos de la demanda, a fin de determinar la competencia, de conformidad con el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Asimismo, para que proceda la competencia originaria de la Corte en los juicios en que una provincia es parte se requiere que, a la distinta vecindad de la contraria, se una la naturaleza civil de la materia en debate. En consecuencia, de considerar la Corte probado el requisito de distinta vecindad invocado por el actor, con las constancias obrantes en el expediente, se opina que en el presente proceso corresponde la competencia originaria de la Corte.


    Krugliansky, Elías Gregorio c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    K. 39, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Muerte. Falta de servicio público. Policía. Poder Judicial. Servicio penitenciario provincial. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 dele Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En cuanto a la causa civil, este Ministerio Público ha sostenido en procesos análogos al presente en los que se reclama los daños y perjuicios derivados de la falta de servicio de funcionarios que integran la Administración Central de un Estado local, la naturaleza administrativa del pleito, regido sustancialmente por normas de derecho público local. Sin embargo, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En cuanto a la distinta vecindad entre las partes que, en estos casos, es esencial, debe señalarse que no se encuentra cumplido en autos, toda vez que, según se desprende del escrito de inicio, los actores dicen tener su domicilio en la Provincia demandada, circunstancia que impide que el sub-lite tramite la instancia originaria del Tribunal, en tanto a nadie le es dado rechazar los jueces de su propio fuero.


    Defrance, Emilio Oscar y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    D. 458, XXXV, 15 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Personal policial. Rehenes. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1º del decreto-ley 1285/58, procede en, los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En cuanto a la causa civil, cabe recordar que este Ministerio Público, en causas como la presente en la que se persigue el resarcimiento de lesiones patrimoniales derivadas de la presunta falta de servicio de funcionarios que integran la Policía provincial, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, pero la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Da Rold, María Fernanda c/Buenos Aires, Provincia de (Ministerio de Justicia y Seguridad, Policia de la Provincia de Buenos Aires)


    D. 315, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad inmueble. Inscripción registral. Error registral. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Respecto de la naturaleza civil de la causa, se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. Los actores reclaman una indemnización por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido el Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia de Buenos Aires, atribuyendo responsabilidad a dicho Estado local por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales de uno de sus órganos. Cabe señalar que, si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  Cabe advertir que no se configura en el sub lite la distinta vecindad entre las partes, la cual es esencial, toda vez que en el caso de pluralidad de litigantes, la procedencia del fuero federal está supeditada a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad o nacionalidad que le permita invocarlo, tal como lo establece el art. 10 de la ley 48. Ello es así, puesto que la actora tiene su domicilio en la Provincia de Buenos Aires a la que demanda. En consecuencia, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá una competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales, el presente proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Gordillo, Francisca Argentina y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    G. 764, XXXVI, 11 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Sucesión. Declaratoria de herederos. Falta de servicio público. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En cuanto a la causa civil, cabe recordar que este Ministerio Público ha sostenido, en procesos análogas al presente, la naturaleza administrativa del pleito cuando se reclama, según los términos de la demanda, por los daños y perjuicios derivados de la falta de servicio de funcionarios que integran la Administración Central de un Estado local, lo cual está regido sustancialmente por normas de derecho público local. Sin embargo, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En cuanto a la distinta vecindad de los actores respecto de la Provincia de Entre Ríos demandada, cabe recordar que, según el artículo 10 de la ley 48- la procedencia del fuero federal, en caso de pluralidad de litigantes, está supeditada a que cada uno de los actores tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad que le permita invocarlo.


    Retamal, Juan Gregorio c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    R. 443, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Intervención de terceros. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Provincia de Buenos Aires está sustancialmente demandada, tanto por ser parte la Dirección General de Transporte, como para el caso de considerar la Corte procedente su citación como tercero por la eventual responsabilidad atribuible a la Dirección Provincial de Saneamiento y Obras Hidráulicas. La causa sub examine corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que es parte la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional -Prefectura Naval Argentina-, y la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Banda, Noemí Dalila y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 865, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 280, L. XXXV, "Bottino, Marcela Amanda c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios".


    Baeza, Silvia Ofelia c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 140, XXXVI, 26 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 10 del Decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria. Respecto de la naturaleza civil de la causa, si bien este Ministerio Público, en procesos análogos al presente, en los que se reclama por los daños y perjuicios derivados de la falta de servicio de funcionarios que integran la Administración Central de una Provincia, ha sostenido la naturaleza administrativa del pleito, regido sustancialmente por normas de derecho público local, la doctrina de la corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.  Sin perjuicio de poder considerarse reunido el primer requisito, es menester que se presente un supuesto de distinta vecindad entre las partes que, en estos casos, es esencial. Tal requisito no se configura en el sub- lite, toda vez que, en los casos de pluralidad de litigantes, la procedencia del fuero federal está supeditada a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad o nacionalidad que le permita invocarlo, tal como lo establece el artículo 10 de la ley 48. En consecuencia, dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá una competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales, el presente proceso, resulta ajeno a esta instancia.


    C., Patricia Graciela y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 319, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del Decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  En cuanto a la causa civil, cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en que la decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de la legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional. De los términos de la demanda se desprende que la pretensión de las actoras consiste en obtener un resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido la Provincia demandada. Habido cuenta de ello y, sin perjuicio de recordar que este Ministerio Público mantiene la opinión vertida en causas análogas a la presente, en las que sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia del litigio.


    Iturbe, Nora del Carmen y otra c/ Córdoba, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    I. 88, XXXVI, 25 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente que la defensa "sine actione agit" procede cuando alguna de las partes en litigio no es titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento. Toda vez que la Corte tiene dicho que sus pronunciamientos deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictados, por aplicación del decreto n° 4678/98 la provincia de en cuestión no es actualmente parte sustancial en el pleito. Y toda vez que la competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional es de carácter restrictivo y no puede ser ampliada, ni modificada, este proceso resulta ajeno a esa instancia.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Tournie, Santiago Víctor y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 298, XXXIV, 09 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Habida cuenta de que en el sub-examine, el actor demanda al Estado Nacional y a la Provincia de Buenos Aires, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad Nacional-, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. Por ello, la demanda corresponde a la originaria del Tribunal.


    Aventín, Antonio Juan c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y/o Poder Judicial y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 1441, XXXVI, 01 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Seguridad en espectáculos deportivos. Lesiones. Policía Provincial. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En cuanto a la causa civil, cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en que la decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de la legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos: 310: 1074, cons. 3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810, entre otros. Por otro lado, para poder determinar la competencia se debe estar de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Por lo expuesto, sin perjuicio de que este Ministerio Público mantiene la opinión vertida en causas análogas a la presente, en las que sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de derecho público local, queda señalar que la doctrina de la Corte, le asigna carácter civil a la referida materia del litigio. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia de Buenos Aires, el presente proceso corresponderá a la competencia originaria de la Corte. No obsta a ello la circunstancia de que existan otros codemandados, toda vez que los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos de competencia originaria, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas.


    Migoya, Carlos Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 341, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Mala praxis. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria. En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda, la pretensión de la actora consiste en obtener un resarcimiento, por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido el personal médico de ambos nosocomios locales, atribuyendo responsabilidad a la Provincia por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales a su cargo, ya que tanto el Instituto de Maternidad y Ginecología, como el Hospital pertenecen al Sistema Provincial de Salud dependiente del Ministerio de Asuntos Sociales de la Provincia. En tales condiciones, si bien el Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Zamorano, Yolanda Mercedes c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    Z. 113, XXXVI, 06 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Diligencias preliminares. Daños y perjuicios. Indemnización. Policía Provincial. Responsabilidad de la provincia. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Causas excluidas de la competencia federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Resulta de aplicación en el sub lite, el art. 6, inc. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina -entre las reglas especiales de la competencia- que será juez competente, en las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal. La competencia originaria de la Corte procede, según el art. 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1 del Decreto ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Según se desprende de los términos de la medida preliminar deducida, la futura demanda tiene por fin obtener una indemnización por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habrían incurrido agentes de la Policía bonaerense, atribuyéndose responsabilidad a la Provincia de Buenos Aires, por integrar ese organismo la Administración Central del Estado local. Cabe indicar que, si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. Si bien podría considerarse cumplido el primer requisito para la procedencia de la instancia originaria de la Corte, hay que advertir que no se configura en el sub judice la distinta vecindad entre las partes, la cual es esencial, toda vez que en el caso de pluralidad de litigantes , la procedencia del fuero federal está supeditada a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad o nacionalidad que le permita invocarlo, tal como lo establece el art. 10 de la ley 48. Ello es así, puesto que los co-actores tienen su domicilio en la Provincia de Buenos Aires a la cual demandarán. En consecuencia, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá una competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales, la presente medida cautelar, resulta ajena a esta instancia.


    Padilla, Gerardo Javier y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Medidas preliminares


    P. 633, XXXV, 25 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Exhorto diplomático. Ejecución de sentencia extranjera. Exequátur. Cobro de sumas de dinero. Competencia por la materia. Justicia nacional en lo comercial. Competencia originaria. Incompetencia. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Razones de economía procesal autorizan a dejar de lado los reparos en cuanto al modo como se trabo el conflicto, para dirimir la cuestión y evitar mayores demoras.  Tratándose de una contienda entre sujetos de derecho privado, de materia comercial, la cuestión no constituye una de las mencionadas en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional para generar la actuación de la Corte como tribunal originario. Por otra parte, en tanto todos los jueces de la Capital Federal revisten el carácter de nacionales, el ciudadano extranjero no se ve privado del fuero federal consagrado por los artículos 100 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 2° de la ley 48. Por ello, en el caso, y en orden a la materia sobre la que versa el juicio principal -cobro de pesos- no cabe invocar la jurisdicción de los jueces federales civiles y comerciales.


    Empress International LTD c/ Latinka S.A. y otros s/ Exhorto


    E. 129, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución del contrato. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    A fin de evacuar la vista que se concede, debe tenerse en cuenta, que la presente causa se suscita entre dos empresas privadas de la Capital Federal y que la actora solicita la citación a juicio como tercero, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, de la Provincia de Buenos Aires. En tales condiciones, si la Corte considerara procedente la referida citación del Estado local, debería analizarse si la litis así integrada encuadra en los supuestos que habilitan la competencia originaria de la Corte, previstos en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y en el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58. En tal sentido, tiene dicho reiteradamente el Tribunal, que no basta que una Provincia sea parte en un pleito para que proceda la instancia originaria de la Corte; para ello resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que versa el juicio, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria. A fin de determinar el carácter civil de un proceso, no resulta suficiente indagar la naturaleza de la acción, sino que se necesita también examinar su origen, así como las relaciones de derecho existentes entre las partes. De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe acudir de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 306:1056; 308:1239 y 2230, entre otros, se desprende prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, que el requisito de causa civil se encuentra cumplido en el sub lite. Ello es así, por cuanto la relación contractual entre actora y demandada está regida por el derecho común y también éste disciplina las pretensiones principales y subsidiarias, que se han deducido en el presente proceso. No modifica la naturaleza civil del juicio, la intervención como tercero de la Provincia de Buenos Aires, ni la necesidad de examinar cuestiones de Derecho Público local, como lo es la autorización que oportunamente concedió la Dirección de Vialidad Provincial para la ejecución de las obras objeto del contrato en crisis; toda vez que la actora no cuestiona dicho acto local, ni persigue su declaración de nulidad, sino que pretende que se aprecie su incidencia en la resolución de la causa civil: el cumplimiento o la rescisión del contrato, con las consiguientes reparaciones patrimoniales, de darse este último supuesto.


    Esso S.A. Petrolera Argentina c/ Covisur S.A. y otros (Provincia de Buenos Aires citada como tercero) s/ Ordinario


    E. 146, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. AFIP DGI. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, al ser demandada una provincia –Tesorería General- por el Fisco Nacional -D.G.I-, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. En consecuencia, el sub judice debe tramitar, en instancia originaria, ante los estrados del Tribunal.


    Fisco Nacional (Dirección General Impositiva) c/ Tesorería General de Mendoza s/ Ejecución fiscal


    COMP. 17, XXXVI, 14 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    AFIP-DGI. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, de los términos de la demanda -a los que se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que una entidad nacional, la Administración Federal de Ingresos Públicos, demanda a una provincia por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. El sub judice debe tramitar, en instancia originaria, ante los estrados del Tribunal.


    Administración Federal de Ingresos Públicos DGI (AFIP) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    A. 992, XXXV, 14 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Certificado de deuda. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Una de las hipótesis en que procede la competencia originaria de la Corte conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional, es cuando la acción entablada se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa. Aguas Argentinas S.A. pretende ejecutar a la Provincia de Buenos Aires -como presunta titular de dominio del inmueble en cuestión- por su incumplimiento en el pago de los servicios que presta dicha concesionaria, a raíz de lo cual se han labrado varios certificados de deuda que constituyen titulo ejecutivo suficiente para la ejecución fiscal iniciada, según el decreto nacional 999/92 y la ley 20.324 que son normas de carácter federal.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    A. 841, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Obras sociales. Cobro de sumas de dinero. Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que una Provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero-, y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Por otra parte, es necesario tener en cuenta que no basta que una provincia sea parte nominal y sustancial en el pleito, para que pueda surtir la competencia de la Corte, pues para ello se requiere, además, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial. Se ha atribuido el carácter de causa civil, a los casos en los que su decisión hace aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos 310:1074, cons.3°, 311:1588, 1597 Y 1791, 313:548; 314:810; 315:1892; 316:1462; 318:1365, entre otros. En consecuencia, de considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Santa Fe, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 296, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Para que una Provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero-, y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Por otra parte, es necesario tener en cuenta que no basta que una provincia sea parte nominal y sustancial en el pleito, para que pueda surtir la competencia de la Corte, pues para ello se requiere, además, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial. Se ha atribuido el carácter de causa civil, a los casos en los que su decisión hace aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos 310:1074, cons.3°, 311:1588, 1597 Y 1791, 313:548; 314:810; 315:1892; 316:1462; 318:1365, entre otros. En consecuencia, de considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Salta, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 297, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Impuesto a los ingresos brutos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El capital de la empresa demandada pertenece al Estado Nacional, según los artículos 5° y 6° del Decreto Nacional N° 616/97. Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser interpuesta la demanda por la Provincia de Entre Ríos contra dicha empresa, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Entre Ríos, Provincia de c/ Emprendimientos Energéticos Binacionales S.A. s/ Ejecución fiscal


    E. 231, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Impuesto sobre los ingresos brutos. Juicios en que es parte una provincia. Empresas del Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae al ser demandada por la Provincia de Entre Ríos, una Sociedad del Estado Nacional, y la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Entre Ríos, Provincia de c/ Agua y Energía Eléctrica Sociedad del Estado s/ Cobro de pesos


    E. 220, XXXV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa O. N° 100, L. XXXVI "Obra Social para la Actividad Docente c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecución fiscal".


    Obra Social para la Actividad Docente (Osplad) c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 95, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Entes autárquicos. Obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Certificado de deuda. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el artículo 24, inc. 1 ° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. Para que una provincia pueda ser tenida como parte es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. En el sub-lite, cabe advertir que, si bien uno de los dos certificados que se intentan ejecutar se refiere a deudas contraídas por el Consejo Provincial de Educación, que según el artículo 7 de la ley local N° 3146 es una entidad autárquica provincial, dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, corresponde tener a la Provincia como parte sustancial en este proceso, toda vez que ambos títulos han sido emitidos contra el Ministerio de Educación, organismo que integra la Administración Central del Estado local y se identifica con él. Por otra parte, corresponde señalar que, se debe atender de modo principal para determinar la competencia, a la exposición de los hechos de la demanda, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Obra Social para la Actividad Docente (Osplad) c/ Chubut, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 101, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el artículo 24, inc. 1 ° del decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. Para que una provincia pueda ser tenida como parte es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Por otra parte, corresponde señalar que, se debe atender de modo principal para determinar la competencia, a la exposición de los hechos de la demanda, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Obra Social para la Actividad Docente (Osplad) c/ Formosa, Provincia de s/ Ejecución fisca


    O. 96, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Calidad de parte. Entes autárquicos. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida por parte en un proceso y proceda en consecuencia la competencia originaria de la Corte prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito, ya sea como actora, demandada o tercero y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, también ha dicho la Corte que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. Por otro lado, a fin de determinar la competencia, según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se debe estar a la exposición de los hechos de la demanda. En consecuencia, “LU 89 TV Canal 3 Santa Rosa”, según el artículo 3° del decreto provincial N° 2239/71, goza de autarquía, es decir, posee capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones, contando con una individualidad jurídica y funcional que permite distinguirla del Estado local. En tales condiciones, la Provincia de La Pampa no se encuentra sustancialmente demandada en autos y no integra la litis en los términos del artículo 117 de la Constitución Nacional. Por lo que, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictiva e insusceptible de extenderse, corresponde declarar que la presente demanda es ajena a la instancia originaria.


    Comité Federal de Radiodifusión (Comfer) c/ La Pampa, Provincia de (LU-89 TV Canal 3 Santa Rosa) s/ Ejecución fiscal


    C. 657, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Obras sociales. Entes autárquicos. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el artículo 24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. Se debe atender de modo principal para determinar la competencia según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, a la exposición de los hechos de la demanda.  En consecuencia, de considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, se opina que la Corte resulta competente para conocer, en forma originaria, de estas actuaciones.


    Obra Social para la Actividad Docente (Osplad) c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 100, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Embajadores y ministros extranjeros. Competencia originaria. 


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de “..los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros..”. El art. 24, inc. 1° in fine del Decreto-ley 1285/58 aclara que dichos asuntos son las causas “..que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afecten a las personas de su familia o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático..”. Dicho privilegio no se extiende a todo el personal de las embajadas o legaciones extranjeras, sino tan sólo a los agentes que se encuentren acreditados en nuestro país en alguno de los cargos que les confiera status diplomático, en los términos del art. 1 inc. e) de la “Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas” de 1961. La actora dirige su pretensión, no solo contra la Embajada de Suecia -la cual no resulta aforada a esta instancia-, sino, también, contra el Embajador de dicho Estado extranjero.  En consecuencia, si la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación ratifica que el demandado continúa acreditado en nuestro país, en dicho cargo diplomático, la causa deberá ventilarse en la instancia originaria del Tribunal.


    Vargas, Ventura del Valle c/ Landelius, Peter y Embajada de Suecia s/ Despido


    V. 266, XXXV, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Energía eléctrica. Entes reguladores de servicios públicos. Juicios en que es parte una provincia. Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que en el sub-lite la Provincia de Buenos Aires cita como tercero a juicio al Estado Nacional, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Edenor S.A. s/ Remoción de electroductos


    B. 195, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Estado Nacional. Juicios en que es parte una provincia. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente litis corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que en ella el Estado Nacional -Estado Mayor General del Ejercito- acciona contra una provincia, por lo cual la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/ La Rioja, Provincia de s/ Declaración de inconstitucionalidad


    E. 158, XXXVI, 08 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Estafa. Agentes diplomáticos. Calidad de parte. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Cuando de los hechos delictivos resulta víctima alguien que ocupa el cargo de embajador, y luego de la investigación no se pueda advertir que éste ha sido afectado en alguna de las funciones propias de los intereses, o actividades de la legación que representa, no concurren los supuestos que, habilitarían la jurisdicción originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    G., Reynaldo Alberto s/ Estafa


    G. 708, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Desestimación de la denuncia. 


    La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. por ser partes la Nación y una provincia y que, en consecuencia, la excepción de incompetencia no debe prosperar toda vez que las excepcionantes no cuestionan la condición de parte sustancial de las demandadas -o sea, que tengan en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte les resulte obligatoria-, sino el hecho de que la sociedad actora haya optado previamente por la jurisdicción local y. contra ello cabe recordar que el Tribunal tiene dicho desde antiguo que la instancia originaria de la Corte, por provenir de la Constitución Nacional, no puede quedar subordinada al cumplimiento de requisitos exigidos por las leyes locales.


    Distribuidora Química S.A. c/ Estado nacional s/ Acción declarativa


    D. 439, XXXIII, 05 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho público local. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Es doctrina desde antiguo consagrada por el Tribunal, que la competencia originaria de la Corte, que proviene de la Constitución Nacional no puede quedar subordinada al cumplimiento de requisitos exigidos por las leyes locales. Asiste razón al excepcionante cuando afirma que la materia del pleito no es de naturaleza civil toda vez que la responsabilidad de la Provincia por la acción defectuosa del Registro de la Propiedad en el cumplimiento de las funciones que le son propias se enrola dentro de la idea objetiva de la falta de servicio y traduce una responsabilidad extracontractual del Estado en el ámbito del Derecho Público. A la luz de tal interpretación se concluye que pleitos como el presente deben resolverse por aplicación de los principios y normas del Derecho Público local sin que obste a lo expuesto la circunstancia de que la demanda se funde en normas de derecho común, en virtud de que esas normas se aplican por vía subsidiaria y no transforman la naturaleza del pleito.


    Decker, Guillermo Ángel c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Sumario


    D. 221, XXXIV, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Tributos. AFIP. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La defensa de incompetencia, opuesta por la A.F.I.P y por el Estado Nacional, no alcanzan para conmover el dictamen del Ministerio Público, en el sentido de que este pleito corresponde a la competencia originaria de la Corte por ser partes, nominal y sustancialmente, una Provincia, el Estado Nacional y una entidad nacional.


    Santa Cruz, Provincia de y otro c/ Dirección General Impositiva s/ Ordinario


    S. 481, XXXIII, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Excepciones procesales. Legitimación pasiva. Provincia. Entes autárquicos provinciales. Docentes. Acto administrativo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El art. 347 inc. 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, por razones de economía procesal y de una más pronta afirmación de la seguridad jurídica, admite el tratamiento de la carencia de legitimación sustancial en forma previa a la sentencia, en la medida en que resulte manifiesta. La Corte tiene dicho reiteradamente que la defensa "sine actione agit" procede, cuando alguna de las partes en litigio no es titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento. En efecto, asiste razón al Estado local cuando afirma que resulta manifiesto que la relación sustancial que da origen a este proceso está constituida por el vínculo existente entre la actora -docente- y la Dirección General de Escuelas de la Provincia de Buenos Aires, quien dictó el acto administrativo que, de conformidad con la ley provincial que impugna, lesiona sus derechos. Dicha entidad, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 190 de la Constitución de la Provincia, el art. 3° de su ley de creación N° 10.134 y el Ordenamiento de la Administración Educativa, goza de autarquía y, por lo tanto, no se identifica con la Provincia demandada. En consecuencia ésta última no integra la litis, ni es parte sustancial en ella. No modifica tal conclusión el hecho de que la actora interponga la acción en virtud de la actividad legislativa de la Provincia de Buenos Aires, porque ello no es suficiente para hacerla "parte" en la obligación sustancial y, como tal, legitimada pasiva en el sub-lite. Una conclusión distinta importaría admitir las acciones directas de inconstitucionalidad por vía de demanda o de acción, extremos que no ha aceptado la Corte; y transformar en parte procesal a los Estados locales en todos aquellos expedientes en los que se tachase de inconstitucional una norma dictada por ellos, a pesar de no mediar un vínculo directo con quien interpone tal pretensión, lográndose por esa vía declaraciones generales de inconstitucionalidad ajenas a la específica modalidad que ha admitido el Tribunal. Por otra parte, resulta del caso señalar, que el presente proceso tampoco es análogo al precedente de Fallos: 316:2705, toda vez que en esa oportunidad la Provincia no articuló una excepción previa de falta de legitimación como opuso en estos autos.


    Wunderlich Menke, Cliva Johanne Elizabeth c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    W. 10, XXXIV, 25 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Expropiación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 197. XXXVI "Haucke de Bosco, Margarita y otros, en autos 'Provincia del Chaco c/ Parra de Bosco y otros s/expropiación' (Inhibitoria)".


    Provincia del Chaco c/ Barberán de Zuliani M. Nydia, Barberán de Durán M. Luisa y Barberán Carlos A. s/ Expropiación


    P. 198, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización expropiatoria. Distinta vecindad. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una Provincia sea parte en un pleito para que proceda la instancia asignada por el art. 117 de la Constitución Nacional, para ello resulta necesario, además, que la materia del pleito sea de carácter federal, o se trate de una causa civil, en cuyo único caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria quedando excluidas aquéllas otras que se vinculan con el Derecho Público local.  La Corte ha tenido oportunidad de establecer en Fallos: 308:2564, sobre la base del precedente de Fallos: 291:232, que no corresponden a la competencia originaria de la Corte los juicios de expropiación seguidos por una Provincia contra vecinos de otra, aun cuando se discuta solamente el quantum del resarcimiento. Ello es así, en virtud de que el proceso expropiatorio, que se inicia con la declaración legislativa de la utilidad pública y finaliza con el pago de la indemnización justa y con la consiguiente transferencia del dominio al sujeto expropiante es, en su integridad, un instituto de Derecho Público, regido por las leyes sobre la materia dictadas por cada provincia -en ejercicio de sus poderes no delegados- en el ámbito de su respectiva competencia territorial.  La facultad expropiatoria es una de las reservadas por las Provincias dentro de su territorio y la autonomía de éstas no admite interferencia federal, en virtud del reparto de los poderes nacionales y provinciales establecido en los arts. 75 inc. 12, 121, 122 y concordantes de la Ley Fundamental. En tales condiciones, el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que versan sobre aspectos propios de su Derecho Público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48.


    H. D. B., M., por si y por sus hijos en autos “Provincia del Chaco c/ P. d. B., A. M. y otros s/ Expropiación s/ Inhibitoria


    P. 197, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Falta de legitimación para obrar. Economía procesal. Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente que la defensa "sine actione agit" procede cuando alguna de las partes en litigio no es titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento. Asiste razón al Estado local cuando afirma que resulta manifiesto gua la relación sustancial que da origen a este proceso está constituida por el vínculo existente entre las actoras -generadoras de energía eléctrica- y un organismo de control del Estado, quien dictó el acto administrativo que, de conformidad con las normas provinciales que impugnan, lesiona sus derechos constitucionales. Dicha entidad, tal como lo reconocen las actoras, goza de autarquía y, por lo tanto no se identifica con la Provincia demandada (art. 54 de la ley N° 11.769). En consecuencia esta última no integra la litis ni es parte sustancial en ella. No modifica tal conclusión el hecho de que la actora interponga la acción en virtud de la actividad legislativa de la provincia, porque ello no es suficiente para hacerla "parte" en la obligación sustancial y, como tal legitimada pasiva en el sub lite. Una conclusión distinta importaría admitir las acciones directas de inconstitucionalidad por vía de demanda o de acción, extremos que no ha aceptado la Corte; y transformar, en parte procesal, a los Estados locales en todos aquellos expedientes en los que se tachase de inconstitucional una norma dictada por ellos a pesar de no mediar un vínculo directo con quien interpone tal pretensión, lográndose por esa vía declaraciones generales de inconstitucionalidad ajenas a la especifica modalidad que ha admitido el Tribunal. Corresponde hacer lugar a la excepción de falta de legitimación pasiva opuesta por la provincia en cuestión y declarar que este proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Central Dock Sud S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    C. 83, XXXIV, 07 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Acumulación de procesos. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    En diversas oportunidades, el Ministerio Público ha sostenido que el examen de la configuración de los requisitos estrictamente procesales que hacen a la procedencia de la acumulación de procesos queda sujeta a la exclusiva decisión de la Corte, en su carácter de juez de la causa.


    Bermúdez, Joaquín José c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 686, XXXV, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B.686, XXXV, "Bermúdez, Joaquín José y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios".


    Bissoni, Matilde y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 55, XXXV, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que, según una reiterada doctrina del Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, ha dicho que esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. Por otra parte, la competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del decreto - ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En lo que hace a la distinta vecindad entre las partes, es dable recordar que el artículo 10 de la ley 48 establece que, en los casos de pluralidad de litigantes, la procedencia del fuero federal está supeditada a que cada uno de los actores y demandados tenga, respecto de cada una de las personas alineadas en la parte contraria, la condición de vecindad que le permita invocarlo. De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora, respecto de la Provincia en cuestión y de la sociedad codemandada, el presente proceso corresponderá a la competencia originaria del Tribunal.


    Consultora del Sur S.A. c/ Instituto Fluvio Portuario Provincial - Puerto Concepción del Uruguay- y otros s/ Daños y perjuicios


    C. 1084, XXXV, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, la presente causa corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia ratione personae. Toda vez que en el sub-lite han sido demandados el Estado Nacional y una provincia, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto por el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. Estas actuaciones deben tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Cura, Carlos Antonio c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    C. 1124, XXXV, 01 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho común. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte en los juicios en que una provincia es parte, se requiere además que a la distinta vecindad de la contraria se una la naturaleza civil de la materia en debate.


    Robledo de Pacini, Ana María c/ Buenos Aires, Provincia de (Ministerio de Obras y Servicios Públicos de la Provincia - Unidad Ejecutora del Programa Ferroviario Provincial)


    R. 441, XXXV, 17 de abril de 2000


    Ver dictamen


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 10 del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Cabe recordar que se ha atribuido carácter de causa civil, a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. Corresponde señalar que, de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que la actora reclama una indemnización por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido el Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires, atribuyendo responsabilidad a dicho Estado local por el cumplimiento irregular de las obligaciones legales de uno de sus órganos. Por lo expuesto, sin perjuicio de que este Ministerio Público mantiene la opinión vertida en causas análogas a la presente, en las que se sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, cabe señalar que la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponderá a la competencia originaria del Tribunal.


    Solís, Hugo Alberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    S. 878, XXXV, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Policía provincial. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En cuanto a la causa civil, cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. Sentado lo expuesto, corresponde señalar que, de los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que la pretensión de la actora consiste en obtener el pago de una indemnización por los daños y perjuicios derivados de la falta de servicio en que habrían incurrido los efectivos de la Policía bonaerense. Por lo expuesto, sin perjuicio de que el Ministerio Público mantiene la opinión vertida en causas análogas a la presente, en las que sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, cabe señalar que la doctrina del Tribunal le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Mosca, Hugo Arnaldo c/ Buenos Aires, Provincia de (Policía Bonaerense) y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 802, XXXV, 21 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Juicio de apremio. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 1119, L. XXXVI "Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Apremio".


    Al no ser parte sustancial en la litis la Provincia de Buenos Aires sino el Instituto de la Vivienda, entidad autárquica provincial que tiene personalidad jurídica propia y no se identifica con ella, el presente juicio de apremio resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo que establecen los arts.117 de la Constitución Nacional y 24 inc.1° del Decreto ley 1285/58.


    Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Apremio


    M. 1122, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 1119, L. XXXVI "Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Apremio".


    Al no ser parte sustancial en la litis la Provincia de Buenos Aires sino el Instituto de la Vivienda, entidad autárquica provincial que tiene personalidad jurídica propia y no se identifica con ella, el presente juicio de apremio resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo que establecen los arts.117 de la Constitución Nacional y 24 inc.1° del Decreto ley 1285/58.


    Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Apremio


    M. 1123, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 1119, L. XXXVI "Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Apremio".


    Al no ser parte sustancial en la litis la Provincia de Buenos Aires sino el Instituto de la Vivienda, entidad autárquica provincial que tiene personalidad jurídica propia y no se identifica con ella, el presente juicio de apremio resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo que establecen los arts.117 de la Constitución Nacional y 24 inc.1° del Decreto ley 1285/58.


    Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Apremio


    M. 1124, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 1119, L. XXXVI "Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Apremio".


    Al no ser parte sustancial en la litis la Provincia de Buenos Aires sino el Instituto de la Vivienda, entidad autárquica provincial que tiene personalidad jurídica propia y no se identifica con ella, el presente juicio de apremio resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo que establecen los arts.117 de la Constitución Nacional y 24 inc.1° del Decreto ley 1285/58.


    Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Apremio


    M. 1121, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Entes autárquicos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa M. 1119, L. XXXVI "Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Apremio".


    Al no ser parte sustancial en la litis la Provincia de Buenos Aires sino el Instituto de la Vivienda, entidad autárquica provincial que tiene personalidad jurídica propia y no se identifica con ella, el presente juicio de apremio resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo que establecen los arts.117 de la Constitución Nacional y 24 inc.1° del Decreto ley 1285/58.


    Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Apremio


    M. 1120, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, originaria y exclusivamente, el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Asimismo, el art. 24, inc. 1° in fine del Decreto-ley 1285/58 determina que, dichos asuntos son las causas... “que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como las que en la misma forma afecten a las personas de su familia, o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático...”. Dicho privilegio no se extiende a todo el personal de las embajadas o legaciones extranjeras, sino tan sólo a los agentes que se encuentren acreditados en nuestro país en alguno de los cargos que les confieran status diplomático, en los términos del art. 19 inc. e) de la "Convención de Viena sobre relaciones Diplomáticas" de 1961.


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Villa Abrille, Carlos Alberto s/ Ejecutivo


    B. 1084, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Entes autárquicos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, esto es, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. La sociedad actora no dirige su pretensión contra la Provincia de Corrientes sino contra la Dirección Provincial de Vialidad. Dicha entidad, de conformidad con lo previsto en el artículo 12 de la ley provincial N° 2.062 de su creación, goza de autarquía y tiene capacidad para actuar privada y públicamente, lo que indica que es una persona jurídica distinta del Estado local demandado y no se identifica con él. En tales condiciones, al no ser la Provincia de Corrientes la titular de la relación jurídica en que se sustenta el reclamo, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. La competencia originaria de la Corte por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos allí enunciados y no puede ser extendida ni restringida por las leyes que la reglamentan.


    Cooperativa de Vivienda, Crédito y Consumo Connex Limitada c/ Dirección Provincial de Vialidad de la Provincia de Corrientes s/ Ejecutivo


    C. 940, XXXV, 15 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las dictaminadas en la causa B. 58 L. XXXIV. “Bacará S.A. c/ Salta, Provincia de y otro s/ ejecutivo”.


    Bacara Sociedad Anónima c/ Salta, Provincia de y otro s/ Ejecutivo


    B. 980, XXXV, 26 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Entes autárquicos. Incompetencia. 


    A fin de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, reglamentado por el art. 24, inc. 1 del Decreto-ley 1285/58, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria.  Al respecto cabe indicar que, quien resulta ser titular de dominio del inmueble objeto del reclamo, es la Dirección General de Cultura y Educación de la Provincia de Buenos Aires, institución que, de conformidad con lo previsto en el art. 201 de la Constitución Provincial y con el art. 26 de la Ley N° 11.612 -Ley Provincial de Educación-, goza de autarquía administrativa, técnica y financiera, con capacidad para actuar en el ámbito del Derecho Público y Privado, por lo que no se identifica con el Estado local. En consecuencia, al no aparecer la Provincia de Buenos Aires como titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, no cabe tenerla como parte sustancial en la litis.


    Obras Sanitarias de la Nación (En Liquidación) c/ Buenos Aires, Provincia de (Dirección General de Escuelas de la Provincia) s/ Ejecución Fiscal


    O. 129, XXXVI, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Causas civiles. Cuestión federal. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Cabe recordar que se ha atribuido carácter de causa civil, a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos 310:1074, cons. 3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810. Para determinar la competencia, se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos de la demanda según el artículo 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.  Cabe señalar que la Corte ha reconocido su competencia originaria en los procesos dirigidos por o contra un Estado local, por el pago de dichos títulos circulatorios, atribuyendo carácter civil a la materia del pleito, fundándose para ello en que, dado el tipo de instrumentos de que se trata, no corresponde indagar las causas de su libramiento, pues los principios y normas que los rigen y sus caracteres de abstracción, autonomía y literalidad, impiden entrar a considerar el origen de la obligación. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la demandada, con las constancias obrantes en el expediente, respecto de la Provincia actora, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Chaco, Provincia de c/ Automotores S.A. s/ Ejecutivo


    C. 551, XXXVI, 09 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1°, del decreto - ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. En la causa sub-examine, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia, según el artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la pretensión de la Provincia consiste en obtener el pago de una deuda instrumentada en un pagaré. Al respecto, cabe recordar que la Corte ha reconocido su competencia originaria en los pleitos dirigidos por o contra un Estado local, por el pago de cheques o pagarés, atribuyendo carácter civil a la materia del pleito, fundándose para ello en que, dado el tipo de instrumentos de que se trata, no corresponde indagar las causas de su libramiento, pues los principios y normas que los rigen y sus caracteres de abstracción, autonomía y literalidad, impiden entrar a considerar el origen de la obligación. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, y dentro del limitado marco cognocitivo propio de la cuestión a dictaminar, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Fiscalía de Estado de la Provincia de Chaco c/ Alimentos y Alimentación S.A. s/ Ejecutivo


    F. 21, XXXVI, 30 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 247, XXXVI, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecutivo".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Catamarca, Provincia de s/ Ejecutivo


    C. 251, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 247, XXXVI, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecutivo".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Córdoba, Provincia de s/ Ejecutivo


    C. 249, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 247, XXXVI, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecutivo".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecutivo


    C. 250, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 247, XXXVI, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecutivo".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de s/ Ejecutivo


    C. 246, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa C. 563, L.XXIV, Originario, "Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Tucumán, Provincia de (Poder Ejecutivo) s/ Cobro de pesos".


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecutivo


    C. 247, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 10 del decreto ley 1285/58, sino que es necesario, además, examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En consecuencia, quedan excluidos de dicha instancia aquellos pleitos que se rigen por el Derecho Público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza.


    Santa Fe, Provincia de c/ Instruequipos S.A. s/ Ejecutivo


    S. 958, XXXV, 22 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juicio ordinario. Licencia de radiodifusión. Juicios en que es parte una provincia. Cuestión de derecho común. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Es asimismo necesario tener en cuenta que no basta que una provincia sea parte nominal y sustancial en el pleito para que pueda surtir la competencia de la Corte, toda vez que se requiere, además, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial. Se ha atribuido el carácter de causa civil a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación contenido en la facultad del art. 75, inc.12, de la Constitución Nacional. En la causa sub-examine, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia (artículo 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), por lo que cabe asignar, y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a resolver, carácter de causa civil a la materia del pleito, en tanto del expediente no pueden extraerse elementos que permitan inferir que las facturas indicadas se hayan originado en un contrato administrativo. Por ello, no se encuentra en tela de juicio la aplicación de normas del Derecho Público local, ni el examen o revisión de actos administrativos de ese carácter. En tales condiciones y, de tener por acreditada la distinta vecindad de la sociedad demandada con la constancia obrante en el expediente, la Corte resulta competente para conocer en forma originaria de estas actuaciones.


    Diprom S.A.C.I.F. E I. c/ Rio Negro, Provincia de s/ Ordinario


    D. 536, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Tal circunstancia se presenta en el sub-lite, toda vez que una Provincia demanda al Estado Nacional, por lo que, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Río Negro, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    R. 545, XXXVI, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que la Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Toda vez que una Provincia demanda al Estado Nacional, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación –o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Entre Ríos, Provincia de y otro c/ Estado Nacional (Secretaría de Energía) s/ Acción de amparo


    E. 103, XXXVI, 09 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Habida cuenta de que en la causa sub-examine la actora demanda al Estado Nacional y cita como tercero a la Provincia de Buenos Aires, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Ley Fundamental, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Cooperativa de Electrificación Rural y Otros Servicios Públicos de Brandsen Limitada c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía- Secretaría de Energía) s/ Acción meramente declarativa


    C. 489, XXXVI, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuando en un proceso -como el sub-lite- son partes una provincia y el Estado Nacional, procede la competencia de la Corte, cualquiera sea la materia del pleito toda vez que, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esa instancia.


    Hidroeléctrica Tucumán S.A. c/ Estado Nacional y Provincia de Tucumán s/ Daños y perjuicios


    H. 61, XXXVI, 27 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser interpuesta la demanda por la Provincia de Santa Cruz contra el Estado Nacional -Ministerio de Economía-, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de nuestra Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Santa Cruz, Provincia de c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía) s/ Cobro de pesos


    S. 1055, XXXVI, 20 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. Competencia de la Corte Suprema. 


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición –inconstitucionalidad-“.


    Saneamiento y Urbanización S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición -inconstitucionalidad-


    S. 10, XXXVI, 22 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Daño ambiental. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competenca originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal tiene decidido que, en principio, cuando son demandados una Provincia y el Estado Nacional, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que ésa es la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Nacional. Sin embargo, tanto la Provincia como la Nación deben ser parte en el pleito, no sólo en sentido nominal, sino también sustancial, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional, es taxativa e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos. Pero aun cuando una provincia sea parte en un pleito, para que surta la competencia originaria de la Corte es necesario además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, siendo esencial, en este último supuesto, acreditar la distinta vecindad de la contradictora. Quedan pues excluidas, de dicha instancia, aquellas materias que se rigen por el Derecho Público local.


    Matoso, César Abel y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Acción de amparo


    M. 86, XXXVI, 05 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Tierra forestal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión radica en determinar si en el sub lite se dan los requisitos que habilitan la tramitación de la causa en la instancia originaria del Tribunal. Ello sucede, toda vez que, al ser demandado un Estado local por el Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército - Dirección de Remonta y Veterinaria c/ Misiones, Provincia de s/ Acción de Amparo


    E. 42, XXXVI, 05 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Cuestión federal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional. En efecto, uno de los supuestos en que ésta procede, es en las causas en que es parte una provincia y la acción entablada se funda directa v exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras. De tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Esta es la hipótesis que se presenta en la causa sub examine, toda vez que, de los términos de la demanda –a los que se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que las actoras dirigen su demanda contra la Provincia a fin de obtener una declaración de la Corte que determine si el Tratado Internacional citado resulta aplicable en este diferendo, por lo que cabe asignar manifiesto contenido federal a la materia del pleito. Cabe recordar que el Máximo Tribunal ha sostenido en varias oportunidades que a ella le corresponde, como órgano supremo de uno de los poderes del Gobierno Federal, aplicar, en la medida de su jurisdicción, los tratados internacionales a que el país está vinculado, a fin de evitar que la responsabilidad internacional de la República quede comprometida.


    Skanska Ab y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    S. 392, XXXVI, 17 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley N° 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Se ha atribuido carácter de causa civil, a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, según la doctrina que surge de Fallos 310:1074, cons.3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810. De los términos de la demanda -a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que, la pretensión de la Provincia actora, tiene por fin la ejecución de un cheque, con fundamento en normas del derecho común.  La Corte ha reconocido su competencia originaria en los procesos dirigidos por o contra un Estado local, por el pago de dichos títulos circulatorios, atribuyendo carácter civil a la materia del pleito, fundándose para ello en que, dado el tipo de instrumentos de que se trata, no corresponde indagar las causas de su libramiento, pues los principios y normas que los rigen y sus caracteres de abstracción, autonomía y literalidad, impiden entrar a considerar el origen de la obligación.  De considerar la Corte probada la distinta vecindad de la demandada, respecto de la Provincia actora, con los datos consignados en los propios cheques, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Chaco, Provincia del c/ Capri Automotores S.A. s/ Ejecutivo


    C. 991, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.


    Edelar S.A. c/ Catamarca, Provincia de s/ Cobro de pesos


    E. 244, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Según una reiterada doctrina del Tribunal, a fin de que una provincia pueda ser tenida como parte en un pleito y proceda, en consecuencia, la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en la causa -ya sea como actora, demandada o tercero- y tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir en forma manifiesta de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Banco de la Provincia de Río Negro S.A. s/ Cobro de aportes o contribuciones


    COMP. 865, XXXV, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En procesos como el presente, en el que se persigue el resarcimiento de lesiones patrimoniales derivadas de la presunta falta de servicio de funcionarios que integran el Poder Judicial de una Provincia, la Corte sostuvo el carácter civil a la referida materia litigiosa. En lo que hace a la distinta vecindad del actor respecto de la Provincia demandada, requisito que, en estos casos, resulta esencial, corresponde señalar que, de las constancias obrantes en el expediente no surge, en forma fehaciente, el domicilio del actor.


    Cid, José Francisco c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Cobro de pesos


    C. 7, XXXVI, 26 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. Ello porque, de los términos de la demanda -a los que se debe atender de modo principal para determinar la competencia, según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- se desprende que una entidad nacional, la Superintendencia de Servicios de Salud, demanda a una Provincia, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Tucumán, Provincia de s/ Cobro de pesos


    S. 917, XXXV, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Ante todo, cabe recordar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, para ello es necesario además examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal, o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Por el contrario, quedan excluidos de dicha instancia aquellos pleitos que se rigen por el Derecho Público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza. Esta última circunstancia es la que se presenta en el sub lite, pues de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe estar de modo principal para determinar la competencia, se desprende que la pretensión de la Provincia actora versa sobre el incumplimiento de un contrato de provisión celebrado –previa licitación pública- entre el Estado local y una empresa vecina de la Capital Federal, sometido al Derecho Público local, actuando la Provincia, en forma manifiesta, en su carácter de poder administrador.


    Santa Fe, Provincia de c/ Droguería Saporiti S.A.C.I.F.I.A. s/ Cobro de pesos


    S. 959, XXXV, 15 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa C. 991, XXXVI, "Chaco, Provincia del c/ Capri Automotores S.A. s/ Ejecutivo".


    Chaco, Provincia de c/ Capri Automotores S.A. s/ Ejecutivo


    C. 800, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en los dictámenes de las causas S. 368, L. XXXIV, “Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa”, y P. 135, L. XXXV, "Pan American Energy (Sucursal Argentina) c/Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa".


    Pan American Energy LLC c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción declarativa


    P. 20, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ repetición -inconstitucionalidad".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del Decreto ley 1285/58.


    Bora S.C.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 880, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ repetición -inconstitucionalidad".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del Decreto ley 1285/58.


    Cerámica Industrial Avellaneda S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Inconstitucionalidad


    C. 1099, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ repetición -inconstitucionalidad".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del Decreto ley 1285/58.


    Delga S.A.I. y F. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    D. 552, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ repetición -inconstitucionalidad".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del Decreto ley 1285/58.


    Durán, Francisco c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    D. 551, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ repetición -inconstitucionalidad".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del Decreto ley 1285/58.


    Industrias Baco S.A.I. C. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de incostitucionalidad


    I. 117, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ repetición -inconstitucionalidad".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1° del Decreto ley 1285/58.


    Ingeniería Gastronómica S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    I. 116, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ repetición -inconstitucionalidad".


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24. inc. 1° del Decreto ley 1285/58.


    Bruno, Juan Carlos c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 879, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición –inconstitucionalidad-“.


    Siat S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición -inconstitucionalidad-


    S. 984, XXXV, 22 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición –inconstitucionalidad-“.


    Siderar S.A.I.C. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición -inconstitucionalidad-


    S. 985, XXXV, 22 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición –inconstitucionalidad-“.


    Unilever de Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición -inconstitucionalidad-


    U. 58, XXXV, 22 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa P. 298, XXXIII. Originario "Panosetti, Domingo y otro s/ Acción de amparo".


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. La presente demanda resulta ajena a la competencia originaria de la Corte, toda vez que el sistema federal y las autonomías provinciales exigen que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su Derecho Público; sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del artículo 14 de la ley 48.


    Orsini, Salvador c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de amparo


    O. 207, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En el sub lite, no se ha cumplido con el primero de los recaudos señalados, toda vez que del expediente no surge prueba que acredite en forma fehaciente, como era exigible, la distinta vecindad o nacionalidad de la sociedad actora, en la medida que invoca tener su domicilio en un país extranjero, requisito que según la Corte es esencial.


    Inversora Apolo S.A. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Daños y Perjuicios


    I. 188, XXXV, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que surta la competencia originaria de la Corte en las causas civiles en que una provincia es parte -artículos 117 de la Constitución Nacional y 24, inciso 1°, del decreto-ley 1285/58-, es necesario que la contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, dicho requisito es esencial. En consecuencia, la circunstancia de que los actores tengan su domicilio dentro del territorio de la Provincia demandada impide que el presente juicio tramite en la instancia originaria de la Corte, ya que se hallan enfrentados una provincia y sus vecinos.


    Moreira, Jorge y otra c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 278, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Las constancias obrantes permiten sostener que la distinta nacionalidad del accionante ha sido acreditada debidamente, por lo que dicho requisito, esencial para la procedencia de la competencia originaria de la Corte, en estos casos, según el art. 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, se encuentra cumplido. En causas como la presente, en la que se persigue el resarcimiento de lesiones patrimoniales derivadas de la presunta falta de servicio de funcionarios que integran el Poder Judicial o el Ministerio Público de una Provincia, la Corte le asigna carácter civil a la materia litigiosa.


    Muñoz Fernández, Mauricio Alejandro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    M. 1057, XXXV, 10 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En causas como la presente, en la que se persigue el resarcimiento de lesiones patrimoniales derivadas de la presunta falta de servicio de funcionarios que integran la Administración provincial, la Corte sostuvo el carácter civil a la referida materia litigiosa. No obsta a lo expuesto, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a resolver, la circunstancia de que también se codemande a una Municipalidad -quien tiene personalidad jurídica propia y no se identifica con la provincia accionada-, toda vez que los institutos reglados por los arts. 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación se aplican a los casos de competencia originaria de la Corte, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas.


    Guzmán, José Medardo y otra c/ Santiago del Estero, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios


    G. 170, XXXVI, 30 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En causas como la presente, en la que se persigue el resarcimiento de lesiones patrimoniales derivadas de la presunta falta de servicio de funcionarios que integran la Policía provincial, la Corte sostuvo el carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Bottino, Marcela Amanda c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 280, XXXV, 26 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En causas como la presente, en la que se persigue el resarcimiento de lesiones patrimoniales derivadas de la presunta falta de servicio de órganos que integran la Administración provincial, la Corte sostuvo el carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Cebollero, Antonio Rafael y otros c/ Córdoba, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 1413, XXXV, 30 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. En procesos como el presente, en el que se persigue el resarcimiento de lesiones patrimoniales derivadas de la presunta falta de servicio de funcionarios que integran el Registro de la Propiedad Inmueble de una Provincia, la Corte sostuvo el carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Reynot Blanco, Salvador Carlos c/ Santiago del Estero, Provincia de y/o Registro General de la Propiedad Inmueble s/ Daños y perjuicios


    R. 711, XXXV, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Mala praxis. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Cabe recordar que la facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten, no autoriza a prescindir de las vías que determinan los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. En tales condiciones, la Corte no puede asumir jurisdicción originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a Embajadores, Ministros y Cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, según los artículos 1° de la ley N° 48,2° de la ley N° 4055 y 24, inc. 10 del decreto-ley 1285/58. De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, se desprende que la pretensión del actor no constituye alguno de los casos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la instancia originaria de la Corte. Cabe recordar que el artículo 117 de la Constitución Nacional y el artículo 24, inciso 1° del decreto-ley 1285/58 exigen, para que proceda la competencia originaria de la Corte, en las causas civiles en las que se demanda a una Provincia, que la parte contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos dicho requisito es "esencial". Atento a ello, la circunstancia de que el actor declare domiciliarse dentro del territorio de la Provincia demandada impide que el presente juicio tramite en instancia originaria, toda vez que se hallan enfrentados en autos una provincia y su propio vecino. Por otra parte, no modifica lo expuesto, el hecho de que la demanda se haya dirigido también contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, toda vez que, dicha entidad no reviste el carácter de Provincia y, por lo tanto, no le corresponde, la instancia originaria de la Corte.  En tal sentido, cabe recordar que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá una competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales.


    R., H. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    R. 265, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad extracontractual del Estado. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    A efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaría prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, esa calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales. Por otra parte, es necesario tener en cuenta que, no basta que una provincia sea parte nominal y sustancial en el pleito para que pueda surtir la competencia de la Corte, pues para ello se requiere, además, que lo sea en una causa civil y contra un vecino de distinta jurisdicción territorial. Es doctrina del Tribunal que, los institutos reglados por los artículos 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se aplican a los casos de competencia originaria, aún cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Omega Cooperativa de Seguros Limitada c/ Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    COMP. 335, XXXVI, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Distinta vecindad. Causas civiles. Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24. inc. 1º del Decreto-ley 1285/58, procede en los Juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Se le ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión torna sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el artículo 75, inciso 12 de la Constitución Nacional. De los términos de la demanda se desprende que la actora, con fundamento en normas de derecho común, demanda a la Provincia de Misiones, con el objeto de cobrar una deuda que ha sido reconocida por dicho Estado local, por lo que cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito.


    Banco del Sol S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ Cobro de pesos


    B. 390, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Causas civiles. Daños y perjuicios. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley N° 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate.  Respecto de la naturaleza civil de la causa, cabe recordar que se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, de conformidad con la doctrina que surge de Fallos 310:1074, cons.3°; 311:1588,1597 y 1791; 313:548; 314:810, entre otros. Según se desprende de los términos de la demanda el actor pretende un resarcimiento por los daños y perjuicios que le han ocasionado las referidas obras y atribuye responsabilidad extracontractual a la Provincia de Santa Fe, por la actividad prima facie lícita de uno de sus órganos -la Dirección General de Agrohidrología e Hidráulica- la cual, de acuerdo a lo establecido en el Decreto local N° 4960/86, es un organismo que depende del Ministerio de Agricultura y Ganadería de la Provincia, por lo que integra la Administración Central de dicho Estado local y se identifica con él. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad del actor, respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponderá a la competencia originaria del Tribunal. No obsta, a lo expuesto, la circunstancia de que haya sido también demandado el Comité de Cuenta Zona Oeste, entidad que según el art. 1 de la Ley provincial N° 9.830, es una persona jurídica de Derecho Público, toda vez que es doctrina de la Corte que, los institutos reglados por los arts. 88 y 90 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se aplican a los casos de competencia originaria, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no aforadas y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal.


    Rodríguez, Alberto Hugo c/ Santa Fe, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    R. 75, XXXVI, 11 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia originaria. 


    De considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente, para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con lo establecido en el artículo 117 de la Constitución Nacional y en el art. 2°, inc. 1° del Decreto-Ley 1285/58.


    Blanco, Stella Maris c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    B. 883, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ repetición- inconstitucionalidad”.


    Devapel Sociedad Anónima c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    D. 691, XXXVI, 18 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia por la persona. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en este proceso, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ La Rioja, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O. 304, XXXV, 09 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Empresas del Estado. Competencia originaria. 


    Al ser demandada en el pleito la Provincia del Neuquén por una entidad nacional (en liquidación) corresponde la competencia originaria de la Corte, toda vez que, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación o a una entidad nacional al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Encotesa c/ Neuquén, Provincia de s/ Ordinario


    E. 190, XXXVI, 27 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Estado Nacional. Competencia originaria. 


    Habida cuenta que, en el sub-examine, los actores demandan a una entidad nacional y a la Provincia de Santa Cruz, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional- o a una entidad nacional-, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    I. A. d. R. y T. S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    I. 140, XXXVI, 27 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Interpretación de normas y actos locales. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Tiene dicho reiteradamente la Corte que no basta que una Provincia sea parte en un pleito para que proceda la instancia originaria del Tribunal; para ello resulta necesario, además, que la materia sobre la que versa el pleito sea de manifiesto carácter federal o se trate de una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria, quedando excluidas aquéllas que se vinculan con el Derecho Público local. Según se desprende de los términos de la demanda, la cuestión sometida a conocimiento del Tribunal no tiene carácter civil. En efecto, para resolver el pleito, la Corte debería hacer mérito de actos administrativos emanados de las autoridades provinciales -como son las Actas-Acuerdos y los Decretos provinciales-, que se refieren a la transacción celebrada, a fin de dar por terminadas la diferencias respecto al pago de la obra pública "Planta Potabilizadora Arroyo Grande", lo cual resulta propio de los jueces locales y ajeno, por su naturaleza, a la instancia originaria de la Corte. Al encontrarse la materia del pleito directa e inmediatamente relacionada, de manera sustancial, con la aplicación e interpretación de actos y contratos regidos por el Derecho Público provincial, la causa queda excluida de la competencia originaria del Tribunal.


    Degremont Sociedad Anónima c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Cobro de dólares


    D. 212, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicio de apremio. Entes autárquicos provinciales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 2 inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, es necesario que una provincia sea parte en el pleito, tanto nominal como sustancialmente -ya sea como actora, demandada o tercero- esto es, que la Provincia tenga un interés directo en el pleito de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. No se cumple con dicho requisito, toda vez que la actora ha enderezado la demanda contra el Instituto de la Vivienda de la Provincia de Buenos Aires. Dicho organismo, según el art. 1° de la Ley provincial N° 9573, es una entidad autárquica de Derecho Público, que tiene capacidad para actuar pública y privadamente, es decir, cuenta con una individualidad jurídica y funcional que permite distinguirlo del Estado local, por lo que éste no aparece como titular de la relación jurídica en que se sustenta el reclamo, y en consecuencia, no cabe tenerlo como parte sustancial en la litis. Dado que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de carácter restrictiva e insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el presente proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Municipalidad de Avellaneda c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Apremio


    M. 1119, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Toda vez que una entidad nacional demanda a una provincia, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art.116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en la instancia originaria de la Corte.


    Administración Nacional de Aduanas c/ San Juan, Provincia de (Subsecretaría de Comercio Exterior) s/ Ejecutivo


    A. 115, XXXVI, 26 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Persona jurídica pública no estatal. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    El Instituto de Servicios Sociales Bancarios, es un ente público no estatal con derecho al fuero federal, de conformidad con el artículo 38 de la Ley Nacional N° 23.661, por lo que corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, de los términos de la demanda se desprende que, al ser demandado un Estado local por el antedicho Instituto, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con el derecho al fuero federal que asiste al ente de obra social, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Instituto Nacional de Servicios Sociales Bancarios c/ San Luis, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    I. 115, XXXV, 28 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Revocación de la donación. Entes autárquicos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Según una reiterada doctrina del Máximo Tribunal, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Asimismo, se debe resaltar que la calidad de parte debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más, allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales.


    Cooperativa Familiar de Vivienda Limitada (CO.FA.VI.) c/ Buenos Aires, Provincia de - Instituto de la Vivienda s/ Ordinario (Revocación de donación)


    C. 88, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Lesiones culposas. Agentes diplomáticos y consulares. Competencia originaria. 


    Cuando se encuentre satisfecho el requisito de instancia privada que es menester para el ejercicio de la acción en ilícitos como las lesiones culposas, es competente para conocer en forma originaria la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en los casos donde el imputado reviste status diplomático. Corresponde requerir por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, la conformidad exigida por el artículo 32 de la Convención de Viena, para que el imputado pueda ser sometido a juicio.


    L., Enrique s/ Lesiones culposas


    L. 613, XXXVI, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Agentes diplomáticos. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Previo a requerir la tramitación de una solicitud ante un estado extranjero que podría resultar ociosa de no ser procesalmente viable el juzgamiento, correspondería recabar la declaración testimonial de la víctima del delito, a los efectos de que precise en forma expresa si tiene o no deseo de instar la acción penal, cuando el hecho podría encuadrarse el delito de lesiones culposas, art. 94 del Código Penal, que requiere de instancia privada para el ejercicio de la acción.


    M., Alexander s/ Lesiones culposas


    M. 496, XXXVI, 10 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Medida de no innovar. Juicios en que es parte una provincia. Empresas petroleras. Industria petrolífera. Medidas cautelares. Hidrocarburos. Unión transitoria de empresas. Contratos de colaboración empresarial. Cuestión federal. Competencia originaria. 


    Cabe señalar que resulta de aplicación, en el sub lite, el artículo 6° inc. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en cuanto determina que será el juez competente en las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal. En consecuencia, la primera cuestión que debe dilucidarse es si la acción que habrá de promover se corresponde a la competencia originaria de la Corte.  Se opina que procede en autos la competencia originaria de la Corte por varias razones; en primer lugar porque no resulta aplicable al caso el artículo 23, punto 23.3 del acuerdo de U.T.E. celebrado entre EFHISA y Petrolera del Comahue S.A., toda vez que la pretensión de la actora se dirige también contra la Provincia de Río Negro, entidad diversa de las signatarias del convenio y ajena a lo allí pactado. En segundo término porque en principio las Provincias sólo pueden ser demandadas ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, de conformidad con el artículo 117 de la Constitución Nacional o, en su defecto, ante sus propios jueces según lo establecen los artículos 121, 122. 124 y cc. de la Ley Fundamental. Y, por último, por resultar federal la materia del pleito, toda vez que el futuro juicio versará sobre la concesión de yacimientos de hidrocarburos de conformidad con los preceptos de la ley nacional Nº 17.319, materia federal que no cambia su naturaleza por la circunstancia de que dichos yacimientos hayan modificado su titularidad, en virtud de la sanción de la ley N° 24.145. En tales condiciones, al ser demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal se opina que la presente medida cautelar previa debe tramitar ante los estrados de la Corte.


    Petrolera del Comahue S.A. c/ Río Negro, Provincia de y otro s/ Medida de no innovar


    P. 125, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Obras sociales. Ejecución fiscal. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Certificado de deuda. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentado por el art.24, inc. 1°, del Decreto-ley 1285/58 procede, en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une el carácter civil de la materia en debate. De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia según el art. 4 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que La pretensión de OSPLAD (la actora) consiste en obtener el pago de una suma de dinero, por parte de la Provincia de Corrientes, que ha sido instrumentada en certificados de deuda, por lo que cabe asignar carácter civil a la materia del pleito. En consecuencia, de considerar la Corte suficientes las constancias obrantes en el expediente para tener por acreditada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el Máximo Tribunal resulta competente para conocer, en forma originaria, de estas actuaciones.


    Obra Social Para La Actividad Docente (OSPLAD) c/ Corrientes, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 194, XXXVI, 08 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Parques nacionales. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. Devolución del expediente. 


    Para la procedencia de la jurisdicción originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en un juicio en que una provincia sea parte, debe tratarse de una causa "civil", entendida ésta última expresión, como opuesta a "criminal".


    M., Bernardino Alvaro s/ Denuncia - Causa n° 12.533


    M. 521, XXXVI, 12 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Intervención de terceros. Juicios contra el Estado. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Habida cuenta de que los actores demandan a una entidad nacional y se cita -como tercero- a la Provincia del Neuquén, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional, respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste al Estado Nacional -o a una entidad Nacional-, al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Parra, Marcelo Héctor y otros c/ Neuquén, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    P. 751, XXXVI, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de nulidad. Nulidad de sentencia. Cuestiones de competencia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Sobre la competencia originaria invocada, se advierte que la presente acción no tiene como parte demandada de modo sustancial o formal a Provincia alguna, con lo cual, más allá de la manifestación del accionante de que la Provincia de Río Negro es litisconsorte necesario en la causa, no se dan los presupuestos del artículo 87 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, para tener por existente la mencionada situación procesal. Tampoco es admisible en razón de invocarse la competencia originaria por razones de conexidad, desde que las actuaciones alegadas como relacionadas, no constituyeron en rigor un proceso, principal o accesorio, del que ahora se promueve, en los términos de los artículos 188 y siguientes del Código de rito, sino una incidencia de competencia en un proceso universal, entre dos tribunales de distinta jurisdicción en el que el actor no tuvo intervención, al tratarse de un planteo de inhibitoria oficiosa entre ambos juzgados. La Corte no resulta competente para entender en la presente acción en los términos del artículo 117 de la Constitución Nacional, sin perjuicio de considerar que en rigor constituye una incidencia de impugnación por nulidad de la decisión de la Corte recaída en las actuaciones de conflicto de competencia dada entre jueces de distinta jurisdicción, la que se encuentra sujeta a los requisitos de plazo y modos procesales establecidos en la ley de rito, y que la Corte deberá apreciar si son factibles en el ejercicio de sus facultades propias, los que a todo evento, no se hallan cumplidos.


    Gofman, Rubén Dardo s/ Demanda autónoma de nulidad


    COMP. 332, XXXVI, 19 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Regalías hidrocarburíferas. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia a dictaminar, el sub lite corresponde a la competencia originaría de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que la provincia en cuestión cita como tercero al Estado Nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. En estos casos dicha instancia originaria procede, cualquiera sea la materia del pleito. En consecuencia, el sub-judice debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Mendoza, Provincia de c/ CADIPSA S.A. y otros s/ Ordinario


    M. 954, XXXV, 24 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Regalías hidroeléctricas. Juicios en que la Nación es parte. Juicios en que es parte una provincia. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que, al ser interpuesta la demanda por la Provincia del Neuquén contra el Estado Nacional -Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos, Secretaría de Energía-, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. Asimismo, resulta procedente la competencia originaria de la Corte ratione materiae, respecto del marco regulatorio eléctrico, de incuestionable carácter federal.


    Neuquén, Provincia del c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Secretaria de Energía) s/ Cobro de regalías


    N. 164, XXXV, 21 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Nulidad de sentencia. Competencia por la persona. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. Competencia originaria. 


    La causa corresponde a la competencia originaria del Tribunal ratione personae, toda vez que el Estado Nacional ha sido demandado por una Provincia, por lo que la única forma de conciliar lo preceptuado por el Artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Lemcke, José Dardo y otros s/ Ordinario (acción autónoma de nulidad de sentencia)


    B. 234, XXXVI, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Rendición de cuentas. Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La cuestión a resolver consiste en determinar si la competencia originaria de la Corte que, prima facie, correspondería en el sub lite por ser el Estado Nacional quien demanda a una Provincia puede ser prorrogada. Al respecto, es del caso señalar que el Tribunal, admitió la posibilidad de que los Estados provinciales puedan prorrogar la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación, cuando dicha jurisdicción originaria corresponde ratione personae, constituyendo sólo una prerrogativa de la provincia y, como tal, por principio renunciable. En consecuencia, al no presentarse en autos razones institucionales o federales que lo impidan, la prórroga en favor de los tribunales ordinarios de primer grado capitalinos convenida por las partes sería admisible. La presente causa es ajena a la instancia originaria del Tribunal y no debe tramitar ante sus estrados.


    Estado Nacional (Presidencia de la Nación - Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha Contra el Narcotráfico) c/ La Rioja, Provincia de s/ Rendición de cuentas


    E. 18, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. Incompetencia. 


    La cuestión a resolver consiste en determinar si la competencia originaria de la Corte que, prima facie, correspondería en el sub lite por ser el Estado Nacional quien demanda a una Provincia puede ser prorrogada. Al respecto, es del caso señalar que el Tribunal, admitió la posibilidad de que los Estados provinciales puedan prorrogar la competencia originaria de la Corte a favor de los tribunales inferiores de la Nación, cuando dicha jurisdicción originaria corresponde ratione personae, constituyendo sólo una prerrogativa de la provincia y, como tal, por principio renunciable. En consecuencia, al no presentarse en autos razones institucionales o federales que lo impidan, la prórroga en favor de los tribunales ordinarios de primer grado capitalinos convenida por las partes sería admisible. La presente causa es ajena a la instancia originaria del Tribunal y no debe tramitar ante sus estrados.


    Estado Nacional (Presidencia de la Nación - Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y la Lucha Contra el Narcotráfico) c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Rendición de cuentas


    E. 19, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Sentencia equiparable a definitiva. Gravedad institucional. Defensa en juicio. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia originaria. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La sentencia recurrida carece de fundamento suficiente y en consecuencia debe ser descalificada como acto jurisdiccional válido por no ser derivación razonada del derecho vigente, toda vez que aplica normas de carácter adjetivo para fundar la competencia de la Justicia Federal, en detrimento de lo establecido expresamente en el art. 117 de la Constitución Nacional. Al respecto cabe recordar que el principal motivo por el cual el Constituyente instituyó la competencia originaria de la Corte para entender en los asuntos en que una Provincia es parte fue el de otorgarles una suerte de prerrogativa o privilegio fundado en la condición de Estado que tiene cada una de ellas, es decir, en atención a la Alta Investidura que detentan por lo que sólo se las puede someter al Tribunal que ellas mismas crearon al constituirse la Nación. Además de lo expuesto, el pronunciamiento en crisis viola el derecho de defensa de la Provincia en cuestión, garantizado en el art. 18 de la Ley Fundamental, en la medida que ésta es obligada a litigar en un fuero que no le corresponde y al que se opuso expresamente, alegando no haber celebrado el contrato cuya cláusula de prórroga origina esta cuestión.


    Instituto Provincial de Seguros de Salta c/ Instituto Provincial Autárquico del Seguro de Neuquén y/o Provincia del Neuquén


    I. 108, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Repetición de impuestos. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    Remisión al dictamen de la causa “Techint Compañía Técnica Internacional C.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Repetición – inconstitucionalidad”.


    Al resultar demandada una Provincia, en una causa de manifiesto contenido federal, cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24. inc. 1° del Decreto ley 1285/58.


    Hilsur S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de impuestos


    H. 202, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia originaria. 


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ repetición- inconstitucionalidad”.


    Carrefour Argentina S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de impuestos


    C. 1447, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ repetición- inconstitucionalidad”.


    Panificadora del Norte S.R.L. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Repetición de impuestos


    P. 900, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Sociedades mutuales. Acción de amparo. Juicios en que es parte una provincia. Interpretación de normas y actos locales. Cuestión de derecho público local. Competencia originaria. Incompetencia. 


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria porque, de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986.  No basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte; para ello resulta necesario, además, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o en una de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad de la contraria. Por el contrario, quedan excluidos de dicha instancia, aquellos pleitos que se rigen por el Derecho Público local. La Corte ha dicho reiteradamente que, si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles, ello no es del resorte de la Corte Suprema.  No empece, a lo expuesto, el hecho de que la amparista invoque el respeto de cláusulas constitucionales, por cuanto la nuda violación de garantías de tal naturaleza, provenientes de autoridades de provincia, no sujeta por si sola las causas que de ella surjan al fuero federal, pues éste sólo tendrá competencia cuando aquéllas sean lesionadas por o contra una autoridad nacional, lo cual resulta aplicable también a la competencia originaria de la Corte.  El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que se reserve, a los jueces locales, el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios de su Derecho Público, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. Toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, es de naturaleza restrictiva y no es susceptible de ser ampliada ni restringida por normas legales, la presente acción de amparo resulta ajena a esta instancia.


    Asociación Mutual de Empleados de Servicios Empresarios A.M.E.S. c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Amparo


    A. 114, XXXVI, 04 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    



    Remisión a lo dictaminado en la Competencia 868 L. XXXV. "Orígenes A.F.J.P. S.A. c/ Estado Nacional (Ministerio de Economía, Obras y Serv. Públicos) Decreto 863/98 s/ amparo Ley 16.986".


    Claridad A.F.J.P. S.A. c/ Estado Nacional- Min. de Econ. y Obras y Servicios Públicos s/ Amparos y sumarísimos.


    COMP. 1355, XXXVI, 15 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Exenciones impositivas


    Alumbrado, barrido y limpieza. Impuestos provinciales. Facultades del gobierno provincial. Poder Legislativo Nacional. 


    Los precedentes del Tribunal citados por ella para fundar su posición y respaldar la validez constitucional del decreto cuestionado indican, en forma clara y contundente, el acierto de la defensa opuesta sustentada por la comuna demandada y atendida por el a quo. En efecto, como tiene establecido la Corte, es indiscutible la facultad de la provincias, en el ejercicio de poderes no delegados a la Nación, para crear gravámenes dentro de sus propias Jurisdicciones locales, escogiendo los objetos, personas, propiedades, posesiones, franquicias, privilegios o derechos sobre los que han de recaer aquéllos, sin otra limitación que la :de su poder legislativo, ni otra condición que la de conformar tales contribuciones a las bases de la Ley Fundamental de la Nación. Principio que, en virtud de los arts. 50 y 123 de la Carta Magna, resulta aplicable a los municipios de provincia. En tal sentido, afirmó el Tribunal que "es indudable la facultad de las provincias de darse leyes y ordenanzas de impuestos locales y, en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el art. 108 (actual art. 126 de la Constitución Nacional). Reiteradamente ha sostenido que tales actos de las legislaturas locales no pueden ser invalidados sino en los casos en que "la Constitución concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo, o en que el ejercicio de: idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por éstas últimas". Ha expresado también la Corte, desde antiguo que el Congreso Nacional, en aplicación de la denominada “cláusula del progreso" (art. 75, inc. 18 de la Constitución Nacional), se halla facultado para proveer lo conducente a la prosperidad general del país y a la realización de los objetivos de progreso, mediante "leyes protectoras de estos fines y por concesiones temporales de privilegios y recompensas de estímulo", potestad que, en su latitud, comprende la posibilidad de eximir a las personas o actividades involucradas en el alcance de los citados objetivos, del pago de tributos nacionales, provinciales y municipales aún cuando se trate de tasas retributivas de servicios. En el último de los pronunciamientos citados, expresó que "el Congreso, en virtud de lo preceptuado por el art. 67, inciso 16, de la Constitución Nacional, está facultado para eximir de impuestos y contribuciones nacionales, provinciales y municipales a aquellas empresas o actividades que decida beneficiar mediante el otorgamiento de concesiones temporales de privilegios. Lo cual implicaría que, mediando tal exención, adolecerían de, invalidez las disposiciones locales que la contrariaran". Para la admisión de este tipo de beneficios, ha expresado la Corte resulta indispensable que el Congreso, actuando dentro de la esfera de su competencia constitucional, haya dispuesto la exención de gravámenes locales de modo inequívoco, habida cuenta que ésta, por revestir carácter excepcional, requiera una manifestación cierta de voluntad legislativa y no puede ser resuelta sobre la base de meras inferencias". Arribados a este punto, sin más, que el Decreto n° 110.643/42 resulta inconstitucional, puesto que en nuestro ordenamiento Jurídico sólo el Poder Legislativo se encuentra investido de la potestad señalada en los párrafos anteriores, de tal manera que dicha norma, al ser emanada de un órgano incompetente para tal fin, no puede fundar válidamente la exención reclamada por la actora.


    Administración Nacional de Aduanas c/ Municipalidad de Bahía Blanca c/ Acción meramente declarativa


    A. 422, XXXIV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Expropiación


    Falta de legitimación para obrar. Excepciones procesales. Economía procesal. Seguridad jurídica. Titularidad del dominio. Inscripción registral. Juicios en que es parte una provincia. Juicios contra el Estado. 


    Cabe recordar que, en principio, la carencia de legitimación sustancial se configura cuando alguna de las partes en juicio no es titular de la relación jurídica en la que se sustenta la pretensión, con prescindencia de que ésta tenga o no fundamento.  Asimismo, resulta del caso señalar que, cuando ella es opuesta como excepción de previo y especial pronunciamiento, por razones de economía procesal y de una más pronta afirmación de la seguridad jurídica, el código adjetivo admite su tratamiento en forma previa a la sentencia, en la medida en que revista carácter manifiesto. De las constancias obrantes en el expediente, se desprende que difiere la titularidad de dominio que resultaría de la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada con la pertinente inscripción del Registro de la Propiedad Inmueble provincial. En consecuencia, constituyendo la inscripción registral el medio de publicidad exigido por el Código de fondo y la garantía de los eventuales derechos de terceros, no puede desvincularse de la causa al Estado Nacional, debiendo ser considerada tal legitimación, por el Tribunal, en oportunidad de dictarse la sentencia definitiva en la causa.


    Buenos Aires, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Expropiación


    B. 601, XXXIII, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Administración Federal de Ingresos Públicos -Aduana- c/ Fallo Aduanero ANCO 1104/96 S/ Administración Nacional de Aduanas


    A. 470, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción contencioso administrativa. Remuneración del juez. Declaración de inconstitucionalidad. Declaración de oficio. Admisibilidad del recurso. 


    Cabe recordar que las cuestiones de hecho, prueba y derecho público local son ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia del art. 14 de la ley 48, y que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, a través de los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente; aunque tales principios no son absolutos y admiten excepciones –tal como también lo ha señalado la Corte-, especialmente cuando las decisiones judiciales prescinden de efectuar un tratamiento adecuado de la cuestión, de acuerdo con las constancias de la causa y con las disposiciones legales vigentes, o cuando afectan el derecho de defensa de las partes, por falta de adecuada fundamentación. El Tribunal ha señalado enfáticamente que los jueces no pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de las leyes; para ello es menester la petición de la parte cuyos derechos se hallen afectados en atención al equilibrio de los poderes que sancionan la Constitución Nacional, el que de lo contrario se quebraría por absorción del Poder Judicial en desmedro de los otros, toda vez que para mantener la supremacía de la Constitución y de las leyes sin provocar el desequilibrio de los tres poderes, es indispensable que exista en pleito una cuestión que proporcione a los componentes del Poder Judicial la oportunidad de examinar, a pedido de alguno de los litigantes, si la ley o el decreto conforman sus disposiciones a los principios y garantías de la Constitución Nacional, no siendo dable, si los textos respectivos no han sido objeto de planteamiento y tacha de inconstitucionalidad por el eventual afectado, expedirse de oficio al respecto, salvo cuando se excedan los límites constitucionales de las atribuciones jurisdiccionales de la Corte Suprema.


    Mill De Pereyra, Rita Aurora, Otero, Raúl Ramón y Pisarello, Ángel Celso c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Demanda contenciosa administrativa


    M. 102, XXXII, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Facultades del Superior Tribunal. Acceso a la justicia. Privación de justicia. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cabe recordar la jurisprudencia de la Corte que señala que, no habiendo denegatoria del fuero federal ni, en su caso, privación de justicia, los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas; así como aquella otra que indica que, las cuestiones de hecho, prueba y derecho público local son ajenas, como regla y por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, en virtud del debido respeto a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas. Pero es importante resaltar que tales principios reconocen excepciones, especialmente cuando las decisiones judiciales afectan el derecho de defensa de las partes, por falta de adecuada fundamentación. En el sub lite se configura una de las excepciones indicadas, en la medida que la decisión adoptada, al declarar la incompetencia del tribunal para entender en la causa sometida a su conocimiento y ordenar el archivo de las actuaciones, importó privar al actor de su derecho constitucional a la jurisdicción. En tales condiciones, es aplicable la jurisprudencia de la Corte que descalificó, por arbitrarios, pronunciamientos de otros tribunales superiores de provincia que, ante situaciones similares, resolvieron el archivo de las actuaciones. De esta forma se garantiza el derecho constitucional a la jurisdicción y se evita una efectiva privación de justicia, máxime cuando, por las particulares condiciones en que se desarrolla la plena institucionalización del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de la Ciudad de Buenos Aires, causas como la del actor podrían quedar privadas de algún órgano judicial que las resuelva, solución que se advierte disvaliosa desde todo punto de vista. Por las consideraciones que anteceden, corresponde admitir la presente queja, revocar la sentencia recurrida y devolver los autos al tribunal de origen para que dicte una nueva ajustada a derecho.


    Iraizoz, Juan Fermín c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    I. 7, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Actualización monetaria. Intereses. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Si bien la Corte ha entendido que la finalidad perseguida por la ley 24.283 -consistente en evitar que la aplicación de los "mecanismos automáticos indexatorios" alteren la equivalencia entre las prestaciones y generen un enriquecimiento sin causa para los acreedores- no puede extenderse a un ítem de tan distinta naturaleza como son los intereses, que encuentran su justificación en la mora del deudor y no en la necesidad de determinar el valor de una cosa o bien al momento de pago, lo cierto es que los agravios del quejoso no parecen trasuntar tal pretensión.


    Caja Complementaria de Jubilaciones y Pensiones para el Personal de Obras Sanitarias de la Nación c/ Obras Sanitarias de la Nación (Administración General de Obras Sanitarias de la Nación)


    C. 638, XXXV, 12 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. Monto de la indemnización. Sentencia arbitraria. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente que resulta ajeno a la instancia del artículo 14 de la ley 48 lo atinente a cuestiones de hecho y prueba y a la inteligencia asignada por el a quo a las disposiciones de derecho común que rigen la pretensión articulada en la demanda. En consecuencia, la presentación en análisis resulta improcedente, en cuanto el apelante cuestiona la calificación jurídica que efectuaron los jueces del negocio celebrado, porque sus agravios demuestran tan sólo su discrepancia con la valoración de los hechos y de las pruebas efectuadas por el tribunal, lo que no sustenta la tacha de arbitrariedad que se formula. Sin embargo, se encuentra un aspecto del fallo que sí merece la impugnación que se formula y es el relativo al monto de la indemnización fijada. Pues si bien el tema en discusión reviste carácter fáctico y probatorio que, como principio, es ajeno a la vía del art. 14 de la ley 48, ello no obsta a que la Corte pueda conocer en un planteo de arbitrariedad cuando la decisión no se encuentra debidamente fundada.


    Rellan, Rodolfo Eduardo c/ Paseo Vía Santa Ana S.A.


    R. 493, XXXV, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Delitos aduaneros. Multa. Fundamentación de sentencias. Incongruencia. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene expresado la Corte, que corresponde descalificar como acto judicial válido la sentencia que no ha proyectado en la parte resolutiva el resultado de los fundamentos expresados en los considerandos, y ello es así porque la falta de coherencia entre los considerandos y la parte dispositiva del fallo, constituye una causal con entidad para invalidarlo, conclusión especialmente aplicable al caso en que no se ha proyectado en la parte resolutiva el resultado de los fundamentos vertidos en el acuerdo.


    Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad Anónima c/ Administración Nacional de Aduanas


    Y. 32, XXXIV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Falta de legitimación para obrar. Abogado no matriculado. Facultades del gobierno provincial. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Remisión al fallo de la causa “Cadopi, Carlos Humberto c/ Buenos Aires, Provincia s/ Acción declarativa”.


    La Corte tiene dicho, de modo reiterado, que las cuestiones de derecho común y procesal, no son aptas para abrir el recurso extraordinario, al igual que los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos extraordinarios de orden local que les son llevados y la tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva respecto de aquéllos. Asimismo, ha señalado que las decisiones recaídas en juicios ejecutivos son, como principio, insusceptibles del recurso extraordinario, pues no revisten el carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48. La facultad atribuida al Congreso Nacional para dictar normas generales relativas a las profesiones cuyo ejercicio es consecuencia de los títulos habilitantes otorgados por las universidades nacionales, por el art. 67, inc. 16, de la Constitución Nacional, no es exclusiva ni excluyente de las potestades de reglamentación y policía locales, en tanto no enerven el valor del título, extremo que no se da en el caso. Como consecuencia de ello puede concluirse que no cabe considerar alterado un derecho por la reglamentación de su ejercicio, ya que aquel requisito, en cuanto establece la necesaria matriculación, no contraría a la Constitución Nacional, pues, mediante dicha exigencia, la provincia ejerce el poder de policía que corresponde reconocerle.


    Flair S.R.L. c/ Malleret, Jorge Roque


    F. 44, XXXV, 15 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Garantías procesales. Jueces naturales. Debido proceso. Defensa en juicio. Integración del tribunal. Cuestiones procesales. Planteo oportuno. Procedencia del recurso. 


    La garantía del juez natural, así como las del debido proceso y de la defensa en juicio, exigen tanto que el tribunal se halle establecido por ley anterior al hecho de la causa, cuanto que haya jueces que hagan viable la actuación de aquél en las causas en que legalmente se le requiera y le corresponda. Teniendo ello presente, se advierte que, todos quienes constituyeron el tribunal, eran jueces de cámara designados con anterioridad a los acontecimientos que dieron lugar a la iniciación del juicio, y que su integración se efectuó conforme a los mecanismos de reemplazo previstos por la ley local, sin que el demandado se viera privado de efectuar oportunamente las impugnaciones que estimara convenientes. Tampoco se observa que hayan mediado sustituciones ilegales, o que se haya constituido una comisión especialmente creada al efecto. En consecuencia, resulta aplicable la doctrina de la Corte, en orden a que los agravios referentes a la integración del tribunal de la causa no plantean cuestión federal que dé lugar al recurso extraordinario, por remitir al análisis de normas de derecho común y procesal local; máxime cuando las cuestiones sobre el particular han sido resueltas con fundamentos suficientes que, al margen de su acierto o error, descartan la viabilidad de la tacha de arbitrariedad. La Corte tiene dicho asimismo, que es materia propia de los jueces de la causa y ajena por ende al recurso extraordinario, la que se refiere a la constitución e integración de los tribunales, la vinculada con las formalidades de la sentencia, y el modo de emitir el voto de los jueces cuando aquéllos son colegiados. No puede cuestionarse la legitimidad del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de Córdoba para actuar en el caso, en el marco del ejercicio de sus facultades de superintendencia, respecto del cual, como principio sustantivo, no cabría responsabilizar civilmente a sus miembros por una decisión que luego es considerada equivocada y declarada nula por otro tribunal, pues de lo contrario, estaríamos admitiendo que las decisiones de los jueces en este aspecto, pudieran encontrarse condicionadas o presionadas a priori, frente a la posibilidad cierta de que la eventual anulación de las mismas en la apelación respectiva, trajera aparejada una acción por daños y perjuicios en su contra. Todas las decisiones del Tribunal Superior que se encuentran en tela juicio, se presentan como integrativas de su actuación funcional, y que, no obstante que otro tribunal las haya anulado por juzgarlas equivocadas, no constituyen hechos u omisiones que puedan considerarse como un cumplimiento irregular de las obligaciones legales de sus integrantes, al punto de merecer la calificación de hechos ilícitos en los términos del artículo 1112 y concordantes del Código Civil, y menos aún, un delito, por el que deban responder a título de dolo. En cuanto a la primera queja, tramitada como expediente "G. 857, L. XXXV", y que el recurrente solicitó que sea tenida como parte integrante de la presente, si la Corte admite la solución que propicio para el recurso principal, al revisarse la determinación e imposición de las costas, habrán de incluirse las correspondientes a esta queja, atento a que, no obstante a que devino abstracta en cuanto al fondo, es mantenida solamente en orden a las mismas.  Con respecto a la oportunidad del planteo, corresponde señalar que, ante situaciones análogas esta Procuración tiene dicho que, en principio, el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la Ley 48, que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención de la Corte, último intérprete de las mismas. Empero, el requisito de la reserva, como la Corte lo tiene dicho, no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario, sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso no requiere de fórmulas sacramentales. No se trata, por consiguiente, de reservar sino de introducir. Y la arbitrariedad no es una cuestión a decidir, que, por ende, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el artículo 18 de la Constitución Nacional, y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto inválido.


    Gavier Tagle, Carlos c/ Loustau Bidaut y otro


    G. 76, XXXVI, 11 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Tasa de inspección y control para productores, transportistas y distribuidores de energía. Resoluciones equiparables a definitiva. Distribución de competencias. Facultades del gobierno provincial. Facultades del gobierno nacional. Inhabilidad de título. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa de Fallos: 322:2624, "Empresa Distribuidora Sur S.A. (EDESUR) S.A. c/ Provincia de Buenos Aires".


    Ha sostenido reiteradamente la Corte que, de acuerdo con la distribución de competencias que emerge de la Constitución Nacional, los poderes de las provincias son originarios e indefinidos (art. 121), en tanto que los delegados a la Nación son definidos y expresos (art. 75) y que, dentro de este contexto, cabe entender que las prerrogativas de los municipios derivan de las correspondientes a las provincias a las que pertenecen (art. 5 y 123). Asimismo, es indudable la facultad de las provincias para "darse leyes y ordenanza de impuestos locales... y en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el artículo 108 (actual 126) de la Constitución Nacional", toda vez que, "entre los derechos que constituyen la autonomía de las provincias, es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención alguna de autoridad extraña". Y, de ello se sigue que "los actos de las legislaturas provinciales no pueden ser invalidados sino en los casos en que la Constitución concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo, o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas". El estudio de la existencia de la obligación tributaria reclamada remite, a su vez, al análisis de las normas federales involucradas, regulatorias de la prestación del servicio público de transmisión y distribución de energía eléctrica, es decir, las leyes n° 14.772, 15.336 y 24.065, como así también del Decreto n° 714/92. De las normas citadas se desprende que, la Nación para la regulación del servicio público de electricidad en la Capital Federal y en diversos partidos de la Provincia de Buenos Aires, ha utilizado sus facultades constitucionales para "proveer lo conducente a la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de todas las provincias", mediante "leyes protectoras de estos fines", para encauzar las potestades tributarias provinciales, pero sólo en tanto y en cuanto estas pudieran dificultar, interferir o impedir, de algún modo, la adecuarla prestación del servicio. Así, en primer término, eximió a la actividad eléctrica federal de ciertos tributos locales que la gravaban expresamente, como asimismo del posible ejercicio, por parte de los Estados locales, de determinadas facultades tributarias o del gravamen sobre ciertos objetos imponibles correspondientes a las jurisdicciones. En segundo lugar, se reafirmaron las facultades de que gozaban las provincias y municipios para establecer tributos tales como contribuciones de mejoras por obras realizadas que beneficiaran al contribuyente, y en general tasas retributivas de servicios efectivamente prestados. Por último, el Estado Nacional creyó oportuno mitigar los efectos económicos negativos de su intervención sobre las potestades provinciales y municipales, mediante la atribución, a estas jurisdicciones locales, de un gravamen creado ad hoc por la Nación, bajo la premisa de la uniformidad interjurisdiccional por razones técnicas del servicio público en cuestión, a modo de compensación por la privación realizada.  Esta última modalidad de intervención del Estado Nacional, resulta jurídicamente admisible. Su objeto radica en evitar que las jurisdicciones locales puedan sufrir un radical despojo de sus potestades impositivas, o en la riqueza potencialmente imponible que exista dentro de sus respectivos territorios. Se ha sustituido el producto de la potestad tributaria local por otro tributo creado por la Nación, adecuado a los fines de utilidad pública de su intervención. Por otra parte, la Nación tiene las facultades para establecer este tipo de tributos, conforme con el art. 4° y el inc. 2° del art. 75 de la Constitución Nacional, siendo una contribución indirecta, dado que su traslación al usuario a través de la tarifa está jurídicamente autorizada en las normas. Con el dictado del Decreto 714/92, el sistema descripto se ha mantenido en sus rasgos caracterizadores.  En el sub judice se intenta la ejecución de la tasa por inspección de seguridad e higiene, por una parte, y de la tasa por inspección de motores y calderas, por otra. Con relación al primero de los gravámenes, ha dejado sentado su criterio el Tribunal en cuanto a que "resulta inequívoca su pertenencia al ámbito de facultades que, por su naturaleza son propias de los municipios", agregando en el mismo precedente que "si bien el decreto 714/92 establece en su art 19 que las empresas abonarán a los municipios, en los términos del aludido art. 50 de la ley 14.772, el 6% de las entradas brutas recaudadas por la venta de la energía eléctrica efectuada en cada una de las jurisdicciones, en concepto de único impuesto y contribución, tanto de índole fiscal como en lo referente al uso del dominio público municipal”, en su art. 21 expresa que dicho pago no exime a las empresas de abonar las tasas retributivas de servicios o mejoras de orden local. Este criterio, es concordante con el adoptado en otras causas respecto a empresas que, si bien desarrollan otra actividad, discutieron cuestiones de notoria analogía con la presente, como en el precedente de Fallos: 320:619. Colofón de lo expuesto es considerar que la tasa por inspección de seguridad e higiene no se hallaría comprendida en el pago del 6% de la facturación bruta cobrada en la jurisdicción del municipio y, por lo tanto, la comuna se encontraría habilitada para establecer tal gravamen, resultando hábil, el título con el que ha intentado la presente ejecución. Por otra parte, el Tribunal ha sido explícito en cuanto a que la procedencia del cobro de una tasa se halla supeditado a una concreta, efectiva e individualizada prestación de un servicio, que responda a un interés público que justifique su aplicación y que el costo del servicio guarde una razonable proporcionalidad con el gravamen, extremos todos que, de ser alegados y probados como corresponde en la etapa procesal adecuada, podrían demostrar la improcedencia de la imposición del gravamen en el caso concreto. Por otro lado, la actora reclama el pago de la “tasa por inspección dé motores y calderas", establecida en su ordenanza fiscal en consonancia con el art. 226, inc. 26, de la Ley Orgánica de Municipalidades de la Provincia de Buenos Aires que faculta a las Comunas a establecer una tasa en relación al servicio de "Inspección y contraste de medidores, motores, generadores de vapor o energía eléctrica, calderas y demás instalaciones que por razones de seguridad pública se declaren sujetas al contralor municipal". Para verificar la procedencia del cobro de esta gabela es preciso determinar, en forma preliminar, si la prestación del servicio que la misma retribuye corresponde al municipio o si, en virtud de la particular actividad que realiza la actora sujeta a la normativa federal supra señalada, ha quedado en manos de la Nación, conforme lo establece el art. 5° de la ley 14.772, al prescribir respecto de los servicios de electricidad interconectados que se prestan en el área que corresponde a la demandada, que la prestación de estos servicios "se desarrollará respetando los poderes locales en todo aquello que sea compatible con la jurisdicción técnica y económica que corresponde al Estado Nacional". Dicho principio ha sido mantenido, tanto por la ley 15.336 como por la ley 24.065, que no ha derogado dicha norma. Esta última creó, en su art. 54, el Ente Nacional Regulador de la Electricidad con el fin de controlar que la actividad del sector eléctrico federalizado se ajuste a los principios y disposiciones de la legislación vigente y llevar a cabo todas las medidas tendientes a cumplir con los objetivos enunciados en el art. 2 de la ley.


    Municipalidad de Quilmes c/ Edesur S.A.


    M. 82, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Mala praxis. Daños y perjuicios. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien la Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones referidas a los hechos y pruebas de la causa, son propias de los tribunales de juicio y ajenas, por principio, al recurso extraordinario, en el caso cabe hacer excepción a tal doctrina, en atención a que la sentencia recurrida carece de los requisitos mínimos que la habiliten como acto jurisdiccional, en tanto incurre en arbitrariedad manifiesta, al hacer una ponderación errónea, no sólo de las alegaciones contenidas en la demanda, que fueran admitidas en la sentencia del tribunal de grado inferior que revoca, sino de los propios argumentos del fallo, así como una apreciación inexacta de las pruebas producidas.


    M. D. T., M. I. y T., L. c/ B., O. y Hospital Guillermo Cleland Paterson


    M. 578, XXXIV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Circunstancias sobrevinientes. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. 


    Tiene dicho la Corte que sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas fueren sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. Se ha tornado inoficioso dictar pronunciamiento en el sub lite, dado que se ha vuelto abstracta la cuestión debatida por falta de gravamen.


    Centro de Agricultores Cañeros de Tucumán c/ Poder Ejecutivo de la Nación – Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Amparo - Inconstitucionalidad


    C. 92, XXXVI, 30 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Ley penal más benigna. Retroactividad de la ley penal. Mantenimiento del recurso. 


    La correcta aplicación de la regla del artículo 2 de la ley penal sustantiva, exige que la ley que se encontraba vigente al momento del hecho, sea sustituida por otra, es decir, que se dé una sucesión de leyes. Ello supone que entre el momento inicial de la comisión del delito y el momento final de la sentencia o de la subsistencia de la pena, hayan regido, sucesivamente, dos o más leyes penales. La utilización de la regla de aplicación de la ley más favorable, carece de sustento, cuando el tipo penal mencionado se mantiene invariable. Frecuentemente el concepto penal está condicionado por disposiciones que no son de derecho penal, sino que pertenecen a otras ramas del derecho, y las variaciones de ese derecho deben también considerarse comprendidas dentro del sistema de retroactividad de la ley penal más favorable. Pero, para que ése sea el caso, es necesario que la variación de la norma civil importe una verdadera alteración de la "figura abstracta del derecho penal" y no una mera circunstancia que, en realidad, deje subsistente la norma. El fundamento material del artículo 2 del Código Penal, se halla en la irrelevancia de castigar conductas que dejaron de ser disvaliosas para la ley. La aplicación de la norma, permite reconocer la impunidad de los actos que, en virtud de las transformaciones del derecho, dejaron de alarmar la tranquilidad pública o de repugnar a la conciencia jurídica.


    B., Julio David s/ Recurso de casación


    B. 112, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de inaplicabilidad de ley. Prueba. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La presentación que remite al análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena, por naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, resulta improcedente, en particular cuando la decisión cuenta con fundamentos suficientes de igual carácter que, más allá de su acierto o error, le confieren base jurídica y descartan la tacha de arbitrariedad. La argumentación desarrollada por el quejoso es inconsistente, y en esas condiciones, no aparece desprovisto de fundamentación el fallo del Superior Tribunal provincial, en tanto sostuvo que las objeciones del recurrente trasuntaban una mera discrepancia con la valoración de la prueba, que no son idóneas para habilitar una instancia extraordinaria, y que la Cámara había observado las reglas de la sana crítica arribando a una conclusión lógica. Además, la apreciación de los jueces de la causa relativa a que la información publicada surgía del expediente administrativo que había sido mencionado en la noticia, no ha sido adecuadamente controvertida. Tales consideraciones confieren adecuado sustento a la sentencia atacada, que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad sustentada por la Corte. Esta doctrina no autoriza al Tribunal a substituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación.


    Gutiérrez Senen, Mario S.A. c/ Entre Ríos y otros


    G. 387, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Facultades del Superior Tribunal. Fallos del Superior Tribunal. 


    Previo a indagar si, como lo denuncia la quejosa, en ocasión de denegar parcialmente el recurso extraordinario local de inaplicabilidad de la ley la Corte provincial incurrió en errores invalidantes, es menester destacar que dicha parte acusa, también, el desconocimiento por la Sentenciadora de la cosa juzgada; primero, a propósito del pronunciamiento del tribunal laboral; y, segundo, respecto de lo decidido por la Corte. El primer planteo, es válido decirlo, se estima debe entenderse se subsume en el segundo, en tanto la presentante afirma que la Corte reconoció también el porcentual en que las partes demandada y aseguradora debían soportar les costas y honorarios, en su decisorio. En tales condiciones, se entiende en consecuencia que, los últimos agravios de la quejosa se sustentan en una inteligencia del pronunciamiento de la Corte que se afirma irrazonablemente soslayada por la Corte local, extremo que torna formalmente viable el recurso extraordinario con arreglo a la doctrina de la Corte expresada en los de Fallos: 308:617; 310:1129 y 313:1333, toda vez que se encuentra en tela de juicio un fallo de la Corte recaído en la propia causa. Se considera que son los miembros de esa Corte, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, a los que compete expedirse en el problema, dado que esta Procuración General de la Nación no tuvo participación ni, por ende, opinión consonante, en el anterior pronunciamiento del Cuerpo en la presente causa.


    Bustamante de Vicente Olga y otros c/ La Rambla S.A.


    B. 217, XXXV, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    Interpretación de la ley. Procedimiento tributario. Ley federal. Control de constitucionalidad. Jerarquía constitucional. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. 


    La cuestión de fondo discutida desde el origen de las actuaciones ha sido la aplicación de las normas de la ley 11.683 y las decisiones se refieren a la operatividad morigerada de tales mandatos legales, por la vía de la interpretación que los tribunales han hecho con arreglo a las previsiones del Código Civil. Consecuentemente, resulta acertada la alegación del recurrente referida a la violación de los principios liminares que emanan del artículo 31 de la Constitución Nacional. En el sentido de que la cuestión de fondo a discutir en la causa es la aplicación de las normas federales en juego y verificar la invocada violación del principio de supremacía constitucional y del orden jurídico federal, así como la eventual afectación de los derechos consagrados en los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional, que se derivarían de su incumplimiento.  Se verifican en el caso los presupuestos de la doctrina que la Corte consagró en el precedente “Di Mascio” al destacar que “la efectividad de un precepto tan terminante como el artículo 31 de la Ley Fundamental demanda un régimen de control de constitucionalidad de la leyes normas y actos de los gobernantes, así es, como entre nosotros rige el sistema de control judicial, que es difuso, en tanto tal custodia está depositada en el quehacer de todos y cada uno de los jueces"; y que, “la eficacia y uniformidad del control de constitucionalidad ejercido por los jueces también requiere la existencia de un tribunal supremo especialmente encargado de revisar las decisiones dictadas al respecto; en el régimen de la Constitución, tal órgano no es otro que la Corte Suprema de Justicia de la Nación"  Señaló también en dicho precedente el elevado tribunal “que en los casos aptos para ser conocidos por la Corte según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de los tribunales no puede vedar el acceso a aquel órgano, en tales supuestos, v,gr,: por el monto de la condena, por el grado de la pena, por la materia o por otras razones análogas" y que “Las provincias son libres para crear las instancias judiciales que estimen apropiadas, pero no pueden vedar a ninguna de ellas y menos a las más altas, la aplicación preferente de la Constitución Nacional" De igual manera, cabe señalar que el precedente "Strada” puso de relieve que "Es requisito inexcusable del recurso extraordinario el fenecimiento de las disputas en sede local, lo que implica el agotamiento de todas las instancias hábiles allí establecidas", y también que el respeto al régimen federal de gobierno y al ejercicio en plenitud de la zona de reserva jurisdiccional de las provincias exige “reconocer a los magistrados de todas sus instancias el carácter de irrenunciables custodios de los derechos y garantías de la ley fundamental, y emplazar la intervención apelada de la Corte Suprema en el quicio que aquella le ha señalado ser su intérprete y salvaguarda final".


    Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Falasconi, Pedro y otra


    A. 30, XXXV, 19 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Jueces. Garantías de los jueces. Remuneración. Bono para el saneamiento financiero provincial. Bonos CEDERN. Deducciones salariales. Intangibilidad de la remuneración. Constitución Provincial. Demanda. Inconstitucionalidad. Decretos provinciales. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Según ha sostenido la Corte como principio, la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los cuales, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido. Si bien el actor fundó su derecho en el art. 199, inc. 4 de la Constitución Provincial, en realidad pretende hacer valer a su favor una garantía que estima consagrada por la Constitución Nacional, para lo cual es medio idóneo la apelación extraordinaria. La interpretación efectuada por el Tribunal a quo no surge del texto consagrado en la Constitución Provincial. Ello así, por cuanto, de acuerdo con el art. 199, al referirse a las "contribuciones generales", se ha tenido en vista una cuestión distinta a una reducción generalizada de las remuneraciones de la Administración Pública. Más aún, si la Carta Magna Provincial expresara esto último, estaría vulnerando las prescripciones efectuadas por el art. 50 de la Ley Suprema, en cuanto prevé que cada Provincia dictará para sí una Constitución, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías en aquélla consagrados. La necesidad de armonía entre los Estados particulares y el Estado Nacional, debe conducir a que las constituciones de provincia sean, en lo esencial de gobierno, semejantes a la nacional. Dentro de ese marco, la intangibilidad de los sueldos de los jueces es garantía de independencia del Poder Judicial, de forma que cabe considerarla, juntamente con la inamovilidad, como principio esencial de funcionamiento de un poder del Estado. Por lo demás, la Corte ha sostenido que la garantía de irreductibilidad de las remuneraciones de los jueces está conferida, no para exclusivo beneficio personal o patrimonial de los magistrados, sino para resguardar su función de equilibrio tripartito de los poderes del Estado y la independencia del Poder Judicial, cuya perturbación la Ley Suprema ha querido evitar al consagrar rotundamente la incolumidad de las remuneraciones judiciales. Con relación a lo manifestado por el a quo, en el sentido de que el pago en CEDERN, más que consistir en una "quita" implicó una "espera", la decisión recurrida desconoció las constancias de autos que acreditarían que la forma de retribución que nos ocupa aparejó una disminución en los salarios del actor. Por otra parte, aún cuando se tratara de una "espera", la Corte ha considerado que el retardo en el pago, también contraria el sentido de la garantía en cuestión. No resulta aplicable el precedente de Fallos: 254:286 pues en él se había desestimado el agravio constitucional fundado en el art. 96 de la C.N., por tratarse del retardo en el pago de una sola mensualidad, no surgiendo que tal retardo llevara aparejada una disminución significativa de la retribución del Juez. Sin embargo, la situación entonces juzgada no guarda similitud con la del sub examine, toda vez que se encontraría acreditada una demora en el pago de seis meses. La Corte tiene dicho que la obligación constitucional de mantener el significado económico de las retribuciones de los magistrados debe llevarse a cabo cuando su desfase se produce con una "intensidad deteriorante" y que en la práctica la garantía constitucional es ponderar períodos de tiempo más o menos prolongados en los que la remuneración real puede experimentar altibajos propios de las circunstancias pero que, en su globalidad, mantiene la intangibilidad querida por el texto constitucional, sin perjuicio de admitir un cierto desfase mensual que no incida con entidad significativa en el aspecto patrimonial de la garantía estatuida en el art. 96 de la Constitución Nacional. La decisión recurrida satisface sólo en forma aparente el requerimiento de constituir una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a los hechos de la causa, lo que impone su descalificación como acto jurisdiccional, según lo tiene resuelto la Corte en precedentes análogos. En cuanto al agravio referido a que la aplicación por el Superior Tribunal de un "severo llamado de atención", ante el pedido del Procurador General de la Provincia de Río Negro, articulado dentro de una acción de inconstitucionalidad y sobre la base de una nota que fuera recibida en su momento sin observación alguna, vulnerando así su derecho de defensa, es doctrina sostenida por la Corte que las sanciones disciplinarias aplicadas a las partes, en tanto no excedan de las usuales o de las autorizadas por la ley, no pueden impugnarse, como regla, por la vía extraordinaria del art. 14 de la ley 48.


    Cuellar, Carlos Marcelo s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C. 791, XXXIII, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    



    Puesta a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Beneficios para detenidos a disposición del Poder Ejecutivo Nacional. Igualdad ante la ley. Confirmación de sentencia. 


    El thema decidendum consiste en determinar si, para acceder a los beneficios reconocidos por la ley 24.043, en virtud de los principios que surgen del precedente de la Corte de Fallos: 320:1469, es suficiente la mera disposición formal de detención o si, por el contrario, se requiere su aplicación efectiva. Hasta el momento, se planteaba la hipótesis inversa, es decir, reclamos de personas que estuvieron a disposición del Poder Ejecutivo sin acto formal de detención donde, precisamente por la falta de dicho acto, se cuestionaba la procedencia del beneficio. Estas situaciones fueron resueltas por el Tribunal en la citada causa "Noro", en términos elocuentes: “la finalidad de la ley 24.043 fue otorgar una compensación económica a personas privadas del derecho constitucional a la libertad, no en virtud de una orden de autoridad judicial competente, sino en razón de actos -cualquiera que hubiese sido su expresión formal- ilegítimos emanados en ciertas circunstancia, de tribunales militares o de quienes ejercían el Poder Ejecutivo de la Nación durante el último gobierno de facto. Lo esencial no es la forma que revistió el acto de autoridad -y mucho menos su adecuación a las exigencias del art. 5° de la ley 21.650- sino la demostración del menoscabo efectivo a la libertad en los diversos grados contemplados por la ley 24.043. Los supuestos contemplados en los arts. 1° y 2°, inc. a) de la ley 24.043, son aquellos en los cuales las personas fueron efectivamente privadas de su libertad, así como que, para la aplicación de "los diversos grados de afectación que señala la Corte en Fallos: 320:1469, es necesario que se verifique la efectiva privación de la libertad, pues sólo a partir de ahí puede considerarse el amplio espectro que incluyó desde el menoscabo más radical a la libertad y a la vida -actos atentatorios de derechos humanos que podían provocar lesiones gravísimas o la muerte- hasta un menoscabo atenuado. Tampoco puede asimilarse a la situación de las personas que tuvieron que exiliarse para preservar su libertad que se encuentran comprendidas en la ley 24.043, tal como se sostuvo en el dictamen de la causa B. 179, L. XXXIV, "Bufano, Alfredo Mario c/ Ministerio del Interior s/ Art. 3° de la ley 24.043"; Q. 19, L. XXXIII, "Quiroga, Rosario Evangelina el Ministerio del Interior s/ Art. 3° de la ley 24.043" y G. 517, L. XXXV, "Geuna, Graciela Susana c/ Ministerio del Interior s/ Art. 3° de la ley 24.043", pues la "detención efectiva" de aquellas personas se encontraba fuera de discusión y solamente existían diferencias en cuanto a la fecha de finalización del período por el cual se les concedía el beneficio.  Es que en todas las causas recién citadas existe un elemento común: la efectiva privación de la libertad –aún sin orden formal de detención- y la obligación de salir del país para preservar su integridad física, de tal suerte que, en los tres casos, se produjo un menoscabo a la libertad en sus distintos grados, ya que mientras una fue obligada a exiliarse sin recuperar su libertad, otro pudo escaparse de sus captores y fugarse para permanecer en el exilio, en tanto que la tercera se fugó de un régimen de "libertad vigilada", circunstancias que conducen a desechar la pretendida afectación del derecho de igualdad.


    López Rega, Norma Beatríz y otro c/ Ministerio del Interior


    L. 159, XXXV, 22 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Remisión al dictamen de la causa F. 350, L. XXXVI, "Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese e hijos S.A”.


    No se dan en el caso los supuestos de gravedad institucional alegados, por afectación de las facultades de percepción de las obligaciones fiscales generadas en las decisiones del Estado Nacional, ya que la radicación del proceso ante el juez del concurso, que es el órgano judicial mejor habilitado para determinar en última instancia si se trata de una deuda pre o post concursal, y en su caso la prosecución de la causa, o la vía de verificación para el reconocimiento del crédito y su posterior percepción.


    Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese S.A.


    F. 601, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 778, L. XXXVI, "Asociación del Personal del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria y Otros c/ Estado Nacional - Recurso de Hecho".


    García, Daniel Jorge c/ Ente Nacional Regulador del Gas Enargas s/ Acción de amparo


    G. 1040, XXXVI, 11 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Fondo Nacional de Incentivo Docente. Personas con discapacidad. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Declaración de puro derecho. Admisibilidad del recurso. 


    Con relación al agravio fundado en la aducida improcedencia de la vía elegida para ventilar la cuestión, el inc. a) del art 2° de la ley 16.986 debe interpretarse a la luz del art. 43 de la Constitución Nacional reformada. Ha expresado la Corte que "la alegada existencia de otras vías procesales aptas que harían improcedente el amparo, no es postulable en abstracto sino que depende de la situación concreta de cada demandante, cuya evaluación, es propia del tribunal de grado”. Por lo demás y, aun cuando se han aportado a la causa algunos elementos probatorios, la cuestión debatida, en los términos en que ha sido planteada, es de puro derecho. La Ley n° 19.279 estatuyó un régimen tendiente a facilitar a las personas discapacitadas la adquisición de automotores, mediante una contribución por parte del Estado de hasta el 50% del valor del vehículo. Dicho sistema fue posteriormente modificado, en forma parcial por la ley N° 22.499, la cual sustituyó el art. 3° y previó otros beneficios alternativos, encaminados a facilitar el acceso a la compra de vehículos. En lo que interesa al sub lite, dispuso, como opción para el beneficiario, ciertas exenciones impositivas para la adquisición de coches, tanto nacionales como importados. Estas facilidades comprendían, el Impuesto al Valor Agregado, los impuestos internos y el Fondo Nacional de Autopistas. Más tarde, la Ley 24.183 primero, y la 24.844 después, modificaron el texto del citado art. 3°, mantuvieron la exención de los impuestos internos y del IVA, y contemplaron expresamente la liberación de derechos de importación, de las tasas de estadística y por servicio portuario, para el caso de la adquisición de vehículos de origen extranjero. Las exenciones previstas en el sistema de esta ley siempre involucraron gravámenes que, han recaído sobre la adquisición de mercaderías, incidiendo sobre el consumo. En el régimen de IVA, el hecho imponible se perfecciona al momento de la entrega del bien, emisión de la factura respectiva, o acto equivalente, según cual fuera anterior y, en el caso de las importaciones, en el momento que éstas sean definitivas. Por su parte, los derechos aduaneros gravan la importación para consumo. De otra parte, el impuesto interno relativo a los automotores, "...es adeudado desde el momento del expendio de la cosa gravada, entendiéndose por tal la transferencia que de la misma se haga a cualquier título". Lo propio ocurría con la Ley 19.408, en cuyo art. 5° se creó el impuesto afectado al Fondo Nacional de Autopistas, siendo responsables del gravamen el fabricante nacional del vehículo y el que efectuare el despacho a plaza, mientras que "el hecho imponible quedará configurado por el despacho o libramiento del vehículo desde la plaza o depósito del fabricante al concesionario, comprador o adquirente de la unidad, o por el despacho a plaza del vehículo en caso de importación". Esta mecánica de exención, referida a gravámenes sobre el consumo o la adquisición, está en un todo de acuerdo con el fin de la Ley 19.279 y sus modificaciones, en tanto tiende a facilitar la "adquisición de automotores para uso personal, a fin de que ejerzan una profesión o realicen estudios, otras actividades, y/o realicen una normal vida de relación, que propendan a su integral habilitación dentro de la sociedad". Asimismo, el resto de la normativa de la ley también hace expresa referencia al hecho de la adquisición del vehículo, cuyo acceso tienden a posibilitar las exenciones indicadas. Así, el art. 5° establece que "Los automotores adquiridos conforme a la presente ley y/o regímenes anteriores, serán inembargables por el término de 4 años de la fecha de su habilitación final". En igual sentido, el art. 8° faculta a la Caja Nacional de Ahorro Postal a otorgar préstamos para la "adquisición de automotores de fabricación nacional", mientras que el art. 12° refiere a los "automotores adquiridos", expresión similar a la empleada en el art, 9°. Por último, el art. 10°, en concordancia con los incisos a), b) y c) del art. 3°, hace mención al momento de "adquisición de un automotor". A diferencia de los tributos reseñados en el acápite anterior, existen otros que gravan la capacidad contributiva de los contribuyentes que se expresa a través de ciertas manifestaciones patrimoniales de éstos, sean globales o bien sectoriales. No existe disposición alguna, en la Ley 25.053, que exima a los automotores de personas discapacitadas en relación al gravamen por ella creado, puesto que su art. 3° sólo excluye de su ámbito a los vehículos afectados, de manera exclusiva, al transporte internacional de pasajeros y/o de carga y, a condición de reciprocidad, a los automotores de propiedad de diplomáticos, agentes consulares y demás representantes oficiales de países extranjeros acreditados en el país No puede sostenerse válidamente que el beneficio instituido por la Ley 19.279 abarque al gravamen discutido en el sub judice, en tanto sólo implica una liberalidad para la adquisición de vehículos, y no en relación a su posesión o propiedad. Lo expresado es acorde con la doctrina de la Corte en cuanto a que "...de acuerdo con una constante jurisprudencia de este Tribunal, las exenciones impositivas deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador, o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan, y que fuera de esos supuestos corresponde la interpretación estricta de las cláusulas respectivas, la que ha de efectuarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla de interpretación es dar pleno efecto a la intención del legislador". Por tales razones, al no constituir un gravamen sobre la adquisición de estos vehículos, yerra el a quo al considerar que la Ley 19.279 exime del pago del nuevo gravamen. Asimismo, la amparista no impugnó la constitucionalidad de la Ley 25.053, por lo que, a luz de la jurisprudencia del Alto Tribunal, el análisis de dicha cuestión resulta improcedente. En efecto, la Corte tiene dicho que "...para mantener la supremacía de la Constitución y de las leyes sin provocar el desequilibrio de los tres poderes, es indispensable que exista en pleito una cuestión que proporcione a los componentes del Poder Judicial la oportunidad de examinar, a pedido de algunos de los litigantes, si la ley o el decreto conforman sus disposiciones a los principios y garantías de la Constitución Nacional, no siendo dable, si los textos respectivos no han sido objeto de planteamiento y tacha de inconstitucionalidad por el eventual afectado, expedirse de oficio al respecto, salvo cuando se excedan los límites constitucionales de las atribuciones jurisdiccionales de esta Corte Suprema. Por último, toda vez que se encuentra en debate la interpretación de una norma de naturaleza federal, la Corte no se halla constreñida en su decisión por los argumentos de las partes o de la Cámara, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto. Más allá de que estas reglamentaciones disponen que la base imponible del gravamen será la que surja de la tabla elaborada por la AFIP, o bien el valor asignado a la unidad en el contrato de seguro que cubra sus riesgos, u otras alternativas para el caso en que tampoco se haya asegurado la unidad, es menester tomar en cuenta que el art. 4° de la Ley 25.053 establece que "La base imponible del impuesto es el valor de mercado de los bienes gravados". En el caso de los vehículos adquiridos bajo el amparo de la Ley 19.279 y sus modificatorias, resulta indudable, que el valor real de la unidad es el que efectivamente ha abonado el adquirente, sin que sea posible agregarle, en forma ficticia, el valor de gravámenes que no ha pagado. Ha expresado el Tribunal que la existencia de una manifestación de riqueza o capacidad contributiva real, y no hipotética o ya pasada, es indispensable como requisito de validez de todo gravamen. Mal se avendría con esta doctrina pretender un aumento irreal de la base imponible del gravamen, al computar en ella montos que no han sido abonados por el contribuyente y que no reflejan, en modo alguno, su verdadera capacidad contributiva.


    Vallori, Mirta Graciela s/ Amparo


    V. 161, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. Usuario de servicio público. Contratación directa. Omisión de la licitación. Falta de fundamentación. Sociedad cooperativa. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Fundamento aparente. Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien, en principio, el examen de cuestiones de Derecho Público local es ajeno a la instancia del art. 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las Provincias de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas, corresponde hacer excepción a dicha regla cuando, como acontece en el sub lite, la sentencia que las resuelve se sustenta en la enunciación de reglas de carácter genérico y desconoce las particularidades de la materia en cuestión, pues esto comporta satisfacer sólo de manera aparente la exigencia de que los pronunciamientos judiciales constituyan derivación razonada del derecho vigente, con arreglo a los hechos comprobados en la causa. En efecto, el tribunal a quo, al rechazar la presentación de las Juntas Vecinales por entender que es la Municipalidad quien cuenta con legitimación pasiva y que ella no puede ser coadyuvada por persona alguna en la defensa de sus prerrogativas públicas, soslayó la condición de tales entes, compuestos de vecinos de la Ciudad, quienes, a su vez, son usuarios del servicio público de distribución de energía eléctrica y socios de la CALF. Esta triple condición impide considerar que tengan un interés jurídico idéntico al de la Comuna demandada, puesto que ésta debe defender la legalidad de las disposiciones atacadas, y aquéllas, en cambio, bregan por "su derecho de propiedad a recibir el mejor servicio en la forma más barata posible". Existe una diferencia fundamental" que no fue tenida en cuenta por a quo, y que encuentra sustento, en la significación que adquiere la identidad entre las figuras de usuarios y concesionarios cuando el servicio público se presta a través de una cooperativa, cuya actuación consiste en que los servicios son solventados exclusivamente por sus propios asociados y en la medida en que cada uno hace uso de ellos. A la falta de adecuada fundamentación de la sentencia recurrida en cuanto a este primer aspecto, se añade la segunda cuestión, referida a que la inteligencia de los preceptos que rigen el sub examine, se aparta inequívocamente de la solución normativa prevista Ello es así, toda vez que el tribunal, mediante argumentos que pretenden superar la "aparente contradicción" de las normas constitucionales, desconoce la voluntad claramente exteriorizada en ellas, en el sentido que la prestación de los servicios públicos. Sin embargo, si las autoridades locales decidieran adjudicar tales servicios a otras personas de Derecho Privado, deben instrumentarlo mediante licitación "y previa una amplia publicidad, sin cuyos requisitos serán nulos", principios que, a su vez, armonizan con lo dispuesto por el art. 207, que contempla hipótesis de concesiones por plazos mayores a diez años y de prórroga. Tales disposiciones constitucionales sustentan un criterio definido sobre la base de los antecedentes históricos e ideológicos que las inspiraron, en relación a la posición jurídica que ocupan las cooperativas, toda vez que, más allá de que su naturaleza sea pública no estatal o privada, lo cierto es que el Constituyente formuló un particular esquema al ubicar a las cooperativas populares como posibles prestadoras de servicios públicos a la par del Estado provincial, municipal y los entes autárquicos. La exegesis que no tiene en cuenta la especial situación en que fueron colocados los entes citados, carece de validez, en razón de que no puede presumirse que cláusula alguna de la Constitución esté pensada para no tener efecto y, por lo tanto, la interpretación contraria es inadmisible salvo que el texto de la Constitución así lo indique. En tales condiciones, se advierte que las apreciaciones de la mayoría del tribunal, en referencia a las garantías que ofrece el procedimiento licitatorio y a la supuesta "regla general" en materia de adjudicación de servicios públicos que extrae del art. 224, revelan un enfoque parcial de las cuestiones llevadas a su conocimiento, que prescinde del texto expreso de la Carta Magna de la Provincia. Si las Ordenanzas que se han puesto en tela de juicio son examinadas a la luz de los principios señalados ut supra, se concluye que no existe colisión, sino que aquéllas son la consecuencia jurídica de éstos. Habida cuenta de ello, lo decidido afecta de manera directa e inmediata las garantías constitucionales invocadas, circunstancia que habilita a descalificar el fallo impugnado como acto judicial válido, según reiterada doctrina del Tribunal en materia de arbitrariedad de sentencias.


    Othaz, Miguel Ángel c/ Municipalidad de Neuquén s/ Acción de inconstitucionalidad


    O. 27, XXXV, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa D. 1, L. XXXVI, “Dinar Líneas Aéreas S.A. s/ AFIP DGI Resol. 328/99 Dto.1533/99 s/ Amparo ley 16.986”.


    EPEC c/ Estado Nacional y otro por sumarísimo


    E. 84, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Escrutinio electoral. Escrutinio definitivo. Sentencia arbitraria. Cuestión de derecho público local. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario es formalmente inadmisible y fue correctamente denegado, porque los agravios del recurrente remiten al examen de cuestiones regidas por el Derecho Público local, con relación a los cuales no se advierte un caso de arbitrariedad. Ello es así, porque surge, del relato efectuado, que el a quo resolvió los temas sometidos a su decisión mediante la interpretación de normas de aquel carácter, consideración de sus propios precedentes y de las constancias de la causa, circunstancias que le otorgan, al fallo recurrido, sustento suficiente y lo ponen a resguardo de la tacha que le endilga el recurrente. Así, sus quejas sólo trasuntan su opinión contraria a lo decidido por el Superior Tribunal provincial, pero no alcanzan a refutar sus argumentos, ni a demostrar que la resolución carezca de adecuada fundamentación, en los términos de la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. En especial, porque nada dice sobre el carácter firme que el a quo le otorgó a las decisiones de la magistrada de primera instancia que, primero, oficializó las listas a candidatos provinciales y, después, autorizó a utilizar boletas unidas o separadas. Por otra parte, la separación de la elección en distintos tramos que realiza el a quo en el fallo recurrido, tampoco aparece desprovista de toda lógica, en la medida que tomó en cuenta que en un mismo acto eleccionario se eligieron candidatos para cargos en distintos niveles de gobierno, en listas independientes, aunque físicamente pudieran estar integradas en una misma boleta. Sobre este razonamiento, es aplicable lo resuelto por la Corte en el precedente de Fallos: 317:444, cuando sostuvo "que dichas cuestiones remiten al examen de materia que son regularmente extrañas a la instancia extraordinaria y que han sido resueltas con fundamentos mínimos que revelan una discreta comprensión del asunto, y que configuran el error inconcebible dentro de una racional administración de justicia que reiteradamente ha sido señalado por este Tribunal para calificar a una sentencia como arbitraria". En tales condiciones, no existe relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas.


    General San Martín - Ferrari E. y Achad E. - Política abierta para la integridad social - s/ Solicitan escrutinio del departamento urna por urna


    G. 527, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Condiciones de detención. Revocación de sentencia. 


    Aplicación de los fundamentos vertidos por el tribunal en los considerandos 6°) al 10°) del fallo de la causa G. 507, L. XXXIV, "Gallardo, Juan Carlos s/ Hábeas corpus".


    Es doctrina de la Corte Suprema de la Nación que lo decidido acerca de los alcances que la Constitución y la ley le asignan al hábeas corpus, como medio para hacer efectivo el amparo otorgado por el artículo 18 de la Carta Fundamental, suscita cuestión federal bastante para ser analizada en esta instancia extraordinaria. Como bien lo señala la señora Fiscal General ante la Cámara, no cabe duda que las situaciones denunciadas por el accionante constituyen, "prima facie", claramente materia propia de la acción de hábeas corpus en los términos del artículo 3, inciso 2°, de la ley 23.098, pues suponen la privación de derechos cuya restricción no surge de la ley.


    G. A., Sergio Orlando s/ Hábeas corpus


    G. 936, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Sitios de memoria del terrorismo de Estado. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cabe señalar que, tal como lo puso de manifiesto el a quo, los amparistas están legitimados para cuestionar el decreto cuya constitucionalidad se discute en autos. Ello porque les asiste el derecho a conocer el destino de sus familiares desaparecidos y, en especial, a impugnar -por los medios judiciales adecuados- las decisiones que ordenen medidas que, tal como la contenida en el art. 3° del Decreto N° 8/98, puedan significar la pérdida o destrucción definitiva de las pruebas y elementos que les permita acceder a aquella verdad. Finalmente, resulta oportuno resaltar que la pretensión de los amparistas, en el sub examine, constituye una derivación del derecho que les asiste a conocer la verdad sobre el destino de sus familiares desaparecidos -y los demás derechos asociados a tal circunstancia (v.gr. duelo, respeto de los cuerpos, etc.)-, sobre el que la Corte se expidió en Fallos: 321:2767, pues de muy poco serviría reconocerles este derecho si, por otro lado, se permite la destrucción de los rastros y las pruebas que les permitan ejercerlos plenamente, tal como sucedería en el caso que se concretara la "generación del espacio verde" en la actual sede de la ESMA.


    Palacio de Lois, Graciela -Ex Feria N°10/98- y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo Ley 16.986


    P. 252, XXXV, 12 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Libertad de prensa. Derecho al honor. Fuentes de información. Doctrina de la real malicia. Efectos de la sentencia penal en sede civil. Procedencia del recurso. 


    En los casos "Campillay" y "Costa" la Corte resolvió que cuando un órgano periodístico difunde una información con eventual entidad difamatoria para un tercero, no responde civilmente por ella en los supuestos en que omita la identidad de los presuntos implicados, utilice un tiempo de verbo potencial o, propale la información atribuyendo directamente su contenido a la fuente pertinente. Respecto de la última hipótesis -indicación de la fuente-, el Tribunal ha sostenido que el informador, al precisar aquélla, deja en claro el origen de las noticias y permite a los lectores no atribuirlas al medio a través del cual las han recibido sino a la especifica causa que las hubiera generado. Agregó, también, que los propios aludidos por la información resultan beneficiados con este proceder, en la medida en que sus eventuales reclamos -si se creyeran con derecho- podrán ser dirigidos contra aquellos de quienes las noticias realmente emanaron y no contra los que sólo fueron sus canales de difusión. En efecto, para obtener la exención de responsabilidad del informador, la Corte exige que éste atribuya directamente la noticia a una fuente identificable y que transcriba en forma sustancialmente fiel lo manifestado por dicha fuente.  El a-quo no solo impuso a la demandada exigencias que no estaban contenidas en el precedente “Campillay” y “Costa", sino que omitió considerar las causales de eximición de responsabilidad acreditadas en la causa, basadas en la utilización de un tiempo de verbo potencial y en la remisión a la fuente pertinente, para sustraerla de la protección que le otorgaban los artículos 14 y 32 de la Constitución Nacional. Parece a todas luces evidente que cuando se cita la fuente y se utiliza además el tiempo potencial del verbo, quien difunde la noticia no se hace cargo de la veracidad de la fuente, no la hace propia ni le agrega fuerza de convicción. De otro modo, el ejercicio del derecho garantizado por los artículos 14 y 32 de la Constitución Nacional estaría sujeto a que la prensa constate previamente y de modo fehaciente la verdad de las manifestaciones de terceros que publica. La verdad de la noticia hace innecesario el examen del caso a la luz de los standares subjetivos de la doctrina de la real malicia, pues está probado que la fuente existió y, por ende, que la información no es objetivamente falsa. La Corte tiene establecido que no puede atribuirse a un sobreseimiento provisional, dictado en sede penal, autoridad de cosa juzgada en la pretensión resarcitoria civil. Ello es así habida cuenta de que el juez civil tiene amplia libertad para resolver todo lo relativo a la responsabilidad civil del sobreseído penalmente. En tal sentido, cabe poner de relieve que aún el sobreseimiento definitivo dictado en sede penal solo permite descartar la imputación de que el acusado haya procedido con culpa capaz de fundar su condenación criminal, pero no excluye que llevada la cuestión a los estrados de la justicia civil, pueda indagarse si medió de su parte una falta que lo responsabilice.


    S., Néstor A. c/ El Día SAICF s/ Daño moral


    S. 872, XXXV, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Aerts, Gustavo


    B. 640, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Ramos, Arnaldo


    B. 726, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de casación penal. Archivo del expediente. Inmunidad del Ministerio Público. Facultades del fiscal. Denegatoria del recurso. 


    El fiscal no es simplemente un funcionario, sino un magistrado judicial con todas las prerrogativas legales inherentes a su jerarquía e investidura. El reconocimiento de tal condición implica, a su vez, la admisión de que mientras los fiscales permanezcan en el ejercicio de su cargo gozan de inmunidad frente al procesamiento ordinario inmediato. Esa relativa inmunidad frente al procesamiento reposa en razones de orden público vinculadas con la marcha regular de la administración de justicia y la defensa del principio de autoridad, y procura poner a cubierto a los fiscales de medidas procesales que podrían constituirse en el medio idóneo para interferir o entorpecer el cumplimiento de sus importantes deberes, relacionados con la promoción y el ejercicio de la acción pública penal. La Corte expresó, que resulta irrazonable admitir el enjuiciamiento de los fiscales por delitos contra el honor que pudieran derivarse del cumplimiento de las funciones que específicamente las leyes les atribuyen, porque de lo contrario se menoscabarían los intereses generales que a ellos han sido confiados. En efecto, la posibilidad de que su actividad pueda conducir a un procesamiento, cuando precisamente ella consiste sustancialmente en promover la averiguación de los delitos y acusar a quienes se estime responsables, llevaría a diluir el rol de su ministerio en perjuicio de la defensa de la comunidad. Es por ello que carece de razón la objeción esgrimida por el recurrente en el sentido de que al hacer mención la ley 24.946, en su artículo 14, sólo a una inmunidad de arresto, debe negarse la existencia de una inmunidad funcional de jurisdicción y de expresión en favor del fiscal. Por el contrario, la inmunidad que le asiste al fiscal frente a las normas que reprimen los delitos contra el honor, por los dichos vertidos en el desempeño de su función, no es más que el lógico correlato de aquellas otras que le imponen el deber de promover y ejercer la acción penal. El hecho de que la ley 24.946 mencione expresamente dicha exención, o no, es entonces un dato meramente circunstancial desde que su existencia se deriva implícita, pero también directamente, de la naturaleza de las funciones encomendadas por las leyes y la Constitución al Ministerio Público Fiscal. También debe rechazarse igualmente el carácter programático que postula el apelante para las inmunidades funcionales consagradas en la última parte del artículo 120 del texto constitucional. Cabe recordar que la falta de reglamentación legislativa no obsta a la operatividad de aquellos derechos que, por su índole, pueden ser invocados, ejercidos y amparados sin el complemento de disposición alguna. Tal lo que ocurre en el caso del mencionado artículo 120, pues su redacción no deja lugar a dudas en cuanto a que la Constitución se está refiriendo a todas aquellas inmunidades cuyo reconocimiento resulta imprescindible para preservar el adecuado y pleno ejercicio de la función requirente del fiscal, y es innegable que entre ellas las mentadas inmunidades de enjuiciamiento y de expresión ocupan un lugar fundamental. El Tribunal expresamente declaró que la inmunidad de enjuiciamiento de los fiscales por delitos contra el honor, derivados del cumplimiento de su función, no altera el principio de igualdad de los habitantes, porque de ese modo no se privilegia a una persona sino a la función, con base en razones de orden público relacionadas con la marcha regular de una recta administración de justicia, entendida ésta como uno de los pilares fundamentales del régimen de gobierno establecido por nuestra Constitución, y que los excesos en que puedan incurrirse en tales circunstancias quedan siempre sujetos a las correcciones disciplinarias que correspondan. No hay un principio del fiscal natural a la manera de lo que ocurre respecto de los jueces en el ámbito del Poder Judicial. El fundamento de esta distinción reside en que la regla del juez natural debe su razón de ser a la necesidad de asegurar la imparcialidad del tribunal, una cualidad que es ajena, por esencia, al rol del fiscal.


    R. V., Juan Martín s/ Casación


    R. 78, XXXV, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Prevención. Procedimiento policial. Identificación de las personas. Nulidad procesal. Debido proceso. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    Tanto en ejercicio de la función prevencional, cuanto en la legítima facultad de requerir a los ciudadanos su identificación son dos actividades que presentan una zona común al darse entre ellas una relación de género a especie, tal como surge del propio texto de la ley 23.950 y de la primera parte del artículo 5° del decreto-ley 333/58. Una adecuada hermenéutica de la ley debe atender a la totalidad de sus preceptos de manera que armonicen con todas las normas del ordenamiento vigente y del modo que mejor se adecúen al espíritu y a las garantías de la Constitución Nacional. Es propio de la interpretación indagar lo que las leyes dicen jurídicamente, pues son numerosos y cotidianos los supuestos en que ello se hace necesario para aplicar la norma con auténtico sentido de justicia y recto juicio prudencial en los casos concretos, toda vez que éstos son particulares y contingentes y por su indeterminación y multiplicidad, no son siempre susceptibles de ser abarcados en su totalidad cuantitativa ni en su tipicidad cualitativa por la previsión del legislador. Si bien el Congreso de la Nación es la autoridad competente para reglamentar las libertades garantizadas, no puede desconocerse que las leyes dictadas en su virtud, pueden facultar a las distintas reparticiones de la Nación para emitir reglamentos a fin de facilitar y hacer efectivas aquellas garantías dentro de la convivencia social. Se pueden presentar una infinidad de situaciones de imposible enunciación por el legislador, las cuales, aun cuando no afecten la inmunidad de arresto que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional, son capaces de limitar momentáneamente la libertad. Esa razonable restricción, encuentra su justificación en la protección que corresponde dispensar a la sociedad en función del bien común y en el más elemental y legítimo ejercicio del poder de policía que debe reconocerse a esa autoridad estatal, en resguardo de la tranquilidad y el orden públicos por los que también debe velar en cumplimiento del artículo 4, inciso I de su ley orgánica. La Constitución Nacional no consagra derechos absolutos, insusceptibles de razonable reglamentación, dependiendo esa racionalidad de su adecuación al fin perseguido, no siendo pasible de tacha constitucional en tanto no tenga base en una iniquidad manifiesta. La restricción momentánea de la libertad del morador en los casos de allanamiento, es una providencia secundaria, incidental a su desarrollo normal, en cuyo caso tal restricción no es ilegítima por cuanto no importa una detención, como hecho sustancial sino circunstancial, extraña al recurso de hábeas corpus. Al tratarse de prueba incorporada con observancia de las formas que resguardan la garantía del debido proceso, debe ser admitida, so pena de malograr la búsqueda de la verdad que resulta esencial para un adecuado servicio de justicia. Lo contrario importaría causal de arbitrariedad al prescindirse de la valoración de un elemento de juicio relevante para la solución del litigio.


    T., Carlos Alejandro por infracción Ley 23.737


    T. 135, XXXV, 09 de junio de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Internacional


    Medidas para mejor proveer


    Toda vez que aún se encuentra pendiente de respuesta el requerimiento efectuado a la Embajada de la República de Francia en relación a la conformidad exigida por el artículo 32 de la Convención de Viena de 1966 sobre Relaciones Diplomáticas y el artículo 24, inciso 1°, último párrafo del decreto-ley 1285/58, corresponde que la Corte reitere por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio internacional y Culto de la Nación, la diligencia oportunamente ordenada.


    P., Guilleume y Rousse, Pierriek s/ Infracción Ley 23.737


    P. 354, XXXV, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo VIII


    Derecho Laboral


    Accidentes de trabajo


    Muerte. Responsabilidad del consorcio. Fuerza mayor extraña al trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Sentencia arbitraria. Defensa en juicio. Debido proceso. 


    Es doctrina de la corte que no obstante que los conflictos que se suscitan en torno a temas de hecho, prueba, y derecho común son ajenos, como regla, a la vía del art. 14 de la ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en supuestos excepcionales, cuando el tribunal ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio. Es arbitrario el pronunciamiento que desatiende el argumento de defensa de “fuerza mayor extraña al trabajo” sobre la base de que fue tratado por el juez de grado y no fue apelado, no resulta razonable y se aparta de las constancias de la causa. Debió ser objeto de especial estudio por el sentenciador, toda vez que, a despecho del grado de acierto o de error de sus demandas, el justiciable tiene un firme derecho constitucional a que el sentenciante atienda, con razones puntuales, ya sea para aceptarlas o bien para desecharlas, todas aquellas argumentaciones vertidas que aparezcan como conducentes para la válida solución del litigio; todo lo cual, permite atribuir arbitrariedad al decisorio, ya que, en este aspecto, lesiona las garantías constitucionales invocadas por el recurrente sobre el particular.


    Delescabe, Hilda Ester c/ Consorcio de Propietarios del edificio Pasteur 632/634/636 y otros


    D. 232, XXXIV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Accidente in itinere. Muerte. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a la examinada en la causa Comp. 62, L. XXXV, “Torres, Martín Alejandro c/ Carrascosa, Aldo”.


    Rivero, María Cleofe y otro c/ Construir S.A. y otra s/ Ordinario


    COMP. 531, XXXV, 22 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. Competencia previsional. 


    No existe conflicto alguno que la Corte deba dirimir, ya que ella tiene dicho que es inconcebible un conflicto de competencia entre un tribunal de Primera Instancia y su alzada.


    Gómez, José María c/ Caja de Retiros Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 329, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 266, L. XXXVI, "Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Cogliati, Ricardo Antonio y otros c/ Banco Nacional de Desarrollo


    COMP. 230, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Contrato de trabajo. Lugar de trabajo. Competencia provincial. 


    La Corte tiene dicho que en los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares rige el artículo 24 de la ley 18345, que prevé la competencia, en las causas entre trabajadores y empleadores -a elección del actor- del juez del lugar del trabajo, el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado y que está inspirado por el objeto evidente de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los demandantes a que se refiere el precepto. Recuérdese que cuando las partes tienen domicilio en diferentes provincias o una en una provincia y otra en la Ciudad de Buenos Aires, no es una disposición local la que puede establecer la competencia sino la ley nacional.


    Cosentino, Marcelo Daniel c/ Asociación Argentina de telegrafistas, radiotelegrafistas s/ Cobro de pesos


    COMP. 625, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Daño moral. Contrato de trabajo. Despido. Competencia laboral. 


    Procede la competencia de los tribunales del trabajo por razón de la materia. Valga recordar que el derecho del trabajo tiene como base además de las normas laborales, supletoriamente los principios y preceptos que regulan el derecho común.  Encontrándose en trámite entre las mismas partes un juicio de despido es razonable que deban tramitar ambos reclamos por ante el mismo magistrado, a fin de evitar el posible escándalo jurídico que podría darse en el caso de sentencias contradictoria.


    Viñoles, María Amalia c/ Averbuch, Mario s/ Daño moral


    COMP. 420, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Despido. Concursos. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 110, L. XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”; resuelta por la Corte con los fundamentos del dictamen de esta Procuración General.


    Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la ley de concursos 24.522, por lo que la presente causa laboral deberá quedar radicada ante el Juzgado Civil y Comercial, donde tramita el concurso de la demandada en autos.


    Anchabal, Rita Mariel c/ Ryan, María Elida s/ Despido


    COMP. 579, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 867, L.XXXV, “Acuña Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares”.


    Oliva, Walter Eloy y otro c/ Empresa Hípica Argentina y otro s/ Diferencias salariales


    COMP. 1075, XXXVI, 12 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Reintegro de aportes. Fondo compensador. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa Comp. 421, L. XXXV, “Galli, Alberto y otros c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Diferencia de salarios”.


    En el dictamen “Galli” se sostuvo que la justicia del Trabajo es la competente para conocer en la controversia, porque se encuentra comprometida la interpretación y aplicación de dispositivos legales y reglamentarios del derecho del trabajo, toda vez que con arreglo a ellos deberán apreciarse las circunstancias de la composición de derechos e intereses que enfrentan a las partes. Lo expresado debe hacerse extensivo al reclamo relativo al Fondo Compensador, habida cuenta lo previsto en el Anexo 1, item 6°, de la resolución I.S.S.B N° 71/95, y no obstante que, en rigor, el examen sobre la procedencia de dichos rubros pueda entenderse atinente al fuero de la Seguridad Social, el que es también Nacional y heredero de una aptitud jurisdiccional confiada con anterioridad a su creación, a la justicia del trabajo.


    Peralta, Juan José y otros c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Diferencias salariales


    COMP. 622, XXXV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    No existe en los actuados conflicto alguno que deba dirimir la Corte. Ello es así, en virtud de la fecha de inicio de las actuaciones, que determina que la Cámara de la Seguridad Social es la alzada, en las causas como la presente, de los Juzgados de Primera Instancia del Trabajo.


    Trisi, Néstor Hugo c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional


    COMP. 211, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 645, L. XXXV, “Rodríguez, Jorge y otros c/ Bodegas Galardón de Galanternik Hnos. s/ Despido”.


    Serrano, Sergio Daniel y otros c/ Transporte Automotor Chevallier S.A. s/ Ordinario


    COMP. 78, XXXVI, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Justicia nacional del trabajo. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen y fallo Comp. n° 77. XXXV "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Carugati, Luis Alejandro c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro


    COMP. 757, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Ley sobre riesgos del trabajo. Comisiones médicas. Cuestión abstracta. Devolución del expediente. Archivo del expediente. 


    La causa guarda relación con el fallo de la causa Comp. 62, L. XXXV, "Torres, Martín Alejandro c/ Carrascosa, Aldo s/ autorización para firmar carta poder - hoy ordinario," parecer reiterado más tarde en Comp. 340, L. XXXV, "Landa, Marcelo c/ Pietroboni, Armando y/u otro s/ accidente del trabajo" y Comp. 295, L. XXXV, “Pent de Martínez, Mabel Raquel c/ Pietroboni, Armando y otros s./ accidente de trabajo”.


    En las causas de referencia se hizo hincapié en la situación de los empleadores a la luz de lo previsto por el artículo 3° de la ley 24.557 y en la negativa de la relación de trabajo invocada por los actores, circunstancia -la primera- relevante en esta causa, pese al señalamiento por el demandante del 30.6.96 como fecha del distracto, habida cuenta del encuadre normativo verificado por éste, y en razón de lo establecido por el artículo 49, disposición adicional 52, ítems 1 y 2, de la L.R.T..  En el presente caso, empero, el reclamante nada dice sobre la condición de autoasegurado o no asegurado del empleador ni tampoco sobre su reconocimiento o negación de la relación laboral, ni provee razones por las que deba preterirse la intervención de las comisiones médicas previstas en los artículos 21, 22, 46, 50 y concordantes de la Ley de Riesgos del Trabajo y en sus normas reglamentarias. En tal situación, no habiendo el actor cumplido aún con la mencionada presentación ante las comisiones médicas, en este marco procesal, deviene abstracta la cuestión de competencia planteada, ello sin perjuicio de la instancia jurisdiccional que oportunamente pueda seguirse.


    Figueroa, Eva c/ Bagley S.A. s/ Ley 24.557


    COMP. 511, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Honorarios del perito. Cámara nacional de apelaciones. 


    Con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema.


    Sosa, Ana c/ Radio Victoria Fueguina S.A. s/ Despido


    COMP. 848, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Reinstalación en el puesto de trabajo. Salarios caídos. Municipalidad. Competencia laboral. 


    Conforme la jurisprudencia reiterada de ese Tribunal, a fin de determinar la competencia debe estarse al relato de los hechos que la aclara formula en su demanda (art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación) y al derecho que invoca como fundamento de su pretensión. En este juicio deducido contra el Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires, continuador, prima facie, de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, se pretende la reinstalación en su cargo del actor y el pago de los salarios caídos, con fundamento en las normas de la Ley 23.551 de Asociaciones Sindicales. En ese marco, el artículo 20 de la ley 18.345 dispone: " ...Serán de la competencia de la Justicia Nacional del Trabajo, en general, las causas contenciosas en los conflictos individuales de derecho, cualesquiera fueren las partes- incluso la Nación, sus reparticiones autárquicas, la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires y cualquier ente público- por demandas o reconvenciones fundadas en los contratos de trabajo, convenciones colectivas de trabajo, laudos con eficacia de convenciones colectivas, o disposiciones legales o reglamentarias del derecho del trabajo...”. El artículo 21, apartado a), prevé, a su turno, la misma competencia, en "...las causas en las que tenga influencia decisiva la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho del trabajo..."; y, finalmente, el artículo 63, ítem 1°, apartados a), b) y e), de la ley 23.551, remite a los jueces con competencia laboral cuando se trate de las acciones previstas en los artículos 47, 52 y 53 de su dispositivo. A este respecto, no es ocioso poner de resalto que la justicia nacional ordinaria de la Ciudad de Buenos Aires...mantendrá su actual jurisdicción y competencia continuando a cargo del Poder Judicial de la Nación...”, como se enfatizó en "Albano", en la que se hizo hincapié en la ratificación de la organización jurisdiccional existente, la que, merece remarcarse -aun cuando esta sea la de mayor amplitud- no se refiere sólo a la del artículo 43, ítem a), del decreto-ley 1285/58, sino que atañe también a la de la ley 18.345, igualmente establecida en ciertas hipótesis respecto de la Comuna capitalina al tiempo de dictado de la ley 24.588. En consecuencia, atendiendo a los hechos expuestos en la demanda, a la naturaleza laboral de la previsión invocada, a la especial versación en la disciplina del trabajo que la naturaleza del conflicto impone ya la específica atribución foral que establece en la materia la ley 23.551, debe estarse aquí a la competencia del fuero del trabajo, puesto que, como tuvieron ocasión de señalarlo los jueces Petracchi y Bacqué en el precedente registrado en Fallos: 310:1890, nos hallamos ante disposiciones que atribuyen a otro fuero de manera expresa el conocimiento de determinadas causas en las que el Municipio de la Ciudad de Buenos Aires es parte; ello es así, claro está, con relación a la competencia originaria y genérica del fuero civil establecida respecto de esa Comuna.


    Soto, Alberto Sabino c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Juicio sumarísimo


    COMP. 572, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Reintegro de aportes y contribuciones. Justicia nacional del trabajo. Competencia laboral. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 77. XXXV. "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento".


    Pagani, Elberto Ernesto y otros c/ YPF Yacimientos Petrolíferos Fiscales


    COMP. 706, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Indemnización por accidente de trabajo. Competencia ordinaria. 


    Tiene reiteradamente dicho el La Corte, que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecúe a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión.  En base a ello, debe destacarse que el actor realiza su presentación en reclamo de una indemnización por accidente laboral y no con el propósito de objetar el dictamen de la comisión médica que le asignó un porcentaje de incapacidad. De ello se desprende que su voluntad estuvo dirigida a dejar de lado la vía primero emprendida ante la comisión médica, basada en la ley n° 24.557, e iniciar un nuevo redamo, sin perjuicio de reconocer como pago a cuenta lo abonado por la aseguradora mencionada en aquella sede. En ese contexto, basa su pretensión en diversas disposiciones del derecho común previo plantear la inconstitucionalidad de normas de la ley n° 24.557, entre las que destacan, precisamente, las que eximen a los empleadores de responsabilidad civil y las que prescriben la competencia federal para entender en causas relativas a los riesgos del trabajo. Tales circunstancias llevan a sostener que la controversia procede se resuelva a favor de la jurisdicción apta para conocer en el reclamo de fondo, con arreglo a lo expuesto en el precedente de Fallos: 322:323.


    Albornoz, José c/ Municipalidad de Villaguay y otra accidente de trabajo


    COMP. 985, XXXVI, 19 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Competencia laboral. 


    Cabe resolver esta cuestión a la luz de la doctrina que surge del fallo de la causa Comp. 265, L. XXXVI, “Zabielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Paiva, Armando y otros c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguro s/ Diferencia cobro de fondo complementario


    COMP. 229, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Indemnización por accidente de tránsito. Relación de dependencia. Competencia laboral. 


    En las presentes actuaciones se suscitó un conflicto de competencia que debe dirimir la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708. En primer lugar, debe señalarse, como tiene reiteradamente dicho la Corte, que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. Por lo que, subsistente el precepto del artículo 20 de la L.O. y encontrándose frente a un infortunio suscitado en el marco de una relación de trabajo, que tiene por sujeto pasivo a un empleador y donde se reclama una reparación con amparo en disposiciones de derecho laboral y común, se estima que es la justicia laboral la llamada a entender en el asunto.


    Ruiz, Jesus Manuel c/ Transportes Rio Grande S.A. s/ Accidente – Ley 9688


    COMP. 465, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Suprema Corte de Buenos Aires. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 710, L. XXXVI, “Sarco, José Antonio c/ Manferro S.A. Enfermedad Accidente”.


    Serrudo Davila c/ Manferro S.A. Enfermedad Accidente


    COMP. 711, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas a las dictaminadas en la causa Comp. 84, L. XXXIV, “Palazzesi, Susana c/ E.N.CO.TE.S.A y otro s/ Despido”, resuelta por la Corte por sus fundamentos.


    En el caso, la circunstancia de ser demandada una persona no aforada, la Corte ha sostenido que, al haber sido citada como tercero una entidad nacional, surte el fuero federal, aun cuando ello conduzca a la intervención de personas no amparadas en el fuero de excepción y sin que quepan distinciones respecto del grado y carácter de tal participación procesal. Siendo la demandada una empresa del Estado Nacional, corresponde por imperio de lo previsto en los artículos 116 de la Constitucional Nacional y 2°, incisos 6 y 12 de la ley 48, entender en la presente causa la justicia federal.


    Benicasa, Mabel c/ Correo Argentino


    COMP. 557, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización por muerte del trabajador. Competencia laboral. 


    Cuestiones análogas a als consideradas en el fallo de la causa Comp. 562, L. XXXIV, "Navarro, Ricardo Jorge y otro c/ Expreso Becher - Rutas de Cuyos S.R.L. s/ Ordinario".


    Higuera Rodríguez, Mixsi Crix c/ Baleani, José s/ Laboral


    COMP. 80, XXXVI, 12 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 77, L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General.


    Tapia, Mario c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 648, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Competencia laboral. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 701, L. XXXIV, “Mariani, Javier Higinio y otros c/ Federación Argentina Trabajadores de Luz y fuerza s/ Reajustes varios” y Comp. 266, L. XXXV, “Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/Cobro de aportes o contribuciones”.


    Resultan aplicables al caso las pautas para la radicación de las causas que reglamentó la Corte Suprema de Justicia de la Nación mediante la acordada N° 75/96, punto 2°.


    Sánchez, Héctor Elvio c/ Administración Nacional de Seguridad Social


    COMP. 652, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Despido sin causa. Indemnización. Asociaciones sindicales. Cuestiones de hecho y prueba. 


    Corresponde que la alzada examine la posible contribución causal de los actores en la generación del daño - llegado el caso, inclusive, el grado de influencia causal de cada responsabilidad (arts. 1109, pár. 1°, y 1111 del C. Civil) - y aprecie su eventual virtualidad para modificar las conclusiones a las que arribaron los jueces de la causa.


    Prada, Enrique y otro c/ Asociación Bancaria (Sociedad de Empleados de Banco)


    P. 282, XXXIV, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Demanda laboral


    Ejecución de créditos laborales. Confederación General del Trabajo. Régimen de consolidación de deudas. Interpretación de la ley. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Regulación de honorarios. Discrepancia del recurrente. 


    Remisión al fallo de la causa "Obras Sanitarias de la Nación c/ Confederación General del Trabajo".


    Conforme a la orientación interpretativa del precedente de la referencia, el crédito cuyo cobro se persigue, solo surgió a cargo del Estado Nacional como consecuencia del dictado del decreto 1997/93, que incluyó en la subrogación prevista por la ley 23.530, las obligaciones, derechos y acciones de la Confederación General del Trabajo, emergentes de los procesos judiciales incoados contra la Empresa Editorial de su propiedad, entre los cuales, se encuentra el presente juicio.  La Corte dejó establecido, al haber asumido el Estado las obligaciones reclamadas con posterioridad a la fecha de corte fijada por la ley 23.982, no se justifica la incorporación del crédito en cuestión dentro del régimen de la consolidación.  El agravio sobre la extemporaneidad del planteo de consolidación no modifica el criterio precedentemente expuesto, desde que, la genérica declaración del juez de primera, instancia en el sentido de que "los créditos emergentes del presente se encuentran alcanzados por las prescripciones de las leyes 23982 y 19 de la ley 24.624", cuyo sentido quedó determinado en los pronunciamientos correspondientes, de ninguna manera puede interpretarse, dada la variedad de aspectos que comprende el primero de dichos preceptos, una decisión definitiva sobre los aspectos que se traen a debate con motivo de la liquidación y respecto de los cuales la recurrente ha ejercido en forma plena su derecho de defensa en juicio.  En cuanto a las costas, no se encuentra razón alguna para que las mismas merezcan un tratamiento diferente al del Crédito principal, por lo que tampoco se encuentran alcanzadas por la consolidación prevista en la ley 23.982.  Por lo demás, el Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas como regla a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia. También tiene dicho, que sólo se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando no se han considerado los argumentos oportunamente planteados, o la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, ninguno de cuyos supuestos concurre en el sub-lite. En efecto, se advierte que los agravios del recurrente reiteran asertos ya vertidos en instancias anteriores, y que, tanto en lo relativo a la consideración del monto del proceso en orden a la inclusión o no de los intereses en la base regulatoria, como a su diferenciación con la actualización monetaria, han encontrado suficiente y fundado tratamiento en la sentencia de Cámara, cuyos términos no son adecuadamente rebatidos por apelante, toda vez que las críticas que ensaya, además de ser reiterativas, sólo aducen diferencias de criterio con el juzgador, que no bastan para descalificar el pronunciamiento como acto jurisdiccional válido.


    Sindicato de Prensa de la Provincia del Chaco c/ Diario El Territorio s/ Demanda Laboral


    S. 960, XXXV, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Despido


    Contrato de trabajo. Sentencias. Falta de fundamentación. Defensa en juicio. Debido proceso. Sentencia arbitraria. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa. En particular, ha manifestado, que las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por sus extremos de hecho, prueba derecho común y procesal, a la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48. No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos Judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, al decir del Alto Cuerpo, no se orienta, exclusivamente a contribuir a mantener el prestigio de la magistratura, sino que procura la exclusión de decisiones irregulares, y que no se satisface en circunstancias en que se omite la consideración de elementos conducentes para la adecuada solución del caso o se interpretan las normas en términos que equivalen a su virtual prescindencia. Cabe dejar sin efecto la sentencia que desechó existieran elementos de orden probatorio que autorizaran a desvirtuar la presunción, y carece de fundamentos suficientes que lo avalen, debiendo, por ende, invalidarse, posibilitando así el examen en la segunda instancia de la eventual virtualidad de esa documental para alterar las conclusiones a las que arribó el magistrado de grado. Los principios constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso a los que acude el quejoso, así lo exigen.


    Lamborbada, Fernando Roberto c/ Transportes Benoza S.R.L. s/ Despido


    L. 312, XXXIV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Ley de empleo. Ley de contrato de trabajo. 


    La Corte descalificó un fallo de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, que soslayó las previsiones del artículo 245, párrafo 3°, de la Ley de Contrato de Trabajo, en la redacción del artículo 153 de la Ley Nacional de Empleo, pues, pese a haber advertido que el actor no se hallaba amparado por un convenio colectivo, omitió aplicar el precepto que contempla dicha situación y en su reemplazo, decidió calcular la indemnización con prescindencia del tope legal. Más tarde, en la causa G. 582, L XXXIII, "Génova, E M. c/ Televisión Federal S.A.", puntualizó que la a quo restringió indebidamente el ámbito de aplicación de la disposición, pues "el personal jerárquico está comprendido entre aquellos trabajadores no amparados por convenios colectivos de trabajo, por lo cual queda igualmente alcanzado por la limitación".  En la causa, si bien la alzada critica la extensión al actor del tope basado en el salario promedio del convenio n° 68/89 y, de hecho, finaliza calculando la indemnización con prescindencia del tope legal establecido en el precepto examinado, lo hace previo declarar la inconstitucionalidad de la disposición correspondiente de la Ley de Contrato de Trabajo, a diferencia de lo que, en estricto, sucedía en los precedentes anteriores. La suposición de que la garantía del artículo 14 bis de la Norma Fundamental consiste en un cierto equilibrio -proporcionalidad dice aquí la a quo- entre el resarcimiento y la retribución del trabajador despedido -que la Sala, en el caso, juzga razonable se sitúe en alrededor de un 70 % del salario- constituye una afirmación sin sustento y, por lo mismo, un exceso en el ejercicio de las facultades judiciales en desmedro de la que la Constitución asigna al Congreso, que priva de validez al fallo recurrido.


    Tala, Julio César c/ Baker Hughes S.A. y otro s/ Despido


    T. 55, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad solidaria. Contrato de trabajo. Derecho de propiedad. Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. 


    No son factibles de ser revisados por la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, los pronunciamientos judiciales, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa. Las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por sus extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal, a la vía establecida en el art. 14 de la ley 48. Es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados, exigencia que, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares. No son fundados aquellos pronunciamientos judiciales que prescinden inequívocamente de la solución prevista en la ley o no proveen un análisis razonado de problemas conducentes para la correcta dilucidación del pleito. El pronunciamiento no provee un tratamiento adecuado a la causa y al derecho aplicable. La omisión de una correcta exégesis de las normas invocadas y el apoyo en pautas de excesiva lasitud constituyen causales de procedencia de la apelación, ya que redundan en menoscabo de la adecuada fundamentación exigible a las sentencias judiciales y lesionan, por ende, el derecho de defensa en juicio de la impugnante. La Corte al abordar la cuestión relativa al alcance que cabe conferir al artículo 30 de la Ley de Contrato de Trabajo, ha señalado que la solidaridad establecida por dicho precepto, se refiere a las empresas que, teniendo una actividad propia normal y específica o habiéndose encargado de ella, estiman conveniente no realizarla por sí en todo o en parte, sino encargar a otra u otros esa realización de bienes o servicios. Para que nazca esa solidaridad es menester que una empresa contrate o subcontrate servicios que complementen o completen su actividad normal; debe existir una unidad técnica de ejecución entre la empresa y su contratista, conforme a la implícita remisión que hace la norma en debate al artículo 6 del mismo ordenamiento laboral. Dijo también que ello debe determinarse en cada caso, atendiendo al tipo de vinculación, a la asunción de los riesgos empresariales y a las circunstancias particulares que se hayan acreditado. No obstante, la Corte ha sentado igualmente ciertas pautas de orden general, entre las que merece destacarse la que detalla que toda norma o interpretación que obligue al pago de una deuda en principio ajena, adolece de una fuerte presunción de inconstitucionalidad por agraviar la intangibilidad del patrimonio, extremo al que nada obsta que en la tutela de créditos laborales el intérprete deba extremar su cautela frente a las hipótesis de fraude o de insolvencia, puesto que ello no debe serlo a riesgo de poner en tela de juicio otros derechos también garantizados constitucionalmente, dado que lo anterior podría conducir a debilitar la confianza en el régimen legal como sistema de contrapesos destinado a otorgar seguridad a las relaciones económicas, entre otras. Y es que la asignación de responsabilidad no ha sido establecida por la ley sin más requisito que la noción de que algunas actividades resulten coadyuvantes o necesarias para el desenvolvimiento empresario, puesto que si tamaña amplitud fuera admitida mediante la interpretación judicial, caería en letra muerta no sólo el texto legal sino la posibilidad cierta de que más empresas asuman los riesgos propios del desarrollo económico; aspecto cuya consideración no puede omitirse, pues no cabe prescindir de las consecuencias que en modo natural derivan de un fallo toda vez que constituye uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la interpretación y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma. Máxime si el resultado de la interpretación deja plenamente vigente la debida tutela de los derechos del trabajador en los supuestos en que sus créditos, así como los de la seguridad social, puedan estar afectados. Por esos fundamentos y las graves consecuencias que derivan de la extensión de la responsabilidad a terceros ajenos en principio a la relación substancial, la Corte requirió la comprobación rigurosa de los presupuestos establecidos en el artículo 30 de la Ley de Contrato de Trabajo. La amplitud de las pautas consideradas por la Sala a quo –la de incluir entre las actividades también alcanzadas por el art. 5 de la LCT, aquellas que, aun cuando accesorias o secundarias, se encuentran integradas habitual y permanentemente con la principal del establecimiento, al punto de casi complementarse- soslaya la apreciación rigurosa de los presupuestos del artículo 30 de la Ley de Contrato de Trabajo y el escrutinio estricto de los recaudos legales que condicionan la obligación de garantía de un tercero que la Corte encareció en el precedente registrado en Fallos: 316:713. A ello se añade que en el sub examine se encuentra acreditado que la actividad de la Sociedad Rural consiste, básicamente, en la defensa, fomento y promoción de todo lo concerniente al patrimonio agropecuario del país; mientras que la de la principal se orienta a la prestación de servicios gastronómicos, tanto en la exposición agropecuaria, como allende a su transcurso y, aun, en beneficio de terceros extraños a la persona de la codemandada, según admitieron los actores; lo que desautoriza -prima facie- a colegir se haya configurado una hipótesis de prestación por un tercero de una “actividad normal y específica propia del establecimiento...”, en el marco de una "...unidad técnica de ejecución...” entre una empresa y su contratista. El criterio de la alzada prescinde de que no basta a efectos de la asignación de responsabilidad solidaria, la índole “coadyuvante" de la actividad para el desenvolvimiento empresario, marco en el que, en el mejor de los casos, cabría situar a aquella “no fundamental”, destinada a proveer, en el decir de la alzada, “... al público asistente y a los propios socios de la entidad ruralista una serie de servicios encaminados a brindar una estada gratificante...”. Máxime, cuando también se ha acreditado que los actores eran dependientes de la empresa gastronómica, sin vinculación laboral propia con la Sociedad Rural y cuando no se ha alegado ni probado que exista vinculación y/o participación económica o jurídica entre las accionadas, más allá de la concesión.


    Escudero, Segundo Rosas y otros c/ Nueve A S.A. y otros s/ Despido


    E. 119, XXXIV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Empleo público


    Extinción de la relación funcional. Prescindibilidad. Indemnización. Daños y perjuicios. Nulidad. Actos administrativos. Sentencia arbitraria. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. 


    Si no se perseguía el resarcimiento de los daños y perjuicios irrogados por la baja dispuesta por un acto administrativo que luego fue declarado nulo sino que se intenta obtener, por un lado, la indemnización prevista por la ley 21.274 y, por otro, la que corresponda por la falta de oportuno cobro de dicha reparación, al interpretar que el actor había solicitado la reparación de daños, el a quo introdujo de oficio un tema no planteado e incurrió, en consecuencia, en exceso de jurisdicción.  El pronunciamiento judicial que desconoce o acuerda derechos no debatidos en la causa es incompatible con las garantías de los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional, pues los jueces no pueden convertirse en intérpretes de la voluntad implícita de una de las partes sin alterar, de tal modo, el equilibrio procesal de los litigantes en desmedro de la parte contraria. Corresponde realizar una declaratoria sobre el punto efectivamente disputado, en razón de que, cuando está en discusión el alcance que cabe asignar a una norma de derecho federal, la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o del a quo. La ley 21.274 está claramente dirigida al personal que hubiera sido dado de baja por un acto de prescindibilidad, a quienes el Estado indemniza con un monto tarifado, que se fija en función del espíritu que anima a las normas de racionalización administrativa y nada tiene que ver con la reparación del perjuicio efectivamente producido por la privación del empleo, con fundamento en un acto declarado nulo. Para obtener el pago de la indemnización, se requiere -como presupuesto- la existencia de un acto de prescindibilidad válido, extremo que no acontece en el sub examine, puesto que, precisamente, el acto impugnado por el actor en su oportunidad fue declarado nulo y, por lo tanto, debe considerarse como si nunca hubiese existido. La falta del presupuesto válido para la procedencia del resarcimiento previsto por el art. 4° de la ley 21.274 obsta, a su vez, a la viabilidad de indemnización por la falta de su cobro, atendiendo a la estrecha vinculación que se verifica entre ambos conceptos.


    Gutiérrez, Pablo Eulogio c/ Universidad Nacional de Tucumán


    G. 157, XXXIV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización


    Responsabilidad solidaria. Sociedad de responsabilidad limitada. Trabajador. Empleador. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Igualdad ante la ley. Derecho de propiedad. Defensa en juicio. Jerarquía de las leyes. Derechos del trabajador. Derecho de los beneficios de la seguridad social. Denegatoria del recurso. 


    Cabe resaltar, conforme lo ha señalado reiteradamente la Corte que no constituye arbitrariedad la circunstancia de que el Tribunal apelado haya dado preferencia a determinado elemento probatorio sobre otro, como así tampoco las discrepancias del apelante, respecto de la ponderación de las pruebas efectuadas por los jueces de la causa. Máxime, cuando el resto de las probanzas son coincidentes con las evaluadas. Asimismo la Corte, al abordar la cuestión relativa al alcance que cabe conferir al artículo 30 de la Ley de Contrato de Trabajo, ha señalado que la solidaridad establecida por dicho precepto, se refiere a las empresas -organización y gestión propia que asume los riesgos, obligaciones y responsabilidades- que, teniendo una actividad propia normal y específica; o habiéndose encargado de ella, estiman conveniente no realizarla por si en todo o en parte, sino encargar a otra u otros esa realización de bienes o servicios. Para que nazca esa solidaridad, precisó más tarde, es menester que una empresa contrate o subcontrate servicio que complementen o completen su actividad normal, cualquiera sea el acto que le dé origen, en dicha circunstancia deben exigir el adecuado cumplimiento de las normas del derecho del trabajo y la seguridad social y son solidariamente responsables por tales obligaciones durante la vigencia del contrato de trabajo o al tiempo de su extinción; debe existir una unidad técnica de ejecución entre la empresa y su contratista, conforme la implícita remisión que hace la norma en debate al artículo 6 del mismo ordenamiento laboral. Dijo también que ello debe determinarse en cada caso, atendiendo al tipo de vinculación a la asunción de los riesgos empresariales y a las circunstancias particulares que se hayan acreditado. No dimana, de la sentencia recurrida que el a quo se haya apartado de las probanzas de autos o de lo prescripto por la normativa laboral vigente sino que, por el contrario, de ella se desprende la razonabilidad de la interpretación y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma. Máxime -conforme enfatizara la Corte- si el resultado de la interpretación deja plenamente vigente la debida tutela de los derechos del trabajador en los supuestos en que sus créditos, asl como los de la seguridad social, puedan estar afectados.


    Dubo Pedernera, Carlos Alberto y otro c/ Jozami, Alfredo y otro


    D. 22, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Adicionales de remuneración. Adicional por zona. Liquidación. Convenios colectivos de trabajo. Cuestiones de hecho. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho y derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o su error, resultan suficientes para sustentada e impiden su descalificación como acto judicial. Ha manifestado que las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por sus extremos de hecho, prueba, derecho común y procesal, a la vía establecida en el artículo 14 de la ley 48; y que la aplicación de normas de un convenio colectivo y la interpretación que cabe acordarle a sus términos son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propias de los jueces de la causa y ajenos a la instancia extraordinaria; parecer, incluso, que se ratificó aun en la hipótesis de un reconocimiento opinable de los derechos del actor, en tanto que lo decidido no excedió las facultades propias de los jueces del caso. También ha encarecido, en este marco, la índole particular que atañe a la creación pretoriana de la doctrina de la arbitrariedad, la que, al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema. La recurrente opone una imputación de dogmatismo y acusa al fallo de apartarse de las constancias del caso y de las normas conducentes para su solución, limitándose, empero, a conjugar una apreciación de sus motivos meramente contraria a la del pronunciamiento, lo que no posee entidad como para pretender su descalificación, desde que por la misma, finalmente, se reduce a discrepar con sus razones, con una serie de argumentos que, más allá de su acierto o error, distan de evidenciar que aquél hubiese incurrido en un error de la gravedad necesaria como para invalidado. A ello se agrega, que se trata de agravios que reiteran de su lado dogmáticamente otros ya vertidos previamente, sin añadir una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos dados para desecharlos. Con arreglo a la jurisprudencia de la Corte, debe obrarse con cautela para arribar a la denegatoria de beneficios reconocidos por normas laborales. Ello es así, puesto que, siempre al decir del Alto Tribunal, es menester tener en cuenta que el trabajo humano posee características que imponen su consideración con criterios propios que, obviamente, exceden el marco del mercado económico y que se apoyan en principios de cooperación, solidaridad y de justicia. La demandada no logra poner en evidencia que el fallo de la Alzada que, al confirmar la de primera instancia, dejó firme la condena en concepto de diferencias salariales por incorrecto cálculo del “adicional por zona desfavorable”, se haya apartado indebidamente de pautas hermenéuticas tanto generales, como otras propias, del ámbito normativo específicamente comprometido de modo de conducir a un resolutorio susceptible de descalificación jurisdiccional. Si bien debe admitirse que de la lectura de la cláusula 8a, 2° párrafo, del acta acuerdo del 17 de septiembre de 1992, se desprende una remisión implícita a lo establecido en la resolución del Directorio del Banco de la Nación Argentina del día 12 de mayo de 1992, puesto que fue en ella en que se establecieron "los valores que cada agente involucrado percibía al 31 de agosto de 1992, con la reducción implícita efectuada a través de la determinación diferencial del complemento voluntario otorgado desde el 1° de marzo de 1992”; no cabe en cambio, pretender que emerge de su tenor, pese al esforzado intento en tal sentido desplegado por el aquí quejoso, una inteligencia como la propuesta por la citada entidad bancaria en la causa. Ello es así, toda vez que no se demuestra, en el marco suministrado por la resolución de directorio del 12 de mayo de 1992, que una tangencial referencia al adicional por zona desfavorable, limitada a los agentes bancarios cuyas remuneraciones igualen o superen determinados márgenes, establecida a los fines del cómputo diferenciado para dicha hipótesis del complemento remunerativo voluntario," autorice a colegir una modificación general del régimen relativo al adicional del artículo 25 del Convenio Colectivo del Trabajo n°18/75. Máxime, cuando la propia demandada en ocasión de contestar la demanda, admitió que en realidad el sistema funcionó utilizando el complemento como variable de ajuste, "pues se continuó liquidando el adicional por" zona desfavorable conforme a los criterios que se venían utilizando y se ajustó el complemento a la suma necesaria para arribar al nuevo valor de la categoría" y cuando, como señaló la alzada, la propia resolución establece que el "complemento remunerativo voluntario" no incidirá en el cálculo de ningún concepto salarial”. En modo alguno logra ponerse en evidencia que del marco normativo precitado, dimane un mecanismo de cálculo del adicional, conclusión que se impone situados aún en la perspectiva de una interpretación que se admita dubitable de la cláusula 8a del acta de septiembre de 1992.  Ello es así, toda vez que aún en caso de duda, en materia laboral, debe prevalecer aquel criterio que sea favorable al trabajador, como tuvo ocasión de expresarlo la Corte varios precedentes.


    Tursi, Vicente c/ Banco de la Nación Argentina


    S. 151, XXXIV, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Contrato de trabajo. Ley de contrato de trabajo. Despido con causa. Extinción del contrato de trabajo. Comunicación de la causa del despido. Injuria laboral. Derivación no razonada del derecho vigente. Apartamiento de las constancias de la causa. Procedencia del recurso. 


    El Tribunal tiene establecido que, si bien, en principio, la interpretación y aplicación de las normas de derecho común, no dan lugar a cuestión federal que justifique la intervención de la Corte por la vía del art. 14 de la ley 48, corresponde hacer excepción a dicho principio cuando, como en el caso, la solución a la que arribó el tribunal de segunda instancia, no puede ser considerada aplicación razonada del derecho vigente en relación con las circunstancias comprobadas de la causa.  La Corte ha sostenido que la obligación de notificar las causas del despido y no poder modificar éstas en juicio, responde a la finalidad de dar al dependiente la posibilidad de estructurar en forma adecuada la defensa, pues se trata del basamento mismo para que los preceptos contenidos en el artículo 18 de la Constitución Nacional puedan hallar plena vigencia en la solución del conflicto a desarrollarse. Empero, el detalle de esa información sobre las causas no puede importar un formulismo taxativo, ya que de interpretarse de tal modo la norma inferior, se arribaría al extremo no deseado de cercenar el debate judicial, con la consiguiente lesión de los preceptos constitucionales invocados. El a quo no ha ponderado debidamente que el concepto de injuria responde a un criterio objetivo que se refleja en el incumplimiento inmotivado de las obligaciones emergentes del contrato de trabajo, ni ha hecho una adecuada aplicación de las normas jurídicas pertinentes en atención a los hechos probados de la causa y no desvirtuados en las alegaciones de la actora.


    Vera, Daniel c/ Droguería Saporiti S.A. Comercial Industrial Financiera Inmobiliaria y Agropecuaria


    V. 107, XXXV, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Demanda laboral. Defectos en la fundamentación normativa. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Ha reiterado la Corte, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, al decir del Alto Cuerpo, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares que afecten el servicio de justicia, el que no se satisface en circunstancias en que se evidencia que las decisiones atacadas no proveen un análisis razonado de cuestiones conducentes para la correcta dilucidación del pleito.


    Cuneo, José c/ El Hogar Obrero


    C. 724, XXXIV, 11 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Derecho laboral. Rubros indemnizatorios. Cuestiones de competencia. Denegatoria del recurso. 


    Es deber señalarse que, al pronunciarse sobre la relación existente entre el efecto diferido de los recursos de apelación y el alcance de las sentencias a la luz de lo previsto por el artículo 14 de la ley 48, la Corte ha establecido que la resolución de la alzada, que reconoce tal efecto y restituye las actuaciones al tribunal de origen hasta su oportunidad, no reviste condición definitiva, toda vez que no pone fin al pleito, impide su prosecución ni causa un gravamen de insusceptible reparación ulterior; sin que la invocación de cláusulas de índole constitucional excuse aquél requisito cuando los agravios pueden encontrar remedio en las propias instancias. A fin de determinar la competencia debe atenderse de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda regla que, en principio, se entiende extensible a hipótesis como la presente de competencia internacional.


    Martorana, Ricardo Orfirio c/ International Business Machines Corporation y otros


    M. 660, XXXV, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Empleo público. Asociaciones sindicales. Reducción salarial. Justicia nacional del trabajo. Medidas cautelares contra el Estado. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravedad institucional. Presunción de legitimidad. Intereses colectivos. Verosimilitud del derecho invocado. Apartamiento de la doctrina de la corte. Peligro en la demora. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El agravio relativo a la falta de competencia del fuero laboral para resolver en el sub lite no puede prosperar, por aplicación de la constante jurisprudencia de la Corte que señala que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no constituyen, en principio, sentencia definitiva que habiliten la instancia extraordinaria salvo que exista denegatoria del fuero federal, circunstancia que no se configura en el caso, toda vez que, según tiene también declarado en forma reiterada la Corte, en el ámbito de la Capital Federal todos los jueces son nacionales. Máxime cuando el art. 16 de la Ley 16.986, con el objeto de evitar el planteamiento de defensas o excepciones previas, que obstaculicen la celeridad del trámite que debe imprimirse a estas causas prohíbe, a las partes, articular cuestiones de competencia. Es conocida y reiterada la doctrina de la Corte que señala que las resoluciones sobre medidas cautelares, sea que las ordenen, modifiquen o levanten, tampoco revisten, en principio, carácter de sentencias definitivas en los términos que exige el art. 14 de la Ley 48 para la procedencia del recurso extraordinario. Sin embargo, el principio cede cuando aquéllas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior. La resolución recurrida es asimilable a definitiva, toda vez que, al disponer la suspensión de la rebaja salarial dispuesta por el Decreto N° 430/00, no sólo ocasiona un perjuicio irreparable al Estado, por las erogaciones que irroga, sino que afecta el normal funcionamiento de las restantes prestaciones a cargo de aquél, circunstancias que, permiten sostener que se configura una situación de gravedad institucional, a la vez que desconoce el principio de presunción de legitimidad de los actos estatales, que exige un examen estricto de los requisitos para el otorgamiento de las medidas cautelares y prescinde por completo de la doctrina de la Corte sobre la materia en discusión. La Cámara desestimo el planteo del demandado en cuanto a que se discuten meros intereses individuales o plurindividuales, cuya representación por parte de las entidades sindicales requiere el consentimiento, por escrito, de los interesados. El agravio del recurrente no puede prosperar, porque no logra rebatir los argumentos expuestos por el a quo para calificar de colectivos a los intereses involucrado en la presente acción. Cabe recordar que si bien, como lo ha sostenido la Corte, el dictado de aquel tipo de medidas no exige un examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido, pesa sobre quien las solicita la carga de acreditar la verosimilitud del derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que las justifiquen. Desde esta perspectiva, asiste razón al apelante en cuanto sostiene que no se verifican dichas circunstancias en el sub examine. El a quo consideró cumplido el primer requisito por las razones que indicó, pero sin reparar en que la Corte se había pronunciado recientemente en sentido contrario, al fallar en una causa que guarda sustancial analogía con la de autos. En efecto, in re G. 304, L. XXXIII, "Guida, Liliana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Empleo público", el Tribunal se expidió sobre la validez constitucional del Decreto N° 290/95 que, al igual que el aquí impugnado y con similares fundamentos, dispuso una reducción en las remuneraciones de los agentes públicos. La sentencia recurrida, al prescindir de la circunstancia aludida, que aparece conducente para determinar la falta de verosimilitud del derecho invocado por las actoras y que fue oportunamente planteada por el Estado demandado, es pasible de ser descalificada, por aplicación de la doctrina del Máximo Tribunal que indica que no obstante que la Corte Suprema sólo decide en los procesos concretos que le son sometidos, y su fallo no resulta obligatorio para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de confirmar sus decisiones a aquellas. De esa doctrina y de la de Fallos: 212:51 y 160, emana la consecuencia de que carecen de fundamento las sentencias de los tribunales inferiores que se apartan de los precedentes de la Corte sin aportar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición sentada por el Tribunal, en su carácter de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en su consecuencia especialmente en supuestos como el presente, en el cual dicha posición ha sido expresamente invocada por el apelante. La decisión de la Cámara, en cuanto consideró existente el periculum in mora, también carece de sustento válido, porque no tuvo en cuenta la doctrina de Fallos: 316:1833, en donde sostuvo la Corte que en cuanto atañe al segundo requisito, no se aprecia que aparezca configurado con claridad ni que el carácter alimentario del beneficio baste para obviar el tratamiento de otras facetas que resultan determinantes para la desestimación de la medida innovativa, sin aportar nuevos argumentos que desvirtúen su aplicación al sub examine.


    Asociación del Personal del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    A. 778, XXXVI, 21 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Exclusión de la tutela sindical. Cuestiones de hecho y prueba. Falta de fundamentación. Exceso ritual manifiesto. Debido proceso. Procedencia del recurso. 


    El debate involucra cuestiones de hecho y derecho procesal, en principio, ajenas a la vía extraordinaria y propias de los jueces de la causa, según jurisprudencia unánime y reiterada de la Corte. No obstante, también ha reiterado el Máximo Tribunal, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que estos sean fundados; circunstancia que no se evidencia cuando la decisión padece de un excesivo rigor formal y no confiere un tratamiento adecuado al asunto, acorde a las constancias del caso y a la normativa sobre la que se sustentó la pretensión.  Habiendo considerado probados los extremos facticos que se imputaron al dependiente, la conclusión de la Juzgadora relativa al carácter esencial de la falta de explicación de la medida a adoptarse una vez obtenida la exclusión de la tutela, se revela como el fruto de un excesivo ritualismo, incompatible con el adecuado servicio de justicia y las reglas del debido proceso.


    Cooperativa de Servicios Públicos Arbolito c/ Gáspari, Néstor


    C. 235, XXXIV, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral. Haber de retiro. Inconstitucionalidad. Igualdad ante la ley. Monto de la indemnización. Presentación extemporánea. Reforma legislativa. Facultades legislativas. Denegatoria del recurso. 


    No le asiste razón al quejoso en cuanto les reprocha, tanto al juez de primera instancia, como al a quo, el haber interpretado erróneamente el planteo de inconstitucionalidad interpuesto. Por el contrario, la cuestión fue estudiada adecuadamente, conforme los planteos de derecho que en su momento efectivamente formuló el demandante. En tal sentido, ambos son contestes en la improcedencia del reclamo efectuado sobre la base de una normativa que, a la fecha de baja del actor, no se encontraba vigente. El recurrente en su escrito de inicio peticionó por su incapacidad un haber de retiro mensual de conformidad con lo normado por los artículos 77 y 78 de la ley 19.101 en su texto original, planteando la inconstitucionalidad de la ley 22.511, con fundamento en los artículos 14 bis, 16 y 28 de la Constitución Nacional, en cuanto alteró el régimen prescripto por la citada en primer término, estableciendo, a su criterio, una manifiesta desigualdad entre los conscriptos inutilizados en y por actos de servicio con un grado de incapacidad superior al 66 por ciento o inferior a éste, al mantener para los primeros un haber de retiro mensual y vitalicio, y para los últimos una indemnización a percibir por única vez, no superior a treinta y cinco salarios de cabo proporcional al porcentaje de su padecimiento, por lo que peticionó se le aplicara la normativa vigente con anterioridad. Posteriormente introduce, “extra petita”, que la tacha de inconstitucionalidad por él interpuesta se circunscribía a la cuantía de la indemnización tarifada normada por el artículo 76, inciso 3), apartado c) de la ley 22.511, introduciendo un planteo de desigualdad que no surge probado -conforme lo advirtió con acierto el a quo- entre lo que les correspondía percibir a los conscriptos incapacitados en más o en menos de un 66 por ciento, pero en el marco de la propia ley, reiterando que no constituía una adecuada indemnización conforme el espíritu de ésta. Esto último fue así por cuanto advirtió, tardíamente, que el planteo originario efectuado, había sido ya resuelto en forma pacífica, reiterada y concordante por la Corte, a favor de la constitucionalidad de la ley 22.511, modificatoria de la ley 19.101; no ocurriendo lo mismo con la nueva tacha de inconstitucionalidad, cuya improcedencia y extemporaneidad resultan a todas luces manifiestas, por lo que debe ser rechazada en cuanto modifica lo peticionado en el escrito de inicio. Es jurisprudencia de la Corte que la diferencia existente entre las situaciones anteriores y posteriores a la sanción de un nuevo régimen legal no configura agravios a la garantía de igualdad, porque de lo contrario toda modificación legislativa importaría desconocerla, y no existe un derecho adquirido, al mantenimiento de leyes o reglamentaciones, de modo que las normas pueden ser reformadas o dejadas sin efecto como consecuencia del ejercicio de las facultades propias del legislador.  La Corte ha sostenido que la impugnación de inconstitucionalidad no es pertinente cuando el fin con que se la persigue no es la inaplicabilidad del texto objetado, sino el restablecimiento de un régimen normativo derogado, lo cual es de incumbencia del legislador.  En cuanto a la diferencia que introduce la ley 22.511, según el grado de invalidez entre quienes perciben un haber de retiro mensual (disminución superior al 66 por ciento) y aquellos que sólo tienen derecho a una indemnización única (incapacidad inferior a dicho porcentaje), la misma encuentra plausible justificación en la circunstancia de que los comprendidos en el primer grupo quedan virtualmente impedidos para el trabajo de la vida civil, cosa que no ocurre con los que integran la segunda categoría, que conservan cierta aptitud relativa para enfrentar la actividad laboral por sus propios medios. El acierto o error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas, no son puntos sobre los que el Poder Judicial quepa pronunciarse, salvo en aquellos casos que trascienden ese ámbito de apreciación, para internarse en el campo de lo irrazonable, inicuo o arbitrario; circunstancias éstas últimas que no se observan en la distinción legislativa aquí cuestionada. No dimana de la sentencia recurrida que el a quo se haya apartado de la aplicación de la normativa vigente, ni mal interpretado la tacha de inconstitucionalidad efectuada por el actor. Por el contrario, de ella se desprende la razonabilidad de la solución propiciada y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma.


    Paz, Carlos c/ Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército)


    P. 76, XXXV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Denegatoria del fuero federal. Admisibilidad del recurso. Procedencia del recurso. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. N° 57, L. XXXIII, “Borghi, Emilia Gregoria c/ I.S.S.B. Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Despido” y Comp. N° 138, L. XXIV, “Talarico, Manuela c/ Clínica Privada Banfield y otro s/ Responsabilidad médica".


    Toledo, Sandra Elizabeth y otra c/ Obra Social de Conductores de Camiones Neuquén


    T. 199, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad solidaria. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Cabe resaltar, conforme lo ha señalado reiteradamente la Corte, que no constituye arbitrariedad la circunstancia de que el Tribunal apelado haya dado preferencia a determinado elemento probatorio sobre otro, como así tampoco las discrepancias del apelante, respecto de la ponderación de las pruebas efectuadas por los jueces de la causa. Asimismo el Máximo Tribunal, al abordar la cuestión relativa al alcance que cabe conferir al artículo 30 de la Ley de Contrato de Trabajo, ha señalado que la solidaridad establecida por dicho precepto, se refiere a las empresas -organización y gestión propia que asume los riesgos, obligaciones y responsabilidades- que, teniendo una actividad propia, normal y especifica o habiéndose encargado de ella, estiman conveniente no realizarla por sí en todo o en parte, sino encargar a otra u otros esa realización de bienes o servicios. Para que nazca esa solidaridad, precisó más tarde, es menester que una empresa contrate o subcontrate servicios que complementen o completen su actividad normal, cualquiera sea el acto que le dé origen, en dicha circunstancia deben exigir el adecuado cumplimiento de las normas del derecho del trabajo y la seguridad social y son solidariamente responsables por tales obligaciones durante la vigencia del contrato de trabajo o al tiempo de su extinción; debe existir una unidad técnica de ejecución entre la empresa y su contratista, conforme la implícita remisión que hace la norma en debate al artículo 6 del mismo ordenamiento laboral. Dijo también que ello debe determinarse en cada caso, atendiendo al tipo de vinculación, a la asunción de los riesgos empresariales y a las circunstancias particulares que se hayan acreditado.


    Ducet, Eduardo c/ Compañía Embotelladora Argentina S.A. y otro


    D. 274, XXXV, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Ley de contrato de trabajo. Beneficios previsionales. Intimación a jubilarse. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El debate involucra cuestiones de hecho, prueba, derecho procesal y común, todas ellas, en principio, ajenas a la vía del artículo 14 de la ley 48 y propias de los jueces de la causa, según jurisprudencia unánime y reiterada de la Corte, que sostuvo, en particular, que los asuntos entre empleados y empleadores que atañen a derechos que emanan de la relación de trabajo, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por tratarse de dichas cuestiones, a la instancia de excepción.  No obstante, también ha reiterado la Corte, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que no se satisface cuando las decisiones atacadas no proveen un análisis razonado de planteos introducidos oportunamente y conducentes para la correcta dilucidación del pleito o se interpretan normas en términos que equivalen a su virtual prescindencia.  En la causa, no se ha provisto un tratamiento apropiado a la cuestión relativa a la concesión del beneficio jubilatorio y a su falta de comunicación por el trabajador a la empleadora; ni a las consecuencias de la intimación prevista en el artículo 252 de la Ley de Contrato de Trabajo, norma con apoyo en la cual, finalmente, el accionado puso término a la relación laboral y sobre cuya base sustentó la aplicación del precepto del artículo 253, 2° párrafo, de dicha ley.


    Gómez, Ricardo c/ Consorcio de Propietarios del Edificio O' Higgins 1XXX


    G. 609, XXXV, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que las cuestiones atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias son por su naturaleza ajenas - como regla - a la apelación extraordinaria, así como, que la doctrina establecida acerca de la arbitrariedad es de aplicación especialmente restringida en la materia, y que la parquedad del auto regulatoria no comporta por sí sola, un supuesto de tal carácter. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de otro modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial. Ambos supuestos excepcionales concurren en el sub lite, toda vez que se alega que los honorarios fueron regulados en una proporción muy inferior a la que por ley y matemáticamente hubiera correspondido, mientras que el auto regulatorio no contiene fundamentos, ni alude a disposición legal alguna que permita referir las conclusiones a las cláusulas del arancel correspondiente. En la doctrina de Fallos: 308:1079, la Corte dejó establecido que es arbitrario el auto regulatorio que no ha considerado los argumentos oportunamente planteados a su consideración, y, en el caso de que se entendieran rechazados implícitamente, no hay fundamentos que permitan avalar la solución.


    Gómez, Noemí y otros c/ Dirección Nacional de Vialidad


    G. 580, XXXV, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remuneraciones accesorias. Propinas. Feriados. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    La quejosa arguye que el resolutorio es arbitrario y le asiste razón, por cuanto no provee un sustento adecuado a la decisión en crisis.  Por un lado, la a quo admite que la demandada considera estas propinas para liquidar rubros tales como aguinaldo, aportes previsionales, horas extras, etc., reconociéndoles, a esos efectos, carácter remuneratorio; y por el otro, rechaza que tal admisión tenga consecuencias sobre los feriados nacionales como se aduce en la demanda. El razonamiento no advierte que, por esa vía: 1) No se da cuenta de las razones del diverso tratamiento del mismo rubro en uno y otro caso. No contribuye a ese fin su aticipicidad en el sector público, puesto que ella impondría, en todo caso, una justificación cuidadosa de su exclusión del marco general de los artículos 113 y 166 de la Ley de Contrato de Trabajo -que, precisamente, contemplan el instituto- lo que no acaece en la presente causa; y, 2) Tampoco se da cuenta que, de hecho, al engrosar en los primeros ítems el rubro "caja de empleados" el importe del sueldo fijo, el Estado se convierte en el único "dador" de lo que proporcionalmente se acrecientan aquellos conceptos con su inclusión en la base de cálculo.


    Abadía, Ramón y otros c/ Lotería Nacional Sociedad del Estado


    A. 94, XXXV, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Jubilación anticipada. Incapacidad. Determinación de la incapacidad. Baremo. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas, como regla y por su naturaleza, a la vía de excepción intentada, ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. Ello es lo que ocurre en el sub-lite, por cuanto el sentenciador no ha ponderado, con el rigor que es menester, los agravios llevados por la actora para su consideración, lo que posteriormente motivó la presentación extraordinaria que nos ocupa. En efecto, el juzgador ha tomado su decisión sólo ponderando el grado de incapacidad asignado por el Cuerpo Médico Forense, sin hacerse cargo de la profesión, de la edad y de las posibilidades del actor de reinsertarse en el mercado laboral. En este orden de ideas, conforme lo expresado por la Corte en casos similares, el porcentaje de incapacidad para otorgar la jubilación por invalidez no es un requisito ineludible y puede ser dejado de lado sobre la base de ponderar razonablemente la posibilidad de sustituir la actividad habitual del afiliado con otra compatible con sus aptitudes profesionales. Asimismo, los jueces no se pronunciaron sobre el agravio del afiliado referido a que, por la fecha de su cese laboral, no resultaban aplicables para determinar el grado de su minusvalía las pautas fijadas en el baremo establecido por el decreto 1290/94.


    Peralta, Oscar c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    P. 338, XXXIV, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Cobro de sumas de dinero. Personal de la Prefectura Naval. Demanda laboral. Retiro obligatorio. Doctrina de la arbitrariedad. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios vertidos por el actor cuestionando en apariencia la interpretación y aplicación de normas de carácter federal, a los efectos de la concesión del recurso extraordinario impetrado se reducen, al planteo de objeciones que suscitan el examen de cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, no susceptibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48 máxime cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial. En tal sentido es criterio sustentado por la Corte que no procede la vía excepcional del recurso extraordinario, si los reparos del apelante sólo trasuntan sus discrepancias con el alcance acordado a la legislación aplicable a partir de la valoración de las circunstancias de hecho debatidas, aspectos que no autorizan la apertura de la vía excepcional intentada. Sin perjuicio de ello, toda vez que el actor apeló la sentencia, con sustento en la falta de fundamento jurídico del fallo de la Alzada, corresponde tratar, los agravios que atañen a la arbitrariedad, en el caso: falta de fundamentación, dado que de existir ésta, no habría en rigor, sentencia propiamente dicha. En este orden, constituye condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados, exigencia que al decir de la Corte, no se orienta exclusivamente a contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura sino que procura, fundamentalmente, la exclusión de decisiones irregulares. En tales condiciones, debe desestimase el recurso extraordinario fundado en la arbitrariedad del pronunciamiento, toda vez, que sólo trasunta la discrepancia del impugnante con el criterio del a quo en un punto de naturaleza no federal, cual es, la determinación de las cuestiones sobre las cuales los tribunales de alzada deben pronunciarse cuando conocen por vía de recursos concedidos ante ellos, extremo que, resulta a todas las luces insuficiente para invalidarlo.


    Segovia, Rubén c/ Prefectura Naval Argentina s/ Cobro de pesos


    S. 469, XXXV, 30 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Despido indirecto. Injurias graves. Resoluciones judiciales. Considerandos de la sentencia. Parte dispositiva. Error material. Principio de congruencia. Fundamentación de sentencias. Denegatoria del recurso. 


    Con arreglo a jurisprudencia reiterada de la Corte, si bien para establecer el alcance de la decisión que emana de un fallo, ha de atenderse a su parte dispositiva, no lo es menos que no debe prescindirse de sus fundamentos, pues toda sentencia constituye una unidad, en la que aquella parte no es sino la conclusión final y necesaria del examen de los presupuestos fácticos y legales tenidos en cuenta en su fundamentación, porque, como señaló a su vez el Máximo Tribunal en Fallos: 305:913 y 311:509, una sentencia constituye un todo indivisible en cuanto a la recíproca integración de su parte dispositiva con los fundamentos que la sustentan. En la especie, los miembros de la a quo examinaron si, el atraso en el pago de remuneraciones por la demandada, configuró una injuria de entidad tal como para justificar la ruptura de la relación de trabajo habida entre las partes, concluyendo el juez de primer voto en sentido afirmativo y en sentido contrario los demás. Empero tras señalar que se revocaba la sentencia “... con el alcance señalado precedentemente...”, los últimos magistrados dispusieron rechazarla demanda “... en todas sus partes...”, incurriendo así en un error material que no posee entidad como para conducir a la invalidación del pronunciamiento en esta instancia extraordinaria con sustento en una doctrina de excepción como la invocada. Y es que, si bien los anteriores subrayados muestran que no obstante que la redacción de la parte dispositiva, aislada de los considerandos, puede aparecer como incongruente o imperfecta, no se advierte, sin embargo, contradicción real o substantiva entre éstos y aquélla, toda vez que, constituyen una unidad que debe ser apreciada en su conjunto, con prescindencia de los meros excesos o errores materiales, máxime al no existir en el fallo elementos como para considerar que medió un propósito fundado y deliberado de revocar los rubros consentidos por la accionada, lo cual, hubiera sido nulo.


    Luján, Alicia c/ A.R.T. (S.A.)


    L. 361, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Fundamentación de sentencias. Doctrina de la arbitrariedad. Empresas del Estado. Privatizaciones. Ley de contrato de trabajo. Concesión parcial del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos 319:3071 y dictamen de la causa A. 868, L. XXXV, "Armoa, Rafael Alfonso el E.D.E.F.O.R. S.A. s/ Reclamo laboral".


    Es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares. También ha encarecido, en este marco, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que al decir del Alto Tribunal, no se prepone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley..." a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema. No surge de la sentencia recurrida que el a quo se haya excedido o apartado de los hechos y prueba producidos, como así tampoco que aquella sea infundada. Conforme reiterada jurisprudencia de la Corte, no constituye arbitrariedad la circunstancia de que el Tribunal apelado haya dado preferencia a determinado elemento probatorio sobre otro, como así tampoco las discrepancias del apelante, respecto de la ponderación de las pruebas efectuadas por los jueces de la causa. Máxime cuando dicha probanza no arroja luz sobre las situaciones controvertidas. No fue el actor quien no probó el haber sido transferido, sino que fueron las codemandadas quienes no le permitieron hacerlo, omitiendo, acompañar el anexo donde figuraba el personal traspasado y negándole al perito contable el legajo del causante, no probando tampoco ellas que dicha circunstancia no hubiese acontecido. No le asiste razón al quejoso en cuanto se agravia de que el fallo del a quo es arbitrario y sin fundamento; por el contrario, el mismo se ajusta a los hechos y probanzas y se encuentra fundado conforme a la normativa y jurisprudencia de la Corte. Es criterio de la Corte que en casos en que se redama una deuda de índole laboral, devengada con anterioridad a que se privatizara el servicio de telecomunicaciones, es aplicable la tutela que la Ley de Contrato de Trabajo otorga a los créditos laborales en ocasión de la transferencia de establecimientos, imponiendo respecto de las obligaciones correspondientes a aquéllos la solidaridad entre el transmitente y el adquirente. Entiende la Corte que la ley 23.696 contempla la vigencia de las instituciones del derecho laboral que tutelan al trabajador en los procesos de privatizaciones, y que, si bien con el dictado del citado cuerpo legal y su decreto reglamentario 1101/89, el objetivo del legislador ha sido impulsar un programa de privatizaciones tendiente a superar la grave crisis financiera del Estado, y a tal efecto le ha otorgado amplias facultades al Poder Ejecutivo, también aquel ha querido que en la ejecución de ese programa los trabajadores no dejen de estar amparados por las instituciones del derecho del trabajo, entre las que cobra una particular relevancia la que tutela el crédito laboral en el caso de transferencia de establecimientos. El Poder Ejecutivo no puede válidamente desconocer la aplicación en los procesos de privatización de lo dispuesto en los artículos 225 a 228 de la ley de Contrato de Trabajo pues ello implica transgredir el marco legislativo que el Congreso ha impuesto a la ejecución de la política de reforma del Estado y, por ende, importa quebrar el principio constitucional de la subordinación del reglamento a la ley.  No dimana de la sentencia recurrida que el a quo se haya apartado de la aplicación de la normativa vigente, de acuerdo con los antecedentes fácticos discutidos, y la jurisprudencia de la Corte en lo que es motivo de agravios. Por el contrario, de ella se desprende la razonabilidad de la solución propiciada y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma.


    Manoilov, Roxana Alicia y otros c/ ENTEL Residual y otro s/ Indemnización por fallecimiento


    M. 694, XXXIV, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Asegurador por riesgos del trabajo. Citación en garantía. Pronunciamientos judiciales. Falta de fundamentación. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    Ha reiterado la Corte, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; exigencia que no se satisface en circunstancias en que se evidencia que las decisiones atacadas no proveen un análisis razonado de cuestiones introducidas oportunamente y conducentes para la correcta dilucidación del pleito. En la causa, se omitió considerar las cuestiones relativas a la supuesta ausencia de cobertura de la demandada por la aseguradora y, en su caso, la ausencia de inclusión del actor en la nómina de personal cubierto durante el período de vigencia del seguro. Tales circunstancias fueron introducidas al contestar la demanda y sostenidas en ocasión de alegar, oportunidad, esta última, donde se puntualizan las constancias de donde emergerían acreditados dichos extremos. En esas condiciones, al no compartir la alzada el temperamento del inferior en orden a la prescripción del reclamo y considerar, seguidamente, admisible la demanda, debió examinar las defensas aducidas por la firma citada en garantía dada su eventual virtualidad para alterar las conclusiones del pronunciamiento emanado de la Sala.


    Soberon, Julio Ricardo c/ Viplastic S.A.


    S. 982, XXXV, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Ley de contrato de trabajo. Competencia. Sentencia no firme. Procedencia del recurso. Competencia laboral. 


    Cabe señalar que los agravios de la recurrente se dirigen a cuestionar únicamente la decisión del a quo en cuanto confirma el fallo de primera instancia que resolvió que la justicia laboral no resulta competente para entender en las acciones derivadas de la aplicación del artículo 75 de la ley de Contrato de Trabajo, conforme a las previsiones de la ley 24.028, cuestión ésta que, por principio, no es materia propia del remedio excepcional al no constituir la sentencia definitiva a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. Sin perjuicio de esta circunstancia y en la medida en que el largo tiempo transcurrido puede lesionar la correcta administración de justicia, se opina que la Corte podría hacer valer el acatamiento que se debe a su jurisprudencia recaída en esta materia en la causa Comp. 219, L. XXXI, “Jaimes, Juan Toribio”; y hacer lugar al recurso interpuesto disponiendo que la causa quede radicada en la justicia laboral.


    Ojeda, Ramona Ester c/ Acigras S.A. y otro s/ Indemnización Artículo 212


    O. 11, XXXV, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Infracciones laborales. Representación de personas jurídicas. Multa. Sustitución de la multa. Detención. Aplicación temporal de la ley. Ley penal más benigna. Retroactividad de la ley penal. Tratados internacionales. Procedencia del recurso. 


    Con arreglo a jurisprudencia de la Corte deben estimarse penales las multas aplicables a los infractores cuando ellas, en lugar de poseer carácter retributivo del posible perjuicio causado, tienden a prevenir y reprimir la violación de las pertinentes disposiciones legales; y que el carácter de infracción, no de delito, no obsta a la aplicación de las normas generales del Código Penal, como dispone el artículo 4° de ese ordenamiento. Las multas impuestas a la sociedad sumariada con fundamento en los artículos 4, 6 y concordantes de la ley n° 18.694 y en la ley 18.695, obedecieron al incumplimiento de las previsiones establecidas en los artículos 128 y 150 de la Ley de Contrato de Trabajo y en el artículo 1° de la ley 23.041 -dec. reg. N° 1078/84- (Ellas condujeron, conversión mediante, al arresto cuya revisión se persigue). Tales infracciones -derogada la ley 18.694- no han sido, sin embargo, desincriminadas puesto que, con arreglo a las prescripciones de los artículos 1, 2 y 3 del "Régimen General de Sanciones por Infracciones Laborales", aquellas conductas continúan siendo tipificadas en términos de infracciones a la normativa laboral y sancionadas con arreglo a lo previsto en el artículo 5 del nuevo ordenamiento. No obstante, la ley 25.212 no reprodujo la sanción consistente en la conversión de la multa en arresto, como lo establecían los arts. 9 de la ley n° 18.694 y 12 de la ley 18.695 (esta última respecto de los representantes de las personas de existencia ideal), limitándose, en esta última hipótesis, a establecer la responsabilidad solidaria de la entidad sumariada y de los directores, gerentes, síndicos, administradores, mandatarios, representantes o miembros del consejo de vigilancia que hubiesen intervenido en el hecho que motivó la sanción. Dicha norma -no es ocioso señalarlo- aún no se hallaba en vigor en la ocasión. En tales condiciones y en ausencia de una disposición que reproduzca o mantenga aquella conversión respecto de los representantes de los sujetos de existencia ideal, deviene aplicable el principio de la retroactividad penal benigna en favor del quejoso, en tanto que la modificación o derogación introducida por la mencionada ley 25.212, importó la supresión legal de la pena impuesta, oportunamente, al apelante, la que, de ser mantenida, importaría vulnerar aquél principio receptado en tratados internacionales con jerarquía constitucional.


    Ministerio de Trabajo c/ Estex S.A. s/ Sumarios Ministerio de Trabajo


    M. 560, XXXVI, 20 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Tope indemnizatorio. Ley de contrato de trabajo. Convenio colectivo de trabajo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión a fallos: 320:2665.


    Licanic, Juan c/ Volpinos Laboratorios


    L. 252, XXXV, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Administrativo


    Contienda negativa de competencia


    Cobro de sumas de dinero. Indemnización por despido. Competencia provincial. 


    En primer lugar, la actora desistió de la pretensión contra el INSSJP, lo que fue consentido. A lo anterior se añade que, al comparecer, la ANSES omitió todo planteo relativo a la jurisdicción de los jueces locales, lo que torna referible al caso la doctrina de la Corte sentada, entre otros, en los precedentes de Fallos: 311:858; 312:2010; 315:1355, en orden a que el fuero federal "ratione personae" puede ser declinado y su renuncia puede ser explícita o surgir implícita de la postura que asuma en el proceso aquél a cuyo favor se establece. En tales condiciones y puesto que, a fin de resolver las cuestiones , de competencia ha de estarse a la exposición de los hechos formulada en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la misma, los rubros reclamados por la actora atañen al derecho laboral común, encontrándose comprendidos, por ende, en la zona de reserva jurisdiccional de las Provincias establecida por el artículo 75, inciso 12, de la Ley Fundamental, circunstancia que, junto con lo anterior, torna el presente competencia de la justicia ordinaria.


    Castro, Emma c/ Integral del NOA S.R.L. y otros s/ Cobro


    COMP. 1329, XXXVI, 15 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Obras sociales. Cámara de Apelaciones. Competencia contencioso administrativa. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia. Corresponde a la Alzada del juez que primero intervino.


    Los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido entendiéndose por tal la Alzada correspondiente al Magistrado ante quien se iniciaron las actuaciones. En el caso de autos la causa fue incoada ante el Juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal, por lo que a su alzada compete dirimir la contienda. En tales condiciones, cabe remitir las actuaciones a la cámara de apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal a fin de que dirima la contienda planteada entre los jueces de primera instancia.


    Obra Social del Personal de Shell CAPSA c/ Poder Ejecutivo Nacional Ministerio de Trabajo y Acción Social


    COMP. 959, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Efectos del acto administrativo. Juez previniente. Competencia federal. 


    No resulta aplicable al caso el recurso directo ante la Cámara Federal de Apelaciones previsto en el art. 32 de la Ley N° 24.521, toda vez que no existe una resolución definitiva de la Universidad demandada, dictada por su órgano superior, esto es el Consejo Superior, que habilite dicha instancia. En consecuencia, toda vez que el acto administrativo atacado ha sido emitido y tendrá sus efectos en determinada Provincia, y de conformidad con el art. 4 de la ley 16.986, el presente amparo debe sustanciarse en esa jurisdicción.


    López, Alfredo y Bazzolo, Pablo c/ Consejo Directivo de la Facultad de Ingeniería de la Unne s/ Acción de amparo


    COMP. 18, XXXVI, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Medida de no innovar. Deuda previsional. Competencia provincial. Cámara federal de apelaciones. 


    Es doctrina del Alto Tribunal que, para resolver cuestiones de competencia se ha de atender, de modo principal, a los hechos expuestos en la demanda y, en la medida en que se adecúe a ellos, al derecho invocado como fundamento de la pretensión. Corresponde señalar que el artículo 6°, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, establece, para las medidas preliminares y precautorias, la competencia del tribunal que deba conocer en el proceso principal.


    Corralón Paraná S.A. c/ Dirección General Impositiva


    COMP. 871, XXXV, 21 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa S.C. U. N° 19, L. XXXV, “Unilever N.V. el Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Bayer AG c/ Instituto Nacional de Propiedad Industrial s/ Nulidad de acto administrativo


    B. 865, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Juicios en que es parte una provincia. Caducidad de instancia. Terminación del proceso. Interpretación restrictiva. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene establecido que la perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso, y que por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio, especialmente cuando el trámite se encuentra en estado avanzado y los justiciables lo han instado durante años. Además, el Tribunal tiene dicho que debe actuarse con cautela para llegar a la denegatoria de beneficios reconocidos por leyes laborales; que en temas de seguridad social, el apego excesivo al texto de las normas sin apreciar las circunstancias particulares de cada caso, no se aviene con la cautela con que los jueces deben juzgar las peticiones en materia previsional; y que, tratándose de una cuestión de esta naturaleza, se impone interpretar las disposiciones en juego conforme a la finalidad esencial de cubrir riesgos de subsistencia. A mayor abundamiento, corresponde señalar que la Corte ha reiterado que la caducidad de la instancia sólo halla justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios, pero no un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito o prolongar situaciones en conflicto; de manera que por ser dicho instituto un modo anormal de la terminación del proceso, su aplicación debe adecuarse a ese carácter, sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ámbito propio.


    Gómez, Rodolfo y otros c/ Instituto de Previsión Social de la Provincia del Chaco y/o Provincia del Chaco


    G. 127, XXXV, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Empleo público. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, " Cravioto, Gerardo A. y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público".


    Ras, Fernando c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    R. 369, XXXV, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, " Cravioto, Gerardo A. y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público".


    Renom, Guillermo c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    R. 362, XXXV, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a la doctrina del Tribunal sentada en el fallo de la causa C. 465; L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional. Ministerio de Justicia de la Nación”.


    Catani, Horacio Rolando c/ Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) s/ Empleo público


    C. 1374, XXXV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a la doctrina del Tribunal sentada en el fallo de la causa C. 465; L.XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional. Ministerio de Justicia de la Nación”.


    Vago, Daniel Eduardo c/ Estado Nacional - Corte Suprema de Justicia de la Nación s/ Empleo público


    V. 436, XXXV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Defensa en juicio. Calidad de parte. Organismos del Estado. Control sanitario. Relación de causalidad. Factores atributivos de responsabilidad. Personalidad de la pena. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto a la denegatoria del recurso, con fundamento en que la entidad administrativa ANMAT no reviste la calidad de parte en las actuaciones, aparece como una decisión incongruente y por tanto arbitraria, en atención a que, según se desprende de las actuaciones, el propio tribunal a-quo le reconoció tal condición y no objetó tal calidad. A más de ello, cabe poner de relieve que violenta el artículo 18 de la Constitución Nacional, por afectación del derecho de defensa en juicio, al negar la legitimidad recursiva ante la Corte, al Estado Nacional, y por ende a los intereses y derechos colectivos que este representa en el ejercicio del poder y función de policía sanitaria por intermedio del organismo administrativo creado por el artículo 14 de la ley 16.463. Respecto de la cuestión sustancial, procede advertir que si bien del artículo 20 de la ley 16.463, 8° del decreto reglamentario 150/92, y 13 de la Resolución 1622/84 del MS y AS, se desprende la responsabilidad objetiva y solidaria del Director Técnico por las infracciones reguladas en la normativa aplicable al caso, le asiste razón al a-quo cuando señala que no se ha demostrado una relación de causalidad entre el hecho y la acción del imputado, en particular si se atiende a las características y naturaleza de la conducta reprimida, claramente ajena a su capacidad decisoria y habilidad técnica, en la cual se halla acreditado que no tuvo intervención, conforme lo reconociera la empresa sancionada en su descargo. Máxime cuando dimana de las constancias de autos que no se realizó el trámite de permiso ante la autoridad administrativa para habilitar el acto de publicidad, conducta que es la que aparece sancionada, y que resultaba obligatoria para la empresa y su titular o representante legal, pero no para el sancionado, quien a pesar de que debe ser convocado para autorizar el trámite como se dijo no fue requerido por la empresa para ese cometido. Resulta lógico admitir que en el espíritu del legislador estuvo crear una función de control esencial e inevitable para las actividades de las empresas que aparecen reguladas en la ley 16.463; pero que ello no puede implicar el extremo de exigir al profesional, que asiste técnicamente a la empresa, en una materia notoriamente específica, una vigilancia de todos sus actos, inclusive aquellos de naturaleza decisoria relativos a una conducta como la sancionada, totalmente ajena, por sus características, a las motivaciones que el legislador tuvo en mira al establecer dicha exigencia de intervención, asesoramiento, control y firma, desde que, más allá de los datos técnicos que ella pueda contener, se trata de una publicidad (ordenada empresarialmente, en un ámbito ajeno a su desempeño) sin seguir las pautas y procedimientos establecidos reglamentariamente. Cabe poner de resaltó, que a su vez, la Corte ha dicho que en cuestiones de índole sancionatoria, rige el criterio de la personalidad de la pena, que, en su esencia, responde al principio fundamental de que sólo puede ser reprimido quien sea rigurosamente culpable, es decir, aquél a quien la acción punible le pueda ser atribuida tanto objetiva como subjetivamente, elementos éstos que no se acredita se hayan verificado en el sub-lite.


    A. L. A. S.A. s/ Infracción Ley 16.463


    A. 489, XXXIV, 19 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Empleo público. Doctrina de la arbitrariedad. Interpretación y aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos: 322:752


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia, corresponde admitir el remedio con tales alcances y confirmar la sentencia en cuanto fue objeto del recurso.


    González, Jorge c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    G. 315, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo X


    Derecho Procesal Civil


    Acción de amparo


    Obras sociales. Asistencia médica. Sentencia arbitraria. 


    Remisión al dictamen de la causa I. 68, L. XXXVI, “Imbrogno, Ricardo c/ I.O.S. s/ Amparo".


    Ruival. Horacio y otro c/ Obra Social Unión Personal de la Unión del Personal Civil de la Nación s/ Amparo


    R. 513, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Prestaciones de la obra social. Asistencia médica. 


    Remisión al dictamen de la causa I. 68, L. XXXVI "Imbrogno Ricardo c/ I.O. S. s/ Amparo".


    Franco, Laura c/ Instituto de Obra Social s/ Amparo


    F. 435, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción declarativa de inconstitucionalidad


    Medidas cautelares. Cuestiones de hecho y prueba. Procuración General de la Nación. Deber de abstención. 


    Tiene expresado la Corte en reiteradas oportunidades, que el otorgamiento de las medidas cautelares, como la peticionada en el sub lite, corresponde si resultan suficientemente acreditadas la verosimilitud en el derecho y la configuración de los presupuestos establecidos en el artículo 230, incs. 1° y 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Se entiendo que la apreciación respecto de la configuración de los extremos conducentes a la concesión de tales medidas implica, sustancialmente, el análisis de circunstancias de hecho y prueba que, por principio, resultan del exclusivo resorte del tribunal de la causa y, por ende, son ajenas al dictamen de esta Procuración General, el cual debe circunscribirse a cuestiones de índole federal. Por lo expuesto, esta Procuración General se abstiene de opinar respecto de la cuestión por la cual fuera conferida la vista indicada.


    Córdoba, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa


    C. 446, XXXV, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. 


    La Corte ha sostenido reiteradamente que la concesión del beneficio de litigar sin gastos queda librada a la prudente apreciación judicial, en tanto los medios probatorios incorporados al incidente reúnan los requisitos suficientes para llevar al ánimo del juzgador la verosimilitud de las condiciones de pobreza alegadas. Es decir, que en cada situación concreta el Tribunal deberá efectuar un examen particularizado a fin de determinar la carencia de recursos o la imposibilidad de obtenerlos de quien lo invoca, para lo cual no es imprescindible producir una prueba acabada que otorgue un grado absoluto de certeza sobre la condiciones de pobreza, sino que es suficiente que los elementos de convicción incorporados al expediente permitan verificar que el caso encuadra en el supuesto que autoriza otorgar el beneficio.


    Camargo, Martina y otros c/ San Luis, Provincia de y otra s/ Daños y perjuicios


    C. 1948, XXXII, 15 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Fisco nacional. 


    Atento a lo que oportunamente dictaminara esta Procuración General a pedido de la Corte, en la causa P. 236, G. XXXIV, “Pensel, Sara Matilde”, en el sentido que, con la intervención del Representante del Fisco en estos incidentes queda salvaguardada la defensa de los intereses del erario público sin necesidad de la intervención promiscua del Ministerio Público, no corresponde expedirse en este beneficio.


    Compañía Argentina de Construcciones S.A.I.C. c/ Catamarca, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios. Beneficio de litigar sin gastos


    C. 548, XXXI, 11 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Accidente in itinere. Aseguradora por riesgos del trabajo. Acción de repetición. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La acción que promovió Provincia A.R.T. está contemplada en el artículo 39 -inciso 5° de la ley 24.557, y posibilita a la aseguradora repetir del causante del daño, la totalidad de las prestaciones prescriptas en esa ley por el valor de las que hubiera abonado, otorgado o contratado. Sin embargo, debe señalarse que el reclamo objeto de este juicio, es de clara naturaleza civil, desde que el tema central a dilucidar en la controversia versa sobre un problema de responsabilidad extracontractual derivada de un accidente de tránsito, cuyo conocimiento corresponde, según lo ha establecido reiteradamente la Corte, a la Justicia Nacional en lo Civil. La acción deducida no tiene vínculo directo con una relación laboral entre las partes, ni está fundada en el derecho de trabajo. Igualmente, no se halla comprendida en el amplio marco del artículo 20 de la ley 18.345, que establece la aptitud jurisdiccional de la justicia del trabajo. Habida cuenta de que no existe norma expresa que determine la competencia de la Justicia Nacional del Trabajo para situaciones como la de autos, es competente para conocer en esta causa el Juzgado Nacional en lo Civil.


    Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Ávila, Omar Alberto s/ Cobro de dinero


    COMP. 524, XXXV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad extracontractual. Competencia nacional. Competencia civil. 


    El reclamo objeto del juicio es de clara naturaleza civil, desde que el tema central a dilucidar en la controversia versa sobre un problema de responsabilidad extracontractual derivada de un accidente de tránsito, cuyo conocimiento corresponde, según lo ha establecido reiteradamente la Corte, a la Justicia Nacional en lo Civil.


    Provincia Aseguradora de Riesgo de Trabajo S.A. c/ Durante, Walter y otros s/ Accidente - Acción civil


    COMP. 352, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Accidentes de trabajo. Accidente in itinere. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. n° 524, L. XXXV, “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Ávila, Omar Alberto s/ Cobro de dinero”; resuelta por la Corte de conformidad por sus fundamentos.


    En las presentes actuaciones se suscita un conflicto negativo de competencia que corresponde a la Corte dirimir conforme a lo dispuesto en el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Berkley International A.R.T. S.A.,TEDESCHI, Daniel Marcelo y otro


    COMP. 649, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Personal de la Prefectura Naval. Competencia civil y comercial federal. 


    Es doctrina pacifica de la Corte que, para resolver las cuestiones de competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, el derecho que invoca como fundamento de esa pretensión. Por ser la demandada la Prefectura Naval Argentina, inició las actuaciones ante la justicia federal, a quien consideró competente en razón de la persona. Así impetró la acción ante el Juzgado Federal de la ciudad de Posadas, Provincia de Misiones; jurisdicción ésta que fue resistida por la demandada, con fundamento en el artículo 5, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que determina como competente al juez del lugar donde se produjo el hecho, o el del domicilio del demandado, a opción del accionante, pero en modo alguno el del domicilio del actor. Ello en mérito a la normativa de derecho privado en que se funda el reclamo. Aceptada la excepción planteada por el inferior y ratificada luego por el a quo, el actor optó por el juez del domicilio del demandado, radicándose las actuaciones ante el Magistrado a cargo del Juzgado en lo Civil y Comercial Federal, quien la aceptó devolviéndola al juez que previno. Teniendo en consideración el hecho en que se funda la demanda y la normativa impetrada, la presente causa resulta substancialmente análoga a la dictaminada por esta Procuración en la causa Comp. 580, L. XXXV, "Altamirano, Rolando Ricardo c/ Ministerio del Interior Prefectura Naval Argentina s/ Accidente de trabajo articulo 1113 C.C.", fallada por sus fundamentos por la Corte. En razón de lo expuesto, teniendo en cuenta que la demandada se domicilia en la ciudad de Buenos Aires, jurisdicción consentida en definitiva por la parte actora compete al señor juez a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal, continuar entendiendo en esta causa.


    Pana, Oscar Alberto c/ Prefectura Naval Argentina s/ Accidente de trabajo Artículo 1113 Código Civil


    COMP. 300, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Cobertura médica. Seguro de salud. Obras sociales. Interpretación de leyes federales. Competencia federal. 


    El objeto de la acción es determinar el alcance de las obligaciones de la Obra Social demandada, que surgirían de la aplicación de disposiciones de indudable naturaleza federal, por lo cual sin perjuicio de la competencia por razón de la persona demandada, conforme al artículo 38 de la ley 23.661, al tratarse de una agente del seguro de salud y en los términos de la doctrina de la Corte sentada en el precedente “Talarico, Manuela”, corresponde asignar la causa al fuero federal, en razón de hallarse en juego la aplicación de normas de tal naturaleza.


    L., Jorge s/ Amparo


    COMP. 1089, XXXVI, 28 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia 368 L. XXXV “Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa, art. 322 del C.P.C.C.”


    Verzoub, Marco Ángel y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires- Dirección de Empadronamiento Inmobiliario s/ Amparo


    COMP. 1299, XXXVI, 20 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos: 314:101.


    Armensto, Eduardo c/ Asociación Bancaria - Junta Electoral Nacional s/ Acción de amparo


    COMP. 197, XXXVI, 23 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Decretos provinciales. Empleo público. Exoneración. Interventor federal. Competencia provincial. 


    Los interventores Federales en una Provincia, designados por el Gobierno Nacional tienen el carácter de representantes directos de éste, respecto del cual asumen la condición de agentes, es decir, no son funcionarios de las provincias, sino que sustituyen a la autoridad local y ejercen facultades que la Constitución Nacional, Provincial y las leyes respectivas les reconocen. Sin embargo, es doctrina desde antiguo consagrada que los actos de naturaleza local que de ellos emanan, no pierden ese carácter en razón del origen de su investidura, por lo que su impugnación como contrarios a normas locales no es de competencia federal. Cuando la pretensión consiste en cuestionar un Decreto-ley emanado del Interventor Federal, por ser presuntamente contrario a la Ley N° 4.067 que establece el Estatuto para el Personal de la Administración Pública Provincial, la materia del pleito es, sustancialmente, de Derecho Público local, propia de los jueces provinciales y ajena a la justicia de excepción, de conformidad con lo que establecen los arts. 121, 124 y cc. de la Constitución Nacional. No basta, para hacer surtir el fuero federal, la circunstancia de que los derechos que se dicen vulnerados se encuentren garantizados por la Ley Fundamental, toda vez que, cuando se sostiene que la ley, decreto etc. son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales, debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial y, en su caso, llegar a la Corte por el recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.


    Graboski, Alicia Liliana c/ Interventor Federal de la Provincia de Corrientes s/ Amparo


    COMP. 91, XXXVI, 23 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Interventor federal. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa "Graboski, Alicia Liliana c/ Interventor Federal de la Provincia de Corrientes".


    La Corte tiene reiteradamente dicho que para resolver una cuestión de competencia, hay que atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pedido. Los actos de naturaleza local que emanan de los interventores federales de una provincia, no pierden ese carácter en razón del origen de su investidura , por lo que su impugnación como contrarios a las normas locales no enerva la competencia federal, aún ante la circunstancia de que los derechos que se dicen vulnerados se encuentren garantizados por la Ley Fundamental, en cuyo caso debe acudirse primeramente ante los estrados de la justicia provincial y, en su caso, llegar a la Corte por el recurso extraordinario federal previsto por el artículo 14 de la ley 48.


    Verrastro, Lucia c/ Instituto de Previsión Social de la Provincia de Corrientes y/o Poder Ejecutivo de la Provincia de Corrientes s/ Amparo


    COMP. 712, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Jueces. Primera instancia. Tribunal de alzada. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 754, L. XXXV, “Vieira Argentina S.A. C/ S.A.G.P. y A. y otro s/ Amparo”.


    No corresponde a la Corte dirimir dicha cuestión por ser prematura, toda vez que los conflictos de competencia trabados entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de Apelaciones de la que depende el juez que primero hubiere conocido.


    Armadora Latina S.A. c/ S.A.G.P. y A. y otro s/ Amparo


    COMP. 35, XXXVI, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 754, L. XXXV, “Vieira Argentina S.A. c/ S.A.G.P. y a. y otro s/ Amparo”.


    No corresponde a la Corte dirimir la cuestión por ser prematura, toda vez que los conflictos de competencia trabados entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de Apelaciones de la que depende el juez que primero hubiere conocido.


    Pesquera Quequén S.A. c/ S.A.G.P. y A. y otro s/ Amparo


    COMP. 36, XXXVI, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Sociedades mutuales. Competencia civil y comercial. Remisión del expediente. 


    Es acertada la postura sostenida por el Juzgado Federal, toda vez que, si bien los amparistas ostentan la calidad de trabajadores una universidad, en estos autos accionan contra una asociación mutual de trabajadores en su carácter de asociados a ella y por razones absolutamente ajenas a su trabajo, circunstancia que permite descartar interés patrimonial alguno del Estado Nacional en la cuestión y que en autos se encuentre en tela de juicio la hermenéutica de la ley 20.654.


    Asociación Mutual de Trabajadores de la Universidad del Nordeste (MUTUM) s/ Amparo


    COMP. 39, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Acción de repetición. Accidente in itinere. Asegurador por riesgos del trabajo. Competencia nacional. Competencia civil. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 524, L. XXXV, “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Avila, Omar Alberto s/ Cobro de dinero”.


    Berkcley International A.R.T. S.A. c/ Cooperativa de Seguros Ltda. Omega s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 483, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Butowicz, Elena c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 182, XXXVI, 27 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Enrico, Jorge Alberto c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos (ex concejo deliberante) c/ Inconstitucionalidad


    COMP. 328, XXXVI, 27 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Sotyl S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial)


    COMP. 1058, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión guarda sustancial analogía con el dictamen de la causa Comp. 368, XXXV, “Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.”


    Bilbao, Silvia Alicia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 1054, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 338, L. XXXVI, "Enrico, Jorge Alberto y otros c/ Gobierno de Ciudad de Buenos Aires (ex- Concejo Deliberante) s/ Inconstitucionalidad".


    Rodríguez Basso, Oscar Mario c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 457, XXXVI, 27 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Acreedor hipotecario. Demanda contra la sucesión. Fuero de atracción. Competencia civil. 


    Para la acción contra el causante de una sucesión, por cobro de un crédito garantizado con hipoteca, conforme a reiterada jurisprudencia de la Corte, no rige el fuero de atracción establecido por el artículo 3284, inciso 4°, del Código Civil.


    Campos, Feliciano c/ Caracciolo, Salvador s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 829, XXXV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Acumulación de procesos. Etapas del proceso. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    La acumulación decretada es improcedente desde que los juicios se hallan no sólo en diferentes etapas procesales, sino también en distintas instancias, en virtud de la apelación de la sentencia recurrida, extremo que no permite su sustanciación conjunta.


    Miño, Oscar Alejandro c/ Henrich, Carlos Alberto y otro s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 682, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Asegurador por riesgos del trabajo. Accidentes de trabajo. Accidente in itinere. Justicia nacional en lo civil. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp 524, L. XXXV, “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Ávila Ornar Alberto s/ Cobro de dinero".


    Provincia Aseguradora de Riesgo del Trabajo c/ Muñoz, Francisco s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 614, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Acción de repetición. Competencia nacional. Cmpetencia civil. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 524, L. XXXV, “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Ávila, Omar Alberto s/ Cobro de dinero”.


    Asociart Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Gonzáles, Leonardo y otro


    COMP. 973, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia Civil. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 524, L. XXXV, "Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Avila Omar Alberto s/ Cobro de dinero”.


    Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Álvarez, Miguel s/ Ley 24.557


    COMP. 1145, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte, por sus fundamentos.


    Ottobre, Guillermo Rafael y otros c/ Banco Hipotecario S.A. y otro s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP. 783, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil. 


    Con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24 Inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema.


    Feroldi, Jorge y otros Sociedad Mixta Siderúrgica Argentina Somisa


    COMP. 1453, XXXVI, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, Inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Ponce, Fortunata c/ Generalia Argentina Vida Compañia de Seguros de Vida S.A.


    COMP. 454, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Beneficios previsionales. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Para determinar la competencia se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. A la luz de tal doctrina, la pretensión de las actoras, en tanto se dirige contra el Instituto Municipal de Previsión Social, está comprendida en los supuestos enunciados en el art. 29 del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires, aprobado por la Ley local N° 189, que establece: " .. Son causas contencioso administrativas a los efectos de este Código, todas aquéllas en que una autoridad administrativa legitimada para estar en juicio sea parte cualquiera que sea su fundamento u origen tanto en el ámbito del Derecho Público como del Derecho Privado .. ". En consecuencia, la materia del pleito debe ser resuelta por los jueces locales. Resultando prima facie propia del fuero en lo Contencioso Administrativo y Tributario, de conformidad con el art. 48 de la Ley N° 7, Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires, los cuales ya se encuentran funcionando. No obstante lo expuesto, y dado que no corresponde a la Corte Suprema de Justicia de la Nación determinar en concreto qué tribunal debe entender en el proceso cuya jurisdicción ejercen los jueces locales, dado que ello resultará de la aplicación que hagan de sus normas autónomas los órganos judiciales que ellas contemplan, la Corte debería declarar la competencia de la Justicia de la Ciudad de Buenos Aires.


    Otatti, Ana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 138, XXXVI, 06 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la Ciudad autónoma de Buenos Aires. 


    En principio, no corresponde a la Corte intervenir en la solución de contiendas de competencia planteadas entre jueces nacionales de primera instancia, tal como ocurre en el sub lite, dado que dichos conflictos, de conformidad con el art. 24 inc. 7° del Decreto-Ley 1285/58, deben ser resueltos por la Cámara de la que depende el juez que hubiere prevenido. Sin embargo, en autos la Corte, podría hacer una excepción a dicho principio, con fundamento en razones de economía procesal, ya que la demora podría importar una virtual denegación de justicia y, resolver sin más trámite la cuestión prescindiendo de reparos procedimentales sobre la forma en que se trabó la contienda. Ello es así, toda vez que, según se desprende de los términos de la demanda, la pretensión de los actores se dirige contra el Instituto Municipal de Previsión Social a fin de obtener el cobro de un reajuste previsional anterior a 1994, por lo que la causa correspondería al fuero contencioso administrativo de la Ciudad de Buenos Aires recientemente creado, en tanto estaría comprendida entre los supuestos enunciados en el art. 2° del Código Contencioso Administrativo y Tributario local, circunstancia ésta que no podría ser tenida en cuenta por la Alzada del juez que previno, la cual sólo puede atribuir competencia a uno de los tribunales entre los que se trabó la contienda. En tales condiciones, toda vez que sólo la Corte Suprema está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes para entender en ellas, aunque no hubiesen sido parte en la contienda, entonces la Corte debería declarar la competencia de la Justicia de la Ciudad de Buenos Aires para entender en el sub examine y enviar los autos al Tribunal Superior para que determine en concreto que tribunal debe intervenir en el proceso cuya jurisdicción ejercen los jueces locales.


    Bruni, Guerino c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 151, XXXVI, 08 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 138, L. XXXVI, "Otatti, Ana c / Gobierno ele la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos".


    Goñalons, Edith Nelly c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 135, XXXVI, 06 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 138, L. XXXVI, "Otatti, Ana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos".


    Lapalombaba, Antonia Élida c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Competencia


    COMP. 136, XXXVI, 06 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 138. L. XXXVI. "Otatti, Ana c/Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos".


    Salceda de Grillo, Maria Elizabeth c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 137, XXXVI, 06 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa “Tarifa, Carlos c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A.".


    Licht, Carlos Adolfo c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1265, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 560, L. XXXIV, “Albano Lilia c/ Gobierno Autónomo de |a Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos".


    Braga, Domingo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 195, XXXVI, 28 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Tribunal de alzada. 


    Los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, entendiéndose por tal la Alzada correspondiente al Magistrado ante quien se iniciaron las actuaciones.


    Rabinovich, Roberto Oscar c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Reintegro Cobro sumas de dinero


    COMP. 1185, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Jones, Walter Albert y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 627, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Paredes Acevedo, Carlos Segundo y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 918, XXXV, 03 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A .s/ Laboral”.


    Curro, Silvia c/ Clínica Modelo S.A. s/ Ejecutivo


    COMP. 633, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp.368. XXXV. "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa Art. 322 del C.P.C.C.”, opinión que fue compartida por la Corte en su sentencia.


    Losa, Néstor Osvaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Incidente civil


    COMP. 759, XXXVI, 06 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia laboral. Competencia nacional. 


    Atento lo dispuesto por la Corte en el punto 2, de la Acordada n° 75 del 26 de noviembre de1996, resulta competente para seguir conociendo en este caso la Justicia Nacional del Trabajo.


    Banco de la Nación Argentina c/ Pessini de Alonso, Edeldia


    COMP. 841, XXXV, 28 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Incapacidad. Curatela. Juez previniente. Competencia de familia. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    F., A. S. s/ Curatela


    COMP. 715, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    U. C., E. s/ Insania


    COMP. 1169, XXXVI, 19 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia por la persona. Obras sociales. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 138, L. XXIV, "Talarico, Manuela c/ Clínica Privada Banfield y otro s/ Responsabilidad médica" (Fallos: 315:2292).


    La justicia federal es la competente para entender en la causa, toda vez que la demandada es una obra social comprendida en las disposiciones del artículo 38 de la ley 23.881, conforme al cual, la ANSSAL y los agentes de seguro, estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria, sólo cuando fueran actores. En virtud de la unificación en materia de competencia dispuesta por el legislador en la norma citada, este criterio fue extendido por la Corte a todas las obras sociales, ratione-personae.


    Liefrink y Marx S.A. c/ Obra Social Personal de Panadería s/ Cumplimiento de prestación de obra social


    COMP. 1067, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se evidencia, fehacientemente, que la titular del Juzgado provincial se haya declarado efectiva y fundadamente competente para entender en los expedientes que solicitó. Tampoco que hubiera planteado, concretamente, por vía de inhibitoria la incompetencia del Juzgado Federal para continuar entendiendo en dichas actuaciones. Además, no surge que ante la respuesta de éste haciendo saber que respecto de los ejecutivos de garantía real mantendría su jurisdicción, la Juez local insistiera en su competencia. No cabe conferir dicho alcance al proveído en donde se sostiene que es la Corte Suprema de Justicia de la Nación el Tribunal competente para pronunciarse sobre el tema y que en mérito de ello, expedirse en la materia, "importaría un desgaste jurisdiccional". Ello es así por cuanto tales expresiones importan un manifiesto desconocimiento de los requisitos que habilitan la intervención del máximo Tribunal de la Nación en el marco del art. 24 inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    Banco de la Nación Argentina c/ Diez, Ricardo Eliseo


    COMP. 226, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Concursado. Competencia civil y comercial. 


    La cuestión suscitada es sustancialmente análoga a la ya resuelta en reiterada jurisprudencia de la Corte, que señaló que el instituto del fuero de atracción solo juega respecto de aquellas acciones donde el concursado resulta demandado, mas no actor, ya que es un modo de concentrar las causas ante el juez de un proceso universal donde se convoca a todos los acreedores.


    Kaplan Gerardo c/ Diker S.A.C.I.F.I.A. y M. s/ División de condominio


    COMP. 288, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Economía procesal. Seguridad jurídica. Fuero de atracción. Competencia civil y comercial. 


    De una interpretación literal de las normas que regulan el instituto del fuero de atracción, se desprende que, con motivo de la apertura del concurso preventivo, se produce la radicación ante el tribunal donde tramita, de todos los juicios de contenido patrimonial promovidos contra el concursado, y que el legislador indicó expresamente cuales son los procesos que quedan excluidos de radicación, entre los cuales no se encuentra el de autos (artículo 21, incisos 1° y 2°). Así también, que se prohíbe la deducción de nuevas acciones de contenido patrimonial (inciso 3°), salvo las expresamente admitidas, y el control del juez del concurso sobre las medidas precautorias trabadas respecto del concursado (inciso 4°). De las mencionadas previsiones, surge entonces que, en el espíritu del legislador, primó la idea de otorgar una competencia amplia al juez del concurso, la que sólo no habrá de operar en supuestos excepcionales: ello es consecuencia de los caracteres de unidad y universalidad del proceso, sin perjuicio de atender a otros principios procesales, que autorizan a desplazar la competencia, y que, en el caso, deberán operar a favor del juez del Concurso, tales como el de conexidad, en orden al objeto y los sujetos involucrados. Cabe señalar, sin perjuicio de que la acción instaurada está dirigida, como lo reconoce el propio titular del juzgado local, a concluir con la vida activa societaria, lo que sin dudas, se relaciona con interrumpir su actividad, con la obvia consecuencia que ello tendrá sobre su patrimonio que va a quedar afectado a los fines de la liquidación. Y, encontrándose en trámite un concurso preventivo, que tiene como objeto principal una solución económico patrimonial para la preservación de la empresa y su actividad, es a todas luces evidente que la consecuencia de la disolución incide en el objetivo del proceso universal circunstancia que aconseja que, sea el juez que entiende, en este último el que también lo haga en el trámite del proceso singular. Por último, es del caso destacar que el juez del concurso tiene directa intervención en el control y vigilancia de la administración de la empresa concursada, con lo que se desprende de los artículos 15 y 17 de la ley 24.522. Ello puede producir conflictos en el ejercicio pleno de la actividad jurisdiccional de los tribunales que habrán de intervenir en los diferentes procesos, y, a modo de ejemplo, basta advertir que el actor, en su escrito de demanda, solicitó medida cautelar de intervención judicial de la sociedad, lo que implica interferencia en la administración societaria, y la concurrencia segura de decisiones sobre su actuación de ambos tribunales.


    Tuchin, Samuel c/ Empresa General Urquiza s/ Sumario


    COMP. 696, XXXV, 26 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Concurso. Fuero de atracción. Jueces naturales. Competencia provincial. 


    La cuestión de competencia debe ser resuelta declarando que será el tribunal provincial de origen el que habrá de continuar con el trámite del juicio, en orden a que la causa de la radicación desplazando a la de origen fue la aplicación del fuero de atracción establecido en la ley concursal, para los procesos iniciados contra la demandada en concurso por aplicación de la nueva ley 24.522. Sin embargo, habiéndose planteado con posterioridad a la sentencia de la Corte, una cuestión, no dilucidada por dicho Máximo Tribunal, por no encontrarse debatida, cual es la relativa a la fecha de origen y causa del crédito, que resultó posterior a la presentación en concurso, cabe concluir que tal fuero de atracción no resulta aplicable y las actuaciones deben continuar en el tribunal de origen. Allí debe ser en virtud de que el fuero de atracción es un instituto de carácter excepcional que produce el desplazamiento de la competencia del juez natural, atendiendo a razones de seguridad jurídica y economía procesal, que en el caso no se verifican, atento a que el actor en juicio, se encuentra impedido de reclamar en el concurso y debe hacerlo en causa que resulta ajena al mismo y a su trámite. Consecuentemente, más allá de la oportunidad en que el tribunal nacional advirtió la circunstancia que impide la radicación, razones que guardan relación con el modo de distribución de la competencia, (tales como la especificidad de la materia y el domicilio de las partes) determinan que la causa debe ser devuelta al juzgado de origen para su ulterior trámite.


    Rodríguez, Jorge y otros c/ Bodegas Galardon de Galanternik Hermanos S.A. s/ Despido


    COMP. 645, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Crédito laboral. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    La cuestión es análoga al fallo de la causa Comp. n° 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S. A. s/ Laboral”; resuelta por la Corte, con remisión a los fundamentos de esta Procuración General.


    En las presentes actuaciones se suscita una contienda negativa de competencia que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24 inciso 7 del decreto ley 1285, texto según ley 21.708 al no existir un tribunal superior común a ambos órganos judiciales en conflicto. Resultan de aplicación al caso las disposiciones referidas al fuero de atracción, de la ley de concursos 24.522, por la que la presente causa Iaboral deberá quedar radicada ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial de Capital Federal donde tramita el concurso de la demandada en autos.


    Giusti, Lucila c/ Establecimientos Textiles San Andrés S.A.


    COMP. 920, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta. 


    Deviene abstracto conocer en la queja.


    Imagen Satelital S.A. c/ Cablevisión S.A.


    I. 58, XXXVI, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Cuidado personal. Competencia nacional. 


    En el presente surge que el acuerdo homologado del divorcio vincular, tenencia de menor, régimen de visitas y alimentos, tramitó por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil, por lo que debe prevalecer por extensión la competencia del citado Magistrado, ya que ello derivará en una necesaria concentración, ante un solo juez, de todas las cuestiones surgidas de la misma relación matrimonial.


    C. J. c/ P. M. s/ Tenencia de hijos


    COMP. 336, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Curatela. Competencia provincial. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que la intervención del fuero federal en provincia es de excepción, es decir que se encuentra circunscripta a las causas que expresamente le atribuyen las leyes que fijan su competencia, las cuales son de interpretación restrictiva. En segundo lugar, el Tribunal sostuvo que la curatela del penado reviste en principio carácter tuitivo y se trata de una incapacidad restringida de hecho, regida por el derecho civil, cuyo objeto es evitar perjuicios en los bienes del condenado. En condiciones tales, toda vez que la materia y el objeto del presente proceso no se vincula con cuestiones federales cabe descartar la intervención de esa justicia especial en este proceso, conclusión que se no modifica por el hecho que la causa penal haya tramitado ante ella, desde que ambos juicios resultan autónomos y su único vínculo eventual será la conclusión de la curatela cuando termine la condena. Entonces, dado el domicilio del penado compete a la justicia ordinaria de la provincia de Buenos Aires, seguir entendiendo en el juicio, a cuyo fin se devolverán los autos al magistrado local previniente a los efectos que estime corresponder, dado que resulta ajeno a la Corte Suprema de Justicia de la Nación determinar qué tribunal provincial en concreto debe entender en el proceso cuya jurisdicción ejercen jueces locales.


    P. Luis Alejandro s/ Curatela


    COMP. 793, XXXVI, 15 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Personas privativas de la libertad. Servicio penitenciario. Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cabe señalar que la cúratela del penado, prevista en el artículo 12 del Código Penal, reviste, en principio, carácter tuitivo, y se trata de una incapacidad restringida de hecho, para los actos a que dicho artículo se refiere, regida por el derecho civil, que tiene por objeto evitar perjuicios en los bienes del condenado por el tiempo que dure su detención, no afectando la capacidad jurídica general del sujeto (conf. art. 468 y concordantes del Código Civil). Consecuentemente, y por aplicación analógica de lo dispuesto por los artículos 5°, inciso 8 segundo párrafo y 235 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sería en principio Juez competente para entender en estos obrados, el del domicilio de la persona que ha de ser amparada, donde presuntamente se encontrarían sus bienes; o, en su defecto, el de su residencia. Ahora bien, teniendo en consideración que no surge de autos con certeza cuál es el domicilio real del causante, como así tampoco que éste posea bienes que deba tutelar el curador, entiendo que debe entender en estas actuaciones el magistrado del lugar de su residencia. Ello coadyuvará, en el caso, al contacto directo y personal del órgano judicial que conoce en la cúratela, con el afectado y el Magistrado que la dispuso, favoreciendo la concentración en ese marco de todas las diligencias tendientes al cumplimiento de la medida ordenada, primando los principios de inmediatez y economía procesal, esenciales a la naturaleza y finalidad de este tipo de proceso en cualquier jurisdicción, cuando pueden encontrarse en juego garantías constitucionales.


    A., J. s/ Curatela


    COMP. 127, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidentes de trabajo. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    El sustento de la pretensión se encuentra enraizado en cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales del derecho del trabajo y que lo pretendido es una indemnización fundada en un proceder supuestamente negligente, al cual debe adicionarse el daño moral y psicofísico que le habría producido la incapacidad laboral reclamada, encuadrándose dentro de lo normado por la ley 24.457. En consecuencia, resulta aplicable a estos obrados lo normado por el artículo 20 de la ley 18.345, en cuanto prescribe que la Justicia del Trabajo es competente para conocer en las causas entre trabajadores y empleadores, relativas a un contrato de trabajo, aunque, se funden en disposiciones del derecho común aplicables a aquél.


    Goñi, Juana Margarita c/ Salud Total S.A. Sanatorio 15 de Diciembre s/ Accidente - Acción civil


    COMP. 884, XXXV, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al dictámen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Hoe Hilda y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otro s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 3, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Sánchez, Ricardo Elbert y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 87, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. N° 387, XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Blanco, Luz del Carmen y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 69, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. N° 387, XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Dolce, Pedro Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 114, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. N° 387, XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Rodríguez, Juan Carlos y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otro s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 53, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. N° 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio el Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Moreno de Sánchez, Rosa Beatríz y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otros s/ Nulidad de acto administrativo


    COMP. 125, XXXVI, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 106, L. XXXVI, “Gallardo, Jorge Javier c/ Trenes de Buenos Aires S.A. s/ Daños y perjuicios”.


    Vázquez, Oscar y otra c/ Oliver, Leandro y T.B.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 248, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    La Corte ha dicho que el conocimiento y decisión por los tribunales federales de las causas entre vecinos de diferentes provincias, o de las causas civiles en que sean parte un vecino de la provincia en que se suscite el pleito y un vecino de otra, como reza el art. 2° inc. 2°, de la ley 48, tiene por objeto el amparo del vecino extraño que se ve obligado a litigar en la Provincia y con los jueces de la contraria, por lo cual, para que proceda, es necesario que lo invoque el vecino de extraña provincia, por cuento a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero.


    Cesar, Viviana Beatriz c/ Frigorífico Catamarca y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 875, XXXV, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Cabe señalar que la Corte ha dicho que no procede la acumulación de procesos cuando éstos se encuentran en diferentes etapas procesales, que impidan su sustanciación conjunta. Por otra parte, la acumulación regulada en los arts. 188 y siguientes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, presupone que existan procesos conexos entre sí en los que no se haya dictado sentencia, siendo ésta, la razón por la cual la acumulación puede ser resuelta en cualquier estado del proceso, pero siempre antes que se dicte la sentencia (art. 198 del Código Citado). En consecuencia, habiéndose dictado fallo en las actuaciones a las que se pretende acumular esta demanda dicha acumulación no procede.


    Verganti, Liana y otro c/ Napoli, Víctor José y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 289, XXXV, 30 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 614; L. XXXV, “Candia, Roque Sergio y otra c/ Expreso Liniers S.A.I. y C. y otros s/ Daños y perjuicios”.


    Velilla de Latini, Nélida c/ Línea expreso Liniers S.A.I.C. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 753, XXXV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Apertura del concurso. Juicios contra el concursado. Verificación de créditos. Proceso de verificación. Extinción del fuero de atracción. Justicia nacional en lo civil. 


    Asiste razón al Juez provincial en cuanto no aceptó la radicación de los actuados en su tribunal, desde que la causa del posible y futuro crédito que surgiría de la presente litis fue posterior a la apertura del concurso y, en virtud del artículo 32 de la ley 24.522 queda su trámite excluido del fuero de atracción generado por el proceso falencial del codemandado.


    Galarza, Mario Darío c/ Expreso Esteban Echeverría S.R.L. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 785, XXXVI, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Empresa de servicios eléctricos. Competencia federal. 


    En primer término, conviene recordar que la Corte, tiene dicho reiteradamente, que para le determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demande y después, sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. En tal sentido, cabe poner de resalto que, sin prejuicio de que la actora invocó normas del Código Civil para fundamentar su pretensión, se estima que el magistrado Federal es quien debe conocer de esta cause por razón de la materia. Ello es así, desde que la presente acción encuentra su causa fundamental en los daños ocasionados a una usuaria por una supuesta prestación deficiente del servicio eléctrico, esto es, un pico de tensión en la energía suministrada. De ello surge que su reclamo cuadra en el Marco Regulatorio de la Energía Eléctrica, de naturaleza federal, complementaria y modificatoria de la ley 15.336, normas que fijan, como objetivo de la politica nacional, lo referido al abastecimiento, transporte y distribución de electricidad. Así lo ha sostenido la Corte en casos similares como ser S.C. Comp. 620; L. XXXIV, “Maria Beatriz Barberi”.


    Yukopila Casabal, Patricia Mirtha c/ Edenor S.A. s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 490, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión sustancialmente análoga al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Cardozo, Guillermo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 643, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Emisión de bonos. Bonos de goce y de participación. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta de conformidad por la Corte.


    Vázquez, Héctor Argentino y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de trabajo y seguridad social - PPP - y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 739, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Mala praxis. Competencia nacional. competencia civil. 


    Cuestiones análogas a los fallos de las causas Comp. N° 949, L. XXII, “Harzlin de Martin, Liliana c/ Obra Social para el Personal de ENTeL”, (Fallos 312:1881); Comp. 747, L. XXIV, “Aguirre, Francisco c/ Unión Obrera Metalúrgica y otros s/ Responsabilidad


    A., L. M. c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa y otros s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 448, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Suministro de energía eléctrica. Causas regidas por normas federales. Competencia federal. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente, que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. En ese orden, sin perjuicio de que la parte actora invocó también normas del Código Civil para fundar su pretensión, se estima que es el magistrado Federal quien debe entender en la causa en razón de la materia. Ello es así, pues este reclamo encuadra en los términos del Marco Regulatorio de la Energía Eléctrica, de naturaleza federal, complementaria y modificatoria de la ley 15.336, normas que fijan como objetivo de la política nacional lo referido al abastecimiento, transporte y distribución de electricidad. Si a lo expuesto se agrega que la resolución n° 168/92 de la Secretaría de Energía reglamenta el suministro de electricidad, estableciendo las condiciones de facturación y obligaciones de la prestadora, así como los supuestos de suspensión del servicio bajo el contralor de la autoridad reguladora, procede concluir que en el sub exánime se halla en juego la aplicación de normas federales, circunstancia que habilita la competencia de excepción.


    Sirma S.R.L. c/ Edelap S.A. s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 586, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Transporte ferroviario. Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Se suscita un conflicto negativo de competencia, que debe dirimir la Corte, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto Iey 1285/58, texto según ley 21.708, al no existir un tribunal superior común a ambos órganos en disidencia. La justicia local es la competente para entender en el sub lite, ya que, de las constancias de la causa, surge; ya que el tema cuya dilucidación recae central y principalmente en normas de derecho común.- Tampoco corresponde conocer a los tribunales federales en razón de la persona, por cuanto, si bien la demandada presta el servicio público de transporte de pasajeros correspondiente al sector de la Red Ferroviaria Nacional integrada por los ramales electrificados y de operación diesel de las líneas Mitre y Sarmiento del Área Metropolitana de Buenos Aires, ello obedece al contrato de concesión suscripto entre el Estado Nacional y Trenes de Buenos Aires S.A., formalizado por Resolución 291/95 del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos, y aprobado por Decreto 730/95 del Poder Ejecutivo Nacional que otorgó la prestación del citado servicio en forma exclusiva al Concesionario, confiriéndole, explotación comercial y la operación de trenes, y asumiendo éste el cumplimiento de todas y cada una de las obligaciones principales, secundarias y accesorias originadas como consecuencia del mismo, incluso la derivadas de las relaciones laborales del personal que pasó a incorporarse a su plantel. Siendo Trenes de Buenos Aires S.A., el único accionado en la causa, en su estado actual, su conocimiento compete a la justicia local, sin perjuicio de que si en el curso del proceso fuese citado en calidad de tercero o parte el Estado Nacional o Ferrocarriles Metropolitanos S.A., o Ferrocarriles Argentinos, aquella jurisdicción excepcional pueda ser la competente. Es criterio de la Corte, que la competencia federal es limitada y de excepción y su aplicación de carácter restrictivo; empero, también lo es, que aún para el supuesto de entenderse que la materia en debate es de naturaleza federal, todos los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden y deben, por expreso mandato de la Ley Fundamental, interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponda, sin perjuicio de que las cuestiones federales eventualmente comprendidas, puedan ser objeto de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    Gallardo, Jorge Javier c/ Trenes de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    COMP. 106, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Declaración de insania. Competencia civil. 


    Remisión a fallos 315:2963.


    Se suscita un conflicto negativo que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58 conforme ley 21.708, al no existir un tribunal superior a ambos órganos judiciales en conflicto.


    C., N. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 94, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    A., H. A. s/ Insania


    COMP. 1224, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa “González, Hipólito s/ Protección de personas”.


    La Corte ha puesto reiteradamente de manifiesto, la necesidad de que la objeción de competencia tenga lugar en las oportunidades legales previstas al efecto, lo que reconoce fundamentos vinculados con los principios de seguridad jurídica y economía procesal.


    A.C., A. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 327, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión a fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    M., F. A. s/ Insania


    COMP. 1146, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    R., A. O. s/ Insania


    COMP. 1206, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Despido sin causa. Concursos. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    El actual ordenamiento concursal y la anterior ley 19.551, adoptan soluciones distintas en lo que hace a la finalización del concurso preventivo y a las medidas judiciales a dictarse en su consecuencia. La nueva ley 24.552 distingue, en este punto, dos etapas bien diferenciadas: la de homologación del concurso, que se concreta mediante una resolución que se toma una vez realizadas todas las medidas dispuestas para la ejecución del acuerdo (cfme. Art. 53), y la de declaración del cumplimiento del acuerdo, que se dispone una vez cancelado todo el pasivo concursar, conforme a lo acordado con los acreedores y que lleva a la conclusión del concurso.


    Orellano, Carlos Alberto c/ Porvenir S.A. s/ Despido


    COMP. 735, XXXV, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Despido. Competencia laboral. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp.487, L. XXXIII, “Colque Maldonado, Simeón c/ Agro Industrias Inca S.A. s/ Ordinario” y Comp. 656, L. XXXIV, “Cioffi, Miguel Joaquín c/ Maspro S.A. s/ Despido”.


    Verón, Osvaldo c/ Carindu S.A. s/ Despido


    COMP. 62, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”, resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos del dictamen de esta Procuración General.


    Calvelo, Lidia c/ Clínica Modelo S.A. s/ Despido


    COMP. 1282, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 707 L. XXXV, “García, Jorge y otro s c/ Expreso Cañuelas S.A. y otro s/ Despido”.


    Vitale, Fernando c/ Expreso Cañuelas S.A. y otros s/ Despido


    COMP. 573, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.


    De la Cera, María Flavia c/ Clínica Modelo S.A. s/ Despido


    COMP. 267, XXXIII, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 867, L. XXXV, "Acuña Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares”.


    Marchan, Rubén c/ Empresa Hípica Argentina S.A. s/ Despido


    COMP. 1029, XXXVI, 19 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Concursos. Fuero de atracción. Ley de orden público. Competencia nacional. Juez del concurso. 


    Las causas laborales son atraídas por el juicio universal, que habilita a desplazar la competencia original y natural del proceso, en virtud del instituto del fuero de atracción conforme lo prescripto por los artículos 21, inciso 5° y 132 de la ley 24.522. En tal sentido, no es ocioso poner de relieve que la ley concursal constituye un ordenamiento con numerosas normas de orden público, en particular aquellas referidas a la asignación de competencia de los tribunales, que tienden a preservar los principios liminares de la seguridad jurídica, la igualdad de situación y tratamiento de los interesados y a impedir el posible dictado de decisiones opuestas; consecuentemente, los tribunales no pueden ignorar la existencia de tales normas vigentes, si no media una expresa declaración de invalidez. Es preciso aclarar que toda conjetura referida a la posible limitación de la defensa en juicio, por alteración del procedimiento laboral común, se aventa con las amplias facultades de dirección del proceso que posee el juez de la causa, quien puede dictar todas las medidas de investigación que resulten necesarias y disponer inclusive la comparencia de las partes en el proceso a los fines de la determinación de los créditos (conf. artículos 17, 102 y 274).


    Tedesco, Marcelo Gustavo c/ Pilot Pen S.A. s/ Despido


    COMP. 309, XXXVI, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Verificación de créditos. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.


    La ley concursal constituye un ordenamiento con numerosas normas de orden público, en particular aquellas referidas a la asignación de competencia de los tribunales, que tienden a preservar los principios liminares de la seguridad jurídica, la igualdad de situación y tratamiento de los interesados y a impedir el posible dictado de decisiones opuestas; consecuentemente, los tribunales no pueden, so pena de afectar la debida administración de justicia, ignorar la existencia de tales normas vigentes, si no media una expresa declaración de invalidez.


    Rodríguez, Juan Carlos c/ Expreso Cañuelas S.A. y otro s/ Despido


    COMP. 733, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Quiebra. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Corresponde señalar que las causas laborales son atraídas por el juicio universal, que habilita a desplazar la competencia original y natural del proceso, en virtud del instituto del fuero de atracción conforme lo prescripto por el artículo 21, inciso 5° de la ley 24.522. No es ocioso poner de relieve que la ley concursal constituye un ordenamiento con numerosas normas de orden público, en particular aquellas referidas a la asignación de competencia de los tribunales, que tienden a preservar los principios liminares de la seguridad jurídica, la igualdad de situación y tratamiento de los interesados y a impedir el posible dictado de decisiones opuestas; consecuentemente, los tribunales no pueden ignorar la existencia de tales normas vigentes, si no media una expresa declaración de invalidez. Asimismo, cabe señalar que tampoco podría argüirse la circunstancia de que las fallidas solo son codemandadas en dicha acción, para mantener la causa en el juzgado de origen. Ello es así por las expresas disposiciones del artículo 133, primera y segunda parte de la ley 24.522, que mantienen la competencia del juez de la quiebra, cuando el fallido sea codemandado; salvo desistimiento, y aún cuando se trate de un litisconsorcio necesario. Por todo ello, en el limitado marco cognoscitivo de la cuestión de competencia, sin perjuicio de la intervención como partes o terceros en la acción o en la verificación de la codemandada no fallida, si así lo estima pertinente el juez de la quiebra, corresponde aplicar los preceptos de la ley 24.522.


    De Los Santos, Roberto Carlos c/ Frangias López, Nicolás y otros s/ Despido


    COMP. 60, XXXVI, 26 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. Además, para decidir cuál es el juez competente, no cabe atenerse a la ley que en definitiva sea aplicable, sino a la que se cita como fundamento de la acción intentada.


    Cartoceti, Ricardo y otros c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios y otro s/ Diferencia de salarios


    COMP. 93, XXXVI, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 867, L. XXXV, "Acuña Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares”.


    Ciraudo, Umberto y otro c/ Empresa Hípica Argentina s/ Diferencia de salarios


    COMP. 1028, XXXVI, 19 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. 867, L. XXXV, "Acuña Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares”.


    Díaz, Andrés c/ Empresa Hípica Argentina s/ Diferencia salariales


    COMP. 1027, XXXVI, 19 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa Comp. N° 867, L.XXXV “Acuña Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares”.


    Lanzoni, Francisca O. c/ Empresa Hípica Argentina S.A. s/ Diferencias salariales


    COMP. 1026, XXXVI, 12 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Concursos. Fuero de atracción. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 110, L. XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.


    Obregón, Néstor c/ T.A.T.A. s/ Diferencia salarial


    COMP. 34, XXXVI, 28 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. Nº 110, L. XXXII, “Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.


    Re, Luis Ángel c/ Greco Hermanos S.A. s/ Diferencias de salarios


    COMP. 26, XXXVI, 28 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Divorcio contradictorio. Devolución del expediente. Cámara nacional de apelaciones. Competencia civil. 


    Resulta aplicable en la especie la doctrina sustentada reiteradamente por la Corte, en el sentido de que los tribunales de alzada no pueden exceder la jurisdicción de los recursos concedidos ante ellos, dado que la misma se encuentra limitada por las pretensiones de las partes.


    Greco de Carbone, Ana María c/ Cardone, Carmelo Miguel s/ Ejecución de convenio ejecutivo


    COMP. 921, XXXV, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Competencia provincial. 


    El letrado beneficiario de los honorarios regulados en el caso, lo califica en su presentación, como un crédito postconcursal al ser considerados gastos del concurso con el privilegio del art. 240 de la ley 24.522. En ese orden de ideas estima que se encuentra exento del fuero de atracción, teniendo como única carga procesal "acreditar ante el concurso o quiebra la exigibilidad del mismo y exigir directamente su cobro”. En virtud del carácter que el actor ha dado al cobro de honorarios, es el juez concursal quien tiene la facultad para decidir sobre la calificación del crédito, aun cuando se haya generado con posterioridad a la quiebra, porque la causa del mismo es anterior al periodo concursal y porque el propio interesado pretende su calificación como crédito contra el concurso, hecho éste que sólo puede ser resuello por el magistrado del juicio universal, porque es el único competente para decidir sobre una preferencia establecida en la ley de concursos.


    Rodríguez Mortiarty, José Raúl c/ Dirección Nacional de Vialidad


    COMP. 846, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución del contrato. Competencia provincial. Competencia laboral. 


    La Corte tiene dicho reiteradamente que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecúe a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. Además, que para decidir cuál es el juez competente, no cabe atenerse a la ley que en definitiva sea aplicable, sino a la que se cita como fundamento de la acción intentada.


    Cerda Dedidc c/ YPF S.A. s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 711, XXXV, 07 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Competencia provincial. 


    Conforme a lo estipulado por el artículo 132 de la ley 24.522, todos los juicios de contenido patrimonial, iniciados contra el deudor, que se halla en estado de quiebra, deben radicarse ante el juez de dicho proceso. De las constancias de las actuaciones surge que en ellas no se ha dictado sentencia, razón por la cual, de conformidad con lo dispuesto por la norma precedentemente citada por el apartado 1° del artículo 21 del mismo cuerpo legal, le corresponde al juez de la quiebra dictarla; o, en su caso, resolver por la vía de verificación del crédito y pronunciarse sobre la regulación de los honorarios del perito contador por lo actuado en la causa. Y, aún en el supuesto de no iniciarse el trámite de reconocimiento de la pretensión principal, es el juez del trámite de falencia el que debe determinar por la vía y forma que estime, pertinente para fijar la acreencia del peticionante que se devengará del peritaje realizado. Por ello, es el juez del tribunal donde tramita, la quiebra, quien debe ponderar los trabajos en punto a los cuales se pretende la regulación aludida, así como quien debe fijar la aplicación de las normas legales que rijan el caso.


    Caja Nacional de Ahorro y Seguro c/ ASTARSA s/ Cumplimiento de contrato


    COMP. 982, XXXVI, 15 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia civil y comercial. 


    Remisión a la jurisprudencia sostenida por la Corte, en la causa Comp. 644, L. XXXIV, “Banco de la Nación Argentina c/ Domingo Ernesto Fassella, María Magdalena Vietto de Fasseta y Romeo M. Vietto s/ Ejecución Hipotecaria".


    Mundo, Antonio Roque c/ Bartolini, Victor s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1255, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 644, L. XXXIV, “Banco de la Nación Argentina c/ Domingo, Ernesto Fassetta, María Magdalena Vietto de Fasseta y Romeo M. Vietto s/ Ejecución hipotecaria”.


    En las presentes actuaciones se suscita un conflicto negativo de competencia que corresponde a la Corte dirimir conforme a lo dispuesto en el artículo 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Banco Río de la Plata S.A. c/ Andrada, Andrés Américo s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 370, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro s/ Ejecución hipotecaria”, (Fallos 319:368); cuyos términos y consideraciones son coincidentes con los de esta Procuración General.


    En autos se encuentra planteado un conflicto negativo de competencia que corresponde dirimir a la Corte en los términos del artículo 24 Inc. 7° del decreto-Iey 1285/58, conforme ley 21.708, al no existir un tribunal superior a ambos órganos judiciales en conflicto. La Corte debe dirimir el conflicto declarando que corresponde al Juzgado en lo Civil, continuar entendiendo en las presentes actuaciones.


    Expreso Noroeste Trans Vial S.A. c/ Bortolin, Gabriela s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 500, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa S.C. Comp. n° 593, L. XXXI, “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro”, (Fallos 319:368).


    Banco de Galicia y Buenos Aires S.A. c/ Carplast S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 521, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 314:100, "Sarquis, Pablo Víctor c/ Alcántara S.A.C.I. s/ Ejecución hipotecaria".


    Cifisa S.A. c/ Johnston, Laura s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 212, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Concursos. Verificación de créditos Competencia nacional. 


    De conformidad con lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentran entre los excluidos de radicación, exigiendo sólo como requisito, para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación, por lo tanto por aplicación de la citada ley 24.522, cabe concluir que el juicio debe continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte conforme al precedente "Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro”, que remite a las consideraciones de esta Procuración General.


    Banco Río de La Plata c/ Castillo, Oscar s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1217, XXXVI, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Verificación de créditos. Competencia nacional. 


    La cuestión resulta análoga al dictamen de la causa "Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro", donde la Corte adhirió a los fundamentos y conclusiones del dictamen de esta Procuración General.


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentra entre los excluidos de radicación, exigiendo solamente como requisito, para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación, con lo cual, la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal, que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte.


    Diagnóstico por Imágenes S.R.L. s/ Concurso preventivo


    COMP. 1535, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Concursos. Fuero de atracción. Verificación de créditos. Competencia civil y comercial. 


    La cuestión resulta sustancialmente análoga al dictamen de la causa “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro".


    Conforme a lo normado por el artículo 21 de la ley 24.522, que regula los efectos que se derivan de la apertura del proceso concursal respecto de los juicios en trámite contra el concursado, los juicios ejecutivos de garantías reales se encuentra entre los excluidos de radicación exigiendo solamente como requisito para continuar su trámite, la presentación del pedido de verificación, con lo cual la nueva ley aplicable al caso, vino a sostener la misma previsión del anterior régimen legal que entendió que no se ejerce sobre este tipo de causas el fuero de atracción y deben continuar su trámite ante el juzgado de origen, lo cual fue admitido sin reparos, tanto en doctrina como en jurisprudencia reiterada de la Corte.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Las Tres Barras S.A. s/ Ejecución prendaria


    COMP. 1271, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución previsional. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Atento a lo dispuesto por la Corte en el punto 2, de la Acordada N°75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en el caso, la Sala VII de la Cámara Nacional de Apelaciones del trabajo.


    Letanu, Nélida c/ Instituto Nacional de Previsión Social s/ Ejecución Previsional


    COMP. 704, XXXV, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia laboral. 


    Al no existir un superior jerárquico común a los jueces en conflicto, corresponde al Alto Tribunal decidir cual es el magistrado competente para conocer en la causa.


    Parpagnoli, Victoria c/ Instituto de Previsión Social s/ Ejecución previsional


    COMP. 621, XXXV, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Empelo público. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 127, L. XXXIV, "Ca an, Graciela Ester c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios s/ Empleo público.


    Gómez, Noemí Mónica c/ I.S.S.B. s/ Empleo públic


    COMP. 551, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Facultades de la Cámara de Apelaciones. 


    Cuestión de competencia ya resuelta.


    Habida cuenta que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil ha resuelto el conflicto negativo de competencia planteado en autos, conforme lo determina el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, según texto del artículo 2° de la ley n° 21.708, no existe en la presente causa un conflicto que deba ser dirimido por la Corte.


    La Caja Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Ferroexpreso Pampeano


    COMP. 782, XXXV, 15 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A .s/ Laboral”.


    Palma, José c/ Furlotti S.A.C.I.F. M.A. s/ Ordinario


    COMP. 652, XXXV, 21 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa “Guillen Alejandro c/ Estrella de Mar s/ Laboral” (T319:2844).


    Musimessi, Lino c/ Industrias Alimentarias Brenna S.A. s/ Despido y cobro de haberes


    COMP. 958, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Salarios adeudados. Competencia civil. 


    Resulta aplicable para resolver el presente conflicto el contenido del artículo 43, inciso a), del decreto- ley nº 1285/58, en cuanto dispone en forma expresa que es la Justicia Nacional en lo Civil la que debe entender en todas las causas en que sea parte dicha Municipalidad con excepción de aquellas que resultan de naturaleza penal, jurisdicción ratificada por el artículo 8° de la última ley mencionada.


    Gordillo, Ramona Angélica y otros c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Reintegro de sumas de dinero


    COMP. 870, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Homologación del acuerdo. Honorarios. Competencia civil. Cámara de Apelaciones. 


    El artículo 24, inciso 7°, del decreto – ley 1285/58, texto según ley 21.708, dispone que, cuando los conflictos de competencia se planteen entre jueces nacionales de primera instancia serán resueltos por la alzada de la que dependa el juez que primero hubiese conocido y, la Corte tiene reiteradamente dicho que todos los jueces de la Capital Federal revisten el carácter de nacionales.  Por lo que los obrados deben remitirse a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.


    Escudero, Juan c/ Latronico, Ramón s/ Homologación de acuerdo


    COMP. 294, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio C/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Martínez, Gaspar Alberto y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otros s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 14, XXXVI, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cabe señalar que la competencia asignada a los jueces por normas sustanciales y formales, sólo puede alterarse en casos excepcionales, como son -entre otros- el previsto en la ley de concursos por aplicación del instituto del fuero de atracción, que atiende a principios superiores de seguridad jurídica y' economía procesal, para un mejor servicio de justicia. En tales condiciones, no se configura el presupuesto exigido por la ley concursal, relativa a que el fallido debe ser co-demandado en el proceso. Cabe señalar que para hacer aplicable el instituto del fuero de atracción, conforme lo afirma la actora en su presentación ante el juez competente, ya ha verificado su crédito ante el juez del trámite universal, lo que circunscribe el alcance de la demanda y la condena que pudiera recaer a cuestiones ajenas a las que se pueden plantear en el proceso concursal.


    Conti de Criuella, Alicia Isabel y otro c/ Sevel Argentina S.A. s/ Indemnización por daños y perjuicios


    COMP. 79, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Inhabilitación (civil). Competencia nacional. 


    Remisión a la doctrina de fallos: 312:1373.


    Debe seguir entendiendo en el juicio la Justicia de esta Capital Federal, en virtud de ser el órgano jurisdiccional más cercano al lugar de internación del menor, toda vez que el mismo se encuentra alojado en un instituto terapéutico sito en Capital Federal. Asimismo, ésta jurisdicción actuó originariamente en la causa penal en la que el menor fue declarado penalmente inimputable en los términos del artículo 1° de la ley 22.728 y es allí donde con posterioridad se contempló la posibilidad de su inhabilitación en el marco de las previsiones del art. 152 bis, inciso 2° del Código Civil .


    G., G. M. Á. s/ Inhabilitación


    COMP. 1260, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Competencia civil. Competencia nacional. 


    Teniendo presente que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 12 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, los magistrados nacionales, anoticiados de la existencia de un planteo de inhibitoria en extraña jurisdicción, debieron suspender, sin más, la sustanciación de los autos principales, a fin de evitar el progreso del juicio inaudita parte, con el consecuente peligro de invalidación de trámites procesales, y de evidente afectación de principios y derechos básicos como son el de defensa en juicio y economía procesal.


    Ovalle Viajes S.R.L. c/ Altieri, Walter y otro s/ Demanda Inhibitoria


    COMP. 218, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Internación. Competencia provincial. 


    Remisión a Fallos: 312:1373, "Caimi, José Antonio s/ Internación".


    R., M. E. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 821, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619, L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación”, y Comp. 35, L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación”.


    Q., C. s/ Incidente de competencia


    COMP. 495, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 437; L. XXXIII, “Sulcovsky, Sofía s/ Internación” (Fallos: 312: 1373).


    C., A. C. s/ Internación


    COMP. 519, XXXV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    T., L. R. s/ Internación


    COMP. 1427, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 312:1373.


    Debe seguir entendiendo en el juicio la Justicia de esta Capital Federal, en virtud de su condición de previniente en la resolución de cuestiones relativas al causante del juicio. En efecto, esta jurisdicción actuó en la causa penal en la que aquel fue condenado y se contempló la posibilidad de su internación en el marco de las previsiones del art. 1° de la ley 22.914. Es más, recibido el proceso en el Juzgado Nacional en lo Civil, la jueza a su cargo ordenó su revisación médica e internación, sin formular en esa oportunidad, reserva alguna respecto de su competencia en el asunto.


    A. A., M. E. s/ Internación


    COMP. 1124, XXXVI, 26 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Tribunales de familia. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 312:1373, “José Antonio Caimi”.


    F. P. s/ Internación


    COMP. 111, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en Fallos: 312:1373, “José Antonio Caimi”.


    P., O. s/ Internación


    COMP. 109, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Jubilaciones. Haber jubilatorio. Diferencia de haberes jubilatorios. Reajuste jubilatorio. Competencia nacional. 


    Resulta aplicable para resolver el presente conflicto el contenido del artículo 43, inciso a), del decreto-ley antes 1285/58, en cuanto dispone en forma expresa que es la Justicia Nacional en lo Civil la que debe entender en todas las causas en que sea parte la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, con excepción de aquéllas que resultan de naturaleza penal, jurisdicción ratificada por el artículo 8° del mencionado precepto legal.


    Bianchi, Julio y otro c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 721, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Cámara de Apelaciones. Competencia civil. 


    Toda vez que en estas actuaciones se ha planteado un conflicto negativo de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia, la cuestión debe ser resuelta por la Cámara de Apelaciones del juez que previno.


    López, Julio c/ Medeot, Fernando s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 405, XXXVI, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Toda vez que en estas actuaciones se ha planteado un conflicto negativo de competencia entre dos jueces nacionales de primera instancia, la cuestión debe ser resuelta por la Cámara de Apelaciones del juez que previno.


    Martínez, Juan c/ Elías Hisas e Hijos Sociedad de Responsabilidad Limitada


    COMP. 362, XXXVI, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de mar S.A. s/ Laboral”, resuelta por la Corte con remisión a las fundamentos del dictamen de ésta Procuración General.


    Beltran, Olga Rossana c/ Clínica Modelo S.A. s/ Cobro ejecutivo


    COMP. 1283, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    De conformidad con lo prescripto por el artículo 5°, inciso 3° y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y por la ley de cheques N° 24.452, con las modificaciones establecidas por la ley 24.760, corresponde atribuir en esta ejecución competencia territorial al juez del domicilio del banco girado, pudiendo ser considerado también a dichos fines como especial, el que el librador del cheque tenga en éste registrado. Ello es así por cuanto, por una parte, la Ley de Cheques admite esa jurisdicción en casos como el presente de ejecución de cheques de pago diferido, no advirtiéndose motivo para apartarse de dicha solución por la circunstancia de no haber sido el instrumento de autos presentado a registro. Por otra parte, el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aplicable para dirimir contiendas como la presente, entre jueces nacionales y locales, dispone que, cuando se ejerciten acciones personales, como la presente, será competente el juez del lugar en que deba cumplirse la obligación expresa o implícitamente establecido conforme a los elementos aportados en el juicio y, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato.


    Bremas S.A.I.C. y F. c/ Fonseca, Gomes José s/ Ejecutivo


    COMP. 770, XXXV, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Juicio ordinario. Quiebra. Competencia comercial. 


    Remisión a los dictámenes de las causas Comp. 110; L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral” y Comp. 58; L. XXXIV, “Notenzzo Ettore c/ S.A. Viñedos y Bodegas Arizu s/ Ordinario”.


    Villafañe, Alberto Felipe c/ S.A. Viñedos y bodegas Arizu s/ Ordinario


    COMP. 628, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Liquidación judicial. Entidades financieras. Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Cabe señalar que la apertura del proceso de liquidación judicial de las entidades financieras, produce la suspensión de los procesos iniciados contra la entidad y la aplicación del instituto del fuero de atracción, como un modo de someter a un mismo tribunal el conocimiento y decisión de todas las causas de contenido patrimonial iniciadas contra la entidad, como un modo de contribuir al principio de la igualdad de trato a los acreedores y preservar el principio de seguridad jurídica. La norma que regula dicho instituto del fuero de atracción, (art.49 inciso "k" de la ley 21.526, conforme texto incorporado por el artículo 1°, punto 9° de la ley 24.627), dispone su aplicación y no resulta propio diferir la radicación de la causa a la determinación, de si la acreencia del actor reclamante se halla abarcada por la liquidación, en virtud de que tal reconocimiento, corresponde al tribunal del juicio universal, el que a los fines de proveer respecto de tal circunstancia, a más de la información accesoria que puede solicitar al órgano de control, cuenta con las constancias que obren en estas actuaciones y con la participación del interesado reclamante.


    Arroyo Serres de Pont, Eliana c/ Banco Mayo Cooperativo Ltdo. s/ Ordinario


    COMP. 905, XXXV, 26 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Avocación jurisdiccional. 


    En cuanto a la medida cautelar que se peticiona en forma directa, la solicitud es improcedente porque no se da ninguno de los supuestos que de lugar a la intervención de la Corte como instancia originaria, ni se ha ocurrido por las vías recursivas previstas por la ley procesal. En ese sentido la Corte ha dicho que por vía de avocación y en ejercicio de sus facultades de superintendencia, no le corresponde a la Corte intervenir en cuestiones judiciales, toda vez que pronunciamientos de naturaleza jurisdiccional sólo pueden ser resueltos en causa judicial y mediante los recursos legales correspondientes.


    Imagen Satelital S.A. s/ Solicitud de avocación - Denuncia efectiva privación de justicia


    I. 34, XXXVI, 17 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. N° 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio el Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Acosta, Atanacio y otros c/ Telefónica de Argentina - PPP s/ Medida cautelar (autónoma)


    COMP. 68, XXXVI, 17 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. N° 387, XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Sanz, Luis Ricardo y otros c/ Telefónica de Argentina S.A. PPP s/ Medida cautelar autónoma


    COMP. 208, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Debe destacarse, que el instituto del fuero de atracción configura un supuesto excepcional de desplazamiento de la competencia del juez natural, que tiende a resguardar principios superiores de seguridad jurídica y economía procesal, y a asegurar eliminar de la “pars condictio creditorum”. Por tal razón, opera de modo extraordinario y no dándose la posibilidad de que se verifique la violación de los principios que lo sustentan, cabe sostener la competencia del juez legal de origen, por razón de la materia, las personas o el territorio.


    Acuña, Nancy y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A. s/ Medida cautelar


    COMP. 867, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 867, L.XXXV, "Acuña, Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares".


    Aguilera y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A. s/ Medidas cautelares


    COMP. 237, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 867, L.XXXV, "Acuña, Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares".


    Anobile, Héctor y otros c/ Empresa Hípica S.A. s/ Medidas cautelares, etcétera


    COMP. 240, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 867, L.XXXV, "Acuña, Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares".


    Braschi, Matilde y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A. s/ Medidas cautelares, etcétera


    COMP. 238, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 867, L.XXXV, "Acuña, Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares".


    Kollarcik, Enrique y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A. s/ Medidas cautelares, etcétera


    COMP. 239, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Facultades de la Cámara de Apelaciones. 


    Conflicto entre jueces de primera instancia.


    Cabe recordar que las facultades conferidas por el art. 24, inc. 7º del decreto-ley 1285/58 al tribunal de segunda instancia para dirimir contiendas, no incluyen la excepcional atribución de que goza la Corte, como órgano supremo de la magistratura, para resolver conflictos de competencia declarando la de un tercer magistrado que no intervino en él. En consecuencia, la cuestión debió ser dirimida a favor de uno de los dos magistrados involucrados -y no de un tercero- por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil.


    Peragallo, Martín c/ Ministerio de Justicia (Decreto 2284/91) s/ Medidas precautorias


    COMP. 551, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Sociedades comerciales. Intervención de sociedades. Liquidación de sociedades. Competencia comercial. 


    La demandada se encuentra comprendida dentro de las entidades que deben ser aprobadas y fiscalizadas por la Inspección General de Justicia –artículo 3 de la ley 22.315 orgánica de la Inspección General de Justicia- y que por su actividad solo pueden ser encuadradas como mercantiles. Teniendo en cuenta en primer lugar que el Decreto 142.277/43 en cuanto a las formas en que deben ajustarse las personas jurídicas que desarrollan sistemas de ahorro para fines determinados –materia a la que la Corte le ha reconocido inminente carácter mercantil, y segundo, los hechos descriptos por la actora en cuanto los fines con ciertos rasgos de comercialidad de la actividad de la demandada, por su especialidad cabe atribuir el conocimiento a la justicia comercial. Cabe recordar que en materia de cuestiones de competencia la Corte tiene dicho que ella debe determinarse atendiendo a las pretensiones y a exposición de los hechos que realiza el actor en su demanda. Además, el Tribunal también ha establecido que la competencia de la Justicia de excepción en lo Comercial debe apreciarse -en principio y hecha la salvedad de especificas excepciones legales- con criterio objetivo, no considerando la calidad de las partes sino a la naturaleza intrínseca de la relación substancial en que se basa la pretensión, de modo que la materia de su conocimiento se circunscriba a los asuntos regidos por el Código de Comercio y leyes complementarias.


    Inspección General de Justicia c/ Vitun (Viviendas Trabajadores de las Universidades Nacionales) s/ Medidas precautorias


    COMP. 538, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Menores. Medidas cautelares. Interés superior del niño. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    Es el Tribunal de Menores provincial, que previno en la protección del menor, conociendo, por lo tanto, sus necesidades y conveniencias, el que en mejores condiciones se encuentra para resolver sobre las medidas solicitadas para preservar su intimidad. Esta solución atiende primordialmente al "interés superior del menor", amparado por la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, de jerarquía constitucional, que torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación de los incapaces.


    Paino, Marisol c/ ATC s/ Medidas precautorias


    COMP. 363, XXXVI, 23 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Nulidad procesal. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 138. XXXVI "Ottati, Ana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos".


    Rodríguez, María Laura c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Nulidad


    COMP. 806, XXXVI, 07 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Obras sociales. Cobro de sumas de dinero. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 97, L. XXXIV, "Fama Julio César y otro c/ Estado Nacional —Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Reintegros por sumas de dinero"; y remisión al dictamen de la causa Comp. 513, L. XXXIV "Balduino Zaida Hemilse c/ E


    Habida cuenta de que la demandada es una obra social comprendida en las disposiciones del artículo 38 de la ley 23.661, conforme el cual la ANSSAL y los agentes de seguro, estarán sometidos exclusivamente a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria sólo cuando fueran actoras, entonces la justicia federal es la competente para entender en la causa.


    Caja Complementaria de Prevision para el Personal de la Jurisdiccion Comunicaciones CAPRECON c/ Obra Social del Correo OSPEC


    COMP. 344, XXXVI, 15 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Personas jurídicas de carácter privado. Entes autárquicos nacionales. Opción de competencia. Competencia ordinaria. 


    La actora -ente de carácter privado- si bien resulta ser sucesora de una entidad nacional ejerció correctamente el derecho de ocurrir a la justicia ordinaria, ya que a raíz de la privatización aludida dejó de revestir su condición de organismo autárquico de la Nación, que pudiera obligar a recurrir al fuero federal por razón de la persona. Pero además, aun en el anterior supuesto, no parece ocioso decir que cuando conformaba un organismo autárquico del Estado Nacional, siempre tuvo la posibilidad de optar entre la jurisdicción local o federal para promover sus acciones. La Corte tiene dicho que la justicia federal es un fuero de excepción y no dándose causal especifica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento corresponde a la jurisdicción local.


    Banco Hipotecario c/ Fernández, Mónica s/ Ejecución


    COMP. 1057, XXXVI, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Prefectura Naval. Indemnización. Derecho privado. Competencia civil y comercial federal. 


    Es un reiterado principio el que afirma que para determinar la competencia habrá de estarse, en principio, a la exposición de los hechos que el actor hace en su demanda y después, y sólo en la medida que se adecúe a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. Al ser la Nación parte demandada, corresponde conocer en el proceso a la justicia federal (Conf. Fallos 297:159 entre muchos otros). Mas de los hechos expuestos en el escrito de demanda, es dable afirmar que el reclamo se apoya en lo sustancial en aspectos relativos al derecho privado, sin perjuicio de que surjan dentro del ámbito propio de la relación de empleo público, desde que el actor fundó su derecho en los artículos 1078, 1112, 1113 y concordantes del Código Civil, conformando, en rigor, una demanda por falta de servicio, pues no se intenta la modificación del acto administrativo que dio lugar a la baja sino la reparación completa del daño producido por ese accionar ilícito, con apoyo en normas de derecho privado.


    Altamirano, Rolando c/ Ministerio del Interior - Prefectura Naval Argentina


    COMP. 580, XXXV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa L. 116, L. XXXVIII, “López, Ramón c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa".


    Morales, Miguel Eduardo c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 792, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 77, L. XXXV, "Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otro s./ Proceso de conocimiento".


    García, Rodolfo José y otro c/ Y.P.F. y otro s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 2, XXVI, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestioneas análogas al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    González, Roque Irineo y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. (Y.P.F.) y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 104, XXXVI, 03 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Carrasco, Juan Vicente y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 881, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Flores, Pedro Abraham y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 762, XXXV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Gigantino, Miguel Andrés y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 840, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Lagos, María Jesús y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 822, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Martínez López, Mario Enrique y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 863, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Pereyra, Hugo Enrique y otro c/ YPF S.A. y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 864, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Chubrega, Sergio Walter y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 199, XXXVI, 03 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Gómez, Oscar Alfredo y otros c/ Yacimientos Petrolíferes Fiscales S.A. (Y.P.F.) y otros s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 103, XXXVI, 03 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. N° 387, XXXIV, "Albornoz, Domingo c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Bader, Miguel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía, Obras y Servicios Públicos y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 46, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acaricio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Pescara, Juan Carlos y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 893, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Escalante, Fermín y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 889, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Faut, Luis Guillermo c/ Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 888, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Santana, Jorge Alberto y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 975, XXXVI, 21 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Trotta, Roberto y otros c/ Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 310, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Leaplaza, Juan Carlos y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos – Programas de Propiedad Participada y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 462, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos: 321:3037.


    Castro, Diego Ramón y otros c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones en liquidación y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 856, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Barrenengoa, Alberto Jesús c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 380, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil y comercial federal. Remisión del expediente. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 387, L XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Paco, Apelinario y otros c/ Ministerio de Economía y OSP - PPP y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 190, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Programa de participación accionaria. Juicios contra el Estado. Cámara nacional de apelaciones. Juicos previniente. 


    Toda vez que el conflicto negativo de competencia se ha planteado entre jueces nacionales de primera instancia, la cuestión debe ser resuelta por la Cámara de Apelaciones del magistrado que previno.


    Mitre, Raúl Pedro c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Participación accionario obrero


    COMP. 376, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Protección a la familia. Menores. Extranjeros. Competencia provincial. 


    Los conflictos entre jueces de distinta jurisdicción, deben resolverse por aplicación de las normas nacionales de procedimientos. En lo referente a la protección de personas resulta juez competente el del domicilio de la que haya de ser amparada, con la debida intervención del asesor de incapaces. Tiene dicho la Corte que no procede la intervención de la justicia federal en razón de la persona, si no se ha acreditado debidamente la calidad de extranjero de los denunciados, ni cuando, aquel al que se le atribuye tal carácter, todavía no ha tomado intervención en el proceso. Tampoco, corresponde el fuero federal en razón de la materia, por no encontrarse, por ahora directamente comprometida la interpretación y aplicación de tratados con naciones extranjeras. Además, pues no consta en los obrados que los supuestos extranjeros refugiados denunciados, hubieren violado normas emergentes de la Ley de Migraciones, que les fueren aplicables. Asimismo es dable indicar que solamente habilitaría la intervención del fuero de excepción, si éste fuere solicitado por el ciudadano extranjero (o quien lo representa), atento ser un beneficio que únicamente él puede ejercer. Teniendo en consideración que la juez provincial previno en el juicio y que, en la actualidad, se encuentra tramitando la causa, razones de seguridad jurídica y de economía procesal, y en virtud del derecho invocado, es dicha magistrada quien deba continuar entendiendo en ella; en especial, pues, hasta el momento no se dan los requisitos que habilitarían la intervención del fuero federal. Por otra parte, aún de entenderse que la materia en debate es de naturaleza federal, vale recordar que es criterio sustentado por la Corte que todos los jueces, de cualquier jerarquía y fuero, pueden y deben, por expreso mandato de la Ley Fundamental, interpretar y aplicar la Constitución y las leyes de la Nación en las causas cuyo conocimiento les corresponda, sin perjuicio de que las cuestiones federales eventualmente comprendidas, puedan ser objeto de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    C. W. - S. M. - S. S. s/ Protección de menores


    COMP. 670, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Protección de personas. Cámara nacional de apelaciones. Competencia criminal y correccional. 


    Con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, los conflictos que se plantean entre Jueces nacionales de primera Instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema.


    E., V. M. s/ Protección de persona


    COMP. 1449, XXXVI, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 315:2963, "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    S., Y. A. s/ Protección de persona


    COMP. 914, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 315:2963, “González, Hipólito s/ Protección de personas”.


    C., M. E. s/ Artículo 482 del Código Civil


    COMP. 831, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas" (Fallos: 315:2963).


    C., R. I. s/ Protección de persona


    COMP. 974, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Seguridad jurídica. Economía procesal. Juez previniente. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    G. R. M. y G. L. C. s/ Protección de persona


    COMP. 935, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Quiebra. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp.110, L.XXXII, "Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S A s/ Laboral”.


    Santillán, Carlos Dionicio c/ Penta S.A. s/ Despido


    COMP. 61, XXXVI, 26 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio del deudor. Competencia provincial. 


    No se encuentra fundamento para modificar la competencia atribuida inicialmente al juez de San Isidro, cuando al tiempo de promoción del juicio universal el deudor tenía su domicilio real en esa localidad y esto no está cuestionado. Ello viene impuesto por el artículo 3 inciso 1° de la ley 24.522, en cuanto dice que tratándose de una persona de existencia visible, si ésta no contara con una sede negocial debe intervenir el juez de su domicilio real. NO se presenta un supuesto excepcional que justifique apartarse de esa regla general, como lo ha admitido la Corte en oportunidades en que resultaba manifiesto el carácter ficticio del domicilio indicado al sólo efecto de dificultar la acción de los acreedores o eludir la competencia de determinados tribunales. No se ha imputado concretamente la existencia de una maniobra de esa naturaleza.


    Morano, Gabriel y otros c/ Villanueva, Patricio s/ Quiebra


    COMP. 529, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio ficticio. Competencia nacional. 


    Se entiende por domicilio ficticio aquél sólo aparente o convencional destinado a alterar los principios que consagran la indelegabilidad de la competencia, o la prohibición de prórroga por voluntad de las partes, al estar de por medio el interés público. Los indicarios y la ausencia de un relato comprobable acerca de la actividad que habría desarrollado la deudora en la ciudad balnearia, en orden a constatar la veracidad del domicilio, conducen a concluir que el pedido de quiebra fue incoado en otra jurisdicción para dificultar la acción de los acreedores.  Deviene abstracta la objeción del juez nacional relativa a la falta de legitimación del síndico para cuestionar la competencia, pues la doctrina de la Corte ha sostenido en reiteradas oportunidades que las normas de competencia en la ley de concursos son de orden público y no admiten ser prorrogadas por voluntad de las partes, de modo que el juez debe declarar la incompetencia aún de oficio como surge del art. 13 "in fine" de la ley 24.522. Esta Procuración General en dictamen emitido en autos “Manufactura Algodonera Argentina S.A." M. 1106, L. XXIV, señaló que las normas de competencia de la ley de concursos, no son meras disposiciones para la distribución de causas entre los tribunales, sino que atienden a la naturaleza del procedimiento, que en definitiva afecta a una universalidad activa y pasiva. Se dijo también que resultaba imprescindible y de gran importancia determinar ante qué juez va a quedar radicado el proceso, pues la apertura del concurso produce consecuencias de orden sustancial y formal de enorme relevancia, cuáles son la afectación al control judicial de todo el patrimonio del concursado, la sujeción forzada de sus acreedores a un procedimiento especial, de carácter sumario y plazos limitados, la intervención de terceros, auxiliares que hagan viable el preciso conocimiento de la situación al tribunal. Todo lo cual lleva a la consagración y efectiva aplicación de los principios liminares del proceso, como el de defensa en juicio, concentración de los procesos -como modo de favorecer la economía procesal y seguridad jurídica-, así como el de inmediación, los que contribuyen al destino final de la prestación de un buen servicio de justicia.  A la luz de tales consideraciones, pierde sustento la tesitura del juez nacional relativa a que el juez provincial había asumido y consentido su competencia, ya que la declinatoria de oficio no estaba sujeta a un término perentorio, si bien es cierto que en algunas oportunidades la Corte ha valorado el estado avanzado de los trámites de liquidación ya cumplidos en el proceso para descartar un cambio de radicación de la causa. Cuando se trata del concurso de una persona de existencia física, corresponde conocer al juez del lugar de la sede de la administración de sus negocios, pero a falta de ésta, al del lugar del domicilio.


    Doipe, Marcela Edith s/ Su propia quiebra


    COMP. 515, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio social. Domicilio constituido. Competencia provincial. 


    Resulta acreditado que el domicilio que puede fijar la competencia territorial para el trámite del pedido de quiebra de la presente sociedad (no constituida regularmente), ya sea que se tenga al mismo como lugar de la sede o del establecimiento principal, conforme a lo previsto en el artículo 3°, inciso 4° de la ley 24.522, es el denunciado en la Provincia de Buenos Aires, donde, por otro lado, cabe consignar se hizo efectiva la notificación a la presunta deudora. Corresponde distinguir entre domicilio y sede social, en tanto el primero, hace referencia al lugar donde deben cumplirse las formalidades legales requeridas para la constitución y funcionamiento y fija la competencia judicial y administrativa donde la sociedad obtiene la autorización para funcionar, y la segunda, refiere el lugar dónde se halla instalada la administración, se encuentran sus directivos y se reciben las diversas notificaciones o comunicaciones judiciales o administrativas. Esta última no implica o precisa, necesariamente, de reforma del contrato constitutivo, por lo cual la asignación original del domicilio en la Ciudad de Buenos Aires en dicho instrumento a los fines de la inscripción, no habiéndose luego hecho efectiva la inscripción pertinente como consta en autos, no determina la competencia de los tribunales nacionales, en tanto la sede de la sociedad no se halla, al tiempo de promoverse la petición de quiebra, en dicha jurisdicción.


    Trabajadores de ADABOR S.A. Laboral s/ Pedido de quiebra


    COMP. 784, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Sociedad anónima. Competencia comercial. 


    El artículo de la ley 24.522 establece que en caso de duda se estará a la acumulación donde tramitó el concurso del juez que previno, y surgiendo de las constancias de autos que el tribunal que primero entendió en uno de los concursos fue el Juzgado Nacional de Comercio, cabe admitir que la quiebra de la sociedad anónima tramite ante dicha jurisdicción.


    Roque Vasalli S.A. s/ Quiebra


    COMP. 456, XXXIV, 28 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Reclamo del haber jubilatorio. Cobro de sumas de dinero. Competencia civil. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 560; L. XXXIV, “Albano, Lilia c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos”.


    Rainone, Emilia Micaela c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 674, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Concursos. Competencia nacional. 


    Ha dicho la Corte, ante una situación que cabe reputar análoga, que la regulación de honorarios dada su naturaleza accesoria debe tramitar ante el juez de la causa principal que, por lo demás, es el competente y mejor habilitado para realizar la estimación correspondiente, por cuanto el proceso tramitó bajo su dirección. Y por ello decidió que no opera el fuero de atracción del juicio universal de sucesión, si se encuentra pendiente la regulación de honorarios en un juicio concluido. La regulación de honorarios debe ser practicada por el juez de origen, pues no se trata de emolumentos correspondientes a funcionarios o profesionales que tengan la categoría de créditos contra el concurso, los que sí integran una categoría reservada al juez concursal, en razón de que son gastos necesarios para diligencias judiciales de beneficio común.


    Banco Piano S.A. c/ Soquilo S.H. y otro s/ Ejecutivo


    COMP. 699, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Reintegro de aportes y contribuciones. Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Atento a lo dispuesto por la Corte en el punto 2, de la Acordada N° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir conociendo en el caso, la Sala VII de la Cámara Nacional de Apelaciones del trabajo.


    Banco de la Nación Argentina c/ Ruiz Antonio s/ Reintegro de aportes


    COMP. 134, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 266, L. XXXV, "Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones", fallada por la Corte por sus fundamentos.


    Thomsen, Marta Silvia y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - Administración Nacional de Seguridad Social


    COMP. 1267, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad parental. Cuota alimentaria. Competencia civil y comercial. 


    En primer lugar, el artículo 227 del Código Civil, establece que las acciones de separación personal, divorcio vincular y nulidad, así como las que versaren sobre los efectos del matrimonio, deben intentarse ante el juez del último domicilio conyugal efectivo o ante el domicilio del cónyuge demandado. Ahora bien, dicho principio general es precisado, en materia alimentaria, por el artículo 228 del mismo cuerpo legal, que en su inciso primero atribuye competencia al juez que hubiera entendido en el juicio de separación personal, divorcio vincular o nulidad. En el caso de las constancias de las actuaciones, surge que ante el Juzgado de la localidad de San Nicolás, Provincia de Buenos Aires se sustancia o sustanció el juicio de divorcio vincular de las partes. En uno y otro supuesto, debe prevalecer por extensión la competencia del juez del divorcio, ya que ello coadyuvará a una necesaria concentración, ante un solo juez, de todas las cuestiones derivadas de la misma relación matrimonial.


    C., A. s/ Inhibitoria de competencia


    COMP. 1178, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Restricciones a la capacidad. Internación psiquiátrica. Competencia provincial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 619; L. XXII, “Caimi, José Antonio s/ Internación” in re Comp. 35; L. XXX, “Camino, Miguel Ángel s/ Internación” y Comp. 24; L. XXXV, “Segarra, Josefa s/ Internación”.


    S., Gimena s/ Artículo 482 del Código Civil Procesal Especial


    COMP. 903, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Retenciones salariales. Competencia comercial. Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. N° 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.


    Medina, Luis c/ Greco Hermanos S.A. s/ Retención de haberes


    COMP. 25, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Subasta de inmuebles. Competencia civil y comercial. 


    La cuestión planteada en autos guarda similitud a la considerada por la Corte en oportunidad de decidir acerca de la competencia para resolver la nulidad de un remate realizado por un juez exhortado. En esa ocasión, la Corte se atuvo estrictamente a la regla establecida por la ley de trámite uniforme de exhortos, en cuanto establece que ante el tribunal exhortado no puede plantearse cuestión de ninguna naturaleza (art. 4 Convenio de Comunicaciones ley 22.172) y resolvió que incumbía al juez que libró el exhorto decidir lo que estime pertinente al caso.


    Cazalbon, Luciano c/ De Michel hijo s/ Embargo Preventivo Ejecutivo


    COMP. 631, XXXV, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Sucesiones. Deudas impositivas. Competencia civil y comercial. 


    Tratándose de deudas devengadas con posterioridad al fallecimiento del causante, y estando su ejecución -iniciada en jurisdicción provincial- sometida, en principio, a disposiciones de naturaleza local (art. 5, inc 7°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires), cuya validez no se encuentra debatida en el caso, corresponde al Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial, continuar entendiendo en este juicio.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Acuña, Jorge y otros s/ Apremio


    COMP. 287, XXXVI, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Tribunal de alzada. Facultades de la alzada. 


    Inexistencia de un conflicto de competencia.


    Habida cuenta de que la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo ha resuelto el conflicto negativo de competencia planteado en estos autos conforme lo determina el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, según texto del artículo 2° de la ley 21.708, no existe en la presente causa un conflicto que deba ser dirimido por la Corte. En tales condiciones es manifiestamente improcedente la elevación al Tribunal dispuesta, en orden al dispendio jurisdiccional que ella importó, situación que cabe poner de resalto a los fines que estime corresponder esa Corte.


    Lewintre, Elva Noemi c/ Caja complementaria para la actividad docente y otro


    COMP. 444, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Viajante del comercio. Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, "Guillén Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Navarro Moreno, Javier c/ Estancia Santa Ana S.A. s/ Ley 14.546


    COMP. 40, XXXVI, 28 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Asegurador por riesgos del trabajo. Competencia civil. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 524, L. XXXV, "Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Avila Omar Alberto s/ Cobro de dinero".


    Consolidar A.R.T. S.A. c/ González y otro s/ Interrupción de prescripción (Artículo 3.986 Código Civil)


    COMP. 1164, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Adopción. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 308:203 y 321:203.


    M., M. s/ Adopción


    COMP. 823, XXXV, 13 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Competencia nacional. 


    El tema en debate vinculado a los efectos que cabe atribuir en materia de competencia territorial, a la registración o no de un cheque diferido ya fue considerado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en su sentencia en la causa Comp. 770 L. XXXV, "Bremas S.A.I.C. y F. c/ Fonseca Gómez s/ Ejecutivo”, precedente en el que al remitir al dictamen de esta Procuración General de la Nación, la Corte puso de resalto la aplicabilidad del articulo 60 segundo párrafo de la ley de cheques, y consecuentemente de la opción que admite, independientemente del cumplimiento o no de dicho requisito.


    Axoft Argentina S.A. c/ Gonzalez Belkis, Ramona y otro s/ Ejecutivo


    COMP. 686, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 631, L. XXXIV, “Carrizo Genaro c/ Pintrufa S.A. s/ Laboral por accidente de trabajo".


    Vignolo c/ Luján Cooperativa Vitivinícola Limitada


    COMP. 24, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 593, L. XXXI, “Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Saiegh Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Neubi Overseas S.A. y otros c/ Lasa, Marcelo y otros s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 54, XXXVI, 30 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 593, L.XXI, "Casasa S.A. c/ Saiegh Salvador y Otro s/ Ejecución Hipotecaria".


    EG3 S.A. c/ García, Osvaldo Aldo s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 924, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 593, L.XXXI, “Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Saiegh Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Albano, Fernando Juan c/ Barbieri Jorge s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 202, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 593, L. XXXI, "Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Quick Food S.A. c/ Acevedo, Antonio y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 456, XXXVI, 23 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Ente público no estatal. Nulidad del acto administrativo. Competencia ordinaria. 


    La materia y las personas constituyen dos categorías distintas de casos cuyo conocimiento atribuye la Constitución a la justicia federal. En uno y otro supuesto dicha competencia de excepción no responde a un mismo concepto o fundamento. En el primero, lleva el propósito de afirmar atribuciones del Gobierno Federal en las causas relacionadas con la Constitución, tratados y leyes nacionales, asi como las concernientes a almirantazgo y jurisdicción marítima. En el segundo, procura asegurar -esencialmente- la imparcialidad de la decisión, cuando se plantean pleitos entre vecinos de diferentes provincias. Ninguno de estos casos se presenta, pues en efecto, la materia sobre la que versa el pleito no es de naturaleza federal, en tanto se trata, sustancialmente, de obtener la nulidad de actos de un ente público no estatal referidos a su organización interna, por lo que la cuestión no se halla directa y esencialmente vinculada con las garantías constitucionales de carácter federal que sirven de fundamento a la pretensión. Al respecto, cabe recordar que la nuda violación de esas garantías, proveniente de autoridades provinciales, no hace surtir el fuero federal toda vez que éste procede solo cuando ello deriva de autoridades nacionales. Asimismo, las partes que intervienen en el pleito no son aforadas a la justicia de excepción, ya que en él se encuentran enfrentadas una persona jurídica privada y una persona pública no estatal de la Provincia de Santa Fe y no es demandado, ni citado como tercero, el Estado Nacional, a fin de que, llegado el caso, asuma la defensa de sus intereses.  En consecuencia, integrando la actora el Consejo Directivo del Ente Administrador del Puerto de Santa Fe cuyos actos se impugnan, resulta aplicable el art. 6 de la ley N° 11.011 de su creación, que establece que la justicia ordinaria provincial es la competente para entender en los conflictos que se susciten dentro de su seno.  Sobre el particular, cabe recordar que la intervención del fuero federal en las provincias es de excepción, es decir, se encuentra circunscripto a las causas que expresamente le atribuyen las normas constitucionales y las leyes que fijan su competencia -ley 48, ley 1893 y decreto-ley 1285/58- que son, por su naturaleza, de interpretación restrictiva.


    Asociación Usuarios y Prestatarios de Servicios del Puerto de Santa Fe c/ Ente Administrador Puerto de Santa Fe s/ Juicio ordinario


    COMP. 326, XXXV, 15 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Guarda del menor. Competencia civil y comercial. 


    Como lo ha sostenido reiteradamente la Corte en casos análogos, a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse centralmente al objeto del juicio expuesto en el escrito de demanda. Cabe señalar que, con carácter previo a que el matrimonio iniciara el procedimiento de guarda preadoptiva, ante el magistrado conforme lo prescripto por los artículos 316 y 317 del Código Civil, ya se encontraban de hecho ejerciendo la guarda de la menor, conforme acreditaron con la documental de los autos principales. Es más, fue ese magistrado quien, les otorgó dicha guarda.


    S., A. B. s/ Guarda judicial


    COMP. 860, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Entes autárquicos nacionales. Competencia federal. 


    Para determinar la competencia se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, después, sólo en la medida en que se adecúe a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. El presente proceso corresponde a la competencia federal, tanto en razón de las personas como en razón de la materia, toda vez que la sociedad actora dirige su pretensión contra una entidad autárquica nacional –el Banco Central- que, de conformidad con el art. 55 de su Carta Orgánica, ley nacional 24.144 está sometido exclusivamente a la competencia federal, especialmente, en las causas en que resulta demandado. Si bien es cierto que las medidas susceptibles de ser aplicadas por el Banco Central producirían sus efectos en el ámbito provincial (art.4° párrafo primero de la ley 16.986), también lo es que los actos cuestionados emanan de una autoridad nacional, la cual está sometida exclusivamente a la justicia federal y que, además se ha solicitado la inaplicabilidad de normas de esa naturaleza que rigen y tutelan el sistema financiero de la Nación, lo cual hace que la justicia provincial resulte ajena a la cuestión planteada, ya que lo contrario importaría que una ley nacional (16.986) pueda alterar la competencia expresamente establecida en el art. 116 de la Constitución Nacional.


    Banco Central de la República Argentina s/ Inhibitoria


    COMP. 267, XXXV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 267, L. XXXV, “Banco Central de la república Argentina s/ Inhibitoria”.


    Incidente de oposición de la Juez civil y comercial de la Provincia del Chaco a la inhibitoria requerida por el juez nacional en lo contencioso administrativo federal N° 12 en autos “Banco Central de la república Argentina s/ Inhibitoria"


    COMP. 237, XXXV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Asociaciones sindicales. Competencia provincial. 


    Remisión al precedente de Fallos: 314:101.


    Gutiérrez, Rodolfo c/ Asociación de Trabajadores de la Sanidad Argentina s/ Ley de Asociaciones Sindicales


    COMP. 820, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Adopción. Responsabilidad parental. Competencia nacional. 


    En cuanto a la competencia de la acción por adopción, la Corte ha resuelto que el art. 321 inc. a), del Código Civil, impide aplicar la doctrina según la cual el domicilio de los padres determina la competencia para entender en cuestiones vinculadas a la patria potestad, ya que la norma dispone en forma expresa una solución que, a los fines de radicar la causa subordina los intereses de los padres que han dejado de tener la guarda de sus hijos, la de proteger a los últimos y los adoptantes, con quienes conviven, corresponde asignar la radicación atendiendo a tal principio.


    M., E. D. A. s/ Adopción


    COMP. 693, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Aportes y contribuciones previsionales. Devolución del expediente. Cámara de Apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. N° 266, L. XXXVI, “Zubielqui, Néstor Ramón c/ Banco de la Nación Argentina s/ Cobro de aportes o contribuciones”.


    Giusti, Mario c/ Caja Nacional de Ahorro y Seguridad s/ Prestación complementaria


    COMP. 826, XXXV, 24 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Asignaciones familiares. Competencia previsional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 512; L. XXXV, “Sindicato Único de Trabajadores del Neumático Argentino c/ Estado Nacional – Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otros s/ Asignación familiar”.


    Sindicato Único de Trabajadores del Neumático Argentino c/ Estado Nacional - Ministerio de trabajo y Seguridad Social y otros s/ Asignación familiar


    COMP. 513, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cámara de Apelaciones. Seguridad social. 


    Con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema.


    Zalaya, José María c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 1301, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cámara nacional de apelaciones. Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77; L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento”.


    Burgos, Oscar Américo c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 741, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Obras sociales. Juicios en que es parte una provincia. Calidad de parte. Entes autárquicos. Competencia de la Corte Suprema. Carácter taxativo. Incompetencia. 


    Cabe recordar que, según reiterada doctrina de la Corte, a efectos de que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominal y sustancialmente en el pleito, ya sea como actora, demandada o tercero, y que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. En mérito a lo señalado y, dado que en autos una Provincia demanda a otra, corresponde examinar si ambas revisten el carácter de parte sustancial en la causa. Con respecto a la actora, corresponde advertir que, a pesar de ser promovida la presente demanda por la Provincia de Santiago del Estero, es el Instituto de Obra Social del Empleado Provincial de Santiago del Estero, quien ha suscripto el Convenio de Reciprocidad y resulta acreedor de la obligación objeto del pleito, dado que, de conformidad con el artículo 6 de la ley provincial N° 4.021, dicho instituto tiene personería jurídica propia, por lo que está capacitado, dentro de los fines determinantes de su creación, para ejercer por sí mismo sus derechos y contraer obligaciones. Habida cuenta de ello, la Provincia es sustancialmente ajena a la litis. Con respecto a la demandada, si bien la pretensión se dirige contra la Provincia de Santa Cruz, la deuda que da origen a este proceso habría sido contraída por la Caja de Servicios Sociales de la Provincia. Dicho organismo, según el artículo 1° de la ley provincial N° 1.092, es una entidad autárquica, con capacidad para actuar pública y privadamente, es decir, cuenta con una individualidad jurídica y funcional que permite distinguirla del Estado local. En consecuencia, ni la Provincia de Santiago del Estero ni la de Santa Cruz son partes sustanciales en el pleito, el cual se suscita entre dos entes autárquicos de distintas jurisdicciones territoriales. En tales condiciones, dado que el artículo 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá una competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de ampliarse, restringirse o modificarse mediante normas legales, el presente proceso, resulta ajeno a esta instancia.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Santa Cruz, Provincia de y/o Caja de Servicios Sociales s/ Cobro de pesos


    S. 519, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 130; L. XXXIII, “Saliba, Eleonora S. c/ Zavala, Marcelo y otro s/ Daños y perjuicios”.


    Díaz, Mirta Noemí c/ Fano Martínez, Monic y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 854, XXXV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 811, L. XXXV, “Roson Gavilán, Hugo Américo y Álvarez, Gonzalo Ariel s/ Protección de Persona”; resuelto por la Corte de conformidad con lo dictaminado por esta Procuración General.


    A. G. A. s/ Incidente de competencia formado en causa N° 21.073 Á. G. p/ Artículo 10 Ley 10.067


    COMP. 811, XXXV, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia laboral. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77; L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento”.


    Contrera, Miguel Ángel c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 779, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77; L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento”.


    Danovis, Miguel Ángel c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 838, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77; L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento”.


    Grilli, Vicente Ángel c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 743, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 77; L. XXXV, “Rezk, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación y otros s/ Proceso de conocimiento”.


    Orellana, Orlando c/ YPF S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 714, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Suspensión de la subasta. Vencimiento del plazo. Cuestión abstracta. 


    Cuando se elevó la causa a la Corte, el conflicto ya se había tornado abstracto, desde que estaba vencido el término de 90 días dispuesto por el juez del concurso, que es el máximo de suspensión que autoriza la ley 24.522 en resguardo de los derechos de los acreedores hipotecarios.


    Cooperativa Industrial Textil Argentina de Producción y Consumo s/ Concurso preventivo


    COMP. 107, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Acumulación de procesos. Competencia provincial. 


    Si bien en las causas sub-examine no se configura identidad entre los sujetos demandados -en los términos del art. 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, toda vez que la materia litigiosa es, en principio, sustancialmente análoga, cabe sostener que concurren en el sub-lite ciertos elementos objetivos comunes, que tornan aconsejable que sea un solo juez el que intervenga en los procesos vinculados a los fines de evitar que pudieren dictarse sentencias contradictorias. En tal sentido cabe recordar, reiterada doctrina del Tribunal en la que se sostuvo que es procedente la acumulación de procesos, no obstante que no concurran la triple identidad de sujeto, objeto y causa, si se evidencia la posibilidad que, en cuestiones similares, emanen fallos contrapuestos.


    Larroza, Ricardo c/ Editorial Sarmiento S.A. Editora del Diario Crónica s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 301, XXXVI, 19 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Bonos de goce y de participación. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Bulacio, Ramón Antonio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de trabajo y seguridad social y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 825, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    García, Héctor Alejandro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y seguridad social y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 857, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Gergez, Sandra Elisabet y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 783, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Mazante, Jorge Eduardo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 767, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Saldaño, Víctor y otros c/ Ministerio de trabajo y seguridad social - Ministerio de economía y obras y servicios públicos y otro s/ Empleo público


    COMP. 861, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Sotuyo, Daniel Alberto y otros c/ Estado Nacional c/ Ministerio de trabajo y seguridad social y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 899, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Claramonte, Américo Agustín y otro c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 407, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Luque, Miguel Ángel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 740, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia laboral. Cámara nacional de apelaciones. 


    Recurso de apelación pendiente de resolución.


    La Corte ha establecido que no se encuentra trabada una contienda de competencia cuando se halla pendiente de pronunciamiento un recurso de apelación, extremo que acaece en estos actuados.


    Provincia Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. c/ Néstor García s/ Daños y perjuicios


    COMP. 922, XXXV, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Juicios en que es parte una Provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa K. 38, XXXV, “K ., Elías Gregorio c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”; y sus citas.


    De considerar la Corte probada la distinta vecindad invocada por los actores, el presente proceso correspondería a la competencia originaria la Corte.


    E., Miguel Ángel y otra c/ Unidad Ejecutora Programa Ferroviario Provincial - Ministerio de Obras y Servicios Públicos de la Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    E. 193, XXXV, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Mala praxis. Causas civiles. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario que, a la naturaleza civil de la materia en debate, se una la distinta vecindad de la contraria. En el sub lite, la pretensión del actor consiste en obtener un resarcimiento, por los daños y perjuicios derivados de la presunta falta de servicio en que habría incurrido el personal médico del Hospital Provincial, atribuyendo responsabilidad a la Provincia por el cumplimiento irregular de las obligaciones a su cargo, toda vez que esa institución integra la Administración Central de dicho Estado local. En tales condiciones, si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa.


    Bustos, Ramón Roberto c/ La Pampa, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios


    B. 853, XXXVI, 07 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Transportes Metropolitanos General Roca Sociedad Anónima. Lesiones graves. Estado Provincial. Falta de legitimación para obrar. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Según el artículo 347, inc. 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la falta de legitimación sustancial se configura cuando alguna de las partes no es titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión y, para que proceda como de previo y especial pronunciamiento, debe ser manifiesta. Dicha circunstancia es la que se presenta en el sub-lite, dado que la Provincia de Buenos Aires ha podido demostrar que su falta de legitimación para ser citada como tercero a juicio resulta evidente. En reiteradas oportunidades, la Corte ha dicho que el poder de policía de seguridad que corresponde al Estado, no resulta suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o dependencias tuvo participación, toda vez que, no parece razonable pretender que su responsabilidad general en orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo, en las consecuencias dañosas que ellos produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa. Por otro lado, cabe recordar que se debe atender de modo principal para fijar la competencia, la descripción de los hechos expuesta en la demanda. En tales condiciones, no se presenta en autos una comunidad de controversia entre la demandada y la Provincia de Buenos Aires que autorice la intervención obligada de dicho Estado local, prevista en el artículo 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Por ello, el presente proceso, que se suscita entre particulares, resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte, la cual, por ser de raigambre constitucional es de naturaleza restrictiva e insusceptible de ser ampliada a otros supuestos no previstos en la norma.


    Tossini, Eva Susana c/ Transportes Metropolitanos General Roca S.A. y otro (Provincia de Buenos Aires) s/ Daños y perjuicios


    T. 150, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Causas civiles. Competencia de la Corte Suprema. competencia originaria. 


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si, a la distinta vecindad de la contraria, se une la naturaleza civil de la materia en debate. Respecto de la naturaleza civil de la causa, se ha atribuido, tal carácter, a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal, el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12 de la Constitución Nacional, conforme la doctrina que surge de Fallos 310: 1074, cons. 3°; 311:1588, 1597 y 1791; 313:548; 314:810; 315:1892; 316:1462; 318: 1365, entre otros. Si bien este Ministerio Público en procesos análogos al presente, sostuvo la naturaleza administrativa del pleito, regido por normas de Derecho Público local, la doctrina de la Corte le asigna carácter civil a la referida materia litigiosa. En consecuencia, de considerar la Corte probada la distinta vecindad de la actora respecto de la Provincia demandada, el presente proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    B., P. Y. y otros s/ Córdoba, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    B. 798, XXXVI, 21 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que la Nación es parte. Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La presente demanda corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que en el sub-lite ha sido demandada la empresa Obras Sanitarias de la Nación y ha sido citada como tercero la Provincia de Tucumán, quien ya compareció a juicio, se entiende que prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión de competencia en examen, la única forma de conciliar lo preceptuado por el artículo 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal sobre la base de lo dispuesto en el artículo 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Figelj, Marcelo Enrique c/ Tucumán, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    F. 372, XXXVI, 11 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad profesional. Mala praxis. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Remisión al dictamen de la causa R. 265, L. XXXVI, "Rodríguez, Héctor y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios".


    El presente proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte, dado que carece de los presupuestos que la habilitan, ya que se trata de una causa de naturaleza civil, en la que se demanda a una provincia, y los actores tienen su domicilio en esa jurisdicción local, circunstancia esta que impide la procedencia de esta instancia.


    B., P. I. c/ Buenos Aires, Provincia de (Hospital Zonal de Agusdos Ramón Carrillo) y otro s/ Daños y perjuicios


    B. 111, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Transportes Metropolitanos General Roca Sociedad Anónima. Lesiones. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte prevista en el artículo 117 de la Constitución Nacional y en el artículo 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 en las causas civiles en que una provincia es parte, es necesario que la contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, dicho requisito es esencial. En consecuencia, la circunstancia de que los actores tengan su domicilio dentro del territorio del Estado local demandado impide que el presente juicio tramite en la instancia originaria de la Corte, ya que se hallan enfrentados una provincia y sus vecinos. Por ello y toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales ni por acuerdo de partes, este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


    B., Sergio Fidel y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    B. 315, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Deuda previsional. Competencia laboral. Cámara nacional de apelaciones. 


    Habida cuenta las constancias de la causa y lo establecido por el Alto Cuerpo en el ítem 2 de la Acordada n° 75 del 26 de noviembre de 1996, resulta competente para seguir entendiendo en la presente la Sala I de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, a la que deberá restituirse, a sus efectos.


    Suares, Eduardo y otros c/ Banco de la Nación Argentina


    COMP. 81, XXXVI, 21 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Disolución de la sociedad conyugal. Sucesiones. Fuero de atracción. Incidente de nulidad. Competencia civil y comercial. 


    La esencia de la pretensión deducida en la demanda, resulta decisiva para determinar la competencia, según lo tiene establecido la Corte en numerosos precedentes. En los casos en que se produce la disolución de la sociedad conyugal por la muerte de uno de los cónyuges, la liquidación y partición de los bienes de tal sociedad, se opera corrientemente en el juicio sucesorio, procedimiento en el que se incluye la determinación de los propios y de los gananciales. En el caso de autos, se había procurado la separación judicial de bienes en el juicio de divorcio, pero al haber impugnado el causante el convenio respectivo, la solución de este incidente, podría, “prima facie”, ser decisiva para establecer con precisión el carácter de los bienes relictos, y realizar la partición y adjudicación de los mismos.  Atento lo expresado, la situación del sub lite resultaría asimilable, en lo pertinente, a aquella en que la acción se dirige contra coherederos y persigue la incorporación de bienes al proceso sucesorio a los fines del cálculo de la legítima, supuesto que la Corte ha considerado incluido en el fuero de atracción.


    S., C. c/ M. s/ Incidente de nulidad de actuaciones procesales


    COMP. 876, XXXVI, 16 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Facultades del juez. Competencia provincial. 


    No corresponde, en principio, que un magistrado interfiera en la tramitación de las causas que tiene atribuidas otro juez obstruyendo el ejercicio de funciones jurisdiccionales que le competen, ya que cada magistrado debe limitarse al marco de las facultades propias dadas por la competencia atribuida por la ley.


    Banco de La Pampa s/ Incidente de medida cautelar


    COMP. 250, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro s/ Ejecución hipotecaria” (T319:368).


    YPF S.A. c/ Canaparo, Leonardo y otro s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 1243, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. n° 593; L. XXXI “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro” (Fallos 319:368).


    Sociedad Anónima de Exportaciones c/ Frigorífico Morrone S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 534, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo y dictamen de la causa “Casasa S.A. c/ Salvador Saiegh y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Ivens, Carlos Heins c/ Ferrari, Alonso Horacio s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 718, XXXV, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La Corte tiene dicho, que las decisiones que resuelven conflictos de competencia no habilitan, en principio, la concesión del recurso extraordinario, si no media denegatoria del fuero federal, lo cual llevada, entonces, a la desestimación del remedio que aquí se intenta. Empero, en el caso se dan circunstancias particulares que permitirían no obstante su admisión. El fallo que se recurre ha recaído en una causa de ya dilatado trámite, que no tiene aún definida su radicación y su determinación puede dar lugar aún a nuevas incidencias si se advierte que, enviada la causa a los tribunales del fuero comercial, estos se podrían oponer a su vez a su radicación en acatamiento a la pacifica jurisprudencia de los tribunales de grado y la doctrina reiterada de la Corte sobre el punto. Es por ello que, en el marco del espíritu que animó el dictado de la disposición de la última parte del inciso 7° del artículo 24 del decreto-ley 1285/58, con el objeto de evitar la posible privación de justicia que se puede derivar de la demora en resolver el punto Incidental, la Corte puede habilitar el recurso.  A los fines de resolver como lo hizo, procedió el a-quo a interpretar fallos emanados del Máximo Tribunal, asignándoles un alcance que, constituye un apartamiento inequívoco de su correcta inteligencia ignorando asimismo la subsecuente doctrina sentada en ellos, que remiten al precedente "Sarquis". Todo ello conforma, dado las particularidades del caso cuestión federal que habilita vuestra Intervención, en tanto se trata de la inteligencia dada a normas de asignación de competencia a juzgados nacionales y toda vez que la inteligencia válida y última de los fallos de la Corte, corresponde en definitiva a dicho Tribunal.


    Dupont Argentina S.A. c/ Industrias Atlantida S.A.


    D. 641, XXXV, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Facultades de la alzada. Competencia civil y comercial federal. 


    Esta controversia jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7, del decreto -ley 1285/58, texto según ley 21.708, que prevé que la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Mancilla, Manuel Antonio y otros c/ YPF S.A. y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 708, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa “Casase S.A. c/ Saiegh y otros s/ Ejecución Prendaria”, (Fallos: 319:370).


    Banco Macro Misiones S.A. , Transporte Automotor San Luis S.R.L.


    COMP. 729, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Homologación del convenio. Bienes del menor. Tutela. Curatela. Competencia de familia. 


    Dado el marco de la controversia jurisdiccional planteada cabe recordar que compete al juez a cuyo cargo se encuentra la tutela -y por extensión la curatela- entender en todo lo relativo a la persona y bienes de los incapaces. En tal situación, más allá de que el objeto principal del juicio -homologación de un convenio indemnizatorio- esté concluido, dado el tenor de la materia pendiente, relativa, de un lado, al destino y administración de las sumas de dinero correspondientes al incapaz, y de otro, a la autorización de actos o acuerdos que pueden comprometer su patrimonio, resulta razonable que conozca en ellas el juez del trámite de incapacidad. La solución coadyuva al logro de los objetivos perseguidos con los juicios de tutela y/o curatela de los bienes de los incapaces, en los que adquiere papel relevante la unidad, uniformidad e inmediatez en su dirección.


    L. P. J. c/ S. B. R. s/ Homologación de convenio


    COMP. 909, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Competencia federal. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 62; L. XXXV, “Torres, Martín A. c/ Carrascosa, Aldo”.


    Arias de Laciar, Margarita c/ Camisay, Enrique


    COMP. 533, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp.557, L. XXXVI, “Benicasa Mabel I. c/ Correo Argentino S.A. y otro s/ Indemnización por enfermedad accidente".


    Gómez, Jorge c/ Correo Argentino S.A.s/ Indemnización por enfermedad accidente


    COMP. 556, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización por despido. Encuadre legal. Competencia nacional. Competencia laboral. 


    La Corte tiene dicho, reiteradamente, que para la determinación de la competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y, en la medida que se adecúe a ellos, al derecho que invoca como fundamento de la pretensión. Además, que para decidir cuál es el juez competente, no cabe atenerse a la ley que en definitiva sea aplicable, sino a la que se cita como fundamento de la acción intentada. En la causa, debe ponerse de resalto, los actores demandan centralmente diversos rubros indemnizatorios y salariales que tendrían origen en diversas disposiciones, mayormente, del derecho del trabajo, extremo del que se desprende que la controversia compromete, presumiblemente, con "influencia decisiva”, la interpretación y aplicación de dispositivos legales y reglamentarios de derecho laboral -artículos 20 y 21, inciso a) de la ley 18.345.


    Figueroa, Nidia Mirta c/ I.S.S.B. (Instituto de Servicios Sociales Bancarios) y otros s/ Despido


    COMP. 334, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Enfermedad profesional. Competencia federal. 


    Remisión al precedente de Fallos: 315:2295 y Fallos: 320:1328.


    Agüero Modesta, Irene c/ O.S.P.I.M. s/ Despido y enfermedad profesional


    COMP. 1270, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicio ordinario. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 62; L. XXXV, “Torres, Martín Alejandro c/ Carrascosa, Aldo”.


    Cuello de Bustos, Patricia del Valle c/ Nuñez, Gladys Isabel y otra s/ Ordinario


    COMP. 532, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Beneficios previsionales. Cobro de sumas de dinero. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Dado que la deuda reclamada por los beneficiarios debe ser solventada por el órgano demandado, como continuador de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires (art. 5°, de la ley 24.588), resulta aplicable para resolver el presente conflicto el contenido del artículo 43, inciso a), del decreto-ley antes citado, en cuanto dispone en forma expresa que es la Justicia Nacional en lo Civil la que debe entender en todas las causas en que sea parte dicha Municipalidad, con excepción de aquéllas que resultan de naturaleza penal, jurisdicción ratificada por el artículo 8° de la última ley mencionada.


    Melesi, Luis y otros c/ Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires c/ Cobro de pesos


    COMP. 331, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Medida cautelar autónoma. Fallos de la Corte Suprema. Ejercicio profesional. Ley vigente. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Las sentencias de la Corte deben ser lealmente acatadas, tanto por las partes como por los organismos jurisdiccionales que intervienen en las causas, por ello, correspondería revocar la sentencia y devolver los autos a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, a fin de que dirima la cuestión suscitada entre el fuero civil y el federal en lo civil y comercial, tal como se ordenó. Existe una nueva situación institucional desde que el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires asumió el poder de policía local en materia de profesiones liberales.  En efecto, en lo que se refiere al ejercicio de la profesión de notario, la Legislatura local sancionó la Ley Orgánica Notarial N° 404, la cual regula el ejercicio de la función notarial y de la profesión de escribano y organiza su desempeño en el ámbito de la Ciudad. Dicha ley, en su Título VI -Disposiciones Transitorias- establece que, a partir de su vigencia, quedan sin efecto en esa jurisdicción la Ley N° 12.990 y sus modificatorias (art. 180), la Ley 22.722, la Resolución del Ministerio de Justicia de la Nación N° 1.104/91, y todo otro ordenamiento o disposición que sea incompatible con sus normas. Habida cuenta de ello, el presente proceso corresponde actualmente a la competencia de los tribunales locales de la Ciudad de Buenos Aires. En tales condiciones, dado que sólo la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces realmente competentes, aun cuando no hubiesen sido parte en la contienda, la Corte podría por razones de economía procesal y a fin de evitar una posible privación de justicia, enviar la causa al Tribunal Superior de la Ciudad de Buenos Aires, pare que la atribuya a los jueces que resulten competentes en esa jurisdicción local.


    Peragallo, Martín c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia Decreto- 2284/91 s/ Medida cautelar (Autónoma)


    COMP. 1331, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Bagnato, José y otros c/ Ministerio de Economía- Decreto 1.623/99 s/ Medida Cautelar


    COMP. 1346, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Mutuo hipotecario. Banco Central de la República Argentina. Opción de competencia. Ley federal. Procesos de ejecución. Título ejecutivo inhábil. Competencia federal. 


    Se suscita un conflicto en torno a la pretendida competencia del fuero federal por razón de la persona y de la materia litigiosa que invocada por la actora y que han rechazado los tribunales de ambas instancias del fuero. Por otra parte, las normas que regulan la competencia de los tribunales federales, son de orden público y salvo puntuales excepciones no pueden ser modificadas o alteradas por acuerdo de partes. El Banco Central de la República Argentina está sometido exclusivamente a la jurisdicción federal, pudiendo optar cuando es actor por actuar en juicio ante los juzgados ordinarios, norma que más allá de las convenciones del contrato, resulta de aplicación obligatoria. En el caso se hallan en juego además de las normas que regulan la competencia, disposiciones de naturaleza federal que se refieren al accionar de la entidad financiera y sus facultades para celebrar contratos como el de la cesión del mutuo, que el demandado ha puesto en tela de juicio, al alegar la inhabilidad del título, con fundamento en la falta de legitimación activa derivada de la nulidad del negocio jurídico base de la adquisición del crédito hipotecario. Cabe destacar que a esos fines el excepcionante sustentó su defensa en las disposiciones de la Resolución N° 110 del Banco Central, cuya inteligencia y alcance es materia propia de la competencia de los juzgados federales, improrrogable en este aspecto.


    Banco Central de la República Argentina c/ Luciano S.A. s/ Ejecución hipotecaria


    B. 279, XXXVI, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Patronato de menores. Remisión del expediente. Superior Tribunal de Justicia. 


    No existe en autos contienda que deba dirimir la Corte. La controversia a resolver quedo concluida entre los juzgados locales ubicados en jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires, el tribunal habilitado para decidir sobre la competencia es la Suprema Corte de la Provincia, o quien este determine.


    M., D. s/ Artículo 10 Ley 10.067


    COMP. 740, XXXV, 24 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Porcesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Cao, Roberto y otro c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1076, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Marietti, Susana Graciela y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 795, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Cisneros, Aldo y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1055, XXXVI, 12 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el al fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz Domingo Acenclo c/ YPF S.A. s/ Proceso de conocimiento”.


    Ullua, Raúl Francisco c/ Estado Nacional - Entel Residual y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 161, XXXVI, 30 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Arias, Juan Antonio y otros c/ Ministerio de Empleo y Seguridad Social y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 318, XXXVI, 11 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Quijano, Adriana y otro c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otro s/ Proceso conocimiento


    COMP. 1309, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Trencen, Timoteo c/ Ministerio de economía y obras y servicios públicos s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1395, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Bustos, Ángel Luciano y otros - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1044, XXXVI, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Chinellato, Adrián Marcelo y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1048, XXXVI, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Galleguillo, Jorge Armando y otro c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1123, XXXVI, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Ruiz de Lupo, María Elena y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1039, XXXVI, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Sosa, Luis Sergio y otros Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1084, XXXVI, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Abramo, Guillermo Alberto y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 994, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Caffe, Miguel Ángel y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1002, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Cheuquel, Rafael Arcadio y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1019, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Cisneros, Oscar Orlando y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 995, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Giménez, Luis María y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1059, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Grima, José Gabriel c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1060, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Rosas, Eduardo Lucas y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Participación Público Privada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1003, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen y fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Rubio, Oscar y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Participación Público Privada- s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1144, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de autos Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos de lo dictaminado por estaProcuración General.


    Ovejero, Amelia Rosa y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 951, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de autos S.C. Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos de lo dictaminado por estaProcuración General.


    Olivarez, José Alberto y otro c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Programas de Propiedad Participada - s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 950, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de autos S.C. Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Cuevas, Héctor y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 697, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    En las presentes actuaciones se suscitó un conflicto de competencia que, corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Tellechea, Horacio Raúl y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos – Programas de Propiedad Participada y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 754, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos de lo dictaminado por esta


    Ríos, Ricardo y otro c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Programas de Propiedad Participada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 979, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos de lo dictaminado por estaProcuración General.


    Campos, Alfonso y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos – Programas de Propiedad Participada – y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 887, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos de lo dictaminado por estaProcuración General.


    Defeo, Marcelo Fabián c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Programas de Propiedad Participada - s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 314, XXXVI, 30 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos de lo dictaminado por esta


    Quintero, Ida c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos – Programas de Propiedad Participada- s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 782, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos de lo dictaminado por estaProcuración General.


    Richiardi, Leonardo y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Programas de Propiedad Participada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 931, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Sebastián León y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Programas de Propiedad Participada - s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 804, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Aguirre, Juan Carlos y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 651, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Cichello, Pascual y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos – Programas de Propiedad Participada y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 807, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Pérez, Adolfo Miguel c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Programas de Propiedad Participada- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 665, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Romero, Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 313, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Zappala, José y otros c/ Estado Nacional – Ministerio de Trabajo – Programas de Propiedad Participada- y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 696, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Zurita, Emilia del Rosario de Palacios y otro c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 576, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente contienda debe ser dirimida a tenor de las pautas establecidas por la Corte en el fallo Comp. 747, L. XXXIII “Obra Social dé Patrones de Cabotaje de Ríos y Puertos c/Estado Nacional (Ministerio de Salud y Acción Social, de Trabajo y otro) s/ Medida cautelar”.


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Banco Río Tercero Cooperativa Limitado s/ Proceso de conocimiento


    C. 941, XXXVI, 24 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Sánchez, Justo y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos -Programas de Propiedad Participada - s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 980, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV "Albornoz, Domingo Acaricio Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento", resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos del dictamen de esta Procuración General.


    Aroca, Néstor c/ Ministerio de Economia Obras y Servicios Públicos s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1463, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial. 


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Mariotti, Héctor Darío c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos – Programas de Propiedad Participada y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 383, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Delgado, Héctor Eduardo y otro c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos – Programas de Propiedad Participada y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 399, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Moreno, Raúl Ángel y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos – Programas de Propiedad Participada – y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 714, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento". Resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos, del dictamen de esta Procuración General.


    Méndez, Luis Omar y otro c/ Ministerio de Economía y obra y servicios públicos y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1379, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 275, L. XXXIII “Tarifa, Carlos c/ YPF s/ Proceso de conocimiento”.


    Zingoni, Francisco Alberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 1421, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Declaración de incompetencia. Oportunidad procesal. Cámara nacional de apelaciones. Cámara contencioso administrativa. 


    El Máximo Tribunal ha sostenido que, del artículo 352 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que habilita a la Corte, cuando interviene en instancia originaria, y a los jueces federales con asiento en las provincias, para declararse incompetentes en cualquier estado del proceso, se desprende que los restantes tribunales nacionales han de ajustarse a las oportunidades procesales previstas en los artículos 4, 10 y 352 de aquel dispositivo. A ello se añade, como también destacó la Corte, que la ocasión para el planteo de estas cuestiones -dada la idéntica naturaleza de la jurisdicción ejercida por los tribunales nacionales- reconoce la limitación establecida por las correspondientes disposiciones procesales, pues sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que la reglan, es pertinente recordar que la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo.


    Ferrocarriles Metropolitanos S.A. en liquidación c/ Di Laudo, Carlos Alberto s/ Proceso de ejecución


    COMP. 912, XXXV, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Programa de participación accionaria. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387; L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Paredes Muñoz, José Aselmo y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 824, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos de lo dictaminado poresta Procuración General.


    Mogliani, Luis Jorge y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 883, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos de lo dictaminado poresta Procuración General.


    Zamponi, Juan c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Participación Accionariado Obrero


    COMP. 691, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Fernández, Omar Agustín c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos – Programa de Propiedad Participada - y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 528, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Romero, Ramón c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación s/ Participación Accionariado Obrero


    COMP. 374, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Tebes, Oscar Alberto c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Participación Accionariado Obrero


    COMP. 466, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    En las presentes actuaciones se suscitó un conflicto de competencia que, corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Gualco, Jorge y otro c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 308, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    En las presentes actuaciones se suscitó un conflicto de competencia que, corresponde dirimir a la Corte, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Yapura, Walter c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Participación Accionariado Obrero


    COMP. 634, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. 


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de conformidad con sus fundamentos.


    Basanta, Jorge Alberto y otros c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales y otros s/ Participación Accionariado Obrero


    COMP. 77, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Protección de personas. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 315: 2963 “González, Hipólito s/ Protección de personas”.


    M., V. R., M., V. s/ Protección y guarda de persona


    COMP. 723, XXXV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen y fallo de la causa “G., H. s/ Protección de personas” (Fallos: 315: 2963).


    B., L. A. s/ Internación


    COMP. 523, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia naconal. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos 315:2963 ("González, Hipólito c/ Protección de personas").


    V., A. c/ V., R. s/ Protección de persona


    COMP. 347, XXXVI, 12 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión a Fallos 321:3037.


    Valdez, Ramón Nemesio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otro s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 885, XXXV, 14 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Competencia civil. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 494, L. XXII, "Hazrlin de Martín, Liliana c/ Obra Social para el personal de ENTEL s/ Ordinario", y Comp. 104, L. XXXI, "Facal, María Laura c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados.


    R., M. c/ Programa de Atención Médica Integral y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP. 585, XXXVI, 29 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Revisión judicial de actos administrativos. Competencia civil y comercial federal. 


    La presente causa, es análoga, en lo substancial, al dictamen de la causa Comp. n° 387, L. XXXIV, “Albórnoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”; resuelta por la Corte de acuerdo a sus fundamentos.


    La Corte tiene dicho reiteradamente, respecto de las hipótesis en que se cuestionan actos de orden administrativo, que el criterio para determinar la competencia, debe ser referido al encuadramiento normativo que presumiblemente tenga influencia decisiva para la solución del pleito.


    Fomero, Edgardo c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos Resolución 1.069/99 – Programas de Propiedad Participada y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 486, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Seguro de vida. Cobro de sumas de dinero. Ejecución del contrato. Competencia comercial. 


    Lo atinente a la percepción del seguro por fallecimiento constituye una cuestión de naturaleza contractual habida entre las partes, que fue pactada en la póliza respectiva, y luego considerada en el acuerdo transaccional, donde se determinó quienes eran los beneficiarios. En consecuencia, la controversia planteada no concierne a la distribución del acervo hereditario conforme a las normas sobre sucesiones, sino al cumplimiento de un contrato. Por ello, no suscita la competencia del juez universal.


    Wallace, Laura María c/ Sur Seguros de Vida S.A. s/ Ordinario


    COMP. 279, XXXVI, 19 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Sucesión ab intestato. Domicilio del causante. Competencia nacional. Competencia civil. 


    El Tribunal tiene dicho, reiteradamente, que de conformidad con el artículo 3284 del Código Civil, la jurisdicción sobre la sucesión corresponde a los jueces del lugar del último domicilio del difunto, solución receptada por el artículo 90, inciso 7° del mismo código. Para determinar el lugar del domicilio, y, por lo tanto, el de la radicación definitiva del proceso, cabe considerar aspectos objetivos y aun subjetivos de preponderancia en el plano familiar y patrimonial, que evidencian que la Capital Federal, era el centro principal de los intereses del causante, desde que allí residía su familia y se encontraba el asiento principal de sus negocios.


    Vidal, Bienvenido s/ Sucesión ab-intestato


    COMP. 461, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Sucesiones. Remisión del expediente. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Se considera que hasta tanto la magistrada de esta ciudad no haya planteado concretamente un pedido de inhibitoria, no se encuentra trabado un conflicto de competencia que deba dirimir la Corte.  Por ello, corresponde remitir las actuaciones en trámite por ante la jurisdicción provincial, conjuntamente con los que tramitan por ante el Juzgado Civil, de esta Capital a su titular, a fin que la misma, resuelva lo que estime corresponder respecto de su competencia para seguir entendiendo en los autos sucesorios.


    Ortiz, Teodoro s/ Sucesorio


    COMP. 378, XXXV, 24 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia civil. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    En los autos, el Superior Tribunal de Justicia provincial, declaró inadmisible el recurso de casación interpuesto por la actora, quedando firme, en consecuencia, la resolución del titular del Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Civil, Comercial y de Minería, que dispuso remitir las actuaciones al Juzgado Nacional en lo Civil, cuyo titular las había requerido para continuar a cargo de su trámite. Por consiguiente, no se ha configurado en los autos referidos, un conflicto de competencia que la Corte deba dirimir.


    Martínez, Antonio Nicomedes c/ Sucesión de Ovidio Gargiulo


    COMP. 318, XXXIV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios


    Indemnización. Obras públicas. Sentencia arbitraria. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La Corte tiene dicho, que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal, no son factibles de ser revisadas por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Asimismo, ha sostenido que el tratamiento de tales cuestiones y la interpretación asignada por los jueces locales a las normas rituales aplicables al caso, impiden su revisión en esta instancia, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas. Sobre la base de tales principios, el recurso intentado es formalmente inadmisible, toda vez que el apelante sólo expresa su discrepancia con la valoración del a quo acerca de los efectos, del beneficio de litigar sin gastos, respecto de la causa principal, sin demostrar que se haya configurado un apartamiento de las reglas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos que se consideraban al efecto, o la irrazonabilidad en las conclusiones. En tales condiciones, sólo puede concluirse que la solución discernida por los jueces de la causa encuentra fundamento en las normas procesales aplicables al sub lite y en la consideración de que su trámite incidental no constituye una excusa admisible para liberarla de la carga de activar el proceso, al no haber peticionado el beneficio provisional del art 83, 1° parte del Código Procesal, ni la facultad que le acuerda la 2° parte del mismo artículo, consistente en solicitar la suspensión del procedimiento, extremos que, bastan para sustentarlo como acto judicial válido. Por lo demás, la defensa esgrimida por la recurrente, con relación a que el tribunal debía agregar las pruebas producidas y poner las actuaciones para alegar por surgir dicha obligación de los arts. 25 del Código de Procedimientos en lo Contencioso Administrativo y 480 del Código Procesal Civil y Comercial y, además, porque "había una petición expresa de la actora en ese sentido", tampoco encuentra sustento en las constancias de la causa.


    Integral Constructora Sociedad Colectiva de Delfo Illuminati y compañia c/ Municipalidad de Chacabuco


    I. 61, XXXIV, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Tasa de justicia. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 154, L. XXI, "Ehrlich, Oscar y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    Domínguez, Manuel c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    D. 238, XXI, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa E. 154, L. XXI, “Ehrlich, Oscar y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios”.


    Belvis Bartoli, Joaquín c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    B. 416, XXI, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal


    Cobro de sumas de dinero. Inhabilidad de título. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Derivación no razonada del derecho vigente. 


    Es doctrina reconocida del Alto Tribunal que "Las decisiones recaídas en los juicios ejecutivos y de apremio no son, como principio, susceptibles de recurso extraordinario, pues no revisten el carácter de sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48". La Corte ha señalado que tratándose de juicios de apremio, la vía extraordinaria procede, en forma excepcional, cuando resulta manifiesta la inexistencia de deuda exigible, pues lo contrario importa privilegiar un excesivo rigor formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. Por otra parte, los agravios del recurrente suscitan cuestión federal bastante para su examen por la vía elegida, no obstante que las cuestiones debatidas sean de hecho y prueba, toda vez que lo resuelto admite revisión en supuestos excepcionales cuando se omite ponderar argumentos conducentes para la correcta solución del pleito e importa la aplicación mecánica de una norma legal. Ante la defensa opuesta por la ejecutada y para la correcta dilucidación del entuerto, el a quo omitió considerar adecuadamente dicho extremo, el cual, en caso de resultar comprobado, determinaría la inexigibilidad de la deuda reclamada, atento los términos del art. 51 de la ley 11.683. En estas condiciones, al omitir el a quo la producción de las medidas conducentes a la constatación de los extremos indicados, la sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa y, por lo tanto, los agravios dirigidos a cuestionar su validez jurisdiccional, deben ser acogidos. Por lo demás, la Corte ha sostenido en forma reiterada, que "resultan descalificables, en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, las sentencias que, con menoscabo de los derechos de defensa en juicio y de propiedad omiten tratar cuestiones oportunamente planteadas por las partes y conducentes para la correcta decisión de aquel.


    Fisco Nacional c/ Compañia de transporte El Colorado S.A.C. s/ Ejecución Fiscal


    F. 415, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Impugnación de la liquidación


    Banco Central de la República Argentina. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. 


    La liquidación se rige por las normas de la ley 21.526, y su reforma por la 22.529, en virtud de lo dispuesto por el artículo 8 de la ley 24.144, que dispone su inaplicabilidad respecto de las liquidaciones ya existentes al tiempo de su entrada en vigencia. La Corte ha dicho, que debe distinguirse la función de liquidador asignada al Banco Central, de carácter gratuito e indelegable, incompatible con la percepción de honorarios por sí o por sus mandatarios, y la facultad de contratar al personal necesario con cargo a la liquidación, erogación que si es afrontada por el Banco Central, constituye un gasto recuperable con la preferencia de cobro establecida por el artículo 54 de la ley 21.526. Incluso, que la imposibilidad de que el Banco Central efectúe adelantos destinados a atender los gastos contraídos en uso de las facultades otorgadas por el artículo 50, inc. c), ap, 1° de la ley 21. 526, no obsta a que la pretensión sea dirigida contra la quiebra, en la medida en que se trate de un gasto causado directamente por la liquidación, lo que deberá ser ponderado por los tribunales de la causa. Desde esa perspectiva, es que debe resolverse, en el caso, quién debe soportar el pago de los honorarios cuestionados, si el ente estatal o la quiebra. Y esto dependerá de establecer si las personas cuya remuneración se cuestiona, desempeñan funciones que puedan ser asimiladas a la de titular de la sindicatura, ya sea, por su carácter representativo, porque integran el plantel permanente, o ejercen poderes propios y con capacidad de decidir; o por el contrario, son subalternos, sólo cumplen directivas o participan en forma transitoria. etc. En este estadio, no aparece esclarecido en las constancias de la causa a cuál de dichas categorías corresponden los profesionales en cuestión, por lo que, ha sido prematura la intimación al ente liquidador para que devuelva los importes respectivos. La controversia constituye un aspecto fáctico ajeno a la instancia extraordinaria, que debe ser dilucidado, por el juez de la causa, y una vez que se arribe a su determinación decidirla con base en la interpretación de las normas federales aplicables.


    Banco Comercial Finanzas S.A. (Miguel Garcia Diez como ex presidente del directorio) s/ Impugnación informe trimestral previsto por el Artículo 211 de la Ley 19.551


    B. 278, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Incidente de nulidad


    Contestación de la demanda. Sentencia arbitraria. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Conforme lo establecido por la Corte en reiterados antecedentes, las sentencias que rechazan el incidente de nulidad de notificación de la demanda no revisten el carácter de definitiva, sino en la medida que ocasione un agravio de imposible reparación ulterior, extremo que no sucede en el sub-lite, toda vez que el recurrente no invoca un agravio con tales características, sino que, por el contrario, todas las cuestiones expresadas son susceptibles de remedio en un posterior y oportuno momento. En el presente caso, se encuentran en juego intereses que exceden a los de las partes, como son los que importan a los hijos menores de éstas, pasibles de una protección especial y con una probabilidad cierta de ser afectados si el juicio se extendiera más de lo inevitablemente necesario. Ello es así, toda vez que quedaría abierta la posibilidad de que el Tribunal de Familia resuelva el proceso a favor de la actora, la demandada, por ende, replantee la nulidad de lo actuado ante la Corte local al tiempo de deducir la pertinente apelación, y ésta, a su vez, o bien la conceda, con lo cual se debería tramitar nuevamente el proceso, o bien la deniegue dando cabida, en la apelación federal contra la sentencia de fondo al entonces oportuno recurso de igual índole acerca de dicha materia, a raíz de todo lo cual los menores seguirían viviendo de modo reflejo en un estado de incertidumbre no acorde a la etapa que se encuentran en sus vidas. Asimismo, el largo trámite que lleva este juicio sin que siquiera se hallan sorteado las etapas primeras del proceso, de por sí ya viene afectando los derechos que se deben resguardar. Por último, el tiempo transcurrido para dilucidar la cuestión, no condice con el objetivo de celeridad procesal buscado por el legislador provincial, al crear los tribunales de instancia única. Todo lo dicho lleva a pensar que debe soslayarse el requisito de sentencia definitiva y que la Corte local debe entrar al análisis del recurso ante su instancia planteado.


    Hagg Holly, Marie c/ Kaufer, Robert Anthony


    H. 89, XXXV, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Ley de contrato de trabajo


    Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación normativa. Apartamiento de las constancias de la causa. Interpretación de la ley. Interpretación literal. 


    Si bien la Corte tiene dicho reiteradamente que las cuestiones relativas a la apreciación de las cuestiones de hecho y prueba y la aplicación e interpretación de las normas de derecho común y Procesal son propias de los jueces de la causa y ajenas por principio al ámbito del recurso extraordinario, no es menos cierto que ello reconoce excepciones en el marco de la doctrina de la arbitrariedad, cuando como en el caso, la decisión jurisdiccional cuestionada incurre en afirmaciones que sólo traslucen una mera opinión, sin mayor sustento en argumentaciones razonadas ni en las constancias de la causa, y ajustándose a una rigurosa interpretación literal de la norma aplicable al caso, sin atender a las circunstancias comprobadas. Tal arbitrariedad se configura en el caso de autos, ya que el a quo deja de lado, con el único argumento de que la ley sólo exige como requisito básico para extender la solidaridad, que esté demostrado si los trabajos o servicios contratados corresponden a la actividad normal y especifica del establecimiento principal. En primer término, es dogmática la afirmación sin fundamento y argumentación alguna, de que el servicio contratado se trata de la actividad principal del laboratorio demandado, omitiendo la apreciación de elementos relevantes de la litis para determinar el punto discutido por las partes, y afirmar sin más que la obtención de dicha materia prima importa la contratación o sub contratación de trabajos o servicios correspondientes a la actividad normal y especifica. Así, surge palmario de las constancias de la causa, y deviene por ello un apartamiento infundado de las mismas por el a quo, que la actividad propia y principal de la co-demandada, no es la de extraer epitelio sub-lingual; sino producir la vacuna anti-aftosa con dicho insumo, la cual necesita de dicha materia prima, la que le era proveída por la actora, así como a otros laboratorios actuando en distintos frigoríficos. No se da en el caso, conforme lo expresado por la Corte en otros precedentes, la existencia de una unidad técnica de ejecución entre la actividad de la empresa contratante y su contratista, de modo de hacer nacer la responsabilidad solidaria de una empresa por las obligaciones laborales de otra, en los términos del artículo 30 de la ley de Contrato de Trabajo, es decir que los servicios contratados complementen o completen su actividad normal. Por ello, incurre en arbitrariedad el decisorio cuando recurre a una pauta de excesiva lasitud, para extender la interpretación de la norma obligando a un tercero al pago de una deuda ajena, cuando en tal supuesto, en resguardo del derecho de propiedad, debió extremar el análisis del supuesto particular atendiendo a los hechos invocados y pruebas aportadas de donde surge acreditado que la obligada principal era la proveedora de una materia prima para la co-demandada y otras empresas que se dedicaban a la misma actividad, y ese sólo hecho conforme lo ha resuelto la Corte no compromete por si mismo la responsabilidad solidaria por las obligaciones laborales del tercero. Por último, la télesis del artículo 30 de la ley de Contrato de Trabajo, es la evitar situaciones de fraude que puedan darse a partir de, la utilización de terceros contratados o sub-contratados para la realización de tareas que le son propias, con el objeto de diluir la responsabilidad del obligado principal frente al trabajador, presunción está que no se halla probada, sino más bien desacreditada con las pruebas aportadas, de donde surgiría una relación comercial destinada a proveer una determinada materia prima o su transporte.


    Barreto, Roberto c/ Instituto Rosenbuch S.A. y otro


    B. 473, XXXV, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    M. D. M. y R. D. M. L. D. s/ Adopción plena


    COMP. 677, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Noel y Compañía S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación de Artículo 250 del Código


    N. 143, XXXVI, 30 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. 


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    César, Viviana Beatriz c/ Frigorífico Catamarca y otros s/ Daños y perjuicios


    COMP. 875, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    Banco de La Pampa c/ Castelucci y Zubiri S.R.L. y otro


    B. 637, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    A., Gonzalo Ariel s/ Incidente de competencia formado en causa N° 21.073 "A., Gonzalo Ariel p/ Artículo 10 Ley 10.067"


    COMP. 811, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    A., J. E. c/ F., B. c/ Filiación


    A. 500, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Banco de La Pampa c/ Bernardelli, José María


    B. 722, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Banco de La Pampa c/ Ciamparella, Daniel Eduardo


    B. 649, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Banco de La Pampa c/ Lamtzev, Demetrio


    B. 690, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Banco de La Pampa c/ Pérez Santellan, Raúl


    B. 559, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Banco de La Pampa c/ Seuves, Fernando Juan


    B. 658, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    John Wyeth c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial


    J. 17, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Mildemberger, Felipe Conrado y otro c/ Wernli, Adelino Guillermo y otro s/ Daños y Perjuicios


    COMP. 1383, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Pagnone, Ines Amor c/ Entre Ríos, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    P. 515, XXVI, 28 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Vignolo c/ Luján Coop. Vit. Ltda


    COMP. 24, XXXVI, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    



    Parte General. Sujetos Procesales. Peritos. Honorarios. 


    Regulación de honorarios de traductor.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por perito traductora (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 28 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios de traductor.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Susana M. Fij (idioma francés)


    S. 143, XXIV, 28 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Queja por apelación denegada


    Sucesiones. Regulación de honorarios. Denegatoria del recurso. 


    El recurso interpuesto ha sido bien denegado por el a quo, toda vez que la suma discutida en el presente incidente y que ha sido objeto de decisión por la Cámara, a la fecha de la deducción del recurso, se halla por debajo del monto establecido por el art. 24, inc. 6°, ap. a) del Decreto-Ley 1285/58, requisito éste que, por otra parte y conforme doctrina del Tribunal, cabe apreciar en forma restrictiva.


    Dirección Nacional de Recaudación Previsional c/ Sucesión Vidal de Docampo Aurora


    D. 562, XXXV, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Accidente de tránsito. Daños y perjuicios. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Doctrina de la arbitrariedad. Reserva de la cuestión federal. 


    El Tribunal tiene dicho que no cumple con la condición de validez de los pronunciamientos judiciales, y por ende corresponde dejar sin efecto, la sentencia que no analiza los testimonios, con la minuciosidad que imponían los términos, cuando los testigos no dan razón suficiente de sus dichos, o cuando una decisión judicial no trasluce más que una simple convicción personal de quien la suscribe sin apoyatura en otras consideraciones, o en el supuesto de que por medio de una mera transcripción carente de todo examen crítico, pareció atribuir relevancia a determinados tramos de las declaraciones formuladas por algunos de los testigos sin advertir que la validez de las categóricas afirmaciones que de allí resultaban quedaba seriamente relativizada, no solo a partir de otras expresiones vertidas por esos mismos testigos, sino también de acuerdo al contenido de otras declaraciones prestadas en la causa. En este orden de ideas, la Corte Suprema ha sostenido que es descalificable la sentencia que se basa en la consideración aislada de los dichos de algunos testigos, sin integrarlos ni armonizarlos con otras constancias de la causa, efectuando un examen incompleto -según las reglas de la sana crítica- de los distintos medios probatorios. No es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite, mas, lo que en verdad se propicia, es advertir que la inclinación a favor de dos testimonios confusos, como único elemento de ponderación, sin el paralelo estudio de otros elementos obrantes en la causa, importa de por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque no obstante que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada. El requisito de la reserva, como el Máximo Tribunal lo tiene dicho, no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario -sería, obviamente, un excesivo rigorismo-, sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso - dijo el Tribunal - no requiere de fórmulas sacramentales. No se trata, por consiguiente, de reservar sino de introducir. Y la arbitrariedad, como se dijo, no es una cuestión a decidir, que, por ende, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el artículo 18 de la Constitución Nacional -en cuya base ese elevado Tribunal fundamentó su creación pretoriana-, y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto inválido.


    González de Giménez, Leonor y otros c/ Ponce, Juan y otros


    G. 288, XXXV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Responsabilidad civil. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Si bien los agravios del recurrente atinentes a la admisión de la demanda y descalificación de la sentencia del tribunal de segunda instancia remiten al examen de extremos de hecho, prueba y de derecho común y procesal, ajenos en principio a su revisión por vía del recurso extraordinario, en razón de ser materia propia de los jueces de la causa, ello no impide que se habilite la vía excepcional cuando, concurren razones suficientes para descalificar el fallo, al verificarse la existencia de vicios que conducen a la aplicación de la doctrina de la Corte sobre la arbitrariedad de sentencia.


    Ledesma Viuda de Hoyos, Analía c/ Giménez, Francisco Rosario y otros


    L. 48, XXXV, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Arraigo. Resoluciones equiparables a definitiva. Gravamen irreparable. Defensa en juicio. Exceso ritual manifiesto. Procedencia del recurso. 


    Si bien la decisión que hace lugar a la excepción de arraigo no constituye, en principio, la sentencia definitiva que exige el artículo 14 de la ley 48, cabe asignarle tal carácter cuando, en vista a las circunstancias del caso, produce a la actora un agravio insusceptible de reparación ulterior pues afecta su derecho fundamental de acceso a la jurisdicción. En ese sentido, ha dicho la Corte que si bien lo relativo al arraigo remite al examen de cuestiones de carácter fáctico y procesal, ajenas al recurso extraordinario, cabe hacer excepción a dicho principio cuando lo decidido culmina en la frustración ritual del derecho del recurrente a obtener una sentencia que se pronuncie sobre el fondo de su pretensión y afecta irremediablemente el derecho de defensa en juicio. La resolución recurrida no constituye un acto jurisdiccional válido porque ha incurrido en un exceso ritual manifiesto y carece de fundamentación suficiente. Por ello, la Corte debe declarar procedente el recurso extraordinario y dejar sin efecto lo decidido, para que se dicte un nuevo fallo con arreglo a derecho.


    Plenkovich, Liliana Esther c/ Salvia, Mercedes y otros


    P. 647, XXXV, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Automotores. Devolución de objetos secuestrados. Entrega de automotor. Causas civiles. Delito penal. Facultades del juez. Sentencia arbitraria. Cuestión federal. Mantenimiento del recurso. 


    La impugnación dirigida contra el fallo encierra la necesidad de determinar si el régimen legal vigente en la materia -régimen automotor, en especial, aquellas atinentes a los actos de disposición- exige para su aplicación que se haya comprobado la comisión de algún delito penal, circunstancia que, atento la naturaleza de las normas involucradas, suscita cuestión federal suficiente para habilitar esta instancia excepcional. La acreditación de tal extremo resulta irrelevante si se tiene en cuenta lo resuelto por la Corte en Fallos: 320:2751, al establecer que aquellas normas no otorgan facultad alguna a los jueces para entregar los rodados a quienes carezcan de un derecho real sobre ellos, cualesquiera que sean los derechos personales que pudieren hacer valer.


    M., José Antonio y O., Omar s/ Infracción Decreto Ley 6.582/58


    M. 666, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Pacto de cuota litis. Tasa de justicia. Gravamen irreparable. Defectos en la fundamentación normativa. Admisibilidad del recurso. 


    En primer lugar, se señala que la decisión recurrida produce un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, que imprime a la cuestión carácter definitivo. En cuanto al tema de fondo, si bien las cuestiones de derecho no federal son reservadas, por principio, a los jueces de la causa y ajenas a la instancia prevista en el artículo 14 de la ley 48, en el caso, procede dejar sin efecto el fallo recurrido porque incurre en un apartamiento de la solución normativa. El pacto de cuota litis, constituye un acuerdo en virtud del cual el abogado se hace participe en el resultado del pleito y percibe un porcentaje si tiene éxito su gestión. Usualmente se establece que nada puede cobrar al cliente si el juicio se pierde y a veces también toma a su cargo los gastos del proceso. Está regulado especialmente en el artículo 4, párrafo tercero, de la Ley de Arancel 21.839, la cual establece que si el pacto excede un porcentual del 20 por ciento, los gastos que correspondieren a la defensa del cliente y la responsabilidad de éste por las costas, estarán a cargo del profesional excepto convención en contrario.  Por otro lado, la ley de tasa de Justicia, indica que el sujeto obligado al pago es el actor o quien requiera el servicio de justicia y no el profesional letrado; es que la vigente ley de tasas judiciales n° 23.898, suprimió lo dispuesto en el artículo 13 de la anterior ley 21.859, que designaba al procurador de la parte infractora como responsable del pago de la tasa en caso de incumplimiento de la parte o su representante. Por lo expuesto se entiende que, el acuerdo impugnado por los jueces de la causa versa sobre derechos disponibles para las partes, puesto que el letrado no está legalmente obligado al pago del tributo, de modo que no puede reputarse la convención como frustratoria de derechos del Estado, que éste pueda invocar para privar al pacto de sus efectos propios. En consecuencia, la exigencia impuesta al letrado de abonar la tasa en estos autos aparece carente de sustento normativo, por lo que la Corte debe hacer lugar al recurso extraordinario deducido y dejar sin efecto la resolución apelada.


    Ledesma, Máximo Antonio y otro c/ Responsables del accidente del 6/09/95 en Avenida Garay y Pichincha


    L. 250, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Cómputo del plazo. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Procedencia del recurso. 


    No obstante que la Corte tiene dicho que las cuestiones referidas al análisis de los hechos y la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal son, por principio, ajenas al recurso extraordinario, concurren en el caso supuesto suficientes que habilitan su concesión, al no ajustarse el decisorio apelado a las circunstancias comprobadas de la causa y a una interpretación lógica y razonada de las normas aplicables al caso, con la consecuente afectación del derecho de defensa y el debido proceso legal de expreso reconocimiento constitucional. El requisito de sentencia definitiva de la decisión y el de la introducción oportuna del caso federal, están cumplidos en el caso y habilitan por ende, el recurso, en tanto la decisión recurrida pone fin al pleito ya que el recurrente alegó, al tiempo de fundar la apelación de la sentencia del tribunal de primera instancia, la consecuencia necesaria de la admisión de la caducidad que producía la operatividad del plazo de prescripción, que impedía la promoción de una nueva acción y la consecuente pérdida definitiva a reclamar el derecho. En cuanto a la cuestión en sí, la alzada, remitiéndose a precedentes del tribunal sobre el modo de computar el plazo de caducidad, interpretó la norma y la doctrina que emana del fallo, de un modo que no se concilia con la inteligencia con que corresponde aplicar el aludido instituto de ante la situación de duda, ni con la telesis de la norma que no puede prever que la fecha de inicio de la inactividad sea la misma que se tiene de modo indubitable y sin discusión como de impulso. Consecuentemente, la expresión “la medianoche" desde la cual se debe computar el plazo, a la que se refiere el artículo 24 del Código Civil y la expresión “desde la medianoche” utilizado en el citado fallo “Mandinga", se están claramente refiriendo al momento siguiente a la culminación del día del acto impulsivo, es decir el día nuevo que comienza luego de esa medianoche del anterior. No es admisible que el acto que se podría considerar impulsivo del proceso, según admite el a quo, y cuya constancia de recepción obra inmediatamente antes de otras actuaciones cumplidas previo al vencimiento del plazo y de la presentación del escrito de acuse de la perención, se presuma que es posterior al vencimiento del plazo de gracia de dos horas, porque no se acreditó la hora de su presentación, no obstante que dicha constancia fue asentada en folio anterior al pedido de perención que se efectúa apenas ocho minutos después de las dos horas indicadas. Cabe recordar que las previsiones legales y la práctica judicial, no exigen resguardo alguno para la presentación de cédulas, por lo que la conclusión del tribunal en tal sentido deviene meramente dogmática y sin sustento legal alguno y se expresa como un rigorismo impropio en la salvaguarda de la garantía de la defensa en juicio.


    Seisdedos, Jorge Omar y otro c/ La Página S.A. y otro


    S. 621, XXXV, 21 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Caducidad. Notificación. Defensa en juicio. Prescripción. Procedencia del recurso. 


    Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia remite al examen de cuestiones fácticas y de derecho procesal, también lo es, que, conforme a reiterada jurisprudencia del Tribunal, tal doctrina admite excepción cuando media un apartamiento de las constancias de la causa, o cuando el examen de aquellos requisitos se efectúa con injustificado rigor formal que afecta a la garantía de defensa en juicio, y además, la decisión en recurso pone fin al pleito o causa un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Máxime cuando, como en el caso, se advierte que la situación podría encuadrada, a los efectos de prescripción, en lo dispuesto por el artículo 3987 del Código Civil, con lo cual el recurrente perdería la posibilidad de reiterar eficazmente su reclamo en las instancias ordinarias.  La Corte tiene establecido, que la perención de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso, y que por ser un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio, máxime cuando el trámite se encuentra en estado avanzado y los justiciables lo han instado durante años.  No resulta ocioso observar, por otra parte, que el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires, a diferencia del de la Nación, nada dispone respecto a si los plazos de caducidad corren también durante las ferias judiciales, siendo su cómputo en tal sentido, una cuestión de juicio, si bien propia de los jueces locales, que en la especie, en orden a la solución propiciada, deja al menos espacio para la duda, suficiente para conducir a la invalidación de la sentencia apelada, sobre la base de la mentada interpretación restrictiva del instituto. Corresponde señalar, finalmente, que la Corte ha reiterado en un reciente fallo, que la caducidad de la instancia sólo halla justificación en la necesidad de conferir un instrumento al Estado para evitar la indefinida prolongación de los juicios, pero no un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito o prolongar situaciones en conflicto; de manera que por ser dicho instituto un modo anormal de la terminación del proceso, su aplicación debe adecuarse a ese carácter sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ámbito propio.


    Azpeitia, Elizabeth c/ Kehoe, Susana Fernández Romero de y otros


    A. 515, XXXIV, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Colación. Valor colacionable. Aclaratoria (procesal). Agravio extemporáneo. Falta de fundamentación. Concesión parcial del recurso. 


    Se advierte que la Alzada respondió a los pedidos de aclaratoria, tanto de la demandada, como de la actora, razón por la cual, deviene estéril la reseña y el tratamiento de los agravios relativos a los errores de sintaxis y de cifras, que han sido salvados en las respectivas aclaratorias. Deben rechazarse por extemporáneos aquellos agravios que sólo fueron expresados en el escrito de interposición de la queja, ya que, al no haber sido introducidos en del recurso extraordinario, aparecen como fruto de una reflexión tardía. Pretender invocar una supuesta contradicción entre una sentencia aclarada a pedido de la parte, y otra idéntica, pero de la que se abstuvo de solicitar aclaración, resulta incoherente con su anterior conducta en el proceso, particularidad que convierte a este agravio en ineficaz para suscitar la intervención de la Corte. La recurrente reprocha, además, la omisión de tratamiento por la Alzada, de lo que se dio en llamar "reajuste equitativo", y dirige su crítica, sustancialmente, a que el sentenciador omitió especificar la modalidad de cálculo utilizada para fijar la suma a colacionar a la que arriba con la actualización.  Resulta aplicable en la especie, la doctrina del Tribunal que tiene establecido que el ejercicio de una facultad discrecional, no constituye eximente del deber de fundar el pronunciamiento, máxime cuando la presencia de menores en la causa, obligaba al juzgador a extremar los recaudos dirigidos a preservar los derechos de los mismos, mediante una adecuada fundamentación.


    Camou, Francisco y otros c/ Camou, María Cristina


    C. 782, XXXIV, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia. Competencia por vía de inhibitoria. Desistimiento del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es criterio sentado por la Corte que las resoluciones en esta materia cuando no media denegación del fuero federal, no son susceptibles de apelación extraordinaria, por no revestir el carácter de sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48, y que la ausencia de definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. Máxime cuando el Tribunal ha sostenido, asimismo, que la distribución de competencia entre los tribunales permanentes del país, es cuestión extraña la garantía de los jueces naturales, que no se ve afectada por el hecho de que la causa tramite ante uno u otro de aquéllos.


    Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Duarte, Walter Manuel


    P. 695, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Convenio de alimentos. Ejecución de cuota alimentaria. Incidente de nulidad. Gravedad institucional. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    Es doctrina de la Corte que sólo son sentencias definitivas, a los efectos del recurso extraordinario, las que ponen fin al pleito o causan un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Dejó también expresamente establecido la Corte que la invocación de garantías constitucionales no excusa la falta de cumplimiento de ese requisito, cuando los agravios pueden encontrar remedio en instancias posteriores. El pronunciamiento impugnado no reúne dicho requisito ya que se limita a postergar el trámite de ejecución de un convenio de alimentos a las resultas de un incidente de nulidad por ella misma promovido, cuyo objeto es la invalidación de un acuerdo posterior mediante el cual la acreedora modificó los alcances y efectos del anterior. Por otra parte, si bien en el proceso se encuentra en debate un problema alimentario, que atañe a personas menores de edad, la actora cuenta con otras vías judiciales aptas, en caso de necesidad, para hacer valer sus derechos. No se configura en el caso un supuesto de gravedad institucional, desde que no se demuestra ni surge de las actuaciones la existencia de un interés que exceda del de las partes involucradas.


    G., C. y otros c/ K., E. y otro


    G. 533, XXXV, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Daños y perjuicios. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    El recurso planteado resulta inadmisible, por cuanto la Corte tiene dicho que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por vía del artículo 14 de la ley 48, salvo cuando media denegación del fuero federal, o en otras hipótesis excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. En el caso no se presentan circunstancias de excepción que justifiquen apartarse de la regla enunciada. Asimismo, cabe recordar que la ausencia de definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.  Por otra parte, la Corte ha señalado que las resoluciones que deciden respecto de la distribución de competencia entre tribunales con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, no importan resolución contraria al privilegio federal a que se refiere el artículo 14 de la ley 48. El referido criterio es particularmente aplicable en autos, ya que la competencia fue atribuida a un Juzgado Nacional en lo Comercial.  Por los fundamentos expuestos, corresponde desestimar la presente queja.


    García Garavaglia, Jorge c/ Sasso, Hugo y otros


    G. 700, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Transporte benévolo. Defectos en la fundamentación normativa. Desistimiento de la acción. Responsabilidad objetiva. Responsabilidad del dueño o guardián de la cosa. Responsabilidad concurrente. Relación de causalidad. Eximente de responsabilidad. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Derivación no razonada del derecho vigente. Apartamiento de las constancias de la causa. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El pronunciamiento apelado contiene defectos graves de fundamentación, que justifican su descalificación como acto jurisdiccional. Ello es así por cuanto el a quo rechazó la demanda respecto del titular del dominio del automóvil con apoyo en el desistimiento de la acción que efectuaron los actores en relación al conductor del vehículo, solución que importa un apartamiento del sistema de responsabilidad objetiva que consagra el art. 1113 del Código Civil. La responsabilidad del dueño de la cosa y del autor del hecho dañoso con la cosa ajena es concurrente, o in solidum, pues mediando diversidad de título contra cada deudor, ha de estar en libertad el acreedor para dirigirse contra uno u otro obligado, o contra ambos, con el único límite de no poder cobrar doblemente, ya que el primer pago que se hiciera dejaría al otro sin causa. Cabe a su vez recordar que se estaría desvirtuando el concepto del art. 1113 del Código Civil si se varia tal criterio, desde que al damnificado sólo le basta con establecer la relación de causalidad entre la cosa riesgosa y el daño, aspectos todos estos cuya adecuada consideración ha omitido la alzada. La Corte expuso, al respecto, que la responsabilidad del dueño y la del guardián de la cosa son dos obligaciones independientes, por cuanto cada uno responde por un título distinto frente al damnificado, quien puede demandar a cualquiera o a ambos conjuntamente por el todo, con abstracción de la responsabilidad que corresponde atribuir a cada uno de ellos, agregando que si la sola transferencia de la guarda fuera suficiente para liberar de su responsabilidad al propietario, la referencia que hace el art. 1113 del Código Civil al “dueño” quedaría vacía de contenido, pues habría bastado con mencionar solamente al guardián.  La Corte ha dicho que si bien las cuestiones de hecho, prueba y derecho común son ajenas al recurso extraordinario, corresponde apartarse de tal principio cuando las pautas adoptadas por el a quo conducen a crear una causal de exención de responsabilidad no contemplada en las normas vigentes, lo cual descalifica el marco jurídico que sustenta el pronunciamiento. Ha expuesto la Corte que la doctrina de la arbitrariedad tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, y exige que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias de la causa. Cabe recordar, asimismo, que el Máximo Tribunal consideró arbitraria la sentencia que, al no encontrar acreditada en cabeza del Estado Nacional la propiedad del automóvil, omitió ponderar -para fijar su responsabilidad en el accidente- si el vehículo se encontraba bajo su guarda o a su cuidado, ya que las normas aplicables al transporte benévolo exigían la consideración de las previsiones del art. 1113 del Código Civil que establece la obligación del dueño o guardián de la cosa de reparar el daño causado.


    P., R. y otros c/ D. O. T. A. y otro


    P. 437, XXXV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Consorcio de propietarios. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien el tema en discusión reviste carácter fáctico y probatorio que, como principio, es ajeno a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no obsta a que la Corte pueda conocer en un planteo de esa índole cuando, como ocurre en el caso, la decisión no se encuentra debidamente fundada. Ha sido arbitraria la decisión que hizo lugar al reclamo por daños y perjuicios, omitiendo el tratamiento adecuado de aspectos conducentes para establecer si medió una correcta ejecución de las obligaciones del locador.  La sentencia no dio respuesta coherente a los concretos agravios de la apelante que satisface solo en forma aparente la exigencia de construir una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a los hechos concretos de la causa, particularidad que impone su descalificación como acto jurisduccional.


    Siseg S.R.L. c/ Consorcio de Propietarios Arenales 3XXX


    S. 922, XXXVI, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización por accidente de trabajo. Caducidad de instancia. Gravamen irreparable. Resoluciones equiparables a definitiva. Exceso ritual manifiesto. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Remisión a Fallos: 297:10.


    Las resoluciones que resuelven la caducidad de instancia, en principio, no constituyen sentencia definitiva a efectos de habilitar la instancia extraordinaria del art. 14 de la ley 48. Sin embargo, en el sub lite el fallo recurrido es asimilable a definitivo, toda vez que causa al actor un agravio de imposible reparación ulterior, en la medida que la acción estaría prescripta. De ahí que resulte aplicable la jurisprudencia del Tribunal que señala "si la situación podría encuadrarse, a los efectos de la prescripción, en lo dispuesto por el art. 3987 del Código Civil, el caso es de aquellos en que puede ocasionarse un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior ya que el recurrente perdería la posibilidad de reiterar eficazmente su reclamo en las instancias ordinarias". Además, si bien reiteradamente la Corte ha dicho que las resoluciones que decretan la perención de instancia, por versar sustancialmente sobre cuestiones de hecho, derecho común y procesal, son irrevisables en la instancia extraordinaria, ha expresado, en cambio, que, cuando una de esas resoluciones aparece revestida de un injustificado rigor en la apreciación de las normas procesales, defecto que vulnera la garantía del debido proceso y causa gravamen de insuficiente reparación ulterior, corresponde dejarla sin efecto. Asimismo, declaró que, siempre que la garantía de defensa se lesione y la interpretación que se esgrima transgreda los principios fundamentales o cause indefensión, la sentencia recaída será descalificable por el carril del recurso federal, causal de arbitrariedad o de exceso ritual. Por medio de la doctrina de la arbitrariedad se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. La caducidad de la instancia es un modo anormal de terminación del proceso, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter sin llevar con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ámbito propio.


    Isasmendi, Héctor Alberto c/ Superior Gobierno de la Provincia de Tucumán


    I. 75, XXXV, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El alcance que la alzada atribuye a la opción ejercida por el actor en el marco del artículo 16 de la ley 24.028 excede los límites de una interpretación razonable de dicho precepto legal, en tanto sostiene dogmáticamente que el litigio estará regido exclusivamente, por el derecho civil, en sus principios y en sus normas de fondo y de forma. Ello por cuanto si el actor es un trabajador dependiente y el accidente que produjo el daño cuya indemnización se demanda ocurrió en ocasión y lugar del servicio laboral que aquél prestaba a su empleadora, no puede prescindirse además, a los fines de la apreciación de la responsabilidad de la empleadora, en el marco del artículo 1.113, 2° párrafo del Código Civil en que se funda la demanda subsidiariamente de otros preceptos conducentes a la relación que existe entre las partes, como son la ley de higiene y seguridad del trabajo y su decreto reglamentario. Ello es así por cuanto tales antecedentes son esenciales para determinar la responsabilidad de las cosas riesgosas de las cuales una persona se sirve y para descalificar la eventual culpa de la víctima o de un tercero en el hecho.  Las omisiones de los juzgadores en la sentencia en recurso, hacen que el pronunciamiento no constituya una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las constancias registradas en la causa, que lo descalifica como acto jurisdiccional válido. Más recientemente en un caso análogo al de autos, la Corte decidió que, ante la ausencia de una prueba concluyente demostrativa de que el accidente de trabajo tuvo por causa una actuación negligente del recurrente, el reproche que se le formula por no haber adoptado los cuidados y previsiones que su tarea requería, aparece como una mera afirmación dogmática inhábil para dar adecuado sustento a la imputación de culpabilidad en que se funda el rechazo de la demanda de indemnización fundada en las disposiciones del derecho civil.  Por lo que, corresponde hacer lugar a la queja y al recurso extraordinario, dejar sin efecto la sentencia y disponer se dicte otro pronunciamiento por quien corresponda, con arreglo a lo expuesto.


    Doldan, Guillermo c/ Firestone de la Argentina S.A.I.C.


    D. 172, XXXV, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Prescripción. Prueba confesional. Apartamiento de las constancias de la causa. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    No obstante que los agravios del apelante se refieren a cuestiones de hecho, prueba y derecho común o procesal, que, por principio, son ajenas al remedio excepcional, por un lado, el fallo que se apela contiene afirmaciones de carácter dogmático, sin otro apoyo que una simple apreciación subjetiva del sentenciador, y otras que contradicen constancias comprobadas de la causa, por otro lado la sentencia omite tratar cuestiones propuestas en los agravios sometidos a conocimiento del a-quo, que resultaban conducentes para la resolución adecuada y justa del litigio, defectos que afectan de modo sustancial a la sentencia y la descalifican como acto jurisdiccional, razón por la cual cabe habilitar la apertura del recurso extraordinario al amparo de la doctrina de arbitrariedad de sentencia acuñada por la Corte.


    Zaffino, Rosa Concepción y otro c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    Z. 40, XXXIV, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Muerte. Procedencia del recurso. 


    No obstante que los agravios, remiten al examen de cuestiones de hecho y de prueba, materia ajena, como regla y por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando el pronunciamiento carece de un análisis razonado de elementos eventualmente conducentes para la solución de la causa, y deja al descubierto una fundamentación sólo aparente. En este orden la Corte tiene dicho que si el juzgador ha prescindido de efectuar un tratamiento adecuado del asunto conforme a las pruebas producidas, y si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido. Por lo que en las presentes actuaciones corresponde hacer lugar a la queja, declarar procedente el recurso extraordinario y disponer que vuelvan los actuados al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento.


    Loyola, Laura c/ Bauen S.A.C.I.C. y otros


    L. 360, XXXV, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Fundamentación del recurso. Discrepancia del recurrente. Cuestión no federal. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    La presentación en análisis resulta improcedente, porque los agravios de la recurrente demuestran tan sólo su discrepancia con la valoración de los hechos y de la prueba efectuada por los jueces de la causa, lo que no sustenta la tacha de arbitrariedad que aquélla formula. Lo atinente al método elegido por el juez al fallar la causa, en tanto no prescinde de los hechos ni se aparta de las normas positivas que rigen el caso a través de una razonable interpretación, es ajeno al recurso extraordinario.  El recurso que se intenta carece de fundamentación, pues para la procedencia del remedio federal no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso, además, formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos en la misma, en orden a demostrar, que lo allí decidido, no configura un modo razonable válido para resolver el caso. Máxime que, la doctrina de la arbitrariedad, no autoriza al Tribunal a substituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación, lo que dista de ocurrir en la especie.


    S., S. y otros c/ R. P., F. y otros


    S. 214, XXXV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Derivación no razonada del derecho vigente. Defensa en juicio. Cuestión federal. Gravamen irreparable. Procedencia del recurso. 


    Si bien, en principio, lo relativo a la procedencia o improcedencia de recursos locales es materia ajena a la instancia federal, cabe hacer excepción de tal premisa cuando la solución adoptada no constituye una derivación razonada de las normas vigentes según las constancias de la causa y ello redunda en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado. Tal situación se configura en el sub-lite, la materia de naturaleza federal que se pretende llevar a conocimiento del máximo tribunal provincial, carece en sí misma de un contenido patrimonial determinado, por lo que, encontrándose pagado el monto mínimo exigido por la ley local para habilitar el recurso pretendido, la exigencia de un depósito que ascienda a un diez por ciento del monto total que se reclama en la demanda evidencia una interpretación y aplicación rigorista de las normas locales, que permite descalificar la sentencia como acto jurisdiccional. La Corte tiene dicho que este tipo de limitaciones recursivas no puede ser un óbice posible cuando se impide el conocimiento de las cuestiones federales por los superiores tribunales de provincia.


    Iglesias, Héctor José c/ Molinos Río de la Plata S.A.


    I. 1, XXXV, 19 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Despido. Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación. El Máximo Tribunal ha establecido que la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    Olivero, Roberto Horacio c/ Aceros Puesto Viejo Sociedad Anónima y otros


    O. 40, XXXV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Oposición de defensas. Falta de gravamen. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La decisión apelada no constituye sentencia definitiva, ni equiparable a tal en los términos y alcances de la doctrina reiterada de la Corte, lo que resulta un obstáculo insalvable para su procedencia. Así pues, más allá de tratarse de una sentencia recaída en un procedimiento de ejecución, la sentencia, con apoyo en normas del código ritual, puso de relieve que las cuestiones planteadas no podían invocarse en la presente acción, sin perjuicio de la ordinaria posterior que pudiera promover el accionado en un marco de amplia deliberación y prueba, es decir que la solución adoptada no agotó la posibilidad de discusión por la vía procesal pertinente admitida por la ley, de la cual no ha sido privado el apelante y, por ende, no puede acreditar un agravio irreparable. Sin perjuicio de ello, no está demás advertir que el recurso interpuesto carece de fundamentación autónoma suficiente, en virtud de que, si bien invoca para fundar la procedencia del remedio, un fallo de la Corte donde se afirma se resolvió una situación análoga a la presente, no ha efectuado la más mínima ponderación a fin de demostrar la similitud que se invoca.  Sin perjuicio de lo expuesto, cabe poner de resalto que del texto mismo de la aludida sentencia del Alto Tribunal, se desprende claramente que en ese caso citado como precedente, la Cámara se había expedido sobre el alcance de la cuestión en debate, lo que impedía su tratamiento en la acción ordinaria posterior y, por lo tanto, causaba un agravio irreparable que hacía admisible el recurso extraordinario, situación ésta que no se verifica en el presente caso, donde la sentencia del a-quo no entró en el análisis de la causa de la obligación y desestimó tal defensa con fundamentos de naturaleza procesal, que no aparecen como irrazonables, ni se apartan de la normativa legal aplicable al caso, cuales son las disposiciones de los artículos 506 y 507 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que establecen las defensas admisibles y el modo de oposición en el trámite de ejecución de sentencia.


    Quiñones Saturnino c/ La Vecinal de Matanza S.A. Comercial e Industrial de Micro Omnibus


    Q. 1, XXXV, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Tercerías. Firma falsa. Ley procesal. Apreciación de la prueba. Falta de fundamentación. Debido proceso. Sentencia arbitraria. Apartamiento de las constancias de la causa. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La Corte tiene resuelto reiteradamente que las cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, así como las que se refieren a la aplicación de disposiciones normativas de orden público y local, como sucede en el sub-lite, son ajenas, por principio, al recurso extraordinario, razón que habilitaría la desestimación de la presente queja.  La mencionada doctrina tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y del debido proceso, exigiendo que las sentencias de los jueces sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente, con relación a las constancias comprobadas de la causa. Sin embargo no puede dejarse de ponderar que el quejoso hace concretas alusiones al apartamiento del juzgador de normas legales vigentes, tanto de orden procesal, como nacionales de fondo, que establecen los requisitos necesarios para destruir la autenticidad de un instrumento público que había sido cuestionado de falsedad, disposiciones normativas que resultaba necesario aplicar a los fines de dictar una sentencia ajustada a derecho. Los principios de legalidad, del debido proceso legal y de defensa en juicio, de expreso resguardo constitucional y que el impugnante alega se han violado, exigen que las decisiones jurisdiccionales se ajusten a principios generales y presupuestos formales mínimos e indispensables, los que han sido establecidos por la ley de manera previa, como un modo de asegurar al justiciable un procedimiento ordenado y previsible, que impida que la decisión constituya la mera voluntad del juzgador o una convicción meramente subjetiva, sin apoyo en elementos objetivos y concretos que demuestren la existencia de los hechos invocados por los sujetos del proceso. Por ello, en la decisión recurrida se verifican presupuestos de arbitrariedad, ya que al resolver el Superior Tribunal local desestimar la impugnación casatoria y de inconstitucionalidad, lo hace en definitiva sin un claro fundamento jurídico, apoyado sólo en presunciones, y en la pobreza probatoria para acreditar los hechos invocados por el incidentista, pero sin ponderar como debiera otras presunciones opuestas a las primeras, como, por ejemplo, la de no poco peso que se deriva de la actitud negligente de quien debía probar la falsedad. Debe ponerse de relieve que las presunciones, para constituir prueba suficiente de una decisión, deben poseer gravedad, precisión y concordancia, so pena de conformar sólo meras inferencias subjetivas no verificables, o de interpretación diversa, como pareciera justamente suceder en el caso, si se atiende a que quién no contestó la tercería y además no compareció a absolver posiciones es quien debía, o negar la afirmación de haber producido la falsedad, o asumir el riesgo de la autoincriminación al reconocer la comisión de un ilícito, cual es la de falsedad ideológica en el otorgamiento de instrumento público. Por todo lo expuesto, se configuran los presupuestos que llevan a calificar a la decisión cuestionada por vía de este recurso extraordinario, como un acto jurisdiccional inválido al amparo de la doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    Banco de Mendoza S.A. c/ Enrique Pérez y otros


    B. 121, XXXV, 29 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Litisconsorcio pasivo. Fuero de atracción. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    Se impugna en autos la decisión recaída sobre qué tribunal resulta competente para entender en la presente causa, por aplicación de las normas procesales que regulan el instituto del litis-consorcio pasivo, y de la ley de concursos sobre el fuero de atracción, con lo cual se desprende con claridad que en última instancia se discute la asignación de competencia efectuada por el tribunal, con aplicación de normas de derecho común y procesal, lo que obsta a la procedencia del recurso excepcional conforme lo tiene reiteradamente resuelto el Alto Tribunal, ya que no media denegación del fuero federal y por ende no hay sentencia definitiva.


    Aguilera, Daniel y otros c/ Empresa Hípica Argentina


    A. 630, XXXV, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Falta de copias. Deserción del recurso. Exceso ritual manifiesto. 


    El artículo 120 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en tanto establece que deberán adjuntarse tantas copias como partes intervengan, ha de interpretarse razonablemente a partir de su razón de ser, que es asegurar a las partes interesadas el debido conocimiento de las cuestiones planteadas por la contraria. Por consiguiente, la exigencia de agregar copias destinadas a litigantes no comprometidos en la apelación carece de fundamentos e importa un menoscabo directo del derecho de defensa en juicio de la apelante y, consecuentemente, de la verdad jurídica objetiva, cuya necesaria primacía es acorde con el adecuado servicio de justicia. Cabe hacer una excepción a la doctrina de la Corte que ha sostenido que cuestiones como la presente, de naturaleza procesal relativas a la inadmisibilidad de recursos interpuestos ante los tribunales de la causa, resultan ajenas al recurso extraordinario, desde que se encuentran en tela de juicio principios superiores vinculados a la vigencia real y efectiva de un derecho constitucional como es el de defensa en juicio.


    Pavón, Julián Raúl c/ Arroyo, Agustín Demetrio


    P. 600, XXXV, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Falta de fundamentación. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    Conforme lo establecido por la Corte en reiterados antecedentes, no obstante que los conflictos que se suscitan en torno a temas de hecho, prueba y derecho común son ajenos, como regla, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en supuestos excepcionales, cuando el tribunal a-quo ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio.  Tal es lo que ocurre en el sub-lite, por cuanto surge con claridad que la Cámara a-quo decidió revocar la sentencia del inferior, tomando en cuenta solo el punto en que se basó el magistrado de la instancia anterior para decidir la cuestión, dejando de ponderar cada uno de los argumentos introducidos oportunamente por los demandados, que ahora sustentan la queja bajo examen.


    Obra Social de Ejecutivos y del Personal de Dirección de Empresas c/ Carosini, Ricardo Pablo y otros


    O. 107, XXXV, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Honorarios Banco Central de la República Argentina. Contrato de servicios. Interpretación de la ley. Causas regidas por normas federales. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa B. 354 L. XXIII, “Banco Patagónico el Sotavento s/ Ejecución”.


    El recurso extraordinario resulta procedente en lo formal, conforme a lo dispuesto en el artículo 14, inciso 3° de la ley 48, por cuanto los agravios del apelante remiten a la interpretación de normas de carácter federal, como son las leyes 21.526, 22529, de entidades financieras, y la decisión ha sido contraria al derecho que en ellas funda el apelante. En primer lugar, el recurso ha puesto en tela de juicio el reconocimiento que hace la sentencia apelada, de la existencia de un convenio de locación de servicios celebrado entre el Banco Central de la República Argentina y la demandante en los términos del apartado 1° y 2°, del inciso c, del artículo 50 de la ley de entidades financieras, texto según ley 22.529, para lo cual objeta el alcance de las facultades de los liquidadores para autorizar, lo que denomina una sustitución parcial del poder a ellos otorgado. Cabe desestimar ese planteo in limine, en virtud de que los agravios del recurrente, no logran conmover los argumentos de la sentencia referidos a lo que expresamente surge de las propias constancias de la causa mencionadas como prueba de tal circunstancia, como de otras donde aparece el organismo reconociendo la existencia del contrato y la aprobación de su celebración por las autoridades del Banco Central.


    Bustos, Vicente Amadeo c/ Banco Central de la República Argentina


    B. 389, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    Si bien es doctrina reiterada de la Corte que el recurso extraordinario no tiene por objeto, corregir errores en que hubieran incurrido los tribunales de instancia al resolver las cuestiones sometidas a su decisión, en particular en materias como las que se discuten en el sub-lite, relativas a la determinación de los valores de la condena y los honorarios regulados a los profesionales intervinientes, en el caso cabe hacer excepción a tal principio, con base en la doctrina de la arbitrariedad acuñada por la Corte.


    Bustos, Vicente Amadeo c/ Banco Central de la República Argentina


    B. 376, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Cuestión federal. Sociedad anónima con participación estatal mayoritaria. Administración pública. Cuestión abstracta. Pronunciamiento inoficioso. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene dicho que la centralización o descentralización son formas de hacer efectiva la actividad de la Administración Pública, con la obvia subordinación del órgano local al órgano central, en el primer caso, y la mera distribución de su propia competencia realizada por el Poder Ejecutivo entre órganos que siguen dependiendo de él a través del poder jerárquico, en el segundo. Asimismo, en oportunidad de referirse a la naturaleza de una sociedad anónima con participación estatal mayoritaria, ha dicho que el concepto de descentralización, propio de las técnicas de organización administrativa, es amplio e involucra básicamente a todos los entes menores dotados de personalidad jurídica propia y distinta de los centros polares de esa organización -Administración Pública Nacional, Provincial y Municipal-. Sobre tales bases y habida cuenta de que -según surge de la normativa analizada- no se verifica la atribución de personería jurídica propia, ni la transferencia de poderes de decisión, al limitarse la Delegación a cumplir instrucciones impartidas por el Poder Ejecutivo, y que se establece una relación de dependencia jerárquica propia de la desconcentración administrativa -con todas las consecuencias que de ella se derivan-, aparece en forma nítida la inexistencia de una nueva persona jurídica o ente público distinto del Estado Nacional con derechos e intereses propios, como podría ser una entidad autárquica. En tales condiciones, es dable concluir que, más allá de la responsabilidad que pudiera al Estado Nacional por los hechos denunciados en la especie, con la consecuente posibilidad de enderezar la acción deducida, lo cierto es que la parte demandada en el sub lite no es una persona jurídica con capacidad para estar enjuicio, sino que se trata de un órgano integrante de la Administración Central, circunstancia que la imposibilita de ser titular de la relación jurídica sustancial y, además, toma inoficioso un pronunciamiento acerca de los restantes agravios traídos por el apelante.


    Avellanal Lairihoy, Adela María c/ Delegación Argentina ante la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande


    A. 335, XXXIII, 07 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Infracciones tributarias. Multa. Juicios universales. Gravedad institucional. Juez del concurso. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. F. 350, L. XXXVI, "Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese e hijos S. A”.


    No se advierte se den en el caso los supuestos de gravedad institucional alegados, por afectación de las facultades de percepción de las obligaciones fiscales generadas en las decisiones del Estado Nacional, en tanto la radicación del proceso, no impide la resolución por el juez del concurso que es el órgano judicial mejor habilitado para determinar en última instancia, si se trata de una deuda pré o post concursal, y en su caso la prosecución de la causa o la vía de verificación para el reconocimiento del crédito y su posterior percepción, decisión ésta que aún no ha recaído en el sub-lite.


    Fisco Nacional c/ Maronese, Sebastián


    F. 633, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicio de desalojo. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia no firme. Denegatoria del recurso. 


    En principio, cabe destacar que los agravios del apelante suscitan el análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, propios de los jueces de la causa y ajenos a la vía del recurso extraordinario, máxime cuando lo decidido cuenta con fundamentos que descartan la existencia de arbitrariedad. No se advierte el carácter definitivo de la cuestión, ya que la resolución controvertida se halla referida a la determinación de la competencia para seguir entendiendo en las actuaciones, sin que importe denegatoria del fuero federal, ni priva al recurrente del acceso a la jurisdicción, con lo cual no existe el agravio irreparable invocado por el apelante.


    Estación de Servicio Rivera Sur S.R.L. c/ Brandi, Carlos Alberto


    E. 199, XXXV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Medianería. Rechazo de la demanda. Falta de legitimación para obrar. Fundamentación de sentencias. Defensa en juicio. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho, de modo reiterado, que el recurso extraordinario no tiene como fin corregir sentencias presumiblemente equivocadas de los tribunales de la causa sino anular aquellas en las que medien graves defectos de fundamentación, ignorancia de las normas aplicables al caso, o supuestos donde se halla afectado el principio del debido proceso o de defensa en Juicio, circunstancias éstas que, precisamente, alega la actora como habilitantes del remedio excepcional. Estos excepcionales supuestos no se configuran, ya que la sentencia impugnada, más allá del grado de acierto o error en la aplicación de normas de derecho común y procesal invocadas en la causa, no carece de fundamentos de entidad que permiten descalificarla como acto jurisdiccional. El a-quo ha rechazado la acción por la carencia de un requisito fundamental para poder esgrimir la pretensión contra el supuesto indebido accionar del demandado, cual es la falta de legitimación, a partir de la afirmación reiterada de la actora, de que su reclamo se basa en la existencia del uso indebido de una pared medianera, figura jurídica que supone el condominio, es decir la propiedad sobre la pared, circunstancia que exige, como es lógico, su acreditación, y contra esta fundamental circunstancia ritual nada válido dice el recurrente para demostrar su irracionalidad. Lo afirmado por el recurrente, con el fin de sustentar el agravio referido a la violación a los principios del debido proceso y de la defensa en juicio por un supuesto apartamiento del a-quo de los términos en que quedó trabada la litis, de haber reclamado en los términos del artículo 2658, del Código Civil, no se ajusta a los términos de su demanda, ya que en esta, como lo ponderó el a-quo, reclamó derechos de medianero y fundó su pretensión en los términos y alcances del artículo 2730, y -destacó- “sobre todo en los artículos 2737 y 2740 del Código Civil”, todos ellos referidos a las relaciones de medianería, lo cual importa pretender asumir una conducta posterior contraria a la jurídicamente relevante ya ejercida.


    Spota, Alberto y otros c/ Artemisi, Daniel


    S. 299, XXXV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Monto de la indemnización. Realidad económica. Interpretación de sentencias. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Falta de fundamentación. Concesión parcial del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El recurso extraordinario procede cuando se encuentra en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento de la Corte recaído en la propia causa, en cuyo mérito el recurrente funde el derecho que estima asistirle. Sin embargo, la admisibilidad sustancial de dicho recurso está condicionada a que la resolución que se impugna consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte. Sobre el particular, cuando la cuestión planteada se centra en la inteligencia de un pronunciamiento anterior de la Corte -dictado en la misma causa- es a los miembros de esa Corte Suprema, en su natural carácter de intérpretes fieles de los alcances de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema. Si bien el tema en discusión -monto de la condena- reviste carácter fáctico y probatorio que, como principio, es ajeno a la vía del art. 14 de la ley 48, ello no obsta a que la Corte pueda conocer en un planteo de esa índole cuando, como ocurre en el caso, la decisión no se encuentra debidamente fundada.  La cifra concedida como indemnización por el tribunal de Alzada carece de correspondencia con la realidad económica del litigio, de modo que, en el aspecto de que se trata, la sentencia satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a los hechos concretos de la causa, particularidad que impone su descalificación como acto jurisdiccional. En cuanto a la petición del recurrente para que la Corte se pronuncie sobre el fondo, con sustento en el artículo 16 de la ley 48, no se presenta la hipótesis prevista por la norma por cuanto el expediente no ha sido elevado por la misma cuestión tratada en las oportunidades anteriores.


    Olivencia, José Antonio c/ Escandarini, Mario


    O. 226, XXXV, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Quiebra. Dación en pago. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    El recurso extraordinario federal no tiene como fin sustituir la opinión o criterio de los jueces de la causa expresados en sus sentencias o corregir sus fallos atendiendo a la discrepancia que plantean los apelantes respecto del alcance dado a los hechos, prueba o normas de naturaleza común y procesal, salvo que medie un notorio apartamiento de las constancias obrantes en la causa o de lo expresamente previsto en las normas legales, de tal modo que constituyan una decisión injusta o arbitraria que importen su descalificación como acto jurisdiccional. De los elementos de juicio que obran en autos, se desprende que la cuestión discutida se refiere a la aplicación al caso de normas de derecho común y procesal, tal cual son las reguladas en las leyes 19.551 y 24.522, así como un planteo vinculado a problemas de aplicación temporal de las mismas, cuestiones estás que, como el Alto Tribunal tiene muy dicho, no constituyen materia propia del remedio federal.


    Hornette S.A. s/ Quiebra


    H. 60, XXXV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Incidente de verificación. Municipalidad. Tributos. Impuestos. Prescripción. Facultades legislativas. Procedencia del recurso. 


    El recurso extraordinario resulta formalmente admisible, toda vez que la sentencia apelada se pronunció por la validez de la ordenanza local, cuestionada oportunamente por ser contraria al artículo 4027 del Código Civil y violatoria del artículo 75, inc. 12 de la Constitución Nacional.  Es doctrina de la Corte que de acuerdo con la distribución de competencias que emerge de la Constitución Nacional, los poderes de las provincias son originarios e indefinidos, en tanto que los delegados a la Nación son definidos y expresos. Dentro de este contexto, cabe entender que las prerrogativas de los municipios derivan de las correspondientes a las provincias a las que pertenecen.  Asimismo, es doctrina de la Corte, que no es objetable la facultad de las provincias para darse leyes y ordenanzas de impuestos y, en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el artículo 108 –hoy artículo 126- de la Constitución; siendo la creación de impuestos, elección de objetos imponibles y formalidades de precepción del resorte propio de las provincias, porque entre los derechos que hacen a la autonomía de ellas es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña. Resulta indiscutible que, como lo ha dicho reiteradamente la Corte que los actos de las legislaturas provinciales no pueden ser invalidados sino en los casos en que la Constitución concede al Congreso Nacional, en términos expresos, un poder exclusivo, o en que el ejercicio de idénticos poderes ha sido expresamente prohibido a las provincias, o cuando hay una absoluta y directa incompatibilidad en el ejercicio de ellos por estas últimas.  Con relación a la aplicación del instituto de la prescripción liberatoria a las obligaciones originadas en los gravámenes locales, lo que constituye el thema decidendum en el sub judice, la Corte ha expresado en términos claros, la vigencia de las normas de la legislación común dictada por el Congreso de la Nación, sin que puedan apartarse de lo allí dispuesto las leyes y ordenanzas locales; Fallos 293:427; 282:20; 269:373; entre otros. En fechas más recientes la Corte ha reiterado esta doctrina, al sostener que la regulación de los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores corresponde a la legislación nacional, por lo que no cabe a las provincias dictar leyes incompatibles con lo que los códigos de fondo establecen al respecto, ya que, al haber delegado en la Nación la facultad de dictarlos, han debido admitir la prevalencia de las leyes del Congreso y la necesaria limitación de no dictar normas que las contradigan.  Por las razones expuestas, resulta aplicable el artículo 4027, inc. 3° del Código Civil, en cuanto declara que se prescriben por cinco años las obligaciones de pagar los atrasos de todo lo que debe pagarse por años o plazos periódicos más cortos. Es oportuno recordar que, la solución propuesta concuerda con los principios que fundan el establecimiento de un plazo de prescripción más corto para los créditos de devengamiento periódico, puesto que tiende a evitar que la desidia del acreedor ocasione al deudor trastornos en su economía, al acumularse un crecido número de cuotas al cabo del tiempo, sin que se advierta la imposibilidad de la comuna de obrar con adecuada diligencia dentro de un plazo como el de cinco años, ya bastante prolongado, puesto que los modernos sistemas de computación pueden ser actualizados en el momento oportuno para detectar la nómina de los deudores y promover las acciones legales pertinentes en resguardo de sus intereses.


    Filcrosa S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de verificación de Municipalidad de Avellaneda


    F. 194, XXXIV, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Suspensión de la subasta. Sentencia definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien la Corte tiene dicho, de modo reiterado, que las cuestiones de derecho común y procesal, no son aptas para abrir el recurso extraordinario, al igual que las que atañen al ejercicio de facultades y atribuciones propias de los Estados Provinciales, por tratarse de aspectos regidos por el derecho público local, así como las referidas a la admisión de los recursos previstos en dicha órbita, en el sub lite cabe apartarse de tal criterio y admitir el remedio excepcional. Asimismo, cabe poner de relieve que el Máximo Tribunal tiene dicho que sentencia definitiva no es solamente aquella que decide el fondo de la cuestión, sino también la que impide todo debate sobre algún punto que devenga en la irreparabilidad de un agravio, así como la que no permite ejercer útilmente un derecho en la oportunidad procesal habilitada por la ley, situación que es, precisamente, la que se configura con toda nitidez en el supuesto de autos, no sólo por las características de la resolución que se impugna, ya que decide acerca de la procedencia de la subasta de un inmueble, sino porque el afectado carece de otra oportunidad para discutir la materia más adelante. Máxime, que no fueron analizados los argumentos conducentes esgrimidos por el fallido para impedir la venta, referidos a la inviabilidad de proseguir la enajenación de bienes, cuando no se ha demostrado satisfactoriamente que exista un crédito impago, ante la peculiar situación de haberse extraviado una parte del expediente y que el supuesto acreedor no se ha presentado invocando el incumplimiento. En esas condiciones, cuanto menos debió examinarse si cabía disponer otro resguardo para el acreedor que no pudo ser ubicado, que el de ordenar la prosecución de un remate cuando no está claro si existe un interés legítimo en llevar adelante ese procedimiento.


    Fernández, Félix Tomás s/ Quiebra


    F. 480, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de inaplicabilidad de ley. Indemnización. Régimen de consolidación de deudas. Admisibilidad del recurso. 


    La ley 11.756 se sancionó con fecha 7 de diciembre de 1995 y fue promulgada el 11 de enero de 1996, asimismo, que la fecha de firma de su decreto reglamentario fue el 25 de marzo de 1996, publicándose el día 11/04/96. Por otro lado, según el inciso a) del artículo 1° del referido decreto, la fecha de corte estipulada es el 31 de diciembre de 1995. Ahora bien, aun de considerarse que conforme lo determinado por el inciso c), apartado 1 del artículo citado, el crédito de la quejosa se veda atrapado por la consolidación establecida en la ley 11.756, ya que el accidente que le causó la muerte al hijo del demandante ocurrió en julio de 1995, surge con claridad que, de no haberse presentado la Municipalidad luego de haber consentido la sentencia por medio de la cual se la condenó al pago indemnizatorio, con el objeto de expresar su voluntad de consolidar la deuda, la misma se habría ejecutado por los carriles normales como lo establecía aquella decisión, ya que el juzgador no tomó en cuenta la ley provincial que estipula la consolidación referida. Así que la actitud de la Corte local de no haber considerado esta circunstancia y aplicar, "como lo hizo, el requisito del planteamiento oportuno de la inconstitucionalidad, retrotrayéndolo al tiempo del pase de los autos para sentencia, achancando a la actora el deber, comporta un excesivo rigorismo formal, máxime cuando la contraparte, en aquella etapa, ni en el mismo órgano jurisdiccional, tampoco guardaron respeto estricto a tales plazos de caducidad. Estas circunstancias se ven agravadas, además, por la particular situación del actor, una persona de avanzada edad que, se vería casi impedido de cobrar la indemnización regulada si ésta se llegase a consolidar en los términos peticionados por la demandada, tal como la Corte lo ponderó en circunstancias análogas. Por último, no resulta necesario pronunciarse sobre los agravios netamente federales traídos por la recurrente, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir arbitrariedad, por un excesivo rigor ritual como lo vengo sosteniendo hasta aquí, no habría sentencia propiamente dicha.


    Pompey, Juan Oscar c/ Municipalidad de Coronel Pringles


    P. 508, XXXV, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley. Daños y perjuicios. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho que, invocándose arbitrariedad de la sentencia y una cuestión federal estricta corresponde, en principio, examinar, en primer término la primera, puesto que de existir, en rigor, esta tacha, no habría sentencia propiamente dicha. En ese marco es menester precisar, como también ha reiterado la Corte que la referida doctrina no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir hipótesis de orden excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el decisorio como la “… sentencia fundada en ley…” a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Con arreglo a estos principios se entiende que corresponde que se desechen les agravios puestos al respecto por la quejosa, desde que el fallo cuenta con fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, permiten descartar el vicio que se denuncia; máxime cuando, como en el caso, se trata del pronunciamiento de un superior tribunal de provincia que decide sobre un recurso extraordinario local, ámbito en el cual al decir de la Corte, la procedencia de la doctrina sobre sentencias arbitrarias se restringe particularmente. Se juzga que la existencia de fundamentos no revisables en la instancia extraordinaria suficiente para sostener el fallo, obsta a la procedencia de la apelación, extremo que la Corte, ha receptado aun cuando el decisorio recurrido contemple aspectos de orden federal concurrentes para decisión del caso. Por lo expuesto, la presentación directa de la parte actora debe desestimarse.


    G., Carlos Alberto c/ El Día S.A.


    G. 422, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Apartamiento de las constancias de la causa. Doctrina de la arbitrariedad. Derechos adquiridos. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien la Corte tiene dicho que lo atinente a la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos profesionales cumplidos y la aplicación de las normas arancelarias no constituyen materia propia del recurso extraordinario por tratarse de cuestiones de naturaleza fáctica y de derecho procesal y común, ha señalado que cabe hacer excepción a dicho principio cuando la decisión jurisdiccional se basa en afirmaciones dogmáticas, carece de fundamentación suficiente o no se ajusta a las constancias de la causa, situación que se verifica en el sub-lite y conforma el supuesto previsto en la doctrina de la sentencia arbitraria. Los honorarios deben calcularse en principio sobre el monto del proceso, es decir los valores que discutieron las partes, independientemente de su resultado final. Desde ese punto de vista, la manifestación del a-quo respecto a que, por el modo en que concluyó el proceso, el monto pretendido se había vuelto abstracto, conforma una afirmación dogmática sin sustento en tanto que, a los fines arancelarios, para establecer los honorarios correspondientes a primera instancia, cabía atender a la actuación profesional que se produjo y además concluyó, con todas las etapas del juicio en dichos estrados. Ello además en el marco del valor patrimonial allí reclamado, admitido en la sentencia y consentido por el demandado, lo que constituía una etapa terminada y preclusa conforme lo reconoce el propio a-quo. Consecuentemente, más allá de lo que pudieran acordar las partes o lo que surgiera de decisiones unilaterales motivadas por circunstancias como las dadas en el proceso en una etapa posterior, no afecta lo ya actuado por los letrados y demás auxiliares que intervinieron en la causa y realizaron su labor profesional. Tal consideración, lleva al tribunal a incurrir en un exceso jurisdiccional, ya que su competencia sólo estaba habilitada en el marco de los agravios de la demandada expuestos en el recurso que planteara, observando sólo parcialmente el importe de ciertos rubros de la base patrimonial. Es de destacar que un criterio diverso al señalado, importaría ignorar que se deben satisfacer los honorarios devengados en el marco de pretensiones claramente reclamadas por la accionante, produciendo de tal modo una directa afectación al derecho adquirido derivado de la labor cumplida, lo cual encuentra sustento en la protección constitucional al derecho de propiedad. La Corte ha señalado que constituye una decisión jurisdiccional arbitraria establecer una regulación que no asegura la adecuada contraprestación de los servicios profesionales con relación a los valores comprometidos en el proceso, en tanto ello se relaciona con el derecho de propiedad y el principio de justicia conmutativa. A la luz de tal doctrina, no obstante que el tribunal tiene facultades discrecionales para regular los honorarios de los profesionales actuantes, atendiendo a las distintas pautas establecidas en la ley arancelaria, ello no puede constituirse en un pretexto para dejar de aplicar las normas legales, con lo cual, si los valores comprometidos, discutidos y admitidos en la causa no son los tenidos en cuenta para regularlos, se ignora la pauta básica para su determinación, máxime si se atiende, a que la admitida como tal por el tribunal, sólo encuentra apoyo en su mera voluntad o apreciación, en franca contradicción con las circunstancias comprobadas de la causa y la norma legal aplicable al caso, lo cual resulta suficiente para descalificar el decisorio y habilitar su revocación.


    S.A. Luppi Hermanos y Compañía Limitada Curtidora c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 363, XXXV, 11 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Base regulatoria. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Alejada de la normativa de los artículos 6, inciso a), y 7 de la ley 21.839, la Sentenciadora ratificó como base de cálculo para la regulación de los honorarios la suma retenida y depositada por el Instituto, fundada en la previsión, no tanto de los incisos b) y d) del artículo 6 de aquella norma sino, fundamentalmente, en la del inciso f) de dicho dispositivo cuyo empleo por la a quo no fue objeto de una crítica especifica en la impugnación. No obsta a lo anterior que la Sala no se haya referido a la base puntualmente propuesta por la accionada para la regulación, desde que los jueces no están obligados a tratar uno por uno, y de manera exhaustiva, todos los planteos de las partes, sino sólo los que se estimen conducentes para la correcta solución del litigio; y en la causa, no se evidencia insatisfecha esa condición. Se considera que la doctrina de las sentencias arbitrarias en sí misma, de naturaleza excepcional, es particularmente restrictiva en materia de honorarios, como lo enfatizó la Corte en los precedentes de Fallos: 303:451; 304:106, 1017, considerando que las leyes que rigen las regulaciones conceden un amplio margen a la razonable discrecionalidad judicial. En esos términos, debió evidenciarse, a fin de que accediera la tacha aducida, una decisiva carencia de fundamentación o un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso; extremos que no ha puesto de manifiesto aquí la quejosa. Más allá del criterio utilizado para discernir las costas de la medida cautelar, lo cierto es que la demandada consintió la imposición en su contra que atañe al juicio sumarísimo en sí, aspecto diverso y diferenciado de aquél y al que huelga que se haya declarado abstracto el caso, más aún cuando se advierte que se fundamentó la imposición no sólo en la forma de resolución del planteo, sino también en un cierto comportamiento discriminatorio de la demandada hacia la pretensora y en su inoficioso planteo de incompetencia. Ello conduce, igualmente, a que deban desestimarse los agravios fundados en este aspecto del asunto.


    Asociación Mutual del Personal del Instituto de Servicios Sociales Bancarios c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios


    A. 387, XXXV, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Falta de fundamentación. Justicia conmutativa. Derecho de propiedad. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien conforme con reiterada jurisprudencia de la Corte, lo atinente a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituye materia ajena al recurso extraordinario, este principio admite excepción en los supuestos en que la decisión apelada incurre en arbitrariedad, por carecer de fundamentación válida o por no guardar adecuada proporción con la labor desarrollada y la cuantía de los intereses debatidos. Las consideraciones vertidas por el tribunal a quo para justificar la fijación de los honorarios por las tareas en ambas instancias constituyen un fundamento aparente de la sentencia porque son enunciados de orden genérico, vacíos de contenido, de acuerdo con los antecedentes concretos del proceso. El monto estimado de los emolumentos no constituye una adecuada contraprestación de los servicios profesionales si se considera la entidad económica del pleito a valores reales, resultante de las liquidaciones aprobadas, lo que lesiona el principio de justicia conmutativa y el derecho de propiedad. Se ha omitido un debido análisis de las alegaciones vertidas por los recurrentes que permita explicar razón alguna determinante de aquella desproporción, de modo que la argumentación del tribunal no sustenta, en definitiva, el fallo ahora impugnado, como acto judicial válido.


    Aquino, Luis y otros c/ Servicios Electrónicos del Gran Buenos Aires


    A. 592, XXXV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Fallos de la Corte Suprema. Facultades de la alzada. 


    Atento que la cuestión planteada se centra en la inteligencia de un pronunciamiento anterior de la Corte -dictado en la misma causa-, es a los miembros de esa Corte Suprema, en su natural carácter de intérpretes fieles de los alcances de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema.


    Pirelli Cables S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 527, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Atento que la cuestión planteada se centra en la inteligencia de un pronunciamiento anterior de la Corte -dictado en la misma causa-, es a los miembros de esa Corte Suprema, en su natural carácter de intérpretes fieles de los alcances de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema.


    Pirelli Cables S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 536, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Derechos adquiridos. Procedencia del recurso. 


    Si una situación se ha desarrollado íntegramente con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley 24.432 y frente al amparo de determinadas normas, mal puede valorarse el mérito, la extensión, la cuantificación del trabajo y las responsabilidades derivadas de la imposición de costas de acuerdo al nuevo régimen legal.


    Cuquejo, Walter c/ Sevillano, Miguel y otros y sus acumulados


    C. 1410, XXXV, 11 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Superior Tribunal de Justicia. Falta de fundamentación. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. 


    El Tribunal ha establecido que, si bien no son susceptibles de revisión en la instancia del artículo 14 de la ley 48 los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos extraordinarios de orden local que le son llevados, corresponde hacer excepción a tal principio, cuando lo resuelto no satisface el recaudo de fundamentación sería exigible en las sentencias judiciales, o cuando el examen se efectúa con injustificado rigor formal. En situaciones similares, esta Procuración ha sostenido que, la consideración de dichas cuestiones, resulta particularmente exigible frente a la doctrina sentada por la Corte, en orden a que los tribunales superiores de provincia, según el artículo 14 de la ley 48, son el órgano judicial erigido como supremo por las constituciones provinciales, y, consecuentemente, los litigantes deben alcanzar este tramo final mediante la consunción, en la forma pertinente, de las instancias locales, a efectos de satisfacer el extremo examinado. El tribunal de la causa - al igual que los litigantes - debe exponer, entonces, en forma pormenorizada, y atendiendo a las cuestiones que le son llevadas por las partes, las razones pertinentes que hacen a la concesión o denegatoria de los recursos locales intentados, lo que, conforme a lo expuesto, no se satisface en el pronunciamiento que se ataca. El fallo impugnado incluye afirmaciones dogmáticas, y evidencia, además, un excesivo rigor formal, por lo que la arbitrariedad invocada por los apelantes resulta justificada en virtud de atentar contra su garantía de defensa en juicio.


    Bula, Enrique Hipólito c/ Losada, Clotilde y Otros


    B. 625, XXXV, 19 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Rendición de cuentas. Cuestión de derecho común. Cuestiones procesales. Exceso u omisiones en el pronunciamiento. Derivación razonada del derecho vigente. Improcedencia del recurso. 


    El recurso no es, por principio, procedente desde que se hallan en juego la aplicación e interpretación de normas de derecho común y procesal, ya que los agravios centrales del recurrente se dirigen a alegar la supuesta arbitrariedad del decisorio, respecto de la interpretación que realiza sobre el procedimiento regular de la acción de rendición de cuentas. Ello es así, porque el problema de la supuesta inteligencia de normas federales que se hallarían en juego, se refiere en realidad a la omisión en que habría incurrido el juzgador de exigir el cumplimiento de los requisitos que establece la ley de defensa del consumidor para la prestación de la rendición de cuentas, cuestión ésta que no importa una discusión respecto del alcance que se ha otorgado a la norma, sino la pretendida ignorancia de previsiones de orden procesal establecidas en la ley en el caso de que se debiera prestar la rendición. El fallo en recurso cuenta con argumentos suficientes y razonables de aquella índole no federal que el recurrente no ha logrado conmover en su presentación, ya que rechazó la demanda negando la obligación de rendir cuentas, al considerar que la acción sólo importaba una objeción a la cuenta corriente, lo que estimó debió efectuarse por otra vía distinta a la aquí ejercida, en virtud de que la exigencia de rendición sobre el destino de los valores entregados estaba inmersa en el convenio de cuenta corriente y resultaba demostrado por las pruebas rendidas cuales eran las obligaciones impuestas al cuentadante, las que consideró fueron cumplidas con la remisión de los extractos no observados oportunamente. Los reclamos del recurrente, se reducen en rigor a cuestionar la supuesta omisión del a-quo en resolver sobre la obligación de rendir cuentas, cuando aparece claro que dicha materia ha sido el contenido esencial del decisorio cuestionado, que se remite a negar la pertinencia de la misma y no aprueba cuenta alguna como afirma erróneamente el apelante. Debe ponerse de relieve que la conclusión final del fallo de la alzada, es que el accionante no ha logrado demostrar que la sentencia que rechaza la petición de que se obligue a rendir cuentas carezca de fundamento y por tanto deba ser revocada. Consecuentemente, ello impide instruir la etapa de revisión de las cuentas y la consideración acerca de si las que se entendieron prestadas fueron realizadas en debida forma, circunstancia que constituye otra argumentación posible que pone al pronunciamiento al margen de la tacha endilgada.


    Galante, José c/ Banco de Crédito Argentino S.A.


    G. 615, XXXV, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Resoluciones irrecurribles. Resoluciones inapelables. Inapelabilidad en razón del monto. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Doctrina de la arbitrariedad. Cuestión federal. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El recurso extraordinario resulta procedente, por resultar manifiesto que el fallo apelado conforma un supuesto de decisión jurisdiccional inválida, en los términos y alcances de la doctrina de la arbitrariedad acuñada por la Corte en numerosos precedentes. No obstante que en el caso se encuentran en debate cuestiones en principio ajenas al recurso extraordinario, por referirse a temas de hecho, prueba y derecho común y procesal, la decisión impugnada ha ignorado, mediante la denegación del recurso de apelación con fundamento en el artículo 242 del Código Procesal, que el objetivo perseguido por el legislador mediante dicha disposición legal fue evitar que se recargue la tarea de los tribunales de alzada con cuestiones de escasa relevancia económica que ya fueron resueltas en anteriores instancias, mas ello no puede incluir a casos como el de autos, en los que el reclamo puede conducir a la ampliación de la condena. La citada norma, al regular los mínimos legales para la procedencia del recurso, ha señalado que dichas sumas son las contenidas en la pretensión de la accionante, es decir, un monto fijo que resulta independiente de la posibilidad de su elevación en la sentencia que recaiga en el proceso. Dicha inteligencia es la que se compadece con el espíritu que la informa y surge del propio texto literal, y obviamente no importa dejar en manos del tribunal apelado, determinar, a su sola voluntad, en base al monto por el cual prospera la demanda, la posibilidad de su revisión por el órgano de alzada. Al respecto, tiene dicho la Corte en situaciones análogas, de conformidad con el dictamen de esta Procuración General, que de admitirse tal criterio de los tribunales de alzada, cualquier pronunciamiento que rechazara un reclamo por cobro de pesos, independientemente de su monto, no resultaría susceptible de recurso, lo cual suscita cuestión federal suficiente para habilitar el recurso, porque aquella interpretación constituye un exceso ritual manifiesto incompatible con el ejercicio del derecho de defensa en juicio.


    Sica, Jorge c/ Domínguez, Amelia y otros


    S. 277, XXXV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad médica. Mala praxis. Pericia médica. Impugnación de la pericia. Caso fortuito. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Falta de fundamentación. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien el tema en discusión reviste carácter fáctico y probatorio que, como principio, es ajeno a la vía del art. 14 de la ley 48, ello no obsta a que la Corte pueda conocer en un planteo de esa índole cuando, como ocurre en el caso, la decisión no se encuentra debidamente fundada. Es que más allá del mérito que corresponda asignar a las defensas planteadas por la recurrente, lo cierto es que no fueron debidamente examinadas en la sentencia que viene apelada, la cual carece de los requisitos mínimos para que pueda considerarse un acto jurisdiccional válido.  Es descalificable el pronunciamiento que ha omitido expedirse sobre una cuestión oportunamente planteada y conducente para la correcta decisión del caso, como es la referida a la impugnación del peritaje médico que tuvo en cuenta el juez de primera instancia para dar por acreditada la existencia de caso fortuito. No obstante que la apelante se agravió expresamente de la falta de tratamiento en la instancia anterior de las objeciones concretas que opuso al dictamen del experto, tanto al impugnarlo como al alegar sobre la prueba, nuevamente la Alzada prescindió de examinar debidamente esas cuestiones ya que arguyó en forma dogmática y genérica que se trataban de apreciaciones subjetivas carentes de sustento científico. Por el contrario, de las constancias se desprende que tales presentaciones aparecen apoyadas en fundamentos razonados, que no fueron analizados, cuando debieron ser objeto de particular examen por el a quo, pues en ellos se sustenta la responsabilidad que se intenta hacer valer. La sentencia no dio respuesta coherente a los concretos agravios de la apelante y satisface sólo en forma aparente la exigencia de constituir una derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a los hechos concretos de la causa, particularidad que impone su descalificación como acto jurisdiccional.


    M. de V., M. Y. c/ I. M. de O. S. y otro


    M. 167, XXXV, 11 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Sanciones administrativas. Apercibimiento. Publicación de la sanción. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Cuestión federal. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    En cuanto al fondo del asunto, deben ser acogidos los agravios dirigidos a cuestionar los argumentos expuestos por el Tribunal a quo en la sentencia recurrida. Ello es así, porque la facultad que le asiste a la Autoridad de Aplicación de graduar las sanciones de acuerdo a los antecedentes del infractor y de las circunstancias del caso, se limita a la facultad de aplicar, en forma conjunta o independiente, cualesquiera de las sanciones enumeradas en cada uno de los incisos del art. 47, mas dicha facultad no alcanza al último párrafo del mencionado precepto, el cual determina de manera imperativa que la resolución condenatoria deberá publicarse en el diario de mayor circulación del lugar donde la infracción se hubiera cometido, a costa del infractor. Dicha disposición en examen, constituye una sanción accesoria insoslayable a aplicar, cualquiera fuere la sanción condenatoria principal y con prescindencia de la levedad o gravedad de la infracción cometida y sancionada. De no ser así, el legislador hubiera incluido a la publicación como un inciso más de los enumerados en el artículo en ciernes, convirtiéndola de ese modo en una sanción posible a aplicar, junta o independientemente con las demás. La primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley; no cabe pues a los jueces sustituir al legislador sino aplicar la norma tal como éste la concibió. Así lo ha dicho en reiteradas oportunidades la Corte Suprema como también que, cuando la letra de la ley no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que exceden las circunstancias del caso expresamente contemplado en la norma.  La doctrina sentada por el Alto Tribunal en punto a que la intervención de los jueces queda excluida en aquellas materias que por su propio mandato o por una razonable opinión legislativa, han sido reservadas a otros órganos del poder estatal; de otro modo, la actuación del Poder Judicial violaría: el principio de división de poderes y se encontrarla en colisión con el sistema que el legislador interpretando la Constitución Nacional, estructuró para el funcionamiento de las instituciones. Desde esta perspectiva, no cabe al juez interviniente apartarse de la solución impartida por la norma toda vez que, no sólo hace una interpretación de una facultad privativa de otro órgano del poder, sino que mediaría lo que el Supremo Tribunal ha dado en llamar "un apartamiento inequívoco de la solución normativa prevista para el caso". Asimismo, puede sostenerse que la sanción accesoria de publicación de la principal hace eficaz el derecho a una información adecuada y veraz al usuario y al consumidor, principio consagrado en el art. 42 de la Constitución Nacional.  Por último, una interpretación contraria a la analizada, importaría desvirtuar los fines tenidos en cuenta por el Legislador y, consecuentemente, violentar el principio republicano de división de poderes.


    Banco Bansud S.A. c/ Secretaría de Comercio e Inversiones - Disposición 1242/98


    B. 598, XXXV, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso resulta inadmisible, pues no se advierte un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en materias que, según el artículo 14 de la ley 48, son ajenas a su competencia extraordinaria. En efecto, el tribunal a-quo ha expresado fundamentos tácticos que, resultan suficientes para desestimar las razones invocadas en la demanda a fin de reclamar el retiro de los cerramientos en los balcones del edificio en el que habita la accionante, y las impugnaciones propuestas sólo traducen discrepancias con el criterio del juzgador. La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia ordinaria, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que atiende a cubrir casos de carácter excepcional, en que deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los arts. 17 y 18 de la Constitución, supuestos que, no concurren en el sub lite.


    Suárez, Dilma Raquel c/ Delait Schwald, Gastón


    S. 293, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Verificación de créditos. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Sentencia arbitraria. 


    La Corte provincial no ha ponderado con el rigor jurídico que es menester, en orden a la validez del acto jurisdiccional, los agravios llevados por la presentante, desde que se ha limitado en realidad a rechazar el recurso interpuesto en forma estrictamente dogmática.


    Tapia Gómez, Blanca s/ Incidente de revisión de crédito verificado al Banco Europeo para América Latina


    T. 137, XXXV, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Indemnización por muerte. Daños y perjuicios. Accidente ferroviario. Cuestiones de hecho y prueba. Cuestión federal. Derivación no razonada del derecho vigente. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    No obstante que los agravios, remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, materia ajena, como regla y por su naturaleza, a la instancia del artículo 14 de la ley 48, la Corte tiene dicho que ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando se ha omitido dar un tratamiento adecuado a la controversia de acuerdo a los términos en que fue planteada, el derecho aplicable, y la prueba rendida, habiendo establecido, además, que, si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido. No se escapa, por cierto, que no es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite, mas no es ello lo que en verdad se propicia, sino tan sólo advertir que la inclinación a favor de un testimonio como principal elemento de ponderación de la cuestión fáctica sustancial de la causa, sin el paralelo y proporcionado estudio de algunos otros antecedentes obrantes en las constancias del sub examine, en particular, de las especificas indicaciones del informe técnico y de la inspección ocular realizada por el juez de grado que condujeron al magistrado a una solución diametralmente opuesta, importa, de por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es muy cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso profundizar sobre los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada. En materia de accidentes ferroviarios, la Corte ha sido particularmente exigente en orden a la inversión de la carga de la prueba establecida en la norma referida respecto a los eximentes de responsabilidad objetiva que ella consagra. En efecto, la Corte tiene dicho que los daños causados por trenes en movimiento se rigen por las previsiones del artículo 1113, párrafo 2°, parte final, del Código Civil, y la culpa de la víctima con aptitud para cortar totalmente el nexo de causalidad entre el hecho y el perjuicio a que alude dicha disposición debe aparecer como única causa del daño, aparte de revestir las características de imprevisibilidad e inevitabilidad propias del caso fortuito o fuerza mayor, y ha establecido, asimismo, que sentada la participación del ferrocarril en el accidente, no cabía exigir a la apelante la acreditación de otros extremos ni la demostración de la forma concreta en que se produje el infortunio, ya que, al tratarse de un daño causado por el riesgo de la cosa basta con que el afectado demuestre el daño causado y el contacto con aquella, quedando a cargo de la demandada, como dueña o guardián de la misma, acreditar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder. Desde esta perspectiva, no encontrándose suficientemente demostrada la culpa exclusiva de la víctima, no puede liberarse totalmente a la empresa transportista de responsabilidad por los daños causados; ello sin perjuicio de la eventual división de la responsabilidad que pudiere corresponder en función de la concurrencia de culpas, de encontrarse ésta efectivamente probada. En tales condiciones, la decisión de la alzada no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias del caso, por lo que, al afectar las garantías constitucionales invocadas, corresponde admitir el recurso y descalificar el fallo sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad. En cuanto a la oportunidad del planteo, esta Procuración General tiene dicho que, en principio el requisito de la introducción oportuna sólo rige respecto de las cuestiones federales previstas en el artículo 14 de la ley 48, que deben ser resueltas de modo previo por los jueces de la causa a fin de dar lugar a la intervención de la Corte, último intérprete de las mismas. Mas la arbitrariedad, como lo ha definido la Corte, no es una cuestión federal de las efectivamente aludidas en la reglamentación del recurso extraordinario, sino, en rigor, la causal de nulidad del fallo por no constituir, a raíz de sus defectos de fundamentación o de formas esenciales, la sentencia fundada en ley a que se refiere el artículo 18 de la Constitución Nacional. De allí que las partes no tienen por qué admitir de antemano que el juzgador podría incurrir en ese fundamental defecto. Y por eso es que la Corte ha sido muy amplia al respecto, y sólo ha exigido el planteo previo en el supuesto en que la cámara confirma por iguales fundamentos la sentencia del juez de grado y ante ésta no se hubiera invocado la tacha, desde que ello importa un consentimiento de validez que luego no permite introducirla tardíamente. Porque, de lo contrario, habría que reservarla siempre, como un mecanismo indispensable, respecto de la eventual desatención de la totalidad de las propuestas de derecho o de hecho y prueba debatidas en la causa, desde que cualquiera de ellas, es previsible, podrían ser decididas de modo arbitrario. Empero, el requisito de la reserva, como la Corte lo tiene dicho, no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario, sería, obviamente, un excesivo rigorismo sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso, no requiere de fórmulas sacramentales.


    C., Raúl Osvaldo y otros c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A.


    C. 645, XXXV, 24 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    En cuanto se ordena la remisión de los autos al juez del proceso concursal, ello importa una declinatoria de competencia, sobre la que aún no se ha pronunciado el juez requerido, quien podría rechazar la atribución del expediente. Así lo ha sostenido este Ministerio Público en la causa "Fisco Nacional c/ Tool Research", en donde la Corte siguió el mismo temperamento.  Por otra parte, la Corte tiene dicho que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, salvo hipótesis excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos; y que dicho requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Fisco Nacional c/ Sebastián Maronese S.A.


    F. 350, XXXVI, 15 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal)


    AFIP DGI. Concursos. Fuero de atracción. Cámara de Apelaciones. Competencia previsional. 


    Al no existir un superior jerárquico común a los señores jueces en disidencia, corresponde que la Corte resuelva el confito de competencia suscitado. En cuanto al fondo del asunto, el fuero de atracción previsto por el artículo 21 de la ley 24.522 para el concurso preventivo y por el artículo 132 de ese cuerpo normativo para la quiebra, no es de aplicación cuando en el juicio con sentencia de primera instancia, ésta se halla apelada, con el recurso concedido y pendiente de resolución. Si bien en la especie se trata de una decisión administrativa recurrida, tal principio debe aplicarse por analogía en el sub lite, ya que la instancia jurisdiccional del recurso está expresamente prevista en el artículo 9 de la ley 23.473 y sus modificatorias. Así, la Corte ha dicho que la Cámara que corresponde debe entender en los recursos y dictar sentencia, sin perjuicio de la posterior remisión al juez de la quiebra. Por tanto, es competente para conocer en el recurso objeto de esta causa la Cámara Federal de la Seguridad Social.


    Dominio Consultora S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso de apelación


    COMP. 108, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Remisión al dictamen de la causa C. 202, XXXV.


    Complejo Agroindustrial San Juan S.A. s/ Ley 19.359


    C. 209, XXXV, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Accidente de tránsito. Transporte benévolo. Principio de congruencia. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa P. 437, L. XXXV, “Pardo Rodolfo Osvaldo c/ Doscientos Ocho Transporte Automotor S.A. s/ Daños y Perjuicios”.


    En el presente los defectos allí considerados resultan de mayor gravedad atento que el actor no sólo mantuvo la acción contra el conductor del transporte benévolo sino que, además, la Cámara le hizo extensivo el desistimiento de la acción que había efectuado otro coactor, sobre la base del principio de “congruencia”, hecho que el apelante puso de manifiesto en el recurso extraordinario, y que la alzada no consideró.


    De Baggis, Francisco Hugo Luis y otro c/ Doscientos Ocho Transporte Automotor S.A. y otros


    D. 327, XXXV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Obras sociales. Sentencia definitiva. Cuestión federal. Derecho a la salud. Admisibilidad del recurso. 


    La resolución impugnada reviste carácter de sentencia definitiva, en los términos del art. 14 de la ley 48, pues al descalificar la vía intentada, anular todo lo actuado y ordenar el archivo de las actuaciones, causa un agravio de imposible reparación en la medida que priva al recurrente de plantear cuestiones que considera urgentes propuestas en su demanda. Si bien lo resuelto conduce al examen de cuestiones de derecho procesal local, ajenas, como regla, a esta instancia extraordinaria, en el caso existe cuestión federal suficiente para apartarse de ese principio pues la resolución que es objeto del remedio federal incurre en arbitrariedad al no dar sino sólo una afirmación dogmática para rechazar la demanda que se intenta, ya que omitió analizar las razones desarrolladas por los actores respecto de los motivos que la harían admisible y prescindió, por tanto, de la indispensable fundamentación que justificase derivar a otro pleito de naturaleza ordinaria la tutela de derechos fundamentales -como lo es el derecho a la salud-. Debe advertirse, a su vez, que tampoco es razonable la suposición de que no pueda proceder el amparo ante el Tribunal Superior cuando la materia es de su jurisdicción originaria.


    Vignola, Luis y otros c/ Instituto Provincial de Loterías y Casinos


    V. 123, XXXIV, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Asistencia médica. Obligación de seguridad. Historia clínica. Sentencia arbitraria. Discrepancia del recurrente. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho de modo reiterado, que el recurso extraordinario no tiene por fin constituir al Máximo Tribunal en órgano de revisión de las decisiones de los jueces de la causa, frente a discrepancias que sostengan los recurrentes con la apreciación o conclusiones sobre los hechos, pruebas y aplicación e interpretación de normas de derecho común, sino que sólo es admisible en el caso de que concurran graves defectos o vicios de tal naturaleza que descalificaran el fallo por constituir una derivación no razonada del derecho vigente, apañamiento inexcusable de la constancias y pruebas de la causa, o bien ignorancia flagrante de las normas aplicables al caso. Si bien el recurrente ha invocado la existencia de arbitrariedad en el decisorio, sus objeciones no constituyen más que discrepancias con la apreciación que ha hecho el sentenciador de las constancias de autos y de las pruebas producidas.  En efecto por un lado, no ha podido sino confirmar ser el causante de la omisión de contar con la historia clínica de la paciente; pero sin embargo, no ha logrado controvertir los argumentos del fallo, que con apoyo en doctrina y jurisprudencia, hacen mérito acerca del carácter relevante y, por ello, conducente de la historia clínica a los fines de la solución del litigio, y de las presunciones que su falta genera, elementos de juicio decisivos, según interpretó el a quo, para dilucidar las cuestiones que se planteen en tomo a los antecedentes médicos de la paciente y su eventual incidencia en los sucesos posteriores, así como para determinar si la asistencia médica atendió a ellos o no, como pauta para medir la diligencia o negligencia en los cuidados médicos, o para demostrar si influyeron o se generaron a partir de tales antecedentes las consecuencias gravosas hoy alegadas. Tampoco se he demostrado la aludida contradicción respecto de la consideración del fallo acerca del estudio patológico de la placenta, ya que ello fue invocado por el a quo como un elemento corroborante de la conducta negligente de la demandada. No se advierte la alegada afirmación dogmática cuando el fallo en torno al tiempo que afirma se tardó en practicar la intervención quirúrgica, cuando el Cuerpo Médico Forense consideró que la demora en la extracción del feto fue la causante de los daños sufridos por el niño y en ese contexto a todas luces surge que la posición de la quejosa es una mera discrepancia en torno a los alcances que se da al término "casi una hora" con referencia indudable a los 45 minutos que se ha acreditado fue el tiempo de demora; o a la manifestación de que no se atendió a los actos preliminares que pudieran justificar la demora, cuestión esta también que sólo conforma la mera divergencia acerca de la valoración de lo usual o inusual de la situación para decidir si se requiere una mayor o menor celeridad en la acción médica y en la disposición o preparación de los actos preparatorios de cirugía, que debe proveer una entidad sanitaria para casos especiales que, como en el caso, resulta indudable requieren máxima celeridad o inmediatez.  Finalmente, respecto de la entidad de la indemnización, si bien es cierto que no surgen del fallo parámetros objetivos para acordarla, tampoco los agravios del recurrente invocan o demuestran cual sería la indemnización que hubiera correspondido, ni tampoco la tasa de interés a aplicar resulta materia propia de tratamiento en el recurso extraordinario, en la medida que no se acredita que la decisión al respecto carezca de fundamentos, en especial cuando remite a criterios jurisprudenciales sostenidos reiteradamente por el tribunal.  Por último, no cabe admitir los agravios del recurrente en torno a la aplicación del artículo 1078 del Código Civil, porque más allá de que se halla en juego el alcance o interpretación de una norma de derecho común, cuestión ajena por principio al remedio excepcional, resulta claro que el fundamento de la concesión de la indemnización por daño moral a los padres del menor encuentra fundamento en los agravios morales propios por la situación padecida, en razón de las circunstancias que debieron vivir y vivirán en el futuro como consecuencia de la situación generada a partir del estado que sufren el menor y su madre.


    R., S. M. c/ Sanatorio Mitre


    R. 183, XXXV, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    A fin de que la Corte pueda pronunciarse sobre la cuestión planteada se mantiene la queja interpuesta.


    LLovet, Mauricio Gabriel s/ Incidente de entrega – causa n° 854/99


    L. 404, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de revisión (procesal)


    Exceso ritual manifiesto. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Defensa en juicio. Falta de fundamentación. Prueba documental posterior a la sentencia. Verdad jurídica objetiva. Recurso extraordinario. Procedencia del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La Corte ha señalado reiteradamente que la valoración de los requisitos de admisibilidad de los recursos constituye una cuestión de naturaleza no federal y privativa de los jueces de la causa, por tratarse de un tema de hecho y derecho procesal. Sin embargo, también ha dicho que cuando la decisión ha incurrido en un rigor formal excesivo que la torna descalificable como acto judicial, es aplicable la doctrina sobre la arbitrariedad de la sentencia, en tanto lo decidido vulnera las garantías de la defensa en juicio y el debido proceso no configurando un acto jurisdiccional válido. El rigor con que los jueces apreciaron los recaudos procesales de admisibilidad del recurso deducido, es incompatible con los referidos principios que hacen a un adecuado servicio de justicia. En efecto, la norma constitucional que consagra el recurso de revisión establece que ese remedio procede cuando “después de pronunciada la sentencia definitiva de segunda instancia, la parte obtuviere o recobrare documentos decisivos, ignorados, extraviados o detenidos por fuerza mayor, por obra de la parte en cuyo favor se hubiere dictado la sentencia o por otra causa análoga”. El fallo recurrido no ha ponderado debidamente las circunstancias relatadas por el apelante acerca de la forma en que llegó a su poder el documento que pretende incorporar, en orden a determinar si encuadran en dicha descripción, desde que, el instrumento, habría estado retenido por la parte a quien por ocultarlo benefició a la postre la sentencia. Cuando los jueces descartan la introducción de la prueba sobre la base de que no había sido invocada al contestar la demanda, imponen al demandado una carga irrazonable, ya que la mención de un documento que se hallaba en poder del actor y el reclamo de exhibirlo, cuando éste constituía una prueba idónea para frustrar la demanda, podía resultar una conducta desfavorable a la defensa, porque no cabe presumir que el actor trajera a juicio un título contrario a su interés, ya que la prueba de su existencia estaba a su merced y bastaba con destruirlo para negarla. Ha sido arbitrario el fallo que sobre la base de esas consideraciones descartó la incorporación del documento. Tampoco se halla debidamente fundada la objeción de que el documento no sería “decisivo” para modificar el sentido del pronunciamiento, toda vez que los mismos jueces admiten que “no hay certeza sobre cuál hubiese sido el resultado del juicio por cumplimiento del contrato si los jueces de las anteriores instancias hubiesen conocido ese instrumento...”. Tal apreciación debió conducir justamente a examinar exhaustivamente su contenido para esclarecer ese extremo, ya que la eficacia del instrumento para modificar la solución del fallo definitivo es lo que legitima al interesado para deducir el remedio revisivo, según lo indicado en el texto de la Constitución provincial. La Corte ha señalado que desconocer la eficacia de una constancia probatoria haciendo mérito de una deficiente introducción de la cuestión, equivale tanto como una renuncia de la verdad, lo que, resulta incompatible con la debida administración de justicia y que no cabe asentir a la conducción estrictamente formal de los procesos civiles, puesto que no se trata del cumplimiento de ritos caprichosos, sino del desarrollo de procedimientos destinados al establecimiento de la verdad jurídica objetiva que es su norte. La valoración de los jueces sobre los recaudos de admisibilidad del recurso trasunta un excesivo rigor, por cuanto se ha interpretado la cuestión fáctica de un modo incompatible con el fin de la norma que creó aquel remedio procesal, otorgando prevalencia al rito - interpretado con un apego riguroso a su literalidad - por sobre las razones de fondo que lo justifican -vinculadas al más adecuado ejercicio de derecho de defensa- y a las que debe servir.


    Sánchez Cores, Guillermo c/ Vila, Alfredo Luis


    S. 627, XXXVI, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Competencia. Sentencia definitiva. Denegatoria del fuero federal. Falta de fundamentación autónoma. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que las resoluciones que deciden cuestiones de competencia, salvo que denieguen el acceso a la jurisdicción de los tribunales de la Nación, al no configurar sentencia definitiva, no son apelables por la vía del artículo 14 de la ley 48. Esta circunstancia no se suple con la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni con la pretendida arbitrariedad del decisorio. También la Corte ha sostenido que la fundamentación de la presentación directa debe ser autónoma, lo que supone, además de su autosuficiencia, hacerse cargo de las razones expuestas en la denegatoria, realizando una crítica eficaz de los considerandos por los cuales el a quo rechazó el remedio extraordinario. El recurrente no logra demostrar la irreparabilidad de los agravios ni mucho menos que medie una denegación de justicia. No se detallan, además, perjuicios efectivos a la defensa en juicio provocadas por la resolución que se recurre.


    Nieva, Ramón Jorge y otros c/ Y.P.F. S.A y otro


    N. 94, XXXV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Chofer de colectivo. Efectos de la sentencia penal en sede civil. Sentencia absolutoria. Cosa juzgada. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. 


    El primer pronunciamiento de la Cámara, a la par que declaró nula la sentencia de la jueza de grado, sentó las bases sobre las cuales debía dictarse una nueva.  Lo expuesto en el decisorio de la Suprema Corte Provincial, en el sentido de que aquella sentencia no habría formado criterio definitivo sobre el alcance que correspondía asignarle al pronunciamiento recaído en sede penal, se aparta de las constancias de la causa. La Cámara estimó que la sentencia penal no podía ser considerada terminante en cuanto a declarar la inexistencia del hecho imputado; juzgó, además, que la duda que impide la condena penal, no obsta el reclamo civil; y, finalmente, concluyó que en un juicio civil donde la litis contestatio estaba construida sobre la base del reconocimiento por la demandada del hecho dañoso y de su protagonismo en el mismo, no podía introducirse una marginación penal del asunto. La simple lectura de estos enunciados, conduce a concluir que la Cámara, decisivamente, se había pronunciado sobre los efectos que cabía atribuirle a la sentencia penal. Por otra parte, ninguno de los litigantes recurrió tal decisión, lo que, en principio, significaría que fue consentida, otorgándole firmeza. Pues si bien tal sentencia no podía ser recurrida ante la Corte provincial porque no era definitiva, no es posible dejar de advertir, de otro lado, que las partes no formularon reserva alguna al respecto, y que la Cámara no podía en la segunda apelación – sin incurrir en una grave incoherencia -, variar su criterio acerca de los alcances que atribuyó a la sentencia penal en su primer fallo. De admitirse que esta cuestión no estaba definitivamente zanjada, corresponde igualmente descalificar la sentencia en recurso, toda vez que se apartó de los términos del artículo 1103 del Código Civil al asignarle al pronunciamiento dictado en sede penal autoridad de cosa juzgada en la pretensión resarcitoria civil, pero otorgándole a aquella sentencia un alcance que va más allá de su contenido. En efecto, los considerandos de la misma, no pueden ser juzgados concluyentes al punto de tener por declarada la inexistencia del hecho, sino que se orientaron fundamentalmente a salvaguardar el beneficio de la duda en favor del imputado, ante la insuficiencia de la prueba reunida en esa causa para tener por demostrada su responsabilidad con la certeza que requiere una sanción punitiva. En este entendimiento, si bien los agravios del recurrente remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, materia ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48, ello no resulta óbice para abrir el recurso, cuando el tribunal ha asignado a los términos empleados en la sentencia absolutoria un alcance inadecuado, y no ha ponderado debidamente todos los elementos puestos a su consideración, como el reconocimiento del hecho efectuado en la contestación de la demanda y en la absolución de posiciones. En otras palabras, la exégesis irrazonable de la sentencia absolutoria dictada en sede penal, como único elemento de ponderación de la cuestión fáctica sustancial de la causa, omite el cumplimiento de la necesaria fundamentación que debe contener una sentencia judicial, ya que importa de por sí una ligera actividad analítica al prescindir del debido estudio de otros antecedentes incorporados en autos, que podrían resultar conducentes para la solución del caso. Es por esta razón el fallo en recurso debe ser dejado sin efecto, a fin de que otros jueces se dediquen a analizar en plenitud las circunstancias de hecho y prueba, para que puedan ofrecer el debido basamento sobre lo que en definitiva estimen a este respecto.


    L., Raúl Juan c/ J., Hugo Horacio y otro


    L. 213, XXXV, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Demanda. Traslado de la demanda. Notificación. Nulidad de la notificación. Domicilio real. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. 


    Aunque las cuestiones sean de naturaleza fáctica y procesal, ello no constituye óbice decisivo para la apertura del recurso cuando lo decidido importa un tratamiento inadecuado del planteo propuesto y redunda en menoscabo de los derechos constitucionales invocados. Tiene dicho la Corte que debe dejarse sin efecto el pronunciamiento que desestimó el planteo de nulidad de lo actuado, que la parte fundó en la irregularidad de la notificación practicada en un falso domicilio real, pues ello condujo a que se le dictara una sentencia adversa que le provocó una seria lesión de los derechos de defensa enjuicio y de propiedad. El procedimiento llevado adelante por la parte actora a fin de notificar el traslado de la demanda -notificación en un domicilio comercial- resulta excepcional y no puede reemplazar los medios normales instituidos por los regímenes procesales para dicho traslado, -en el caso de personas visibles en su domicilio real- máxime cuando aquella no ha demostrado fehacientemente que tal cambio en los procedimientos se debe a una imposibilidad fáctica para conocer el domicilio real del demandado, por lo que resulta arbitrario, por no constituir derivación razonada del derecho aplicable, la solución adoptada que tiene como válida tal notificación toda vez que la misma no cumple con los requisitos legales que prevén los arts. 32, 48 y 52 de la ley 18.345 y los arts. 339 y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Asimismo, en cuanto a la afirmación de que la parte no había demostrado el perjuicio que le habría ocasionado así como el interés que se procura subsanar con la nulidad, la Corte ha dicho que es arbitrario el pronunciamiento, que al no hacer lugar al planteo de nulidad de una notificación, señaló que el incidentista no había demostrado el perjuicio del que derivaría el interés en obtener la declaración, argumento que se revela como la mecánica aplicación de un principio procesal (art. 172 del CPCC) fuera del ámbito que le es propio, y expresa un ritualismo incompatible con el debido proceso adjetivo, ya que frente a la afirmación de la parte de no haber tomado conocimiento del objeto de la pretensión instaurada, no pudo el a quo expresar aquel argumento sin hacerse cargo de que ésta se hallaba impedida -razonablemente- de especificar las defensas que se habría visto privada de oponer, y menos aún, de contestar acabadamente una demanda cuyo contenido ignoraba. Cabe también descalificar la sentencia como acto jurisdiccional en tanto sostuvo la extemporaneidad del planteo de nulidad en cuestión, con fundamento en el conocimiento anterior que habría tenido el demandado de la existencia del proceso. El medio invocado no resulta idóneo como fundamento del pronunciamiento, ya que al omitir la aplicación de normas procesales conducentes, se aparta de la solución jurídica prevista para el caso. En tal situación, cabe admitir el recurso, ya que la sentencia que se impugna no se encuentra adecuadamente fundada ni constituye derivación razonada del derecho vigente.


    Cano, Román Alberto Damián c/ Suárez Freiria, Néstor José y otro


    C. 405, XXXII, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Despido. Sentencia contradictoria. Incongruencia. Sentencia arbitraria. Devolución del expediente. 


    Corresponde dejar sin efecto el fallo que resulta inequívocamente contradictorio, pues importa un evidente menoscabo de la adecuada fundamentación exigible a los fallos judiciales, y devolver los autos al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento sobre el mismo.


    Turri, Ana María c/ Siembra A.F.J.P. S.A. s/ Despido


    T. 20, XXXV, 11 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Deuda pública. Régimen de consolidación de deudas. Depósito de bonos. Presupuesto. Admisibilidad del recurso. Revocacion de sentencia. 


    La Corte ha destacado el carácter federal de la ley 23.982, así como la irreparabilidad de los agravios que la exclusión de una deuda de su régimen acarrea al interesado. En la causa, si bien asiste razón a la reclamante en orden a que la apelación deducida por la accionada fue declarada desierta, lo cierto es que el propio tribunal consignó que la solución a que se arribaba coincidía con la establecida en la ley 23.982, al tiempo que reprochó a la demandada, que hubiera omitido el depósito de los bonos contemplados en la normativa sobre consolidación de la deuda pública. Tal circunstancia, con prescindencia de si, en rigor, la solución del juez de grado, se adecua a lo previsto por la ley 23.982, en particular a lo establecido en sus artículos 5 y 6, autorizaba, a considerar que el inferior entendió la obligación incluida en el régimen de consolidación y, en consecuencia, a interpretar la intimación, como contradictoria o carente de sustento en ese marco. Así lo aceptó el propio tribunal el que, se pronunció excluyendo expresamente esta acreencia del régimen de la ley n° 23.982, con fundamento en la falta de acreditación del inicio de los trámites tendientes a incluir la deuda en el presupuesto, conforme a lo previsto en el artículo 20 de la ley 24.624.  En ese marco, la denegatoria, confirmada finalmente por la decisión de la alzada, deviene falta de sustento; lo que autoriza a dejar de lado el principio que veda la apertura de esta instancia de excepción respecto de los fallos que declaran la improcedencia de recursos, en tanto que lo resuelto impide el acceso a una instancia superior sin una apreciación razonada de los argumentos del accionado frustrando así una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho que se aduce. La defensa del derecho federal y constitucional, ha dicho la Corte, no puede ser desechada con base en razones de mero orden formal ya que, de otro modo, los derechos o privilegios federales que pudieran asistir al quejoso se verían postergados en su reconocimiento sin base suficiente en la consideración de su consistencia y alcance.  En el sub lite, la demandada invoca un régimen legal de orden público que, de resultar aplicable, implicaría la novación de la deuda a su cargo y su cancelación por medio de un sistema diverso al usual; y significaría también otorgar un carácter sólo declarativo a la sentencia que reconoce la obligación extremo que obstaría al procedimiento de ejecución que el juez de primera instancia ordenó seguir. En tales condiciones, debe descalificarse el fallo como acto judicial válido, máxime cuando, frente a la doctrina expuesta por la Corte, en el precedente de Fallos: 322:1201; resulta notorio que el pronunciamiento atacado omite considerar siquiera mínimamente, en el caso, lo relativo a la eventual procedencia de sus extremos; proceder que se imponía, dada la alegación del artículo 20 de la ley n° 24,624 efectuada por el juez de grado, y la reiterada invocación por la quejosa del régimen de esta última.


    Oviedo Viuda de Taborda, Lidia Rut y otro c/ Dirección Nacional de Vialidad


    O. 114, XXXIV, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Fallos de la Corte. Apartamiento de la doctrina de la Corte. Procedencia del recurso. Contenido de la sentencia. Discrepancias del recurrente. Improcedencia del recurso. 


    El recurso deducido es en principio procedente, porque se encuentra en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento de la Corte recaído en la propia causa, en cuyo mérito los recurrentes fundan el derecho que estiman asistirle. Empero la admisibilidad sustancial de dicho recurso está condicionada, como también se ha puntualizado, a que la resolución que se impugna consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte. Sin embargo, este Ministerio Público ha sostenido en reiteradas ocasiones que cuando la cuestión planteada se centra en la inteligencia de un pronunciamiento anterior de la Corte -dictado en la misma causa- es a los miembros de esa Corte Suprema, en su natural carácter de intérpretes fieles de los alcances de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema. Así se lo viene expresando en situaciones análogas. Lo atinente al método elegido por el juez al fallar la causa, en tanto no prescinde de los hechos ni se aparta de las normas positivas que rigen el caso a través de una razonable interpretación, es ajeno al recurso extraordinario. La argumentación que desarrollan los recurrentes en sus respectivas presentaciones se presenta mas bien como una expresión de su disconformidad con la valoración de las circunstancias fácticas y de la prueba producida, lo cual es materia propia del derecho común ajena a esta instancia.


    Rousselot, Juan Carlos c/ Editorial Chaco S.A. s/ Nulidad de venta


    R. 224, XXXV, 11 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Monto del juicio. Fallos de la Corte Suprema. Admisibilidad del recurso. 


    La admisibilidad sustancial de dicho recurso está condicionada, como también se ha puntualizado, a que la resolución que se impugna consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte. Sin embargo, cuando la cuestión planteada se centra en la inteligencia de un pronunciamiento anterior de la Corte -dictado en la misma causa- es a los miembros de esa Corte Suprema, en su natural carácter de intérpretes fíeles de los alcances de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema, considerando, especialmente, que esta Procuración General de la Nación, no tuvo participación previa a aquel pronunciamiento inicial.


    Conforti, Emilio c/ Medina, Juan y otros s/ Sumario


    C. 578, XXXV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Base regulatoria. Ley arancelaria. Interpretación de la ley. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. Procedencia del recurso. 


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que los problemas atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituyen materia ajena al recurso del art. 14 de la ley 48, toda vez que la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos cumplidos y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias no son, como regla, en razón del carácter fáctico y procesal de tales cuestiones, susceptibles de tratamiento en la instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de ese modo el pronunciamiento se torna descalificare como acto judicial. Es aplicable la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que se alega que los honorarios regulados fueron significativamente inferiores a los que por ley corresponden, y el auto regulatorio, si bien expresa que el valor de las acciones constituye un dato meramente referencial que sólo se tiene en cuenta en el contexto de las pautas dispuestas en los incisos “b” a “f” del artículo 6° de la ley arancelaria, no contiene fundamentos que permitan determinar la manera en que fueron aplicadas las normas que cita, para relacionarlas con el importe regulado a cada letrado. En este orden, si el a-quo afirma tomar como referencia el valor de las acciones, dicho razonamiento aparece como contradictorio, al contrastarlo con su primera aseveración de que el proceso no es susceptible de apreciación pecuniaria. Asimismo, las pautas que la Cámara manifestó ponderar, resultan insuficientes para sustentar su pronunciamiento, desde que el juzgador, además de no precisar los criterios que guiaron su determinación, tampoco dio razón suficiente para el rechazo de los planteos de los letrados, tanto respecto de la base regulatoria, como de la norma que invocaron como específica para la regulación en medidas cautelares. En la doctrina de Fallos: 308:1079 quedó establecido que es arbitrario el auto regulatorio que no ha considerado los argumentos oportunamente planteados a su consideración, y, en el caso de que se entendieran rechazados implícitamente, no hay fundamentos que permitan avalar la solución, máxime cuando las pautas dadas por el juzgador, no permiten asegurar -debido a su imprecisión- que los estipendios profesionales respeten el mínimo establecido en las normas arancelarias. La interpretación de normas arancelarias resultaría prima facie conducente para la solución del caso, sea para declarar su aplicabilidad o bien para señalar su inadecuación. El sentenciador tampoco indicó claramente a cargo de quién se encuentra el pago de los honorarios de las regulaciones que corresponden a pronunciamientos anteriores de la causa en los que no hubo condena en costas. Es facultad propia del Tribunal y ajena al Ministerio Publico, el pronunciamiento relativo a la regulación correspondiente a las costas impuestas por la Corte al rechazar el recurso extraordinario.


    Waroquiers, Juan Pedro y otros s/ Medidas cautelares


    W. 29, XXXIV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa D. 1, L. XXXVI, “Dinar Líneas Aéreas S.A. s/ AFIP DGI Resol. 328/99 Dto. 1533/99 s/ Amparo ley 16.986”.


    Asociación Civil Jockey Club c/ Poder Ejecutivo Nacional – Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos (Ley tributaria) s/ Amparo Ley 16.986


    A. 536, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A. 778, L. XXXVI.- "Asociación del Personal del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria y Otros c/ Estado Nacional - Recurso de Hecho".


    Nakasone, José y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de Amparo


    N. 220, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción de repetición. Rechazo de la demanda. Recurso de inaplicabilidad de la ley. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Fundamentación del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien las resoluciones que declaran improcedente un recurso ante el tribunal de alzada no resultan, en principio, impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48, el supuesto de autos configura un caso de excepción. Tiene razón el recurrente cuando afirma que la sentencia referida revela exceso ritual manifiesto susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio. En efecto, del recurso - y en contra de lo afirmado por el sentenciador - surge con claridad el esfuerzo argumental del interesado tendiente a cuestionar todas, y cada una de las razones esgrimidas por las señoras Magistradas actuantes para rechazar su demanda de repetición de las sumas que, según su postura, que fundamenta en un exhaustivo análisis de las normas aplicables y en pautas jurisprudenciales de la Corte, le fueron obligadas a abonar por prescribirlo así una norma que tachó de inconstitucional. Es dable precisar, además, que de lo hasta aquí expuesto no puede concluirse que pudiéramos hallarnos ante un supuesto de denegatoria implícita de una cuestión federal, toda vez que el juzgador dejó de tratar dicha materia por confundirla y analizar erróneamente otra cuestión federal ajena a la realmente planteada en el litigio.


    Obra Social para Empleados de Comercio y Actividades Civiles (OSECAC) c/ Caja de Previsión y Seguro Médico de la Provincia de Buenos Aires s/ Repetición de pago indebido


    O. 167, XXXV, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 361; L. XXXIV, “Dr. Karl Thomae Gesellschaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ Denegatoria de patente”.


    Syntex Pharmaceutical International LTD c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    S. 880, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Contratos civiles. Alquileres. Interpretación y aplicación de la ley. Convertibilidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario resulta procedente, toda vez que más allá de la manifestación de las partes en torno a que en autos se discute la interpretación que cabe dar a una cláusula contractual que establece el modo de determinación del precio de alquiler del inmueble, resulta meridianamente claro que lo que se halla en tela de juicio, en último término es determinar si la citada cláusula pactada entre las partes, se encuentra regida o alcanzada por las previsiones de la llamada ley de convertibilidad 23.928, de indudable naturaleza federal, cuya inteligencia por ende cabe determinar. En tal orden de ideas, cabe señalar que es deber y facultad de los jueces resolver los conflictos y dirimirlos según el derecho aplicable, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas jurídicas, con prescindencia de los fundamentos que enuncien las partes. Cabe señalar que de un adecuado y sistemático análisis de la totalidad de las normas de la ley 23.982, se desprende que la intención del legislador al sancionar la llamada ley de convertibilidad, ha sido, además de fijar el valor del papel moneda, la de evitar la alteración o ajuste de los valores nominales de las obligaciones asumidas o que se asuman a partir de su entrada en vigencia, y para ello estableció la prohibición de aplicar o introducir, además de las comúnmente llamadas cláusulas de actualización, el ajuste por variación de precios o de costos. Tiene dicho la Corte que la tarea de interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo y cada ley sólo por su fin inmediato y concreto, sino que todas han de entenderse teniendo en cuenta los fines de las demás y como dirigidas a colaborar en su ordenada estructuración, desde que de lo contrario las disposiciones imperativas estarían sujetas o a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas, en perjuicio del valor que se tuvo en mira proteger. En tal inteligencia, y a la luz de los diversos supuestos previstos en la ley 23.982, claramente se desprende que el mencionado artículo 7° comprende a la cláusula contractual en discusión, la cual queda sujeta por tanto a las previsiones de los artículos 8, 9 y 10 de la mencionada norma de orden público y por ello de aplicación obligatoria. La adecuación del valor dinerario de una prestación, no sólo puede derivarse de una fórmula que atienda a la modificación que han sufrido diversos precios, caso en el cual se estaría sin dudas frente a un índice confeccionado en base a las variaciones en más o en menos de un conjunto de ellos, sino también el de la modificación de uno, como es el caso de autos y que constituye sin margen de duda alguna, un modo de ajuste del precio.


    Alberto Martino S.A. c/ Distribuidora Rades S.A. y otro


    A. 552, XXXIV, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 361; L. XXXIV, “Dr. Karl Thomae Gesellschaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ Denegatoria de patente”.


    Genetics, Institute Inc c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    G. 785, XXXV, 15 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa “Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones el Orígenes Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A.”(S. n° 248, L. XXXIV).


    Superintendencia de Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones c/ Fecunda Administradora de Fondos de Jubilaciones y Pensiones S.A.


    S. 354, XXXV, 30 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cese de uso de marca. Concurso preventivo. Fuero de atracción. Derechos patrimoniales. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La citada norma dispone que la apertura del concurso preventivo produce la radicación ante el juez del concurso de todos los juicios de contenido patrimonial contra el concursado (inciso 1°), salvo las excepciones específicamente previstas, entre las que no se encuentra el caso de autos. De modo que es la naturaleza patrimonial del derecho reclamado lo que determina el sometimiento de la causa al juez del juicio universal y tratándose de una pretensión sobre el cese de uso de una marca, no cabe duda que ella reviste tal calidad. Los efectos de la apertura del concurso se proyectan a todas las relaciones jurídicas del deudor por causa o título anterior a la presentación, que sólo podrán ser ejercitadas observando las disposiciones de la ley concursal (arts. 16, párrafo 1°, 32, 125 y conc. de la ley 24.522). Cabe recordar que la Corte tiene dicho que el fuero de atracción de los juicios universales, sean de sucesión o concurso, opera aún tratándose de procesos que correspondieren al fuero federal y sea cual fuere la causa que determine esa jurisdicción.


    Guess c/ Conindar San Luís S.A. s/ Cese de uso de marca


    G. 446, XXXVI, 16 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Alumbrado, barrido y limpieza. Desindexación. Medios de prueba. Régimen de consolidación de deudas. Cuestiones de hecho y prueba. Discrepancia del recurrente. Interpretación de la ley. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso extraordinario es formalmente inadmisible y fue correctamente denegado, porque los agravios del apelante remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba que, como lo tiene reiteradamente dicho el Tribunal, es materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la instancia del art. 14 de la ley 48, máxime cuando el fallo cuenta con fundamentos suficientes de igual carácter que, más allá de su acierto o error, impiden su descalificación como acto judicial válido. En efecto, el a quo desestimó el pedido de aplicación del régimen de las leyes 24.133 y 24.154 porque entendió que la demandada debió acompañar la documentación que acreditara la suscripción de un convenio por el cual la Provincia de Buenos Aires se habría subrogado en los créditos y las deudas de los municipios, en el marco de aquellas leyes, o bien hacer uso de la facultad que le confería el art. 1° de la ley 24154, así como que la prueba que ofreció era dilatoria e inadmisible en la etapa en que se encuentra el proceso. En tales condiciones, las quejas del apelante, sólo trasuntan su opinión contraria a lo decido por el a quo, pero sin rebatir los argumentos, ni demostrar que la resolución carezca de adecuada fundamentación, en los términos de la conocida y excepcional doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias. Con relación al régimen de desindexación de deudas que establece la ley 24.283, cabe señalar que "...no reviste naturaleza federal, pues tal norma no instaura un sistema de política económica del Estado, sino que su finalidad es reparar supuestas situaciones de indexación indebida producidas por la aplicación mecánica de los Índices", de ahí que, a efectos de habilitar la instancia del art. 14 de la ley 48, sea preciso demostrar la arbitrariedad de la decisión judicial de no aplicarla. El recurso extraordinario no cumple satisfactoriamente este requisito, porque no se rebaten allí los fundamentos dados por el a quo en su resolución, relacionados con el examen de la conducta asumida por el Municipio recurrente, con normas procesales e, inclusive, con precedentes de la Corte que indican la forma de computar la deuda y sus intereses, a efectos de la aplicación de la ley 24.283. Ello es así, puesto que el apelante sólo discrepa con las conclusiones del Juzgador, pero sin demostrar la falta de sustento lógico de la decisión adoptada en materias, por principio, ajenas a la instancia del art. 14 de la ley 48.


    Servicios Eléctricos del Gran Buenos Aires Sociedad Anónima c/ Municipalidad de Merlo


    S. 146, XXXV, 04 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Sentencia arbitraria. Derivación no razonada del derecho vigente. Exceso ritual manifiesto. Verdad jurídica objetiva. Procedencia del recurso. 


    La Corte tiene dicho, en forma reiterada, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal local, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial, conclusión que, cabe extender a aquellas en que se debate el alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos provinciales deducidos ante ellos. No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; circunstancia que, no se evidencia cuando la decisión padece de un excesivo rigor formal y no confiere un tratamiento adecuado al asunto, acorde a las constancias del caso y a la normativa sobre la que se sustentó la pretensión. La índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que, al decir del Alto Tribunal, no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la “sentencia fundada en ley..." a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema. Si bien, en principio, lo relativo a la procedencia o improcedencia de recursos locales es materia ajena a la instancia federal, cabe hacer excepción de tal premisa cuando, como en el caso, la solución adoptada no constituye una derivación razonada de las normas vigentes según las constancias de la causa y ello redunda en menoscabo del derecho de defensa del recurrente, en tanto frustra una vía apta para obtener el reconocimiento del derecho invocado.  La Corte tiene dicho que este tipo de limitaciones recursivas no puede ser óbice que impida el conocimiento de las cuestiones debatidas, fundadas en que podrían vulnerar derechos constitucionales, por los superiores tribunales de provincia. Asimismo, debe prevalecer la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento no se vea turbado por un excesivo rigor formal, que a su vez es reconocido como tal, por el propio Tribunal que lo declaró formalmente mal concedido, al hacer lugar al recurso extraordinario federal impetrado.


    Waisenstein, Carlos Javier c/ Río Uruguay Cooperativa de Seguros Limitada


    W. 28, XXXV, 21 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia. Telecomunicaciones. Interpretación de leyes federales. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Competencia federal. 


    No obstante que en el sub-lite se recurre una resolución en materia de competencia, el recurso extraordinario es formalmente admisible al mediar denegatoria del fuero federal. Respecto al tema objeto de la apelación extraordinaria, se estima que también debe prosperar el recurso, por cuanto conforme la doctrina de la Corte, la discusión en torno a la prestación del servicio público de telecomunicaciones importa la aplicación y, por ende, la interpretación de normas de indudable naturaleza federal, lo que habilita tal competencia por razón de la materia.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Cantalejos, Horacio Daniel s/ Juicio ordinario


    T. 252, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    No obstante que en el sub-lite se recurre una resolución en materia de competencia, el recurso extraordinario es formalmente admisible al mediar denegatoria del fuero federal. Respecto al tema objeto de la apelación extraordinaria, se estima que también debe prosperar el recurso, por cuanto conforme la doctrina de la Corte, la discusión en torno a la prestación del servicio público de telecomunicaciones importa la aplicación y, por ende, la interpretación de normas de indudable naturaleza federal, lo que habilita tal competencia por razón de la materia.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Orri, Ricardo s/ Juicio ordinario


    T. 254, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    No obstante que en el sub-lite se recurre una resolución en materia de competencia, el recurso extraordinario es formalmente admisible al mediar denegatoria del fuero federal. Respecto al tema objeto de la apelación extraordinaria, se estima que también debe prosperar el recurso, por cuanto conforme la doctrina de la Corte, la discusión en torno a la prestación del servicio público de telecomunicaciones importa la aplicación y, por ende, la interpretación de normas de indudable naturaleza federal, lo que habilita tal competencia por razón de la materia.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Williams, Reni Mandel y otro s/ Juicio ordinario


    T. 253, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 19; L. XXXV, “Unilever N.V. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Glaverbel c/ Instituto Nacional de la Propiedad Insdustrial s/ Denegatoria de patente


    G. 961, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 529; L. XXXV, “Morano, Gabriel y otros c/ Villanueva, Patricio s/ Quiebra ejecutivo”.


    Villanueva, Patricio Enrique Francisco c/ Su propia quiebra


    COMP. 694, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Accidente de tránsito. Daño por vicio o riesgo de la cosa. Transporte benévolo. Responsabilidad extracontractual. Daño resarcible. Indemnización insuficiente. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. Devolución del expediente. 


    La interpretación del a quo invierte el curso del razonamiento que impone, y cuya aplicación omite, del mencionado art. 1113 del Código Civil, en el que se fundó la demanda, de modo que lo desvirtúa hasta tornarlo inoperante, al restringir dogmáticamente el alcance de una norma cuyo fin específico es posibilitar la indemnización del daño causado por el riesgo o vicio de la cosa. El fallo en que el a quo funda su pronunciamiento dictado en la causa “Tomassetti c/ FFAA” fue revocado por la Corte quien expuso que tratándose de un caso de responsabilidad aquiliana la aceptación de los riesgos normales de un viaje por la víctima, no es causal de supresión ni de disminución de la responsabilidad. Destacó, asimismo, el Tribunal, que es admisible el recurso extraordinario contra la sentencia que resolvió atenuar la responsabilidad de la demandada en un accidente en virtud del carácter benévolo del transporte, si la confusión conceptual en que ha incurrido condujo a crear una causal de exención de responsabilidad no contemplada en las normas vigentes. En cuanto al planteo respecto de los montos por daños fijados, si bien los criterios para establecerlos remiten al análisis de una cuestión de hecho y de derecho común, la tacha de arbitrariedad resulta procedente cuando la solución alcanzada desvirtúa y torna inoperante la finalidad de las normas que regulan la reparación, al establecer, por ese concepto, una suma de dinero que no cubre el desmedro del damnificado. La supresión de la vida, aparte del desgarramiento del mundo afectivo en que se produce, ocasiona indudables efectos de orden patrimonial, y lo que se mide en signos económicos no es la vida misma que ha cesado, sino las consecuencias que sobre otros patrimonios acarrea la brusca interrupción de una actividad creadora, productora de bienes. Ha expuesto también la Corte, además, que lo que se llama elípticamente la valoración de una vida humana no es otra cosa que la medición de la cuantía del perjuicio que sufren aquellos que eran destinatarios de todos o parte de los bienes económicos que el extinto producía, desde el instante en que esta fuente de ingresos se extingue. Es criterio de la Corte que la vida humana no tiene valor económico per se, pero sí puede tenerlo en consideración a lo que produce o puede producir, de suerte que es menester apreciar estas circunstancias a los fines indemnizatorios que se persigan. En cuanto a la suma fijada en concepto de daño moral, tanto la sentencia del juez de grado, como la de segundo grado, carecen de fundamentos suficientes para justificar el monto que se otorga, especialmente cuando, conforme lo dicho por el quejoso, la indemnización fue fijada a favor de una persona que no era parte en autos todo lo cual fue objeto de agravios concretos y efectivos, cuya consideración omitió la alzada con exclusivo fundamento en razones formales.


    Melnik de Quintana, Mirna Elena y otro c/ Carafi, Juan Manuel y otros


    M. 520, XXXV, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral. Cuestiones de hecho y prueba. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Derivación no razonada del derecho vigente. Revocación de sentencia. 


    Afirmaciones dogmáticas.


    En cuanto a la admisibilidad formal del recurso deducido, si bien los agravios del apelante remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba y de derecho público local, ajenos como regla y por su naturaleza al recurso extraordinario, corresponde hacer excepción a tal principio cuando el tribunal ha prescindido de considerar cuestiones oportunamente alegadas y, "prima facie", conducentes para la solución del litigio.  Esa excepción se configura en el caso, y existe cuestión federal bastante para su examen por la vía del art. 14 de la ley 48, toda vez que fueron cuatro los agravios planteados por la demandada al apelar el fallo de Primera Instancia y sólo dos resultaron abordados por la Cámara interviniente para revocar la sentencia del Inferior y rechazar la demanda, por entender que el examen de los dos restantes se tornaba innecesario. La Corte de Justicia local, al hacer lugar al recurso extraordinario de inconstitucionalidad, anuló el fallo recurrido, pero tampoco se pronunció sobre aquellos agravios que no habían sido objeto de análisis por parte de la Cámara de Apelaciones, ni dispuso la remisión de los autos a ésta, a fin de que examinara las cuestiones pendientes y dictara una nueva sentencia.  Por el contrario, al considerar que no había quedado materia alguna por tratar, declaró "como fallo firme el dictado en Primera Instancia", con lo cual la decisión del a quo, en lo que a este punto se refiere, reposa con exclusividad en una afirmación dogmática y, por ende, no constituye derivación razonada del derecho vigente.


    Mercado, Pedro Francisco c/ Provincia de San Juan s/ Ordinario


    M. 145, XXXV, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Derechos personalísimos. Derecho a la intimidad. Denegatoria del recurso. 


    Sobre el particular, esta Procuración General de la Nación ha sostenido en casos análogos, que el recurso contemplado por el artículo 14 de la ley 48 es improcedente cuando no se cumple el requisito indispensable de la relación directa que debe existir entre lo decidido en la causa y las garantías constitucionales que se dicen conculcadas. Cabe observar que la Corte ha establecido que la determinación del carácter perjudicial de una publicación “es una cuestión de hecho que compete apreciar a los jueces en cada caso...”, lo cual resulta, de plena aplicación a los ilícitos que pueden derivar de regulaciones del Código Civil. De allí que teniendo en cuenta que la condena a la parte demandada se funda, centralmente, en la aplicación de normas comunes en materia de responsabilidad civil, considera que la relación entre las normas constitucionales a que se refieren los recurrentes y los fundamentos de la sentencia, no es directa como es exigible para habilitar la cuestión federal a que se refiere el ya citado artículo 14 de la ley 48. En realidad, en el caso, bajo la apariencia de debatir la hermenéutica de tratados internacionales y preceptos de orden constitucional, se pone en tela de juicio la inteligencia de normas de derecho común cuya interpretación, más allá del acierto o error de las consideraciones que efectúa el órgano a quo, no corresponde determinar a la Corte por esta vía; no encontrándose tampoco habilitada a valorar los hechos que conforman el caso, en especial cuando los recurrentes no demuestran errores u omisiones graves de fundamentación, que permitan calificar a la sentencia como arbitraria.


    Menem, Carlos Saúl c/ Editorial Perfil S.A. y otros s/ Daños y perjuicios


    M. 368, XXXIV, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 466, L. XXXV, “Serpa Rafael c/ Clínica Saint Emilien”.


    Costa Esacasany c/ Clínica Saint Emilian


    C. 938, XXXV, 11 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Doble instancia. Interpretación y aplicación de la ley. Facultades del Superior Tribunal. Improcedencia del recurso. 


    No son atendibles los agravios de los recurrentes vinculados a la garantía de la doble instancia y la defensa en juicio, por cuanto si bien es cierto que en la primera parte de la resolución la Corte provincial dijo que el recurso de casación había sido mal articulado, lo cierto es que, seguidamente, examinó el planteo de los afectados señalando que la jurisdicción del tribunal era limitada en cuestiones atinentes a sanciones procesales, salvo que fueran arbitrarias e infundadas. Luego, se refirió en forma pormenorizada a los fundamentos dados en la sentencia para sustentar las sanciones impuestas y concluyó, finalmente, que eran adecuadas en vista a los hechos y el derecho aplicable.  De modo que, más allá del acierto o error en que pueda haber incurrido el tribunal a quo al valorar las circunstancias de la causa y la conducta de los apelantes, está claro que las garantías que aquéllos dicen vulneradas, se hallan resguardadas porque la Corte provincial se pronunció sobre el tema de fondo, por lo que el mencionado requisito de la doble instancia aparece satisfecho en el caso, careciendo entonces este problema de interés actual.  Por ello, corresponde declarar la improcedencia del remedio federal intentado.


    Municipalidad de Córdoba c/ Ricardo, S. y/o apremio (C. 26)


    M. 111, XXXVI, 30 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Cobro de sumas de dinero. Inadmisibilidad del recurso. 


    El tribunal tiene establecido que las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos no son, por regla, susceptibles de tratamiento por vía extraordinaria puesto que, para ello, se requiere la existencia de sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. Tal doctrina resulta plenamente aplicable al sub lite, puesto que la recurrente no ha alegado, y por ende mucho menos demostrado, que la solución dada por el a quo la inhiba de ejercer su derecho a iniciar un juicio ordinario de repetición, donde pueda hacer valer las razones que alega en cuanto a la causa de las obligaciones reclamadas. Por otra parte, la doctrina del Tribunal recaída en los pronunciamientos de Fallos: 312:2933 y 294, no resulta automáticamente aplicable en autos, ya que dichas sentencias recayeron en sendos procesos de conocimiento articulados por la vía del art. 322 del Código de forma, con amplitud de debate y prueba. Por el contrario, de las constancias de la causa no resulta posible determinar si la deuda ejecutada se origina en un nuevo revalúo inmobiliario con carácter retroactivo, o si se trata, en cambio, de un cobro por diferencias ocasionadas en el mayor valor adquirido por la propiedad, debido a obras o mejoras introducidas por el propietario y no denunciadas oportunamente a la Ciudad de Buenos Aires. Extremos facticos que, sólo pueden ser dilucidados en un juicio ordinario mediante la prueba pertinente.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Roman S.A. comercial


    G. 503, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. Nueva vista. 


    No puede dejar de advertirse que la resolución que proveyó el escrito de interposición del recurso ordinario de apelación, fue suscripta por sólo uno de los integrantes de la Sala de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, por lo que conforme a lo establecido por la Corte en su precedente de Fallos: 312:1029, el expediente debe devolverse para que dicha Sala se pronuncie sobre la concesión del recurso. Máxime si se tiene en cuenta que la única integrante del tribunal que suscribió la referida providencia se hallaba excusa de intervenir en el proceso.


    Banco Ganadero Argentino c/ Medicina Técnica s/ Ejecución Hipotecaria


    B. 507, XXXV, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Excepciones procesales. Arraigo. Falta de fundamentación. Procedencia del recurso. 


    La Corte ha resuelto en los autos "Agroiber S.L. c/ Jorge Fortunato Luis" que la aplicación de la Convención sobre Procedimiento Civil del 1° de marzo de 1954, aprobada por ley 23.502, que exime a la actora de la necesidad de arraigar, debe ser efectuada aun de oficio. Es que los jueces no pueden prescindir de calificar las pretensiones de las partes y analizar su viabilidad a la luz del derecho vigente.  Dijo entonces la Corte que la solución de alzada no satisface el requisito de debida fundamentación exigible en las decisiones judiciales, toda vez que el sentenciador se circunscribió a analizar los aspectos formales de la cuestión sin atenerse al fin que los informa, soslayando así el carácter instrumental de las normas procesales y otorgando prevalencia al rito por sobre las razones de derecho de fondo que lo justifican y a las que debe servir.


    S., J. F. R. c/ M., S. s/ Nulidad de matrimonio


    S. 47, XXXVI, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Gravamen actual. Métodos alternativos de solución de conflictos. Conciliación. Cuestión abstracta. 


    La Corte ha señalado, como principio que se vincula a la persistencia o actualidad del gravamen, que no cabe su pronunciamiento mientras el litigio pueda tener solución a través de otra vía; y en un caso puntual, el de Fallos: 307:1263, expresó que carece de objeto que el Elevado Tribunal se pronuncie por haber solucionado las partes el litigio. Es por ello conveniente que la Corte, previo a dictaminar, en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 36, inciso 2°, apartado a), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, corra traslado a los interesados respecto de la solicitud de acuerdo conciliatorio, pues de llegarse eventualmente a un acuerdo para movilizar ese mecanismo, podría disponer, ante la instancia que estimare pertinente, el correspondiente comparendo, con lo cual se tornaría, en principio, ahora prematuro y luego hipotéticamente abstracto, expedirse sobre la cuestión federal traída por este recurso de excepción en estos autos.


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Banco Municipal La Plata s/ Ejecución fiscal


    O. 58, XXXV, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 503, L. XXXVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aíres c/ Román S.A. Comercial”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Zalazar, Alberto s/ Ejecución fiscal


    G. 677, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Incapacidad laboral. Seguro por accidente de trabajo. Competencia. Distinta vecindad. Defensa en juicio. Competencia federal. Competencia excepcional. Incompetencia. Denegatoria del fuero federal. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Es doctrina de la Corte que, tratándose como en el caso, de sociedades anónimas, que ejercen su actividad en una provincia ellas se hallan en las mismas condiciones normales en que puede encontrarse un vecino de igual provincia, ya que la actuación constante en una localidad, el conocimiento de las circunstancias personales y especiales del lugar, la ponderación de los intereses próximos en debate, son los elementos de juicio que conforman el arraigo suficiente de una sociedad en determinada provincia y que tornan inútil su amparo ante el fuero federal.  Dejó también expresamente establecido la Corte que la interpretación armónica de los arts. 9° de la ley 48, y 90. inc. 4°, del Código Civil, lleva a concluir que el centra de negocios de la sociedad fija la vecindad a los efectos del fuero para las causas vinculadas a dicho centro, por lo que resulta esencial determinar si se ha tenido relación con esa sucursal o establecimiento local. En el caso no se configura entonces, circunstancias que surtan el fuero federal en razón de la distinta vecindad de las partes, toda vez que se advierte que el actor tiene su domicilio en la ciudad de Río Cuarto, como así también, que la sociedad anónima accionada tiene sucursal en la misma ciudad. En segundo lugar, en lo que concierne a la oportunidad de la declaración declinatoria, de lo que se agravia asimismo el apelante, corresponde puntualizar que la incompetencia de la justicia federal puede y debe ser declarada, aun de oficio, en cualquier estado de la causa, circunstancia que se vincula con la reiterada jurisprudencia de la Corte que establece que la justicia federal es un fuero de excepción y no dándose causal específica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento corresponde a la jurisdicción local. En tercer lugar, no resulta atendible el argumento del apelante relativo a que la resolución que declaró la incompetencia del fuero federal le ocasiona un detrimento irreparable a su derecho de defensa en juicio desde que cuenta con otras vías jurisdiccionales aptas para deducir sus pretensiones, y en todo caso las eventuales demoras en la sustanciación del trámite, derivan de su errónea elección de los tribunales ante los cuales dedujo la demanda. Por último, el beneficio del fuero federal por causa de la distinta vecindad es a favor del vecino extraño, mas no puede ser invocada por el vecino de la propia provincia, toda vez que su insistencia se traduciría en intentar declinar los jueces de su propio fuero.


    Espejo, José Miguel c/ Caja de Seguros de Vida S.A.


    E. 183, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización tarifada. Excesos u omisiones en el pronunciamiento. Principio de congruencia. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Son varios los defectos invalidantes susceptibles de ser endilgados al pronunciamiento de la alzada, principalmente los que atañen a excesos en el decisorio y a la vulneración del principio de congruencia, como bien lo señala la recurrente en su presentación. Existió en la consideración por la Sala del recurso de apelación de la actora, defectos que justifican su invalidación con arreglo a la doctrina de la Corte sobre sentencias arbitrarias.


    Rossia Italo, Antonio y otros c/ E.N.T.E.L. Empresa Nacional de Telecomunicaciones


    R. 589, XXXV, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Defensa en juicio. Derecho de propiedad. Sentencia definitiva. Deserción del recurso. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Revocación de sentencia. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien las decisiones recaídas en juicios ejecutivos no constituyen, en principio, la sentencia definitiva que exige el art. 14 de la ley 48, cabe asignar tal carácter a la resolución apelada en cuanto rechazó la demanda y declaró que los demandados no revestían la calidad de deudores hipotecarios sino de fiadores personales, en tanto dicha cuestión queda comprendida en las previsiones del art. 553, párrafo cuarto, del Código Procesal, pues no podrían ser planteadas en una instancia ulterior. Asiste razón al recurrente en cuanto sostiene que los argumentos expuestos al expresar agravios no han sido debidamente examinados en la sentencia que viene apelada, la cual carece de los requisitos mínimos para que pueda considerarse un acto jurisdiccional válido, motivo por el que resultaría arbitraria al declarar la deserción del recurso.  En efecto, es descalificable el pronunciamiento que ha omitido expedirse sobre una cuestión oportunamente planteada y conducente para la correcta decisión del caso, cual era la atinente a que los demandados admiten que son los propietarios del inmueble cuya hipoteca se intenta ejecutar y que en la escritura respectiva figuran como deudores principales de la obligación, sin perjuicio de que luego se los asuman también como fiadores personales de la empresa deudora. No obstante que la apelante se agravió expresamente de la falta de tratamiento en la instancia anterior de estos argumentos en que sustentaba su pretensión, nuevamente la Alzada nada dijo sobre el punto, a pesar de que tal cuestión era esencial para el progreso de la ejecución hipotecaria, de manera que debió ser objeto de particular examen por el a quo.  La sentencia no dio una respuesta coherente a las concretas objeciones de la actora basadas en los términos del título constitutivo de la deuda, pues no ha explicado el sustento normativo que tenga adecuada relación con la conclusión adversa a los agravios formulados. Por el contrario, el tribunal de Alzada introdujo un nuevo reparo al progreso de la ejecución relativo a la exigencia de integrar la litis con una sociedad, en exceso de su competencia, toda vez que esa defensa no había sido planteada por los interesados. Tiene dicho la Corte que los tribunales de Alzada no pueden exceder la jurisdicción que les acuerdan los recursos concedidos para ante ellos, pues si prescinden de esa limitación, resolviendo cuestiones ajenas al recurso, se causa agravio a la defensa en juicio y al derecho de propiedad.


    Bonsaver, Sandra y otros c/ Cione, Luis y otros s/ Ejecución hipotecaria


    B. 637, XXXV, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Inhabilidad de título. Honorarios del abogado. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El Tribunal ha resuelto en el precedente “Di Mascio”, que todo pleito radicado ante la justicia provincial, en el que se susciten cuestiones federales, debe arribar a la Corte Suprema de Justicia de la Nación sólo después de fenecer ante el órgano máximo de la judicatura local, pues los tribunales de provincia se encuentran habilitados para entender en causas que comprenden puntos regidos por la Constitución Nacional, las leyes federales y los tratados internacionales, por lo que cabe concluir que las decisiones que son idóneas para ser resueltas por la Corte Nacional no pueden ser excluidas del previo juzgamiento por el máximo órgano judicial de la provincia. Asimismo, la Corte ha establecido que en caso de existir obstáculos procesales locales para dicho planteo, deberá, al mismo tiempo, impugnarse su constitucionalidad ante dicho tribunal provincial. Los recaudos precedentemente aludidos fueron efectivamente cumplidos en el sub lite, toda vez que, los agravios federales se encuentran planteados por el quejoso desde el primer escrito de oposición a la ejecución de honorarios y fueron mantenidos en todas las instancias, al sostener que las disposiciones de la ley de aranceles de la Provincia de Buenos Aires, resultaban inoponibles y carentes de vigencia, frente al plexo normativo conformado por la desregulación dispuesta por el decreto nacional 2284/91, ratificado por la ley 24.307, y por el artículo 3° de la ley 24.432, que incorporó al artículo 1627 del Código Civil, la posibilidad para las partes de ajustar libremente el precio de los servicios, sin que dicha facultad pueda ser cercenada por leyes locales. Y, por otra parte, el apelante ha impugnado la constitucionalidad del artículo 278 del Código Procesal de la Provincia de Buenos Aires, en cuanto excluye el examen de cuestiones federales en supuestos como el presente. En tales condiciones, asiste razón al recurrente cuando expresa que el fallo de la Corte local genera una nueva cuestión federal, por cuanto decide que el citado artículo 278 es constitucional, impidiendo, el tratamiento por el superior tribunal de la provincia de los agravios federales oportunamente introducidos. En el caso, se ha cuestionado la validez de una norma provincial bajo la pretensión de ser repugnante a la Constitución Nacional, y la decisión ha sido en favor de la ley local. A partir del fallo "Di Mascio", la Corte dejó establecido que, en los casos aptos para ser conocidos por el Tribunal según el artículo 14 de la ley 48, la intervención del superior tribunal de provincia es necesaria en virtud de la regulación que el legislador nacional hizo del artículo 31 de la Constitución, de modo que la legislatura local y la jurisprudencia de sus tribunales, no pueden vedar el acceso a aquél órgano en tales supuestos, por el monto de la condena, por el grado de la pena, por la materia o por otras razones análogas. En consecuencia, la interpretación judicial restrictiva del artículo 278 del Código Procesal de la Provincia de Buenos Aires, resulta inconstitucional en cuanto impide el examen de cuestiones federales conducentes por el tribunal superior local, toda vez que los planteos antes reseñados, se hallan inexcusablemente comprendidos en el ámbito cognoscitivo propio de la Corte bonaerense en cuanto investida del poder, lo que constituye el fin supremo y fundamental de la actividad jurisdiccional. Así lo tiene dicho la Corte en los precedentes “Strada, Juan Luis”, y "Di Mascio, Juan Roque”, al reafirmar que es facultad no delegada por las provincias al Gobierno Nacional la de organizar su administración de justicia y que, por ello, la tramitación de los juicios es de su incumbencia exclusiva por lo que pueden establecer las instancias que estimen convenientes, pero que, tal ejercicio, resulta inconstitucional si impide a los magistrados locales considerar y aplicar en su integridad la totalidad del orden jurídico del Estado, en cuya cúspide se encuentra la Constitución Nacional, las leyes que en su consecuencia se dicten por el Congreso y los tratados con potencias extranjeras, a las que las autoridades de cada estado están obligadas a conformarse no obstante cualquier disposición en contrario que contengan sus constituciones o leyes. La Corte también tiene dicho, que correspondía dejar sin efecto la sentencia que declaró mal concedido el recurso de inaplicabilidad de la ley en razón de que el valor cuestionado en esa instancia no excedía la suma fijada por el art. 278 del Código Procesal Civil y Comercial de Buenos Aires, toda vez que no habían sido tratados los agravios federales introducidos, en razón de la limitación por el monto que contiene la norma procesal mencionada.


    Banco de La Pampa c/ Bonazelli, Félix Guerino Antonio


    B. 555, XXXVI, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Ley de contrato de trabajo. Sentencia ultra petita. Omisión de considerar cuestión propuesta. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Con prescindencia de que la cuestión involucre aspectos de hecho, derecho procesal y común, por principio, ajenos a la instancia de excepción, lo cierto es que, acogida la demanda en la primera instancia por estimarse acreditado el incumplimiento por el empleador de los deberes de previsión del artículo 75 de la Ley de Contrato de Trabajo, la apelación de la accionada se limitó a cuestionar la apreciación relativa a la supuesta culpa de la empleadora y a la inobservancia del deber de seguridad. En concreto, adujo que de las probanzas reunidas en la causa "no surgen acreditadas las condiciones para que la acción prospere con fundamento en el artículo 75 de la L.C.T....", descartando, además, que resultara posible la postulación conjunta de esa vía y de la sustentada en el artículo 8° de la ley especial 24.028. No cuestionó, la vía del artículo 75 de la Ley de Contrato de Trabajo, por lo que, en las condiciones descriptas, el resolutorio de la alzada que ponderó ese extremo y desestimó, sobre la base de la supuesta falta de autonomía de esa acción, la demanda intentada, excedió los límites de su competencia apelada, circunstancia que obsta a su validez jurisdiccional. Por la índole de la conclusión arribada, no corresponde considerar los restantes agravios.


    Castillo, Andrés Adolfo c/ Manufactura de Telas Metálicas S.A. y otros


    C. 548, XXXV, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Patentes. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa S.C. U. n° 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    The Mead Corporation c/ Instituto Nacional de Propiedad Industrial s/ Denegación de patente


    T. 196, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa U. n° 19, L. XXXV, “Unilever NV c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Nihon Bayer Agrochem KK c/ Instituto Nacional de Propiedad Industrial s/ Denegación de patente


    N. 122, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Arano, Oscar Ismael


    B. 840, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Bassi, Arnaldi


    B. 724, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Cayssials, Norberto


    B. 819, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Cerrizuela, José


    B. 940, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ D'Angelo, Francisco C. y otro


    B. 766, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ D'Annunzio, Nélida B. y otro


    B. 820, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Defeuller, Carlos Hector


    B. 558, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Deni, Miguel Ángel


    B. 561, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Distribuidora La Aldea Orden y otros


    B. 938, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ El Chingolo S.A.


    B. 942, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Fernández, Martín Esteban


    B. 725, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Gallo, Roberto y otros


    B. 835, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Golbeerg, Silvio Isidro


    B. 721, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Gómez, Omar


    B. 557, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ González, Aníbal Raúl


    B. 937, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ González, Rodolfo Hugo


    B. 723, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Greco, Raúl Omar


    B. 728, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Hernández, Agustín


    B. 818, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Lamas, Daniel Roberto y otra


    B. 567, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Loidi, Raúl Santiago


    B. 846, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Martínez, Carlos Aníbal


    B. 837, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Massola, Alfredo Héctor


    B. 562, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Pedrueza, José Narcizo


    B. 638, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Peton, Miriam Ethel y otro


    B. 843, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Rodríguez, Alfredo Augusto Ángel


    B. 821, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Rodríguez, Higinio y otro


    B. 560, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Romeo S.A.


    B. 936, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Schell, Julio César y otra


    B. 650, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Sebastián Omar Gonzalo


    B. 1009, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Spertino Elsa Matilde


    B. 553, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Todo Juntas S.A


    B. 563, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Union Farmacéuticos Cooperativa de Previsión


    B. 565, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo".


    Banco de La Pampa c/ Vicente José y otros


    B. 939, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Bigurrarena, Juan


    B. 647, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Borgani, Rodolfo


    B. 643, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Duga, Guillermo y otra


    B. 838, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Dumrauf, Joaquín


    B. 639, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Etchebarne, Miguel y otra


    B. 839, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ García, Héctor Norberto


    B. 834, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Garzón, Elva


    B. 729, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Gertiser, Raúl Alberto


    B. 842, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Grizia Martorelli de Luengo, Lidia


    B. 816, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Huizenga, Hernán


    B. 699, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Jofre, Hipólito


    B. 727, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Marasca, Aldo Antonio y otra


    B. 720, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Matta, José A. y otra


    B. 641, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Mazzuchelli, Fabio Nelson y otro


    B. 634, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Méndez, María Virgirina


    B. 691, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Moiola, Héctor y otro


    B. 822, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Navales, Mario


    B. 817, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Pereyra, Pedro Horacio


    B. 692, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Pérez Plorutti


    B. 845, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Piovan, Antonio


    B. 719, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Rodríguez, Martín Ernesto


    B. 657, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Rodríguez, Raúl


    B. 841, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Salvatierra, Hugo


    B. 636, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Sevillano, Emilia


    B. 644, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 555, L. XXXVI, “Banco de la Pampa c/ Bonazelli Félix Guerino Antonio s/ Cobro ejecutivo”.


    Banco de La Pampa c/ Vidal, Raúl Manuel


    B. 844, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa D. 1, L. XXXVI, “Dinar Líneas Aéreas S.A. s/ AFIP DGI Resol. 328/99 Dto. 1533/99 s/ Amparo ley 16.986”.


    Camuzzi Argentina S.A. c/ Estado Nacional – Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos –Decreto 1.533 s/ Proceso de conocimiento


    C. 787, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de aclaratoria. Plazos procesales. Código Procesal Civil y Comercial. Presentación extemporánea. Improcedencia del recurso. 


    Tiene dicho el Tribunal que, para el recurso extraordinario, rigen los plazos establecidos por el Código Procesal Civil Y Comercial de la Nación, los que se cuentan según las normas de ese ordenamiento, así como que el plazo previsto en el art. 257 de dicho cuerpo legal no se suspende, ni interrumpe por la interposición de otros recursos declarados improcedentes. La aplicación de la doctrina emanada de la Corte in re "Indovino de Villafañe, Elisa Gladys y otros c/ Gobierno de la Provincia de Mendoza" lleva, ineludiblemente, a la conclusión de que el recurso de aclaratoria no suspende el plazo para interponer el recurso extraordinario federal, máxime cuando -tal como sucede en el sub examine- el rechazo del primero no importó una modificación de la resolución impugnada, de donde se deriva, también, que es aquélla la que reviste el carácter de definitiva, contrariamente a lo que postulan los recurrentes.


    Ramírez, José Heriberto y otros c/ Provincia de Formosa (Policía de la Provincia) s/ Demanda contencioso administrativa


    R. 110, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, por la tarea cumplida, atento su naturaleza, extensión y complejidad y conforme el cuadro de aranceles corresponde adecuado regular la suma acreditada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Estela Diana Bohbouth (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 13 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, por la tarea cumplida, atento su naturaleza, extensión y complejidad y conforme el cuadro de aranceles corresponde adecuado regular la suma acreditada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Margarita María Stecher (idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 13 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, por la tarea cumplida, atento su naturaleza, extensión y complejidad y conforme el cuadro de aranceles corresponde adecuado regular la suma acreditada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por María Elena Acuña Anzorena (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 13 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Honorarios del perito. 


    La regulación de honorarios debe estimarse sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado - Artículo 29, ley 20.305-.


    Incidente de regulación de honorarios de Susana M. Gorn (idioma hebreo)


    S. 143, XXIV, 23 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    La regulación de honorarios debe estimarse sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305-.


    Incidente de regulación de honorarios de Beatríz Barroso (idioma francés)


    S. 143, XXIV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    La regulación de honorarios debe estimarse sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305-.


    Incidente de regulación de honorarios de Beatriz Barroso (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    La regulación de honorarios debe estimarse sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305-.


    Incidente de regulación de honorarios de Beatriz Barroso (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    La regulación de honorarios debe estimarse sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305-.


    Incidente de regulación de honorarios de Margarita M. Stecher (idioma alemán)


    S. 143, XXIV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    La regulación de honorarios debe estimarse sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305-.


    Incidente de regulación de honorarios de Salim Salomón (idioma árabe)


    S. 143, XXIV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Ana María Merlino (idioma portugués)


    S. 143, XXIV, 05 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Salim Salomón (idioma árabe)


    S. 143, XXIV, 05 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular los honorarios de la perito.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Susana M. Fij (idioma francés)


    S. 143, XXIV, 05 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado -artículo 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles que lucen en el expediente, es adecuado regular los honorarios de la peticionante en la suma de noventa y cinco pesos.


    Incidente regulación honorarios perito traductora Susana M. Fij


    S. 143, XXIV, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, por la tarea cumplida, atento su naturaleza, extensión y complejidad y conforme el cuadro de aranceles corresponde adecuado regular la suma acreditada.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por Fernanda L. Salem (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado, artículo 29, ley 20305; y de acuerdo con las pautas que lucen en el expediente, es adecuada la estimación propuesta por la peticionante por la tarea cumplida.


    Incidente regulación honorarios perito traductora Ana M. Merlino


    S. 143, XXIV, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Traductores públicos. 


    De acuerdo con las pautas que lucen en autos, resulta excesiva la estimación prepuesta por el peticionante. En consecuencia, sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo realizado -art 29, ley 20.305-, es adecuado regular la suma de cuatro mil cuatrocientos pesos ($4.400).


    Incidente de regulación de honorarios de Salim Salomón (idioma árabe)


    S. 143, XXIV, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma de dos mil quinientos pesos ($ 2.500).


    Incidente de regulación de honorarios promovido por perito traductor María E. Acuña Anzorena (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado -art. 29, ley 20.305- y a las pautas señaladas en el cuadro de aranceles, resulta adecuado regular la suma de seis mil cuatrocientos pesos ($ 6 400).


    Incidente de regulación de honorarios promovido por la perito traductora Beatriz Barroso (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 22 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Perito ingeniero. 


    Resulta oportuno recordar que la mayoría de las profesiones que contaban con aranceles prefijados por los consejos, colegios o por normas de orden público en el caso, Decreto ley 7887/55- han quedado alcanzadas por las disposiciones desregulatorias establecidas en el Decreto 2284/91 (ratificado por ley 24.307) y por el Decreto -aclaratorio- 240/99. En consecuencia y sin soslayar la naturaleza del proceso en el que los peritos ingenieros solicitan la regulación de sus honorarios, entiendo indispensable para su estimación justa y razonable acudir al criterio sentado por la Corte en numerosos precedentes, en cuanto al margen de discrecionalidad que deben tener los jueces en situaciones extremas -como acontece en el caso ante la magnitud del monto reclamado- para evaluar la naturaleza y complejidad del asunto, el mérito de la causa, la calidad, eficacia y extensión de la labor cumplida. También corresponde tener presente, la doctrina del Tribunal según la cual, en circunstancias de excepción como la señalada, no debe obviarse el cotejo sobre si compensaciones equivalentes a las pretendidas son susceptibles de ser obtenidas por otros miembros de la comunidad -en el ámbito público o privado-, aún en las más altas responsabilidades o en las especialidades de mayor complejidad y con las mejores contraprestaciones mediante la realización de alguna actividad socialmente útil. La invocación de fórmulas genéricas en el intento de justificar el monto mínimo estimado por la pericia realizada, al no precisar, entre otras cosas, la cantidad, especialidad y el grado de participación de profesionales e investigadores que, según se alega, coadyuvaron en la elaboración de los programas de computación utilizados, así como tampoco se han acompañado constancias y/o documentación que acredite esa circunstancia. Corresponde destacar, además, que fue la Corte quién, por pedido expreso de los ingenieros, recabó la información que consideraron necesaria para la elaboración de su estudio. En este contexto, no se puede pasar por alto la apreciable desproporción que se observa entre lo oportunamente solicitado por los expertos en concepto de anticipo de honorarios y la actual estimación que, por las razones expuestas, es exagerada.


    Incidente de regulación honorarios promovido por los peritos ingenieros Arturo J. Bignoli, Alberto R. Puppo y Rodolfo F. Danesi


    S. 143, XXIV, 29 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Traductores públicos. 


    Incidente regulación honorarios de Salirn Salomón


    S. 143, XXIV, 11 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Acreditada que sea mediante comprobante de aportes recientes la vigencia de la inscripción denunciada, sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación propuesta resulta ajustada a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida y a las pautas del cuadro de aranceles.


    Incidente regulación honorarios de Fernanda L. Salem


    S. 143, XXIV, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Acreditada que sea mediante comprobante de aportes recientes la vigencia de la inscripción denunciada, sin perjuicio de las normas emergentes del decreto 2284/91 y conforme con las pautas del cuadro de aranceles, la suma propuesta resulta adecuada a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida (art. 20, ley 20.305) por la citada profesional.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por perito traductora Clelia Chamatrópulos de Filevich (idioma sueco)


    S. 143, XXIV, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Acreditada que sea mediante comprobante de aportes recientes la vigencia de la inscripción denunciada, sin perjuicio de las normas emergentes del decreto 2284/91, la estimación propuesta resulta ajustada a la naturaleza, extensión y complejidad de la tarea cumplida (art. 20, ley 20.305) y a las pautas del cuadro de aranceles.


    Incidente de regulación de honorarios promovido por perito traductora Fernanda L. Salem (idioma inglés)


    S. 143, XXIV, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Sin perjuicio de considerar las normas emergentes del decreto 2284/91, atento a la naturaleza, complejidad y extensión del trabajo realizado, resulta adecuado regular los honorarios de la peticionante por la tarea realizada.


    Incidente regulación honorarios de Susana M. Fij


    S. 143, XXIV, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Sin soslayar la consideración de las normas emergentes del decreto 2284/91, atento la naturaleza, extensión y complejidad del trabajo encomendado, resulta adecuada la estimación propuesta por la peticionante.


    Incidente regulación honorarios de Ana María Merlino


    S. 143, XXIV, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Subasta


    Cuestión abstracta. Inadmisibilidad del recurso. 


    La cuestión ha devenido abstracta, toda vez que debe interpretarse que la aceptación de que se suspendiera la subasta no fue por cierto sine die sino, limitada al plazo de treinta días que, en su oportunidad, dispuso el Juez provincial, a esta altura holgadamente cumplido. Por consiguiente, su actual pedido resulta insustancial en virtud de que desde el vencimiento de dicho término el Banco de la Nación ha podido replantear su reclamo ejecutorio.


    Menchini, Armando Emilio y Menchini, Jorge Alberto s/ Concurso preventivo - Conflicto de competencia


    COMP. 240, XXXV, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Tasa de justicia


    Exención de tasa de justicia. Hecho imponible. Falta de agravio concreto. Pago total. 


    La Ley 23.898, en su art. 18, establece que “Será de aplicación a todos los juicios en los que no se hubiere cancelado en su totalidad el pago de la tasa de justicia" y que “Los pagos efectuados a tenor de lo dispuesto por la ley de 21.859, que no hubieren cancelado la totalidad de la tasa allí fijada se considerarán ‘pagos a cuenta’ de la tasa establecida en la presente, las sumas que, superen ésta no podrán ser reclamadas por el contribuyente". Por ello, la controversia suscitada por la actora ha de ser resuelta según las normas de la nueva ley, toda vez que la tasa de justicia correspondiente no había sido cancelada con anterioridad a su entrada en vigor. Además, la demandante no ha puesto en tela de juicio la validez constitucional de las disposiciones de la ley 23.898. Ha sostenido el Tribunal que “el hecho imponible que origina la obligación de pagar la tasa de justicia es la prestación de un servicio por parte del órgano jurisdiccional respecto de la pretensión deducida y pesa sobre quien inicia las actuaciones la carga de solventarla, más allá de que la interesada pueda reclamarle a su contraria el reintegro de las sumas pagadas y que sea ella quien las soporte en definitiva en la proporción que le corresponde". De acuerdo con tal inteligencia, según la ley vigente, la demandada no es sujeto pasivo de la obligación tributaria nacida en virtud de la petición del servicio por parte de la actora y, por ende, ninguna relación de deuda tiene -en principio- con el Fisco, en razón de la tasa de marras. Así, el Fisco no podría dirigirse contra ella para intentar el cobro compulsivo de la gabela, de acuerdo con el procedimiento establecido en el art. 11° de la ley del gravamen y en el art. 92 y cc. de la ley 11.683. Mientras el art. 9° establece la obligación de pagar la tasa de justicia en cabeza de quien, promueve las actuaciones ante la justicia, el art. 10, primer párrafo, en cambio, preceptúa que como la tasa integra las costas del juicio, ha de ser soportada por las partes en la misma proporción en que tal concepto ha de satisfacerse. El art. 10, no hace referencia a la tasa como gravamen, sino al monto pagado en tal concepto que conforma un rubro más de las costas, junto con los demás gastos incurridos. Así, las costas del juicio, tras la sentencia, configuran una obligación que liga a las partes que han intervenido y que deben afrontar el precio de litigar, implicando obligaciones de naturaleza privada, no tributaria. En el caso en que la demandada fuera condenada en costas, habrá de "soportar", en la proporción de la condena, el peso económico de la tasa, y debe resarcir a quien la ha abonado. Argumento que también corrobora el cuarto párrafo del mismo art. 10.  Así, el único supuesto en que la ley 23.898 establece en cabeza del demandado la obligación de pagar la tasa de justicia, como sujeto pasivo del gravamen, es el caso del art. 10, segundo párrafo, cuando la actora estuviere exenta del pago y aquél resultare vencido con imposición de costas. Lo cual resulta de toda lógica, pues en tal hipótesis, no hubo previo pago del gravamen por el actor, merced a la exención gozada. La solución propuesta, torna insustancial el análisis del argumento de la actora, en cuanto a que la provincia resulta exenta a la luz del art. 2°, inc. a), de la ley 21.859 El tributo que debe abonar forma parte del costo que tiene que afrontar para obtener el servicio de justicia. De allí se sigue que, al integrar ese concepto las costas del juicio, y éstas ser soportadas por las partes en la proporción indicada, aun cuando la provincia estuviera exenta deberá oblar a la actora la suma por ésta pagada, sin que pueda reputarse que este reintegro implique el abono de tributo alguno, sano meramente el reembolso de un gasto que la contraparte se ha visto obligada a realizar.  Por último, no puede pretender la actora eximirse del pago del tributo, en su calidad de sujeto pasivo del mismo, arguyendo un hipotético gravamen fundado en la forma en que la provincia habrá de abonar el monto de condena y sus accesorios mediante el mecanismo de consolidación establecido en la Ley provincial N° 11.192, norma cuya constitucionalidad no ha cuestionado la actora sino que, fue su intención acogerse a dicho régimen sin impugnarlo.


    Ehrlich, Oscar A. y otro c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    E. 154, XXI, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XI


    Derecho Procesal Constitucional


    Acción de amparo


    Asistencia médica. 


    Remisión al dictamen de la causa I. 68, L. XXXVI, "Imbrogno Ricardo c/ I.O.S. s/ Amparo".


    Tartaroglu de Neto, Leonor c/ Instituto de Obra Social s/ Amparo


    T. 182, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Nulidad de la resolución. Control de constitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Debe examinarse, en primer término, si se ha configurado en el sub lite un "caso","causa" o "controversia" que habilite la intervención judicial para su resolución (art. 116 de la Constitución Nacional), pues si bien "cuando ante los estrados de la justicia se impugnan las disposiciones expedidas en ejercicio de una atribución propia de alguno de los otros poderes, con fundamento en que ellas se encuentran en pugna con la Constitución, (…) se configura una causa judicial atinente al control constitucionalidad de preceptos legales infraconstitucionales cuya decisión es propia del Poder Judicial", ello es así, siempre y cuando se produzca un perjuicio concreto al derecho que asiste a quien legítimamente lo invoca. Al respecto, el Ministerio Público recordó en "Pellegrini, Osvaldo y otro c/ Banco Francés e Italiano para la América del Sud s/ Ordinario", que "desde antiguo, la Corte ha declarado que no compete a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, porque es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derechos y señaló, además, que si no existiese la necesidad de un juicio, de una contienda entre partes, entendida ésta como "un pleito o demanda en derecho, 'instituida con arreglo a un curso regular de procedimiento"', según el concepto del juez norteamericano John Marshall, la Corte dispondría de una autoridad sin contralor sobre el gobierno de la República, toda vez que "el Poder Judicial no se extiende a todas las violaciones posibles de la Constitución, sino a las que le sean sometidas en forma de caso por una de las partes. Si así no sucede, no hay 'caso' y no hay, por lo tanto, jurisdicción acordada”. El principio indicado surge de la jurisprudencia norteamericana, que también requiere una controversia definida, concreta, real y sustancial, que admita remedio específico a través de una decisión de carácter definitivo, entendida como diferente de una opinión que advierta cuál sería la norma en un estado de hecho hipotético y fue reiterado por el Tribunal en Fallos: 316:1713 y 320:2851.


    Carbone, Miguel y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación s/ Acción de amparo


    C. 782, XXXV, 12 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C.782, L.XXXV, "Carbone, Miguel y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación s/ Acción de amparo".


    Carbone, Miguel y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos de la Nación


    C. 797, XXXV, 12 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad


    Remisión al dictamen de la causa C. 939, L.XXXV, "Cibau, Lydia Azucena y otra c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ acción de inconstitucionalidad".


    Ubiría de Fadil Maria Teresa y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Enrtre Ríos s/ Acción de Inconstitucionalidad


    T. 29, XXXV, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa


    Educación superior. Inconstitucionalidad. Recurso extraordinario federal. Fundamentación de recurso. Discrepancia del recurrente. Inadmisibilidad del recurso. 


    Si bien se encuentra cumplido el requisito de cuestión federal, en los términos del art. 14, inc. 2° de la ley 48, toda vez que se ha cuestionado la validez de la Ley de Educación Superior 24.521 bajo la pretensión de ser contraria a la Constitución Nacional y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa es favorable a la validez de la norma legal, un examen atento del escrito recursivo de la actora, pone en evidencia que se ha incumplido con el requisito del art. 15 de la ley 48, que impone la obligación de fundamentar adecuadamente el remedio intentado. La crítica del apelante no se hace cargo, íntegramente, de los argumentos suministrados por los jueces al fundamentar su pronunciamiento, sino que se limita a reproducir dogmáticamente sus afirmaciones del escrito de inicio.  Un principio fundamental del régimen recursivo es el que impone que los argumentos del juzgador deban ser rebatidos por la recurrente a través de una crítica concreta y razonada, corolario de lo cual es que no es suficiente, a ese efecto, la reiteración dogmática de meras manifestaciones, opuestas con anterioridad y atendidas, a su turno, por el juez, ni basta, obviamente, con sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia a los efectos de la procedencia del remedio federal. Esta conclusión cobra mayor fuerza, además, cuando se observa que, pese a la extensión del escrito de recurso extraordinario, éste se encuentra destinado casi totalmente a la transcripción de presentaciones de parte, como así también de las resoluciones judiciales dictadas y, sólo en sus últimas fojas, tras remitir a las explicaciones vertidas en los párrafos precedentes, se sostiene que los artículos tachados de inconstitucionales constituyen exceso reglamentario de la Ley de Educación Superior al menoscabar y limitar la garantía constitucional de autonomía universitaria y la de gratuidad de la enseñanza.


    Universidad Nacional de Río Cuarto c/ Estado Nacional por acción declarativa de certeza


    U. 34, XXXIV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    



    Juicios en que es parte una provincia. Bienes inmuebles. Parques nacionales. Bienes públicos del Estado. 


    Cabe recordar que el dominio público del Estado Nacional, así como el de los Estados provinciales y las municipalidades, sobre los inmuebles que forman su objeto, termina por su desafectación, es decir, por sustraerlos de su destino al uso público. La naturaleza jurídica de la desafectación es correlativa a la de la afectación y la forma de llevarla a cabo depende de la índole del bien de que se trate. En el sub examine, las tierras que se reservó el Estado Nacional al tiempo de la provincialización, integran su dominio público por mandato legislativo, afectadas a Parques Nacionales. Por lo tanto, sea que se trate de dependencias del dominio público natural, es decir, bienes declarados públicos por el Legislador considerándolos en su estado natural; o, por el contrario, que se los conciba como un conjunto o complejo de bienes pertenecientes a un mismo sujeto y destinados a un fin público único (universalidad pública), en cuyo caso les corresponderá el régimen del dominio público artificial (art. 2340, inc. 7°, in fine del Código Civil), de todos modos, las leyes que le asignaron el carácter dominical (ley 12.103 y sus modificaciones, reseñadas ut supra) las afectaron ministerio-legis. Por lo tanto, atendiendo al principio del paralelismo de las competencias, sólo el Congreso de la Nación puede proceder así desafectación por ley formal.


    Administración de Parques Nacionales c/ Neuquén, Provincia del s/ Acción declarativa


    A. 1373, XXXII, 25 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A.318, L.XXXIV, "Almada, Hugo Néstor c/ COPETRO S.A. y Otro".


    Irazu, Margarita c/ Copetro S.A. y otro


    I. 55, XXXIV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A. 318, L.XXXIV, "Almada, Hugo Néstor c/ COPETRO S.A. y Otro".


    Klaus, Juan Joaquín c/ Copetro S.A. y otro


    K. 33, XXXIV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P.326, XXXIV, "Pensel, Sara Matilde y otros c/ Buenos Alres, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos".


    Fornasar, Horacio Roberto c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    F. 380, XXXIV, 24 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Intervención del Ministerio Público. Otorgamiento del beneficio. Competencia originaria. 


    Cabe señalar que, de acuerdo con el mandato constitucional (artículo 120) que erige al Ministerio Público como un órgano independiente con autonomía funcional y autarquía financiera para cumplir la función de promover la actuación de la Justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, la ley 24.946 ha declarado excluidas de sus cometidos la representación del Estado y/o del Fisco en juicio (art. 27). En consecuencia, ha derogado -entre otras normas- la ley 3.367 y la ley 17.516, en cuanto se refieren a la representación por los Procuradores Fiscales y el Procurador General de la Nación en asuntos de jurisdicción voluntaria o contenciosa en que el Fisco demande o sea demandado; el artículo 3 de la ley 3.952, en tanto regula la notificación al Procurador Fiscal de toda demanda contra la Nación y su sujeción a las instrucciones del correspondiente Ministro del Poder Ejecutivo y los artículos 516/517 del Código Procesal Penal, en cuanto disponen la intervención del Ministerio Público en la ejecución de condenas pecuniarias (art. 76 L.O.). El nuevo régimen legal ha concluido con la anomalía que significaba la confusión del Ministerio Público con el Ministerio Fiscal. La Doctrina advertía que el primero "denota organización y acción de los agentes del Estado en un orden público defensor de la ley" y el segundo" toda gestión y defensa del fisco, en su doble aspecto patrimonial y financiero. En razón de las diferentes funciones de uno y otro ministerios deben ser también organizados separadamente y según el régimen jurídico propio de cada uno de ellos. Particular importancia tiene esto en lo que respecta a la independencia (siempre limitada) en el modo de obrar de los fiscales". En lo que respecta específicamente a los trámites para obtención de los beneficios de litigar sin gastos, la ley 23.898 de Tasas Judiciales establece que será parte -en dichas actuaciones- el representante del fisco de la Dirección General Impositiva (art. 13, inciso a) y, en el artículo 17 declara aplicable, en forma supletoria, la ley 11.683 y sus modificatorias.  Por ello, toda vez que el Tribunal cumple con la vista al representante del Fisco para que tome la intervención que le compete de conformidad con la norma citada, quedaría salvaguardada la defensa de los intereses del erario público, sin necesidad de una intervención promiscua de este Ministerio Público, que sólo se justificaría en orden a la defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad.  En mérito a razones de celeridad y economía procesal, debería observarse la limitación contenida en el apartado 1 del inciso "a" del art. 33 de la ley 24.946 y remitirse a esta Procuración General los trámites de beneficios de litigar sin gastos, al solo efecto de dictaminar sobre la pretensión de suscitar la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, pero no así sobre la procedencia del beneficio peticionado, salvo que se estimara que, en el caso, esa opinión fuera necesaria para preservar el debido proceso.


    Pensel, Sara Matilde y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos


    P. 326, XXXIV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Acción de amparo. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 346, L. XXXVI, "Lucas, Osvaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Amparo".


    Oronoz de Bigatón, Celina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 478, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 346, L. XXXVI, "Lucas, Osvaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Amparo".


    Salvatierra Coca, Mario c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 411, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 346, L. XXXVI, "Lucas, Osvaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Amparo".


    Salvatierra Coca, Mario c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo


    COMP. 414, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Lucas, Osvaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Amparo


    COMP. 346, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Perrone, María Cristina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Secretaría de Educación s/ Amparo


    COMP. 408, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 408, L. XXXVI "Perrone, María Cristina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Secretaría de Educación s/ Amparo”.


    Gerpe, Adriana Beatriz c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Secretaria de Educación s/ Amparo


    COMP. 829, XXXVI, 01 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 408, L. XXXVI, "Perrone, María Cristina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Secretaría de Educación s/ Amparo".


    Bell de Calcagno, Zulema Élida c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Secretaría de Educación s/ Amparo


    COMP. 470, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 408, L. XXXVI, "Perrone, María Cristina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Secretaría de Educación s/ Amparo".


    De Virgilio, Silvia Inés c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Secretaría de Educación s/ Amparo


    COMP. 496, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 408, L. XXXVI, "Perrone, María Cristina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires – Secretaría de Educación s/ Amparo".


    Sainz de Gasparini, Marta Ofelia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires - Secretaría de Educación s/ Amparo


    COMP. 427, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 91, L. XXXVI, "Graboski, Alicia Liliana c/ Interventor Federal de la Provincia de Corrientes s/ Amparo”.


    Insaurralde de Quiroz, Lucrecia c/ Poder Ejecutivo de la Provincia de Corrientes s/ Acción de amparo


    COMP. 321, XXXVI, 05 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 91, L. XXXVI, "Graboski, Alicia Liliana c/ Interventor Federal de la Provincia de Corrientes s/ Amparo”.


    Medina, Miguel de Jesús c/ Poder Legislativo de la Provincia de Corrientes y/o Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción de amparo


    COMP. 393, XXXVI, 05 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen y fallo de la causa Comp. 91, L. XXXVI, "Graboski, Alicia Liliana c/ Interventor Federal de la Provincia de Corrientes s/ Amparo”.


    Poletto, Hugo René c/ Ministerio de Hacienda y Finanzas de la Provincia de Corrientes s/ Acción de amparo


    COMP. 439, XXXVI, 05 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Tribunal de alzada. Cámara federal de apelaciones. 


    Los conflictos jurisdiccionales trabados entre un juez nacional de primera instancia y uno federal con asiento en una provincia, deben ser resueltos por el tribunal de alzada del juez que primero hubiere conocido, de conformidad con lo que establece el art. 24, inc.7, del Decreto-ley 1285/58.


    Cisbo XXXI c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados- Concurso 21/00 s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1497, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Subasta. Páginas web. Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Si bien es cierto que el objeto de la pretensión se refiere a un negocio regulado por el derecho común –ya que se trata de examinar si la actividad que desarrollan estas empresas está subsumida en las disposiciones de carácter nacional y local que imponen la intervención de un martillero público para la realización de remates- la decisión de las cuestiones planteadas excede la competencia de un juez provincial porque atañe al comercio interjurisdiccional e internacional. En efecto, la modalidad de realizar los remates cuestionados a través de Internet, implica que esas operaciones son susceptibles de ser concertadas en todo el territorio nacional e incluso en el exterior, por lo que el pronunciamiento que recaiga respecto de su legalidad trasciende la órbita local. Con esa inteligencia, ha resuelto la Corte que "toda vez que puedan verse comprometidos servicios empleados en el comercio interprovincial o internacional, la sujeción al ámbito local de la causa a que pudiera haber lugar" (en ese caso derivada de un contrato de trabajo), "afectaría intereses que exceden los tribunales provinciales y que, de acuerdo con los arts. 2 inciso 8 a 10 de la ley 13.998, art. 11 inciso 9 de la ley 1893 y 42 inciso b) de la ley 48, se encuentran reservados a la jurisdicción federal". Como ha señalado la Corte, la facultad exclusiva que al Congreso otorga el art. 75 inciso 13 de la Constitución Nacional, en cuanto a reglar el comercio con las naciones extranjeras y de las provincias entre sí, determina un ámbito específicamente federal en todas las materias concernientes al comercio y transporte interprovincial e internacional.


    Campoli, Gabriel Andrés s/ Acción de amparo


    COMP. 147, XXXVI, 23 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Violación de derechos humanos. Cámara federal de apelaciones. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Toda vez que no existe un tribunal superior común a los intervinientes en este conflicto, la Corte es el llamado a decidir la cuestión, según lo normado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58.  En primer término, desde el punto de vista formal, no se ha observado la regla que establece que para la correcta traba de una contienda de competencia resulta necesario que el tribunal que la promovió haya tenido oportunidad de insistir o desistir de la cuestión. Por otra parte, tampoco los tribunales entre quienes se suscitó esta contienda se atribuyen la competencia recíprocamente  No obstante, de los términos del planteo surge que su objeto principal es la tutela y salvaguarda del derecho a la vida y a la integridad de los condenados por los hechos acaecidos en el regimiento de La Tablada, más allá de la exigencia al Estado argentino de dar cumplimiento a lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Este criterio aparece enriquecido por las numerosas diligencias ordenadas por la Cámara, con la finalidad de resguardar la salud de los internos.  En tal inteligencia, y dado que la pretensión se encuentra íntimamente relacionada con el cumplimiento de la condena impuesta por la Cámara de San Martín, corresponde declarar la competencia de ésta, en cuya jurisdicción, además, tiene su asiento el tribunal a disposición del cual se encuentran los detenidos.


    Díaz, Carlos José c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nación s/ Amparo Ley 16.986


    COMP. 1596, XXXVI, 18 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV. "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa, art. 322 del C.P.C.C.”, opinión que fue compartida por la Corte en su sentencia.


    Gastaldi, José María c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    COMP. 1507, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C."


    Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 375, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C."


    Rodríguez, Antonio c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    COMP. 371, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C."


    Traballi, Juan Alberto c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial)


    COMP. 467, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Afinsa Agropecuaria e Inmobiliaria S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad y reintegro


    COMP. 95, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Barros, Ángel y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial)


    COMP. 549, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Bianchi, María Estela c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial)


    COMP. 452, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Boiry, Lilian Enriqueta Juliana c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    COMP. 330, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Calvano, Norberto Ángel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 683, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Catalán, Héctor Carlos c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 188, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Chia y Titi Bo S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 514, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Eraso, Ernesto Gabriel y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 66, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Finkelberg, Oscar Guido y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial)


    COMP. 908, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Flamenbaum, Hilario y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial)


    COMP. 902, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    G., Armando Andrés y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 940, XXXVI, 09 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Gargaglione, Elvira Lucia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 852, XXXVI, 01 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Gómez, José Camilo y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 423, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    González Fernández, Teodoro c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    COMP. 386, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    González, Eliseo Oscar c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 506, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Instituto Sara Chamberlain de Eccleston S.A.C.y E. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 55, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Jaime Bernardo Coll S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 546, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Kawer, Mario Eduardo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 909, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Kleinbort, Alicia Noemí c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 960, XXXVI, 11 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Leloir de Lanús, Amelia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 479, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Leloir, Josefina Hortensia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 426, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Lloyd Aereo Boliviano c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 582, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    López Alconada, José Miguel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 266, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Lufrano, Rosario c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 923, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Luna, Jorge Alberto c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 204, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Massalin Particulares S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial)


    COMP. 491, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Midland Comercial S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 459, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Mindar S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires


    COMP. 205, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Pallavicini y Compañía S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    COMP. 784, XXXVI, 01 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Pérez, Víctor c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 722, XXXVI, 27 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Piaggi, Ana Isabel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 455, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Piñón, María Ángela y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial)


    COMP. 901, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Podestá de Raimondi, Silvia Alejandra y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 293, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Ramo, Ana Dora c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial)


    COMP. 705, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Reguera, Ramiro y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    COMP. 918, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Sarcone de Fernández, Mandaluniz Aída Celina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    COMP. 401, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Sastre y Estrugamou, Tomás Emilio c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 47, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Schvarzer, Violeta Elena y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 275, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Viajes Apolo S.R.L. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 del Código Procesal)


    COMP. 878, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Yaryura, Tobías Felipe c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 717, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión de derecho público local. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia del superior Tribunal de Justicia. 


    Corresponde señalar que en el sub-lite, según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, la pretensión sustentada por el actor consiste en cuestionar actos administrativos emanados del Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que aplican la Ordenanza Fiscal, solicitándose una declaración sobre la existencia, alcance o modalidades de la relación jurídica derivada de dichos actos y, además, sobre la vigencia de varias disposiciones de la norma local. En consecuencia, la materia del pleito corresponde al Derecho Público y debe ser resuelta por los jueces locales (arts. 129 de la Constitución Nacional y 106 y ss. de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires), resultando prima facie propia del fuero en lo Contencioso Administrativo y Tributario, de conformidad con el art. 48 de la ley N° 7, Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires. Sólo de esta forma encuentra adecuada tutela el efectivo ejercicio de la autonomía de la Ciudad de Buenos Aires, reconocida por el artículo 129 de la Constitución Nacional, disposición que le reconoce facultades exclusivas y excluyentes de auto-determinación, auto-administración y auto-organización, "status jurídico" que otorga el derecho a la propia jurisdicción, es decir, a ser juzgada por su juez natural (según el art. 18 de la C.N.) garantizándose, de ese modo, el régimen federal de gobierno y el espíritu de la Ley Fundamental.


    Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    COMP. 368, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 182, L. XXXVI, "Butowicz, Elena y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad".


    Ramírez, Nicolás Lorenzo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 224, XXXVI, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.


    Fiscella, Concepción c/ Clínica Modelo S.A. s/ Accidente Ley 24.028 y accidente acción civil


    COMP. 261, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 91, L. XXXVI, "Graboski, Alicia Liliana c/ Interventor Federal de la Provincia de Corrientes s/ Amparo”.


    Leiva, Rubén David c/ Poder Legislativo de la Provincia de Corrientes


    COMP. 568, XXXVI, 22 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 867, L. XXXV, “Acuña Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares”.


    Mangudo Ramos c/ Empresa Hípica Argentina


    COMP. 598, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 867, L. XXXV, “Acuña Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares”.


    Olsen, Omar y otros c/ Empresa Hípica Argentina


    COMP. 624, XXXVI, 20 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Despido. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”.


    Rodríguez, Ariel c/ Clínica Modelo S.A. s/ Indemnización por despido


    COMP. 263, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Concursos. Competencia comercial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Argüello, Marta Verónica c/ Clínica Modelo S.A. s/ Despido


    COMP. 264, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Butto, Sonia Sandra c/ Clínica Modelo S.A. s/ Despido, cobro de haberes y entrega de certificados


    COMP. 257, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Lobo, María Soledad c/ Clínica Modelo S.A. s/ Despido y cobro de pesos


    COMP. 262, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Rodríguez, Horacio Mario c/ Clínica Modelo de Lanús S.A. s/ Despido, cobro de haberes y entrega de certificados


    COMP. 265, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Yazde Yamil Ahmed c/ Clínica Modelo S.A. s/ Reinstalación en el cargo y cobro de indemnizaciones laborales


    COMP. 258, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 338, L. XXXVI, "Enrico, Jorge Alberto y otros c/ Gobierno de Ciudad de Buenos Aires (ex- Concejo Deliberante) s/ Inconstitucionalidad".


    Saccomani, Susana Graciela y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Inconstitucionalidad


    COMP. 713, XXXVI, 27 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Está vedado a los jueces declarar de oficio la inconstitucionalidad de las leyes nacionales, incluso cuando se trata de decidir cuestiones de competencia. Es condición esencial de la organización de la justicia que no le sea dado controlar por propia iniciativa -de oficio- los actos legislativos o los decretos de la administración, sin una demanda judicial directa o indirecta relativa al derecho que las partes dicen afectado. Es requisito previo a una declaración de semejante trascendencia que el planteo sea hecho por una de las partes del proceso, de forma tal de resguardar el principio de la división de poderes, pilar fundamental del sistema republicano de gobierno adoptado por la Constitución Nacional. El ejercicio de la función jurisdiccional requiere que los litigantes demuestren la existencia de un perjuicio -la afectación de un interés jurídicamente protegido- de orden personal, particularizado, concreto y, además, susceptible de tratamiento judicial, recaudos que han de ser examinados con particular rigor cuando se pretende debatir la constitucionalidad de un acto celebrado por alguno de los otros dos poderes. La declaración de inconstitucionalidad de una ley no debe hacerse en términos generales o teóricos, ya que se trata del ejercicio de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un tribunal de justicia, que importa el desconocimiento de los efectos, para el caso, de una norma dictada por un poder de jerarquía igualmente suprema como lo es el legislativo. Asimismo, aquella declaración es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerada como última ratio del orden jurídico. No basta la aserción de que, en cierto supuesto, la norma legal pueda ser inválida, sino que la declaración judicial de tal invalidez supone necesariamente que se haya afirmado y probado que el supuesto referido se cumple en los autos.


    F. c/ I. K. Daniel M. y otros s/ Infracción al Artículo 5° inciso c) de la Ley 23.737


    COMP. 646, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 512 L. XXXV, "Sindicato Único de Trabajadores del Neumático Argentino c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otros- s/ Asignaciones familiares", resuelta por la Corte, por sus fundamentos.


    Sindicato Único de Trabajadores del Neumático Argentino y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otro - s/ Inconstitucionalidad Ley 24.714


    COMP. 1050, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Internación. Competencia nacional. 


    Remisión a Fallos 315:2963 ("González, Hipólito s/ Protección de personas").


    T., H. L. s/ Internación


    COMP. 345, XXXVI, 19 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Librero, Alberto y otros c/ Telefónica de Argentina S.A. -PPP- s/ Medida cautelar


    COMP. 273, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Loose, Norberto Enrique y otros c/ Programa de Propiedad Participada Telefónica de Argentina S.A. y otro s/ Medidas cautelares


    COMP. 242, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Nulidad procesal. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Las presentes actuaciones son análogas al dictamen de la causa Comp. 368, XXXV, “Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa, Artículo 322 del C.P.C.C.”.


    Colegio Público de Abogados de la Capital Federal c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Nulidad


    COMP. 870, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Flores, Ricardo y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - PPP- y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 285, XXXVI, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Otarola, Luis Osvaldo y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 274, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo A. c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    González, Juan c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 446, XXXVI, 26 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Protección de personas. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos 315:2963 ("González, Hipólito s/ Protección de personas").


    S., J. s/ Artículo 482 del Código Civil - Proceso especial


    COMP. 412, XXXVI, 19 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Revisión judicial de actos administrativos. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Corresponde a la Corte dirimir la presente cuestión de competencia en uso de las facultades que le acuerda el artículo 24, inciso 7° del Decreto-Ley 1285/58, al no tener ambos tribunales un superior jerárquico común que pueda resolverla.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación de acto administrativo


    COMP. 805, XXXVI, 01 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Venta de bebidas alcohólicas. Prohibición de venta a menores. Competencia de la ciudad autónoma de Buenos Aires. Derecho contravencional y de faltas. Causas excluidas de la competencia federal. Competencia contravencional. 


    La prohibición de vender bebidas alcohólicas a menores de edad, contenida en el artículo 1 de la ley 24789 y, a su vez, en el 51 de la ley 10 de la ciudad de Buenos Aires, configura un tipo penal contravencional, desde el punto de vista cuantitativo, es decir, según la levedad de su sanción. Pero también desde el criterio cualitativo se llega a igual postulado, si se tiene en cuenta que esta figura sólo representa una trasgresión a la actividad administrativa, cuyo objeto es el bienestar público; o implica un menor disvalor moral comparado con el delito, una vulneración leve a las reglas del orden social. La ciudad de Buenos Aires, de acuerdo al artículo 129 de la Constitución Nacional, posee facultades propias de jurisdicción. Y el artículo 8° de la ley 24588, que reglamenta la cláusula constitucional mencionada, prevé expresamente esta potestad en materia contravencional y de faltas. Si bien es cierto que esta última ley es anterior a la 24788, puede decirse que cuando la posterior otorga competencia al fuero correccional para entender en la infracción en estudio, lo hace porque todavía no se habían sancionado las leyes básicas de implementación de la justicia de la ciudad. Una vez implementada la justicia local, deja de tener operatividad aquel dispositivo legal y la competencia vuelve a regirse por las normas citadas en el párrafo anterior. Ésta es la solución que mejor se adecua a la organización de la jurisdicción en nuestro sistema constitucional y a las pautas interpretativas del Tribunal. Criterio que fue postulado por esta Procuración General en la Competencia N° 104, L. XXXV, in re "Dándolo, Esperanza Patricia s/ infracción al decreto ley 6518/57", resuelta el 31/599. Y aunque allí se refería a infracciones en materia de juegos de azar, puede aplicarse la tesis a este caso, pues la interdicción de expendio de bebidas alcohólicas a menores, no trata una cuestión de índole federal ni está incluido en la reserva que se estableció sobre la legislación común pues es obvio que el Código Penal no contiene normas contravencionales. Las autoridades de la ciudad de Buenos Aires, poseen, por lo tanto, atribuciones judiciales al respecto.


    I. J., Alba Rosa s/ Artículo 51 del Código Contravencional


    COMP. 850, XXXVI, 11 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Competencia por vía de inhibitoria. Acción de amparo. Competencia federal. 


    Para determinar la competencia se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos que el actor hace en la demanda y después, sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. La presente acción de amparo corresponde a la competencia de la justicia federal, tanto en razón de las persona, como en razón de la materia, toda vez que la sociedad actora dirige su pretensión nominal y sustancialmente contra el Estado Nacional, que de conformidad con el art. 116 de la Constitución Nacional y el art. 2° inc. 6° de la Ley 48. Tiene derecho a ser demandado ante dicho fuero. Por otra parte, en el pleito se cuestiona un acto administrativo dictado por una autoridad nacional, hallándose en juego además intereses patrimoniales de la Nación. En consecuencia, si bien es cierto que la Resolución de la C.N.R.T. atacada produce sus efectos en el ámbito provincial, también lo es que los actos cuestionados emanan de una entidad autárquica nacional, la cual está sometida exclusivamente a la justicia federal y, en consecuencia, resultan aplicables los arts. 4 y 18 segunda parte de la Ley nacional n° 16.986.


    Comisión Nacional de Regulación del Transporte en autos "La Nueva Estrella S.C.C. s/ Acción de amparo" s/ Inhibitoria


    COMP. 1448, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Ejecución hipotecaria. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 593, L. XXXI, “Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución hipotecaria”.


    Roneu S.A. y otros s/ Concurso preventivo


    COMP. 366, XXXVI, 10 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión abstracta


    Pronunciamiento inoficioso. 


    La cuestión se ha tornado abstracta por falta de gravamen.


    Asociación ORT (Organización Israelita Pro Rehabilitación por el Trabajo) c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires


    A. 797, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    A fin de determinar si se ha configurado un conflicto positivo de competencia, de los que corresponde dirimir a la Corte en los términos del art. 24 inc. 7° del decreto 1285/58, en razón de que la contienda se habría trabado entre tribunales que no tienen otro superior común que la Corte Suprema, cabe solicitar la elevación de los autos respectivos.


    Transportadora de Gas del Norte S.A. Sol. avoc. en autos Vivas


    T. 263, XXXVI, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    No corresponde que la Corte se pronuncie sobre la cuestión, ya que la contienda fue dilucidada por el órgano con facultades para ello.


    Provincia Aseguradora de Riesgos de Trabajo S.A. c/ Machado, Ariel s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 653, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 91, L. XXXVI, "Graboski, Alicia Liliana c/ Interventor Federal de la Provincia de Corrientes s/ Amparo”.


    Leiva, Ricardo Daniel c/ Ente Regulador de la A.O.S.C. y/o Poder Ejecutivo de la Provincia de Corrientes s/ Acción de amparo


    COMP. 424, XXXVI, 05 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Emergencia económica. Competencia de la Corte Suprema. Juicios en que es parte una provincia. Competencia originaria. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en esta instancia, en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la Constitución Nacional y por la Ley 16.986. Tal circunstancia se presenta en este pleito, toda vez que, al ser demandada una Provincia y citarse como tercero a una entidad autárquica nacional, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Aguas de Formosa S.A. y otra c/ Formosa, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    A. 1007, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Pronunciamiento inoficioso. 


    Toda vez que no corresponde que la Corte Suprema dicte un pronunciamiento cuando circunstancias sobrevinientes lo tornan inoficioso, resulta innecesario evacuar la vista conferida debiendo devolverse las actuaciones a la Corte.


    Metalúrgica Renacer S.A. s/ Amparo


    COMP. 244, XXXVI, 05 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción de repetición. Competencia civil. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 524, L. XXXV, "Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Ávila, Omar Alberto s/ Cobro de dinero".


    Liberty A.R.T. S.A. c/ Ornik, Ana María y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 467, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 368, XXXV "Niella. Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa, art.322 del C.P.C.C".


    Bodegas y Viñedos López SAIC c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    COMP. 1166, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 368, XXXV "Niella. Reinaldo c/Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. art.322 del C.P.C.C".


    Boggiano Hilario Antonio y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa (Artículo 322 Código Procesal)


    COMP. 1157, XXXVI, 13 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Artesanías Saust S.C. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    COMP. 1005, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Competencia originaria. 


    La cuestión es análoga al dictamen de la causa E. N° 115, L. XXXIV "El Condor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa".


    La Nueva Metropol S.A. de Transporte Automotor c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    L. 478, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Corte Suprema de Justicia de la Nación. Competencia orginaria. 


    Cuestión análoga a los fallos de las causas D. 444. XXXIII, "Drogueria Aries S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Inconstitucionalidad" y D. 451. XXXIII, "Droguería Aries S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Loveli S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa


    L. 87, XXXVI, 05 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Causas civiles. Juicios en que es parte una provincia. Distinta vecindad. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte, prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y en el art. 24, inc. 1° del Decreto Ley 1285/58, en las causas civiles en que una provincia es parte, es necesario que la contraria tenga distinta vecindad. En estos supuestos, dicho requisito es esencial. El hecho de que el actor tenga su domicilio dentro del territorio del Estado local demandado impide que el presente juicio tramite en la instancia originaria de la Corte, toda vez que, al hallarse enfrentados una provincia y sus vecinos, el pleito resulta propio de los jueces locales.


    Calderoli, Cristian César c/ Formosa, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    C. 1137, XXXVI, 11 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Bonos de goce y de participación. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Vilches, Sergio Rubén c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 234, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Esbiza, Hugo Manuel y otros c/ Ministerio Educación y Obras Públicas - Programas de Propiedad Participada - y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 416, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 560, L. XXXIV, "Albano, Lilia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Cobro de pesos".


    Pedrini, Francisco c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    COMP. 562, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 747, L. XXXIII, "Obra Social de Patrones de Cabotaje de Ríos y Puertos c/ Estado Nacional (Ministerio de Salud y Acción Social, de Trabajo y otro) s/ Medida cautelar”.


    Superintendencia de Servicios de Salud c/ Obra Social de Personal de Empresa de la Alimentación


    COMP. 146, XXXVI, 15 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 524, L. XXXV, “Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Avila, Omar Alberto s/ Cobro de dinero”.


    Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Brincos S.A. s/ Cobro de sumas de dinero


    COMP. 96, XXXVI, 03 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. Competencia previsional. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 512, L. XXXV, "Sindicato Único de Trabajadores del Neumático Argentino c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otros s/ Asignaciones familiares".


    Sindicato Único de Trabajadores del Neumático Argentino SUTNA y otros c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -ANSES-


    COMP. 256, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    En atención a las pautas señaladas en el fallo de la causa Comp. 421, L. XXXV, “Galli, Alberto y otros c/ Instituto de Servicios Sociales Bancarios y otro s/ Diferencia de salarios”, debe seguir entendiendo en autos la titular delJuzgado Federal dé Primera Instancia de la Seguridad Social.


    De Angeli, Micaela y otros c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -ANSES- s/ Reintegro por sumas de dinero


    COMP. 255, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia laboral. 


    En autos quedó trabado un conflicto de competencia que corresponde dirimir al Tribunal en los términos del art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1285/58.


    Banco de la Nación Argentina c/ Mujica, César


    COMP. 126, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 867, L. XXXV, “Acuña Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares”.


    Campanella, Alberto y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A.


    COMP. 620, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 867, L. XXXV, “Acuña Nancy Yolanda y otros c/ Empresa Hípica Argentina s/ Medidas cautelares”.


    Hernández, Alfredo c/ Empresa Hípica Argentina S.A.


    COMP. 623, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Cámara de Apelaciones. 


    Con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Etcheverry y otro c/ Estado Nacional p/ Daños y perjuicios


    COMP. 1187, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Arbelo, Oscar Atilio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social – Programas de Propiedad Participada - y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 418, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Luis, René Andrés y otros c/ Estado Nacional - Entel Residual Programas de Propiedad Participada y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 484, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Borrazo, Victorio y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 222, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Noble, Roberto Aníbal c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP. 323, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Para que proceda la competencia originaria y exclusiva de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1° del Decreto-ley 1285/58, en las causas civiles en que una Provincia es parte, resulta necesario que el otro litigante tenga distinta vecindad respecto al Estado local demandado. En estos supuestos dicho requisito es esencial. En el sub lite, no se cumple con el recaudo señalado, toda vez que el actor declara domiciliarse dentro del territorio de la Provincia a la cual demanda, lo que impide, en principio, que la causa tramite en la instancia originaria del Tribunal, toda vez que se hallan enfrentados en autos una provincia con uno de sus vecinos. En tales condiciones y, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el presente proceso, resulta ajeno a esta instancia. No obstante lo expuesto, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, en su sentencia, resolvió remitir las actuaciones a la Corte, a fin de que la presente demanda se acumule a los autos I. 41. L. XXXIV, "Interamericana Sociedad Anónima de Seguros Generales c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Ordinario", que tramitan actualmente ante el Tribunal, a fin de evitar futuros pronunciamientos contradictorios, dado que ambos procesos tienen su origen en el mismo hecho.  Habida cuenta de ello, este Ministerio Público ya ha señalado, en oportunidades anteriores a ésta, que la acumulación de procesos, por ser una cuestión de carácter procesal, queda sujeta a la exclusiva decisión de los magistrados a cargo del litigio y, por lo tanto, es ajena a la materia que este Ministerio Público aborda en sus dictámenes.


    Villegas, Luis César c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    V. 398, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Fuero de atracción. Competencia nacional. Competencia comercial. 


    Remisión a los fallos de las causas Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral”, y Comp. 45, L. XXXV, “Caccavo, Daniel c/ Papelera Pedotti S.A. s/ cobro de australes por indemnización art. 212 L.C.T.”


    Velardez, Cirilo Leoncio c/ Salvador de Maio S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP. 209, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Desindexación. Bancos. Carta orgánica de bancos. Competencia federal. 


    La cuestión de competencia suscitada, debe propiciarse una solución afirmativa, toda vez que el Juzgador no dio argumentos válidos para justificar un apartamiento de lo establecido expresamente por el Legislador. En efecto, el art. 27 de la ley N° 21.799 -Carta Orgánica del Banco de la Nación Argentina- establece que dicha institución, como entidad del Estado Nacional, cuando es demandada, está sometida exclusivamente a la jurisdicción federal. De lo expuesto se desprende que el fuero federal resulta, en principio, irrenunciable para el Banco Nación, en casos como el que aquí se trata. Corresponde señalar que el art. 12 de la ley N° 48 establece que la Justicia Federal será privativa, excluyendo a los juzgados de provincias, en todas aquellas causas especificadas en los arts. 1, 2 y 3 de dicha ley. En tal sentido, el inc. 6 del art. 2 prevé, como presupuesto residual a efectos de la procedencia del fuero federal, todas las causas en que la Nación o un recaudador de sus rentas sea parte. Al respecto, cabe señalar que el Tribunal ha sostenido, en circunstancias similares, que corresponde revocar el pronunciamiento que no hizo lugar a la excepción de incompetencia opuesta por el codemandado -Banco de la Nación Argentina- y declarar la competencia de la justicia federal, toda vez que corresponde a ésta y no a la justicia provincial, entender en las causas en que la Nación o uno de sus organismos sea parte, doctrina que, además, fue aplicada en aquellas causas de las que pudiera derivar un perjuicio al patrimonio del Banco de la Nación Argentina, de conformidad con lo establecido por el art. 116 de la Constitución Nacional y lo dispuesto por el art. 27 de la ley N° 21.799, que opera como norma específica sobre lo regulado genéricamente en el Código ritual.


    Rac, Roberto Ricardo c/ Banco de la Nación Argentina s/ Incidente de desindexación


    R. 145, XXXV, 24 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Competencia originaria. Incompetencia. 


    Cuestiones análogas a las dictaminadas en la causa O. 129 L. XXXVI. "Obras Sanitarias de la Nación (e.l.) c/ Buenos Aires, Provincia de (Dirección General de Escuelas de la Provincia) s/ Ejecución fiscal".


    Obras Sanitarias de la Nación (E.L.) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Ejecución Fiscal


    O. 192, XXXVI, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Fallos de la Corte Suprema. Jurisprudencia vinculante. Competencia federal. 


    Lo resuelto, en tanto mantuvo la jurisdicción local para entender en estas actuaciones, implicó desconocer -en lo sustancial- lo decidido por el Tribunal en su intervención anterior y constituirse en una falta total de acatamiento de lo dispuesto por la Corte, acatamiento que, obviamente, en el caso no sólo es moral sino también jurídico, pues se trataba de aplicar lo decidido en y para estos autos. Cabe expresar, a mayor abundamiento, que resulta indiscutible el carácter obligatorio de las sentencias del Tribunal, pues acertadas o no las sentencias de la Corte, el resguardo de su integridad interesa fundamentalmente tanto a la vida de la Nación, su orden público y la paz social cuanto a la estabilidad de sus instituciones y, muy especialmente, a la supremacía de la Constitución en que aquellas se sustentan.


    M.S.C. Bariloche c/ Telefónica de Argentina s/ Ejecución fiscal


    M. 585, XXXV, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Banco Central de la República Argentina. Opción de competencia. Ley federal. Competencia federal. 


    Respecto a la cuestión debatida relativa al alcance que cabe acordar al artículo 55 de la ley 24.144, debe señalarse que de la mencionada norma surge claramente que el Banco Central de la República Argentina está sometido exclusivamente a la jurisdicción federal, y que en el supuesto de ser actor, concurren ambas jurisdicciones, federal y provincial, previsión ésta que sin dudas alude a la posibilidad de que el órgano opte por promover las acciones ante cualquiera de ellas. Cabe también poner de relieve que en dichos supuestos el ejercicio de la opción debe ser ejercido de modo expreso, circunstancia ésta que no se verifica en la especie. Puede también mediar la promoción de la demanda ante determinado tribunal, que de ser local evidenciaría de modo implícito pero irrefutable la opción de concurrir ante un tribunal ordinario, cediendo el beneficio del fuero federal otorgado por la ley, situación ésta que tampoco se ha dado en el sub-lite, ya que la acción fue iniciada ante un juzgado federal.  Sin perjuicio de ello, procede señalar que en el caso la legitimación del Banco Central para promover la acción surge de la aplicación de disposiciones también de naturaleza federal, las que han sido invocadas como fundamento de derecho en la demanda y pueden ser motivo de aplicación o interpretación en el sub lite, extremo que habilita, asimismo la competencia del tribunal federal que se inhibiera de entender.  Por último, corresponde poner de resalto que, tratándose del recupero de adelantos y redescuentos otorgados por el Banco Central, a las entidades que oportunamente garantizaron los mismos con la cesión de los mutuos celebrados con los demandados, se halla indudablemente en juego el patrimonio del Estado Nacional, lo cual habilita una nueva vez la intervención de los tribunales nacionales.


    Banco Central de la República Argentina c/ Paolini, Mabel A. y otro por ejecución hipotecaria


    B. 82, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia civil y comercial. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 690, L. XXXII, "Casasa S.A. s/ Quiebra c/ Saiegh, Salvador y otro s/ Ejecución Hipotecaria”.


    Granja Macris S.A. c/ Saint Germes, Jorge s/ Ejecución hipotecaria


    COMP. 126, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo. Competencia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Competencia del Superior Tribunal de Justicia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 368, L. XXXV, "Niella, Reinaldo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa. Artículo 322 del C.P.C.C.".


    Hagge, Roberto Eduardo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Impugnación de acto administrativo


    COMP. 1090, XXXVI, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Competencia federal. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa Comp. 512, L. XXXV, “Sindicato Único de Trabajadores del Neumático Argentino c/ Estado Nacional – Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otros s/ Asignaciones familiares”.


    Sindicato Único de Trabajadores del Neumático Argentino S.U.T.N.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - S.U.S.S. – Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Inconstitucionalidad Artículos 3°, 6° y 18° Ley 24.714


    COMP. 444, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Acción de amparo. Declaración de inconstitucionalidad. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    La Corte ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo, de manera general, tramite en instancia originaria en la medida en que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria, toda vez que, de otro modo, en tales ocasiones quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el artículo 43 de la Constitución Nacional y por la ley 16.986. Sentado lo expuesto, la cuestión radica en determinar si en autos se dan los requisitos que habilitan la sustanciación de este proceso en la instancia originaria del Tribunal, según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y el art. 24, inc. 1° del decreto-ley N° 1285/58. Al respecto, cabe recordar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte; para ello es necesario, además, examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que lo sea en una causa de manifiesto contenido federal o en una de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Habida cuenta de ello, quedan excluidos de dicha instancia aquellos pleitos que, en lo sustancial, versan sobre aspectos propios del Derecho Público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que se reserve -a los jueces locales- el conocimiento y decisión de las causas de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos, sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. No obsta a lo expuesto, el hecho de que la amparista invoque el respeto de cláusulas constitucionales federales, toda vez que tiene dicho la Corte que la nuda violación de garantías de tal naturaleza, proveniente de autoridades de provincia, no sujeta por sí sola las causas que de aquélla eventualmente surjan al fuero federal, pues éste sólo tendrá competencia cuando sean lesionadas por o contra una autoridad nacional.


    American Express Argentina S.A. c/ Río Negro, Provincia de s/ Acción de amparo


    A. 276, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Organismos internacionales. Empresa binacional. Competencia originaria. 


    Nuestro país integra a la Entidad Binacional Yacyretá, la cual surgió del Tratado de Yacyretá suscripto entre la República Argentina y la República del Paraguay, que fue ratificado por el Congreso de la Nación mediante la Ley Nº 20.646. Dicha tiene carácter público y estatal, aun cuando se trate de un organismo internacional, ya que el Estado Argentino participa de una manera directa en su creación y en el nombramiento de sus autoridades, e indirecta en cuanto a su constitución, al aporte de su capital y a su fiscalización. Sobre la citada Entidad Binacional Yacyretá la Corte ha dicho que, la naturaleza y la finalidad para las que fue creada, según se desprende de la referida ley de creación, implican la presencia de un interés nacional, por lo cual, los asuntos atinentes a ella corresponden al fuero federal.  En consecuencia, al ser demandada dicha Entidad y citarse como tercero a la Provincia de Misiones, la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Ley Fundamental respecto de dicho Estado local, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional, es sustanciando la acción en esta instancia.


    Arriola, Juan Pastor c/ Entidad Binacional Yacyretá y otros (3° Misiones) s/ Daños y perjuicios


    A. 667, XXXVI, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Addci, Jacinto c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - PPP s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 282, XXXVI, 10 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Araujo, Hugo Abel c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 429, XXXVI, 10 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Fernández, Nicolás Manuel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 333, XXXVI, 10 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Leguiza, Julio Alberto c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 223, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Lucero, Martha Elena y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo y Seguridad Social PPP y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 290, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Rusconi, Fanny Renee y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 245, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Scarpino, Gabriel Omar y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 214, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Simbrón, Eduardo y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 243, XXXVI, 10 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento”.


    Alonso, Oscar y otros c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otro s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 593, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 387, L. XXXIV, "Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento". Resuelta por la Corte con remisión a los fundamentos, del dictamen de esta Procuración General.


    Martínez, Marta Isabel c/ Ministerio de Obras y Servicios Públicos s/ Proceso de Conocimiento


    COMP. 1462, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Programa de participación accionaria. Competencia civil y comercial federal. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa Comp. 387, L. XXXIV, “Albornoz, Domingo Acencio c/ Y.P.F. S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento".


    Refojo, Santiago Alberto c/ Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos s/ Participación accionariado obrero


    COMP. 289, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Protección de personas. Adopción. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 315:2963 ("González, Hipólito s/ Protección de personas").


    A., A. G. s/ Incidente familia


    COMP. 189, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Internación. Competencia civil. 


    Remisión a Fallos: 315:2963 ("González, Hipólito s/ Protección de personas").


    P., S. s/ Internación


    COMP. 437, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp. 110, L. XXXII, “Guillén, Alejandro c/ Estrella de Mar S.A. s/ Laboral".


    Villar, Pablo c/ S.A. Viñedos y Bodegas Arizu


    COMP. 669, XXXV, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 422, L. XXXIV, "Administración Nacional de Aduanas c/ Municipalidad de Bahía Blanca s/ Acción meramente declarativa".


    Municipalidad de La Quiaca c/ Aduana Nacional - Delegación La Quiaca s/ Ejecución fiscal


    M. 866, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa S.157, L.XXXV, "Saluzzi, Delia Susana c/ DINAMAR M° de Justicia s/ Amparo ley 16.986".


    Fernández Pastor, Miguel Ángel c/ Ministerio de Justicia


    F. 415, XXXIV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad


    Tasa de justicia. Derecho de propiedad. Confiscatoriedad. Denegatoria del recurso. 


    Los argumentos con los que la actora pretende sustentar; con base constitucional, su objeción al pago de la tasa no resultan atendibles. Ello es así, puesto que basa su impugnación en dos extremos: a) en que el gravamen es irrazonable porque su monto no guarda una adecuada proporción con el costo del servicio prestado, medido éste en relación a las etapas cumplidas del juicio; y b) porque su aplicación viola su derecho de propiedad, al resultar confiscatorio. Con respecto al primero de los argumentos, cabe recordar que el Tribunal ha dicho, que las tasas suponen una contraprestación aproximadamente equivalente al costo del servicio prestado, mas también aclaró que, respecto de ciertos servicios, no resulta posible fijar con exactitud el costo individual y, por ende, se fijan contribuciones aproximadas, equitativas, que pueden dejar superávits en unos casos y déficits en otros; estableciéndose compensaciones en cálculos hacendarios más o menos acertados, pero que los jueces no pueden revisar. En lo que respecta a la tacha de confiscatoriedad endilgada, que constituye segundo fundamento de su impugnación constitucional, es menester recordar, que la determinación de tal vicio en un gravamen es una cuestión que debe ser objeto de una prueba, concreta y circunstanciada por parte de quien la alega. Contrariamente a lo que era menester, la Provincia no ha demostrado que la tasa tiene alcances confiscatorios, ya que se ha limitado a alegar su endeudamiento como causa obstativa de la posibilidad de pago del gravamen, circunstancia que, por sí, no resulta indicativa de tales efectos.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ Gobierno Nacional s/ Incidente sobre pago de tasa de justicia


    S. 1119, XXXI, 24 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Inhibitoria


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 557, L. XXXVI, "Benicasa Mabel I. c/ Correo Argentino S.A. y otro s/ Indemnización por enfermedad accidente”.


    Encotesa s/ Inhibitoria


    COMP. 849, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Interpretación y aplicación de la ley


    Sentencia arbitraria. Recurso extraordinario. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos: 322:752.


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia corresponde admitir el remedio con tales alcances y confirmar la sentencia en cuanto fue objeto de recurso.


    Cassano y otro c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 945, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia


    Acción meramente declarativa. Cuestión de derecho público local. Competencia de la Corte Suprema. Incompetencia. 


    Ante todo, cabe recordar que no basta que una provincia sea parte en un pleito para que proceda la competencia originaria de la Corte, establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 19 del Decreto-ley 1285/58, pues para ello es necesario además examinar la materia sobre la que versa el pleito, esto es, que lo sea en una causa de exclusivo contenido federal, o en una causa civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Es así que quedan excluidos, de dicha instancia , aquellos pleitos que se rigen por el Derecho Público local, toda vez que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza. Esta última circunstancia es la que se presenta en el sub-lite, toda vez que, de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender, de modo principal, para determinar la competencia según el art. 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se desprende que la materia del pleito no es exclusivamente federal, tal como lo requiere una antigua jurisprudencia del Tribunal para que proceda la competencia originaria de la Corte, dado que los actores efectúan también un planteamiento local, pues atacan los Decretos del Poder Ejecutivo de la provincia, tanto por ser contrarios a normas de la Constitución Nacional, como por ser violatorios de la Constitución provincial.


    Sindicato Argentino de Docentes Particulares c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa


    S. 1265, XXXVI, 12 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso


    O., Ovidio s/ Suspensión del juicio a prueba


    O. 305, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Giardelli, Martin Alejandro c/ Estado Nacional - Secretaría de Inteligencia s/ Juicio de conocimiento


    G. 660, XXXIII, 24 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medida para mejor dictaminar.


    Cooperativa Ferrocarriles del Estado s/ Quiebra s/ Incidente de verificación promovido por Avallay Raúl A. y otros s/ verificación de crédito


    C. 984, XXXV, 30 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    A los efectos de dictaminar, resulta necesario tener a la vista la causa penal referida en la sentencia apelada.


    Obra Social para el Personal de Servicios Sanitarios


    O. 106, XXXIV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Se solicita medida para mejor dictaminar.


    Casino E. de la F. s/ Allanamiento


    COMP. 599, XXXV, 03 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Se solicita medidas para mejor dictaminar


    Banco Integrado Departamental s/ Queja por denegación del recurso de inconstitucionalidad


    B. 793, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    Pensel, Sara Matilde c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P. 429, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Aldo Enerio Pereyra Empresa Constructora c/ Santiago del Estero, Provincia de y otros s/ Contrato de obra pública


    A. 228, XXXIV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Asociación de Trabajadores del Estado y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    A. 760, XXXVI, 21 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    Laup, Raúl Juan c/ Juárez, Hugo Horacio y otros


    L. 213, XXXV, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Solicita medidas para mejor dictaminar.


    S. J., Ricardo Alberto y otros - En representación de C. Caligráfica S.A. - s/ Querella presunta infracción artículos 186, 292, 293 y 296 del Código Penal -causa n° 933-


    S. 950, XXXVI, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Nulidad del acto administrativo. Acción de amparo. Agotamiento de la instancia administrativa. Confirmación de sentencia. 


    Es doctrina del Máximo Tribunal, que la vigencia de la norma procesal se halla supeditada a la efectiva instalación y funcionamiento de los órganos judiciales que están encargados de ejercer la competencia. Hasta que ello ocurra, las causas deben continuar su tramitación ante los tribunales en los cuajes están radicados. Ha sostenido la Corte que las modificaciones constitucionales importan derogación de las leyes anteriores en el supuesto de que éstas sean verdaderamente incompatibles con el sistema establecido por aquellas. Sobre tal base, el artículo 43 de la Constitución Nacional ha modificado parcialmente la ley 16.986, precisamente en el punto analizado, al instituir una "acción expedita y rápida", lo que significa que no puede posponerse su conocimiento por los tribunales mediante articulaciones previas como las que condicionan la habilitación de la instancia. Para el análisis de la procedencia formal de la acción de amparo, habrá de estarse, en lo referente a las vías alternativas, únicamente a la existencia de otra vía judicial más idónea, más rápida o más apta para la defensa del derecho o garantía constitucional lesionado, con independencia del agotamiento de la vía administrativa; no resultando el dictado de medidas cautelares, dada su carácter provisional, una vía judicial más idónea a la acción de amparo deducida para la defensa del derecho constitucional lesionado.


    Algodonera San Nicolás S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires


    A. 688, XXXV, 16 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Homicidio calificado. Defensa en juicio. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que las decisiones judiciales que declaran la improcedencia de recursos, por regla general no justifican la apertura de la instancia extraordinaria, excepto que se cause una restricción sustancial al derecho de defensa del apelante, que goza de protección constitucional. No se encuentra afectada la defensa en juicio, si la tacha de inconstitucionalidad puede renovarse en la oportunidad del plenario.


    Recurso de hecho deducido por el Defensor Oficial de Sebastián Ignacio G. en los autos: G. G., Alfredo y G., Sebastián Ignacio s/ Doble homicidio


    G. 913, XXXV, 15 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas P. 475, XXXlll, "Prodelco c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo”; M. 148, L. XXXII, “Instituto Nac. de Obras Soc. y de la Administración Nac. delSeguro de Salud, recurso de queja en los autos caratulados: Mutual del Personal de Agua y Energía c/ Adm. Nac. del Seguro de Salud y otro” y A. 138, L. XXXIV, “Agropecuaria Ayui S.A. s/ Amparo”.


    Campodónico de Beviacqua, Ana Carina c/ Ministerio de Salud y Acción social - Secretaría de Programas de Salud y Banco de Drogas Neoplásicas


    C. 823, XXXV, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Constitucionalidad. Beneficios previsionales. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Consideracioes similares a las examinadas en el dictamen de la causa C. 262, L. XXXIV, "Carranza, Raúl Ernesto c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad".


    La Corte ha establecido reiteradamente que las leyes pueden reducir para el futuro los beneficios jubilatorios acordados, en tanto la reducción no resulte confiscatoria o arbitrariamente desproporcionada, si ello se impone por exigencias superiores de una política salvadora de su propia subsistencia' o su desenvolvimiento regular.


    Richard, Hugo s/ Jubilación acción de Amparo


    R. 406, XXXV, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Suspensión del acto administrativo. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho, de manera reiterada, que las cuestiones de hecho y prueba, de derecho común y procesal -materia propia de los jueces de la causa- no son susceptibles de revisión por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su posible acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada. Asimismo, también ha sostenido que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales, sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera instancia para revisar decisiones judiciales.


    Cooperativa de Provisión y Servicios de Comerciantes de Frutas, Hortalizas y afines del Mercado San Miguel Limitada c/ Municipalidad de Salta s/ Amparo - Apelación


    C. 547, XXXIV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Acción de nulidad. Juicios contra el estado. Caducidad de instancia. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Si bien es cierto que lo atinente a la caducidad de la instancia es materia procesal ajena, en principio, a la vía del art. 14 de la ley 48, tal doctrina admite excepción cuando la resolución que la decretó -sobre la base de una interpretación inadecuada de las normas rituales- frustra el derecho del actor a obtener una sentencia que se pronuncie sobre el fondo de la pretensión con grave lesión del derecho de defensa en juicio, máxime cuando la caducidad causa un perjuicio de imposible reparación ulterior en la medida que los recurrentes habrían perdido la posibilidad de reiterar eficazmente su reclamo en las instancias ordinarias, toda vez que la perención borrarla los efectos interruptivos de la demanda sobre el plazo de caducidad de la acción. Es evidente que la inactividad de las actoras, luego del acto citado, se debió a la expectativa de la necesaria actuación del tribunal, en cumplimiento del art. 482 del Código Procesal, en tanto dispone que: "producida la prueba, el oficial primero, sin necesidad de gestión alguna de los, interesados o sin sustanciarla si se hiciere, ordenará que se agregue al expediente. Cumplido este trámite, el oficial primero pondrá los autos en secretaria para alegar". En este sentido, la afirmación dogmática del a quo parece contrariar los fines que el Legislador tuvo en miras al modificar el art. 313, inc. 3° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación con el dictado de la ley 22.434, en razón de que, precisamente por aplicación de dicha norma, cuando la parte queda exenta de su carga procesal de impulso, su inactividad no puede ser presumida como abandono de la instancia, pues ello importaría imputar a las actoras las consecuencias del incumplimiento de las obligaciones legales por parte de los funcionarios judiciales responsables. La interpretación del a quo no se compadece con el fundamento del instituto en cuestión, que consiste en evitar la duración indefinida de los juicios derivada del desinterés de los justiciables, mas no debe constituirse en un artificio tendiente a impedir un pronunciamiento sobre el fondo del pleito o a prolongar las situaciones de conflicto. A mayor abundamiento, valga recordar que la Corte ha resuelto en reiteradas oportunidades, que, por ser la caducidad de instancia un modo anormal de terminación del proceso y cuyo fundamento reside en la presunción de abandono de aquél, debe interpretarse con carácter restrictivo. De ahí que la aplicación que de ella se realice debe adecuarse a esas características, sin extender con excesivo ritualismo el criterio que la preside más allá de su ámbito propio; en particular, cuando el juicio se encuentra en estado avanzado, los justiciables lo han instado durante años y sólo faltan los alegatos para que esté en condiciones de ser dictada la sentencia que resuelve la cuestión de fondo. En tales condiciones, la declaración de caducidad de la instancia afecta de manera directa e inmediata el derecho de defensa (art. 18 de la Constitución Nacional), circunstancia que habilita a descalificar el fallo impugnado como acto judicial válido, según conocida jurisprudencia del Tribunal sobre arbitrariedad de sentencias.


    Astarsa S.A. y otros c/ Ministerio de Economía


    A. 292, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Acción meramente declarativa. Revalúo inmobiliario. Denegatoria del recurso. 


    Requisitos de admisibilidad del recurso extraordinario.


    Las resoluciones en materia de competencia no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, toda vez que no constituyen sentencia definitiva a los fines del recurso previsto en el artículo 14 de la ley 48, salvo que medie denegatoria del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos. Es asimismo un concepto jurisprudencial desde antiguo consagrado por la Corte, que revisten dicho carácter no sólo las sentencias que ponen fin al pleito e impiden su continuación, sino también las que acarrean un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior, precisamente porque no habría oportunidad en adelante para volver sobre lo resuelto, vedando así, en forma definitiva, el acceso a la jurisdicción.


    Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario


    A. 557, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Agencias hípicas. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 630, L. XXXV, “Aguilera, Daniel Oscar y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A.”.


    Anobile, Héctor y otros c/ Empresa Hípica Argentina


    A. 588, XXXV, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 630, L. XXXV, “Aguilera, Daniel Oscar y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A.”.


    Braschi, Matilde y otros c/ Empresa Hípica Argentina


    B. 552, XXXV, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 630, L. XXXV, “Aguilera, Daniel Oscar y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A.”.


    Kollarcik, Enrique y otros c/ Empresa Hípica Argentina


    K. 52, XXXV, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 630, L. XXXV, “Aguilera, Daniel Oscar y otros c/ Empresa Hípica Argentina S.A.”.


    Marchan, Rubén y otros c/ Empresa Hípica Argentina


    M. 671, XXXV, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Asociaciones sindicales. Presentación extemporánea. Denegatoria del recurso. 


    Los argumentos expuestos en el escrito de recurso extraordinario -tendientes a controvertir los fundamentos en los que sustentó el Sr. Juez de Primera Instancia su sentencia- resultan inatendibles, por extemporáneos, en esta instancia extraordinaria. Corresponde desestimar la presentación directa.


    Federación Argentina Sindical del Petróleo y Gas Privado y otro c/ Total Austral S.A. y otro


    F. 1, XXXV, 30 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Fuerza Aérea. Obras sociales. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al fallo de la causa F. 498, L. XXXIII, "Farmed S.A. c/ Obra Social de la Fuerza Aérea”.


    Farmed c/ Obra Social de la Fuerza Aérea


    F. 263, XXXIV, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Caducidad de instancia. Reajuste jubilatorio. Cuestiones de hecho y prueba. Cédula de notificación. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien es doctrina del Alto Tribunal que lo atinente a la caducidad de la instancia, por remitir al examen de cuestiones de hecho y de derecho procesal, es ajena al recurso a que se refiere el artículo 14 de la ley 48, dicho principio admite excepción cuando, con menoscabo del derecho de defensa en juicio y del debido proceso, lo resuelto se aparta de las constancias de la causa y pone fin al pleito, causando agravios de imposible o insuficiente reparación ulterior. Le asiste razón a la quejosa, cuando arguye que el a quo, ha omitido tratar agravios sustanciales expresados contra la resolución de grado, como es el relativo a la prescindencia del objeto de la notificación, que era hacer saber el juez que iba a conocer en la causa. Tal postura involucra, asimismo un excesivo rigor formal en la interpretación del artículo 311 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, sin tener en cuenta la naturaleza de la causa -haberes previsionales ni el auto que se notificaba, a la luz de la referida doctrina de esa Corte acerca del instituto de la caducidad de la instancia. En efecto, el fallo atacado se ciñe al único argumento del juez de primera instancia para confirmar la caducidad: que ha transcurrido el plazo que señala el inciso 2° del artículo 310 del código de rito entre la emisión de la cédula y la fecha en que se decreta la caducidad de la instancia. La Corte tiene establecido que la caducidad de la instancia debe responder a las particularidades de cada caso y que, por constituir un modo anormal de terminación del proceso y de interpretación restrictiva, la aplicación que de ella se haga debe adecuarse a ese carácter, sin llevar ritualistamente el criterio que la preside más allá del ámbito que le es propio.


    Galeano, Delia c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    G. 60, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Carga. Fisco nacional. Cuestión abstracta. 


    En el sub lite resulta aplicable la doctrina del Tribunal que indica que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aunque sean sobrevivientes al recurso extraordinario. La cuestión traída a conocimiento del Tribunal, mediante recurso directo resulta actualmente abstracta.


    José Paramio e Hijos S.H. s/ Leyes especiales (Artículo 40 Ley 11.683)


    J. 53, XXXV, 07 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Incumplimiento del contrato. Meras discrepancias. Desistimiento del recurso. 


    La presentación en análisis resulta improcedente, porque los agravios de la recurrente demuestran tan sólo su discrepancia con la valoración de los hechos y de las pruebas efectuadas por los jueces de la causa, lo que no sustenta la tacha de arbitrariedad que aquélla formula. La doctrina de la arbitrariedad no autoriza al Tribunal a sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación. El pronunciamiento cuenta con suficiente respaldo en las consideraciones de hecho y derecho en él contenidas, relativas a que el incumplimiento de las obligaciones de la demandada tornó a la actora acreedora de la cláusula penal pactada en el convenio de compraventa de acciones celebrado por las partes. El tribunal a quo halló justificada la responsabilidad de la vendedora en virtud de la falta de entrega de certificados provisorios, que consideró esenciales por tratarse del objeto del convenio de compraventa de acciones suscripto entre las partes. Y el recurrente no controvierte adecuadamente este extremo, pues no logra desvirtuar la argumentación desarrollada por los jueces de la causa sobre que el régimen jurídico de los certificados los torna equiparables a las acciones y que éstos títulos constituían el objeto de la compraventa celebrada, cuya exhibición y entrega era esencial para concretar la operación, y que está admitido por la demandada que dichos actos no tuvieron lugar. Tampoco se hace cargo del incumplimiento que se le atribuye por la existencia de embargos sobre el inmueble del garage que generaba la actividad comercial de la sociedad. Desde esa perspectiva, pierde relevancia su alegación de que no está probado que la actora contara efectivamente con los fondos para pagar el saldo de precio, pues la recurrente no indica con base en qué elementos de juicio acreditados en la causa se ha demostrado que ésa fuera la causa de los reiterados incumplimientos que se le imputaron a la vendedora con relación a la entrega de los títulos, de documentación social, que el inmueble se hallaba ocupado por una sociedad no denunciada y que el bien se encontraba embargado. En cambio, el informe del Banco y la prueba de libros cuya valoración también tacha de arbitraria, revelan, cuanto menos, que la compradora procuró y obtuvo el otorgamiento de un crédito -que no fue liquidado- para pagar el precio, abonando incluso gastos y comisiones, a los que se refiere el tribunal a-quo. En realidad, cuando la sentencia señala que la demandada "disponía" de los fondos necesarios y que los "tenía a su disposición", no ha incurrido en un error o apartamiento de las constancias del informe bancario y pericial que, efectivamente, no dicen que tuviera el dinero en efectivo. Los jueces han utilizado expresiones derivadas del vocablo "disponibilidad" con la acepción que usualmente se le atribuye en d derecho comercial, según la cual no es un concepto material sino jurídico, que consiste en un derecho de crédito, pues es de la esencia de la disponibilidad la posibilidad de utilizar un patrimonio ajeno, no su utilización efectiva.  Los argumentos de la sentencia apelada, además de no resultar adecuadamente controvertidos por el quejoso, acuerdan suficiente sustento a la resolución, que no resulta así descalificable en los términos de la excepcional doctrina de la arbitrariedad sustentada por la Corte. Esta doctrina no autoriza al Tribunal a sustituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación.


    Margarian Abraham y otro c/ Poverene, Lilian Ruth y otro


    M. 150, XXXV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa A. 371, L. XXII, "María Isabel Abaleron y otros c/ Nación Argentina".


    Si bien las sentencias del Tribunal sólo resuelven casos concretos que le son sometidos, y sus fallos no resultan obligatorios para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a aquéllas, toda vez que ello no importa la imposición de un puro y simple acatamiento de la jurisprudencia de la Corte sino el reconocimiento de la autoridad que la inviste, de donde deriva la necesidad de controvertir sus argumentos cuando se aparten de dicha jurisprudencia al resolver las causas sometidas a su juzgamiento.


    Alverdi, Ana Raquel y otros c/ Estado Nacional s/ Cobro de pesos


    A. 184, XXXIV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Radiocomunicaciones. Cuestión no federal. Denegatoria del recurso. 


    Debe desestimarse el recurso de queja fundado en la arbitrariedad del pronunciamiento, toda vez que sólo trasunta la discrepancia del impugnante con el criterio del a quo en un punto de naturaleza no federal, cual es, la determinación de las cuestiones sobre las cuales los tribunales de alzada deben pronunciarse cuando conocen por vía de recursos concedidos ante ellos, extremo que, por cierto, resulta a todas luces insuficiente para invalidarlo.


    Compañía de Radiocominucaciones Móviles c/ Fernández, Raúl


    C. 791, XXXIV, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Colación. Presentación extemporánea. Doctrina de la arbitrariedad. Reserva de la cuestión federal. Concesión parcial del recurso. 


    En primer lugar, deben rechazarse por extemporáneos, aquellos agravios que sólo fueron expresados en el escrito de interposición de la queja, ya que, al no haber sido introducidos en el recurso extraordinario, aparecen como fruto de una reflexión tardía. Tal es lo que ocurre con la impugnación referida a la aparente contradicción entre la parte dispositiva de la sentencia y los considerandos de la misma, en orden al monto de la construcción deducible. Otro tanto sucede con la crítica a la determinación del valor colacionable por referencia al Código Fiscal provincial. En efecto, ambos agravios fueron omitidos en el recurso extraordinario, y, con relación al primero, cabe recordar, además, que, si bien para establecer el alcance de la decisión que emana de un fallo ha de atenderse a su parte dispositiva, no lo es menos que no debe prescindirse de sus fundamentos, pues toda sentencia constituye una unidad, en la que aquella parte no es sino la conclusión final y necesaria del examen de los presupuestos de hecho y legales tenidos en cuenta en su fundamentación. Resulta apropiada al sub lite la doctrina de la Corte, que ha establecido que, cuando no se cuestiona la interpretación de una disposición de derecho común, sino que se aduce su aplicación inadecuada que desvirtúa y vuelve inoperante la norma, lo que equivale a decidir en contra o con prescindencia de sus términos, el recurso extraordinario por arbitrariedad resulta procedente. El requisito de la reserva, como el Máximo Tribunal lo tiene dicho, no existe, en realidad, en el marco del recurso extraordinario -sería, obviamente, un excesivo rigorismo-, sino que la exigencia que debe cumplirse es el oportuno planteo de la cuestión federal, a fin de que los jueces puedan decidirla, planteo que incluso - dijo el Tribunal - no requiere de fórmulas sacramentales. No se trata, por consiguiente, de reservar sino de introducir. Y la arbitrariedad, como se dijo, no es una cuestión a decidir, que, por ende, deba ser introducida, sino el defecto de invalidez jurisdiccional del que resguarda el artículo 18 de la Constitución Nacional -en cuya base ese elevado Tribunal fundamentó su creación pretoriana-, y que siempre ha de nacer, de modo indefectible, con el dictado del acto inválido.


    Baca, Laura Mercedes c/ Baca, Osvaldo Marcelo


    B. 250, XXXV, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Compraventa inmobiliaria. Costas. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que es improcedente el recurso extraordinario articulado respecto de pronunciamientos que resuelven acerca de la imposición de costas. Esta doctrina se funda en que tales decisiones versan sobre una materia de índole fáctica y procesal, reservada a los magistrados de la causa, y ajena, como regla, a la vía prevista por el art. 14 de la ley 48.


    Ruberto Guillermo Levame c/ Juan Carlos Levame y otros


    R. 497, XXXV, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Convenios colectivos de trabajo. Homologación del convenio colectivo. Denegatoria del recurso. 


    No se advierte el gravamen que la decisión en disputa acarrea a la quejosa toda vez que, de estar a sus dichos, la homologación nada quita ni agrega al convenio de empresa, por lo que tan superfluo resultaría su ataque –el que concretó aquí el Ministerio de Trabajo- como su defensa, llevada adelante por la aquí recurrente, desde que "siendo un convenio colectivo de empresa, sus disposiciones son válidas entre las partes firmantes conforme a las reglas de los contratos regulados por la legislación común, resultando por ello irrelevante si el mismo está o no homologado". En ese marco no puede sino interpretarse que en su propia presentación la quejosa postula expresamente la inexistencia de un interés jurídico con aptitud como para habilitar su emprendimiento impugnativo. Recuérdese que la Corte ha reiterado que para que la jurisdicción del Alto Cuerpo sea procedente es menester que la controversia llevada a su conocimiento no lo sea por quien carezca de un gravamen económico o jurídico eficazmente tutelable por el pronunciamiento a dictarse; requisito que -también lo dijo la Corte- por tratarse de un recaudo jurisdiccional puede y debe constatarse de oficio, caso contrario la cuestión devendría inexorablemente abstracta. Por otro lado, corresponde se examine detenidamente si cabe admitir que eventualmente alcance tutela jurídica la conducta de quien primero insta la aplicación de una norma y, más tarde, postula su absoluta intrascendencia, desde que nadie puede ponerse en contradicción con sus propios actos ejerciendo una conducta incompatible con otra anterior deliberada y jurídicamente eficaz y puesto que las objeciones al proceder impugnativo del Ministerio de Trabajo omiten que en definitiva, la homologación que aquél juzga indebida tuvo finalmente su origen en la conducta de la recurrente y de la Federación de Sindicatos Unidos Petroleros del Estado que fueron quienes, libremente, requirieron la homologación del convenio colectivo de que se trata.


    Estado Nacional - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Nulidad administrativa


    E. 127, XXXIV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Costas. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones ajenas al recurso extraordinario.


    Tiene dicho la Corte que es improcedente el recurso extraordinario articulado respecto de pronunciamientos que resuelven acerca de la imposición de costas. Esta doctrina se funda en que tales decisiones versan sobre una materia de índole fáctica y procesal, reservada a los magistrados de la causa, y ajena, como regla, a la vía prevista por el art. 14 de la ley 48.


    Federación Sindicatos Unidos Petroleros del Estado c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado


    F. 702, XXXV, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    El recurso planteado resulta improcedente, toda vez que el Tribunal tiene dicho en reiteradas oportunidades que las resoluciones en materia de competencia no son recurribles por la vía del artículo 14 de la ley 48, por no constituir sentencias definitivas, salvo cuando media denegación de fuero federal, o en otras hipótesis excepcionales que permiten equiparar estos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, supuestos que no ocurren en el sub lite. La Corte ha establecido, asimismo, que la ausencia de definitividad del pronunciamiento, no puede suplirse mediante la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas, ni por la pretendida arbitrariedad del pronunciamiento, o la alegada interpretación errónea del derecho aplicable.


    O. V., S. del C. c/ N., A. D.


    O. 273, XXXV, 11 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Cuestiones de hecho y prueba. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Se advierte que reiteran asertos vertidos en instancias anteriores, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculadas a cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, a la par que las conclusiones del a-quo, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio. Asiste razón al juzgador, en especial cuando, finalmente, manifiesta que las conclusiones tácticas que fundamentan el decisorio impugnado no han sido rebatidas, como tampoco se demostró su pretensa arbitrariedad; con lo que el recurso sólo exhibe una diferente interpretación de los hechos de la causa, ineficaz para lograr la apertura de la instancia de excepción. En este orden, procede recordar que la doctrina de la arbitrariedad, reiteradamente calificada por la Corte como excepcional, no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son privativas, ni abrir una nueva instancia ordinaria a fin de corregir fallos equivocados o que se reputen tales, en tanto no se demuestre que el resolutorio impugnado contenga graves defectos de razonamiento o una ausencia de fundamento normativo que impidan considerarlo como la “sentencia fundada en ley” a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Nadra de Rossini c/ Peralta de Canavoso, Benita


    N. 103, XXXV, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Principio de congruencia. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 


    Remisión a los dictámenes de las causas I.55, L.XXXIV, "Irazu, Margarita c/ Copetro S.A. y otro" y K.33, L.XXXIV, "Klaus, Juan Joaquín c/ Copetro S.A. y otro".


    Los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por violar las garantías constitucionales del juez natural, de ejercer industria lícita y de propiedad, así como por carecer de fundamentación, afectar los principios de congruencia y preclusión e incurrir en arbitrariedad fáctica, no son aptos para suscitar la apertura de la instancia del artículo 14 de la ley 48. Tampoco poseen entidad suficiente para habilitar la instancia extraordinaria los agravios referidos a la arbitrariedad en que habría incurrido el a quo, al no fundamentar su decisión, al omitir considerar hechos notorios y al rechazar su excepción de prescripción, en la medida que se trata de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal resueltas por el Superior Tribunal provincial con fundamentos idóneos de igual naturaleza que, más allá de su acierto o error, bastan para sustentar su pronunciamiento y excluir, en el sub examine, la aplicación de la doctrina excepcional sobre arbitrariedad, máxime cuando, como también sucede en el caso, el recurso extraordinario se funda en agravios que reiteran argumentos ya vertidos al cuestionar la sentencia de la segunda instancia provincial, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar.


    Almada, Hugo Néstor c/ Copetro S.A. y otro


    A. 318, XXXIV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Envío postal. Prestación del servicio público. Procedencia del recurso. Devolución del expediente. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El recurso extraordinario es procedente porque se encuentra controvertida la aplicación de normas de carácter federal, como lo son las que regulan la responsabilidad por la prestación de servicios postales internos e internacionales, y la decisión de la Alzada ha sido contraria a la pretensión del recurrente. Sin perjuicio de ello, el fallo recurrido adolece también de arbitrariedad porque incurre en omisiones y falencias respecto de la verificación de hechos conducentes para la decisión del litigio. La sentencia apelada es descalificable como acto judicial porque ha omitido el tratamiento de cuestiones conducentes para la adecuada solución de la causa, ya que no se ha justificado con base en que fundamentos de hecho y de derecho halla que la actuación u omisión de la prestadora del servicio público de correspondencia constituyó una causa eficiente del daño, que haya tenido una incidencia directa en su producción. Máxime, que existe una norma específica que trata la responsabilidad de la administración de correos –el art. 31 de la ley 20.216- por que debió examinar adecuadamente si los presupuestos de hecho comprobados en la causa, debidamente valorados, encuadra en las situaciones previstas por la citada norma.


    Arroyo, Carlos Marcelo c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos


    A. 265, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad del Estado. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La presentación en análisis es improcedente, porque resulta ajeno a la instancia del artículo 14 de la ley 48 lo atinente a la inteligencia asignada por el a quo a disposiciones de derecho público local y común que rigen el reclamo resarcitorio deducido. Además, la doctrina de la arbitrariedad no autoriza al Tribunal a substituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación, lo que no ocurre en la especie.


    Serpa, Rafael c/ Clínica Saint Emilien y otro


    S. 466, XXXV, 11 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Defensa en juicio. Carga procesal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Si bien las resoluciones que declaran improcedentes un recurso ante el tribunal de alzada no resultan, en principio, impugnables por la vía de artículo 14 de la ley 48, el supuesto de autos configura un caso de excepción. Así se considera porque a pesar de su naturaleza procesal, la sentencia referida revela un exceso ritual susceptible de frustrar derecho federal, invocado, en el caso, la garantía de la defensa en juicio.


    Angelini, Ana María y otro c/ Banco de Entre Ríos


    A. 393, XXXIV, 07 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Demanda. Nulidad de la notificación. Inscripción de domicilio social. Denegatoria del recurso. 


    No cabe tachar de arbitraria la decisión apelada, que halla respaldo en las normas específicas aplicables, por cuanto la Ley de Sociedades en su artículo 11, inciso 2° dispone que se tendrán por válidas y vinculantes para la sociedad todas las notificaciones efectuadas en la sede inscripta. El apartamiento de esta regla general ha de ser restrictivo, de lo contrario, importaría una lesión a la seguridad jurídica el privar de eficacia a una norma que instituye un domicilio legal, para asegurar la citación de los entes societarios. La registración de la documentación social se ha impuesto para posibilitar el control estatal y en resguardo de los terceros, a quienes interesa conocer una serie de datos sobre las condiciones en que la sociedad se desenvuelve. Las personas que han elegido la forma societaria para desarrollar sus negocios, a fin de afrontar el riesgo empresario sin responsabilización personal, deben someterse al régimen legal previsto para resguardar a la comunidad de los excesos en la utilización de esa herramienta del derecho, el cual, incluye la mencionada regla sobre la validez de las citaciones practicadas en el domicilio inscripto. Por ello debe constituir una carga para la sociedad la de mantener su domicilio actualizado, pues los terceros deben contar con una indicación precisa para dirigirse contra el ente. Desnaturalizaría ese régimen establecido para el bienestar del comercio, que sean aquéllos quienes deban agotar instancias para ubicar el asiento de los negocios de una sociedad, cuando la ley establece un domicilio legal al efecto.


    Arias, Adelia c/ Servitec S.A.


    A. 717, XXXV, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Resoluciones equiparables a definitiva. Remisión del expediente. 


    La Corte ha admitido que se equipare a sentencia definitiva la decisión que desestima el incidente de nulidad de la notificación de la demanda, en la medida en que ocasione un agravio de imposible reparación ulterior y consideró admisible el recurso extraordinario cuando lo decidido importa un tratamiento inadecuado y dogmático del planteamiento propuesto con menoscabo de los derechos constitucionales invocados. Tal situación se presenta en el caso, pues es descalificable el pronunciamiento que ha omitido expedirse sobre una cuestión oportunamente planteada y conducente para la correcta decisión del caso. La Corte ha dicho que existe cuestión federal que habilita la procedencia del recurso extraordinario, no obstante tratarse de cuestiones fácticas y procesales, cuando al enfocar la cuestión con estricto apego a los arts. 90 del Código Civil y 11 de la ley 19.550, y omitir toda consideración acerca de la conducta reprochada por la demandada con insistente invocación de la buena fe, los jueces incurrieron en un examen excesivamente formal e irrazonable de las constancias del caso, pues prescindieron de elementos objetivos que debían ser ponderados con arreglo a las pautas propias del curso natural y ordinario de las relaciones humanas, como derivación de las reglas de la sana crítica.


    Estancia La Josefina S.A. c/ Plama S.A.


    E. 166, XXXV, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa M. 212, L. XXXV, "Malbert Jorge Alberto c/ Telefónica de Argentina S.A.".


    Malbert Jorge c/ Télefonica de Argentina S.A.


    M. 319, XXXV, 29 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Deserción del recurso. Exceso ritual manifiesto. Defensa en juicio. Sistema previsional. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que corresponde hacer excepción a la regla según la cual las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, en razón de su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48, cuando lo decidido revela un exceso ritual susceptible de frustrar la garantía de la defensa en juicio. La decisión de la Cámara de declarar no admisible el recurso de apelación se ha visto revestida de un injustificado rigorismo formal, incompatible con el derecho de defensa en juicio, máxime si se atiende a la naturaleza alimentaria del beneficio en debate, que impone a los jueces actuar con suma cautela.


    Videla Dorna, Sarah Josefina c/ ANSES


    V. 251, XXXV, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Defensa en juicio. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La arbitrariedad que la recurrente imputa al fallo Superior Tribunal Provincial en este tema - que la condena al pago de salarios caídos hasta la reincorporación "resulta caprichosa y fundada solo en a voluntad del juzgador"- resulta atendible. Ello es así de conformidad con conocida doctrina de la Corte, de acuerdo con la cual es descalificable la sentencia que omite tratar cuestiones oportunamente introducidas conducentes para la correcta resolución del pleito, pues tal presidencia lesiona la garantía de la defensa en juicio y descalifica al pronunciamiento como acto judicial válido.


    Gómez Raúl José c/ Banco de la Provincia de Jujuy


    G. 265, XXXIV, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución de honorarios. Cuestiones procesales. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios resultan extraños a esta instancia extraordinaria, por remitir al tratamiento de cuestiones de derecho procesal, materia propia de los jueces de la causa y, ajena - coma regla y por naturaleza - al art. 14 de la ley 48. Máxime si se tiene presente que la Corte tiene dicho que lo resuelto sobre temas de derecho procesal - en el caso, si el planteo de autos era una cuestión precluida -, sólo es susceptible de revisión en la instancia extraordinaria en supuestos excepcionales, cuando el fallo carece de la debida fundamentación exigible a las decisiones judiciales, situación que no ocurre en el sub lite.


    Caja de Subsidios Familiares para el Personal de la Industria c/ Seidman y Boner S.C.A.


    C. 155, XXXV, 11 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución de sentencia. Tasa de interés. Denegatoria del recurso. 


    Es correcta la posición esgrimida por el sentenciador de rechazar el recurso extraordinario, en tanto encuentra fundamento en reiterada jurisprudencia de la Corte según la cual, las resoluciones recaídas en los procedimientos de ejecución de sentencia, en principio, ajenas a la vía procesal establecida por el artículo 14, de la ley 48 máxime cuando lo que se ataca es, en definitiva, lo resuelto sobre la tasa de interés aplicable.


    Sindicato Argentino de Televisión y otros c/ Comisión Liquidadora de Dicom Difusión Contemporánea S.A.


    S. 18, XXXV, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución hipotecaria. Falta de fundamentación autónoma. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La presentación en examen resulta improcedente, porque lo atinente al método elegido por el juez al fallar la causa, en tanto no prescinde de los hechos ni se aparta de las normas positivas que rigen el caso a través de una razonable interpretación, es ajeno al recurso extraordinario. El recurso que se intenta carece de fundamentación, pues para la procedencia del remedio federal no basta sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso, además, formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos en la misma, en orden a demostrar, que lo allí decidido no es válido para resolver el caso. Máxime que, la doctrina de la arbitrariedad no autoriza al Tribunal a substituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación, lo que no ocurre en la especie.


    Ruberto Guillermo Miguel c/ Levame, Juan Carlos y otros


    R. 502, XXXV, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Honorarios. Intereses. Cuestiones de hecho y prueba. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 


    Si la Cámara prescindió valorar la conducta asumida por las partes en el proceso, tal circunstancia ha sido considerada por la Corte - en el marco de otros presupuestos tácticos - como coadyuvante para dejar sin efecto el pronunciamiento. Asimismo es abundante la jurisprudencia del Tribunal en orden a que si los argumentos expuestos por la Cámara han franqueado el límite de razonabilidad al que está subordinada la valoración de la prueba, el pronunciamiento no constituye un acto judicial válido. También ha dicho la Corte, que no se cumple con la condición de validez de los pronunciamientos judiciales, cuando la decisión no trasluce más que una simple convicción personal de quien la suscribe sin apoyatura en otras consideraciones. Esto es lo que acontece en el sub lite, cuando se califica como intrascendente la cuestión relativa a la autenticidad del convenio. No se escapa, por cierto, que no es potestad de la Corte terciar como un juzgador de una tercera instancia en la valoración de las cuestiones de hecho y prueba que rodean al sub lite, mas no es ello lo que en verdad propicio, sino tan sólo advertir que, el insuficiente tratamiento del tema relativo al convenio, y la inclinación a favor de presunciones que surgirían de las testimoniales como único elemento de ponderación de la cuestión sustancial antes apuntada (pago de los honorarios reclamados), sin el paralelo estudio de otros elementos obrantes en las constancias del sub examíne, importa de por sí, una ligera actividad analítica que dista de constituir la que, por el contrario, exige el deber jurisdiccional para convalidar un decisorio. Porque si bien es muy cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados toma inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de convencer sobre la racionalidad de la valoración efectuada. Lo que acontece en estos autos, donde el defecto en la consideración de extremos eventualmente conducentes, y la mera inclinación dogmática hacia lo que presuntamente se desprendería de algunos testimonios, no configura el cumplimiento de la debida fundamentación que debe contener una sentencia judicial, y obligaba, por tanto, a los jueces de la causa, a buscar en los demás elementos probatorios el mayor grado de verosimilitud de los hechos ocurridos. Finalmente, se advierte que la Cámara omitió tratar, asimismo, la crítica relativa a que no existió reclamo de intereses, ni en la demanda, ni en su ampliación, agravio que fue introducido por los demandados al contestar la apelación del actor.


    Pomiro, Jorge Miguel c/ Madanes, Miguel y otros


    P. 348, XXXIV, 10 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Improcedencia del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa".


    Catalán, Héctor Carlos c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    C. 80, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Aguirre de Luqui, Irma María Octavia c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    A. 728, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Boiry, Lilian Enriqueta c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    B. 117, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Dirata S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Acción declarativa


    D. 518, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Ducros, Juan Carlos c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    D. 528, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Instituto Sara Chamberlain de Eccleston S.A.C. y E. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    I. 175, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Midland Comercial S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    M. 803, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Mindar S.A. c/ Ciudad Autónoma de Buenos Aires


    M. 74, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Murphy, Martín Daniel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    M. 886, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Podestá de Raimondi, Silvia Alejandra y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    P. 108, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Sastre y Estrugamou, Tomás Emilio c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 5, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Sociedad Anónima Cinematográfica c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    S. 763, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Tooling Systems S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    T. 355, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Vaccaro, Omar Ariel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    V. 139, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Eraso, Ernesto Gabriel c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    E. 266, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad formal del recurso. 


    La negativa del Tribunal Superior a entender en los recursos del apelante so pretexto de vicios formales evidencia un rigorismo que afecta en forma directa el principio de defensa en juicio. La Corte ha sostenido que la valoración de los escritos, a fin de determinar si reúnen las exigencias necesarias para mantener los recursos para ante ellos deducidos es, como principio, facultad privativa de los tribunales locales; sin embargo, tal doctrina no puede aplicarse de manera absoluta cuando, la apelación contiene un análisis suficiente de los temas que se pretenden someter a la alzada y cuyo tratamiento ésta omite de manera injustificada por causas formales que no atienden a los antecedentes del proceso.


    M., de P, G. por sí y por sus hijos menores c/ F. L. y/o quien resulte responsable


    M. 287, XXXV, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Q. 46, L.XXXV, "Quintín, Flores c/ Estado Provincial s/ Acción de inconstitucionalidad".


    Tapia, Nicanor David c/ Municipalidad de Perico


    T. 25, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Juicios en que es parte una provincia. Régimen de consolidación de deudas. Cuestión de derecho público local. Pronunciamiento inoficioso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Según lo dispuesto por el artículo19 de la ley 23.982, "las provincias podrán consolidar las obligaciones a su cargo que reúnan las condiciones establecidas en el artículo 1° Las normas legales locales respectivas no podrán introducir mayores restricciones a los derechos de los acreedores que las que la presente ley establece respecto de las deudas del sector público nacional". Del examen de los fundamentos vertidos se advierte que, sin entrar a analizar si los regímenes de consolidación de deudas provinciales pueden ser dictados en ejercicio de facultades no delegadas al Congreso Nacional por tratarse de cuestiones de Derecho Público local, lo cierto es que los decretos en crisis se aprobaron en el marco de la ley nacional a cuyos términos se adhirió, lo cual implicó una suerte de autolimitación para el gobierno local, que le impedía apartarse de dicho ordenamiento introduciendo alteraciones que significaran condiciones más gravosas para los acreedores. Resulta inoficioso pronunciarse respecto a los agravios referidos a la arbitrariedad de la sentencia recurrida -además de ser insuficientes para habilitar la instancia extraordinaria en cuanto a este punto-, teniendo en cuenta el modo en que se resuelve la cuestión planteada.


    Quintin, Flores c/ Estado Provincial


    Q. 46, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Daños y perjuicios. Juicios en que es parte una provincia. Resoluciones equiparables a definitiva. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    Cabe recordar que la Corte ya tuvo oportunidad de examinar situaciones análogas a las planteadas en el presente y, en tales casos, descalificó como actos judiciales válidos los fallos de jueces provinciales que restringieron indebidamente, por cuestiones procesales, el acceso a la jurisdicción de los particulares, con fundamento en que vulneran la garantía del art.18 de la Constitución Nacional. Asimismo, corresponde poner de relieve que la garantía constitucional de la defensa en juicio admite ser reglamentada en beneficio de la correcta sustanciación de los procesos y que dicho poder incluye la facultad de efectuar distinciones razonables entre quienes no se encuentran en la misma condición. Sin embargo, cabe señalar que, en la interpretación de las normas legislativas y reglamentarias, debe evitarse que los particulares queden fuera de protección jurisdiccional y en situación de indefensión -como ocurre en esta causa, en que se ordena el archivo de las actuaciones- pues, la falta de recaudos formales no debe utilizarse para aniquilar los derechos subjetivos e intereses legítimos de los administrados. Por ello, con apoyo en la doctrina sentada por el Tribunal en Fallos: 310:854 -precedente en el que se descalificó la decisión de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires que declaró que la cuestión sometida a juzgamiento, que se había iniciado en un tribunal ordinario local, era de su competencia pero, no obstante, dispuso la remisión de las actuaciones al juzgado de origen para su archivo, omitiendo aplicar supletoriamente el art.352. inc. 1° del Código Procesal local a pesar de que el Código de Procedimientos en lo Contencioso Administrativo lo autoriza en los arts.12 y 25- el Ministerio Público Fiscal señaló que tal proceder evidencia un comportamiento contradictorio que, además de significar un dispendio de actividad jurisdiccional, atenta gravemente contra el derecho de acceso a la justicia.  La sentencia recurrida carece de sustento para ser considerada como acto judicial válido, por no ser derivación razonada del derecho vigente y debe ser descalificada.


    Arruvito, Juan Carlos c/ Provincia de Buenos Aires


    A. 307, XXXV, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Injurias. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    La doctrina de la arbitrariedad no autoriza al Tribunal a substituir el criterio de los magistrados de las instancias ordinarias por el suyo propio en la decisión de cuestiones no federales. Posee un carácter estrictamente excepcional y exige, por tanto, que medie un apartamiento inequívoco de las normas que rigen el caso o una absoluta carencia de fundamentación.


    Recanses, Norberto L. c/ Editorial Atlántida S.A.


    R. 393, XXXIV, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Ha reiterado la Corte que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales, que éstos sean fundados; exigencia que, al decir del Alto Cuerpo, antes de orientarse a mantener el prestigio de la magistratura, procura esencialmente la exclusión de decisiones irregulares que afecten el servicio de justicia, el que no se satisface en circunstancias en que se evidencia que las decisiones atacadas no proveen un análisis razonado de cuestiones introducidas oportunamente y conducentes para la dilucidación ajustada de la controversia.


    Horowitz, Israel c/ Cuperstein, Peisah


    H. 26, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Intereses punitorios. Admisibilidad del recurso. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La sentencia apelada es descalificable como acto judicial, porque ha omitido el tratamiento de cuestiones conducentes para la adecuada solución de la causa, ya que los jueces no tuvieron en cuenta que el resultado final de atenerse a los términos de la cláusula pactada, conducía a convalidar la aplicación de una pena que devino notablemente excesiva al variar las circunstancias económicas imperantes en la época en que se acordó su graduación, configurando una flagrante lesión al derecho de propiedad de la deudora. Fue tardía la invocación de una cuestión federal con fundamento en la aplicación de normas federales impositivas, porque si bien la Corte tiene dicho que la exigencia del oportuno planteamiento del caso federal no rige cuando el pronunciamiento apelado resuelve el litigio según la interpretación que asigna a esas normas sometidos a la decisión de los jueces de la causa, ello descarta la viabilidad de dictar un pronunciamiento sobre aquéllos.


    Sigma Octantis S.R.L. c/ Hansung Ar S.A.


    S. 530, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Jubilación por invalidez. Incapacidad. Cuestiones de hecho y prueba. Procedencia del recurso. 


    Aún cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas -como regla y por naturaleza- a la vía de excepción intentada, ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales invocadas.


    R., J. G. c/ ANSES


    R. 201, XXXIV, 10 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Juicio ejecutivo. Cuestión de derecho común. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho, de modo reiterado, que las cuestiones de derecho común y procesal, no son aptas para reabrir el recurso extraordinario, al igual que los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de los recursos extraordinarios de orden local que les son llevados y la tacha de arbitrariedad es especialmente restrictiva respecto de aquellos.  No se presenta la situación excepcional invocada por el quejoso, relativa a que la denegación del acceso a la vía procesal sustentaría fundamentos arbitrarios y carentes de sustento legal. Por el contrario, observando el mismo criterio seguido por el Superior Tribunal de provincia, la Corte sostiene que las decisiones recaídas en juicios ejecutivos son, como principio, insusceptibles del recurso extraordinario, pues no revisten el carácter de sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 48. Tal doctrina solo cede en supuestos de excepción en que lo resuelto reviste gravedad institucional puede conducir a la frustración de un derecho federal, pero no basta para justificar un apartamiento de la misma ni la magnitud del apremio, ni la legalización de inconvenientes para el completo resarcimiento en el juicio ordinario posterior.


    López Moreno, Ernesto c/ Intermar Sociedad Anónima


    L. 322, XXXIV, 14 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    La queja es improcedente en virtud de la ausencia de sentencia definitiva sobre el punto en cuestión, y que las objeciones están destinadas a controvertir la aplicación e interpretación de normas procesales y de derecho público local. En efecto, se trata en el caso de una sentencia recaída en juicio ejecutivo, donde el tribunal de primera instancia, mediante fallo confirmado por la alzada, y la estricta aplicación de normas procesales, desestimó las excepciones de falsedad de ejecutoria, inhabilidad de título y pago total, alegando que la naturaleza del proceso de ejecución impedía el análisis de la materia fuente de la obligación, lo cual como es sabido, no impide su discusión en un proceso ordinario posterior, que aleja, por ende, la eventualidad de un perjuicio irreparable que pudiese permitir la admisión del recurso, extremo reconocido por el propio apelante en el recurso de inaplicabilidad de la ley.


    Malbert, Jorge Alberto c/ Telefónica de Argentina Sociedad Anónima


    M. 212, XXXV, 29 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Lealtad comercial. Doctrina de la arbitrariedad. Debido proceso. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Para que se configuren infracciones a la ley 22.802 no es necesario evaluar si hubo o no intencionalidad por parte del infractor, ni, tampoco, si se produjo un resultado, pues, en principio, se trata de infracciones formales. Si bien es cierto que la doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no resulta apta para corregir sentencias equivocadas o que el recurrente estime tales según su criterio, la Corte ha reconocido que deben atenderse por esta vía supuestos en los que se verifique un apartamiento primario de la solución prevista en la ley, o una absoluta carencia de fundamentación, a fin de resguardar las garantias de la defensa en juicio y el debido proceso. Las leyes pueden establecer reglas de prueba menos rigurosas cuando se trata del castigo de contravenciones de menor cuantía que no alcanzan a tener el carácter de delitos. No vulnera el principio de legalidad previsto en el articulo 18 de la Constitución Nacional, la circunstancia de que por vía reglamentaria se complete la descripción del tipo legal cuando la ley lo ha autorizado expresamente.


    Cencosud S.A. s/ Infracción Ley 22.802


    C. 1079, XXXV, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Obras sociales. Denegatoria del recurso. 


    Dada la índole provisoria de las resoluciones y en ausencia, por ende, de un decisorio de fondo sobre el objeto de la pretensión, no se advierte -a los fines establecidos por el art. 14 de la ley 48- la definitividad de la resolución atacada -la que, deviene asimilable a una decisión precautoria-, defecto que, debe recordarse, no se suple con la invocación de garantías constitucionales supuestamente vulneradas ni con la pretendida arbitrariedad del decisorio. Más aún, tratándose de pretensiones que se esgrimen contra el Estado Nacional y contra un ente situado en la órbita de un estado provincial, dada su solvencia económica. Ello es así, sin perjuicio de que el énfasis del lenguaje utilizado por la alzada haya podido hacer incurrir en confusión sobre los alcances de su resolutorio. A este respecto, no es ocioso poner de resalto dado el remedio extraordinario de que se trata y el encarecimiento que significa a este fin su señalamiento expreso por la denegatoria, que era carga de la quejosa acreditar la irreparabilidad del agravio, empeño que en modo alguno advierto exitoso. Tampoco obsta a lo anterior la gravedad institucional que se alega, desde que la misma, carente de un serio y concreto desarrollo, no excede de la mera afirmación dogmática, en el marco de la excepcional doctrina de la Corte respecto de su admisión.


    Obra Social de la Actividad Docente c/ Instituto de Obra Médico Asistencial


    O. 38, XXXV, 30 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Nulidad del acto jurídico. Insuficiencia del agravio. Resoluciones equiparables a definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien la Corte tiene muy dicho que las cuestiones de naturaleza común y procesal, no habilitan la concesión del recurso extraordinario, ha declarado su procedencia en casos como el que se plantea en autos, donde se ha configurado, una decisión de carácter dogmático y carente de fundamentos suficientes que se ajusten a las constancias de la causa, y que no atiende a los argumentos desarrollados por el incidentista en su presentación, que señalan la concurrencia de un exceso ritual manifiesto en la interpretación de la norma. Los propios argumentos doctrinarios y la jurisprudencia que cita el a-quo, permiten descalificar su decisión de rechazar la nulidad, en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, a poco que se aprecie que el perjuicio que según dijo debía invocarse, había sido alegado, y que el requisito formal que exigió cumplir importó, en las circunstancias aludidas, un exceso ritual, a raíz de que el supuesto destinatario ya conocía su contenido. Sin perjuicio de ello, cabe agregar que, al haber sido la orden tardía, y por tanto sorpresiva para el quejoso, en el mejor de los casos debió ordenarse una notificación fehaciente y personal de, esa inoportuna decisión.


    Méndez Acosta, Carlos c/ Vipos S.A. y otro


    M. 144, XXXV, 30 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Obligaciones de dar sumas de dinero. Tasas de interés. Denegatoria del recurso. 


    La Corte tiene dicho de manera reiterada que la doctrina referente a la arbitrariedad no es invocable en tanto la sentencia contenga fundamentos jurídicos mínimos que impidan su descalificación como acto judicial. También tiene expuesto la Corte que aquella doctrina ni la invocada violación de garantías constitucionales, justifican la sustitución, por la Corte Suprema, del criterio de los jueces de la causa en punto a la apreciación de los hechos, a la selección de las pruebas y a la aplicación de las normas de orden común, que rigen el juicio, si el pronunciamiento del a quo posee fundamentación suficiente y no media exceso en el ejercicio de facultades que le son propias, así como que la discrepancia con el fallo por parte de la recurrente, no configura cuestión federal que sustente la apelación extraordinaria.  En el caso se trata de la aplicación e interpretación de la ley 24.283, respecto de la cual la Corte, tiene también reconocido su carácter común y no federal, de lo que se deduce que la interpretación razonable o posible que de ella se formule para determinar su aplicación al caso, no da lugar a la vía extraordinaria. Por último, tiene también reiterado el Alto Tribunal que la determinación de la tasa de interés no es, como principio, materia revisable mediante el remedio excepcional, en tanto es facultad propia de los jueces de la causa el determinar el modo y oportunidad de aplicación de la misma, porque depende de circunstancias de hecho y derecho común, que sólo a ellos incumbe apreciar. A luz de tal doctrina de la Corte, el recurso habrá de ser desestimado. Sin perjuicio de ello, es necesario poner de relieve que las objeciones del recurrente se centran en que el tribunal, sin atender a lo que surge de la norma legal invocada, habría considerado que la misma no es aplicable a las deudas de dinero. Empero, en el sub-lite, la decisión del a-quo de no aplicar al caso la ley 24.283, que, como se dijo, es de carácter común, no incluyó, estrictamente, tal afirmación, ni produjo, por lo tanto, un apartamiento de lo expresamente dispuesto en la norma, como alega el deudor, sino que se limitó a señalar, en orden a lo que surgía de lo actuado en la causa (en particular, si se. atiende al planteo que efectuó el deudor para adecuar su obligación al valor de las botellas de sidra) que ésta es típicamente dineraria y que, por ello, no se configuraba en la especie la sustitución de una prestación por dinero. En otras palabras, vino a considerar que la cuestión excedía de un problema de adecuación entre un monto firme el monto verificado -originalmente, luego de desestimarse el incidente de revisión planteado por el deudor Por último, cabe destacar, en orden a lo expresado, que la Corte ha señalado a través del voto de alguno de sus integrantes, que la ley 24.283 no deroga el principio de integridad del pago de las deudas dinerarias, que su aplicación no es un procedimiento puramente mecánico, y que corresponde en su hermenéutica ajustarse a las particulares circunstancias de la causa.


    Astorqui y Compañía S.A. s/ Concurso preventivo


    A. 388, XXXIV, 31 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Personería gremial. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 


    Encontrándose viciado de nulidad el procedimiento administrativo que culminó con el otorgamiento de la personería gremial a FOECOP -toda vez que la no citación a FOECYT implicó un grave desmedro a su derecho de defensa garantizado por el artículo 18 de la Constitución Nacional -, corresponde declarar procedente el recurso extraordinario deducido y dejar sin efecto la sentencia en recurso y devolver los autos al tribunal de origen a fin de que dicte, por quien corresponda, uno nuevo con arreglo a lo expuesto.


    Federación Obreros y Empleados de Correos y Telecomunicaciones s/ Queja expediente administrativo


    F. 135, XXXIV, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Prescripción de la acción penal. Sentencia arbitraria. Insuficiencia del agravio. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 


    Toda vez que el apelante no realiza una crítica exhaustiva de los puntuales fundamentos del auto denegatorio, existiría una circunstancia que, en principio, privaría a la queja del debido fundamento tendiente a demostrar su procedencia. El recurrente sólo asevera una determinada circunstancia, como puede ser la falta de tratamiento de una cuestión esencial, sin haber formulado una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos en los que el a fallo se apoya, la apelación federal adolece del requisito de fundamentación suficiente que exige el artículo 15 de la ley 48. La revisión del análisis de cuestiones de derecho común y procesal, por regla, resulta ajena a la instancia de excepción. Aún así, en ciertas circunstancias se ha abierto dicha jurisdicción extraordinaria, cuando la sentencia contiene afirmaciones dogmáticas o carece de una mínima fundamentación.


    O., Juan Carlos y otro s/ Artículo 300 del Código Penal -causa N° 1.098-


    O. 151, XXXV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Prescripción. Sentencia equiparable a definitiva. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 


    En reiteradas oportunidades la Corte reconoció que decisiones como las aquí estudiadas, desestimatorias de la defensa de prescripción liberatoria de la acción, devienen definitivas luego de dictada la sentencia final del pleito que admite el reclamo a cuyo respecto se invocó la mentada extinción. Dicho criterio general, en segundo lugar, se vincula con la repetida jurisprudencia del Tribunal que no sólo considera sentencia definitiva al pronunciamiento final del pleito, sino que equipara a tal, a aquellas decisiones que originan agravios que exhiben entidad bastante para conducir a un resultado diverso del juicio, por lo que de ser mantenidos generarianse consecuencias de insuficiente o imposible reparación ulterior. Así ocurre, precisamente, con resoluciones como las cuestionadas por los quejosos, desestimatorias de las defensas de cosa juzgada y prescripción, que si bien en su momento podían considerarse no definitivas, devinieron ineludiblemente en finales, cuando las instancias correspondientes acogieron, por otras razones, los reclamos a cuyo respecto se invocaba la extinción de las obligaciones, con fundamento en dichos institutos. Resultaba entonces, el tratamiento previo por la Corte local de los agravios correspondientes, en especial, cuando el máximo tribunal provincial también se avocó al estudio de las restantes cuestiones planteadas quedando firme la sentencia condenatoria de segunda instancia. Si bien la Corte, como regla ha dejado establecido que las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante tribunales provinciales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria, también ha admitido que cabe hacer excepción a ese principio cuando la sentencia -como ocurre en el caso- evidencia un excesivo rigor formal, e incluye meras afirmaciones dogmáticas, que no se compadecen con lo afirmado por el apelante, frustrando, así, una vía apta para el tratamiento de las cuestiones debatidas, con el consiguiente menoscabo de la garantía de defensa en juicio.


    Comisión Liquidadora de la Quiebra de Toledo Ríos, Antonio c/ Banco de San Juan


    C. 645, XXXIV, 07 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Devolución del expediente. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 184, L. XXXIV, "ALVERDI, Ana Raquel y otros c/ Estado Nacional".


    Altamirano, Alberto Gerardo Luis y otros c/ Estado Nacional s/ Cobro de australes


    A. 596, XXXIII, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Quiebra. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Tiene dicho la Corte que, no mediando denegatoria del fuero federal, el recurso extraordinario respecto de aquellas resoluciones que dirimen cuestiones de competencia, no resulta procedente, al carecer tal decisión del carácter de sentencia definitiva.


    Sitja y Balbastro, Juan Ramón s/ Quiebra


    S. 629, XXXV, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Reconvención. Escritura traslativa de dominio. Instrumentos públicos. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    En cuanto a las cuestiones en debate, el Tribunal ha resuelto en reiteradas oportunidades, que es improcedente el recurso extraordinario cuando los únicos agravios del apelante, remiten al tratamiento de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia propia de los jueces de la causa y ajena, como regla, y por su naturaleza, al artículo 14 de la ley 48. Tal es lo que ocurre en el sub lite, desde que la simple lectura de los términos de la sentencia, y de los del recurso, lleva a concluir que los argumentos de la recurrente, que, reiteran asertos ya vertidos en instancias anteriores, sólo traducen diferencias con el criterio del juzgador para la selección y valoración de la prueba; y que las conclusiones de este último, no son refutadas mediante argumentos conducentes para poner en evidencia una decisiva falta de fundamentación en el decisorio, según resulta exigible en la actual teoría recursiva, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. Al respecto la Corte tiene establecido que no corresponde aplicar la doctrina de la arbitrariedad, cuando el tribunal ha expresado fundamentos fácticos que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para sustentar sus conclusiones y, si las impugnaciones propuestas sólo traducen discrepancias con el criterio de selección y valoración de las pruebas aplicados por la alzada. Cabe recordar, por otra parte, que el a-quo, como argumento principal de su sentencia, puso de relieve que por aplicación de las normas de la simulación, debían mediar circunstancias que hicieran inequívoca la existencia de tal figura legal, supuesto que, a su criterio, no ocurría en el caso, toda vez que, “el cúmulo de elementos de juicio” tenido en cuenta por el inferior como fundamento de su conclusión, resultaba lo suficientemente dudoso como para obstar la certeza que la misma requiere. En este contexto, no está demás señalar que, en atención a la fe que la ley atribuye a los instrumentos públicos, adquiere especial relevancia el carácter pleno y convincente que deben reunir las presunciones, y que en caso de duda, debe prevalecer la validez del acto impugnado. Los defectos antes señalados, entonces, adquieren particular significación tan pronto se observa que las críticas vertidas -que, comprometen únicamente aspectos de hecho y de prueba- obran expuestas so color de arbitrariedad, doctrina jurisprudencial que, como insistentemente tiene dicho la Corte no es apta para revitalizar el debate sobre el mérito de las pruebas incorporadas al proceso aunque se trate de presunciones, ni tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el apelante considere tales a raíz de su mera discrepancia con el criterio de selección y valoración de las pruebas, incluso presunciones, como sucede en el caso en que se rechazó la acción de simulación, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional, y exige que medie un inequívoco apartamiento de las normas que rigen el caso o una decisiva carencia de fundamentación, supuestos que no concurren en el sub lite.


    Díaz Manini, Domingo Miguel c/ Roldán, Irene Lucía y otro


    D. 289, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios. Denegatoria del recurso. 


    Es dable precisar que la cuestión planteada debe examinarse como un problema de índole estrictamente procesal, orientado a determinar si la Sala citada tenía jurisdicción o no para regular los honorarios de los recurrentes. Eso es, que la cuestión no remite a una eventual controversia en la interpretación de la inteligencia del fallo de la Corte, en cuyo caso el Tribunal sería exclusivo y fiel intérprete, sino de precisar, con arreglo al derecho ritual, los efectivos alcances de aquel pronunciamiento.  La recurrente tiene una concepción errada en cuanto a este punto. Ello es así, en virtud de que, luego de la sentencia de la Cámara, sobre el fondo de la cuestión, solo uno de los demandados interpuso recurso ante el Supremo Tribunal, razón por la cual el fallo de la corte, que dejó sin efecto aquella resolución tiene alcances de manera exclusivas respecto de la persona que lo solicitó y de ningún modo podría pretenderse que se aplicará a partes que no la han cuestionado y que, por consiguiente, la han consentido. Más aún, si así se interpretara, entendería que los recurrentes están pretendiendo que se deje sin efecto una sentencia que les fue favorable al absolver su propio representado.


    Houston de Otaegui, María Cristina c/ Sanatorio San Lucas S.A.


    H. 78, XXXV, 10 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    En este supuesto particular, en el que el recurrente pretende habilitar la vía excepcional, alegando, por un lado, la denegación tácita del derecho federal invocado, y por otro, la arbitrariedad del pronunciamiento, procede recordar que, conforme a jurisprudencia de la Corte, corresponde considerar en primer término la arbitrariedad, pues si ésta existe, deviene insustancial el tratamiento de los demás argumentos, ya que no habría sentencia propiamente dicha.


    Alianza Petrolera Argentina S.A. c/ Yacimientos Petroliferos Fiscales S.A.


    A. 486, XXXV, 15 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Síndico del concurso. Sentencia definitiva. Admisibilidad del recurso. 


    La resolución apelada tiene carácter definitivo porque causa a los recurrentes un gravamen insusceptible de reparación ulterior.  La decisión adoptada es descalificable como acto judicial, porque la Cámara ha incurrido en autocontradicción. En efecto, si el tribunal sostuvo en el punto a) de su fallo que diferenció con claridad cuáles emolumentos correspondían al síndico y cuáles a su letrado, cuando conoció en los recursos deducidos contra las respectivas regulaciones, tal aseveración no es compatible con la formulada en el punto b) en tanto dice que los honorarios que fijó a los letrados deben ser asumidos por el síndico.


    José y Carlos Romano Hermanos S.A. s/ Concurso preventivo


    J. 25, XXXV, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Rescisión del contrato. Daños y perjuicios. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    El recurso intentado resulta improcedente, por cuanto los agravios del apelante remiten al tratamiento de cuestiones de hecho, prueba, derecho común y procesal, materia propia de los jueces de la causa y, ajena – como regla y por su naturaleza - al art. 14 de la ley 48; máxime cuando, como en el sub lite, el tribunal ha expresado fundamentos que, más allá del grado de su acierto o error, resultan suficientes para sustentar sus conclusiones, y las impugnaciones propuestas sólo traducen discrepancias con el criterio de selección y valoración de las pruebas, con la interpretación de cláusulas contractuales, y con la aplicación de principios procesales, realizados por la alzada. La doctrina de la arbitrariedad, reiteradamente calificada por la Corte como excepcional, no tiende a sustituir a los jueces de la causa en cuestiones que le son privativas, ni abrir una nueva instancia ordinaria a fin de corregir fallos que se reputen equivocados, en tanto no se demuestre que el resolutorio impugnado contenga graves defectos de razonamiento o una ausencia de fundamento normativo que impidan considerarlo como la “sentencia fundada en ley" a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Veitz, José c/ Instituto de Servicios Sociales para el Personal de Seguros, Reaseguros, Capitalización y Ahorro y Préstamo para la Vivienda


    V. 175, XXXV, 11 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Resolución del contrato. Daños y perjuicios. Falta de fundamentación autónoma. Denegatoria del recurso. 


    El recurso federal intentado no puede prosperar, ya que no satisface el requisito de fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48. No cabe tener por subsanado dicho defecto con la genérica remisión al escrito de demanda que se realiza en la apelación extraordinaria.


    Bargues, Armando José c/ Cargill Sociedad Anónima


    B. 499, XXXIV, 11 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad solidaria. Extensión de la responsabilidad. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    No obstante que la Corte tiene muy dicho que las cuestiones relativas a hechos, prueba y derecho común y procesal, son propias de la competencia de los jueces de la causa y no habilitan la concesión del remedio excepcional, corresponde admitir la procedencia del recurso extraordinario y, consecuentemente, de la queja planteada ante su denegación, por configurarse supuestos de arbitrariedad de magnitud suficiente e imprevisibles para los recurrentes. Ello porque lo expuesto por el tribunal apelado, no se ajusta a lo que surge de las constancias de la causa, y por tanto los fundamentos esgrimidos para modificar la sentencia de primera instancia y extender la condena, no constituyen más que afirmaciones dogmáticas sin fundamento legal y de hecho y, por tanto, traducen una arbitrariedad manifiesta que descalifica al decisorio como acto jurisdiccional.


    Cheli, María c/ Centro de Actividades Termomecánicas S.A. y otros


    C. 321, XXXIV, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Universidades nacionales. Concursos docentes. Sentencia firme. Cosa juzgada. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso deducido es inadmisible, toda vez que se trata de impugnar la decisión recaída en un proceso de ejecución de una sentencia que había quedado firme en la causa principal, pues aquélla no reviste el carácter definitivo que exige el 14 de la ley 48 como requisito de procedencia del recurso extraordinario. Por otra parte, aun cuando la Corte ha considerado -en reiteradas oportunidades- que cabe hacer excepción a tal principio cuando lo resuelto importe un apartamiento palmario de los términos del fallo final de la causa, lo cierto es que, en el sub lite, no se configura ese extremo que habilitaría la apertura de la vía extraordinaria. El Máximo Tribunal ha destacado, en forma reiterada, que el respeto a la cosa juzgada es uno de los pilares fundamentales sobre los que se asienta nuestro régimen constitucional y que la estabilidad de las sentencias constituye un presupuesto ineludible de la seguridad jurídica.


    Tiramonti, María Guillermina c/ Universidad Nacional de La Plata


    T. 68, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa G. 653, L. XXXIII, “González de Delgado, Cristina y otros c/ Universidad Nacional de Córdoba s/ Amparo”.


    Cornet, Luis Ricardo y otros c/ Universidad Nacional de Córdoba


    C. 655, XXXIV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Liquidación de haberes. Cosa juzgada. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. Devolución del expediente. 


    No se desconoce la reiterada jurisprudencia de la Corte en orden a que lo atinente a la existencia o inexistencia de la cosa juzgada es un problema de hecho y de derecho procesal, ajeno a la instancia extraordinaria. Empero, el Alto Cuerpo también ha destacado que ello no impide conocer en un planteo de dicha naturaleza cuando su examen por los jueces de la causa extiende su valor formal más allá de límites razonables, utiliza pautas de excesiva lasitud y omite una adecuada ponderación de aspectos relevantes de la causa, todo lo cual redunda en un evidente menoscabo de la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional. Dichas consideraciones -en su substancia- las ha extendido, asimismo. Al problema de la preclusión, sobre cuyo sobredilnensionamiento advirtió la Corte en Fallos: 302:1430; 313:1223; 317:757 y 318:912; la que, destacó también, no legitima situaciones inconciliables con el orden público. La Corte señaló en el precedente de Fallos: 320: 158, no cabe asentir a que se desatienda la realidad económica del caso y las consecuencias patrimoniales del pronunciamiento. En un sentido similar, en donde se destacó que si bien las cuestiones que atañen a la actualización monetaria y al quantum de la depreciación son, en principio, ajenas a la vía del recurso extraordinario, resulta admisible apartarse de ese temperamento cuando, por razones no imputables al interesado, se altera el real significado económico de la deuda. En ese contexto, señaló la Corte el silencio guardado por el deudor ante la liquidación presentada por la parte contraria, no configura un impedimento con aptitud suficiente para frustrar el ejercicio de los derechos invocados por el impugnante, pues si bien debe ser reconocida la trascendencia de las técnicas y principios tendientes a la organización y desarrollo del proceso, no cabe legitimar que dichas formas procesales sean utilizadas mecánicamente con prescindencia de la finalidad que las inspira y con olvido de la verdad jurídica objetiva. pues ello no es compatible con un adecuado servicio de justicia. No obsta a lo anterior que, apreciado en su origen el monto del crédito se haya dirigido a reprimir una inconducta procesal, pues esa circunstancia carece de aptitud como para justificar una eventual desproporción, en tanto no cabría tolerar que un originario propósito represivo se traduzca en una fuente injustificada de enriquecimiento, ni que se quiebre toda norma de razonabilidad, violente los principios establecidos en los artículos 953 y 1071 del C. Civil y desnaturalicé la finalidad de la pretensión entablada, so color de un supuesto respeto al principio de la cosa juzgada.


    Rizzi, Norberto c/ Cámara Industrial Gráfica Argentina


    R. 311, XXXIV, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Concurso preventivo. Denegatoria del recurso. 


    Ausencia de sentencia definitiva.


    La materia traída a recurso no configura la decisión definitiva a que se refiere el art. 14 de la ley 48, que habilite la vía extraordinaria. En efecto, la resolución que ordena la remisión de los autos al juez del proceso concursal importa una declinatoria de competencia, sobre la que aún no se ha pronunciado el juez requerido, quien podría rechazar la atribución del expediente. Por otra parte, la Corte tiene dicho que las resoluciones en materia de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, salvo hipótesis excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos; y que la definitividad no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales.


    Fisco Nacional - Dirección General Impositiva (DGI) c/ Supermercado Integral Afra S.A.C.I.I.


    F. 197, XXXV, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión constitucional. Interpretación de normas y actos locales. Autonomía provincial. Denegatoria del recurso. 


    Debe declararse la improcedencia del recurso, en virtud de que la Corte tiene dicho, de manera reiterada, que no son factibles de ser revisadas por la vía excepcional de la ley 48 las decisiones de los tribunales provinciales que deniegan recursos locales en la medida que conducen al examen de normas de derecho local. Ello es así, en virtud del debido respeto a las atribuciones de las provincias en darse sus propias instituciones y regirse por ellas. Máxime cuando, como en el caso, es meridianamente clara la improcedencia de los planteos acerca de la supuesta violación a principios constitucionales, por resultar insustanciales. Por cuanto los fundamentos y razones dados por el agraviado, no alcanzan a conmover las motivaciones vertidas por el a quo para denegar los aludidos recursos locales, basadas en lo sustancial en que las quejas de índole extraordinaria deben introducirse en la primera ocasión posible en el curso del proceso, pues tanto el acogimiento como el rechazo de las pretensiones de las partes son eventos previsibles que obligan a su oportuna articulación, lo cual hace revestir de suficiente fundamento al fallo que se ataca y lo pone al abrigo de la tacha que se le endilga.


    Salvucci, Carlos c/ Inmobiliaria Labor S.A. y/o Nelson Algarbe


    S. 107, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (procesal)


    Extradición. Concesión errónea del recurso. 


    El recurso ordinario de apelación previsto por el artículo 24, inciso 6°, apartado b), del decreto-ley 1285/58, sólo procede contra la sentencia que ponga fin al juicio o impida su continuación, sin que quepa hacer extensivas las excepciones admitidas en materia de recurso extraordinario.


    M. A., Miguel Ángel s/ Recurso de queja


    M. 3, XXXVI, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de inaplicabilidad de la ley


    Superior Tribunal de Justicia. Inadmisibilidad del recurso. Recurso extraordinario. Fundamentación del recurso. Autonomía del recurso. Doctrina de la arbitrariedad. Gravedad institucional. Denegatoria del recurso. 


    La procedencia del remedio federal requeriría de la evidencia de que se ha acreditado el cumplimiento del monto mínimo habilitante o de que su exigencia resulta infundada, y, también, de que el escrito casatorio de la accionada posee la debida autonomía, puesto que todo ello dejaría expuesta, en principio, la arbitrariedad que se alega en el recurso extraordinario. Empero, ello no acontece, en el sub lite, desde que la quejosa se limita a insistir en la reiteración de agravios mayormente ya vertidos sobre la cuestión de fondo, sin decir nada sobre la imputación que le formuló el a quo a propósito del monto mínimo ni sobre la supuesta falta de autonomía, la que inclusive, como refiere el Tribunal de provincia, parece implícitamente admitir, intentando su no recurrencia en el recurso del artículo de la ley 48. La Corte ha reiterado que las resoluciones por las cuales los superiores tribunales de provincia deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios locales que se interponen ante ellos, no son, en principio, revisables en la instancia federal y que la tacha de arbitrariedad a su respecto es sumamente restrictiva; razones todas que confluyen al tiempo de desaconsejar la procedencia del remedio. Nada obsta a lo anterior la alegación de gravedad institucional que se efectúa en el recurso en tanto que la misma, carece del concreto y serio desarrollo destinado a evidenciar las supuestas consecuencias de orden institucional del fallo que se discute; no excediendo, por ende, en tales condiciones, de una afirmación dogmática, en el marco de la excepcional doctrina de la Corte respecto de su admisibilidad; extremo al que se añade que la propia presentante informa que el Tribunal Superior de Justicia de la Provincia varió su anterior jurisprudencia sobre el asunto.


    Rozados, Héctor c/ Banco Provincia de Neuquén


    R. 225, XXXV, 04 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de inconstitucionalidad


    Recurso de casación. Formalidades procesales. Beneficio de litigar sin gastos. Fallos de la Corte Suprema. 


    Se encuentra en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal recaído en la propia causa, circunstancia que hace formalmente viable el recurso extraordinario. La Sala Primera de la Corte de San Juan, luego de argumentar que correspondía el rechazo formal de los recursos articulados, se ocupó, sin embargo, de examinar los agravios propuestos, a fin de aventar la imputación de un formalismo ritual excesivo. Ello evidencia, al menos, el propósito del a-quo de someterse a las directivas de la Corte, y, en tales condiciones, son los miembros de esa Exma. Corte Suprema, en su carácter de intérprete máximo y final de sus propios dichos, a quienes compete expedirse en el problema, dado que esta Procuración General de la Nación no tuvo participación ni, por ende, opinión consonante con aquel pronunciamiento. No obstante ello, y a todo evento, no existen cuestiones susceptibles de ser tratadas por esta vía, toda vez que la queja relativa a una supuesta reincidencia en exceso de ritual manifiesto, ha sido expresamente salvada en forma subsidiaria por el a quo, mediante argumentos que no prescinden de los hechos de la causa, ni contienen deficiencias lógicas de razonamiento, ni ausencia de fundamento normativo, por lo que aquella impugnación resulta extraña al recurso extraordinario. Máxime cuando se observa que los agravios desarrollados por el recurrente en su presentación, reiteran asertos ya vertidos en instancias anteriores, y se presentan mas bien como una expresión de su disconformidad con la valoración de circunstancias fácticas y de normas de derecho común y local, lo cual es materia ajena a esta instancia de excepción. Sin perjuicio de lo expuesto, la Corte deberá verificar previamente, en el marco de sus exclusivas potestades jurisdiccionales, las objeciones planteadas por el presentante del escrito agregado al cuaderno de queja, relacionadas a la presunta falta de legitimación de la actora y del apoderado de la misma y de sus hijos, a la fecha de interposición del recurso extraordinario, y a la eventual extemporaneidad de la presentación de estos últimos al suscribir solamente el recurso de queja.


    Castro, Juana Teresa c/ Jorge Alberto Guevara


    C. 278, XXXV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Remisión al dictamen de la causa D. 153, L. XXXVI, “Da Conceicao Texeiera, Casimiro s/ Infracción Ley 24.769”.


    Da Conceicao Texeiera, Casimiro s/ Infracción Ley 24.769


    D. 156, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa D. 1, L. XXXVI, “Dinar Líneas Aéreas S.A. s/ AFIP DGI Resol. 328/99 Dto.1533/99 s/ Amparo ley 16.986”.


    Yoma S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos


    Y. 6, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Beneficio jubilatorio único. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    No se encuentra atendibles los argumentos expuestos por el apelante, en tanto considero que el fallo que impugna cuenta con fundamentos suficientes de hecho y prueba que, más allá de su acierto o error, le prestan sustento bastante para que deba rechazarse la tacha de arbitrariedad que se le endilga. Hay que recordar que tiene reiteradamente expresado la Corte, que las discrepancias del recurrente con el criterio del tribunal concerniente a la selección y valoración de los distintos elementos probatorios aún en el caso de presunciones, no habilitan la vía del artículo 14, de la ley 48; pues ella no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de cuestiones que le son privativas, salvo supuestos de arbitrariedad, circunstancia que, no se da en el supuesto caso.


    Albónico, Guillermo y otro c/ Instituto Obra Social


    A. 354, XXXIV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene la queja articulada por el señor Fiscal General.


    M., Francisco y M., Raúl s/ Evasión fiscal y presunto contrabando -Causa n° 2.646-


    M. 286, XXXVI, 19 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideraadas en el dictamen de la causa C. 737, L. XXXV, “Carrefour Argentina S.A. c/ ANMAT s/ Proceso de conocimiento”.


    Carrefour Argentina S.A. c/ ANMAT s/ Proceso de conocimiento


    C. 170, XXXV, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de ejecución. Insuficiencia del agravio. Denegatoria del recurso. 


    De lo expuesto surge que el recurso de queja no puede prosperar, toda vez que se trata de la impugnación de una sentencia recaída en un proceso de ejecución, el cual constituye una decisión de carácter definitivo que habilite la procedencia del remedio excepcional, ya que por su naturaleza cabe la promoción de un juicio ordinario posterior, donde puedan discutirse aquellos aspectos que no pudieron hacerse valer en la causa de carácter abreviado.  Sin perjuicio de ello, es deber recordar que la alegada doctrina de la arbitrariedad, que supuestamente habilitaría la apertura del recurso, requiere de la existencia de decisiones que de modo extremo aparezcan carentes de fundamentos, lo cual no se verifica en el sub-lite, más allá del grado de acierto de los argumentos expuestos por el sentenciador. Por último, cabe destacar, que la sentencia apelada confirmatoria de la de primer grado, en lo que hace puntualmente al reconocimiento de la existencia de la deuda, al no haber el apelante sostenido en esta instancia los agravios que formulara contra esta sentencia del juez vino a dejar carente de fundamentos al recurso excepcional en lo que era el agravio sustancial.


    Banco de la Nación Argentina c/ Pino de Blanca, Catalina y otro


    B. 78, XXXV, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Remisión al dictamen de la causa A. 467, L. XXXIV, "Abrile, Claudio Guillermo c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo".


    Viqueira, Horacio G. y otros c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo


    V. 182, XXXIV, 22 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 471, L. XXXIV, "Abrile, Claudio Guillermo c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo".


    Viqueira, Horacio G. y otros s/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para jubilados y Pensionados s/ Amparo


    V. 162, XXXIV, 22 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Se estima innecesario pronunciarse en la presente queja, por haber sido examinadas las manifestaciones del recurrente en los autos principales.


    Abrile, Claudio G. c/ Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados s/ Amparo


    A. 471, XXXIV, 22 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa D. 1, L. XXXVI, "Dinar Líneas Aéreas S.A. c/ AFIP – DGI - Resol. 328/99 - Dto. 1533/99 S/ Amparo Ley 16.986”.


    Frigorífico Bermejo S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo - Medida cautelar de no innovar


    F. 469, XXXV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Estado nacional. Embajadas. Asistencia alimentaria. Patrocinio letrado. Cuestión federal. Inadmisibilidad del recurso. 


    No subsiste el gravamen aducido por la demandada para habilitar la instancia extraordinaria, porque sus agravios no se dirigen a cuestionar el sustento principal del fallo, sino a postular la interpretación que considera correcta de las disposiciones del Reglamento Consular, aprobado por el Decreto N° 8714/63. Ello es así, por cuanto el a quo rechazó la apelación contra la sentencia de primera instancia por considerar que el Estado Nacional no había cuestionado la obligación que aquélla le imponía y, por lo tanto, que se encontraba firme y consentida, sino que las demás manifestaciones que formuló con relación al alcance de la decisión desvirtuaran esta situación, pues solamente revisten carácter aclaratorio. Las expresiones utilizadas por la Cámara son particularmente ilustrativas de ello, ya que no sólo así lo señaló clara y explícitamente, sino que también se encargó de reiterarlo en oportunidad de examinar cada uno de los deberes específicos que impuso el juez de la anterior instancia. Por su parte, el recurrente nada dijo en su escrito de fundamentación de la apelación extraordinaria, en donde no efectúa una crítica concreta y razonada de este aspecto fundamental de la sentencia que recurre, sin que pueda considerarse que sus expresiones cumplan con este requisito, porque fueron realizadas en oportunidad de presentar el Informe del art. 8 de la ley 16.986 y, en tal sentido, desestimadas por el magistrado de primera instancia. Pese a ello, dicha postura no fue mantenida en la Alzada, al fundar el recurso de apelación y, por ello, en ejercicio de sus facultades propias de examinar la conducta de las partes, el a quo consideró que la resolución recurrida se encontraba firme por falta de agravios concretos del apelante. Lo resuelto en este sentido es irrevisable en instancia extraordinaria, dado su naturaleza procesal y de apreciación de los hechos de la causa. El accionar del propio Estado que omitió cuestionar en tiempo y forma la decisión que lo agravia, impide habilitar la instancia de excepción que prevé el art. 14 de la ley 48, pues su actitud, además de constituir un intento tardío de cuestionar lo decidido en las instancias anteriores, demuestra que carece de interés en la apelación y, en tales condiciones, resulta inoficioso que el Tribunal se pronuncie.  La cuestión federal no surgió en forma sorpresiva e imprevista con la decisión del a quo sino que se encontraba presente desde el inicio de estas actuaciones, circunstancia que también obsta a la habilitación de esta instancia, pues si bien es cierto, por una parte, que el Tribunal ha flexibilizado el examen del cumplimiento del requisito de oportuna introducción de la materia federal cuando se encuentra en discusión la interpretación de normas de tal carácter, no lo es menos, por la otra, que en forma constante y reiterada, ha señalado que su observancia es una exigencia razonable, toda vez que el buen orden de los juicios requiere que la cuestión federal haya sido articulada en tiempo y forma, tanto para permitir que las partes la hayan debatido, como para que los tribunales de grado la hayan resuelto, y aunque no se requieren fórmulas sacramentales para su introducción y posterior mantenimiento, es imprescindible que se la formule en forma expresa e inequívoca.


    Scilingo, Adolfo Francisco c/ Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto s/ Amparo Ley 16.986


    S. 693, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa D. 1, L. XXXVI, "Dinar Líneas Aéreas S.A. c/ AFIP – DGI - Resol. 328/99 - Dto. 1533/99 S/ Amparo Ley 16.986”.


    Georgalos Hermanos. S.A.I.C.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos - Ley 25.063 y otro s/ Amparo Ley 16.986


    G. 604, XXXV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos: 322:752.


    Lareo, Cristina c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    L. 553, XXXV, 15 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 124, L. XXXIV, “Asoc. de Socios Argentinos de la O.T.I. c/ Estado Nacional (DGI) s/ Repetición DGI”.


    Asociación de Socios Argentinos de la O.T.I. c/ Estado Nacional (Dirección General Impositiva) s/ Repetición Dirección General Impositiva


    A. 29, XXXV, 22 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de pesos. Inadmisibilidad del recurso. 


    Los jueces examinaron el tema relativo a la validez constitucional de la ley local n° 6434, y lo hicieron al remitirse a uno de los precedentes de ese mismo Tribunal en el que, según señalaron, se había efectuado un planteo idéntico. El recurrente no demuestra que en el citado precedente no se hubiese examinado el tema relativo a que el contenido de dicha norma viola la garantía consagrada por el artículo 16 de la Constitución Nacional.  El recurso luce carente de la fundamentación necesaria como para habilitar la instancia de excepción establecida por el artículo 14 de la ley 48. Como tampoco resulta admisible la tacha que se esgrime contra la sentencia, pues el apartamiento de precedentes jurisprudenciales no constituye causal de arbitrariedad, por lo que corresponde declarar que el recurso extraordinario fue mal concedido por el tribunal a quo.


    Acosta Wbaldino c/ Provincia de San Juan y otros s/ Cobro de pesos


    A. 108, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos: 322:752.


    Quihillalt, Oscar José c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    Q. 82, XXXV, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Ley provincial. Medicamentos. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 711, L. XXV, “Abbot Laboratories S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Inconstitucionalidad”.


    La ley 11.405 afecta o entorpece la aplicación de la legislación nacional (ley 16.463 y sus reglamentos), de un modo tal que resulta incompatible su ejercicio por mediar una "repugnancia efectiva entre una facultad y la otra", porque la norma local incluye, entre sus disposiciones, no sólo a los productos medicinales que se producen y consumen dentro de la provincia, sino también a aquéllos que, certificados por la Autoridad de Aplicación Nacional, son comercializados en el ámbito de la Nación, es decir, trascienden los límites de la provincia para proyectarse al comercio interprovincial, en violación de la legislación nacional. La ley local es contraria al principio de supremacía federal contenido en el art. 31 de la Constitución Nacional, especialmente en cuanto exige la autorización del Ministerio de Salud y Acción Social de la Provincia para la realización de las actividades prescriptas en su art. 1°; así como en todo lo referente al registro y autorización para la fabricación de medicamentos, inclusive en los aspectos concernientes a la identificación de envases, por tratarse de materias reguladas por la ley nacional 16.463 y sus normas reglamentarias. Por su parte, la obligación impuesta a los farmacéuticos de ofrecer al público la sustitución del medicamento recetados con marca registrada, por uno que contenga los mismos principios, concentración, forma farmacéutica, cantidad de unidades por envase, menor precio y que figure en el formulario terapéutico de la provincia de Buenos Aires, también contraviene lo dispuesto en el art. 11 del Decreto Nacional N° 150/92, reglamentario y complementario de la ley nacional 16.463, que sólo exige, a los centros de expendio de medicamentos, ofrecer al público las especialidades medicinales que correspondan a cada nombre genérico prescripto, según el listado que surge del inciso b) del art. 6°, el que, además, deberá estar disponible en un lugar visible, con indicación de los precios de venta. Sin embargo, lo expuesto en modo alguno implica negar el legítimo derecho de la Provincia a regular, en el ámbito de su competencia, la materia en debate, situación que se plantea con respecto a las disposiciones de los arts. 16, segundo párrafo y 24 de la ley local. En efecto, tanto la obligación que se impone a los efectores públicos de prescribir medicamentos por el nombre genérico, como la facultad que se confiere al Poder Ejecutivo local para revisar medicamentos en "situaciones de grave emergencia sanitaria o desabastecimiento de medicamentos", no afectan la legislación nacional del modo exigido por la Corte en Fallos: 300:402, para su descalificación constitucional. El art. 16, segundo párrafo de la ley 11.405, está destinado a la Administración Pública local, en la medida que se refiere exclusivamente a los efectores públicos provinciales, materia sobre la cual la Legislatura tiene, indudablemente, competencia para regular y porque, además, el art. 10 del Decreto Nacional 150/92, al declarar obligatorio el uso de los nombres genéricos, extiende esa obligación a los "profesionales autorizados a prescribir medicamentos, en todo el territorio nacional, y sin excepciones ... (inc. d); es decir, que la legislación provincial lejos de exceder los términos de las leyes nacionales sólo los reitera en el aspecto bajo examen.


    Labinca S.A. y otros c/ Provincia de Buenos Aires


    L. 172, XXXIV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Demanda contra estado extranjero. Daños y perjuicios. Inmunidad de jurisdicción. Confirmación de sentencia. 


    La inteligencia propuesta por el a quo, en torno de la aplicación e interpretación del artículo 118 de la Ley Fundamental, es correcta. Tal cual surge del propio texto de la norma, ella se refiere a los juicios criminales y no a situaciones como la del sub lite, donde se reclaman los daños y perjuicios derivados de supuestos actos ilícitos cometidos por agentes del Estado venezolano, circunstancia que conduce a concluir que no se trata de la norma que regula el caso. Ello no se modifica aunque, por vía de .hipótesis, se acepte la postura del recurrente, en el sentido de que fundó sus pretensiones sólo en la última parte de dicho artículo-, porque resulta evidente que esa previsión regula una modalidad de los juicios criminales: aquellos que derivan de los delicta iuris gentium. Además, el citado artículo claramente impone un mandato al Legislador: la sanción de una ley especial que determine el lugar en que haya de seguirse el juicio. Por ello, a falta de la ley especial que prevé la norma, ésta resulta inaplicable al caso, máxime cuando el actor se limitó a expresar una postura distinta, sin fundamentarla ni rebatir la efectuada por el a quo. En tales condiciones, resulta aplicable aquella jurisprudencia del Tribunal que indica: "la primera fuente de exégesis de la leyes su letra y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contemplas por la norma, ya que de otro modo podría arribarse a una interpretación que, sin declarar la inconstitucionalidad de la disposición legal, equivaliese a prescindir de su texto". Cabe recordar que, en materia de demandas promovidas contra un Estado extranjero, es principio liminar que el mismo no se halla sometido a las jurisdicciones de otros Estados, conforme una sólida y aceptada norma del Derecho Internacional, el que sólo puede ser dejado de lado en algunos supuestos. Durante mucho tiempo rigió el principio de inmunidad absoluta y ningún tipo de demanda iniciada contra un Estado extranjero ante un tribunal nacional podía prosperar, sin el consentimiento de aquél. Y si bien existía una creciente opinión doctrinaria que propugnaba una distinción de la actividad del Estado entre actos iure imperii -realizados en calidad de soberano, que se encontraban amparados por el principio de inmunidad jurisdiccional- y actos iure gestionis -de naturaleza comercial, en donde el Estado extranjero no podía invocar su inmunidad para evitar ser sometido a la jurisdicción de los tribunales nacionales-, recién a partir de la decisión adoptada por la Corte en la citada causa "Manauta", el 22 de diciembre de 1994, se produce el verdadero quiebre de la tesis de la inmunidad absoluta. En efecto, en atención a la evolución doctrinaria y la práctica divergente que los Estados realizaban del principio demostrativo de la falta de convicción jurídica de su obligatoriedad-, en esa oportunidad la Corte entendió que "no es de aplicación al caso la ratio del art. 24, inc. 1° del decreto-ley 1285/58 por no encontrarse en tela de juicio un acto de gobierno, ya que la controversia traída a conocimiento de este Tribunal se refiere al cumplimiento de obligaciones laborales y previsionales, que en modo alguno puede afectar el normal desenvolvimiento de una representación diplomática". La ley N" 24.488, sancionada pocos meses después de la citada causa "Manauta", establece el régimen de inmunidad de jurisdicción de los Estados extranjeros son inmunes a la jurisdicción de los tribunales argentinos, en los términos y condiciones establecidos en esta ley". Surge de ahí, con claridad, que la inmunidad de jurisdicción sigue siendo el principio y su ausencia la excepción.


    Ceresole, Norberto Rafael c/ República de Venezuela s/ Daños y perjuicios


    C. 783, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Diferencias salariales. Cuestión de derecho público local. Denegatoria del recurso. 


    Es criterio reiteradamente admitido por el Máximo Tribunal que lo relativo a la interpretación de disposiciones de derecho público local y su aplicación en el tiempo, son cuestiones ajenas al recurso extraordinario. Asimismo, la Corte tiene dicho que los agravios que se vinculan con las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio, materias que se encuentran regladas por la constitución y las leyes locales, escapan a la instancia del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias. Lo propio ocurre con lo atinente, en ese marco, al alcance y aplicación que cabe asignar a convenciones colectivas de trabajo que comprenden a los agentes de las provincias. Con respecto a la situación laboral de los actores y a la naturaleza de la accionada, entidad autárquica de la administración de la Provincia de Corrientes, el Superior Tribunal ha resuelto que las relaciones entre empleados provinciales y el gobierno del que dependen, se rigen por las respectivas disposiciones de orden local, que constituyen el derecho administrativo aplicable, de modo que la interpretación y vigencia, en el caso, de las normas respectivas es privativa de los correspondientes tribunales provinciales. Cabe asimismo señalar que la Corte ha resuelto que los pronunciamientos por los cuales los más altos tribunales provinciales deciden acerca de recursos extraordinarios de orden local que les son llevados, no resultan regularmente susceptibles de revisión en la instancia del artículo 14 de la ley 48.


    Altamirano, Juan de La Cruz y otros c/ Direccion Provincial de Vialidad s/ Diferencia


    A. 594, XXXV, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Empleo público. Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa B. 477, L. XXXV, "Becher, Enrique y otros c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social de la Nación s/ Empleo público”.


    Cardama, Claudia c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 876, XXXV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación).


    De las Carreras, Francisco c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Empleo público


    D. 505, XXXV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Validez de la ley. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos: 322:752.


    Marescalchi, Rita y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 746, XXXV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A. 172, L. XXXIV, “Arcuri, Gabriel Alejandro c/ Ministerio del Interior –artículo 3° Ley 24.043”.


    Persano, Luis Gustavo c/ Ministerio del Interior - Artículo 3° Ley 24.043


    P. 402, XXXIV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Lealtad comercial. Identificación de mercaderías. Aplicación territorial de la ley. División de poderes. Conflicto de poderes. Denegatoria del recurso. 


    Las prerrogativas administrativas pueden ser concurrentes, cualquiera puede dirigirse en forma autónoma contra el sujeto para controlar el efectivo cumplimiento de las obligaciones que la ley impone, sin necesidad de contar con la colaboración del otro. La actuación de la Dirección Nacional de Comercio Interior en las jurisdicciones provinciales no solo no implica la violación del principio territorial sino que, por el contrario, es la regla general, mientras que las facultades de las autoridades locales tienen su fundamento en una expresa habilitación legal. La Ley de Lealtad Comercial, al reglar el acceso a la jurisdicción en apelación del procedimiento contravencional, asigna en las provincias y sin tener en cuenta la intervención primigenia del órgano administrativo local, competencia a la justicia federal de la localidad y no a la provincial. Además, es la Secretaría Nacional de Comercio (o un organismo jerárquicamente dependiente) la única facultada para reglamentar la identificación de las mercaderías, los requisitos de seguridad y todas las cuestiones atinentes a esta ley en toda la Nación y así lo ha hecho mediante innumerables disposiciones. La norma regula materias cuya protección interesa al Estado Nacional en beneficio de todos los habitantes, esto es, la defensa de la buena fe en el ejercicio del comercio y la protección de los consumidores para que puedan acceder a una información fidedigna sobre los elementos que han de adquirir. En nada obsta el hecho de que los gobiernos locales también instrumenten medidas de control a este respecto, ya que estas cuestiones como muchas otras vinculadas al comercio, se inscriben en el marco de los poderes de policía económica que con fines de promoción de la industria la Constitución otorga, de manera concurrente, al Estado Nacional y a las provincias y pueden ejercerse conjunta o simultáneamente sobre un mismo objeto o una misma materia sin que de tal circunstancia derive violación de principio jurídico alguno.


    C. S.A. s/ Ley 22.802


    C. 1052, XXXVI, 26 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Patentes. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa U. 19, L. XXXV, ‘‘Unilever N.V. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Beecham Group PLC c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    B. 40, XXXVI, 28 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Interpretación de la ley. 


    Remisión al dictamen de la causa H. 50, L. XXXIV, “Hourquescos, Vicente Domingo c/ Nación Argentina - Tribunal de Cuentas de la Nación s/ Juicio de conocimiento”.


    Hourquescos, Vicente Domingo c/ Nación Argentina (Tribunal de Cuentas de la Nación) s/ Juicio de conocimiento


    H. 49, XXXIV, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Sentencia definitiva. Recurso de apelación. Inadmisibilidad del recurso. 


    Si la suerte de la apelación quedó sellada con el pronunciamiento de la Cámara que -con posterioridad a la interposición del presente recurso- confirmó la denegatoria del juez de grado y determinó que el reclamo fundado en la ley 24.283 no escapaba a la inapelabilidad establecida por el art. 109 de la ley 18.345, y no surgiendo que se haya interpuesto recurso alguno contra esta última decisión, el primer planteo del recurrente devino abstracto, ya que existe pronunciamiento de la Cámara sobre la cuestión que fue objeto de la apelación en subsidio de la revocatoria.


    Buteler, René Gabriel José c/ Compañia Financiera Universal S.A.


    B. 540, XXXIV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa A. 778, L.XXXVI, “Asociación del Personal del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria y Otros c/ Estado Nacional- Recurso de Hecho".


    Caneiro, Alberto y otros c/ Estado Nacional Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    C. 1244, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa debe ser dilucidada a tenor de las pautas sentadas en Fallos 322:2226.


    Girard, José Victoriano c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    G. 447, XXXIV, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa debe ser dilucidada a tenor de las pautas sentadas en Fallos 322:2226.


    Salaverri, Mariano José c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    S. 391, XXXIV, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Empleo público. Interpretación y aplicación de la ley. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos 322:752.


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia corresponde admitir el remedio con tales alcances y confirmar la sentencia en cuanto fue objeto de recurso.


    Chipont y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 970, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La presente causa debe ser dilucidada a tenor de las pautas sentadas en Fallos 322:2226.


    Thevenin, Carlos Eugenio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    T. 170, XXXIV, 06 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a la doctrina de Fallos: 322:752.


    Caramela, Alberto y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 1216, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a la doctrina del Tribunal de Fallos: 322:752.


    Marino de Mura, Carmen Marta c/ Estado Nacional (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social)


    M. 1071, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a la doctrina del Tribunal de Fallos: 322:752.


    Suárez de Hooft, María del Carmen c/ Estado Nacional (Ministerio de Justicia de la Nación)


    S. 944, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a la doctrina del Tribunal de Fallos: 322:752.


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas si federales y no por arbitrariedad de sentencia corresponde admitir el recurso.


    Etchepare, Stella Maris c/ Estado Nacional Argentino Ministerio de Trabajo y Seguridad Social


    E. 182, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a los dictámenes de las causas S. 221, X X X I V "S., David Juan s/opone excepción por prescripción de la acción penal (causa n° 190/88)" y A. 463, XXXV "A., Héctor M. Otros s/contrabando".


    B., Domingo s/ Apela presión preventiva y D. G. A. s/ Apela sobreseimiento parcial y definitivo en causa 345/88


    B. 317, XXXVI, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen C. 939, L.XXXV, “Cibau, Lydia Azucena y otra c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ acción de inconstitucionalidad”.


    Bustos, Enélida Eleuteria c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de inconstitucionalidad


    B. 467, XXXV, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 530, L. XXXV, "Antonucci, Roberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A."


    Álvarez, Oscar Antonio c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro


    A. 371, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 530, L. XXXV, "Antonucci, Roberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A."


    Cárdenas, Pedro Gustavo c/ Yacimientos Petroliferos Fiscales S.A. y otro


    C. 742, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A. 530, L. XXXV, "Antonucci, Roberto c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A."


    Sánchez, Ignacio Manuel c/ Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. y otro


    S. 585, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 939, L. XXXV, “Cibau, Lydia Azucena y otra c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Méndez de Gómez, Delia Paula s/ Acción de inconstitucionalidad de los artículos 31 y 33 de la Ley provincial 8.918


    M. 467, XXXV, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa C. 939, L.XXXV, “Cibau, Lydia Azucena y otra c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Rendon, Rómulo Jacinto y otros - Acción de inconstitucionalidad


    R. 339, XXXV, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 76, L. XXXVI, "Gavier Tagle, Carlos c/ Lostau Biadaut, Roberto y otro".


    Gavier Tagle c/ Loustau Bidaut y otros


    G. 857, XXXV, 11 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la cuasa C. 782, L. XXXIV, “Camou, Francisco y otros c/ Camou, María Cristina”.


    Camou, Mercedes y otros c/ Camou, Susana Alicia


    C. 783, XXXIV, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Accidente in itinere. Confirmación de sentencia. 


    En el precedente de Fallos: 318:198, la Corte precisó que “la toma de conocimiento de la incapacidad derivada de la enfermedad – accidente determinó el nacimiento del crédito con prescindencia de las circunstancias procesales”.


    Criscido, ArmandoTomás c/ Ministerio de Justicia de la Nación s/ Accidente - Ley 9.688


    C. 168, XXXV, 07 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Acción contencioso administrativa. Cobro de sumas de dinero. Costas. Confirmación de sentencia. 


    Con arreglo a lo previsto en el artículo 14 de la ley 48, siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa, en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle, se configura una hipótesis que, hace formalmente viable el recurso extraordinario. Sin embargo, cabe agregar que la procedencia sustancial de dicha apelación está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte. No se advierte que en la especie se cumpla con tal condición, en lo que se refiere al agravio principal del apelante. En lo que hace a los agravios referidos a la distribución de las costas resultan; por su carácter fáctico y procesal insusceptibles de tratamiento por la vía del artículo14 de la ley 48, máxime cuando el apelante no demuestra la arbitrariedad de lo decidido, sino solamente una mera discrepancia con el criterio del juzgador.


    Leon Spaciuk e Hijos Sociedad en Comandita por Acciones c/ Dirección Provincial de Vialidad y Estado de la Provincia de Corrientes s/ Demanda contencioso administrativa


    L. 67, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Acción de amparo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Torres Lía Inés y otros s/ Acción de amparo


    T. 226, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Trotta, Miguel Ángel; Barros, Roberto y otros s/ Jubilación - Acción de amparo


    T. 215, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Murillo, Arístides y otro s/ Jubilación - Acción de amparo


    M. 670, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa A. 778, L. XXXVI, “Asociación del Personal del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria y Otros c/ Estado Nacional- Recurso de Hecho".


    Unión del Personal Civil de la Nación U.P.C.N. c/ Estado Nacional y otro s/ Acción de amparo


    U. 74, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Inconstitucionalidad. Juicios contra el estado. Registro de mediadores. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es menester señalar que en autos no se discuten las exigencias que imponen la ley 24.573, su decreto reglamentario N° 91/98 y la resolución N° 284/98 del Ministerio de Justicia; para incorporarse al Registro de Mediadores, sino si esta última fue aplicada retroactivamente a la actora y si, de esa forma, se afectaron sus derechos de propiedad e igualdad. En atención a ello, el recurso extraordinario sólo será formalmente admisible en, la medida que el recurrente alegue y demuestre que la decisión del a quo no constituye un acto judicial válido, según los términos y con el alcance delimitados por la jurisprudencia del Tribunal, pues "la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta /a sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido" . Sobre la base de tales criterios interpretativos, los agravios que esgrime el recurrente para fundar la arbitrariedad de la sentencia que apela no pueden prosperar, toda vez que el a quo fundamentó su decisión en precedentes -tanto del mismo tribunal como de la Corte- que consideró aplicables al sub examine y que, más allá de su acierto o error, le otorgan suficiente sustento como para ponerlo a resguardo de la tacha que le endilga la amparista. Lo explicito es particularmente pertinente respecto de los cuestionamientos que formula sobre la supuesta aplicación retroactiva de nuevos requisitos para obtener su inscripción en el Registro de Mediadores, porque no se hace cargo del argumento dado por el a quo para desestimar su posición. En efecto, aquél entendió que la actora no podía alegar que reúna todos las exigencias previstas para ser incluida en el citado Registro, porque la resolución N° 284/98 del Ministerio de Justicia sólo aclara o complementa lo dispuesto por el art. 16, inc. 2° del Decreto N° 91/98. Mas aquélla nada dijo sobre este tema y simplemente se limitó a reiterar su posición originaria con los mismos argumentos que, fueron desestimados por la Cámara.


    Saluzzi, Delia Susana c/ Dinamar - Ministerio de Justicia s/ Amparo ley 16.986


    S. 157, XXXV, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Acción de inconstitucionalidad. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 939, L. XXXV, “Cibau, Lydia Azucena y otra c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Guaresi de R., Cintia y otra c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de inconstitucionalidad y medida cautelar


    G. 680, XXXV, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Acción subrogatoria. Cuestiones de competencia. Competencia por la persona. Confirmación de sentencia. 


    La competencia asignada originalmente en el caso a la justicia federal, provenía de la calidad de la persona actora -Estado Nacional- y de la materia impositiva debatida en la causa, y la subrogación operada en el caso a favor de la aseguradora, quien pagó parte de la deuda que se ejecuta en este juicio, sólo importa la transmisión de derechos creditorios y acciones del acreedor, pero de ninguna manera conduce a reconocer al subrogado facultades inherentes a la persona del acreedor primigenio, tales como su prerrogativa de demandar, ratione personae, ante la jurisdicción federal.


    Freire Gambarotta S.H. s/ Cobro de impuestos de RNSS


    F. 318, XXXV, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Admisibilidad del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa A. 422, L. XXXIV, "Administración Nacional de Aduanas c/ Municipalidad de Bahía Blanca s/ Acción meramente declarativa".


    Administración Nacional de Aduanas c/ Municipalidad de la Ciudad de Colón c/ Acción declarativa


    A. 210, XXXIV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa B. 475, L. XXXV, "Baiexim S.A. (TF 14.902 - I) c/ DGI”.


    Da Dalt Hnos. S.R.L. (TF 15615-I) c/ Dirección General Impositiva


    D. 135, XXXV, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa D. 1, L. XXXVI, “Dinar Líneas Aéreas S.A. s/ AFIP DGI Resol. 328/99 Dto.1533/99 s/ Amparo ley 16.986”.


    Central Piedra Buena S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía Obras y Servicios Públicos - Dto. 1533 Amp. Proc. Sumarísimo


    C. 634, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos 322:752.


    Amoresano, María Cristina - Incidente MEP - y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    A. 950, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos 322:752.


    Kenny, Héctor Eduardo y otros c/ Estado Nacional (CSJN)


    K. 17, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Aluar Aluminio Argentino S.A.I.C. (TF 10.399-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 628, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Arg. S.A. (TF 8765-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 76, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina (TF 8739-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 188, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina (TF 8889-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 701, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8087-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 705, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8376-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 94, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8518-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 704, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8740-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 408, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. c/ Dirección General de Aduanas


    A. 258, XXXIV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. -TF 8096-A c/ Dirección General de Aduanas


    A. 12, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. TF 8767-A c/ Dirección General de Aduanas


    A. 721, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. -TF 8925-A c/ Dirección General de Aduanas


    A. 390, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Bridgestone Firestone Argentina S.A. (TF 10305-A) c/ Dirección General de Aduanas


    B. 889, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Bridgestone Firestone Argentina S.A. (TF 9315-A) c/ Dirección General de Aduanas


    B. 38, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Coventry Internacional S.A. (TF 10138-A) c/ Dirección General de Aduanas


    C. 854, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Firestone de Argentina S.A. (TF 9285-A) c/ Dirección General de Aduanas


    F. 484, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Julio García e Hijos S.A. (TF 8738-A) c/ Dirección General de Aduanas


    J. 27, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Tres Eme S.A.C.I.F.I.A. - TF 9443-A c/ Dirección General de Aduanas


    T. 33, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa B. 475, L. XXXV, "Baiexim S.A. (TF 14.902 - I) c/ DGI”.


    Zanella Hnos. y Compañía S.A. (TF 14837-I) c/ Dirección General Impositiva


    Z. 48, XXXV, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa 465, L .XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la nación)”.


    Carrion, María Cristina c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 34, XXXVI, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa 465, L .XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la nación)”.


    Castañeda de Emiliozzi, Mabel y otro c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 33, XXXVI, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa 465, L .XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la nación)”.


    Fernández Rodríguez, Nilda E. c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    F. 11, XXXVI, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa 465, L .XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la nación)”.


    Iten de Pallero, Lelia Cristina c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    I. 5, XXXVI, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa 465, L .XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la nación)”.


    Moneda, Daniel Constante c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 52, XXXVI, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa 465, L .XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la nación)”.


    Munraba, Raúl y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 51, XXXVI, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa 465, L .XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la nación)”.


    Vera Ocampo, María Inés y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    V. 15, XXXVI, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa C. 465, LXXXIll, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional (P.E.N. Ministerio de Justicia de la Nación)".


    Caminos, Miguel Ángel y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 1373, XXXV, 07 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A. 778, L. XXXVI, "Asociación del Personal del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria y Otros c/ Estado Nacional - Recurso de Hecho".


    Buscaglia, José A. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    B. 968, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa A. 778, L. XXXVI, "Asociación del Personal del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria y Otros c/ Estado Nacional - Recurso de Hecho".


    Miranda, Enrique M. c/ Gobierno Nacional - Ministerio de Salud


    M. 1078, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Acosta, Tomasa y otros c/ Caja de jubilaciones, pensiones y retiros de Córdoba


    A. 283, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Agulla de Cáceres, Estela Zaida y otras c/ Caja de jubilaciones y pensiones de Córdoba


    A. 7, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Brizuela de Roldán, Hebe Orfilia Blanca c/ Caja de jubilaciones, pensiones y retiros de Córdoba


    B. 638, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Bustamante, Mauricia Nazaria c/ Caja de jubilaciones, pensiones y retiros de Córdoba


    B. 137, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Marsal, Raúl Alberto y otros c/ Caja de jubilaciones, pensiones y retiros de Córdoba


    M. 706, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Monasterio de Espósito, Albina del Carmen c/ Caja de jubilaciones, pensiones y retiros de Córdoba


    M. 906, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Moyano Centeno y otras c/ Caja de jubilaciones, pensiones y retiros de Córdoba


    M. 200, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Ruiz, Luis Oscar y otros c/ Caja de jubilaciones, pensiones y retiros de Córdoba


    R. 202, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Sosa, Pedro A. y otros c/ Caja de jubilaciones, pensiones y retiros de Córdoba


    S. 583, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Vico, Neli c/ Caja de jubilaciones, pensiones y retiros de Córdoba


    V. 61, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones similares a las analizadas en el dictamen de la causa R.406, L. XXXV, “Richard, Hugo E. c/ Provincia de Córdoba y otra s/ Acción de inconstitucionalidad”.


    Dibo, Enrique s/ Acción de amparo en favor de Álvarez, Julio y otros


    D. 57, XXXV, 27 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa A. 778, L. XXXVI, "Asociación del Personal del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria y Otros c/ Estado Nacional- Recurso de Hecho".


    Derudi, María Teresa c/ Estado Nacional y otros s/ Acción de amparo


    D. 555, XXXVI, 21 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa A. 778, L. XXXVI, "Asociación del Personal del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria y Otros el Estado Nacional- Recurso de Hecho".


    Perrino, Juan F. y otros c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional


    P. 757, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8821-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 655, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa D. 361, L. XXXIV, "Dr. Karl Thomae Gesellschaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ Denegatoria de patente".


    American Home Products Corporation c/ Instituto Nacional de la Propiedad Intelectual


    A. 271, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa D. 361, L. XXXIV, "Dr. Karl Thomae Gessellschaft Mit Beschrankter Haftung c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial y otros s/ Denegatoria de patente".


    John Wyeth & Brother Ltd c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial


    J. 17, XXXVI, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. 253, L. XXXVI, “Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disp. DNM. 4782/96-".


    Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas S.A. C/ Dirección Nacional de Migraciones – Disposición 5.764/97 s/ Recurso extraordinario


    L. 252, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa L. XXXV, “Unilever N.V. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    El Dupont de Nemours and Company c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    E. 249, XXXV, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa U.19, L. XXXV, "Unilever N.V. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente".


    Novartis AG c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente


    N. 178, XXXV, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen L.253, L.XXXVI, "Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas c/ Dirección Nacional de Migraciones -Disp. DNM. 4782/96-".


    Swissair Líneas Aéreas Suizas S.A. c/ Dirección Nacional de Migraciones - Disposición 5.700/97


    S. 468, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S.306, L. XXXV, "Sancor Seguros de Retiro S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Proceso de conocimiento".


    Corporación Cementera Argentina Sociedad Anónima c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva


    C. 710, XXXIV, 04 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Beneficio de litigar sin gastos. Pronunciamiento inoficioso. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 326; L. XXXIV, “Pensel, Sara Matilde y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos”.


    González, Néstor Edgardo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    G. 47, XXXIV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 326; L. XXXIV, “Pensel, Sara Matilde y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos”.


    kravetz, David León c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Daños y perjuicios


    K. 17, XXIV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa P. 326; L. XXXIV, “Pensel, Sara Matilde y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Beneficio de litigar sin gastos”.


    Lema, Jorge Héctor c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    L. 114, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cobro de sumas de dinero. Banco Central de la República Argentina. Doctrina de la arbitrariedad. Derivación no razonada del derecho vigente. Procedencia del recurso. 


    En aras del resguardo del derecho de defensa del recurrente, la doctrina que la Corte ha venido sosteniendo a partir del caso “S.R.L. Bartos y Cía. Empresá Constructora”. Procede recordar, entonces, que conforme lo establecido por la Corte en copiosos antecedentes, no obstante que los conflictos que se suscitan en tomo a temas de hecho, prueba y derecho común son ajenos, como regla, a la vía del artículo 14 de la ley 48, ello no es óbice para que la Corte pueda conocer en supuestos excepcionales, cuando el tribunal a quo ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, y que, eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio. Por otro lado, si bien es muy cierto que los magistrados no están obligados a analizar todos y cada uno de los elementos que se arriban al pleito, ello es así cuando la elocuencia de los estudiados torna inoficioso continuar haciéndolo con los restantes, pero en cambio no es un principio válido en el extremo en que el o los elegidos están distantes de persuadir sobre la racionalidad de la valoración efectuada. Por último, no es necesario que esta Procuración General se pronuncie sobre los agravios netamente federales traídos por la recurrente, toda vez que la Corte tiene reiteradamente dicho que en caso de basarse el recurso extraordinario en dos fundamentos, de los cuales uno es la arbitrariedad, corresponde considerar éste en primer término, pues de existir arbitrariedad, no habría sentencia propiamente dicha.


    Diamelio, Hugo c/ Banco Central de la República Argentina p/ Cobro de australes


    D. 94, XXXIV, 14 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Comisiones. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    El recurso intentado no puede prosperar. Ello es así, en virtud de lo que reiteradamente tiene dicho la Corte en el sentido de que la doctrina de la arbitrariedad atiende sólo a supuestas de extrema gravedad, que evidencien que las resoluciones recurridas prescindan inequívocamente de la solución prevista en la ley, o adolezcan de una manifiesta falta de fundamentación. Esta situación no acaece en el sub-lite desde que, más allá de compartir o no la demandada les fundamentos del a-quo, no. puede sostenerse que la sentencia atacada carece de los mismos. En ese sentido, cabe poner de resalto que, mediante la doctrina sobre sentencias arbitrarias, no puede perseguirse la revocación de los actos jurisdiccionales de los jueces de la causa solo por su presunto grado de desacierto o la mera discrepancia con las argumentaciones de derecho local, común o ritual en que se fundan, ya que se trata de un remedio excepcional que no persigue transmutar a la Corte en una tercera instancia ordinaria que eventualmente perfeccione la solución de los casos que, por vía normal, deben fenecer en las dos instancias ordinarias, al margen de sus limitaciones o naturales falencias. Con respecto al agravio referido a las pruebas, la Corte ha sostenido repetidas veces que las discrepancias del apelante respecto de su ponderación por los jueces de la causa, no puede ser cubierta por la doctrina de arbitrariedad; que los jueces no están obligados a ponderar una por una y exhaustivamente todas las probanzas agregadas, sino sólo aquellas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones; como así también que para que la doctrina tenga cabida debe haber una absoluta ausencia de análisis o un manifiesto enfoque irracional. Además, dijo esa Corte que los jueces no están obligados a tratar todas las cuestiones propuestas por las partes, sino sólo aquellas que estimen conducentes para la correcta solución del litigio. La doctrina invocada por la recurrente, no autoriza a la Corte a sustituir a los magistrados• de la causa en la decisión de cuestiones que les son privativas, aunque resulte opinable la solución a que se arribe. Deba estimarse que la inteligencia asignada por el tribunal a-quo respecto del modo de computación de los plazos de referencia y a la incidencia negativa que tuvo en la relación convencional la entrega del negocio a otro corredor cuando dichos plazos, a su criterio, no habían expirado, son argumentaciones posibles propias de los jueces de la causa que, al margen de su cuestionamiento, privan al fallo que se ataca del defecto jurisdiccional que se le atribuye.


    Renom, Martín c/ The Chase Manhattan Bank s/ Ordinario


    R. 406, XXXIV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia. Excusación. Recusación. Ley provincial. Facultades del Superior Tribunal. 


    La Corte tiene dicho que no le corresponde determinar en concreto qué tribunal provincial debe entender en conflictos jurisdiccionales locales entre los cuales cabe considerar comprendida la materia relativa a procedencia o improcedencia de excusaciones o recusaciones de magistrados, desde que su dilucidación resultará de la aplicación que hagan de las leyes locales los órganos jurisdiccionales que ellas contemplan. Por lo expuesto, corresponde devolver el juicio a la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires a fin que dirima la cuestión planteada o bien determine el tribunal facultado a ese fin.


    Sarco, José c/ Manferro S.A. Enfermedad Accidente


    COMP. 710, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa D.154, L.XXXIV, "Distribuidora de Gas Pampeana S.A. c/ Ente Nacional Regulador del Gas-Resol. ENERGAS 19/93-".


    Metrogas S.A. c/ Ente Nacional Regulador del Gas s/ Resolución 19/93


    M. 223, XXXIV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa U. 19, L. XXXV, "Unilever N.V. c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Denegatoria de patente”.


    Tieben, James c/ Instituto Nacional de la Propiedad Industrial s/ Varios propiedad industrial e intelectual


    T. 262, XXXV, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Constitucionalidad. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Con arreglo a las pautas establecidas en los considerandos 8°, 9° y 10° del precedente publicado en el Tomo de Fallos: 315 página 665, corresponde revocar la sentencia apelada y declarar que el tribunal que corresponda dicte una nueva en la que se consideren cabalmente las mencionadas pautas, en especial, la que hace hincapié en la imposibilidad de que una ley posterior pueda alterar los rubros tenidos en cuenta al momento de acceder al beneficio y que establecieron el estado de pasividad de cada uno en los actores.


    Ahumada, Mariano Moisés y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Defensa- s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    A. 436, XXXV, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Daños y perjuicios. Cuestión de derecho público local. Prescripción. Admisibilidad del recurso. 


    Ante todo, cabe recordar que, “aún cuando los agravios de la apelante se vinculan con la aplicación e interpretación de normas de derecho común y público local, aspectos que por regla y por su naturaleza, resultan ajenos al recurso extraordinario, tal conclusión no resulta óbice para habilitar la vía intentada cuando el tribunal ha efectuado una interpretación restrictiva que equivale a prescindir de la norma aplicable y desconoce expresas disposiciones.., con afectación de derechos que cuentan con amparo constitucional”. En el sub lite, se ha configurado última situación que habilita la apertura de la vía del artículo 14 de la ley 48. La decisión impugnada, lejos de aparecer como una derivación razonada de la legislación vigente, reposa con exclusividad en una afirmación dogmática de quienes la suscriben y, por lo tanto, cabe concluir que no se trata de un acto jurisdiccional válido.


    Pecile, Jacinto José c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    P. 163, XXXIV, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Personal militar. Admisibilidad del recurso. 


    El recurso resulta admisible, toda vez que en la causa -como lo refiere el auto de concesión- se ha puesto en tela de juicio la aplicación e interpretación de una norma federal como es la Ley para el Personal Militar N° 19101, tratándose, asimismo, de una cuestión que posee un interés institucional relevante.


    Deoca, Corina del Rosario c/ Paredes, Fidel Leonidas y Estado Nacional (Ministerio de Defensa de la Nación)


    D. 332, XXXIV, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Debido proceso. Sentencia arbitraria. Omisión de considerar cuestión propuesta. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Procedencia del recurso. 


    Para evaluar la existencia de motivos suficientes para requisar deben examinarse las circunstancias vigentes ex ante. Si se considera que no hay aún suficientes elementos de prueba para emitir juicio cierto acerca de la motivación para requisar, a idéntica solución debe arribarse en cuanto a la urgencia.


    M., Rubén Manuel s/ Recurso de casación


    M. 420, XXXV, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Declaración de inconstitucionalidad. Cuestión de derecho público local. Tribunales provinciales. Doctrina de la arbitrariedad. Gravedad institucional. Causas excluidas de la competencia federal. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios de la recurrente dirigidos a controvertir la declaración de inconstitucionalidad de las previsiones de la ley local que ordenaron la reducción de los montos de los haberes de la clase pasiva por considerarlas contrarias a los artículos 19 de la Constitución Provincial y 17 de la Nacional, no autorizan la apertura de la vía intentada, toda vez que no existe en el caso resolución favorable a la validez de la norma local, según exige el artículo 14, inciso 2°, de la ley 48. Por lo demás se trata aquí de un debate que gira, esencialmente, en torno a previsiones de derecho público local, apreciadas por tribunales de provincia, materia insusceptible de revisión en la instancia federal; máxime, cuando no se ponen en evidencia omisiones o desaciertos de gravedad extrema que, en aquél marco, permitan descalificar el decisorio por arbitrario y sólo se termina discrepando con sus razones. Ellas finalmente resultaron provistas por un superior tribunal de provincia al examinar un recurso local, marco en el que el carácter excepcional de la doctrina sobre sentencias arbitrarias se encarece. Nada obsta a lo anterior la alegación de gravedad institucional que se efectúa en el recurso en tanto que la misma carece del concreto y serio desarrollo destinado a poner en evidencia las supuestas consecuencias de orden institucional del fallo que se discute; no excediendo, por ende, en tales condiciones, de la mera afirmación dogmática, en el marco de la excepcional doctrina de la Corte respecto de su admisibilidad. A la anterior circunstancia se añade que esta construcción pretoriana no configura, por sí, una cuestión federal, sino que constituye un andamiaje valedero para habilitar el recurso en casos en que no media naturalmente el cumplimiento de todos los recaudos de admisión previstos en la ley 48, lo que, en el caso bajo examen, torna estéril su alegación.


    Cibau, Lylia y otra c/ Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ Acción de inconstitucionalidad


    C. 939, XXXV, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el estado. Licencia de radiodifusión. Inadmisibilidad del recurso. 


    Es menester destacar que el Estado Nacional ha sido representado por el Ministerio Público, en todas las instancias, circunstancia que limita mi intervención a fin de preservar el derecho de defensa de la contraparte. No obstante lo expuesto -y sin que ello signifique afectar la igualdad de las partes en el proceso-, en atención al deber que me impone el art. 33, inc. a), apartado 5) de la Ley 24.946, es pertinente señalar que la falta de interés actual de la actora obsta a la apertura de la instancia extraordinaria, de acuerdo con la constante jurisprudencia del Tribunal que señala que: "a los fines de la admisibilidad del recurso extraordinario debe atenderse a las circunstancias existentes al momento de la decisión, por lo que no corresponde expedir pronunciamiento cuando a la luz de las mismas se haya tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios”. El Poder Ejecutivo Nacional implementó un Régimen de Normalización de Emisoras de Frecuencia Modulada, por medio del Decreto N° 1144/96, modificado por sus similares N° 1260/96 y 310/98, que permite a la actora, una vez cumplidas las condiciones que establece, acceder a la licencia que solicita. Precisamente, el último de los decretos indicados se funda "en la necesidad de contemplar a todas aquellas personas que durante más de una década, han respetado el plexo jurídico en vigor en materia de radiodifusión; como así también, a aquéllas que acataron los fallos judiciales que acogieron dicha normativa", situación en la que se colocó la propia actora, según surge de su escrito de demanda. De esta forma que no se trata de que un decreto subsane la inconstitucionalidad de la ley 22.285, sino de permitir el efectivo derecho a la libertad de expresión, al allanar el camino para todos los interesados en operar regularmente una estación de radio por modulación de frecuencia, mediante el llamado a concurso público para acceder a la licencia habilitante. En tales condiciones, la actora carece de interés actual y que, por lo tanto, es innecesario examinar la constitucionalidad de las normas cuestionadas en su demanda.


    Santesteban, Leonardo Víctor y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Declaración de inconstitucionalidad


    S. 114, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Demanda contenciosa administrativa. Defensa en juicio. Procedencia del recurso. 


    De la lectura de los argumentos en virtud de los cuales el Superior Tribunal Provincial entendió que era procedente la excepción de prescripción deducida por la Provincia en cuestión y, como consecuencia de ello, rechazó la demanda promovida por la recurrente, resulta claro, que la omisión de aquél de considerar los efectos que pudiera tener en la solución de estos autos el reclamo administrativo oportunamente efectuado por la actora torna aplicable en el sub lite la doctrina de la Corte según la cual es arbitrario el fallo que omite tratar cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la correcta solución del pleito, toda vez que tal omisión importa un desmedro del derecho de defensa que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional. Tal conclusión torna insustancial el análisis de los restantes agravios de la recurrente.


    V., R. E. c/ Provincia del Chaco s/ Demanda contencioso administrativa


    V. 375, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa S.306, L. XXXV, "Sancor Seguros de Retiro S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Proceso de conocimiento".


    Paranatex S.A. c/ Dirección General Impositiva


    P. 290, XXXV, 04 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 


    Tiene dicho la Corte que resulta descalificable, con base en la doctrina de la arbitrariedad -con fundamento en las disposiciones constitucionales sobre la defensa en juicio y la propiedad-, la decisión del Tribunal de Alzada que, incurriendo en un exceso de competencia, modifica importes determinados en primera instancia, que no fueron objeto de agravios en los recursos de apelación interpuestos; o que modifica oficiosamente aspectos de la sentencia, contra el único recurrente.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires c/ Santa María del Mal Recuerdo S.A. s/ Ordinario


    B. 678, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Apreciación de la prueba. Prueba testimonial. Cuestión de derecho común. Inadmisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho, que la doctrina sobre arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el apelante considere tales, a raíz de su mera discrepancia con el alcance atribuido por el a quo a principios y normas de derecho común o con la valoración de la prueba, incluso de presunciones, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional que se acentúa cuando efectuar tal análisis importaría atribuirse implícitamente el conocimiento de los límites de la competencia extraordinaria del superior tribunal provincial, materia igualmente excluida -por regla- de la instancia de excepción. Asimismo, ha declarado el Tribunal que es improcedente el recurso extraordinario fundado en agravios que reiteran asertos ya vertidos al cuestionar la sentencia del juez de grado, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar, ya que se encuentran vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, suficientes, al margen de su acierto o error, para descartar la arbitrariedad invocada. Concurren en el sub lite supuestos similares a los que abonan la doctrina de los precedentes citados, toda vez que el recurrente se alza contra la sentencia del Superior Tribunal provincial, y en su escrito recursivo, reitera los agravios vertidos en instancias anteriores, los que sólo traducen diferencias con el criterio del juzgador en orden a la interpretación de normas de derecho procesal y a la valoración de la prueba. Atento a lo expuesto, y examinando el contenido de los agravios, asiste razón al a-quo cuando expresa que los mismos sólo muestran una diferencia de interpretación respecto a la valoración de la prueba testimonial ofrecida por las partes, lo que resulta insuficiente para otorgar vida al remedio intentado. Sobre el particular, la Corte tiene dicho que no promueve cuestión apta para ser tratada en la instancia excepcional, la tacha de arbitrariedad que sólo trasunta una opinión diversa a la sostenida por el juzgador, insuficiente por ende para demostrar que ésta conduzca a un apartamiento palmario de la solución jurídica prevista para el caso, o adolezca de una decisiva carencia de fundamentación. No modifica este criterio, la insistente invocación por parte del apelante, del precedente de Fallos: 288:249, toda vez que, además de tratarse de un supuesto diferente al de autos, procede aplicar al sub lite la reiterada doctrina del Tribunal, en orden a que no constituye una cuestión federal, la presunta contradicción entre lo resuelto y un anterior pronunciamiento de la Corte, cuando no se vincula a un fallo recaído previamente en la misma causa, y a que, al tratarse de una norma de derecho común, y hallarse su inteligencia suficientemente fundada, pone al fallo al abrigo de la tacha de arbitrariedad. La solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la valoración de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa, no siendo la Corte, en tal sentido, salvo los supuestos muy precisos del recurso ordinario, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar respecto de dichas cuestiones.


    P. de L., M. A. c/ L., A. s/ Divorcio vincular


    P. 404, XXXV, 10 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. AFIP. Fisco nacional. Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. 


    Como ha expresado la Corte, si bien en principio las sentencias en los juicios ejecutivos no reúnen el carácter de definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por parte del Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de la repetición, cabe dejar de lado dicho principio cuando, como ocurre en el sub lile, resulta manifiesta de los autos la ausencia de deuda exigible, pues lo contrario importaría privilegiar un excesivo rigor formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. Además, los agravios del recurrente justifican la intervención del Tribunal por la vía intentada, pues revelan que la decisión del a quo, que resulta inapelable en razón de la reforma introducida por la ley 23.658 al art. 92 de la ley de procedimientos tributarios, ha omitido toda valoración sobre la prueba que aportó la ejecutada, tanto más cuando ha sido emanada del Fisco Nacional y no fue desconocida por éste en la contestación de excepciones. Por ello, al configurarse el supuesto de una apreciación notoriamente insuficiente de las circunstancias del caso, la sentencia resulta descalificable a la luz de la doctrina elaborada por la Corte en torno de las sentencias arbitrarias.


    Fisco Nacional c/ Pesquera Alenfish S.A. s/ Ejecución Fiscal


    F. 491, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Empleo público. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos 322:752.


    Gándara, Fernando y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    G. 90, XXXVI, 26 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos 322:752.


    Repetto, Nicanor y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    R. 92, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 99, L. XXXII. "Gaibisso César A. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia s/ Amparo”.


    Cittanti, Carlos Roberto c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 26, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al fallo de la causa C. 465, L. XXXIII, "Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional - P.E.N. - M° de Justicia de la Nación s/ Empleo público".


    Solves, María Cristina y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo Nacional) s/ Empleo público


    S. 632, XXXV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa C. 465, XXXIII, “Craviotto, Gerardo Adolfo y otros c/ Estado Nacional - P .E .N . - M ° de Justicia de la Nación s/ Empleo público”.


    Bulygin, Eugenio c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo) s/ Empleo público


    B. 576, XXXV, 30 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Interpretación y aplicación de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 99, L. XXXII, "Gaibisso, Cesar A. y otros c/ Estado Nacional -Ministerio de Justicia de la Nación- s/ Amparo".


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales y la cuestión ha sido resuelta en sentido adverso al postulado por el recurrente, corresponde admitir el remedio de excepción y confirmar la sentencia.


    Albarracín, Luís Manuel y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    A. 463, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos: 322:752.


    Miranda, Elsa Isabel c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    M. 1070, XXXVI, 28 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a los fallos de las causas G. 90, L. XXXVI, "Gándara, Fernando Roberto y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público"; B. 477, L. XXXV, "Becher, Enrique y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Trabajo ySeguridad Social s/ Empleo público" y a Fallos: 322:752.


    Murmis, Bernardo y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    M. 1347, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Sentencia arbitraria. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Remisión a Fallos 322:752 y al fallo de la causa G. 90, L. XXXVI, “Gándara, Fernando Roberto y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público”.


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales, y no por arbitrariedad de sentencia corresponde admitir el remedio con tales alcances y confirmar la sentencia en cuanto fue objeto de recurso.


    Casco, José y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    C. 971, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos 322:752.


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia corresponde admitir el remedio con tales alcances y confirmar la sentencia en cuanto fue objeto de recurso.


    Barrea, Alberto y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    B. 764, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos 322:752.


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia corresponde admitir el remedio con tales alcances y confirmar la sentencia en cuanto fue objeto de recurso.


    Gallegos Fedriani y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo) s/ Empleo público


    G. 682, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos 322:752.


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia corresponde admitir el remedio con tales alcances y confirmar la sentencia en cuanto fue objeto de recurso.


    Garzón Funes c/ Estado Nacional s/ Empleo Público


    G. 683, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos 322:752.


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia corresponde admitir el remedio con tales alcances y confirmar la sentencia en cuanto fue objeto de recurso.


    Rom, María c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    R. 628, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a Fallos 322:752.


    Toda vez que el a quo concedió únicamente la apelación extraordinaria en cuanto se controvierte la interpretación y aplicación de normas federales y no por arbitrariedad de sentencia corresponde admitir el remedio con tales alcances y confirmar la sentencia en cuanto fue objeto de recurso.


    Tarzia, José y otros c/ Estado Nacional s/ Empleo público


    T. 252, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Las pautas señaladas por la Corte en Fallos 322:752 en lo substancial dan cabal respuesta a todos y cada uno de los agravios traídos por el recurrente.


    Becher, Enrique y otros c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Empleo público


    B. 477, XXXV, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Entes autárquicos nacionales. Gas. Control de legalidad. Confirmación de sentencia. 


    Cabe señalar liminarmente que, en sentido Contrario a lo que sostiene la apelante, no se discute en autos el proceso de formación del Directorio del Ente, sino si éste, al momento de adoptar la resolución que se cuestiona, contaba con el quórum exigido por la ley para sesionar, deliberar y decidir, aspecto sobre el cual no existe ningún impedimento para que el Poder Judicial ejerza sus funciones de control de legalidad de la actividad administrativa cuando -tal como sucede en el caso- se plantea una controversia. Sentado ello, la interpretación del a quo, sobre la exigencia que impone el art. 58 de la ley 24.076 para el funcionamiento del Directorio del ente, se ajusta a derecho, sin que pueda ser acogida favorablemente la posición de este último, en cuanto propugna una inteligencia diferente del precepto legal, mientras no se complete el proceso de integración de su órgano de dirección. Porque dicha disposición regula, en forma detallada y sin dejar ningún aspecto librado al azar o a la libre interpretación, tanto la integración como el funcionamiento del Directorio y, lo que es más importante, sin formular distinciones o establecer excepciones para ciertos períodos, de forma tal que, una interpretación diferente a la del a quo no puede prosperar, toda Vez que "la primera fuente de exégesis de la leyes su letra y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma, ya que de otro modo podría arribarse a una interpretación que, sin declarar la inconstitucionalidad de la disposición legal, equivaliese a prescindir de su texto". Esta inteligencia también se ajusta a la intención del Legislador y al espíritu de la norma -circunstancia que, por cierto, no pueden dejar de evaluar los magistrados en el momento de juzgar-, ya que la exigencia de un número mínimo de integrantes del Directorio permite intercambiar ideas, opiniones y posiciones sobre las decisiones a adoptar y, en síntesis, deliberar válidamente, lo que constituye una condición imperativa para la formación de voluntad de órganos colegiados, como el del sub lite. Se trata, así, de la existencia o no de voluntad del “collegium" y no de un mero rigorismo formal. El Tribunal ha dicho que "sólo cuando la aplicación textual da la ley conduce a resultados tan irrazonables que no sería justo atribuirlos a la intención del Congreso, cabe que los jueces den por sobrentendida la excepción a la letra de la ley", situación que, ciertamente, no se verifica en el sub judice. Lo expuesto conduce a desestimar la posición del ente nacional, en el sentido de que la "realidad" la obligó a interpretar la norma y a concluir en que el quorum se alcanzaba con la presencia de un Director y del Presidente del Ente -por su doble voto, en caso de empate-, porque, tal como se indicó precedentemente, la ley 24.076 regula no sólo la integración del órgano, sino también su funcionamiento. Sobre este último aspecto, exige la presencia de tres miembros para sesionar válidamente y el régimen de mayoría legales para adoptar decisiones, del cual, el do~le voto en caso de empate es sólo una previsión referida a ese supuesto de hecho, sin que pueda trasladarse al cómputo de los miembros que forman el quórum del Órgano. A mayor abundamiento, es del caso destacar que, aún tomando el criterio de la "realidad" propuesto por el ente nacional, la solución sería contraria a su interpretación, en la medida que se advierte que, hasta el propio Poder Ejecutivo entendió que el número mínimo para el funcionamiento del órgano era de tres directores, incluido su Presidente, toda vez que fue ése el número de miembros que designó para integrarlo. Finalmente, no se configura, en el sub lite, un caso de gravedad institucional, porque los efectos de la declaración de nulidad de la resolución 19/93 se circunscriben únicamente a la actora que lo solicitó, sin afectar las relaciones del ente nacional con las restantes licenciatarias del servicio o con los particulares y, en definitiva, no tiene incidencia, al menos negativa, sobre la seguridad jurídica del sector.


    Distribuidora de Gas Pampeana S.A. c/ Ente Nacional Regulador del Gas - Resolución ENARGAS 19/93


    D. 154, XXXIV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Entidades financieras. Bancos. Autorización para funcionar. Llamamiento de autos. Falta de fundamentación autónoma. Apartamiento de las constancias de la causa. Cuestión no federal. Inadmisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Ambos remedios ordinarios fueron mal concedidos por el juzgador, si se tiene en cuenta que, por todo intento de demostrar que el valor disputado en último término en estas actuaciones supera el mínimo legal que establece el art. 24, inc. 6°, ap. a) del decreto-ley 1285/58, el apelante se limitó a mencionar "el valor de los presuntos créditos reclamados por el B.C.R.A. contra las 2 sociedades”, así como el del activo de ambas. De ambos recursos extraordinarios corresponde tratar en primer término el dirigido contra la decisión por cuyo intermedio el a quo denegó una nueva sustanciación, traslado y apertura a prueba de las actuaciones con carácter previo al dictado de la sentencia de fondo, toda vez que, ello bastarla para dejar sin efecto a esta última.  De acuerdo con reiterada doctrina, si bien la interpretación de los pronunciamientos de la Corte configura cuestión federal bastante para sustentar el recurso extraordinario, ello sólo es exacto en supuestos en los cuales se desconozca, en lo esencial, lo resuelto por aquéllos. En el sub lite el remedio intentado es formalmente inadmisible pues, no es dable aceptar, que la nueva decisión de los jueces de la causa incurra en tal desconocimiento por el sólo hecho de mencionar que el fallo de la Corte "anulatorio del rechazo de una nueva sustanciación, obedeció a que éste había sido suscripto por una camarista respecto de la cual se hallaba pendiente de decisión un planteo de recusación y no a las razones dadas para denegar ese pedido, las cuales son “justadas a derecho”. En efecto, si bien la actuación de la mencionada jueza acarreó la nulidad del pronunciamiento en cuestión, ello no significó en modo alguno, que el nuevo a dictarse tuviera que ser indefectiblemente, para quedar a resguardo de la tacha de arbitrariedad, de contenido contrario a lo opinado por aquélla, sin demostrar, por ende, que tales argumentos no son derivación razonada de las constancias de la causa o de la legislación aplicable. En tales condiciones, es improcedente el recurso extraordinario pues, dado su carácter autónomo, es insuficiente la aserción de determinada solución jurídica en tanto ella no esté razonada con referencia a las circunstancias de la causa y a los términos del fallo que la resuelve, para lo cual el escrito respectivo debe contener una crítica prolija de la sentencia impugnada, refutando todos y cada uno de los fundamentos en que se apoyó el a quo para arribar a las conclusiones que lo agravian. La simple mención de haber estado la causa a sentencia durante varios años y la consiguiente imposibilidad de compulsar el expediente, así la necesidad de "precisar, enumerar las pruebas a producir” y “poner a conocimiento determinados hechos y pruebas que tienen aptitud para alcanzar un pronunciamiento exento de arbitrariedad” no es suficiente, para tener por cumplida la carga que pesa sobre el recurrente y que indica que la doctrina de la arbitrariedad, en materia de prescindencia de pruebas, requiere tanto la indicación concreta de las que se dicen omitidas como la demostración de su pertinencia para modificarla solución del litigio. Máxime, cuando el juzgador no se limitó a efectuar aquel juicio, sino que, por el contrario, agregó que "el código de rito no fija ningún procedimiento para el dictado de nueva sentencia por la Alzada anta un fallo revocatorio con reenvió. Tampoco éste, estableció que deba imprimírselo", afirmación que exhibe, suficientes fundamentos de índole procesal, que obstan a su descalificación como acto judicial válido. La exigencia de que los pronunciamientos judiciales deban ser motivados en derecho no es óbice para que las consideraciones de hecho y prueba satisfagan los requisitos de adecuada fundamentación, cuando la decisión apelada puede ser referida a normas obvias que no requieren declaración expresa. Por lo demás, la decisión a la que se remitió el juzgador versaba sobre la imposibilidad de admitir en segunda instancia los hechos nuevos alegados por el recurrente, materia que tampoco reviste carácter federal. Finalmente, la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, toda vez que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento, que impidan considerar a la sentencia como acto jurisdiccional. Así, el recurso extraordinario interpuesto debe ser declarado formalmente inadmisible y máxime, en lo fundamental, al tratar el otro recurso pendiente, al respecto de los alcances de la intervención anterior de la Corte. En cuanto a este recurso, que se origina en torno de las cuestiones de fondo ventiladas a lo largo de este prolongado pleito, remite a la inteligencia que se atribuya en definitiva a lo resuelto anteriormente por la Corte, cuando intervino en razón del primer recurso extraordinario contra la primera sentencia recaída en la causa, de resultas de la cual ese Elevado Tribunal, por el voto de su mayoría, decidió avalar lo actuado oportunamente por el Banco Central de la República Argentina, no sólo en el aspecto legal, con referencia al carácter potestativo de los auxilios que dicho órgano podía otorgar a las entidades financieras en crisis, sino también respecto de las cuestiones fácticas que, a su criterio, no fueron razonadamente analizadas por el primigenio juzgador y que evidenciaban que el aludido ente de contralor, ni habla tomado la decisión de liquidar a la recurrente de modo improvisado, ni mucho menos lo había así dispuesto sin ponderar las irregularidades técnicas en que ésta incurriese en torno de las operativas llevadas a cabo con los auxilios acordados con anterioridad a la decisión de liquidarla y que, a la postre, fueron las causantes objetivas de su estado de cesación de pagos. En dicha oportunidad esa Corte decidió de tal suerte el litigio de manera definitiva, eligiendo la vía de devolverlo a la cámara a fin de que un nuevo fallo formulara la solución con arreglo a lo expuesto, extremo que, obedeciendo tal mandato, cumplió la última sentencia que ahora pretende recurrirse por medio del remedio excepcional del art. 14 de la ley 48. Si bien es cierto que, por principio, la Corte Suprema de Justicia de la Nación no resuelve las cuestiones de derecho común, hecho y prueba, no lo es menos que, a abrir el recurso extraordinario sobre la base de la doctrina de la arbitrariedad, en una gran cantidad de casos, al juzgar la irracionalidad de una inteligencia normativa, o el modo en que se analizaron los hechos, de modo tácito, cuando no directamente expreso, determina, en el ámbito de su rol jurisdiccional supremo, la correcta interpretación o valoración de dichas cuestiones, situación que es, la que aconteció en el sub judice. En este marco, cualquier intento de replantear la materia litigiosa traduce la pretensión imposible de rever el referido fallo de la Corte, lo cual es de modo manifiesto improcedente ya que, como el Tribunal tiene dicho desde antaño, sus decisiones son finales y no admiten otro control, salvo situaciones muy contadas, que no son precisamente las del sub lite. Esto es, la Corte no atendió los planteos sobre las presiones que invoca haber sufrido el apelante, porque estas aducidas circunstancias eran obviamente ajenas a las irregularidades que el Banco Central tuvo en consideración para no continuar auxiliando a la entidad en crisis y disponer su liquidación. Podrían dar lugar, acreditada su ocurrencia, a una acción por daños por su autónoma naturaleza dolosa, pero el recurrente no había demostrado lo que resultaba esencial e indefectible, es decir, que fueran la causa, o tuvieran vinculación directa, con las mentadas irregularidades técnicas que motivaron su estado de cesación de pagos a juicio de las autoridades de aplicación, lo cual quedó jurisdiccionalmente avalado por esa Corte. Ello es así porque, tal fue la inteligencia del Tribunal al dictar el primer fallo, si nos atenemos a la interpretación aportada por uno de sus miembros, desde que, por lo demás, de lo contrario, ni hubiese vertido sus manifestaciones en favor del correcto proceder del ente rector, ni hubiera podido dejar de declarar de modo expreso que el nuevo voto de la cámara tenía que atender tales cuestiones. De todos modos, la Corte será la más fiel intérprete de los alcances de su anterior sentencia, sin perjuicio de que, dicha decisión final ya ha resuelto este pleito de modo pleno y que la cámara a quo no ha hecho otra cosa que cumplir con lo ordenado, no siendo nuevamente posible cuestionar en sede judicial la absoluta validez que adquirió el accionar del Banco Central al resolver la liquidación de la recurrente, más allá, de los eventuales derechos del posible damnificado a demandar por los concretos daños que las amenazas referidas pudieron causarle.


    Saiegh, Rafael y otros c/ Banco Central de la República Argentina Resoluciones 395/80 y 400/80


    S. 48, XXXIV, 06 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Excepción de pago. Fisco Nacional. AFIP DGI. Sentencia no firme. Concesión errónea del recurso. 


    En el marco de las cuestiones debatidas es propicio recordar que el Alto Tribunal tiene reiteradamente decidido, en concordancia con lo dispuesto por el artículo 14 de la ley 48, que es requisito para la procedencia del recurso extraordinario que la sentencia atacada sea definitiva. Cabe recordar entonces, el decisorio hizo lugar a la excepción de pago total opuesta por la ejecutada en razón de que los certificados de deuda agregados como base de la ejecución, no hacían mención a que se perseguía el cobro de diferencias en el pago de recursos del Sistema Único de Seguridad Social, por lo que el a quo interpretó que se reclamaba por falta de pago de los períodos que indican dichos certificados. En orden a ello y dado que la empresa ejecutada acreditó pagos por esos periodos, el juez interviniente descartó la posterior manifestación aclaratoria de la ejecutante referida al origen de la deuda, a raíz del limitado marco cognoscitivo del proceso e hizo lugar a la excepción, con el alcance del artículo 92 de la ley 11.683. El fallo no puede considerarse definitivo, ya que la parte actora cuenta con la vía de un juicio ordinario posterior por la diferencia de la deuda que invoca. Aún más, queda a salvo su derecho a librar un nuevo título de deuda y, con él, promover otra ejecución en el marco del artículo 92, anteúltimo párrafo, de la ley 11.683, al que remitió el a quo. Cabe tener en cuenta que las resoluciones recaídas en juicio ejecutivo no revisten la condición de sentencia definitiva, con la sola excepción de los supuestos que causan un agravio irreparable por decidir cuestiones cuya revisión la ley no autoriza en trámites ulterior. Además, es sentencia definitiva la dictada en un proceso de ejecución fiscal cuando el fisco recurrente no dispondrá en el futuro de otra oportunidad procesal para hacer valer sus derechos, circunstancias que de acuerdo con lo expuesto no concurren en el sub-lite. Resulta claro que la sentencia interlocutoria no reviste el carácter de definitiva, por lo que tal decisorio no habilita la vía intentada.


    Fisco Nacional - Dirección General Impositiva (DGI) c/ Rubrex S.R.L.


    F. 81, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Falta de fundamentación autónoma. Falta de agravio concreto. Gravamen actual. Denegación del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que su fundamentación debe ser autónoma, lo que supone, hacerse cargo de todos y cada uno de los argumentos en que el a quo sustentó las conclusiones impugnadas, debiendo contener los agravios el desarrollo necesario como para demostrar las razones que avalan la pretensión articulada, pues, de lo contrario, no existe una auténtica “disputa" sobre la cuestión federal en juego, circunstancia que obsta a la procedencia del remedio extraordinario. Asimismo, la Corte tiene dicho al respecto, que el recurso extraordinario deducido con sustento en la violación de la defensa en juicio, requiere para su procedencia la demostración del perjuicio que efectivamente haya ocasionado la lesión a ese derecho constitucional que se aduce, es decir, el correcto señalamiento de la incidencia que ella ha tenido en la decisión atacada.


    Costa de Gallino, Clara s/ Sucesorio


    C. 1045, XXXV, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Improcedencia del recurso. 


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Bozzini, Raúl Alberto y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    B. 549, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Hipódromo Argentino de Palermo S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    H. 164, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión análoga al dictamen de la causa A. 557, L. XXXV, "Anjuez S.A. c/ Dirección General de Rentas y Empadronamiento Inmobiliario s/ Acción declarativa”.


    Kawer, Mario Eduardo y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires


    K. 78, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Inadmisibilidad del recurso. 


    La decisión en recurso en ajena a esta instancia de excepción, ya que a cuestiones no federales que fueron resueltas sin arbitrariedad a la luz de lo que expresó la Corte en Fallos: 322:139.


    Décima, Carlos Alberto c/ Ferrovías S.A.C.


    D. 450, XXXV, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 172; L. XXXIV, “Arcuri, Gabriel Alejandro c/ Ministerio del Interior –Art. 3° Ley 24.043”.


    Gallieni, Abel Ricardo c/ Ministerio de Interior - Poder Ejecutivo Nacional - Artículo 3° Ley 24.043


    G. 436, XXXIV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 172; L. XXXIV, “Arcuri, Gabriel Alejandro c/ Ministerio del Interior –Art. 3° Ley 24.043”.


    Giménez, Daniel Hugo c/ Ministerio del Interior - Artículo 3° Ley 24.043


    G. 517, XXXIV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa A. 172; L. XXXIV, “Arcuri, Gabriel Alejandro c/ Ministerio del Interior –Artículo 3° Ley 24.043”.


    Zanatta, Alberto c/ Ministerio del Interior - Artículo 3° Ley 24.043 -


    Z. 81, XXXIV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa B. 132, L. XXXIV, "Bordón Ángel Pablo y Otra c/ Provincia de Formosa (Policía de la Provincia) s/ Demanda contencioso administrativa".


    Ramírez, José Heriberto y otros c/ Provincia de Formosa (Policía de la Provincia) s/ Demanda contencioso administrativa


    R. 201, XXXVI, 30 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa S.157, L.XXXV, "Saluzzi, Delia Susana c/ DINAMAR Ministerio de Justicia s/ Amparo ley 16.986".


    Tufro, Silvia Haydee c/ Ministerio de Justicia - Dirección Nacional de Medios Alternativos - Resolución 610/98 s/ Amparo ley 16.986


    T. 224, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 503, L. XXXVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aíres c/ Román S.A. Comercial”.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Propietario de la calle Gavilán 1432


    G. 629, XXXV, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Indemnización. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Admisibilidad del recurso. 


    Si bien como principio la doctrina de la arbitrariedad es de carácter excepcional y lo atinente a la determinación del monto de las indemnizaciones emergentes de lo dispuesto en el citado artículo 245 resultaría irrevisable en esta instancia extraordinaria, corresponde hacer lugar a la queja, dejar sin efecto la sentencia recurrida y devolver las actuaciones al tribunal de origen para que, por quien corresponda, se dicte un nuevo pronunciamiento. Ello es así, a la luz de la conocida doctrina de la Corte según la cual es arbitrario el fallo que omite tratar cuestiones oportunamente propuestas conducentes para la correcta solución del pleito, toda vez que tal omisión importa un desmedro del derecho de defensa que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional. Tal conclusión torna insustancial el análisis de los restantes agravios del la recurrente.


    Duchowmy Norberto c/ Editorial Musical Korn Intersong S.A


    O. 325, XXXIV, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa D. 325, L. XXXIV, "Duchowmy Norberto c/ Editorial Musical Korn Intersong S.A. ".


    Duchowmy, Norberto c/ Editorial Musical Korn Intersong S.A.


    D. 312, XXXIV, 05 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Privilegios marítimos. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. 815, L. XXXV, "Cañete Emilio Osvaldo y otro c/ Tamul S.A."


    Cañete, Emilio Osvaldo y otro c/ Tamul S.A.


    C. 746, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Intereses. Estado Nacional. Régimen de consolidación de deudas. Revocación de sentencia. 


    La ley n° 23.982 dispone la consolidación en el Estado Nacional de las obligaciones vencidas o de causa o título anterior al 1° de abril de 1991, consistentes en el pago de sumas de dinero, cuando -entre otras hipótesis- medie o hubiese mediado controversia judicial o administrativa, conforme a las leyes vigentes, acerca de los hechos o el derecho aplicable (art 1°). El decreto 2140/91, por su parte, caracteriza como tales -en lo que aquí interesa- a las que tuvieren su origen en hechos o actos ocurridos con anterioridad a la fecha de corte, aun cuando fueren reconocidas, administrativa o judicialmente, con posterioridad a esa fecha. La Corte ha entendido que "causa" de las obligaciones, en el sentido de la Ley de Consolidación, la constituyen los hechos o actos que de modo directo e inmediato les hubiesen dado origen. Señaló que eso es lo que surge de la segunda parte del inciso d del art. 2° del decreto 2140/91, "en la que se ejemplifica que son los hechos, actos o prestaciones los elementos relevantes a tal fin y no los contratos a los que aquéllos se vinculen".


    Bustos, Carlos Antonio c/ Obras Sanitarias de la Nación


    B. 71, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Intervención del Ministerio Público. Defensa en juicio. Mantenimiento del recurso. 


    Remisión a los fallos y dictamenes de la causa P. 475, L. XXXIII, "Prodelco c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo" (item X); M. 148, L. XXXII, “Instituto Nac. de Obras Soc. Y de la Administración Nac. del Seguro de Salud”; y A. 138, L. XXXIV, "Agropecuar


    La defensa de los intereses del Estado Nacional fue ejercida en la instancia anterior por un miembro de este Ministerio Público como abogado del Estado, y no se ha producido, por parte de la Procuración del Tesoro de la Nación, la designación de nuevos representantes para su reemplazo efectivo, a la que alude el artículo 68 de la ley 24.946. Dicha circunstancia, condiciona la intervención de la Procuración General de la Nación en esta vista, a fin de mantener el principio de unidad de acción de esta institución, y preservar, asimismo, la igualdad procesal de las partes, cuidando no incurrir en desmedro del derecho de defensa de la contraria.


    Roggia, Oscar Enrique - Casación (Autos: Club Estudiantes - Información Posesoria)


    R. 192, XXXV, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación del hecho. Archivo del expediente. Resoluciones equiparables a definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Procedencia del recurso. 


    Es doctrina uniforme de la Corte Nacional, para la procedencia del recurso extraordinario, que el pronunciamiento apelado revista el carácter de sentencia definitiva o sea equiparable a tal en los términos del artículo 14 de la ley 48. En este sentido, corresponde indicar que, en principio, la resolución que dispone el temperamento previsto en el segundo párrafo del artículo 195 del Código Procesal Penal, esto es, el archivo de las actuaciones, no constituiría sentencia definitiva. Ahora bien, resulta atinente traer a colación, a modo de interpretación analógica -autorizada respecto de la ley procesal penal-, el criterio que por excepción sentó la Corte para la procedencia de la vía extraordinaria, en precedentes en los que consideró que revestía carácter definitivo el instituto del sobreseimiento provisional del derogado Código de Procedimientos en Materia Penal. A tal respecto, se entendió por cumplido aquel requisito si el pronunciamiento decidía definitivamente sobre el fondo de la causa impidiendo su prosecución; o si se afirmaba en los considerandos que no había habido ilícito, de modo que equivalía a decisión final contraria para el querellante.


    M. (h), Carlos Saúl y O., Silvio Héctor s/ Investigación sobre las causas de sus muertes


    M. 315, XXXVI, 16 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Empleo público. Declaración de inconstitucionalidad. Reducción salarial. Facultades del Poder Ejecutivo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Dado que la Corte debe atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, sólo puede conocer en juicio ejerciendo sus atribuciones jurisdiccionales cuando se somete a su consideración un caso y no una cuestión abstracta. Sin embargo, en el presente caso, si bien el Decreto en crisis fue derogado, ello no significa que -en el sub lite- no exista interés concreto en expedirse sobre los efectos jurídicos que produjo la norma en cuestión, durante el tiempo en que estuvo vigente. Corresponde determinar si el Estado tiene atribución para reducir los salarios de sus agentes y, en caso afirmativo, en qué medida y con qué límites. La respuesta a la cuestión planteada es afirmativa, cualquiera sea la posición doctrinaria que explique la naturaleza jurídica de la relación de empleo público. En efecto, si se la considera una especie del género contrato administrativo, se trataría del ejercicio del ius variandi que, con ciertos límites, se admite como prerrogativa del Estado; mientras que, si se le otorgara naturaleza reglamentaria o estatutaria, entonces, también se podría adoptar esta medida para el futuro, porque nadie tiene derecho adquirido al mantenimiento de leyes o reglamentos ni a su inalterabilidad. Contrariamente a lo sostenido por el a quo, la reducción dispuesta por el Decreto es de carácter general, sin que pierda esa generalidad por la incidencia de otras normas aprobadas con posterioridad, toda vez que la demostración de la afectación de la igualdad debe efectuarse sobre la propia norma cuestionada y no por comparación con otras posteriores en el tiempo que, por otra parte, no son objeto de la litis y que, eventualmente, por apartarse de aquélla, podría discutirse si violan el principio constitucional indicado.


    Guida, Liliana c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Empleo Público


    G. 304, XXXIII, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Lealtad comercial. Conflicto de poderes. Denegatoria del recurso. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa C. 1052.XXXVI, "C. S.A s/ Ley 22.082".


    Si bien al momento de hacer su descargo ante el órgano administrativo el recurrente cuestionó sus facultades para realizar el procedimiento, no hizo lo mismo al interponer el recurso de apelación ante el fuero en lo penal económico, impidiendo que este agravio fuera revisado en la sentencia del a quo, atento a lo cual debe inferirse que el nombrado ha hecho abandono de la cuestión.


    C. S.A. s/ Ley 22.802


    C. 1036, XXXVI, 26 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Prescripción. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. 


    Los planteos de la recurrente contra la sentencia de la alzada atinentes a la prescripción, en cuanto remiten a la interpretación de normas de naturaleza no federal, no habilitan la revisión de la sentencia en esta instancia extraordinaria, toda vez que ella ha sido sustentada por la Cámara de Apelaciones en razones suficiente que descartan, más allá de su acierto o error, la tacha de arbitrariedad invocada. Distinta habrá de ser, en cambio, la solución en lo referente al periodo exigible reconocido -"el que corre desde Febrero de 1991 hasta Febrero de 1993 inclusive"-, pues luego de considerar aplicable en el sub lite el plazo de dos años previsto en el artículo 256 del R.C.T., el tribunal incluye en la condena un total de veinticinco meses. En este aspecto se aparta ostensiblemente de la norma aplicada, lo que hace procedente la descalificación del fallo recurrido de acuerdo con conocida doctrina de esa Corte sobre arbitrariedad.


    Federación Argentina de Trabajadores de Luz y Fuerza c/ Cooperativa de Servicios Públicos y Sociales Crédito y Vivienda de Sacanta Limitada s/ Laboral


    F. 437, XXXIV, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Procedencia del recurso. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa A. 778, L. XXXVI, “Asociación del Personal del Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria y Otros c/ Estado Nacional - Recurso de Hecho”.


    Gómez, Adriana Elizabeth y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de amparo


    G. 929, XXXVI, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Confirmación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa E. 183, L. XXXVI, “Espejo, José Miguel c/ Caja de Seguros de Vida S.A.”


    Sala, Leonor del Carmen c/ Caja de Seguros de Vida S.A.


    S. 943, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 7868-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 658, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 7879-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 528, XXXIV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 7886-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 895, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 7923-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 707, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8020-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 653, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8204-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 1000, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8253-A) c/ Administración Nacional de Aduanas


    A. 708, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8371-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 706, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8572-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 512, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8808-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 654, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8876-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 988, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. (TF 8888-A) c/ Dirección General de Aduanas


    A. 173, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. c/ Administración Nacional de Aduanas


    A. 265, XXXIV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. s/ Apelación Tribunal Fiscal de la Nación


    A. 986, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Autolatina Argentina S.A. s/ Apelación Tribunal Fiscal de la Nación n° 8063/99 (TFN 8578-A)


    A. 84, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Bridgestone Firestone Argentina S.A. c/ Dirección General de Aduanas


    B. 784, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Cibasa S.A. c/ Dirección General de Aduanas


    C. 1115, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Mercedes Benz Argentina S.A.C.I.F.I.M. (TF 7974-A) c/ Dirección General de Aduanas


    M. 668, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Pirelli Neumáticos S.A.I.C. (TF 9327-A) c/ Dirección General de Aduanas


    P. 648, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Pirelli Neumáticos S.A.I.C. (TF 9980-A) c/ Dirección General de Aduanas


    P. 281, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Pirelli Neumáticos S.A.I.C. c/ Dirección General de Aduanas


    P. 514, XXXV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa A.529, L. XXXIV, "Autolatina Argentina S.A. (T.F. 7846-A) c/ A.N.A.".


    Scania Argentina S.A. (TF 10.214-A) c/ Dirección General de Aduanas


    S. 564, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Procesos de conocimiento. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S.306, L. XXXV, "Sancor Seguros de Retiro S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Proceso de conocimiento".


    Banco Popular Argentino S.A. c/ Estado Nacional s/ Proceso de conocimiento


    B. 690, XXXV, 04 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S.306, L. XXXV, "Sancor Seguros de Retiro S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Proceso de conocimiento".


    La Agraria S.A. c/ Fisco Nacional (DGI) s/ Proceso de conocimiento


    L. 313, XXXV, 04 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S.306, L. XXXV, "Sancor Seguros de Retiro S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Proceso de conocimiento".


    Yabito S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos DGI s/ Proceso de conocimiento


    Y. 10, XXXV, 04 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Responsabilidad del armador. Extensión de la responsabilidad. Sentencia definitiva. Denegatoria del recurso. 


    Por regla general, los pronunciamientos anteriores a la sentencia definitiva, no son equiparables a ella, por existir la posibilidad de que una decisión posterior haga innecesaria la intervención de la Corte Suprema. Lo mismo ocurre con las sentencias incompletas, entendiendo por tales, aquellas que - como la de autos - no resuelven de modo acabado las diferencias entre las partes, sino sólo un aspecto determinado de ellas. En estos supuestos, el procedimiento seguido por el tribunal de la causa no puede obligar al Máximo Tribunal a fallarla por partes, o a revisar las sentencias que no resuelven el juicio de un modo completo y concluyente.


    Quadarella, Santina y otra s/ Incidente de impugnación


    Q. 52, XXXV, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Revisión del acto administrativo. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S.306, L. XXXV, "Sancor Seguros de Retiro S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Proceso de conocimiento".


    Eseba S.A. c/ Fisco Nacional (DGI) s/ Revisión de acto administrativo


    E. 79, XXXV, 04 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Servicio telefónico. Denegatoria del fuero federal. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    El recurso extraordinario es procedente pues si bien tiene dicho la Corte que las cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas recurribles por la vía del art. 14 de la ley 48, excepcionalmente debe habilitarse esta instancia cuando media denegatoria del fuero federal. Asiste razón a la recurrente en deducir su reclamo ante la justicia federal por cuanto los actos de particulares cuya cesación se persigue afectan la prestación del servicio de telecomunicaciones y conciernen al destino de utilidad nacional que la empresa mencionada está destinada a servir. En esas condiciones, toda vez que puede verse comprometido el servicio telefónico celular empleado a nivel interprovincial o internacional, ello afectaría intereses que exceden los encomendados a los tribunales provinciales y se encuentran reservados a la jurisdicción federal.


    Barrionuevo, Norma Beatriz c/ GTE PCE S.A. y otro s/ Amparo


    B. 857, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Regulación de honorarios


    Peritos. Doctrina de la arbitrariedad. Admisibilidad del recurso. Devolución del expediente. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    El Tribunal ha resuelto, en reiteradas oportunidades, que los problemas atinentes a los honorarios regulados en las instancias ordinarias constituyen materia ajena al recurso del art. 14 de la ley 48, toda vez que la determinación del monto del litigio, la apreciación de los trabajos cumplidos y la interpretación y aplicación de las normas arancelarias no son, como regla, en razón del carácter fáctico y procesal de tales cuestiones, susceptibles de tratamiento en la instancia extraordinaria. Sin embargo, la Corte tiene dicho, por otra parte, que se justifica la excepción a esta doctrina, en caso de haberse omitido la indispensable fundamentación conforme a las circunstancias de la causa, o cuando la solución acordada no permite referir concretamente la regulación al respectivo arancel, pues de ese modo el pronunciamiento se torna descalificable como acto judicial. Ambos supuestos excepcionales concurren en el sub lite, tornando aplicable al caso la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que se alega que los honorarios regulados fueron significativamente inferiores a los que por ley corresponden, y el auto regulatorio, no contiene fundamentos suficientes que permitan determinar la manera en que fueron aplicadas las normas, la doctrina y las pautas que dijo tener en cuenta, para relacionarlas con el importe regulado al apelante. En este orden, si el a-quo entendió que la doctrina de la Corte anterior a la vigencia de la ley 24.432, y asimilada luego por la misma, autorizaba a apartarse de la aplicación estricta de la escala arancelaria, debió indicar con fundamentos explícitos y circunstanciados, las razones que justificaban su decisión, tal como lo exigen tanto la norma citada (art. 13°, primer párrafo "in fine"), como la doctrina que la precedió. La Corte tiene dicho que la proyección de un nuevo ordenamiento legal hacia el pasado no resulta posible si por tal vía se altera el alcance jurídico de las consecuencias de los hechos realizados en su momento bajo un determinado sistema normativo, con grave afectación de los derechos adquiridos; y que ni el legislador ni el juez podrían, en virtud de una nueva ley o de su interpretación, arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la legislación anterior, ya que en este caso el principio de no retroactividad deja de ser una norma infraconstitucional para confundirse con la garantía de inviolabilidad de la propiedad reconocida por la ley Suprema. En atención a esta jurisprudencia, es dable reflexionar que el juzgador debió extremar sus recaudos para fundamentar adecuada y minuciosamente su apartamiento de las escalas arancelarias, ya que las pautas globales que manifestó ponderar, resultan insuficientes para sustentar su decisorio. Cabe agregar al respecto, que además de no precisar los criterios que guiaron su determinación, el aquo tampoco proporcionó detalle alguno sobre las propias cuentas que dijo realizar. Por otra parte, también omitió dar razón suficiente para el rechazo de los planteos del recurrente referidos a su pretendida condición de perito y no de consultor técnico, y de los relativos a las disposiciones del decreto-ley 16638/57, norma que invocó el apelante ante la Cámara como específica para la regulación, y que resultaba conducente - "prima facie"- para la solución del caso, sea para juzgar su adecuación, o bien para declarar su inaplicabilidad. Sobre el particular, en la doctrina de Fallós:308:1079 - que hizo suyos los términos del dictamen de la Procuración General- la Corte dejó establecido que es arbitrario el auto regulatorio que no ha considerado los argumentos oportunamente planteados a su consideración, y, en el caso de que se entendieran rechazados implícitamente, no hay fundamentos que permitan avalar la solución. Todo lo cual autoriza a descalificar el fallo en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, sin que ello implique abrir juicio acerca de la base regulatoria que corresponda adoptar, ni respecto de la norma aplicable y razonabilidad de la regulación definitiva.


    Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires c/ Establecimientos Industriales Febo


    M. 486, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Servicios sanitarios


    Servicio de agua corriente. Bienes inmuebles. Demanda contra Estado extranjero. Resoluciones equiparables a definitiva. Cuestión federal. Interpretación de la ley. Inmunidad de jurisdicción. 


    Remisión a Fallos: 322:2399, y los precedentes de las causas G. 581, L. XXXIII, "García Jakab, Silvina P. c/ Embajada de la República Eslovaca" y, B. 656, L. XXXIII, "Bonacic- Kresic, E. c/ Embajada de la República Federal de Yugoslavia s/ Despido".


    La apelación federal es admisible por cuanto, el resolutorio atacado es equiparable a sentencia definitiva por causar perjuicios de imposible o insuficiente reparación ulterior y, además se configura una cuestión federal al hallarse en juego normas de tal índole, relativas a la inmunidad de jurisdicción de los estados extranjeros. Asimismo, la naturaleza de la citada cuestión hace, según jurisprudencia reiterada de la Corte, a un "principio elemental de la ley de las naciones", que revela su inequívoco carácter federal. Por otra parte, lo resuelto por el a quo implicó asignar a otras normas federales en juego, entre ellas, las leyes n° 13.577 y 20.324 una inteligencia distinta de la que sustenta la presentante. El artículo 44 de la ley 13.577, establece que las cuentas que emita Obras Sanitarias de la Nación por tasas, contribuciones, recargos, intereses, multas y todo otro concepto vinculado con los servicios que preste, tendrán fuerza ejecutiva y su cobro judicial se hará mediante el procedimiento legislado en los artículos 604, 605 Y concordantes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En lo que atañe al primer argumento, debe señalarse que el artículo 39 de ley 13.577 dispone que los inmuebles que “adeuden servicios, multas y cualquier otra suma de acuerdo con las disposiciones de esta ley, quedarán afectados al pago de la deuda hasta su cancelación"; contando estos créditos con el privilegio establecido en los artículos 3879, inciso 2°, y 3880, inciso 5°, del Código Civil, el que primará sobre los créditos hipotecarios posteriores a la prestación de los servicios. A su turno, los artículos 40, 41 y 42 de la ley mencionada, reglamentan lo inherente a los certificados de deuda de los inmuebles, estableciéndose los recaudos a cumplimentar en los casos de transferencias de dominio, incorporación al régimen de propiedad horizontal o constitución de derechos reales y de ordenarse la inscripción de una sentencia o auto judicial que declare o reconozca una transmisión de derechos sobre inmuebles, tanto por los interesados, escribanos, autoridades judiciales o de registro. Se establece, también allí, la prohibición de inscripción de los títulos sin la constancia en los testimonios de las escrituras u oficios del pago de la deuda certificada a Obras Sanitarias o de la sustitución del deudor. No obstante, en lo que atañe a los últimos ítems, la ley n° 22.427 reglamentó de modo diverso los supuestos de inscripción de operaciones como las descriptas en el Registro de la Propiedad Inmobiliaria, admitiendo que, en ciertos casos, se omitan las certificaciones de libre deuda referidas a impuestos, tasas o contribuciones, incluso municipales, en tanto se cumpla con lo previsto en la ley extremo, empero, de todos modos, no viene a alterar la substancia del asunto. En una primera hipótesis, el incumplimiento del organismo respectivo en expedir en tiempo y forma la correspondiente certificación de deuda, libera de responsabilidad al escribano y al adquirente, limitando la posibilidad de cobro posterior del crédito por servicios, a la persona del "... enajenante como obligación personal...". En una segunda, expedida la certificación en tiempo y forma, se puede ordenar o autorizar el acto y su inscripción, previo pago o retención del monto que resulte del certificado. En una última, no se requerirá la certificación, cuando el adquirente manifieste en modo expreso que asume la deuda que pudiere resultar, sin que ello libere al enajenante, quien responderá solidariamente ante el ente acreedor por aquel concepto. Así, resulta ajustada a derecho la inclusión del crédito reclamado a la Representación Comercial de la Federación Rusa en la excepción a la regla de inmunidad establecida en el artículo 2°, inciso f), de la ley n° 24.488. Ello es así, por cuanto, con prescindencia de la polémica en la doctrina sobre si las obligaciones toleran una tipología intermedia o mixta entre reales y personales, cierto es que se prevé la afectación del inmueble de la obligada "...al pago de la deuda hasta su cancelación..."; extremo que no resulta alterado, substancialmente, por las restantes disposiciones examinadas, las que, salvo en el primer caso en el que la transformación del crédito por servicios en una obligación personal es imputable finalmente al propio organismo acreedor, tienden a confirmar la índole "propter rem" del mismo. Dicha circunstancia determina que se trate la presente, de una acción emprendida, en última instancia, en punto a un inmueble que se encuentra en el territorio nacional. La norma del artículo 2°, inciso g), prevé, en consonancia con el anterior, que la excepción a la inmunidad alcance también a los estados extranjeros en tanto adquieran la calidad de herederos o legatarios de bienes en el territorio nacional. En un plano en el que limitadamente se debate un asunto de jurisdicción, no parece irrazonable entender que el legislador, a propósito de un tema en que, tanto la faz activa como la pasiva de la relación, dependen de una relación de señorío con una cosa, se haya inclinado por reconocer la jurisdicción de la localización del bien. Esa ha sido también, en el plano interno, la solución prevista a “propósito de acciones que la doctrina suele caracterizar de manera similar a la presente; a lo que se añade, en tanto que la inconsecuencia o falta de previsión jamás se supone en el legislador y no cabe, por ende, asignar a las normas una inteligencia que la impliquen, que siendo la situación más típica de presencia de un estado en el territorio de otro la de sus representaciones oficiales, no puede pasar desapercibido que la disposición, pese a ello, no las excluye de manera expresa de sus alcances; máxime, atendiendo a la suma generalidad de los incisos f) y g) del artículo 2° de la ley 24.488. En este caso, por otra parte, ni siquiera se ha alegado una exención o rebaja como la prevista en el artículo 71, inciso b, de la ley Orgánica de Obras Sanitarias. Mucho menos, que no se trate ésta de una hipótesis del artículo 23.1, in fine, de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, que excluye expresamente de la exención tributaria relativa a los estados acreditantes y a los jefes de sus misiones, los "impuestos o gravámenes que constituyan el pago de servicios particulares prestados…". Más aun, la accionada alegó aquí la defensa de prescripción, lo que comportó admitir la calidad de legitimada pasiva substancial. Por lo demás, en el precedente registrado en Fallos: 293:504, el Alto Tribunal enfatizó "...Que las deudas debidas a Obras Sanitarias de la Nación tienen carácter real sobre los respectivos inmuebles…" y que "...El dueño del inmueble es el responsable ordinario por esas deudas", apuntándose seguidamente, "...Que las deudas de las cosas inmuebles que caracteriza a las obligaciones por los servicios de la empresa Obras Sanitarias de la Nación torna indispensable que tales deudas sean referidas, de ordinario, a las partidas del catastro inmobiliario, precisamente a fin de posibilitar la efectividad de la naturaleza "propter rem" de aquellas deudas...". Resulta claro que no es el presente uno de aquellos asuntos alcanzados por la previsión del artículo 10 de la ley 24.488, motivo por el cual no cabe asentir aquí a la inmunidad de jurisdicción alegada por la accionada. Empero, respecto a la norma del artículo 22.3 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, por cuanto fue invocada so pretexto de que fue contradicha en sus alcances por el fallo y para sustentar la imposibilidad de ejecución, en caso de proceder, de una eventual sentencia condenatoria. Si bien, en rigor, la sentencia confirmada, desestima la excepción de incompetencia, admite parcialmente la defensa de prescripción y, por el resto, manda llevar adelante la ejecución, la situación, es asimilable a la del precedente citado pues no se emprendió, aún, acto precautorio o ejecutivo alguno en contra de bienes de la accionada eventualmente comprendidos en la inmunidad prevista en la norma del artículo 22.3 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961.


    O.S.N. c/ Embajada de la URSS, Representación Comercial de Rusia


    O. 263, XXXV, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XII


    Derecho Procesal Penal


    Conflicto de competencia


    Defraudación. Apropiación de prenda. Competencia provincial. 


    Es doctrina de V.E., a partir de Fallos 310:2265, que el delito de defraudación prendaria se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar localizado el bien objeto del contrato.


    A., Pedro s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1042, XXXVI, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Estafa. Tentativa. Extravío del cheque. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos de juicio agregados al incidente, no alcancen para determinar tal circunstancia, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación.


    O., Arturo s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 284, XXXVI, 05 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Falsificación de documentos. Juez previniente. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que las probanzas incorporadas al incidente -dentro del cual no figuran copias del anverso de los documentos- no alcanzan para determinar la circunstancia apuntada en el párrafo anterior, corresponde al tribunal provincial, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito de los cheques y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos de los depositantes.


    A., José Maria s/ Tentativa de estafa


    COMP. 731, XXXVI, 04 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Cohecho. Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    En los supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar los de índole federal de los de índole común aunque medie entre ellos una relación de conexidad.


    V., Luis A. s/ Cohecho


    COMP. 769, XXXV, 25 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    A., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1221, XXXVI, 12 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Aborto. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal, que la realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto. Además, no corresponde la promoción de nuevos planteos de competencia que, por ser insustanciales, no se ajustan a los propósitos de lograr una pronta terminación de los procesos.


    G., Z. N. s/ Aborto


    COMP. 836, XXXV, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    C., Y. R. s/ Aborto


    COMP. 1231, XXXVI, 07 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    C., A. E.; D. C., G. y M., M. M. s/ Aborto


    COMP. 1013, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    No existe una concreta contienda negativa de competencia cuando los tribunales intervinientes no se atribuyen recíprocamente el conocimiento de la causa.


    V., P. R. s/ Aborto


    COMP. 1530, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia criminal y correccional. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    C., C. A. s/ Aborto


    COMP. 887, XXXV, 28 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Abuso de autoridad. 


    Recurso pendiente de resolución.


    La Corte tiene establecido que, si la declaración de incompetencia con la que se promovió la contienda, se dictó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde que, con carácter previo a determinar la competencia para proseguir con la investigación, se resuelva el recurso deducido.


    B., Eduardo s/ Abuso de autoridad


    COMP. 1325, XXXVI, 07 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Abuso de firma en blanco. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    La defraudación por abuso de firma en blanco, por tratarse de un delito que exige un perjuicio patrimonial efectivo, se consuma con la utilización del documento cuya firma se obtuvo engañosamente. Corresponde asignar competencia para conocer en la causa al juzgado que tiene jurisdicción sobre la sede del tribunal donde se hizo valer el instrumento incriminado.


    C. A. S.A. s/ Defraudación por abuso de firma en blanco


    COMP. 612, XXXVI, 20 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Abuso sexual calificado. Abuso sexual de menores. Competencia nacional. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como las del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    O. A., J. s/ Abuso sexual calificado


    COMP. 1165, XXXVI, 13 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Menores. Delito continuo. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que los delitos se reputan cometidos en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción o del resultado, por lo que es preciso que la elección de alguna de éstas se determine atendiendo a las exigencias planteadas por la economía procesal, la necesidad de favorecer la buena marcha de la administración de justicia y, en su caso, la defensa de los imputados.


    R., G. F. s/ Abuso deshonesto


    COMP. 815, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Accidente de aviación. Entorpecimiento del tráfico aéreo. Competencia provincial. 


    Tiene establecido la Corte que es competente la justicia provincial, y no la federal, cuando las lesiones emergentes de un accidente de aviación no aparecen directamente vinculadas con la afectación de la navegación o el comercio aéreo.


    Cessna 310 Bimotor MAT. LV-JLB s/ Accidente aéreo


    COMP. 1485, XXXVI, 29 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Acopio de armas. Competencia federal. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  Por la cantidad y características de las armas y municiones secuestradas, la hipótesis delictiva a considerar es la prevista en el artículo 189 bis, párrafos 5° y 6° del Código Penal. De acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1°, inciso e) del Código ,Procesal Penal de la Nación, el conocimiento del delito de acopio de armas y municiones de guerra corresponde a la justicia federal, más aún si se tiene en cuenta que, por el momento, no es posible descartar que pueda resultar afectada la seguridad del estado.


    A., Francisco Ramón y otros s/ Acopio de armas de guerra y de uso civil


    COMP. 213, XXXVI, 31 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Municiones. Competencia provincial. 


    Atento a la calidad y características de las municiones secuestradas, así como también a las circunstancias que rodearon al hecho objeto de análisis, no se advierte que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio.


    R., Roberto Horacio s/ Tenencia de munición de guerra


    COMP. 986, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Actividades subversivas. Competencia provincial. 


    La Corte Suprema tiene resuelto que la adecuación de una conducta a la figura del artículo 6° de la ley 20.840 requiere que por su realización se afecten los intereses generales de la Nación y que, en tal sentido, corresponde examinar si el establecimiento y las maniobras presuntamente cometidas en perjuicio de su actividad revisten trascendencia tal que pueden resultar implicados aquéllos y no los que son meramente plurales de los ciudadanos.


    B., Ricardo Mario s/ Denuncia


    COMP. 342, XXXVI, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Evasión fiscal. Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    La contienda no se encuentra precedida de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    Y., Eduardo José s/ Denuncia averiguación infracción Ley 20.840


    COMP. 1553, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Competencia federal. 


    Es función específica del fuero federal prestar resguardo y tutela a las instituciones nacionales y juzgar la validez de los actos de los funcionarios nacionales en provincia. Cuando las conductas a investigar puedan resultar de aquéllas que afectan o corrompen el buen servicio que presta un organismo nacional y sus empleados, corresponde que la justicia federal entienda en las actuaciones.


    N., Hipólito Juan s/ Denuncia


    COMP. 489, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Toda vez que de las constancias del incidente no se advierta que las presuntas irregularidades descriptas en la denuncia hayan producido un perjuicio directo a las rentas del Estado o afectado la seguridad de la Nación o de alguna de sus instituciones como para provocar la intervención del fuero de excepción, corresponde al tribunal local entender en la causa.


    F. Sociedad Argentina de Seguros S.A. s/ Artículo 173 del Código Penal


    COMP. 440, XXXVI, 17 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio del deudor. Competencia del deudor. 


    Sede de la administración.


    Cuando el acto infiel perjudicial del deber, constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con el ello el perjuicio patrimonial, será relevante para determinar la competencia el lugar donde aquella debía rendirse. Ha sostenido la Corte que cuando no se convino expresamente el lugar donde debía cumplirse la obligación, debe atenderse al domicilio del deudor en el momento de ser exigida la restitución.


    P., Ricardo y otro s/ Falsificación de documento público


    COMP. 201, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio legal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    M., Alberto y otro s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 637, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    G., Juan José s/ Defraudación


    COMP. 859, XXXVI, 06 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    Microómnibus Ciudad de Buenos Aires s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 249, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    N.N. s/ Defraudación


    COMP. 280, XXXVI, 31 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecutó el acto infiel perjudicial en violación al deber.


    N. de L., Roberta Marina y otros s/ Defraudación por administración fraudulenta -causa N° 40.162/96-


    COMP. 656, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    A., Jorge F. Presunto supuesto autor de Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 1363, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Domicilio del girado. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración. En cuanto al delito previsto en el art. 302 inc. 1 del Código Penal, si el hecho encuadra prima facie en este supuesto compete investigarlo al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    N., Sergio s/ Estafa


    COMP. 1498, XXXVI, 11 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Habida cuenta que las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58, artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721, no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en la causa.


    M., Enrique Sergio s/ Infracción Artículos 292 y 296 Código Penal


    COMP. 1555, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58, artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma la ley 24.721, no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    M., Carlos Alberto s/ Infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP. 1458, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Cuando no es posible establecer el lugar donde se produjo el reemplazo de la chapa patente, corresponde atribuir competencia al tribunal donde se comprobó la infracción y se secuestró el vehículo. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C. L., Julio V. s/ Infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP. 221, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    S. G., Víctor y otros s/ Asociación ilícita


    COMP. 1558, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Encubrimiento. Hurto. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En lo que se refiere a la sustitución de las placas individualizadoras, la Corte tiene dicho que si de las probanzas del expediente no surge el lugar donde se cometió, corresponde investigarlo al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.  El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., Diego Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 1520, XXXVI, 18 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Patente del automotor. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582, artículo 289, inciso 30 del Código Penal, según reforma ley 24.721, no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    Subdelegación Olavarría Policía Federal Argentina s/ Averiguación presunto ilícito


    COMP. 833, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores, artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento.


    Comisaría 11° s/ Investigación presunta infracción Artículo 289 inciso 3° Código Penal


    COMP. 1377, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Adulteración de medicamentos. Competencia federal. 


    Cuando existe concurrencia ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a éste fuero al que corresponde continuar con la investigación.


    I. S. S.A. s/ Presunta infracción Ley 22.362 y Artículos 200 de Código Penal


    COMP. 384, XXXVI, 28 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 384, L.XXXVI, "I. S. S.A. s/ Pres. infracción ley 22.362 y Artículo 200 del Código Penal".


    I. S. S.A. s/ Presunta infracción Ley 22.362 y Artículo 200 del Código Penal


    COMP. 385, XXXVI, 28 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Amenazas calificadas. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Eugenio Cipriano s/ Amenazas calificadas


    COMP. 776, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Amenazas. Competencia provincial. 


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera tribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto. En las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar siempre, en primer lugar, ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria cuando resulte, de modo inequívoco, que los hechos tienen estricta motivación particular y que no existe la posibilidad de resultar afectada la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


    F. L., s/ P.S.A. Lesiones leves y amenazas - Expediente 3.956/98


    COMP. 435, XXXVI, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    L., José Luis s/ Amenazas


    COMP. 1397, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Violencia de género. Competencia nacional. 


    Cuando las amenazas reconocen motivaciones particulares, de naturaleza familiar, y se producen en jurisdicción de la Capital Federal, corresponde a la justicia nacional continuar con la investigación de la causa.


    A., Gustavo Fabián s/ Amenazas


    COMP. 1328, XXXVI, 15 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Apremios ilegales. Competencia provincial. 


    No existe una concreta contienda negativa de competencia que presupone la atribución recíproca de los magistrados en el conocimiento de una causa toda vez que el tribunal sin rechazar su competencia de manera contraria al criterio del tribunal de origen, admite que la investigación del hecho correspondía a los tribunales de su provincia, si bien de otro departamento judicial.


    M., Miguel Ángel s/ Denuncia apremios ilegales


    COMP. 311, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Actuaciones bajo órdenes de un tribunal.


    Cuando el personal policial imputado actúe bajo las órdenes emanadas de un tribunal específico, debe ante éste, dar las razones de su proceder.


    Personal Policía Federal s/ Presuntos apremios ilegales


    COMP. 1513, XXXVI, 07 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Apropiación de prenda. Domicilio contractual. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    M., Juan Carlos s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 884, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Arma de fuego. Investigación inconlcusa. Competencia nacional. 


    Toda vez que de las constancias reunidas hasta el momento, no surgen los elementos de juicio suficientes para calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa, el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7° , del decreto-ley 1285/58. En tales condiciones, corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    Hallazgo de arma de fuego s/ Competencia - Causa n° 2.133


    COMP. 488, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, la Corte no puede ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Cuando de las constancias reunidas, no surgen los elementos de juicio suficientes para calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa, corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis incorporar los elementos necesarios para darle precisión.


    P., Olga Alicia s/ Hallazgo de arma de fuego


    COMP. 102, XXXVI, 14 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Armas de guerra. Acopio de municiones. Competencia federal. 


    Respecto del delito de acopio, de acuerdo con lo normado en el artículo 33, apartado 1), inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, su conocimiento corresponde a la justicia federal, dado que no es posible descartar que pueda resultar afectada la seguridad del estado.  Asimismo, y atento la estrecha vinculación que existe entre la tenencia ilegal de arma de guerra y aquel delito, de conformidad con lo previsto en la norma legal citada, deberá ser también el fuero de excepción quien entienda de su juzgamiento.


    J., Juan Alberto y otros s/ Tenencia de armas de guerra y acopio de municiones de guerra en concurso real


    COMP. 154, XXXVI, 22 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    F., Héctor Omar y otro s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 65, XXXVI, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto.


    B., Alfredo y B., Jorge s/ Robo calificado


    COMP. 684, XXXVI, 10 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la casua Comp n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    S., Claudio Emanuel s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 420, XXXVI, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B. G., Leopoldo s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 1137, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Marcelo Fabián; A., Sergio Antonio s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 516, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Claudio Adolfo s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 790, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    D., Miguel Ángel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 101, XXXVI, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Damián Ezequiel s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1154, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Diego M. y otro s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 768, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Marcial s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 775, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    I., Juan Carlos s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 687, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Carlos y otro s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 767, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    N., Lirio S. y otro s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 764, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    O., Francisco Javier s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1082, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Miguel y otro s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1138, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 98, XXXVI, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Mariano Daniel s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1033, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    T. D., Miguel s/ Portación de armas de uso civil


    COMP. 1139, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    El trámite dado al incidente es erróneo toda vez que la declinatoria realizada por la Cámara Federal, luego de aceptada la competencia por el a tribunal de origen, importa el inicio de un nuevo conflicto. Por ello, considero que el incidente debió ser puesto nuevamente en conocimiento de la justicia local y, solo en caso de rechazo y posterior insistencia, se habría suscitado una contienda de competencia que el Tribunal deba resolver de acuerdo a lo establecido en el artículo 24, inciso 7, del decreto-ley 1285/58.


    M., Jorge Rubén s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 451, XXXVI, 15 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    La declinatoria realizada por la Cámara Federal luego de aceptada la competencia por el a quo, importa el inicio de un nuevo conflicto. Por ello, el incidente en estos casos debe ser puesto nuevamente en conocimiento de la justicia local y, sólo en caso de rechazo y posterior insistencia, se suscitaría una contienda de competencia que el Tribunal deba resolver de acuerdo a lo establecido en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    T., Fabián Gustavo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 518, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    La declinatoria realizada por la Cámara Federal, luego de aceptada la competencia por el tribunal de origen, importa el inicio de un nuevo conflicto. Por ello, en estos casos el incidente debe ser puesto nuevamente en conocimiento de la justicia local y, solo en caso de rechazo y posterior insistencia, se habría suscitado una contienda de competencia que el Tribunal deba resolver de acuerdo a lo establecido en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    D. C. C., Rubén César s/ Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 452, XXXVI, 15 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda importa asumir la competencia. Luego de la declinatoria realizada por la Cámara Federal, el incidente debió ser puesto nuevamente en conocimiento de la justicia local y, sólo en caso de rechazo y posterior insistencia, se habría suscitado una contienda de competencia que el Tribunal deba resolver de acuerdo a lo establecido en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    I., Alejandro Lucas s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 515, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Si bien para la existencia de una correcta cuestión de competencia debe ser la cámara provincial la que resuelve si insiste o no en su criterio, la Corte puede hacer la excepción posible a ese óbice formal, desde que tal exigencia no obsta el pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen.


    M., Víctor s/ Presunta infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 476, XXXVI, 15 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    A., Mauricio y otros s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 64, XXXVI, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 904 L.XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    B., Roberto Enrique y R., Aníbal Daniel s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 132, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 904, L.XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil" .


    F., Juan Carlos y otros s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 210, XXXVI, 29 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    R., Adrián Ramón s/ Incidente de competencia


    COMP. 725, XXXVI, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L.XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    G., Rubén Horacio s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil - Causa n° 1.553


    COMP. 410, XXXVI, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Las infracciones al artículo 289 inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. También, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    A., Claudio Edgardo s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1037, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    O., Alfredo s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1016, XXXVI, 08 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    R., Rubén Humberto y otro s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1035, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    B., Fabián Sergio s/ Infracción Artículo 189 bis e infracción Ley 23.737


    COMP. 1064, XXXVI, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Robo. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 715, L. XXXV, "N., Andrés Adrián s/ Portación de arma de uso civil".


    A., Claudio Omar s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 501, XXXVI, 26 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 715, L. XXXV, "N., Andrés Adrián s/portación de arma de uso civil".


    E., Jorge y S., Oscar s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 502, XXXVI, 26 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia federal. 


    La realización de medidas instructorias, luego del inicio de la contienda, significa asumir la competencia que fuera declinada. Tal es el caso donde el tribunal nacional, luego de iniciado el incidente de competencia, dictó el sobreseimiento del imputado por el delito del cual se había declarado incompetente. No se presenta en el caso una cuestión de competencia que deba ser resuelta por la Corte en los términos del artículo 24, inciso 7 , del decreto ley 1285/58; deben devolverse las presentes actuaciones a la justicia federal a fin de que se resuelva la apelación interpuesta.


    V., Gustavo Nicolás s/ Presunta infracción al Artículo 189 bis


    COMP. 326, XXXVI, 05 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia federal. 


    La Corte ha determinado que la forma defectuosa del planeamiento de la contienda no obsta su pronunciamiento cuando razones de economía procesal, autorizan a prescindir de ese reparo formal.  Asiste razón al magistrado federal para rechazar su intervención con base en el lugar de comisión del hecho.


    Q., Víctor s/ Portación de arma de uso civil condicionado


    COMP. 1025, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Armas. Armas de uso civil. Competencia federal. Tenencia de armas de guerra. Competencia provincial. 


    La presente contienda debe ser resuelta de acuerdo al dictamen de la causa Comp n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado" y al fallo de la causa Competencia n° 540, L.XXXVI "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086".


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    U., Luis Pastor y otro s/ Tenencia de arma de guerra y portación ilegal arma de uso civil


    COMP. 911, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Comperencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Jorge s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal - Causa 1.632


    COMP. 115, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la casua Comp 904, L . XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    S., Celestino y otro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 689, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Carlos Gustavo s/ Tenencia de arma - Causa n° 2.257


    COMP. 748, XXXVI, 10 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., José Martin s/ Tenencia de arma


    COMP. 747, XXXVI, 10 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Rubén Darío s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1088, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Alfredo Luis s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 241, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., José Alberto s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 216, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., José Omar s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 690, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Marcos Eduardo s/ Infracción al Artículo 43 "A" Ley 8.031


    COMP. 8, XXXVI, 31 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Néstor s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 225, XXXVI, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    D. S., Osvaldo Ulises s/ Tenencia de arma


    COMP. 156, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    D., Carlos Fernando s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal - Causa n° 1.573


    COMP. 247, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    D., Luis Ricardo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 481, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    D., Miguel Ángel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1079, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    E., Alejandro Cristian s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1099, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Manuel Ariel; B., Cristian Germán s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 802, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Walter Horacio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 259, XXXVI, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Claudio y otro s/ Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 150, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Fernando Carlos s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 705, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    J., Gustavo Daniel y otro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1062, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    K., José Adrián s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 750, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Fermín s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 771, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Guillermo Alejandro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 746, XXXVI, 10 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Gustavo Martín s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal - Causa n° 2.497


    COMP. 1078, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Gustavo Pablo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 693, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Marco Antonio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal - Causa 98.289


    COMP. 743, XXXVI, 10 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Rubén Darío s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1077, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M. G., Lucio Mariano s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1092, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Esteban René s/ Infracción al Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 727, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Flavio Andrés s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 100, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Gustavo Francisco s/ Presunta infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1135, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Hernán Oscar y otro s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 507, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Nilda Beatriz s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1031, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Ramón Gregorio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 119, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Rubén Oscar s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 733, XXXVI, 10 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Sergio Oscar s/ Incidente de competencia en causa 186 por infracción Artículo 189 bis 3° párrafo del Código Penal


    COMP. 671, XXXVI, 05 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Jesús Sebastian s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal - Causa 1.934


    COMP. 1101, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., José Daniel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 320, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Luis Fernando s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 752, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Mario Osvaldo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 547, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Carlos César s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 541, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Eduardo Rubén s/ Infracción Artículo 189 bis, 3° párrafo del Código Penal - Causa n° 1.450


    COMP. 1066, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Lucas Daniel s/ Infracción al Artículo 43 "A" de la Ley 8.031


    COMP. 9, XXXVI, 31 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Roque Mariano s/ Tenencia de arma


    COMP. 745, XXXVI, 10 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S. C., Julio Javier s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 492, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Carlos Alberto s/ Infracción Artículo 42 Ley 20.429 - Causa 1.790


    COMP. 167, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., José Antonio s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 89, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Leonardo Virgilio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 185, XXXVI, 14 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Martín Leonardo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal - Causa 1.984


    COMP. 1100, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    T., Claudio Javier s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 217, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    T., Salvador Osvaldo s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 276, XXXVI, 31 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    V., Hernán Alberto David s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 116, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    V., José Darío s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal - Causa n° 1.751


    COMP. 459, XXXVI, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    V., Orlando Javier s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1073, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    La declinatoria realizada por la Cámara Federal luego de aceptada la competencia por el a quo, importa el inicio de un nuevo conflicto. Por ello, el incidente en estos casos debe ser puesto nuevamente en conocimiento de la justicia local y, sólo en caso de rechazo y posterior insistencia, se suscitaría una contienda de competencia que el Tribunal deba resolver de acuerdo a lo establecido en el artículo 24, inciso 7° , del decreto-ley 1285/58.


    R., Leonardo Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 520, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    La declinatoria realizada por la Cámara Federal luego de aceptada la competencia por el a quo, importa el inicio de un nuevo conflicto. Por ello, el incidente en estos casos debe ser puesto nuevamente en conocimiento de la justicia local y, sólo en caso de rechazo y posterior insistencia, se suscitaría una contienda de competencia que el Tribunal deba resolver de acuerdo a lo establecido en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    F., Gustavo Daniel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 519, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición.


    P., Hugo Eduardo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 603, XXXVI, 08 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Roberto Carlos s/ Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 877, XXXV, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Edmundo Santiago s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 58, XXXVI, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    A., Ariel Ceferino s/ Ley 25.086


    COMP. 160, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    B., Rafael Agustín; N. R., Claudio s/ Infracción Artículo189 bis


    COMP. 155, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    C., Gabriel Leonardo s/ Ley 25.086


    COMP. 181, XXXVI, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    C., Miguel Ángel s/ Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 168, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    C., Walter Gastón s/ Infracción ley 25.086


    COMP. 235, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    G., Martín Leonardo s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 175, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    G., Natalia Mabel; D., Cristian David y C., Daniel Osvaldo s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 162, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    I., Mauro Eduardo s/ Ley 25.086


    COMP. 277, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    L., Miguel Ángel; O., Arturo Ramón y A., Pablo Daniel s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 164, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    L., Rubén s/ Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 169, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    M., Carlos Oscar s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 74, XXXVI, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    O., Alejandro Daniel s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 203, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    O., Fernando y otros s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 413, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    P., Omar Esteban; O., Emanuel Matías s/ Infracción Ley 20.429 modificada por Ley 25.086


    COMP. 158, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    R., Alejandro Conrado s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 174, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    R., Carlos Damián; B., Luis Roberto s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 173, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    R., Ezequiel David y R., Dirgo Julián s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 176, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    S., Carlos Ernesto s/ Ley 25.086


    COMP. 278, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    S., Jorge Augusto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 172, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    S., Roberto Mariano s/ Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 415, XXXVI, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    S., Walter Orlando s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 171, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    T. B., Julio s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 170, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    V. , Cristian Leandro s/ Infracción Artículo 189 bis 3er párrafo del Código Penal


    COMP. 196, XXXVI, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    M. F., Hugo Rolando s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 75, XXXVI, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    V., Enrique Sergio s/ Infracción Artículo189 bis del Código Penal


    COMP. 113, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 71, L. XXXVI "R., Ramona Catalina s/ Infracción al artículo 42 bis de la ley 20.429".


    R., Silvio Alberto s/ Infracción al Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 72, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 904, L.XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    P., Daniel Aristóbulo s/ Leyes especiales (Ley 20.429 y 25.086)


    COMP. 254, XXXVI, 24 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 488, L. XXXVI, "Hallazgo de arma de fuego s/ competencia. Causa n° 2.133"


    Hallazgo de arma s/ Competencia - Causa 2.226


    COMP. 487, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil"


    R., Leandro Norberto s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429 incorporado por Ley 25.086


    COMP. 403, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    B., Gabriel Esteban s/ Infracción Artículo 189 bis 3° párrafo del Código Penal


    COMP. 1111, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    H., Agustín Ramón s/ Infracción al Artículo 42 Ley 20.429


    COMP. 728, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    H., José Luis s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1061, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    P., Miguel Ángel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1063, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    R., Matías Germán s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 421, XXXVI, 05 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L. XXXV, "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    M., Luis Oscar s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 537, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    M., Leandro Damián s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1011, XXXVI, 08 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Para la correcta traba de una contienda, debe ser la cámara, que confirmó la declinatoria del a quo la que insista o no en su criterio. Si la declaración de incompetencia con la que se promovió la contienda, se trabó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta por el fiscal, corresponde que, con carácter previo a determinar la competencia, se resuelva el recurso deducido.


    L., Gustavo Damián s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 246, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Para la correcta traba de una contienda, debe ser la Cámara, que declinó la competencia, la que insista o no en su criterio. Por otra parte, si la declaración de incompetencia con la que se promovió la contienda, se trabó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta por el fiscal, corresponde que, con carácter previo a determinar la competencia, se resuelva el recurso deducido.


    V., Sergio Ramón s/ Infracción Ley 23.737 e infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1010, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La presente contienda negativa de competencia debe ser resuelta según el criterio establecido en la competencia n° 608, L. XXXVI "Cimino, Gabriel Alfredo s/ Inf. art. 189 bis del Código Penal".


    V., Diego Emiliano s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1046, XXXVI, 14 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa 788, L. XXXVI, "M., Alicia Beatriz".


    M., Juan Domingo s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 742, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    De acuerdo con el criterio establecido por la Corte en la Competencia n° 540, L. XXXVI "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086", corresponde al tribunal provincial conocer en estas actuaciones.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. El arma secuestrada se halla comprendida entre las denominadas de guerra, de conformidad con lo establecido, en los artículos 4° y 5° del decreto 395/75 -reglamentario de la ley 20.429- y sus modificacipnes.


    L., Nicolás Víctor s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1008, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    P., Ana María s/ Infracción Artículo 189 bis 3° párrafo del Código Penal


    COMP. 121, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente, lo que no sucede en caso que el juez de una jurisdicción no se la asignó a la justicia de otra distinta, sino que se limitó a manifestar que el hecho solo constituiría una contravención ajena a su conocimiento. Tiene resuelto la Corte que la cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal como de tenencia prohibida no tiene por efecto la multiplicación de conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende al bien jurídico protegido por la disposición legal. La inclusión del delito de portación ilegítima de arma de uso civil en el párrafo 3° de dicha norma por la ley 25.086 en nada modifica la doctrina mencionada, ya que el hecho de la portación implica siempre una tenencia. El conflicto debe ser resuelto a partir de la preponderancia de la figura de la tenencia ilegal de arma de guerra como punto determinante para la calificación del hecho, aún cuando de su unidad contextual surja que también concurre la figura prevista en el artículo 189 bis, párrafo 3° del Código Penal. Ello es así, en razón de que la protección que se intenta para la seguridad pública se encuentra suficientemente cumplida por el supuesto del párrafo 4° del artículo 189 bis del Código Penal, dada la mayor gravedad de la pena a su respecto.


    R., Benito Valentín y otro s/ Presunta infracción Artículo 189 bis del Código Penal - Causa n° 1.127


    COMP. 599, XXXVI, 08 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. Corresponde al tribunal provincial conocer tanto en el delito previsto y reprimido en el artículo 189 bis, cuarto párrafo, del Código Penal, como en el de abuso de armas, que resulta claramente distinguible de aquél.


    A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086 (expediente n° 604/99)


    COMP. 540, XXXVI, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. La cantidad de objetos descriptos en él artículo 189 bis del Código Penal como de tenencia prohibida no tiene por efecto la multiplicación de conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende al bien jurídico protegido por la disposición legal. El conflicto debe ser resuelto a partir de la preponderancia de la figura de la tenencia ilegal de arma de guerra como punto determinante para la calificación del hecho, aun cuando de su unidad contextual surja que también concurre la figura prevista en el artículo 189 bis, párrafo 3°, del Código Penal. Ello es así, en razón de que la protección que se intenta para la seguridad pública se encuentra suficientemente cumplida por el supuesto del párrafo 4° del artículo 189 bis del Código Penal, dada la mayor gravedad de la pena a su respecto.


    K., Horacio; T., Adrián s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 744, XXXVI, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Si la declaración de incompetencia con la que se promovió este incidente se trabó cuando se encontraba pendiente de resolución la apelación interpuesta por la defensa, corresponde que con carácter previo a determinarla, se resuelva el recurso deducido.


    C., Gabriel Alfredo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 608, XXXVI, 10 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Municiones. Competencia federal. 


    La totalidad de las armas y municiones fueron secuestradas a los imputados en el mismo instante, circunstancia que autoriza a considerar que habría existido una unidad fáctica -caracterizada por la tenencia o portación prohibida de los objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal- con un múltiple encuadre penal. La Corte tiene resuelto que dicha situación no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas. En estos casos no cabe dividir la continencia de la causa, y la unificación no debe realizarse sustrayendo del conocimiento del fuero federal los delitos que corresponden específicamente a su jurisdicción.


    V. Nicolás Belindo y E. Fernando Andrés s/ Portación de arma de uso civil, de uso civil condicionado y tenencia de munición de guerra


    COMP. 341, XXXVI, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se- ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación legal que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. Además, la cantidad de objetos descriptos en aquella norma, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido. En consecuencia, y de acuerdo con lo establecido por el artículo 3°, inciso 5 de la Ley 48, corresponde al magistrado provincial conocer respecto del hecho.  Ello sin perjuicio, claro está, de que si el magistrado entiende que su investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    A., Marcos y otros s/ Infracción a Ley 23.737 y 189 bis del Código Penal


    COMP. 1052, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. Habida cuenta que las municiones secuestradas tenían su punta hueca, este hecho resulta comprendido tanto por las previsiones del párrafo 3°, como del último párrafo del artículo 189 bis del Código Penal, éste último en función del artículo 4° , inciso 3°, apartado d), del decreto ley 395/75 y sus modificatorias. La cantidad de objetos descriptos en aquella norma, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido. Asimismo, la modificación introducida como párrafo tercero por la ley 25.086 no impide la plena aplicación de esa doctrina. La competencia debe ser discernida, con base en la preponderancia del último párrafo del artículo189 bis del Código Penal para determinar la calificación , en tanto la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede el previsto para la hipotesis del tercer párrafo de dicha disposición legal.


    B., Rubén Darío s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1104, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Beneficios previsionales. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal el juzgamiento de los delitos previstos en el capítulo III de la ley 24.241, sin que obste a ello la posibilidad de aplicar una norma del Código Penal, en la medida en que resulte afectado el sistema nacional integrado de jubilaciones y pensiones, aspecto este último que es el que justifica, en definitiva, la intervención del fuero de excepción.


    F., Gastón E. s/ Infracción Artículo 296 en función del Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 56, XXXVI, 01 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Calumnias. Carta certificada. Competencia provincial. 


    Toda vez que el delito de calumnia es concretado mediante una carta certificada abierta, exteriorizándose al presentarse ésta en la oficina postal emisora, y no pudiendo ser eliminada la posibilidad de que los términos de ella hubieran sido conocidos por alguna persona distinta al destinatario, corresponde al tribunal del lugar donde la carta fue recibida conocer en la causa.


    G., José Rodolfo y otro s/ Calumnias - causa 1798


    COMP. 295, XXXVI, 14 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Injurias. Competencia nacional. 


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes.


    C., Martín y otro s/ Querella por calumnias e injurias


    COMP. 927, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Ofensas cometidas por medio de la prensa. Lugar del hecho. Funcionarios públicos federales. Competencia federal. 


    Desempeño de sus funciones.


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas. En los casos que involucran a un funcionario federal, la competencia del fuero de excepción solo se halla justificada cuando los hechos aparecen vinculados al desempeño de sus funciones como tal.


    B., Luis s/ Querella por calumnias e injurias


    COMP. 1259, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    No existe un concreto conflicto de competencia dado que el magistrado local no asignó competencia a la justicia nacional por la cual debía conocer en el hecho del que se desprendiera.


    A., Carlos D. s/ Denuncia sobre infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1053, XXXVI, 26 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    No existe un concreto conflicto de competencia -que necesariamente presupone que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de una causa - cuando uno de los magistrados no asigna competencia a otro, para conocer el hecho de cuya investigación se desprendió esta última.


    F., Gustavo Alberto s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 700, XXXVI, 03 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Cheque. Acumulación de procesos. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Las reglas de acumulación por conexidad, son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.


    L., José Luis y otros s/ Robo


    COMP. 207, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. 


    Cuando de las constancias agregadas al incidente no surjan elementos de juicio suficientes para la resolución del conflicto, no ha mediado el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia que corresponda a la Corte dirimir. Por lo tanto, corresponde devolver las actuaciones al Juzgado Nacional en lo Penal Económico para que continúe con la tramitación de la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    B., Emilio Ángel y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 724, XXXVI, 04 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Competencia criminal y correccional. 


    Cuando de los términos de la denuncia surje una operación a crédito, y no existe simultaneidad entre las contraprestaciones, la entrega de los valores no constituye el ardid determinante del delito de estafa. Por ello, el hecho delictivo encuadraría en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    G., Petrona Julia s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 919, XXXV, 06 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. 


    Cuando de los elementos de juicio incorporados al incidente, surja que los cheques entregados tienen fecha de pago diferido y son entregados para saldar una deuda preexistente, no existe simultaneidad entre las contraprestaciones y, consecuentemente, la entrega de los valores no constituye el ardid determinante de la estafa, sin resultar por ello relevante el lugar de la entrega de los cartulares. El hecho encuadrado en los supuestos del art. 302 del Código Penal, debe ser investigado por el juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    Q., Luis E. s/ Estafa - Causa n° 70.363/00


    COMP. 1072, XXXVI, 26 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La dación de nuevos cheques ante el rechazo de los primeros, importaría el refinanciamiento de una deuda preexistente, razón por la cual, no existe simultaneidad entre las contraprestaciones y, por ende, su entrega no constituye el ardid determinante del delito de estafa. Por lo tanto, el hecho denunciado encuadraría, en principio, en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    L., Raúl Eduardo s/ Denuncia infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 269, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando no existe simultaneidad entre las contraprestaciones, la entrega de los valores no constituye el ardid determinante del delito de estafa. Por lo tanto, el hecho denunciado, encuadraría en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    Macshop S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 735, XXXVI, 07 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Cuando no existe simultaneidad entre las contraprestaciones, sino que se trata de una operación a crédito, la entrega de los valores no constituye el ardid determinante del delito de estafa. Por ello, el hecho denunciado encuadraría en los supuestos del articulo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    W. A. G. S.R.L. y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 232, XXXVI, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia en lo penal económico. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una contienda negativa de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Cuando el conflicto no se halle precedido de la investigación suficiente, corresponde al tribunal que previno, continuar interviniendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    M., Andrés Javier s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 560, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    No existe un concreto conflicto de competencia cuando los tribunales intervinientes no se atribuyen recíprocamente el conocimiento de una causa.


    B., Walter Hugo s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 765, XXXVI, 13 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Circulación de moneda falsa. Concurso ideal. Competencia federal. 


    Entre la estafa y la puesta en circulación de moneda extranjera falsa, media un concurso ideal, pues ambas conductas configuran aspectos distintos de un mismo hecho, al constituir la segunda el ardid sin el cual no puede darse la primera, razón por la cual debe entender en la investigación del delito la justicia federal. Todo lo concerniente a la moneda extranjera resulta de estricta potestad federal, aun cuando el legislador no se hubiera visto en la necesidad de reglar su ejercicio.


    A. o A.,, Darío Carlos s/ Circulación de moneda falsa


    COMP. 425, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Coacción. Competencia criminal y correccional. 


    Corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional dirimir la cuestión por ser el órgano superior del declinante.


    G. C., Julio Ernesto y C. L., Rafael s/ Coacción


    COMP. 1038, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de tribunal de casación. 


    No existe en autos un conflicto de competencia que corresponda a la Corte dirimir. Ello es así, dado que a partir de la doctrina establecida por el Tribunal en Fallos: 316:1524 es la Cámara Nacional de Casación Penal el órgano común a los dos tribunales, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    S., Inés Leonor s/ Denuncia


    COMP. 550, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a lo resuelto en Competencia N° 71, L.XXXVI "R., Ramona Catalina s/ infracción al art. 42 bis Ilde la ley 20.429".


    V., José Luis s/ Incidente de competencia


    COMP. 1279, XXXVI, 01 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia federal. Remisión a la Competencia n° 542, L.XXXV "Leguiza, Angel Marcelo s/Robo calificado ley 25.086".


    C., Eduardo Javier s/ Inf. art. 189 bis 3° Párrafo Código Penal


    COMP. 854, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Max Raúl s/ Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 51, XXXVI, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A. B., Félix Ramón s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 85, XXXVI, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Oscar Andrés s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 86, XXXVI, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 904, L. XXXV "B., Federico Gastón s/ Tenencia de arma de uso civil".


    T., Arturo Humberto s/ Artículo 189 bis tercer párrafo incorporado por Ley 25.086 del Código Penal


    COMP. 913, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Javier Rubén s/ Denuncia


    COMP. 1172, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 71, L.XXXVI "R., Ramona Catalina s/inf. art. 42 bis de la ley 20.429".


    M., Walter, L., Walter Darío y D. M., Juan s/ Instrucción


    COMP. 1344, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 788, L. XXXVI, "M., Alicia Beatriz ".


    R., Juan Carlos y otro s/ Infracción Artículo 43 Inc. h) de la Ley 8.031/73


    COMP. 1268, XXXVI, 01 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    No basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro de los perímetros reservados exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    D. S. B. s/ Accidente fatal


    COMP. 251, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 751, L. XXXV.


    F., Eduardo Daniel s/ Denuncia


    COMP. 872, XXXV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 751, L. XXXV.


    Y., Norberto Adrián s/ Denuncia


    COMP. 873, XXXV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 794, L.XXXVI, "Banco Nación Argentina S.A. s/ Remite actuaciones".


    Banco Nación Argentina S.A s/ Remite actuaciones - Expediente N° 595/00


    COMP. 1307, XXXVI, 24 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 794, L.XXXVI, "Banco Nación Argentina S.A. s/ remite actuaciones".


    Banco Nación Argentina S.A.s/ Remite actuaciones - Expediente N° 524/00


    COMP. 1306, XXXVI, 24 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    C., Pascual Hipólito y otro s/ Atentado resistencia autoridad, homicidio, lesiones, municiones de guerra. Causa 6.121


    COMP. 129, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 359, L. XXXV "A., Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    Aduana de Campana s/ Infracción Ley 22.415


    COMP. 52, XXXVI, 25 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 489, L.XXXVI, "Novero, Hipólito Juan s/ Denuncia".


    B., José Enrique s/ Denuncia


    COMP. 984, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 833, L. XXXV.


    Subdelegación Olavarría Policía Federal Argentina s/ Averiguación presunto ilícito


    COMP. 834, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Contaminación ambiental. Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 318:1369; 321:167 y 322:2996.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia, que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    M. de D., Inés Susana s/ Denuncia


    COMP. 1118, XXXVI, 26 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Plaguicidas. Muerte de animales. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia N° 641, L. XXXIV, "Contaminación Arroyo Sarandí s/ Ley 24.051".


    M., Carlos s/ Denuncia


    COMP. 400, XXXV, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Contrabando. Competencia nacional. 


    Remisión al fallo de la causa Comp 359, L. XXXV "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia"


    Z., Raúl ( Administración de la Aduana de Paso de los Libres) s/ Denuncia por contrabando


    COMP. 198, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp n° 359, L. XXXV "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    N.N. s/ Contrabando


    COMP. 1041, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Robo con armas. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    El robo agravado por el uso de armas concurre idealmente con el delito de contrabando y, por lo tanto, corresponde a la justicia nacional conocer a su respecto. En tanto que las declaraciones de incompetencia deben hallarse precedidas de la investigación elemental necesaria, debe ser el magistrado que previno quien continúe entendiendo respecto de aquellas cuestiones sobre las que faltase investigar.


    D. V., Emiliano y otros s/ Averiguación de contrabando y otros delitos


    COMP. 524, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Contravenciones. Menores. Competencia de menores. 


    El artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, sustenta que más allá del carácter administrativo que reviste la justicia de faltas, ejerce también funciones jurisdiccionales. Por otro lado, resulta incompatible con los propósitos de tutela y protección perseguidos por la ley 10.903, sustraer a los menores de la jurisdicción de los jueces que cuentan con una estructura adecuada para cumplir a su respecto con los postulados de la legislación dictada en su beneficio. El conocimiento de los jueces de menores no se limita únicamente a los de delitos que ellos hubieren cometido, sino que también abarca los casos de contravenciones y, aún, de simple inconducta.


    F. V., U. D. s/ Ley 10.903


    COMP. 1287, XXXVI, 01 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Corte de rutas. Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia federal. 


    Es doctrina de V.E. que sí las medidas de fuerza que dieron origen a la causa tuvieron como consecuencia la efectiva interrupción del tránsito vehicular en una ruta nacional, esas acciones han interferido directamente en la satisfacción de los objetivos de bien público para los cuales la ruta fue establecida entre los que debe encontrarse el de garantizar el libre desarrollo del tráfico interjurisdiccional, por lo que corresponde intervenir a la justicia nacional.


    S. M. Daniel Rolando y otros s/ Delito contra la Seguridad Pública


    COMP. 1020, XXXVI, 03 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Daño. Declaración del imputado. Competencia correccional. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    C., Norberto s/ Daño


    COMP. 523, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Declaraciones contradictorias. Defraudación. Juzgado de garantías. 


    Cuando las declaraciones del denunciante son verosímiles y no están desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones. Las declaraciones del imputado pueden ser tenidas en cuenta, en esas condiciones, a los mismos fines.


    D. O. E., María Amalia y otro s/ Defraudación


    COMP. 183, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse éste, en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    Q., Guillermo Raúl s/ Administración fraudulenta


    COMP. 252, XXXVI, 17 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Administración fraudulenta. Falsificación de instrumento privado. Competencia provincial. 


    Es doctrina de V.E. que cuando el acto perjudicial en violación del deber constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa para provocar el error del administrado y consumar con ello el perjuicio patrimonial, será relevante para determinar la competencia el lugar donde aquélla debía rendirse. Asimismo, conforme la jurisprudencia del Tribunal, la falsificación de los comprobantes de pago, -instrumentos privados-, debe reputarse cometida en el lugar donde fueron utilizados.


    S., Alberto y otros s/ Administración fraudulenta


    COMP. 1177, XXXVI, 03 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Firma en blanco. Competencia provincial. 


    Si de los términos de una denuncia surge que los documentos presuntamente suscriptos en blanco habrían sido utilizados para lograr la entrega de un vehículo ante un tribunal con jurisdicción específica, corresponde declarar la competencia de un magistrado dependiente de la misma jurisdicción para entender en la causa.


    B., Heber s/ Estafa


    COMP. 816, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306:926; 1272; 1997 y 311:528.


    Cuando las probanzas agregadas al incidente no aporten elementos de juicio suficientes para discernir el lugar donde el imputado debía rendir cuentas del dinero recibido para pagar las obligaciones de la empresa, corresponde al tribunal que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    D. B., Enrique s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 869, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Apropiación de prenda. Competencia nacional. 


    El delito de defraudación prendaria se configura donde se dispone del bien gravado, sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    A., Jorge Norberto s/ Estafa


    COMP. 807, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia del tribunal de casación. 


    Remisión al fallo de la causa Competencia 100 L. XXVI "Tabarche, Pedro Félix s/ Hurto agravado" y a Fallos: 317:1440, considerando 5°.


    B., Juana Edith s/ Infracción Artículo 173 inciso 7° del Código Penal


    COMP. 972, XXXVI, 30 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia por el territorio. Competencia nacional. 


    Cuando no exista discrepancia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación de la conducta a investigar, como así tampoco de que la contratación y el pago de los viajes habría tenido lugar en esta ciudad, donde además se domicilian los damnificados, corresponde declarar la competencia del juzgado nacional para entender en estas actuaciones.


    R., Juan Carlos A. s/ Defraudación


    COMP. 846, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Corresponde al magistrado local asumir su jurisdicción e incorporar al proceso los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis, sin perjuicio de lo que resulte de su tramite o, en su caso, de la investigación ulterior.


    C., María Paula s/ Defraudación


    COMP. 1001, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuando ambos tribunales admiten que los hechos materia de investigación tuvieron lugar dentro del ámbito de la provincia de Buenos Aires, corresponde declarar la competencia del Juzgado de Transición provincial, sin perjuicio de que su titular, si lo estima pertinente, entable la cuestión con sus pares provinciales, de acuerdo con las reglas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    S., Daniel Ignacio s/ Denuncia por defraudación


    COMP. 588, XXXV, 21 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    No se advierte que las presuntas irregularidades hayan producido un daño directo a las rentas del Estado, pues las sumas no rendidas fueron igualmente integradas al Registro Nacional por la titular de la oficina seccional en su condición de responsable frente a ese organismo, y tampoco surge de las actuaciones que la acción desplegada haya sido dirigida a corromper el buen servicio de ese ente nacional. En consecuencia, corresponde al tribunal local conocer en la causa.


    G. de J., Elsa s/ Denuncia por presunta defraudación


    COMP. 981, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


    Para decidir la cuestión de competencia, en una causa donde se omite poner el rodado a disposición de la justicia nacional, resulta relevante el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal, el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    S., Héctor Raúl s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1215, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación de los fundamentos del fallo Causa N° 898, L. XXXIII "Di Rico, Antonio s/defraudación".


    El delito de defraudación prendaria se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal, el domicilio donde debió estar localizado el bien objeto del contrato.


    T., Rodolfo Teodoro s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 76, XXXVI, 28 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Remisión al fallo de la causa n° 487, L. XXXII, "C., Oscar y otros s/defraudación calificada".


    Para la correcta traba del conflicto, debió ser la Cámara de Acusación Provincial, que resolviera la declinatoria de competencia, la que insistiera o no con su criterio. Asimismo, los procedimientos que conducen a plantear contiendas de competencia insustanciales, causan un grave daño a la administración de justicia.


    M. P., Ángel M. y otros s/ Defraudación calificada


    COMP. 1420, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Estelionato. Competencia nacional. Competencia criminal y correccional. 


    La contienda negativa de competencia trabada entre dos jueces nacionales, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido, según lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58.


    V., Sergio s/ Defraudación por estelionato


    COMP. 430, XXXVI, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. El ardid determinante del acto de disposición que configura el estelionato, se consuma en el lugar en que se produce el pago por la adquisición, como libre, del bien gravado.


    T., Juan Ramón s/ Infracción Artículos 292 y 296 del Código Penal


    COMP. 781, XXXV, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Concurso ideal. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    C., Mario M. s/ Robo con armas


    COMP. 847, XXXVI, 06 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Tarjeta de crédito. Competencia provincial. 


    Cuando la defraudación es susceptible de consumarse con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecuta la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los instrumentos privados, que concurrirían idealmente con aquélla.


    L., Abel Alberto s/ Defraudación


    COMP. 896, XXXV, 17 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Competencia provincial. 


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita, se la atribuyan recíprocamente. Al resultar de los términos de la denuncia que la damnificada por la conducta a investigar es la Dirección de Rentas de la provincia de Buenos Aires, y que los comprobantes de pago del impuesto local con el sello del banco adulterado habrían sido presentados ante la Oficina de Recaudación dependiente de esa repartición, a los fines de certificar su efectivo pago, corresponde al magistrado local continuar entendiendo en las presentes actuaciones.


    N.N. s/ Defraudación contra la administración pública


    COMP. 899, XXXVI, 06 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La existencia de un perjuicio efectivo a las rentas de la Nación no basta para justificar la competencia federal, si no se identifica con el resultado directo de una acción típica. Corresponde a la justicia provincial entender en la causa donde se investiga el delito de fraude en perjuicio de la administración pública, aunque los imputados hayan evadido los controles de los funcionarios del Ministerio de Salud y Acción Social y, en consecuencia, obstruido el buen servicio de un organismo nacional, pues no puede confundirse la acción típica dirigida a corromper el buen servicio de los funcionarios de control, con aquélla que, dirigida objetivamente a damnificar las rentas provinciales, incumple para ello disposiciones nacionales de carácter administrativo.


    M., Vera María Eulalia y otro s/ Denuncia


    COMP. 1284, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Para la correcta traba del conflicto, debió ser la Cámara Nacional, que oportunamente confirmó la declinatoria de competencia, la que insistiera o no con su criterio. Tiene establecido la Corte que sí la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los que versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    N., José M. y otros s/ Defraudación


    COMP. 1438, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de instrucción. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y calificarlos en alguna figura determinada, hace que corresponda al juzgado que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.


    M. de A., María y otro s/ Denuncia defraudación


    COMP. 455, XXXV, 06 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuando el conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente, toda vez que los elementos incorporados a las actuaciones no alcancen para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlo, deberá ser el tribunal que previno el que continúe con su tramitación.


    A. T. S.A. s/ Defraudación


    COMP. 1479, XXXVI, 20 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    El conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación necesaria, cuando de las probanzas agregadas al incidente no surjan elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponda investigarlo. En tales condiciones, corresponde al juzgado que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.


    I. S.R.L. s/ Defraudación


    COMP. 434, XXXVI, 12 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    La Corte Suprema tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Julio s/ Defraudación


    COMP. 1109, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que al no haberse practicado una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los que versa y encuadrarlos, "prima facie", en alguna figura determinada, se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas en el artículo 24 inc. 7 del decreto-ley 1285/58, por lo que corresponde remitir las actuaciones al juez que previno.


    M., Mónica E. y otros s/ Estafa


    COMP. 394, XXXVI, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Maximiliano Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento - causa N° 119738/99-


    COMP. 1170, XXXVI, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Hasta tanto no se disipen dudas, como ser, el tipo de contrato o cuasicontrato que pudo existir entre las partes o, que se deseche la posibilidad de una vinculación entre ellas, resulta prudente mantener la jurisdicción de quien previno por aplicación de la doctrina de la Corte que establece que debe darse prioridad, como principio general, al lugar donde está ubicado el domicilio de la administración.


    Incidente de competencia de S., Sebastián Luis en autos G., María Luisa por defraudación


    COMP. 848, XXXV, 09 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en la sede de la administración.


    B., Aquiles s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 559, XXXVI, 05 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Lugar donde se exteriorizan los actos con relevancia típica.


    Cuando la conducta a investigar, ya sea que se subsuma en las previsiones del inciso 2° o en el inciso 7° del artículo 173 del Código Penal, se habría desarrollado en una jurisdicción específica, ya que allí se habrían exteriorizado los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos, corresponde al juzgado con competencia en esa jurisdicción, continuar conociendo en la causa que originó este incidente.


    M., Julio César s/ Defraudación


    COMP. 874, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio contractual. Competencia provincial. 


    Resulta relevante para decidir la cuestión de competencia el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control y que, en ausencia de prueba en concreto en ese sentido, debe presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    V., Elizabeth E. s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1539, XXXVI, 20 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    C., Carlos Rubén s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1533, XXXVI, 20 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Prenda con registro. Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal, el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    C., Héctor Raúl s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1195, XXXVI, 12 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Prenda. Domicilio contractual. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    P., Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 1484, XXXVI, 01 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Retención indebida. Competencia provincial. 


    Cuando la calificación del hecho se encuadra en el delito de retención indebida, la doctrina de V.E. establece que la misma se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Al respecto cabe señalar que también es doctrina del Tribunal que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto en el artículo 747, del Código Civil, conforme al cual la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    S., Germán Horacio s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1152, XXXVI, 24 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    El delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber.


    D. L., Héctor Leandro s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 5, XXXVI, 22 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Toda vez que el magistrado provincial no ha cuestionado la naturaleza común del hecho, corresponde a aquél continuar con el trámite de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de su posterior investigación.


    G., Elisa s/ Denuncia


    COMP. 215, XXXVI, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio del deudor. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega, o devolución no cumplida. Cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    R., Edgardo y otro s/ Defraudación


    COMP. 445, XXXVI, 15 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación, circunstancia que no se presenta cuando el hecho materia de investigación tendría origen en una relación comercial entablada entre particulares.  La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.


    D. L., y otro s/ Defraudación


    COMP. 82, XXXVI, 06 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Tarjeta de crédito. Disposición de bienes. Falsificación de documentos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de la tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de los documentos privados, que concurriría idealmente con aquélla.


    S. B., Mario A. y otro s/ Estafa en tentativa


    COMP. 781, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    B. Diego s/ Defraudación


    COMP. 874, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Usura. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Defraudación - Usura


    COMP. 1372, XXXVI, 13 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Delitos contra el honor. Calumnias. Lugar del hecho. Competencia correccional. Competencia nacional. 


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes.


    S., Carlos E. s/ Calumnias


    COMP. 824, XXXVI, 06 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Delitos contra la seguridad pública. Competencia federal. 


    Remisión a lo dictaminado en la Comp. N° 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    N., Luis Marcelo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 890, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Angel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Alejandro Mario s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 879, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Comp. Nº 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    C., Héctor Daniel s/ Infraccion Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 731, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia Nº 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    O., Hugo Roberto y otros s/ Ley 25.086


    COMP. 892, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia Nº 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    V., Alejandro Marcelo s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 888, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Emanuel Oscar s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal de la Nación


    COMP. 883, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 788, L. XXXVI, "M., Alicia Beatriz".


    G., Silvia Blanca s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 965, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Desaparecidos. Dictadura militar. Terrorismo de estado. Interés superior del niño. Competencia federal. 


    Luego de un análisis del presente legajo, resulta del todo conveniente que sea la justicia federal la que continúe con la investigación que se lleva a cabo para conocer las circunstancias de la desaparición del menor, quien nació con vida -según el certificado médico, la anotación en el registro civil y el testimonio de su madre- y, eventualmente, su paradero, en base a los siguientes argumentos: El articulo II de la Convención interamericana sobre desaparición forzada de personas -aprobada por ley 24556 y con jerarquía constitucional otorgada por la ley 24820- define esta situación como "la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes". Por su parte, el artículo 1° in fine de la ley 24411, expresa que "se entiende por desaparición forzada de personas, cuando se hubiera privado a alguien de su libertad personal y el hecho fuese seguido por la desaparición de la víctima, o si ésta hubiese sido alojada en lugares clandestinos de detención o privada bajo cualquier otra forma del derecho de la jurisdicción". Y el artículo 1° del Decreto 403/95, reglamentario de aquella norma, excluye de esta situación a quienes hubieran reaparecido con vida, o cuyos cuerpos sin vida hubieran sido identificados, o cuyo deceso constare en actas. Se advierte que los delitos que, en principio, se habrían cometido contra el nombrado: sustracción de menores y la consecuente supresión de su estado civil, están expresamente mencionados, aún cuando sea como excepción a las hipótesis de exclusión de la ley penal, en las leyes de Punto final (n° 23492, articulo 5) y de Obediencia debida (n°23521, articulo 2), lo que refuerza su carácter de hechos cometidos en el contexto de la llamada lucha antisubversiva, según la terminología que se emplea, por ejemplo, en el Decreto 403/95, que reglamenta la ya citada ley de Desaparición forzada de Personas. Corresponde también situar el caso en el marco de la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en Nueva York, y aprobada por la ley 23849, que compromete a los Estados Partes, entre otras obligaciones, a garantizar que el menor se vea protegido contra toda forma de castigo por causa de las opiniones o de las creencias de sus padres; a asegurarle el derecho a conocerlos y a ser cuidado por éstos; a preservar su identidad; a velar porque el niño no sea separado de sus padres salvo situaciones de inconveniencia; a tomar todas las medidas que sean necesarias para impedir el secuestro, la venta o la trata de niños (artículos 2,7,8,9 y 35). No quedan dudas de que estamos ante la presencia de un caso que habría ocurrido en un contexto previsto y definido por leyes federales y relacionado con convenios internacionales como los ya citados, estando en juego la responsabilidad internacional de la Nación (artículo 33. Inciso c) del Código Procesal Penal y artículo 3° de la ley 48). La solución que se propicia es la que mejor atiende el interés superior del menor, condición impuesta por el artículo 3, inciso 1° de la Convención sobre los Derechos de Niño, y se adecua al espirito de la Resolución N° 73/98, dictada por el suscripto, donde se afirma "la necesidad de que el sistema de administración de justicia respete el deber de reconstrucción histórica de los hechos sometidos a juzgamiento y de la búsqueda inclaudicable de la verdad material", a la vez que se instruye a los fiscales federales "a colaborar con aquellos familiares de personas desaparecidas, que pretenden obtener información a través de las distintas instancias jurisdiccionales sobre el destino de las víctimas de esas violaciones, y evitar la formulación de planteos que cuestionen las competencias que, se han ejercido hasta la actualidad y que puedan obstaculizar las tareas de investigación o una indebida dilatación".


    D., S. s/ Desaparición


    COMP. 110, XXXVI, 07 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Dado que los elementos incorporados al proceso no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir al tribunal que corresponda investigarlo, es el juzgado que previno quien debe continuar con su trámite.  El desdoblamiento de la investigación intentado por la justicia provincial, sin concluir, por todos los medios científicos posibles, el estudio pericial dispuesto o, en su defecto, sin revisar la legitimidad y procedencia de la medida, resulta prematuro e inconveniente para el objeto y los fines de esta causa, por razones elementales de economía procesal.


    S., N. A. s/ Denuncia (causa N° 74/99-D)


    COMP. 220, XXXVI, 29 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Fuerzas Armadas. Represión del terrorismo. Competencia federal. 


    Dado que no se practicó diligencia alguna con la finalidad de precisar los hechos contenidos en la denuncia y, por otra parte, que ésta se efectuó para dar cumplimiento a lo prescripto en el artículo 20 de la ley 24.321, es la justicia federal la que debe conocer en la causa. Al respecto, el artículo 1° in fine de la ley 24.411, expresa que “se entiende por desaparición forzada de personas, cuando se hubiera privado a alguien de su libertad personal y el hecho fuese seguido por la desaparición de la víctima, o si ésta hubiese sido alojada en lugares clandestinos de detención o privada bajo cualquier otra forma de derecho de la jurisdicción". En el mismo contexto, el artículo 2° de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas" establece que “para los efectos de la presente convención se considera desaparición forzada la privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúen con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, con lo cual se impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes" . Tales circunstancias se hallarían presentes en el caso, en atención al momento histórico en que tuvo lugar y a las propias declaraciones de la madre de la víctima, en el sentido de que al momento de su desaparición la joven militaba en política y asistía a reuniones con otros compañeros de causa. Desde esta perspectiva, puede razonablemente sospecharse la intervención en el hecho de personal militar o de fuerzas de seguridad bajo el control de las Fuerzas Armadas, en las operaciones emprendidas con el motivo alegado de reprimir el terrorismo. En mérito a la conclusión arribada, y en concordancia con la postura de esta Procuración General en el sentido de “colaborar con los familiares de las personas desaparecidas, que pretendan obtener información sobre su destino, evitando la realización de planteos que puedan provocar una dilación en las tareas de investigación".


    I. de G., Cándida s/ Denuncia


    COMP. 823, XXXVI, 12 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Desechos peligrosos. Competencia federal. 


    Habida cuenta que los hechos presuntamente delictivos denunciados podrían constituir, una nueva infracción a la ley 24.051, por hallarse incluida la sustancia en cuestión, en la categoría Y30 de su Anexo 1, y así considerarse "residuos peligrosos" en los términos del artículo 2° de la misma norma, en atención principalmente al tiempo transcurrido entre uno y otro hecho -dos años y tres meses, aproximadamente-, y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 58 de dicha normativa, corresponde su conocimiento a la justicia federal.


    D. R. s/ Denuncia Ley 24.051- Atanor S.A.


    COMP. 851, XXXVI, 20 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Más allá de que el material secuestrado, podria considerarse "residuo peligroso" en los términos del artículo 2° de la ley 24.051, cuando los elementos probatorios agregados al sumario son escasos y no surge que tales desechos pudieron afectar a las personas o al ambiente fuera de los límites de una provincia, corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación. Es regla que en la interpretación de las leyes debe darse pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de sus preceptos de manera que se compadezcan con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional. La labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento y profundo de los términos de la ley, que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente para evitar la frustración de los objetivos de la norma.


    Tribunal de Faltas N°3 s/ Denuncia infracción Ley 24.051


    COMP. 845, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Desobediencia. Lugar del hecho. Competencia de instrucción. 


    El delito de desobediencia se consuma en el lugar donde se ha omitido el cumplimiento de la orden impartida por el funcionario público en ejercicio de sus funciones.


    B., Marta B. s/ Denuncia


    COMP. 438, XXXVI, 06 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    Remisión al dictamen de la causa emitido por la Procuración General, el 29 de Diciembre de 1999.


    A., Armando Marcelo s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 456, XXXV, 06 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Dieta parlamentaria. Competencia federal. 


    Un hecho que podría constituir un "acto discriminatorio" en los términos de la ley 23.592, es pasible de ser investigado por la justicia federal. Esta norma, reglamenta directamente un principio constitucional de tal magnitud, que excede el concreto interés de las partes e involucra y afecta a toda la comunidad .


    G., Alfredo s/ Infracción Leyes especiales


    COMP. 1218, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Disposición de bienes. Competencia provincial. 


    Para que sea posible encuadrar el hecho en la ley 20.840, el establecimiento afectado deberá poseer una importancia relativa que permita presumir una repercusión económica perjudicial que trascienda los intereses particulares afectados, pues esa alteración debe necesariamente provenir de la perturbación del funcionamiento de una empresa de importancia suficiente -sea por su magnitud misma, sea por su influencia en razón de las características del medio en que se desarrolla la actividad productiva- como para que la buena marcha de ella, pueda considerarse un interés general dé la Nación.


    C. del R. y otros s/ Denuncia


    COMP. 31, XXXVI, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución de la pena. Fuga del establecimiento. Fuerzas de seguridad. Competencia federal. 


    Compete a la justicia federal la investigación de los delitos que se atribuyen a los miembros de las fuerzas de seguridad provinciales que actúan en auxilio de autoridades de la Nación. Para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


    Fiscal s/ Averiguación infracción Artículo 144 Código Penal


    COMP. 1457, XXXVI, 14 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución prendaria. Competencia federal. 


    Lugar de disposición del bien gravado.


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    B. N. de D. c/ F. R. s/ Ejecución prendaria


    COMP. 619, XXXVI, 20 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Elecciones. Afiliación partidaria falsa. Competencia provincial. 


    Contienda negativa de competencia. Irregularidades en elecciones internas. Falta de presentación ante la Secretaría Electoral: competencia local.


    Cuando de las constancias del incidente, resulte que la presunta falsificación de las fichas de afiliación habría tenido lugar en la elección de una lista de candidatos a cargos electivos y partidarios locales de un distrito, y que, por otra parte ninguno de los formularios habría sido presentado a la Secretaría Electoral conforme al procedimiento estipulado en el artículo 25 de la ley 23.298, corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en la causa.


    V., Beatríz A. y otros s/ Denuncia


    COMP. 880, XXXV, 17 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Acumulación de procesos. Competencia nacional. 


    Las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.


    V., Doroteo s/ Averiguación de encubrimiento


    COMP. 206, XXXVI, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haya producido, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. En lo que se refiere a la presunta infracción al artículo 277 del Código Penal, cabe observar que por resultar competente la justicia provincial para conocer del delito encubierto -robo- el hecho objeto de esta causa afecta a ella y no a la administración de justicia nacional. Por ser ello así, no son aplicables las reglas de acumulación por conexidad, sino que corresponde investigarlo por separado al tribunal ordinario con competencia en el lugar donde se produjo.  La infracción al artículo 289 del Código Penal carece de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Por ello, corresponde atribuir competencia para conocer de este delito a la justicia nacional en lo correccional, en atención al lugar donde se comprobó la anomalía y se incautó el vehículo.


    C., Feliciano Ricardo s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 402, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que el encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito perpetrado en la Capital afecta la administración de la justicia nacional. La Corte también ha dicho que la separación de los delitos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare una relación de conexidad entre ellos, corresponde al juez local conocer en los encubrimientos de las sustracciones de vehículos acaecidas en territorio provincial y, además, en los posibles delitos de alteración o supresión de la numeración de chasis, carrocerías o motores que individualizan los rodados.


    C., Juan Santiago y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 1456, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia criminal y correccional. 


    Habida cuenta que de las constancias obrantes en el incidente surge que al momento de declinar su competencia el magistrado federal, ya había tomado conocimiento de la inhibitoria planteada por su colega de Capital, más allá de la forma en que luego evolucionó el trámite de la contienda, corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y correccional dirimirla, toda vez que el juzgado de instrucción no sólo declinó primero con relación al encubrimiento, sino que, además, ya intervenía en el robo.


    M., Javier Sebastián y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 1119, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal. Resulta adecuado el juzgamiento por separado del delito de encubrimiento si los elementos de convicción reunidos no alcanzan, razonablemente, para vincular al procesado con el delito principal.


    A., Daniel Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 395, XXXVI, 28 de abril de 2000


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se· hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    C., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 406, XXXVI, 22 de junio de 2000


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional. En tal inteligencia, corresponde al titular del juzgado federal entender en el proceso, para luego, si lo considera oportuno, plantear los conflictos jurisdiccionales con los tribunales que estime pertinentes.


    P., Daniel Eduardo y otro s/ Averiguación de encubimiento


    COMP. 365, XXXVI, 21 de junio de 2000


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    M., Hugo Marcelo s/ Encubrimiento


    COMP. 510, XXXVI, 05 de julio de 2000


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquel se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    O., Marcos Leoncio s/ Encubrimiento -causa n° 53.339-


    COMP. 658, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que el encubrimiento cometido en jurisdicción provincial, de un delito cometido en la Capital afecta la administración de justicia nacional. Corresponde la competencia de la justicia federal, por las posibles infracciones a la ley de marcas, penal tributaria, de sellos y al código aduanero. Ello sin perjuicio de que pueda declinar su intervención a los tribuanles que investigan los delitos presuntamente encubiertos.


    R., Alejandrina y otros s/ Delito de encubrimiento agravado por la habitualidad


    COMP. 1293, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Es presupuesto para una correcta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional.


    D., Osvaldo Joaquín s/ Encubrimiento -causa n° 3/009059-


    COMP. 758, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuando no resulta, con absoluta nitidez, que los imputados por el delito de encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito encubierto, es conveniente que entienda el juez de nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, dada la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    T., Javier Gustavo y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 752, XXXV, 14 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.  Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del delito encubierto.


    F., Alex Sandro s/ Encubrimiento


    COMP. 16, XXXVI, 06 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Concurso de delitos. Tenencia ilegítima de documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República, afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento, el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no hubiera tenido participación alguna en el delito principal. Cuando se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal con los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    Incidente de competencia entre causa n° 3-11531 del Juzgado de Transición n° 2 de La Matanza y causa n° 20055 del Juzgado Federal n° 2 de Morón


    COMP. 73, XXXVI, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Hurto. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del delito encubierto, en razón de la relación de alternatividad existente entre el delito principal y el encubrimiento.


    N., Diego Martín s/ Encubrimiento


    COMP. 659, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que el delito de encubrimiento, de uno cometido en la Capital de la República, afecta a la administración de justicia nacional.


    P., Hugo Martín s/ Encubrimiento


    COMP. 1519, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    Y., Guillermo Fabián y Y., Alfredo Juan s/ Encubrimiento


    COMP. 799, XXXV, 03 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Los elementos de convicción incorporados al incidente, no alcanzan para concluir, con la certeza necesaria, que el imputado ha sido ajeno al apoderamiento del automotor, desde que ni siquiera se lo ha oído, no obstante haber sido detenido a los tres meses de ocurrido el hecho conduciendo el mismo vehículo que, además , se habría utilizado para la comisión de otro delito.


    T. G., Walter s/ Encubrimiento


    COMP. 943, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    En un presunto delito de encubrimiento, cuando las escasas probanzas incorporadas al incidente no permitan, concluir con el grado de certeza que se requiere, que los imputados resultan ajenos al delito principal, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los procesados respecto del delito presuntamente encubierto, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Por ello, corresponde declarar la competencia del juzgado que previno, para continuar entendiendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    B., Jesús A. y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 886, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Si de las constancias reunidas hasta el presente no surgen elementos de juicio suficientes para la imputación del delito de encubrimiento, respecto del cual se atribuyó la competencia a la justicia federal, resulta indispensable, ante todo, ahondar la pesquisa a fin de poder calificar con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa.


    L., Luis Alberto s/ Encubrimiento


    COMP. 1552, XXXVI, 29 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia federal. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    R., Juan Carlos s/ Encubrimiento


    COMP. 1521, XXXVI, 18 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Competencia nacional. 


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.  Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del delito encubierto, en razón de la relación de alternatividad existente entre el delito principal y el encubrimiento.


    H., Ricardo Andrés s/ Delito de encubrimiento


    COMP. 812, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Estafa. Ardid. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Resulta de aplicación al caso la doctrina de la Corte, según la cual, tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio del delito de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva conforme a razones de economía procesal.


    G. S.R.L. s/ Estafa


    COMP. 1511, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que en definitiva se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    P.,i Diego José y otros s/ Asociación ilícita - Causa n° 19.482/2000


    COMP. 477, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Cheque de pago diferido. Competencia provincial. 


    Cuando los cheques de pago diferido sean entregados en concepto de indemnización, y hayan sido librados a fin de cancelar una deuda preexistente originada en una relación laboral, no existe simultaneidad entre las contraprestaciones y, por ende, la entrega de esos valores no constituye el ardid determinante del delito de estafa. Compete investigar, en estos casos al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    A. S.A. s/ Estafa


    COMP. 1006, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Coompetencia nacional. 


    Cuando no existe simultaneidad entre las contraprestaciones, la entrega del documento no constituye el ardid determinante del delito de estafa. El hecho denunciado podría quedar tipificado en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    S., Elba Haydeé s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1197, XXXVI, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Cuando el cheque de pago diferido ha sido entregado en pago de una deuda dineraria preexistente, no existe simultaneidad entre las contraprestaciones y, por ende, su entrega no constituye el ardid determinante del delito de estafa. Por lo tanto, el hecho denunciado encuadraría, en principio en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    D., Luis Horacio s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 367, XXXVI, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cheque sin fondos. Competencia en lo penal económico. 


    Cuando los cheques entregados hayan sido librados, por trabajos ya concluidos, a fin de cancelar una deuda preexistente y no exista simultaneidad entre las contraprestaciones, la entrega de esos valores no constituye el ardid determinante del delito de estafa. Por lo tanto, el hecho denunciado encuadraría en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    I. U. S.A.C.I.F.I. s/ Estafa


    COMP. 1040, XXXVI, 13 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando de los dichos del denunciante surge que los cheques fueron entregados en pago de una deuda dineraria preexistente, corresponde entender que no existió simultaneidad entre las contraprestaciones y, por ende, su entrega no constituyó el ardid determinante del delito de estafa.


    M., Elena M. s/ Estafa


    COMP. 1216, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Si no hubo simultaneidad entre las contraprestaciones y no existe evidencia de fraude, la dación de los documentos no constituye el ardid configurativo del delito de estafa sino que el hecho encuadraría en los supuestos del artículo 302 del Código Penal que, en principio, corresponde investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado. La determinación del tribunal competente no debe sujetarse en demasía a consideraciones de derecho de fondo que atañen al concurso de leyes penales o bien a la configuración del tipo delictivo, pues en tanto quede salvaguardada la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, las normas que rigen el caso admiten un margen de distinción para los supuestos en que su aplicación rigurosa contrariara el propósito de la mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


    E., Alejandra Lourdes y otro s/ Estafas reiteradas


    COMP. 1311, XXXVI, 01 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos 306: 1272; 306: 1997; 308:275; 311: 528 y Competencia n° 345 XXXV in re "Granillo Ocampo y otra s/ Denuncia".


    Cuando de las constancias reunidas no surgen elementos de juicio suficientes que permitan calificar los hechos investigados en alguna figura determinada; siendo que tal circunstancia obsta al correcto planteamiento de una contienda, corresponde al juzgado que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    F. S.A. y otra s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1388, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306: 1272 y 1997 ; 308:275 y sentencia Comp. Nº 1811 L. XXXIII, "M., Mario Orlando s/ Artículo 302 del C.P."


    Una investigación insuficiente, imposibilita el ejercicio de las facultades que le confiere a V.E. el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    C. S.A., M. S. L. S.A. y F. E. S.A. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1086, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528, entre muchos otros, y Competencia N° 345, XXXV in re "Granillo Ocampo y López, Adriana s/ Denuncia".


    El conflicto no se halla precedido de la investigación necesaria, cuando del incidente no surjan elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa, y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponda investigarlo.


    V., Oscar y otros s/ Estafa


    COMP. 794, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cheque. Competencia provincial. 


    Habiéndose denunciado la perpetración de una falsificación sobre un cheque, la que concurre idealmente con la estafa que habría sido cometida con su uso, corresponde que intervenga en la investigación de ambos delitos, el juez del lugar donde el documento fue entregado.


    B. S. y otros s/ Denuncia por estafa


    COMP. 372, XXXVI, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Si no puede desecharse que la entrega de los cheques que al ser presentados al cobro son rechazados por la causal de suspensión del servicio de pago de cheques, constituye el ardid determinante del acto de disposición patrimonial configurativo del delito de estafa, el delito debe ser investigado por el juez con jurisdicción en el lugar donde se realizaron.


    C., Jorge Fernando s/ Estafa


    COMP. 988, XXXVI, 26 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio del banco. Competencia nacional. Competencia en lo penal económico. 


    Más allá de advertir que no existen constancias de la denuncia del extravío, toda vez que de las declaraciones del denunciante surge que el cheque rechazado, de fecha diferida, le habría sido entregado por el propio presidente, cuya firma aparece suscribiendo el documento, no puede descartarse la posible con figuración de la infracción prevista en el inciso 3° del artículo 302 del Código Penal, que la Corte tiene establecido corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    U., Roberto Enrique y otro s/ Estafa


    COMP. 939, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando de los dichos de la denunciante surge que los cheques habrían sido entregados en pago como consecuencia del refinanciamiento de una deuda preexistente, no existe simultaneidad entre las contraprestaciones y, por ende, su entrega no constituye el ardid determinante del delito de estafa. Por ello, el hecho encuadraría en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    U., Susana Beatriz s/ Estafa


    COMP. 10, XXXVI, 12 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando no existe simultaneidad entre las contraprestaciones, sino que se trata de una operación a crédito, la entrega de los valores no constituye el ardid determinante del delito de estafa. Por ello, el hecho puede encuadrarse en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    V., Ángel y otros s/ Estafa


    COMP. 928, XXXVI, 21 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528 y Competencia N° 345, XXXV in re "Granillo Ocampo y López, Adriana s/ Denuncia".


    F. E. S.A. y J. Salomón s/ Denuncia por estafa


    COMP. 810, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Más allá de la posible estafa, o bien su tentativa, en perjuicio del titular de la cuenta en que se libra, no puede eliminarse la posibilidad de que la entrega de cheques posdatados de terceros, que al ser rechazado su pago fueron reemplazados a su vez por otros, ante la imposibilidad de devolverle el dinero, significa una desnaturalización de la función del cheque como instrumento de pago. Corresponde al juzgado que previno, continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que surja de la posterior investigación.


    P., Marcelino s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 952, XXXVI, 06 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La Corte Suprema tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la competencia, al lugar donde fueron entregados. Cuando no fuese posible determinarlo, corresponde a la justicia que previno profundizar la investigación al respecto.


    M., Carlos s/ Denuncia cheque


    COMP. 726, XXXVI, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando el denunciante es víctima de un accionar pergeñado por una organización, con la finalidad de perjudicarlo patrimonialmente y mediante una modalidad también utilizada con otros comerciantes, no puede descartarse que la entrega del cheque constituye parte del ardid determinante del acto de disposición de la firma vendedora, configurativo del delito de estafa, que la Corte tiene decidido debe ser investigado por el juez del lugar donde ella se realizó.


    P. S., Jorge s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 543, XXXVI, 26 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando la cuestión de competencia es iniciada por la Cámara de Apelaciones declarando la competencIa de la Justicia provincial, debe ser ésta la que decide si insiste o no en su criterio (conforme "F , Lorenzo si lesiones" Comp.435 L. XXXVI).. La Corte tiene establecido entender en la investigación del delito previsto en el artículo 302, inciso 1' y 2' del Código Penal, al tribunal con jurisdicción en el domicilio del banco girado, porque ello facilita la investigación de los hechos al al encontrarse allí la mayoría de los elementos probatorios.


    D. S., Rosalinda s/ Defraudación


    COMP. 1080, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, - que concurriría idealmente con el de falsificación - cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    B., Ricardo Enrique s/ Denuncia por tentativa por estafa


    COMP. 1341, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Circulación de moneda falsa. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 425, L.XXXVI, "A. o A., Darío Carlos".


    B., Ariel Ceferino y otro por supuestas autorías s/ Incidente de competencia en autos


    COMP. 387, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 425, L.XXXVI, "A. o A., Darío Carlos".


    Incidente de competencia en autos: T., Luis Horacio y S., Diego Germán Por supuestas autorías s/ Circulación de moneda falsa


    COMP. 388, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 625, L. XXXVI.


    F., Gladys Leticia s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 626, XXXVI, 20 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa competencia N° 259, Libro XXXI, "Ghío, Ana Lía y otro s/ Defraudación".


    T., Héctor Por supuesta autoría de estafa


    COMP. 1321, XXXVI, 01 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de instrucción. 


    Al resultar de la pesquisa realizada por la justicia sanjuanina no habría tenido participación en el desapoderamiento de la obra pictórica, corresponde el juzgamiento por separado del delito de encubrimiento.


    G., Jorge y otos s/ Estafa


    COMP. 291, XXXVI, 10 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia por conexidad. Competencia provincial. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales. La materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal.


    T., Norma Alejandra s/ Estafa - defraudación


    COMP. 810, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando las declaraciones del denunciante sean verosímiles, y no se encuentren desvirtuadas por otras circunstancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones.


    C., Karina Alejandra s/ Denuncia de estafa


    COMP. 1248, XXXVI, 13 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    La realización de medidas de instrucción con posterioridad al inicio de la contienda, implica asumir la competencia que fuera atribuida. Una declinatoria posterior importa el inicio de un nuevo conflicto.


    M., Adrián Alberto s/ Denuncia estafa


    COMP. 375, XXXVI, 20 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Tanto el lugar en el que se desarrolló el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. El "iter criminis" del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición.


    Z., Norma s/ Estafa


    COMP. 679, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Toda vez que V.E. tiene establecido que la investigación por la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruye por la defraudación, o su tentativa, mediante el uso de aquél; corresponde a la justicia local la continuar con la investigación de las estafas, en tanto que el magistrado federal deberá seguir conociendo sobre la falsificación del documento nacional de identidad.


    L., José Luis s/ Denuncia


    COMP. 736, XXXVI, 24 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de hecho y prueba. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan l individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B. M. , Eduardo Miguel s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 178, XXXVI, 21 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Cuando a partir de los escasos elementos incorporados al incidente no es posible apreciar las circunstancias de modo, tiempo y lugar en que se habrían llevado a cabo los hechos presuntamente delictivos, debe continuar interviniendo el magistrado local que previno, hasta tanto se subsane ese defecto.


    B., Silvia Mónica s/ Estafa - Falsificación documentos públicos


    COMP. 37, XXXVI, 22 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Delitos relacionados con los servicios de telefonía móvil. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Cuando no existe controversia entre los magistrados intervinientes acerca de la calificación de la conducta a investigar y, de los términos de la denuncia surja que el denunciante tiene su domicilio en el lugar donde se encontraba instalada la línea telefónica en conflicto, corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en las actuaciones.


    T. A. S. F. T. S.A. s/ Estafa


    COMP. 719, XXXV, 03 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio social. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, debe darse prioridad a fin de determinar el juez competente, al lugar donde está ubicado el domicilio de la administración de la sociedad.


    G. I., José s/ Estafa


    COMP. 876, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia por el territorio. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    C.M. C. S.R.L. y otros s/ Estafa


    COMP. 472, XXXVI, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si los delitos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde un punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    L., Ricardo Víctor s/ Defraudación


    COMP. 933, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    El lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva conforme a razones de economía procesal.


    C., María de los Ángeles s/ Denuncia por estafa


    COMP. 449, XXXVI, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva conforme a razones de economía procesal.


    M., Gloria s/ Estafa


    COMP. 855, XXXV, 30 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Empleados de banco. Competencia federal. 


    Cuando el imputado actúe dentro del banco del cual era empleado aprovechándose de esa condición para cometer el delito de estafa, el caso se trata de uno de esos hechos que afectan el buen servicio y el normal desempeño del personal de esa entidad nacional y, por ende, resulta de competencia federal. Corresponde a la justicia federal entender en las causas de las que pudiera derivar un perjuicio al patrimonio del Banco de la Nación Argentina, sin que las meras declaraciones de sus funcionarios sobre la ausencia de ese extremo obsten al discernimiento de la competencia sobre esa base.


    M., Norberto Manuel s/ Infracción Artículo 172 del Código Penal


    COMP. 356, XXXVI, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Extorsión. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos, "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    D., Luis A. s/ Denuncia


    COMP. 1056, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando de las escasas probanzas incorporadas al incidente no sea posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del valor, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación en ese sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque.


    K., Young Mee s/ Denuncia por hurto


    COMP. 1158, XXXVI, 26 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En las actuaciones en las que se investiga un presunto ilícito perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando las probanzas incorporadas al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    A., Irene Amelia s/ Denuncia por robo


    COMP. 299, XXXVI, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    La falsificación sobre un cheque concurre formalmente con la estafa que habría sido cometida con su uso. Ambas infracciones deben ser investigadas por el juez con competencia en el lugar en que aquél fue entregado y donde tuvo comienzo la ejecución del segundo delito.


    P., José María s/ P.s.a. de estafa


    COMP. 142, XXXVI, 16 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    S., Paulino Raúl y otros s/ Defraudación


    COMP. 369, XXXVI, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento sustraído tuvo lugar en una determinada jurisdicción, debe, el juzgado que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    M., Víctor Enrique s/ Denuncia


    COMP. 1370, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    T., Mario Daniel s/ Su denuncia


    COMP. 1461, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, aquél donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento objeto del conflicto, tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    N.N s/ Defraudación - Damnificado: S., Gustavo M.


    COMP. 1141, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos del juicio agregados al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento cuestionado tuvo lugar en una jurisdicción competente, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    G., Jorge Ricardo s/ Denuncia extravío de cheque


    COMP. 574, XXXV, 28 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Asimismo, las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando de las probanzas incorporadas al incidente no sea posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque materia del conflicto, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito de los cheques.


    K., Juan Carlos s/ Estafa en tentativa


    COMP. 678, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega del documento extraviado tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    Banco Nación Argentina s/ Remite actuaciones


    COMP. 794, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    En las actuaciones en las que se investiga un presunto ilícito perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    C., Livio s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 530, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando las probanzas incorporadas al incidente no alcancen para acreditar que la entrega de lo documentos haya tenido lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito de los cheques.


    G., Atilio s/ Su denuncia


    COMP. 777, XXXVI, 13 de julio de 2000


    Ver dictamen


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal, el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando de las probanzas incorporadas al incidente no sea posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque materia del conflicto, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque.


    R. D., Olga Inés s/ Denuncia


    COMP. 1043, XXXVI, 21 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que de las escasas constancias incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega de los documentos sustraídos que previno, profundizar la investigación en el sentido indicado, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de entrega originaria, y si ésta fue o no fraudulenta, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    K., Leonor Ester s/ Tentativa de estafa


    COMP. 144, XXXVI, 22 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, - que concurriría idealmente con el de falsificación - cabe atenerse, a fin de deterninar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fuera presentado al cobro.


    M., Juan Manuel s/ Denuncia por estafa en tentativa - Causa Nº 105.840/00


    COMP. 1414, XXXVI, 17 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, cometido mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.  Habida cuenta que las constancias incorporadas al incidente no alcanzan para determinar donde el título fue puesto en circulación, corresponde al tribunal nacional, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, y si ésta fue o no fraudulenta, circunstancias anteriores al depósito del cheque y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, del endoso del depositante.


    G., Basilio Roberto s/ Denuncia de estafa en grado de tentativa


    COMP. 1151, XXXVI, 25 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la competencia, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda tenerse por tal el lugar de su presentación al cobro. Cuando las constancias incorporadas al incidente no alcancen para determinar que la entrega del cheque ocurrió en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque.


    Inciedente de competencia en causa n° 77.918, S., Rafael s/ Denuncia de tentativa de estafa


    COMP. 916, XXXV, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    A., Rodolfo Jorge s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1212, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando de las probanzas incorporadas al incidente no sea posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque materia de conflicto, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque.


    Banco Nación Argentina (sucursal S.G.) s/ Remite actuaciones


    COMP. 1171, XXXVI, 26 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando las constancias incorporadas al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento sustraído tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación.


    G., Teodoro s/ Tentativa de estafa


    COMP. 882, XXXVI, 06 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando las constancias incorporadas al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega del cheque tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, y si ésta fue o no fraudulenta, circunstancias anteriores al depósito del cheque.


    G., Celso Emilio s/ Denuncia


    COMP. 141, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos de juicio agregados al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega de los documentos cuestionados tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores.


    G., María Ángela s/ Denuncia estafa


    COMP. 647, XXXVI, 20 de junio de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G., Raúl Miguel s/ Denuncia por hurto


    COMP. 1189, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando de las probanzas incorporadas al incidente no sea posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque.


    T., Fernando Pablo s/ Denuncia por hurto y estafa


    COMP. 1244, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar, la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando de las constancias incorporadas al incidente no sea posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y lugar de entrega originaria del documento.


    S., Carlos Rolando s/ Denuncia


    COMP. 763, XXXVI, 13 de julio de 2000


    Ver dictamen


    La Corte Suprema tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la competencia, al lugar donde fueron entregados. Cuando no fuese posible determinarlo, corresponde a la justicia que previno profundizar la investigación al respecto.


    F., Jorge s/ Denuncia


    COMP. 1126, XXXVI, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    La Corte Suprema tiene establecido que en el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la competencia, al lugar donde fueron entregados. Cuando no fuese posible determinarlo, corresponde a la justicia que previno profundizar la investigación al respecto.


    M., Gustavo Antonio s/ Estafa


    COMP. 1190, XXXVI, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando las probanzas incorporadas al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega del documento cuestionado, tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del valor.


    I., S.A.C.I.F s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 474, XXXVI, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos de juicio agregados al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento cuestionado tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria de los cheques, anteriores a la presentación al cobro.


    F., Pablo Darío s/ Estafa


    COMP. 227, XXXVI, 15 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos de juicio agregados al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento cuestionado tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    S., Esther Susana c/ Estafa en tentativa


    COMP. 849, XXXV, 01 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Habida cuenta que las probanzas incorporadas al incidente no alcanzan para determinar las circunstancias apuntadas, corresponde al tribunal provincial, que previno, profundizar la investigación en este sentido, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria anteriores al depósito de los cheques y que aparecen como posibles de acreditar sobre la base, precisamente, de los endosos de los depositantes.


    A., Alberto José s/ Estafa en tentativa


    COMP. 532, XXXVI, 13 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos de juicio agregados al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento cuestionado tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    D. P., Claudia s/ Denuncia sustracción de cheques


    COMP. 357, XXXVI, 26 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa o su tentativa, perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando de las constancias incorporadas al incidente no sea posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque materia de conflicto, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y el lugar de entrega originaria, y si esta fue o no fraudulenta.


    P., Alejandro René s/ Denuncia


    COMP. 621, XXXVI, 26 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando de las constancias incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación.


    S., Joaquín Roque s/ Denuncia


    COMP. 22, XXXVI, 12 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    La entrega de un cheque, si bien de pago diferido, perteneciente a una cuenta ajena, y con denuncia de extravío, es una conducta que puede encuadrar en el delito de estafa, y que corresponde investigar al juzgado con jurisdicción sobre el domicilio del denunciante.


    B., Sebastián José s/ Estafa


    COMP. 961, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    E., Omar Rodolfo s/ Estafa


    COMP. 906, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La sustracción de una pieza postal constituye un hecho diverso del uso ilícito que se realizó posteriormente con su contenido. En el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los títulos fueron entregados.


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1470, XXXVI, 11 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos del juicio incorporados al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega del documento extraviado tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    R., Miriam Gladys s/ Estafa en tentativa


    COMP. 866, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos del juicio agregados al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega de los documentos cuestionados tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria del cheque.


    F., Gladys Leticia s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 625, XXXVI, 20 de junio de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurriría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde se presentaron al cobro. En el delito de estafa con cheques debe conocer el juez del lugar donde el autor cumplió el último acto de ejecución.


    G., Roberto Alberto s/ Denuncia por estafa


    COMP. 1525, XXXVI, 20 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    K., Daniel Alberto s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1560, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    R., Alfredo Julio s/ Estafa en tentativa


    COMP. 517, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    C., María Albina s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1526, XXXVI, 20 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    C. M., Miguel Ángel s/ Denuncia


    COMP. 1343, XXXVI, 20 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los titulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    H., David Alfredo s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 1547, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    S., Jorge s/ Estafa


    COMP. 897, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, que concurriría idealmente con su falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde presentaron al cobro.  Cuando los escasos elementos de juicio incorporados al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega de los documentos tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    Obra Social para el Personal de la Industria Textil s/ Denuncia por estafa


    COMP. 812, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando las probanzas agregadas al legajo, no alcancen para acreditar que la entrega del documento haya tenido lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, y si ésta fue o no fraudulenta, circunstancias anteriores al depósito del cheque.


    C., Néstor Omar s/ Denuncia


    COMP. 607, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando las probanzas incorporadas al incidente no alcancen para establecer que la entrega del documento tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    Banco Nación s/ Remite actuaciones


    COMP. 675, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    M., Rubén J. s/ Estafa tentativa


    COMP. 695, XXXVI, 04 de julio de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos de juicio agregados al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega del documento cuestionado tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    M. S., Víctor Hugo s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 379, XXXVI, 20 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Tentativa. 


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. En el delito de estafa o su tentativa perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fuera presentado al cobro. Cuando las probanzas incorporadas al incidente no permitan determinar el lugar donde se produjo la entrega, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque.


    N.N. s/ Tentativa de estafa


    COMP. 1392, XXXVI, 07 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos -que concurría idealmente con el de falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    N.N s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1176, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de cheque. Competencia provincial. 


    Denunciándose la perpetración de una falsificación sobre el cheque, la que concurre idealmente con la estafa que habría sido cometida con su uso, corresponde intervenir en la investigación de ambos delitos, al juez del lugar donde el documento fue entregado.


    M., Alejandro Diego s/ Denuncia


    COMP. 1148, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia nacional. 


    Las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en el caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse el lugar en que se utilizó el documento o donde se lo pretendió hacer valer. En lo relativo a la tentativa de estafa, que concurriría idealmente con el delito de falsificación, cabe atenerse a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron utilizados.


    C., Oscar Miguel s/ Denuncia


    COMP. 734, XXXV, 06 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando el delito de estafa, concurre idealmente con el de falsificación, cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los documentos fueron entregados.


    F., Julio A. y otros s/ Estafa


    COMP. 663, XXXVI, 10 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Documento nacional de identidad. Competencia federal. 


    Es doctrina del Tribunal que las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales y que la investigación por falsedad de instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa mediante el uso de aquél. Por aplicación de estos principios, y cuando las estafas se presenten por lo menos, prima facie, como independientes, corresponde a cada magistrado continuar conociendo respecto de aquéllas según su lugar de comisión.


    A, Juan Ricardo s/ Estafa


    COMP. 738, XXXVI, 24 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de V.E. que cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio. Asimismo la Corte tiene establecido que la investigación por la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruye por la defraudación, o su tentativa, mediante el uso de aquél.


    N., Alejandro; B., Eugenio y HSBC Bank Argentina S.A. s/ Denuncia por estafa


    COMP. 1175, XXXVI, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Las reglas de acumulación por conexidad sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    P., Marcos s/ Denuncia


    COMP. 769, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que no pudiéndose acreditar el lugar de creación del instrumento público falso, ha de estarse al lugar donde fue usado.


    P. de L. Z. s/ Estafa


    COMP. 552, XXXVI, 09 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Tarjeta de crédito. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando la defraudación se consuma con la entrega de bienes obtenidos mediante el uso ilegítimo de una tarjeta de compra, el delito debe reputarse cometido en cada uno de los lugares donde se ejecutó la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, del mismo modo que la falsificación de documentos que concurriría idealmente con aquélla.


    M., Nelida Susana s/ Estafa


    COMP. 866, XXXV, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Competencia provincial. 


    La falsificación sobre un cheque concurre formalmente con la estafa que habría sido cometida con su uso y, en ese caso, ambas infracciones deben ser investigadas por el juez con competencia en el lugar en el que aquél fue entregado y donde, además, ha tenido comienzo de ejecución el segundo delito.


    N., Alfredo s/ Estafa


    COMP. 898, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte Suprema que cuando el delito de falsificación de instrumento privado concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el Tribunal con competencia en el lugar donde aquéllos fueron entregados.


    N., Ana María s/ Denuncia por estafa


    COMP. 1228, XXXVI, 25 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Competencia provincial. 


    La falsificación de un instrumento público es escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél. Las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en el caso de desconocerse el lugar de su confección, debe considerarse el lugar en que se utilizó el documento o donde se lo pretendió hacer valer.


    E., José Jaime s/ Denuncia


    COMP. 1234, XXXVI, 08 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Tiene establecido V.E. que la falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por, la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél. Cuando de la pesquisa practicada no haya sido posible determinar el lugar donde se confeccionaron los instrumentos falsos, como así tampoco las firmas ni los sellos estampados en ellos, si éstos revisten carácter nacional corresponderá al magistrado federal, conocer del delito aunque no haya sido parte en la contienda. Por otra parte, respecto del delito previsto en el artÍculo 172 del Código Penal, tiene resuelto el Tribunal que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio, de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    R., Sandra Patricia s/ Denuncia por falsificación de documentos públicos


    COMP. 1156, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de sellos. Competencia nacional. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita, se la atribuyan recíprocamente.


    R. A., Ignacio David s/ Estafa


    COMP. 1110, XXXVI, 13 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Hurto. Administración fraudulenta. Empleados de banco. Competencia federal. 


    Cuando de las constancias de la causa surge que el imputado es un empleado del Banco Nación y quien actuó dentro del marco del Banco aprovechándose de tal condición, se trata de hechos que afectan el buen servicio y el normal desempeño del personal de esa entidad nacional y, por ende, resulta de competencia federal.


    G., Rafael Federico s/ Infracción Artículo 20 Bis


    COMP. 1442, XXXVI, 29 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si no han declarado los comerciantes que recibieron los cupones o los responsables de las entidades crediticias donde se ha extraído dinero, ni verificado las operaciones irregulares de las que informan las empresas, ni oído a las personas encargadas de la expedición de tarjetas de crédito del banco emisor, ni se ha pesquisado acerca de la posible existencia de una organización dedicada a la comisión de hechos como los investigados, la contienda no se encuentra precedida de la investigación necesaria como para ejercer las facultades que le acuerda el artículo 24 inc. 7°, del decreto-ley 1285/58.


    C., Sergio Omar s/ Defraudación


    COMP. 857, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Un conflicto no se halla precedido de la investigación necesaria, cuando de las probanzas agregadas al incidente no surjan elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa, y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponda investigarlo.


    M., Diego Horacio s/ Estafa


    COMP. 186, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.  En tal sentido y teniendo en cuenta que por el momento no pueden desvirtuarse los testimonios y constancias agregados de los que surge, que tanto la firma de la escritura como la disposición patrimonial habrían ocurrido en el ámbito de esta Capital, debe continuar conociendo en la causa el juez nacional que previno.


    A., Jorge y otros s/ Estafa


    COMP. 42, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciónes de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F. S. s/ Estafa


    COMP. 1069, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306:926; 1272; 1997 y 311:528.


    Cuando la investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia para discernir el tribunal al que corresponde investigar los hechos, sea insuficiente, debido a la falta de prácticas de diligencias tendientes a brindar precisión a la denuncia y aportar otros elementos de juicio para determinar el lugar donde fueron cometidos los hechos, corresponde al juzgado que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    M. S.A. s/ Estafa


    COMP. 1249, XXXVI, 26 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    E., Omar s/ Estafa


    COMP. 1394, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Corresponde que investigue el delito de estafa, el juez del lugar donde se realizó la entrega del cheque, que habría constituido, prima facie, el ardid determinante del acto de disposición.


    P. S.A. s/ Estafa


    COMP. 1012, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita, se la atribuyan recíprocamente. Habida cuenta que de los elementos probatorios incorporados al proceso surge con nitidez que el hecho materia de investigación -la supuesta obtención de un préstamo por parte de un tercero utilizando la misma numeración del DNI de la denunciante-, constituya o no un delito, se habría llevado a cabo en la sede de la financiera donde éste se habría otorgado, corresponde declarar la competencia del Juzgado de Garantías para investigar a su respecto.


    K., Néstor s/ Estafa


    COMP. 44, XXXVI, 06 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La atribución de competencia a los jueces del lugar donde presuntamente ocurrieron los hechos favorece, la incorporación al proceso de los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión a la notitia criminis. o para poner fin a las actuaciones. llegado el caso, por uno de los medios procesales de terminación del proceso.


    V. y cia. s/ Estafa


    COMP. 159, XXXVI, 15 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Asiento registral. Competencia provincial. 


    De la prueba instrumental puede surgir que, sin perjuicio de que la sociedad tenga su domicilio legal en una jurisdicción específica, el asiento de los negocios puede estar situado en otra jurisdicción, lugar donde se emiten las facturas. Corresponde declarar la competencia del juzgado local con jurisdicción en el lugar de asiento de los negocios, para conocer en la causa.


    D., Héctor Gustavo s/ Denuncia estafa


    COMP. 811, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Rodríguez, Marcelo y otro s/ Estafa


    COMP. 1440, XXXVI, 11 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio del delito de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    P., María Luján s/ Estafa


    COMP. 632, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia, que los jueces entre quienes se suscita, se la atribuyan recíprocamente. Habida cuenta que los magistrados intervinientes son contestes en afirmar que los hechos materia de investigación encuadrarían en el delito de estafa, y que tanto de los dichos del imputado, como de los denunciantes, se desprende que la operación comercial se habría llevado a cabo en jurisdicción provincial, corresponde declarar la competencia al tribunal provincial para entender en estas actuaciones.


    S., Rodolfo s/ Estafa


    COMP. 453, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Tiene establecido la Corte que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales. Respecto del delito previsto en el artículo 172 del Código Penal, tiene resuelto el Tribunal que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    A., Juan Silvio y otros s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1488, XXXVI, 06 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Incorrecta traba de la contienda.


    No existe una concreta contienda negativa de competencia cuando los tribunales intervinientes no se atribuyan recíprocamente el conocimiento de una causa. Toda vez que el hecho materia de investigación habría acaecido en jurisdicción bonaerense, corresponde atribuir el conocimiento de esta causa al fuero provincial.


    Benegas, Agustín Virginio s/ Estafas y otras defraudaciones


    COMP. 631, XXXVI, 20 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que en definitiva se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    T., Héctor Eduardo s/ Denuncia


    COMP. 63, XXXVI, 09 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal.


    S., José Luis s/ Denuncia


    COMP. 818, XXXVI, 14 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva conforme a razones de economía procesal.


    N.N. s/ Estafa - Denunciante: C., Ariel Saúl


    COMP. 949, XXXVI, 21 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa o su tentativa, perpetrada mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    L., Juan Alberto s/ Estafa


    COMP. 1503, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación legal que corresponda efectuar, debe examinarse a fin de establecer qué magistrado resulta competente, el lugar donde se desarrollaron los hechos denunciados. Nada justifica la intervención de la justicia nacional en esta causa penal, pues la invocada circunstancia de que una de las ejecuciones hipotecarias y el juicio sucesorio de la hija de la denunciante, se tramiten ante el fuero civil de esta ciudad, no puede servir de base para determinar la competencia en materia penal que, a la luz del principio consagrado en el Art. 118 de la Constitución Nacional y receptado por los códigos procesales locales, resulta improrrogable.


    G., Javier Esteban s/ Defraudación por administración fraudulenta


    COMP. 231, XXXVI, 16 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Medidor de gas. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para la correcta traba del conflicto, debió ser la Cámara Nacional de Apelaciones, que confirmara la declinatoria de competencia, la que insistiera o no con su criterio. Es doctrina de V.E. que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en el que se verificó la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    D., Antonio Oreste s/ Estafas reiteradas


    COMP. 1083, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Mutuo comercial. Competencia nacional. 


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    M., Mónica s/ Denuncia


    COMP. 897, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Cuando de las probanzas agregadas al incidente no surgen elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa -estafa o libramiento de cheque sin fondos- y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponda investigarlo, corresponde al juzgado que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.


    G., Oscar Matías s/ Denuncia- causa N° A-20/99


    COMP. 533, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    El conflicto no se halla precedido de la investigación necesaria cuando de las probanzas agregadas al incidente no surgen elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa, y discernir en consecuencia, el tribunal al que corresponda investigarlo.


    F., Luis s/ Estafa Artículo 302


    COMP. 561, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Tarjeta de crédito. Competencia provincial. 


    La defraudación cometida mediante el uso de una tarjeta de compra se consuma en los lugares donde se ejecuta la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio.


    I., Fernando Horacio s/ Formula denuncia


    COMP. 1125, XXXVI, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquel en el que se verificó la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva conforme a razones de economía procesal.


    B., José Antonio s/ Denuncia por estafa


    COMP. 268, XXXVI, 06 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Tentativa. Cheque. Juez previniente. Competencia criminal y correccional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda tenerse por tal el lugar de su presentación al cobro. Cuando las constancias incorporadas al incidente no alcancen para determinar que la entrega del documento tuvo lugar en una jurisdicción específica corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque.


    G., Moisés s/ Denuncia estafa


    COMP. 27, XXXVI, 07 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 781, L. XXXVI, "S. B., Mario Alejandro y otro s/ Estafa en tentativa."


    S. B., Mario Alejandro y otro s/ Estafa en tentativa


    COMP. 855, XXXVI, 13 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    N.N s/ Estafa en tentativa


    COMP. 751, XXXV, 07 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos, cabe atenerse, a - fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los titulos fueron entregados sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    G., Sergio Alberto s/ Denuncia tentativa de estafa


    COMP. 1223, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sinn que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Jorge Ernesto (Damnificado) s/ Estafa


    COMP. 1313, XXXVI, 26 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Invesigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos del juicio agregados al incidente, no alcancen para determinar tal circunstancia, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación.


    H., Héctor E. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 288, XXXVI, 03 de abril de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando las escasas probanzas incorporadas al incidente no alcancen para acreditar el lugar de la entrega del cheque, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    F., Héctor Leoncio s/ Estafa en tentativa


    COMP. 602, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraidos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados.


    C., César Alberto s/ Promueve querella criminal


    COMP. 830, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    En el delito de estafa o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando de las constancias incorporadas el incidente no sea posible determinar el lugar donde se produjo la entrega del cheque materia del conflicto, corresponde al tribunal que previno profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecida la causa y el lugar de la entrega originaria y si esta fue o no fraudulenta.


    B. de la N. A. Sucursal S. A. O. s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 871, XXXVI, 26 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando las probanzas incorporadas al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento cuestionado tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    C., José María s/ Denuncia extravío de cheque y tentativa de estafa


    COMP. 422, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento cuestionado tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación.


    Q. de B., Emiliano s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 397, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Toda vez que los escasos elementos de juicio agregados al incidente, no alcancen para determinar esa circunstancia corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores.


    N.N s/ Estafa en tentativa


    COMP. 894, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando las probanzas incorporadas al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    L., Hugo s/ Estafa en tentativa


    COMP. 832, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos de juicio agregados al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del cheque tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación.


    G., Alberto Ángel s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 692, XXXV, 25 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos del juicio agregados al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega de los documentos cuestionados tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los cheques.


    A., Reina s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 30, XXXVI, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los escasos elementos del juicio agregados al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega de los documentos cuestionados tuvo lugar en un sitio específico, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los valores.


    B., Enrique José s/ Estafa en tentativa


    COMP. 11, XXXVI, 22 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente. al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando los elementos de juicio agregados al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega del documento cuestionado tuvo lugar en esta una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    A., Hugo Rubén s/ Estafa en tentativa


    COMP. 359, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega de los documentos extraviados tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    D., María Rosana s/ Denuncia por estafa en tentativa


    COMP. 443, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando las constancias incorporadas al incidente no alcancen para determinar que la entrega del documento materia de esta contienda tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez establecidos la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores al depósito del cheque.


    G., Martha Estela s/ Tentativa de estafa


    COMP. 23, XXXVI, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques. extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    C., Héctor Jorge s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1191, XXXVI, 27 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Cuando las constancias incorporadas al incidente no alcancen para acreditar que la entrega del documento sustraído tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación.


    T., Héctor Eduardo s/ Estafa tentativa


    COMP. 441, XXXVI, 12 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los titulos fueron entregados. Cuando los elementos del juicio agregados al incidente, no alcancen para acreditar que las entregas de los cheques tuvieron lugar en una jurisdicción específica, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los cheques.


    S., Alberto Américo s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 554, XXXVI, 23 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia nacional. 


    Cuando de los elementos del incidente no surge el lugar donde se produjo la falsedad instrumental, corresponde a la justicia nacional con jurisdicción sobre la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo, investigar la falsificación, como así también la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían formalmente.


    Z., René Romelio y otro s/ Denuncia por tentativa de estafa


    COMP. 485, XXXVI, 17 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306:1272 y 1997 y 311:528, entre muchos otros y competencia N° 345, XXXV in re "Granillo Ocampo y López Adriana".


    El conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente cuando de las probanzas agregadas al incidente no surgen elementos de juicio suficientes para poder calificar con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo. Atento a ello,corresponde al juzgado que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la posterior investigación.


    N., Lionel Rubén s/ Tentativa de estafa


    COMP. 738, XXXV, 03 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro. Cuando los elementos de juicio incorporados al incidente, no alcancen para acreditar que la entrega del documento extraviado tuvo lugar en una determinada jurisdicción, corresponde al juzgado que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinadas la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro del cheque.


    E., Ana Lía s/ Estafa en tentativa


    COMP. 936, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 675, L. XXVI,"B. N. A. s/ Remite actuaciones".


    A., Elías s/ Denuncia portentativa de estafa


    COMP. 417, XXXVI, 03 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. 


    El ardid constitutivo del delito como es el potencial menoscabo patrimonial, se consumaría en el proceso laboral ya que es allí donde concurrirían los elementos que, eventualmente, podrían provocar el pronunciamiento judicial perjudicial para el denunciante.


    B., Alfredo s/ Estafa en grado de tentativa


    COMP. 1354, XXXVI, 14 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    En el delito de estafa, o su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    N.N. s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1489, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro.


    N.N. s/ Estafa en tentativa denunciante Alberto V.


    COMP. 1477, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Estupefacientes. Competencia federal. 


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 71, L. XXVI "R , Ramona Catalina s/ Infracción al Artículo 42 bis de la Ley 20.429".


    N., Oscar Ernesto y otros s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP. 1250, XXXVI, 25 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L . XXXV, "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    M., Juan Carlos y otro s/ Infracción Ley 23.737 - Causa 64.805


    COMP. 535, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Según el criterio establecido por la Corte en el fallo de la causa Comp n° 540, L. XXXVI, " Aguirre , Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086", corresponde al tribunal provincial entender en las presentes actuaciones.


    La vinculación exigida por la ley 23.817 para que el fuero de excepción sea competente en la infracción prevista y reprimida en el artículo 189 bis, cuarto párrafo del Código Penal (Según ley 25.086) consiste en que el arma de guerra haya sido utilizada para la comisión de un delito federal.


    G., Carlos y otros s/ Infracción Ley 23.737 - Causa n° 13.879-


    COMP. 1070, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los que versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. En tal sentido y habida cuenta que de las constancias reunidas hasta el momento no surgen elementos que permitan precisar el hecho a investigar y menos aún, en caso de constituir delito, el lugar de su comisión, corresponde al magistrado que tomó conocimiento de la notitia criminis continuar con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.


    Competencia en causa 1.025 s/ Presunta infracción Ley 23.737


    COMP. 200, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Menores. Competencia de menores. 


    No puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de esa actividad está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


    C., J. s/ Incidente tutelar


    COMP. 584, XXXVI, 03 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Expendio de medicamentos. Contrabando de mercadería prohibida. Competencia provincial. 


    Teniendo en cuenta que las constancias agregadas al incidente, acreditan que los productos en infracción, no habrían afectado intereses nacionales, corresponde a la justicia local continuar con la tramitación de la causa.


    G., Basualdo Adrián Ernesto s/ Denuncia


    COMP. 835, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Extradición. Competencia criminal y correccional. 


    Toda vez que la contienda negativa de competencia se trabe entre dos jueces nacionales de primera instancia, cabe encuadrar el caso en la segunda regla del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, ratificado por la ley 14467, por lo que debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido. La Corte resuelve las cuestiones que se plantean entre tribunales que carecen de un superior jerárquico común, salvo que ocurran entre jueces nacionales de primera instancia, y siempre y cuando los avatares incidentales no ocasionen una efectiva privación de justicia, pues en ese caso sí está facultada a intervenir por aplicación del artículo 24, inciso 7°, in fine, del decreto-ley citado. Este principio también rige en materia estrictamente penal, pues el artículo 44 del Código Procesal Penal de la Nación establece que si dos tribunales se declaran simultánea y contradictoriamente competentes o incompetentes para juzgar un delito, el conflicto será resuelto por la Cámara de Apelaciones superior del juez que previno.  El artículo 24°, inciso 7° del decreto-ley trata el supuesto en que el conflicto debe ser dirimido por la cámara de la que dependa el juez que primero hubiese conocido, en cambio, el artículo 44 de la ley procesal se refiere al magistrado que previno. Si a esta diferencia léxica se le confiere un sentido unívoco en cuanto a la técnica legislativa con que se redactaron ambas normas, se deduce que la primera es adrede más amplia y comprende también los conflictos ínter-jurisdiccionales, pues si se hubiera querido referir limitadamente a los magistrados que comparten una misma materia o fuero, de alguna manera se hubiera previsto la situación, diferenciando los distintos casos. En este sentido, para las contiendas entabladas entre jueces penales, se hubiera empleado la palabra prevenir tal como se hizo en el código de procedimientos pertinente.


    C., Franco A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    COMP. 19, XXXVI, 22 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Competencia nacional. 


    Cuando de los términos de la denuncia surja que el extravío o la presunta sustracción de la chequera tuvo lugar en una jurisdicción específica, corresponde al juzgado nacional de instrucción de esa jurisdicción asumir la competencia e incorporar al proceso, los elementos de juicio necesarios a fin de conferir precisión, y resolver luego, con arreglo a lo que resulte de la investigación .


    A., Sergio Luis s/ Denuncia


    COMP. 963, XXXVI, 13 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 574, L. XXXV.


    R., Victorio s/ Extravío cheque


    COMP. 90, XXXVI, 28 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competncia en lo penal económico. 


    El conflicto no se halla precedido de la investigación necesaria, cuando de las constancias agregadas al incidente no surgen elementos suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa, y discernir el tribunal al que corresponda intervenir. Atento a ello, corresponde al tribunal que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de una posterior investigación.


    B., Marcelo F. s/ Denuncia de extravío de cheques


    COMP. 442, XXXVI, 12 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente,. 


    En las actuaciones en las que se investiga un presunto ilícito perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados. Ahora bien, toda vez que surge de las constancias reunidas en el incidente, que la persona que depositó el cheque extraviado para obtener el cobro, fue interrogada acerca de quién se lo entregó y cuál fue el motivo de tal pago, pero se soslayó preguntarle en qué lugar se había producido el traspaso -sin que pueda considerarse por tal el sitio en donde fue presentado al cobro-, corresponde al juzgado que previno profundizar la investigación en tal sentido.


    I., Miguel s/ Estafa en tentativa


    COMP. 862, XXXV, 06 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Defraudación. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    El delito de falsa denuncia concurre materialmente con la defraudación intentada sobre la base de esa falsedad, no obstante la relación de medio a fin que pudiere existir entre ellos. La mera coincidencia subjetiva o final no basta, por si sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyen un único hecho o concurso formal; al tratarse de delitos que pueden ser juzgados separadamente, debe determinarse cuál ha de ser tenido como lugar de comisión de cada uno de ellos a efectos de establecer la competencia.


    H., Elías s/ Supuesta denuncia de estafa en tentativa


    COMP. 594, XXXVI, 21 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Defraudación. Concurso de delitos. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    El delito de falsa denuncia concurre materialmente con la defraudación intentada sobre la base de esa falsedad, no obstante la relación de medio a fin que pudiere existir entre ellos. La mera coincidencia subjetiva o final no basta, por si sola, para afirmar que dos conductas previstas en la ley penal constituyen un único hecho o concurso formal; en consecuencia, al tratarse de delitos que pueden ser juzgados separadamente, debe determinarse cuál ha de ser tenido como lugar de comisión de cada uno de ellos a efectos de establecer la competencia.


    B., Ángel Osvaldo s/ Tentativa de estafa


    COMP. 778, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Falsedad ideológica. Competencia provincial. 


    El delito de falso testimonio se consuma en el lugar donde se presta la declaración. En tal sentido, de las constancias que obran agregadas al expediente, surge que los testimonios cuestionados se prestaron en un proceso en trámite ante un tribunal provincial, sin que se advierta que pueda haber resultado perjuicio para el Estado Nacional o alguna de sus instituciones. Por lo tanto, corresponde al magistrado local continuar con la sustanciación de la causa.


    S., Lidia s/ Falsedad ideológica


    COMP. 364, XXXVI, 19 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Víctor Hernán s/ Falsificación ideológica


    COMP. 1332, XXXVI, 02 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haya producido, y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto. En la adulteración de la cédula de identificación del automotor, por recaer sobre un documento público nacional, debe intervenir la justicia de excepción. La falsificación de las placas patentes carece de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, por lo que se trata de un delito común. Cuando de los elementos reunidos no surge el lugar donde aquélla se realizó, corresponde atribuir competencia para conocer de este delito al juzgado con jurisdicción en el lugar donde se comprobó la anomalía y se incautó el vehículo.


    Brigada de investigaciones s/ Remite actuaciones (Peugeot 504 domino colocado AXX 9XX)


    COMP. 581, XXXVI, 12 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación. Ahora bien, toda vez que surge de las constancias agregadas al legajo que la referida documentación no fue presentada ante el Registro de la Propiedad Automotor, para obtener la transferencia irregular del dominio sobre ese vehículo, corresponde al juzgado provincial continuar con la tramitación de la causa.


    G. D., Juan Carlos s/ Denuncia por falsificación de documentos


    COMP. 122, XXXVI, 06 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Es doctrina de V.E. que la referencia del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48, y su concordante artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación, respecto de los delitos que tiendan a la defraudación de las rentas nacionales, alude a los casos en que el daño sufrido por los bienes del Estado es el que corresponde al resultado directo de la acción típica de que se trata. En tal sentido, si bien la venta de formularios destinados a la verificación de vehículos se realiza por intermedio del Banco de la Nación Argentina (artículo 9 de la resolución 417/92), esa circunstancia, no coloca al caso entre aquellos supuestos, desde que aún así, las falsificaciones objeto de autos no importan un directo y efectivo perjuicio para las rentas del Estado. Asimismo, cuando la documentación apócrifa no haya sido presentada en ninguna institución nacional, no se entorpece el normal funcionamiento de los organismos federales.


    G., Oscar s/ Infracción Artículo 292 del Código Penal


    COMP. 1222, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la competencia N° 350, L.XXXV.


    G. D., Juan Carlos (apoderado del Colegio de Escribanos de la Provincia de Buenos Aires) s/ Denuncia infracción Artículos 292, 293 y 296 del Código Penal


    COMP. 351, XXXVI, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Estafa procesal. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Si la presunta falsificación del documento cuya presentación constituiría estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el pagaré.


    L., Guillermo E. y otros s/ Estafa procesal


    COMP. 864, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que le fuera atribuida y una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto. Además, cuando las constancias acumuladas impiden sostener la calificación legal atribuida al hecho, al no haberse determinado fehacientemente la falsedad del documento utilizado y, menos aún, que se trate de aquellos a los que se refiere la invocada ley 20.974 corresponde al magistrado provincial que previno, proseguir con la investigación.


    R. S., Maritza C. s/ Delito - Causa 37.697/99


    COMP. 140, XXXVI, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Son competentes para conocer de las causa por falsificación de instrumentos privados, los tribunales con jurisdicción en el lugar en que éstos hubieran sido usados.


    C., Alfredo s/ Denuncia por estafa


    COMP. 886, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Patente del automotor. Competencia provincial. 


    Las infracciones vinculadas con maniobras relativas a la identificación de automotores, carecen de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento.


    C., Alejandro Alfredo s/ Infracción Artículo 289 y 292 del Código Penal


    COMP. 1347, XXXVI, 26 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    T., Héctor Oscar s/ Infracción Artículo 292 Código Penal


    COMP. 680, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento privado. Estafa. Competencia nacional. 


    Cuando el delito de falsificación de instrumentos privados concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar donde aquellos fueron usados.


    A., Florinda s/ Denuncia


    COMP. 805, XXXV, 03 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte Suprema tiene dicho que cuando el delito de falsificación de instrumentos privados -cheques- concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el tribunal con competencia en el lugar donde aquellos fueron entregados y donde, además, ha tenido principio de ejecución el segundo delito.


    B., Hugo Tomás s/ Estafa en tentativa


    COMP. 1036, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Son competentes para conocer de las causas por falsificación de instrumentos privados, los tribunales con jurisdicción en el lugar en que éstos hubieran sido usados, pues allí cabe considerar consumado el delito.


    L., Marcelo Andrés s/ Hurto y estafa - Causa n° 7.092/96


    COMP. 48, XXXVI, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Acta notarial. Competencia provincial. 


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    G. D., Juan Carlos s/ Denuncia presunta infracción Artículos 292, 293 y 296 del Código Penal


    COMP. 350, XXXVI, 14 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Acta notarial. Competencia provincial. 


    Cuando no surge de las actuaciones, que se vea afectada la materia federal por entorpecimiento del buen servicio de los empleados de la Nación, circunstancia que determinaría la competencia federal, corresponde a la justicia local, entender en la causa.


    G. D., Juan Carlos s/ Denuncia infracción Artículos 292, 293 y 296 del Código Penal


    COMP. 324, XXXVI, 14 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Cuando de la pesquisa practicada no haya sido posible determinar el lugar donde se confeccionaron los instrumentos falsos, como así tampoco las firmas ni los sellos estampados en ellos, si éstos revisten carácter nacional corresponderá al magistrado federal, conocer del delito aunque no haya sido parte en la contienda.


    N.N. s/ Falsificación de documentos públicos -Causa N° 19760/00-


    COMP. 904, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cuando no es posible determinar dónde se realizó la presunta falsificación, corresponde al juez del lugar donde se comprobó conocer en la causa.


    F., Estela Marina s/ Denuncia


    COMP. 646, XXXV, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    La falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.  Por aplicación de este principio y de acuerdo a lo normado en el artículo 42 de la ley 20.479 (según ley 22.435), corresponde declarar la competencia de la justicia federal para conocer del delito que motivó el presente conflicto.


    D. S., Alberto Emilio y otros s/ Homicidio agravado en concurso real con robo


    COMP. 219, XXXVI, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando la presunta falsificación del documento público, no afecte intereses nacionales, o el normal funcionamiento de alguna institución de esa naturaleza, y sólo afecte al organismo local involucrado, corresponde que sea la justicia local la que prosiga con las actuaciones. La copia fotoestática color de una licencia de conducir, destinada a aparentar la habilitación para tal actividad mediante la inscripción de que fue expedida por la Dirección Provincial del Registro de las Personas de la provincia de Buenos Aires, y de una firma apócrifa de un funcionario público provincial, sólo habría afectado al organismo local involucrado.


    S., Hugo A. s/ Falsificación de documento público


    COMP. 13, XXXVI, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento cuestionado. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre él sitio en el que habría sido modificado el documento, a fin de dirimir la contienda, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    P., Norma Elsa s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1253, XXXVI, 13 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Defraudación. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La falsificación de un instrumento público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación o su tentativa, por el uso de aquél. El delito de defraudación prendaria se desarrolla en el lugar en que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control.


    A., Osvaldo s/ Estelionato, falsificación de instrumento público


    COMP. 1071, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Educación. Becas. Competencia federal. 


    Es doctrina de la Corte que la intervención del fuero federal está condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación. Si bien la resolución n° 1294/97 prescribía en su artículo 25, que las becas serían abonadas a los adultos responsables de los menores beneficiarios por intermedio del director o rector del establecimiento, a través de cuentas que debían abrirse a nombre del establecimiento escolar y del programa, y a la orden conjunta del director de la escuela o docente a cargo y un responsable externo a la escuela, la vigente al momento de los hechos, n° 827/98 establece en su artículo 26, que los pagos serán abonados a los adultos responsables del menor beneficiario a través de las sucursales del Banco de la Nación Argentina más cercanas a los establecimientos escolares. La misma resolución en su artículo 65 determina, además, que deben ponerse en conocimiento de la Autoridad Nacional del Programa, todas las anomalías que se detectaran a su respecto. Habida cuenta que no sólo se vieron afectados los fondos directamente otorgados por el Ministerio de Educación a los destinatarios del programa sino que, además, se habría obstruido su ejecución a cargo de un órgano nacional que, de haber conocido la realidad de la situación, podría haber distribuido sus recursos de otra manera, corresponde a la justicia federal continuar con la sustanciación de la causa.


    T. B., Miriam s/ Denuncia falsificación documento público


    COMP. 596, XXXVI, 22 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Escritura pública. Competencia nacional. 


    La falsificación de un instrumento público puede escindirse de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél. En lo referente a la presunta falsedad de la escritura pública, no resulta aplicable el principio general que establece la competencia del magistrado con jurisdicción en el lugar donde fue confeccionado el instrumento cuestionado, sino el subsidiario que postula que si se desconoce esta circunstancia, ha de estarse al sitio en que fue usado.


    B., Raquel s/ Denuncia


    COMP. 597, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia provincial. 


    La realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida, y una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto.


    De la R., Clara Mercedes s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 272, XXXVI, 03 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Falsa denuncia. Competencia provincial. 


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan "prima facie" como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias judiciales entre las provincias o entre ellas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no pueden ser alteradas por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden jugar en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    K., Bernardo y otros s/ Asociación ilícita, encubrimiento, falsificación de instrumento privado y hurto


    COMP. 1437, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Licencia de conducir. Competencia nacional. 


    El delito de falsificación de instrumento público debe reputarse cometido en el lugar de producción del documento falso, y en caso de desconocerse este último debe proseguir la investigación del hecho el juez competente en el lugar donde se comprobó la existencia del delito.  Al mismo tiempo, la mera circunstancia de que un, delito se haya producido en un lugar sometido exclusivamente al Estado Nacional no basta para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es, preciso que dicho evento haya afectado intereses federales.


    I. W., Roberto s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 775, XXXV, 03 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de marca o designación. Competencia federal. 


    Si los casetes secuestrados carecen de autenticidad, tanto en su reproducción como en la marca, el caso resulta aprehendido por dos disposiciones penales -ley 22.362 y ley 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta. Es el tribunal federal el que debe entender en la causa, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    Averiguación infracción Ley 22.362 s/ Incidente de competencia


    COMP. 41, XXXVI, 05 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Lugar del hecho. Competencia provincial. Encubrimiento. Tenencia ilegítima de armas de guerra. Competencia federal. 


    Si de las probanzas del expediente no surge el lugar donde se cometió la supresión de la numeración estampada del arma, corresponde que investigue el tribunal en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía y se secuestró el bien. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito principal.


    F., Juan E. y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 872, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Asignaciones familiares. Competencia provincial. 


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de maniobras que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    G., Yolanda N. s/ Denuncia infracción Artículo 149 bis, 172 y 174 inciso 5º del Código Penal


    COMP. 231, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Asociación ilícita. Competencia provincial. 


    La intervención del fuero de excepción está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación y ella no puede extenderse con fundamento en el poder de policía o de fiscalización que ejerce el Estado Nacional, si no afecta la responsabilidad penal de sus funcionarios.


    M., Jiang y otros s/ Infracción Artículos 174 y 210 del Código Penal


    COMP. 814, XXXVI, 25 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Fraude en perjuicio de la Administración Pública. Falsificación de instrumento privado. Concurso ideal. Juzgado de Garantías. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. Al no darse la situación en el caso concreto, en razón de la normativa procesal vigente al momento en que acontecieron los hechos correspondería declarar la competencia al juzgado provincial, sin perjuicio de que si el magistrado entiende que su investigación, corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    D. L., José y otros s/ Infracción al artículo 174 del Código Penal


    COMP. 84, XXVI, 25 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Habeas corpus. Alojamiento de internos. Tribunal de alzada. 


    Cuando un conflicto se plantee en forma anómala entre un tribunal de juicio, y un juez federal, es la Cámara Nacional de Casación Penal, la que posee facultades revisoras respecto de la resoluciones que dicten ambos tribunales, ya que es el órgano superior común de éstos, y es el tribunal habilitado para decidir la cuestión planteada, en los términos del artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58 -según texto ordenado ley 21.708- .


    I., Adrián David s/ Habeas Corpus


    COMP. 882, XXXV, 25 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Si bien para la existencia de una correcta cuestión de competencia debe ser la cámara provincial la que resuelve si insiste o no en su criterio, la CSJN puede hacer la excepción posible a ese óbice formal, desde que tal exigencia no obsta el pronunciamiento de la Corte cuando razones de economía procesal así lo aconsejen.


    S. V., Juan José s/ Habeas corpus


    COMP. 464, XXXVI, 18 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Juez propio de la causa.


    Cuando el requerimiento del denunciante se encuentre íntimamente relacionado con las condiciones en que cumple su detención, impuesta por el tribunal de juicio, corresponde que conozca la acción el juez de la causa, a quien las leyes procesales le han asignado competencia respecto de la ejecución de las sentencias que dictare. El hábeas corpus y las demandas de amparo no autorizan a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben. Compete al juez de la respectiva causa, a tenor del artículo 18 de la Constitución Nacional, el control directo de los requisitos que la propia norma establece para el régimen carcelario y ante él debe ser planteada, con arreglo a las formas legales, la cuestión atinente a la vulneración de las garantías que protegen a quienes se halla procesados o condenados por la comisión de delitos.


    H., Jorge Rubén s/ Hábeas corpus


    COMP. 595, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Homicidio culposo. Aeronave en vuelo. Competencia provincial. 


    La comisión de un delito en ocasión del vuelo de aviones no provoca, por sí sola, la intervención de la justicia federal, sino que, conforme a lo que establece el artículo 198 del Código Aeronáutico, son de competencia de ese fuero los delitos que puedan afectar la navegación o el comercio aéreo.


    G., Roberto Fabian s/ Doble homicidio culposo


    COMP. 1163, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Corresponde dar intervención a la justicia con jurisdicción donde se domicilian tanto el denunciante como el imputado, lo cual se adecua a principios de economía procesal.


    R. H., Luis s/ Homicidio culposo.


    COMP. 553, XXXV, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Transporte ferroviario. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal entender en las actuaciones donde se produjo la paralización e interrupción del servicio ferroviario, con el consiguiente entorpecimiento del tránsito.


    D. C., Raúl Jesús s/ Homicidio culposo


    COMP. 821, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Homicidio simple. Tentativa. Tenencia de armas de guerra. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    M., Mariano David s/ Homicidio simple en tentativa


    COMP. 755, XXXV, 03 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Homicidio. Personal policial. Competencia criminal. 


    No corresponde atribuir el conocimiento de la causa a la justicia federal cuando no se verifica en ésta, que el personal policial haya actuado en su carácter de auxiliar del fuero de excepción, o que se hubiera afectado la regularidad de su funcionamiento.


    T., Francisco s/ Denuncia


    COMP. 1207, XXXVI, 08 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Servicio público. Lugar del hecho. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Afectación en la prestación de servicios.


    La mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye, por sí, competencia al fuero de excepción si aquél no afecta intereses federales o la prestación del establecimiento.


    G.., Alejandro Alberto s/ Supuesta homicidio s/ Reconstrucción s/ Incidente de incompetencia


    COMP. 677, XXXIV, 01 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Uso indebido de estupefacientes. Competencia federal. 


    Muerte por ingesta de estupefacientes.


    Si de las constancias de la causa no surge que el deceso de la joven se presente como un hecho independiente del suministro de estupefacientes que se le atribuye al imputado, corresponde al juez federal que tiene a cargo la investigación por infracción a la ley 23.737, conocer de la causa por homicidio como consecuencia de la ingestión de estupefacientes.


    V., Jonathan Jorge y otro s/ Privación ilegal de la libertad y homicidio


    COMP. 808, XXXVI, 14 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Hurto. Correspondencia. Competencia provincial. 


    No existe una concreta contienda negativa de competencia cuando los tribunales intervinientes no se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa.


    B., Héctor R. s/ Denuncia hurto de correspondencia.


    COMP. 635, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Empresa privada. Competencia provincial. 


    Cuando el hecho delictivo sólo perjudique a una empresa privada, a la cual se le entregó, en concesión, la explotación del servicio ferroviario, y no se advierta circunstancia alguna que justifique la intervención del fuero de excepción, corresponde a la justicia provincial continuar con la tramitación de la causa.


    R., José Alberto y otros s/ Tentativa de hurto


    COMP. 152, XXXVI, 08 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se haya producido, según pueden apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional. En cuanto a la sustitución de las placas patentes, dicha infracción carece de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, por lo que se trata de un delito común.


    N.N. s/ Hurto de automotor en la vía pública


    COMP. 1418, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Entorpecimiento de los servicios públicos. Competencia provincial. 


    Resuta conveniente recordar que, de acuerdo a lo establecido en el articulo 198 Código Aeronáutico, sólo provocan la intervención de la justicia federal aquellos delitos que puedan afectar directamente la navegación o el comercio aéreos  Asimismo, tiene establecido el Tribunal que la mera circunstancia de que un delito tenga lugar dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional no atribuye por si, competencia al fuero de excepción si aquel no afecta intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Finalmente V.E. ha establecido que para que el delito presuntamente cometido sea de aquellos que corrompen él buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


    R., Luis Esteban s/ Artículo 167 inciso 4° y Artículo 163 inciso 5° del Código Penal


    COMP. 1308, XXXVI, 01 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Para tener correctamente trabada una contienda de competencia, los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa. Resultan elementos indispensables que las declaraciones de competencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Marcelo Oscar s/ Denuncia


    COMP. 831, XXXVI, 14 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Impedimento de contacto del menor con el padre no conviviente. Domicilio del menor. Competencia nacional. 


    Corresponde al juez del lugar donde se domicilian los menores, entender en las causas que infrinjan la ley 24.270, ya que ese es el lugar donde la imputada impediría al denunciante tomar contacto con sus hijos, quienes, además, tendrán en esa jurisdicción, una mejor y más inmediata tutela de sus intereses, salvaguardándose así, el principio consagrado en el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño.


    R., R. L. y otros s/ Asociación ilícita


    COMP. 165, XXXVI, 09 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    Interés superior del niño.


    El traslado de la denunciada con el menor, a otra provincia de nuestro territorio, no obsta al cumplimiento de los derechos y obligaciones filiales del padre respecto de su hijo. Corresponde declarar la competencia del juzgado con jurisdicción donde conviven la denunciada y el menor, por ser ésta la solución que mejor contempla "el interés superior del niño", principio consagrado en el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, reconocido en el artículo 75, inciso 22° de la Constitución Nacional.


    A., J. J. s/ Infracción Ley 24.270


    COMP. 827, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Non bis in ídem. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    La supuesta amenaza telefónica y el impedimento al progenitor para tomar contacto con su hija, cuya competencia fue aceptada por el juez local, constituyen partes de un mismo hecho delictivo, que no puede ser objeto sino de un único enjuiciamiento en virtud del principio constitucional del non bis in idem.


    V., H. s/ Coacción


    COMP. 512, XXXVI, 23 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Competencia provincial. 


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes. Corresponde declarar la competencia del juez del domicilio de los beneficiarios de los alimentos, ámbito donde la denunciante podría ejercer una mejor defensa de los intereses de los menores. Esta solución es la que mejor contempla "el interés superior del niño", principio consagrado en el artículo 3° de la "Convención sobre los Derechos del Niño", reconocido en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional


    C., C. M. s/ Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar


    COMP. 835, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Delito continuo. Economía procesal. Competencia provincial. 


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto, consideraciones de economía y conveniencia procesal.


    M., M. A. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 930, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Delito continuo. Economía procesal. Domicilio del menor. Competencia provincial. 


    El carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no permite imponer un principio para decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces, en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva. Por lo tanto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    L., H. W. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 1482, XXXVI, 01 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva. Conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    Y., M. A. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 353, XXXVI, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto, consideraciones de economía y conveniencia procesal.


    A., J. L. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 773, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En los delitos de carácter permanente, como el incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes, para resolver el punto, consideraciones de economía y conveniencia procesal.


    H., A. M. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 1568, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Debe considerarse a la jurisdicción del lugar donde las partes acordaron el pago de la cuota alimentaria, donde además tiene su domicilio la denunciante, como lugar de consumación del incumplimiento.


    B., R. s/ Infracción Ley 13.944


    COMP. 761, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón, de principio, que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto, consideraciones de economía y conveniencia procesal.


    C., A. V. s/ Denuncia


    COMP. 644, XXXVI, 13 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes del funcionario público. Competencia provincial. Encubrimiento. Competencia federal. 


    Respecto a la presunta infracción al artículo 249 de Código Penal, toda vez que la conducta disvaliosa reprochada del imputado habría tenido lugar cuando cumplía funciones en la Dirección de Sanidad y Medicina Legal de la Policía de la Provincia de Buenos Aires, su conocimiento corresponde al Juzgado de Garantías local.  Las posibles infracciones a los artículos 255 y 277 de Código Penal, deben ser juzgadas por la justicia federal, ya que aquellos hechos pudieron afectar la administración de justicia nacional al obstruir la investigación que se desarrolla en el fuero federal.


    D. T., Néstor P. s/ Infracción Artículo 249 del Código Penal


    COMP. 832, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Injurias. Competencia nacional. 


    Corresponde resaltar que la profusión de decisiones jurisdiccionales de los magistrados intervinientes en torno del tema de la competencia actuó en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de la justicia. La Corte tiene establecido que para el correcto planteo de una cuestión de competencia , los tribunales intervinientes deben atribuirse recíprocamente el conocimiento de la causa.


    S., Beatríz s/ Querella


    COMP. 1034, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio social. Competencia nacional. 


    Corresponde la aplicación de la doctrina sentada por la Corte según la cual resulta competente para entender en la querella por injurias, el juez del domicilio de la sociedad desde donde se generó y divulgó la información agraviante la que, además, no estaria destinada a producir sus efectos únicamente en el lugar donde reside el querellante.


    O. V. S.A. s/ Injurias


    COMP. 676, XXXVI, 02 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Intimidación pública. Explosivos. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que en las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar siempre, en primer lugar, ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria cuando resulte; de modo inequívoco, que los hechos tienen estricta motivación particular y que no existe la posibilidad de resultar afectada la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.  Asimismo, es doctrina de la Corte que son de naturaleza federal los delitos de intimidación y estragos perpetrados mediante la utilización de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentra regulado por la ley 20.429.


    B., Matilde s/ Su denuncia


    COMP. 1336, XXXVI, 10 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Intimidación. Estragos. Competencia federal. 


    Son de naturaleza federal los delitos de intimidación y estragos perpetrados mediante la utilización de materiales explosivos cuyo régimen de tenencia y tráfico se encuentra regulado por la ley 20.429.


    S., Carlos s/ Infracción Artículo 186, inciso 1° del Código Penal - Causa n° 169/00-


    COMP. 636, XXXVI, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Cheque. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Más allá de una insuficiente investigación, cuando de los términos de la denuncia surge que el titular de una cuenta denuncia el libramiento irregular de cheques, para impedir su cobro ante la sospecha de un probable uso ilegítimo de éstos, no puede descartarse la posible configuración de la infracción prevista en el inciso 3° del artículo 302 del Código Penal, que corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    M., Raúl s/ Defraudación


    COMP. 427, XXXV, 01 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Antonio Daniel s/ Averiguación de contrabando


    COMP. 919, XXXVI, 11 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. 


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    R., Juan José s/ Averiguación de ilícito


    COMP. 1487, XXXVI, 01 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Es doctrina de la Corte que si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    M., Lorenzo A. y otros s/ Defraudación por estelionato


    COMP. 1454, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La investigación practicada resulta insuficiente como para contar con los elementos de juicio indispensables para un correcto planteo y resolución del conflicto, cuando no se ha recibido declaración al denunciante ni a la persona que habría presenciado la falsificación de los cheques, así como tampoco se han agregado al incidente otras constancias que permitan determinar, el lugar donde se produjo la adulteración de la firma y la recepción de los valores. Por ello, corresponde que siga entendiendo en la causa el juzgado que previno, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    S., José María s/ Denuncia


    COMP. 469, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los que versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    C., José y otra s/ Particular damnificado


    COMP. 468, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp N° 777, L.XXXVI, "O., Atilio s/ denuncia".


    G., Atilio s/ Su denuncia


    COMP. 774, XXXVI, 13 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 675, L.XXXVI, "Banco Nación Argentina s/remite actuaciones".


    Banco Nación Argentina s/ Remite actuaciones


    COMP. 674, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Tribunal de Alzada. 


    La presente contienda negativa de competencia debe ser dirimida por el tribunal de alzada correspondiente a aquél que primero la hubiere conocido.


    Fisco Nacional c/ C., Norma Beatriz s/ Infracción Ley 24.241


    COMP. 1554, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Lesiones leves. Interés superior del niño. Competencia de menores. 


    Las cuestiones de competencia, entre tribunales de distinta jurisdicción, deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento. Debido a que el ámbito de aplicación de la ley de Patronato de Menores de la provincia de Buenos Aires, ley 10.067, se encuentra circunscripto a la jurisdicción de esa provincia, corresponde resolver el conflicto de conformidad a lo normado por el artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación, que recepta el principio de territorialidad.


    B., A. P. s/ Lesiones leves


    COMP. 1, XXXVI, 06 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Lesiones. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    E., Damián Augusto s/ Artículo 94 del Código Penal


    COMP. 976, XXXVI, 08 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Liquidación de sociedades. Banco central. Competencia provincial. 


    Es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia, que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente. La mera intervención del Banco Central en el carácter de liquidador de una institución de crédito, no basta para atribuir el conocimiento de la causa a la justicia federal, especialmente cuando no se encuentra en discusión su responsabilidad por dicha gestión, ni por el régimen de garantía de los depósitos y consecuentemente no se configuran, prima facie, situaciones que puedan perjudicar directamente el patrimonio nacional.


    D. C., Federico s/ Denuncia


    COMP. 629, XXXV, 04 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Estafa. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio del delito de estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva conforme a razones de economía procesal.


    F., Raúl y otros s/ Estafa


    COMP. 504, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Marcas. Reproducción ilegal de obra intelectual. Competencia federal. 


    Habida cuenta que los magistrados coinciden en que las videocintas incautadas carecerían de autenticidad, tanto en su reproducción como en la marca, el caso resulta aprehendido por dos disposiciones penales -ley 22.362 y ley 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.  En tal inteligencia, es el magistrado federal el que debe entender en la causa, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    B., Antonio César s/ Denuncia


    COMP. 1494, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Menores. Robo. Tentativa. Interés superior del niño. Competencia nacional. 


    Si los magistrados entre los que se planteó el conflicto, se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de sus derechos. No puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de esa actividad está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido. La solución debe ser aquella que mejor contempla el "superior interés del niño", principio consagrado en el articulo 3° de la "Convención sobre los Derechos del Niño" y 'reconocido en el artículo 75, inciso 22, de la Constitución Nacional.


    R., W. D. s/ Robo en grado de tentativa


    COMP. 780, XXXVI, 13 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Muerte de un menor. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Si bien el conocimiento de las causas penales compete a los magistrados de la jurisdicción en la cual se consumó el hecho, no es posible dejar de considerar el principio conforme al cual el delito se estima cometido en todas las jurisdicciones en las que se desarrolló alguna parte de la acción y también en el lugar de la verificación del resultado. Ahora bien, de ello cabe colegir que no siempre esta última premisa - la producción del resultado -, habrá de determinar la competencia jurisdiccional, cuando, como en el caso, existen elementos de juicio suficientes para establecer que el motivo del deceso del menor tuvo su origen en una enfermedad de al menos seis días de evolución, previos a su traslado al nosocomio de esta Capital Federal, donde falleció una hora y media después de su ingreso.


    N., A. y otro s/ Averiguación causales de muerte


    COMP. 184, XXXVI, 09 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Muerte. Lesiones. Gendarmería Nacional. Competencia federal. 


    Cuando las conductas a investigar aparezcan relacionadas con el cumplimiento de las Ias funciones propias de la Gendarmería Nacional, cabe concluir que ese accionar pudo afectar el servicio que prestaban empleados de la Nación, por lo cual corresponde atribuir competencia a la justicia federal para conocer las actuaciones.


    S. D., Carlos s/ Su presentación


    COMP. 902, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Menor de edad. Negligencia. Consumación del delito. Juzgado de garantías. 


    El delito se estima cometido en todas las jurisdicciones en las que se desarrolló alguna parte de la acción. Cuando existe incertidumbre respecto del lugar de la consumación del delito, para fijar la competencia es necesario considerar los lugares en que con certeza se desplegaron las etapas de la acción anteriores al resultado.


    I., D. N. s/ Su muerte


    COMP. 1333, XXXVI, 07 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Municiones. Competencia provincial. 


    El peligro para la seguridad común que el artículo 189 bis del Código Penal quiere evitar, puede ser creado, indistintamente, por la tenencia no autorizada de un arma de guerra o de su munición.  Por aplicación de este principio y habida cuenta que de las particularidades de las municiones secuestradas, y de las probanzas incorporadas al incidente, no surge que el hecho en cuestión haya puesto en peligro la seguridad del Estado o de sus instituciones, corresponde atribuir el conocimiento de la presente causa a la justicia provincial.


    P., Eduardo Alfredo s/ Delito contra la segudidad pública


    COMP. 38, XXXVI, 22 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia nacional. 


    Cuando la descripción de la munición secuestrada, permite ser considerada, "prima facie", comprendida dentro de las previsiones del artículo 4°, apartado 3), inciso d) del decreto 395/75 y sus modificatorias, reglamentario de la ley 20.429, se debe concluir, en consecuencia, que se trata de simple tenencia (artículo 189 bis del Código Penal) que se encuentra excluida de la competencia federal por la ley 23.817.


    G., Mauricio y otros s/ Infracción Artículo 289 Código Penal y robo


    COMP. 463, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Bancos. Domicilio del girado. Competencia provincial. 


    Si no existe simultaneidad entre las contraprestaciones, la entrega de los valores no constituye el ardid determinante del delito de estafa, razón por la cual el hecho debe ser encuadrado en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    S., Carlos Alberto y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1450, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia en lo penal económico. 


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar los hechos en alguna figura determinada y de llegar a un criterio cierto acerca del lugar donde fueron cometidos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos. Por ello, corresponde al tribunal que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados de la investigación.


    V. F., Germán s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 590, XXXVI, 13 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio del girado. Competencia en lo penal económico. 


    Cuando no existe simultaneidad entre las contraprestaciones, la entrega de éstas no constituye el ardid determinante del delito de estafa. En ese contexto, el hecho denunciado podría quedar encuadrado en las previsiones de los incisos 1°, 2° o 3° del artículo 302 del Código Penal, y compete investigarlo al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    B., Américo s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 826, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Para el accionar que se halle tipificado en la infracción prevista en el inciso 3° del artículo 302 del Código Penal, corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    S., Carlos Alberto s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1506, XXXVI, 13 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando la conducta a investigar encuadre en las previsiones del artículo 302, inciso 3°, del Código Penal, la investigación corresponde al tribunal con jurisdicción sobre el banco girado.


    T. S.R.L. s/ Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 580, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Las conductas a investigar que se encuadran, prima facie, en las previsiones del artículo 302 del Código Penal, referido al pago de cheques sin provisión de fondos, deben ser investigadas por el juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    S., Mario Antonio J. y otro s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 917, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Si el hecho denunciado encuadra prima facie en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, referido al pago con cheques sin provisión de fondos, compete investigarlo al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    G., Cosme E. s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1413, XXXVI, 14 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Frustración maliciosa del pago del cheque. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia en lo penal económico. 


    El conflicto no se encuentra precedido de la investigación necesaria, cuando de las probanzas agregadas al incidente no surgen elementos de juicio suficientes para poder calificar, con razonable certidumbre, el hecho que motiva la causa y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponda investigarlo.


    B., Mariano y B., Rodolfo s/ Infracción al Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1412, XXXVI, 05 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. 


    Aplicación de criterios de Fallos: 306:1272 y 1997; 308:275; 311:528 y Competencia N° 345, XXXV in re "Granillo Ocampo y López, Adriana s / denuncia".


    La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, para permitir individualizar los hechos sobre los cuales versa, obsta el correcto planteamiento de una contienda. Por lo tanto, corresponde al tribunal que previno, seguir entendiendo en la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    A., Roberto y otros s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 915, XXXV, 22 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuando las constancias agregadas al incidente no aportan elementos de juicio suficientes para individualizar los hechos y calificarlos en alguna figura determinada, corresponde al juzgado que previno, continuar con la tramitación de la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    M., Hugo Alberto s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 907, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando las constancias agregadas al incidente, no aporten elementos de juicio suficientes para individualizar los hechos y calificarlos en alguna figura determinada, corresponde devolver las actuaciones al juzgado que previno, para que continúe con la tramitación de la causa, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento fundado en los resultados obtenidos.


    J., Sergio Ariel s/ Infracción Artículo 302


    COMP. 833, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia provincial. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 755, L. XXXVI “M., Alejandro Claudio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde a la justicia provincial conocer en estas actuaciones.


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    A., Humberto Enrique s/ Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1445, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    C., Oscar Alberto s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1502, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    S., Martín José s/ Infracción Ley 23.737 y Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1446, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    C., Elbio Damián y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 1531, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    Q., Juan David s/ Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1557, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    T.V., Ángel s/ Portación de uso civil condicional


    COMP. 1401, XXXVI, 11 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    B. A., Alberto s/ Infracción Artículo 189 Bis


    COMP. 1247, XXXVI, 20 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    B., Ezequiel Darío s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1352, XXXVI, 06 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    B., Juan A. s/ Portación de arma de fuego de uso civil Artículo 189 Bis


    COMP. 1444, XXXVI, 06 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    G., Nadia Soledad s/ Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1478, XXXVI, 06 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    M., Dante Marcelo s/ Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1490, XXXVI, 06 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    F., Boris Lionel s/ Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1405, XXXVI, 11 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    L., Mariano Ezequiel s/ Infracción Artículo 189 del Código Penal


    COMP. 1556, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    O., Jorge Eduardo y otro s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1538, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    En relación con el delito de portación de arma de uso civil, resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causaCompetencia N° 1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    M., Eduardo Rubén s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 1529, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión resulta sustancialmente análoga al fallo de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”. De acuerdo con el criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia N°1289, L. XXXVI “S., Daniel Alberto s/ Infracción artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde al juzgado provincial conocer en la presente causa.


    
      

    


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que,  en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    M., Ángel Eduardo y Sergio Oscar G. s/ Robo calificado


    COMP. 1439, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Cámara federal de apelaciones. Devolución del expediente. 


    Recurso pendiente de resolución.


    Si se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta por la defensa, corresponde, con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido más aún cuando, como en el caso, el imputado se encontraría privado de su libertad, y la alzada provincial no podría pronunciarse sobre cuestiones resueltas por un magistrado de otro fuero.


    S., Santiago Alfredo s/ Portación de arma de uso civil -Causa N° 2.745-


    COMP. 660, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia de paz. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    M., Marcelo Ramón s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 672, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    C., Sergio Damián s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil -causa N° 110.481-


    COMP. 668, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Juan Gabriel y Otro s/ Portación de arma e infracción Ley 12.296


    COMP. 906, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado Ley 25.086".


    B., Oscar Andrés s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal - causa n° 11.822-


    COMP. 630, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado Ley 25.086".


    D., Manuel E. s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 539, XXXVI, 12 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado Ley 25.086".


    G., Sergio Pablo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 629, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado Ley 25.086".


    M., Luis Ramón y otro s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil - causa N° 2.111


    COMP. 601, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado Ley 25.086".


    R., Roberto Raúl y otro s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 955, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado Ley 25.086".


    R., Rubén s/ Tenencia ilegal de arma


    COMP. 654, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado Ley 25.086".


    S., Sergio Andrés s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 925, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Guillermo Ramón s/ Infracción Artículo189 bis del Código Penal


    COMP. 836, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Héctor Ramón s/ Tenencia de armas


    COMP. 992, XXXVI, 25 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Hugo Hernán s/ Robo calificado


    COMP. 912, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Leonardo Walter s/ Infracción Artículo189 bis del Código Penal


    COMP. 840, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Luis Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 813, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Mario Oscar s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 640, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Oscar Leonardo y otros s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 666, XXXVI, 27 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Víctor Ezequiel s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 895, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Julio César s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 538, XXXVI, 12 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C. G., Ray s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 867, XXXVI, 10 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C. G., Walter Fernando s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal – causa N° 1.447


    COMP. 600, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Carlos Javier s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 799, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Horacio Orlando s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 830, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., José Luis y A., R.H. s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 844, XXXVI, 04 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Luis Ramón y otros s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1017, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Luis y otro s/ Tentativa de robo calificado


    COMP. 718, XXXVI, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Pablo Damián s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 944, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Roque Maximiliano s/ Tenencia ilegal de arma de fuego


    COMP. 937, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Comisaría Malvinas Argentinas 2° s/ Hallazgo de arma de fuego


    COMP. 838, XXXVI, 11 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    D. N., Juan José s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 868, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    E., Omar Emilio s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 885, XXXVI, 11 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    E., Raúl Ariel y otro s/ Presunta infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 978, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Enrique José s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 977, XXXVI, 25 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Juan Carlos s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 861, XXXVI, 11 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Lucas Fernando s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 692, XXXVI, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G. R., Francisco Cecilio s/ Presunta infracción Artículo 189 bis del Código Penal -causa N° 1.273-


    COMP. 604, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Adrián Sebastian s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 948, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Claudio Agustín s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1004, XXXVI, 25 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Juan Alberto s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 890, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Marcelo Martin s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 837, XXXVI, 10 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Pablo Ezequiel y R., Ariel Héctor s/ Resistencia a la autoridad y portación de arma de uso civil


    COMP. 843, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Rafael Tiburcio s/ Infracción Ley 25.086 -causa n° 5943-


    COMP. 789, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    H., José Armando s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 639, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    H., Martín s/ Tenencia ilegal de arma


    COMP. 655, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    I., Elsa Beatriz s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 827, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    I., Valerio y otros s/ Encubrimiento - tenencia de arma de fuego de uso civil condicional


    COMP. 880, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    J., Gonzalo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 898, XXXVI, 10 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    J., Víctor Hugo s/ Infracción Artículo 189 bis, 3° párrafo Código Penal


    COMP. 627, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Maximiliano s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 891, XXXVI, 25 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Nelson David s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 641, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Omar Alejandro y otro s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 896, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Omar Clemente s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 863, XXXVI, 04 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M. O., Esteban Ricardo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 734, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Darío Ramón s/ Infracción Artículo189 bis del Código Penal


    COMP. 667, XXXVI, 27 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Gustavo Javier s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 664, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., José Ignacio s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 842, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Miguel Ángel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 901, XXXVI, 11 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Osvaldo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 609, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Sergio Damián s/ Robo calificado


    COMP. 954, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    N, Diego Pablo y otro s/ Portación de arma de uso civil condicionado


    COMP. 987, XXXVI, 22 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    O. B., Armando s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1032, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Claudio Roberto s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 817, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Feliciano Víctor s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 996, XXXVI, 30 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Marcelo s/ Tenencia de arma


    COMP. 779, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Raúl Ernesto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal -causa N° 1.173-


    COMP. 628, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R. D., Pablo César s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 946, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Hugo Darío s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1009, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Samariego Julián s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 894, XXXVI, 11 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Damián Rubén s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 815, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Feliciano s/ Portación de arma de uso civil sin la debida autorización legal


    COMP. 563, XXXVI, 09 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Sergio Andrés s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 673, XXXVI, 28 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    T., Juan Manuel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 969, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    T., Pablo Daniel p/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 997, XXXVI, 25 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    T., Walter Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 670, XXXVI, 27 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    V. C., Pablo Federico s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 968, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    V., María Cristina s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 945, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    V., Pablo Ezequiel y otro s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 970, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    V., Rodrigo Javier y otros s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 971, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Y., Hiromi s/ Presunta infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 592, XXXVI, 20 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Z., Gustavo s/ Denuncia


    COMP. 953, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Aun cuando una causa sobre portación ilegítima de arma de uso civil debe ser entendida como de competencia federal, esto no es obstáculo para que el magistrado local entienda los demás delitos relacionados con la causa, tal como la supresión de marcas y de la posible comisión del delito previsto y reprimido por el artículo 104 del Código Penal, que resultarían claramente distinguibles de la portación ilegítima de arma de uso civil.


    F., Claudio Alfredo s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 749, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    En los supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los de naturaleza federal de aquellos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad Al constituirse la portación ilegítima de arma de uso civil como delito distinguible del robo que se habría intentado cometer con ella, se impone su investigación en forma separada.


    L., Rufino s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 662, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda importa asumir la competencia.


    S., José Luis y otro s/ Infracción Ley 23.737 - Causa n° 1575


    COMP. 536, XXXVI, 28 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    M., Norberto Carlos s/ Robo calificado por el uso de armas y tenencia ilegal de arma de guerra - causa n° 5.037


    COMP. 589, XXXVI, 21 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Si bien la realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda importa asumir la competencia, aun así la Corte puede hacer la excepción posible a ese óbice formal por razones de economía procesal.


    A., Juan Domingo s/Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 610, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Jorge Adrián y otros s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 879, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Romina Paola s/ Portación de armas de usos civil – condicional (Artículo 189 bis, 3° párrafo Código Penal)


    COMP. 921, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia n° 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    A., Daniel Donato s/ Infracción Ley 23.737 y 25.086


    COMP. 942, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia n° 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    C., Osvaldo y otros s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 792, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia n° 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    D. C. C., Juan Carlos s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 828, XXXVI, 01 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia n° 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    R., Rubén Norberto s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 947, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 71, L. XXXVI “R., Ramona Catalina s/ Infracción Artículo 42 bis de la ley 20.429”.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  El caso se encuentra, en principio, comprendido en las previsiones del artículo 42 bis de la ley 20.429 -según ley 25.086- atento que, dada la falta de municiones, no puede afirmarse que el arma se encontraba en condiciones de uso inmediato.


    P., Raúl Marcelo p/ Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1403, XXXVI, 06 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    A., Bernabé Ramón s/ Infracción


    COMP. 428, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    M., Oscar Clemente s/ Supuesta infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 511, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia ordinaria. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 71, L. XXXVI “R., Ramona Catalina s/ Infracción Artículo 42 bis de la ley 20.429”.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.  El caso se encuentra, en principio, comprendido en las previsiones del artículo 42 bis de la ley 20.429 -según ley 25.086- atento que, dada la falta de municiones, no puede afirmarse que el arma se encontraba en condiciones de uso inmediato.  Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria.  Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    L., Luis Alfredo y otro s/ Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1194, XXXVI, 06 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    En cuanto a la simple portación de arma de uso civil sin autorización legal, remisión al dictamen de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    A., Fernando Iván s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 791, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    En cuanto a la simple portación de arma de uso civil sin autorización legal, remisión al dictamen de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    F., Norberto D. s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 862, XXXVI, 10 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    En cuanto a la simple portación de arma de uso civil sin autorización legal, remisión al dictamen de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo Calificado”.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    L., Juan Carlos; B., Daniel Fernando; D., Ricardo Javier s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 845, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    En cuanto al delito de simple portación de arma de uso civil sin autorización legal, remisión al dictamen de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    P., Maximiliano David s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal causa N° 1.979


    COMP. 797, XXXVI, 07 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Respecto del delito previsto y reprimido en el artículo 189 bis, 3° párrafo, del Código Penal, remisión al dictamen de la causa Competencia N° 542, L. XXXV “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    E., Ernesto Carlos s/ Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 732, XXXVI, 09 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. El hecho resulta comprendido tanto por las previsiones del párrafo 3° como del último párrafo del artículo 189 bis del Código Penal, este último en función del artículo 4°, inciso 3°, apartado d), del decreto ley 395/75 y sus modificatorias.  Tiene también resuelto la Corte que la cantidad de objetos descriptos en aquella norma no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido. Cuando la calificación del hecho se basa en el último párrafo del art. 189 bis, la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede lo previsto en la hipótesis del tercer párrafo de dicha disposición legal.


    A., Jorge Daniel y otros s/ Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1399, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    C., Fernando Damián s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1385, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    G., Víctor A. - G., Iván s/ Infracción Ley Nacional Armas y Explosivos Nº 25.086


    COMP. 1393, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    A., Ariel David s/ Infracción art. 189 Bis


    COMP. 1285, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    A., Gabriel y otros s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1364, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    A., Gastón Guillermo s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1410, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    B., Carlos Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1317, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    B., Héctor Horacio s/ Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1339, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    B., Juan Carlos s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1357, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    C., Alberto Fabián; M., Laureano y M., José Adrián s/ Presunta infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1292, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    C., David Antonio Rafael s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 875, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    C., Eduardo Ramón s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1291, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    D., Walter Daniel s/ Infracción Artículo 189 bis tercer párrafo del Código Penal


    COMP. 1202, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    E., Cristian Julio Javier


    COMP. 1409, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    E., Jorge Benito s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1472, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    F., Carlos Roberto s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1219, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    F., José Luis s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1373, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    G., Ceferino Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1264, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    G., Cristian Ariel s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1274, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    G., Diego Gabriel y D., Felix Claudio s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1378, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    H., Daniel s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1310, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    I., Daniel Miguel y O., Ricardo Daniel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1290, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    I., José Alberto s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 1312, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    I., Manuel Alejandro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1337, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    L., Daniel Ricardo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penall


    COMP. 1251, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    L., Patricio Martín s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1425, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    L., Ricardo s/ Infracción Artículo 189 bis 3° párrafo del Código Penal


    COMP. 1362, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    M. A., Martín Alejandro s/ Infracción Artículo 189 bis tecer párrafo del Código Penal


    COMP. 1192, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    M., Félix s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1297, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    M., Francisco y otro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1428, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    M., Jorge Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1360, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    M., José Liberato s/ Portación de arma


    COMP. 1424, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    M., Manuel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1296, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    O., Ariel Ubaldo s/ Denuncia Personal Policial


    COMP. 1263, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    O., Javier Emilio s/ Portación Ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1408, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    P., Isidoro y P., Luis Alberto s/ Incidente de competencia


    COMP. 1361, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    P., Miguel Ángel y M., Víctor Alejandro o P., Gustavo Javier s/ Averiguación Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1387, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Q., Pablo Ricardo s/ Tenencia de arma de uso civil condicional


    COMP. 839, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    R. D., Matias Ezequiel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1436, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    R., Hugo Martín y otro s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1281, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    R., Pablo Sebastián s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 25.086


    COMP. 1318, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    R., Roberto Fabián s/ Tenencia - Portación de arma de uso civil


    COMP. 1351, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    S., Andrés Nicolás y otros s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 1256, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    S., Claudio Marcelo y otro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1340, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    S., Roberto Daniel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1359, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    T., Claudio s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1322, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    T., Guillermo Fabián s/ Infracción Artículo 189 bis tecer párrafo del Código Penal


    COMP. 1374, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    T., Julio Héctor s/ Tenencia - Portación de armas de uso civil


    COMP. 1245, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    V., Adrián s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1407, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circuilstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    B., Miguel y otro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1241, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circuilstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    F., Ramón Horacio y otros s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1366, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina del Tribunal, que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según, pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. Por aplicación de la doctrina sentada por V.E. en Fallos: 314: 191, considerandos 4° y 5°, y 317:2032, considerando 4°, no puede concluirse que, a partir de los distintos tipos de armas secuestradas, exista en el caso una multiplicidad de conductas. La preponderancia de la figura de portación ilegitima de arma de uso civil es el punto determinante para la calificación del hecho, aún cuando de su unidad contextual surja que también concurre la figura prevista en el artículo 42 bis de la ley 20.429.


    P., Héctor Rubén s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1209, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    M., Ezequiel Alejandro s/ Instrucción - Causa 71.901


    COMP. 1365, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    O., Ricardo Daniel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1338, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    R., Roberto Pablo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1316, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circuilstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    J., Aldo Antonio s/ Portación de arma


    COMP. 1423, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa competencia n° 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    B., Marcelo Ignacio s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 669, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa n° 646, L.XXXVI "F. el Iusef Kowalzuk, Daniel M. y otros s/ Infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    V., Carlos Alfredo s/ Infracción a la Ley 25.086


    COMP. 1314, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia de arma de guerra. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. Atento que la ley 25.086 ha establecido sanción para la tenencia no autorizada de arma de uso civil, a la vez que introdujo modificaciones al artículo 189 bis del Código Penal, en defensa del mismo bien jurídico, por aplicación de la doctrina sentada por la CSJN en Fallos: 314:191, considerandos 4° y 5°, y 317: 2032 considerando 4°, no puede concluirse que, a partir de los distintos tipos de armas secuestradas, exista una multiplicidad de conductas. En un conflicto donde se imputen los delitos de portación ilegitima de arma de uso civil y de tenencia de arma de guerra, la controversia con respecto a la competencia judicial para entender en el caso debe ser resuelta a partir de la preponderancia de la figura de la tenencia ilegal de arma de guerra como punto determinante para la calificación del hecho, en tanto la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede el previsto para la hipótesis del párrafo 3° del artículo 189 bis, del Código Penal.


    P., Blas Ceferino s/ Artículo 42 bis Ley 20.429 ref. Ley 25.086 y 189 bis del Código Penal


    COMP. 869, XXXVI, 16 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Portación ilegítima de armas. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Héctor y M., Gustavo s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 688, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Diego s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 721, XXXVI, 08 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Pablo A. s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 719, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    De acuerdo con el criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 755, L. XXXVI “M., Alejandro Claudio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal”, corresponde a la justicia provincial conocer en estas actuaciones.


    Cuando las municiones secuestradas tengan su punta hueca, el hecho se encuadra tanto en las previsiones del párrafo 3°, como en último párrafo del artículo 189 bis del Código Penal, éste último en función del artículo 4°, inciso 3°, apartado d), del decreto ley 395/75 y sus modificatorias.


    C., Héctor Nicolás s/ Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1411, XXXVI, 11 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia Nº 904, L.XXXV "B., Federico Gastón s/ Tenencia de arma de uso civil" .


    M., Rodrigo s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 389, XXXVI, 24 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Sin perjuicio de la calificación que en definitiva corresponda otorgar al hecho, debe ser la justicia federal la que entienda en estas actuaciones; Ello es así ya que el artículo 42 bis de la ley 20.429, incorporado por la ley 25.086 así lo dispone expresamente respecto de la tenencia ilegítima de arma de uso civil.


    B. , Federico Gastón s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 904, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    O., Laura Gisella s/ Portación de armas de uso civil - Causa 780/99


    COMP. 382, XXXVI, 25 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Aplicación de la doctrina sentada en Fallos: 314:191, considerandos 4° y 5°, fallo 317:2032, considerando 4° y fallos de la causa Competencia n° 542, L. XXXV "Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido por elProcurador General al dictaminar en la Competencia n° 1289, L. XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    
      

    


    Los conflictos de competencia en materia. penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    B., Raúl Antonio y otros s/ Infracción a la Ley 20.429 y Artículo 42 bis


    COMP. 136, XXXVII, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Prenda. Defraudación. Desbaratamiento de derechos acordados. Competencia provincial. 


    Resulta relevante, para decidir la cuestión de competencia, el lugar en el que se dispone del bien gravado, sustrayéndolo sin conocimiento del acreedor de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde aquél debió estar localizado a tenor de lo establecido contractualmente.


    V., Juan Carlos s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP. 911, XXXV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad calificada. Violación. Competencia provincial. 


    Cuando existe privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    V., H. s/ Privación ilegal de la libertad agravada y violación


    COMP. 704, XXXVI, 04 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia de menores. 


    Remisión al fallo de la causa competencia N° 1, L. XXXVI, "Barreto, Alberto Paulino s/ Lesiones leves".


    B., A. P. s/ Privación ilegal de la libertad


    COMP. 588, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa competencia N° 1, L. XXXVI, "Barreto, Alberto Paulino s/ Lesiones leves".


    B., A. P. s/ Robo


    COMP. 587, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que le corresponde entender en la causa.


    M., Antonio Agustín s/ Privación ilegítima de la libertad


    COMP. 1162, XXXVI, 01 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando los magistrados intervinientes no discrepan sobre la calificación de la conducta a investigar, y resultare de un modo inequívoco que los hechos imputados tienen una estricta motivación particular, y que no existe la posibilidad de que se afecte, en forma directa o indirecta, la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones corresponde a la justicia local continuar con la tramitación de la causa.


    M., Uriel Gustavo s/ Privación ilegal de la libertad coactiva


    COMP. 645, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Es doctrina de la Corte que las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3, inciso 5, de la ley 48, deben tramitar siempre, en primer lugar, ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria cuándo resulte, de modo inequívoco, que los hechos tienen estricta motivación particular y que no existe la posibilidad de resultar afectada la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


    R., Moisés y otros s/ Lesiones infracción Artículo 142 bis inciso 1° del Código Penal y evasión en grado de tentativa - causa 14.49539


    COMP. 583, XXXVI, 09 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    La contienda ha quedado irregularmente trabada. Sin embargo, tal como lo sostuvo la Corte en su procedente -Fallos: 312:1624-, razones de economía procesal permiten prescindir de la óbice formal, en la medida que el sólo relato de los hechos contenido en la sentencia autorizaría de modo inequívoco a tener por acreditada la hipótesis de excepción emanada de la doctrina elaborada por el Tribunal al interpretar lo dispuesto en el artículo 3, inciso 5°, de la ley 48.


    J., José Hipólito y S., Miguel Ángel s/ Infracción Artículo 142 Bis del Código Penal


    COMP. 1523, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Rapto. Robo. Economía procesal. Competencia nacional. 


    Si la víctima de rapto fue sustraída fraudulentamente en el territorio de la Capital Federal, situación que se habría prolongado en la provincia de Buenos Aires, resultan competentes para investigar del delito los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares donde se llevaron a cabo los actos con relevancia típica. Sin embargo, si el rapto concurriera materialmente con otro delito, razones de economía procesal, fundadas en el buen servicio de la justicia y la mejor defensa del imputado, aconsejan el conocimiento unificado de las actuaciones.


    M., A. s/ Tentativa de robo - privación ilegitima de la libertad


    COMP. 819, XXXVI, 14 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Robo calificado. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    Aplicación del criterio establecido en Fallos: 306: 926;1272;1997 y 311:528.


    Al no existir solución de continuidad entre la privación ilegítima de la libertad comenzada en una jurisdicción y continuada en otra, si se hubiera consumado otro delito en perjuicio de la víctima en cualquiera de ellas, es a los tribunales de ésta última a los que corresponde atribuir la investigación. La ausencia de constancias relativas a la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta a la posibilidad de llegar a un criterio cierto acerca de las circunstancias en que pudo producirse el hecho delictivo que se denuncia y discernir, en consecuencia, el tribunal al que corresponde investigarlo.


    D., Oscar José s/ Robo - Causa nº 69836/99


    COMP. 1108, XXXVI, 13 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    O., Claudio A. s/ Privación ilegítima de la libertad, robo calificado y resistencia a la autoridad


    COMP. 720, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Robo con armas. Delito continuo. Competencia provincial. 


    En los delitos continuados, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    S., Oscar Neri s/ Denuncia por robo con armas


    COMP. 360, XXXVI, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Robo. Competencia nacional. 


    Corresponde el criterio establecido por la Corte Suprema en cuanto a que en las hipótesis en las cuales no cabe dividir la continencia de la causa, la unificación no ha de realizarse sustrayendo del conocimiento del fuero penal económico los delitos federales que son específicamente de su resorte y que el hurto de mercadería y su contrabando constituyen un hecho indivisible cuyo juzgamiento toca a la justicia federal. Al respecto, creo conveniente destacar que, conforme lo ha decidido ese Tribunal, cuando existe concurso ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación. Por otra parte, la circunstancia de que en otro departamento judicial de la provincia de Buenos Aires, el mismo hecho sea materia de investigación, no obsta a esa conclusión pues, en razón de lo expuesto, su intervención debe ceder a favor del fuero federal.


    C., Luis Emilio s/ Denuncia


    COMP. 1142, XXXVI, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp n° 359, L. XXXV, "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia".


    M., Juscelino s/ Denuncia de privación ilegal de la libertad, robo y robo automotor


    COMP. 391, XXXVI, 29 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando ha existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que les corresponde entender en la causa.


    V. D. S., Adir s/ Denuncia


    COMP. 759, XXXV, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el Art 3 inciso 5 de la Ley 48, deben tramitar siempre, en primer lugar, ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria cuando resulte, de modo inequívoco, que los hechos tienen estricta motivación particular y que no existe la posibilidad de resultar afectada la seguridad del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones.


    M., Héctor Antonio s/ Privación ilegal de la libertad coactiva y robo agravado por el uso de armas concursados entre si - Causa n° 13.389


    COMP. 67, XXXVI, 22 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Propiedad intelectual. Competencia federal. 


    Al resultar de las constancias de autos que la firma posee los derechos de autor sobre la obra y, asimismo, tiene registrada la marca de igual nombre, el caso resulta aprehendido por dos disposiciones penales –ley 22.362 y ley 11.123- que concurrirían en forma ideal. En tales condiciones, corresponde conocer en la causa al magistrado federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    S., Alfredo Agustín s/ Denuncia


    COMP. 192, XXXVI, 22 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Marcas. Competencia federal. 


    Cuando las videocintas secuestradas carecen de autenticidad, tanto en su reproducción como en la marca, el hecho resulta aprehendido por dos disposiciones penales -ley 22.362 y ley 11.723- que concurren en forma ideal, pues ambas infracciones han sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta. Es el tribunal federal el que debe entender en la causa, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento.


    C., Héctor R. y M., Abel A. s/ Infracción Artículo 71 Ley 11.723


    COMP. 717, XXXVI, 03 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Protección de la flora y fauna silvestre. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La ley de protección y conservación de la fauna silvestre, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    Directora de Fauna y Flora Silvestre s/ Denuncia - causa 2.455/00-


    COMP. 809, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Quiebra. Subversión económica. Competencia provincial. 


    La Corte tiene resuelto que para que sea posible encuadrar el hecho en la ley 20.840, el establecimiento afectado deberá poseer una importancia relativa que permita presumir una repercusión económica perjudicial que trascienda a los intereses particulares afectados pues, esa alteración:debe necesariamente provenir de la perturbación del funcionamiento de una empresa de importancia suficiente -sea por su magnitud misma, sea por su influencia en razón de las características del medio en que se desarrolla la actividad productiva como para que la buena marcha de ella, pueda considerarse un interés general de la Nación.


    P., Pablo Wenceslao c/ Otros p/ Averguación de delitos en perjuicio de quiebra P. S.A.


    COMP. 694, XXXVI, 13 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Registro de la propiedad automotor. Competencia provincial. 


    En los casos de maniobras relativas a la identificación de automotores cuando el hecho carece de entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad del Automotor o una obstrucción a su normal desenvolvimiento no corresponde la intervención del fuero de excepción. Del mismo modo, le corresponde a la justicia federal conocer en la adulteración de un permiso para circular de un vehículo de transporte de pasajeros que es solamente expedido por la Subsecretaria de Transporte Terrestre, que se encarga de la fiscalización de dichos medios en razón de que ese permiso tiene validez nacional, es obligatorio para circular por rutas nacionales y lo otorga un funcionario público en el ejercicio de sus funciones con todos los requisitos que lo hacen plenamente valido como documento de carácter público.


    F., Luis Alberto s/ Denuncia supuesta infracción Ley 24.449


    COMP. 624, XXXV, 14 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    D., Oscar Alfredo s/ Resistencia a la autoridad y tenencia ilegítima de arma de uso civil


    COMP. 419, XXXVI, 05 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Retención indebida. Juez previniente. Competencia de instrucción. 


    La realización de medidas instructorias, con posterioridad al inicio de la contienda, importa asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada después, importa el inicio de un nuevo conflicto. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y ,las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Edmundo José s/ Retención indebida


    COMP. 143, XXXVI, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Las declaraciones tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida, y que cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    T. S. s/ Denuncia - Causa n° 32.908/I


    COMP. 723, XXXVI, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Cuando no exista un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde deba efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 747 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    B., Carlos Daniel s/ Denuncia


    COMP. 687, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Domicilio del deudor. Competencia nacional. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. En el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca de ese lugar, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, según los cuales, la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    S., Hernán Pablo s/ Retención indebida


    COMP. 800, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 747 y 1410 del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    C., Diego s/ Hurto


    COMP. 494, XXXVI, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. El domicilio fijado por el deudor de la obligación en el contrato, es aquél en el que debió efectuarse la restitución de los bienes.


    S., Norma Beatriz s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 803, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Restitución de cosas. Competencia provincial. 


    En el delito de defraudación por retención indebida, la conducta indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Para resolver la controversia, debe establecerse donde debió efectuarse la restitución.


    D. S.A. s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 1262, XXXVI, 01 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Sujeto pasivo. Estado Nacional. Competencia federal. 


    Detrimento del patrimonio nacional.


    El accionar de quien se desempeña como cajero, puede producir un detrimento al patrimonio nacional. La posterior reparación del perjuicio por parte del banco, un año después, no altera la condición de sujeto pasivo del delito que inviste el Estado Nacional.


    Fiscal s/ Averiguación de delito – causa N° 7693-


    COMP. 1368, XXXVI, 01 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Robo calificado. Armas. Resistencia a la autoridad. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 641, L. XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    N., Rolando Alberto y N., Horacio Ariel s/ Robo calificado - Resistencia a la autoridad - Infracción Artículo 189 bis


    COMP. 149, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Sergio Andrés s/ Tentativa de robo calificado - Causa n° 1.523


    COMP. 458, XXXVI, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    R., Damián y otro s/ Tentativa de robo calificado


    COMP. 123, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L.XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    F,, Marcelo Damián s/ Robo calificado


    COMP. 32, XXXVI, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Competencia provincial. 


    Aplicación de la doctrina de Fallos: 237:537; 292:378; 311:1168 y 313:244.


    La regla establecida en la primera parte del articulo 58 del Código Penal, ordena aplicar las hipótesis del concurso real cuando después de una condena pronunciada por sentencia firme se deba juzgar a la misma persona que esté cumpliendo pena por otro hecho distinto.


    Incidente en autos: C., Alberto Martín y A., Segundo Ernesto s/ Robo agravado en grado de tentativa


    COMP. 809, XXXV, 08 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Menores. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción, deben ser resueltas, por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.


    C. V., A. L. s/ Incidente de competencia


    COMP. 1091, XXXVI, 12 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    Resultan compentes para conocer en los delitos continuados, cometidos en más de una jurisdicción, los magistrados con competencia en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    L., Norberto H. s/ Denuncia robo calificado y privación ilegítima de la libertad


    COMP. 236, XXXVI, 23 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia provincial. 


    Resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    R., Ernesto Carlos s/ Robo calificado


    COMP. 1548, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica; y la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    B., Oscar Adolfo s/ Robo calificado


    COMP. 1023, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    La profusión de decisiones jurisdiccionales de tribunales intervinientes en torno al tema de la competencia y la excesiva actividad dirigida a obtener elementos en que fundar la declinatoria, actúa en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia. La Corte tiene resuelto que cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ella se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    G., C. H. s/ Robo agravado


    COMP. 1298, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Son competentes para conocer en los delitos continuados o permanentes, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economia procesal.


    R., Héctor s/ Robo calificado


    COMP. 475, XXXVI, 17 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Competencia provincial. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación procesal del imputado respecto del hecho acaecido, para que eventualmente, se atribuya competencia, respecto del posible encubrimiento. La Corte tiene establecido que la cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido. La reciente modificación introducida como párrafo tercero por la ley 25.086 no impide la plena aplicación de esta doctrina, desde que toda portación supone una tenencia.


    S., Ricardo Martin s/ Robo calificado


    COMP. 544, XXXVI, 12 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Robo de animales. Tentativa. Competencia federal. 


    Corresponde al fuero de excepción entender de los hechos susceptibles de causar un eventual perjuicio al patrimonio de la Nación y afectar el buen servicio de empleados federales.


    O., Diego Sebastián s/ Tentativa de hurto calificado


    COMP. 339, XXXVI, 26 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Robo de automotor. Encubrimiento. Competencia nacional. 


    Es doctrina de V.E. que cuando resulta con absoluta nitidez que los imputados por el encubrimiento no han tenido participación alguna en el delito de robo, corresponde a la justicia federal instruir en el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial si el delito encubierto se investiga ante los tribunales ordinario de Capital; en caso contrario; es conveniente que el mismo juez nacional en las actuacion, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    B., Abel Ángel s/ Artículo 278 del Código Penal


    COMP. 1326, XXXVI, 03 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Robo de mercaderías. Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Cuando las probanzas incorporadas al incidente, no permitan descartar con cierta verosimilitud, que los imputados resulten ajenos al delito que se investiga, corresponde atribuir competencia a la justicia local. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los procesados respecto del hecho principal, especialmente si se repara en que no se ha realizado ninguna medida tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en aquél.


    B., Julio Daniel y otros s/ Robo


    COMP. 1295, XXXVI, 07 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Robo. Armas de guerra. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    P., Mario Luis s/ Robos reiterados - Tenencia arma de guerra - Causa n° 5.102


    COMP. 400, XXXVI, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    V., Mario Alberto s/ Robo


    COMP. 730, XXXVI, 08 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Toda vez que de los términos de la denuncia surge que la intimidación con pistola fue simultánea con el desapoderamiento sufrido por la víctima, y por tanto tal conducta tuvo lugar en una misma jurisdicción, corresponde a la justicia de dicha jurisdicción continuar con la investigación de la causa.


    M., Marcelo Adolfo s/ Robo -causa n° 1.826-


    COMP. 772, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Correspondencia. Competencia federal. 


    Aplicación de los fundamentos del dictamen de la causa Competencia Nº 401, L.XXXV in re "S., Oscar Daniel s/ Robo".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces. Se trata de uno de aquellos crímenes que violentan o estorban la correspondencia de correos y que, de conformidad con lo previsto en el artículo- 3°, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso c), del Código procesal Penal, debe quedar sujeto a la jurisdicción federal. Cuando media concurso ideal entre un delito común y otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde continuar con la investigación.


    S., Daniel s/ Robo de correspondencia - Causa Nº 515


    COMP. 21, XXXVI, 25 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. Nº 401 L. XXXV "S., Oscar Daniel s/ Robo".


    D., Eufemio Valentín s/ Denuncia


    COMP. 28, XXXVI, 25 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Competencia federal. 


    Corresponde a la justicia federal conocer en el proceso en el que se investiga el posible delito de encubrimiento cometido en jurisdicción provincial, con motivo del secuestro efectuado por personal de la policía local de un vehículo que había sido sustraído anteriormente en Capital, sin perjuicio que, de considerarlo oportuno, el juez plantee el conflicto jurisdiccional con el tribunal que investiga la sustracción.


    C., Daniel y otros s/ Robo calificado y encubrimiento


    COMP. 1014, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando el delito encubierto afecte a la justicia local, y no a la administración de la justicia nacional, corresponde investigarlo al tribunal con competencia en el lugar donde aquél se produjo.


    L., Rubén Orlando s/ Encubrimiento a


    COMP. 292, XXXVI, 14 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Las declaraciones, tanto del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    L., Sergio Ernesto s/ Artículo 277 del Código Penal - Causa n° 3.416


    COMP. 88, XXXVI, 22 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los procesados respecto del robo, especialmente si se repara en que no surge de las escasas constancias del incidente que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en aquél.


    S., José Marcelo y otro s/ Infración al Artículo 277 del Código Penal


    COMP. 889, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Estafa. Concurso real. Economía procesal. Competencia provincial. Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Cuando los escasos elementos reunidos no alcancen para calificar, con el grado de certeza que la etapa procesal requiere, la conducta en que habrían incurrido los procesados, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los estos respecto del hecho que se les imputa, especialmente si se repara en que no se ha realizado medida alguna tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en ese delito. Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados. La falsificación de un instrumento, público resulta escindible de la causa que se instruya por la defraudación, o su tentativa, por el uso de aquél.


    Z. Néstor Fabián y otros s/ Estafas reiteradas


    COMP. 303, XXXVI, 05 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Las infracciones al artículo 33 del decreto ley 6582/58 -articulo 289, inciso 3°, del Código Penal, -según reforma de la ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica de los procesados.


    F., Carmen Graciela y otro s/ Participación secundaria en el delito de robo


    COMP. 133, XXXVI, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Medidas tutelares. Competencia de menores. Competencia provincial,. 


    No puede concebirse la existencia de una actividad tutelar que no esté íntimamente ligada a la inmediatez con los menores y su grupo familiar, toda vez que la eficiencia de esa actividad está dada por el acercamiento permanente del juez con su asistido.


    L., C. J. s/ Incidente tutelar


    COMP. 1140, XXXVI, 11 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Menores. Competencia de menores. 


    Las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.


    M., N. N. J. s/ Robo


    COMP. 1278, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Privación ilegal de la libertad. Competencia provincial. 


    Principio de economía procesal.


    Resultan competentes para conocer en los delitos cometidos en más de una jurisdicción, los magistrados con competencia en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    L., Alejandro R. s/ Privación ilegítima de la libertad y robo


    COMP. 358, XXXVI, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Resultan competentes para conocer en los delitos cometidos en más de una jurisdicción, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    D. S., Rodolfo s/ Robo en circunstancias del Artículo 163 del Código Penal


    COMP. 929, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Son competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica para un delito determinado. Frente a tal hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    M., José Ricardo s/ Robo con armas


    COMP. 522, XXXVI, 23 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Son competentes para conocer en los delitos continuados o permanentes, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    M., Roberto F. y otros s/ Robo en poblado y en banda


    COMP. 505, XXXVI, 23 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Resultan competentes para conocer en los delitos cometidos en distintas jurisdicciones, los magistrados con jurisdicción en cada de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    P., Marcelo Germán s/ Robo con armas


    COMP. 398, XXXVI, 03 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Resultan competentes para conocer en los delitos de privación ilegítima de la libertad y robo, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia tipica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    P., Enrique Teófilo s/ Denuncia robo


    COMP. 322, XXXV, 03 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Son competentes para conocer en los casos cometidos en más de una jurisdicción, los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    V., José Antonio s/ Robo calificado y privación ilegítima de la libertad


    COMP. 545, XXXVI, 30 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 480, L. XXXV, “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    S., Héctor Jorge y otro s/ Robo calificado - tenencia de arma de guerra – causa N° 15.008/12


    COMP. 570, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Tentativa. Armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    T., Luis Alberto s/ Tentativa de robo y tenencia de arma de uso civil


    COMP. 685, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    I., Jorge René y E. Héctor Fabián s/ Tentativa de robo


    COMP. 226, XXXVI, 17 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L, XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    L. Ángel Walter s/ Tentativa de robo


    COMP. 15, XXXVI, 02 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Secuestro extorsivo. Competencia provincial. 


    Hechos ocurridos por motivación particular.


    Para la correcta traba de una contienda, debió ser el superior tribunal provincial, que declinó su competencia, el que insistiera o no en su criterio. Corresponde recordar que los delitos previstos en el artículo 3, inciso 5°, de la ley 48, son de conocimiento prioritario de los juzgados federales, excepto que se revele inequívocamente que los hechos tuvieron motivación particular y que no pudieron afectar la seguridad del Estado, luego de un proceso que ya ha tramitado a través de todas sus instancias ordinarias. A tal punto es así que la declinatoria carece de sustento en circunstancias fácticas o probatorias que permitan al menos, presumir la presencia de tales extremos. Asimismo, la Corte tiene establecido que las formas a las que deben ajustarse los procesos han de ser sopesadas en relación con el fin último a que éstos se enderezan, que es el de contribuir a la más efectiva realización del derecho.


    C. R., Antonio y P., Carlos Ramón s/ Secuestro extorsivo


    COMP. 1500, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio, tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    G. L., Ángel s/ Denuncia infracción Artículos 142 bis y 168 del Código Penal


    COMP. 83, XXXVI, 14 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Suicidio. Competencia nacional. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Por aplicación de este principio y habida cuenta que la investigación aquí sustanciada tendría como objeto determinar las condiciones y particularidades del episodio que desencadenara finalmente en la muerte, el cual habría tenido lugar en su domicilio particular de esta ciudad, sin que, por otra parte, de las constancias agregadas al incidente se advierta que al prestarle atención médica, surja algún otro elemento que controvierta tales afirmaciones, corresponde declarar la competencia de la justicia nacional, para conocer en la causa.


    C., Aurea s/ Suicidio


    COMP. 908, XXXVI, 06 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Supresión del estado civil. Falsificación de instrumento público. Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    El delito de supresión de estado civil, contemplado en el artículo 139, inciso 2°, del Código Penal -que concurre idealmente con la falsificación del certificado de nacimiento que da cuenta de una relación parental inexistente- es distinguible de aquel otro que se habría cometido al lograrse la expedición de documentos falsos destinados a acreditar la identidad de las personas.


    E., M. C. y otros s/ Infracción Artículos 139, 292 y 293 Código Penal


    COMP. 233, XXXVI, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Lesiones. Amenazas. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Si bien para la correcta traba de una contienda, debe ser la Cámara, que confirmó la declinatoria del a quo, la que insista o no en su criterio, razones de economía procesal y buena administración de justicia pueden aconsejar dejar de lado ese óbice formal y dirimir la cuestión planteada. Aun cuando la sustracción del menor se haya producido circunstancialmente en un territorio distinto al del domicilio donde la madre convivía con su hija, como aquél donde el padre habría impedido el contacto de ésta con su progenitura, donde además se habrían producido las lesiones y amenazas denunciadas, corresponde al magistrado de este domicilio continuar con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de que si aquél entiende que la investigación incumbe a otro juez de su provincia, remita las actuaciones de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    A. A., U. S. s/ Denuncia


    COMP. 900, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia de armas de guerra. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto.


    S., Federico Emanuel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1007, XXXVI, 15 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. Nº 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    A., Cristian Omar s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 306, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. Nº 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción ley 25.086".


    A., Juan Bautista s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 307, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Comp. Nº 641, L,XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    C., Julio R. y otro s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 891, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuestiones análogas al dictamen de la causa Competencia N° 869, L.XXXVI "P., Blas Ceferino s/ Artículo 42 Ley 20.429 ref. leg. 25.086 y 189 bis CP".


    R., Néstor Alejandro s/ Robo calificado y lesiones - Causa Nº 11.182


    COMP. 1294, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia de armas. Armas de guerra. Competencia provincial. 


    La cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal, como el de tenencia prohibida, no tiene por efecto la multiplicación de conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende al bien jurídico protegido por la disposición legal. El conflicto debe ser resuelto a partir de la preponderancia de la figura de la tenencia ilegal de arma de guerra como punto determinante para la calificación del hecho, aún cuando de su unidad contextual surja que también concurre la figura prevista en el artículo 189 bis, párrafo 3°, del Código Penal.  Ello es así en razón de que la protección que se intenta para la seguridad pública se encuentra suficientemente cumplida por el supuesto del párrafo 4° del artículo 189 bis del Código Penal, dada la mayor gravedad de la pena a su respecto.


    M., Alejandro Claudio s/ Tentativa de robo y otros


    COMP. 755, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. La cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido. En este caso la competencia debe ser discernida con base en la preponderancia del último párrafo del artículo 189 bis del Código Penal para determinar la calificación, en tanto la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede el previsto para la hipótesis del tercer párrafo de dicha disposición legal.


    G., Carlos Andrés s/ Portación de arma de fuego de uso civil


    COMP. 989, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    T., Daniel Alejandro y otro s/ Tenencia de arma de fuego


    COMP. 117, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado Ley 25.086".


    P., Juan Manuel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 606, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 71, L.XXXVI "Rolón, Ramona Catalina s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429".


    O., Silva Humberto Vinicio y otros s/ Tenencia ilegal de armas -causa n° 1947-


    COMP. 962, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV, “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    G. S., Bernardo y otros s/ Infracción al Artículo 189 bis


    COMP. 99, XXXVI, 02 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia de municiones de guerra. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. Toda vez que la ley 25.086 ha establecido sanción para la tenencia no autorizada de arma de uso civil, a la vez que introdujo modificaciones al artículo 189 bis del Código Penal, en defensa del mismo bien jurídico, por aplicación de la doctrina sentada por V.E, no puede concluirse que a partir de los distintos tipos de armas secuestradas, exista una multiplicidad de conductas. Es por ello que la protección que se intenta para la seguridad pública se encuentra suficientemente cumplida por el supuesto del último párrafo del artículo 189 bis del Código Penal, dada la mayor gravedad de la pena a su respecto.


    S., José Miguel s/ Delito contra la Seguridad Pública


    COMP. 1276, XXXVI, 01 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Competencia N° 540, L. XXXVI in re "A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086".


    V. O., Pedro Omar s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1130, XXXVI, 12 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    De acuerdo con el criterio establecido en los fallos de las causas Competencia n° 540, L. XXXVI “A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086” y Competencia n° 480, L. XXXV “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”,corresponde a la justicia provincial entender respecto de la tenencia ilegítima de arma de guerra.


    Debe ser el tribunal local el que conozca de la infracción prevista en el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    S. A., Humberto Luis s/ Tenencia de armas de guerra


    COMP. 1380, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Amenazas. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 540, L.XXXVI "A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    A., Félix Nelson s/ Amenazas calificadas


    COMP. 1459, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a lo resuelto en Competencia n° 71, L.XXXVI "R., Ramona Catalina s/ infracción al art. 42 bis de la ley 20.429".


    G., Antonio Martín s/ Tenencia ilegal de armas de guerra


    COMP. 1345, XXXVI, 13 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Juan Bautista s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 120, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Facundo s/ Tenencia de arma de guerra - Causa 642/99


    COMP. 270, XXXVI, 28 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 71, L. XXXVI “R., Ramona Catalina s/ Infracción Artículo 42 bis de la ley 20.429”.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquéllos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    S., Mauro y S., N.N. s/ Infracción Artículo 189 bis, 3° párrafo del Código Penal


    COMP. 865, XXXVI, 23 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Cuando la calificación del hecho es constitutivo del delito de tenencia de arma de guerra, debe estarse a lo establecido por V. E. en la Competencia n° 540, L. XXXV in re "A., Pedro Oscar s/ infracción ley 25.086", correspondiendo la intervención de la justicia provincial . Asimismo debe ser esa jurisdicción la que conozca en la infracción prevista en el artículo 289, inciso 3° del Código Penal.


    F., Cristian Alberto y otros s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 1257, XXXVI, 25 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. Atento que la ley 25.086 ha establecido sanción para la tenencia no autorizada de arma de uso civil, a la vez que introdujo modificaciones al artículo 189 bis del Código Penal, en defensa del mismo bien jurídico y por aplicación de la doctrina sentenciada por la Corte en Fallos: 314:191, considerando 4° y 5°, y 317:2032, considerando 4°, no puede concluirse que, a partir de los distintos tipos de armas secuestras, exista en el caso una multiplicidad de conductas.  En esta inteligencia, debe prevalecer la figura de la tenencia ilegal de arma de guerra y sus municiones como punto determinante para la calificación del hecho, aún cuando de su unidad contextual surja que también concurre la figura prevista en el artículo 42 bis de la ley 20.429.


    L., Oscar y otro s/ Uso de arma -Causa N° 1685-


    COMP. 1508, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 540, L. XXXVI "A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086".


    V. T., Tomás s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1131, XXXVI, 12 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en la Competencia n° 540, L. XXXVI "A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086".


    A., Norberto Arnaldo s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 1367, XXXVI, 14 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en la Competencia n° 540, L.XXXVI "A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086".


    C., Ernesto Diego s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 1330, XXXVI, 29 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 540, L. XXXVI "A., Pedro Oscar s/ infracción ley 25.086", corresponde a la justicia provincial entender en estas actuaciones.


    F., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal y Ley 23.737


    COMP. 1532, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    El caso debe ser resuelto según el criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 755, L. XXXVI “M., Alejandro Claudio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal”.


    Es doctrina del Tribunal que el peligro para la seguridad común que el artículo 189 bis del Código Penal quiere evitar puede ser creado, indistintamente, por la tenencia no autorizada de un arma de guerra o de su munición.


    S., Oscar Alberto s/ Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1406, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en competencia n° 540, L.XXXVI "A , Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086".


    M., Roberto Eduardo s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 1230, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. Nº 480, L.XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    A., Adolfo Miguel s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 354, XXXVI, 26 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. Nº 480, L.XXXV "M., Héctor Roberto s/ Tenencia ilegítima de arma de guerra".


    B., Adrián Eduardo s/ Tenencia ilegal de arma de guerra - Causa Nº 10.291


    COMP. 378, XXXVI, 25 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 540, L.XXXVI "A., Pedro Oscar s/ infracción ley 25.086".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    S., Javier y otro s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1098, XXXVI, 02 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 540, L.XXXVI "A., Pedro Oscar s/ infracción ley 25.086".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    G., Jorge Alberto s/ Infracción Ley 23.737 y Artículo 189 bis Código Penal


    COMP. 1402, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo resuelto en Competencia n° 180, L. XXXV "M., Héctor Roberto s/ Tenencia ilegítima de arma de guerra".


    Es doctrina de V.E. que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto.


    S., Javier y M., Ariel Alejandro s/ Infracción Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 1269, XXXVI, 25 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo resuelto en la Competencia N° 540, L. XXXVI "A , Pedro Oscar s/ infracción ley 25.086".


    V., Walter Eduardo s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 1199, XXXVI, 27 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    B., Gastón Ezequiel s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 148, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    C., Mario s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 166, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    E., Ariel Raúl s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 1045, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    F., Pedro Oscar y otros s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 118, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    G., Diego Gastón s/ Tenencia ilegal de arma de guerra - Causa n° 1.605


    COMP. 778, XXXV, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    M., Mario s/ Tenencia de arma de guerra - Causa 10.138


    COMP. 409, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    M., Rubén Darío s/ Tenencia de arma de guerra - Causa 5.031


    COMP. 131, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    N., Juan Darío s/ Tenencia ilegítima de arma de guerra


    COMP. 43, XXXVI, 15 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    N., Oscar Adrián s/ Tenencia ilegal de arma de guerra - Infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP. 1015, XXXVI, 08 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    O., Juan Bautista s/ Tenencia ilegal de arma de guerra - Causa n° 1.845


    COMP. 737, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    P., Gastón y otro s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 1018, XXXVI, 04 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    S., Fabio Ignacio s/ Tenencia ilegal de arma de guerra - Causa n° 10.076


    COMP. 260, XXXVI, 29 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    S., Oscar s/ Tenencia de arma y munición de guerra


    COMP. 471, XXXVI, 26 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    V. , Delio Celestino s/ Tenencia ilegal de arma de guerra - Causa 997


    COMP. 271, XXXVI, 31 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    V., Roberto A. y otro s/ Robo calificado y tenencia de arma de guerra


    COMP. 130, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    F., Marcos Manuel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal - Causa n° 1.692


    COMP. 460, XXXVI, 23 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la Causa Comp. Nº 480, L.XXXV "M., Héctor Roberto s/ Tenencia ilegítima de arma de guerra".


    I., César René s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 7, XXXVI, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    La cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal, como tenencia prohibida, no tiene por efecto la multiplicación de conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende al bien jurídico protegido por la disposición legal. En un conflicto donde se imputen los delitos de portación ilegitima de arma de uso civil y de tenencia de arma de guerra, la controversia con respecto a la competencia judicial para entender en el caso debe ser resuelta a partir de la preponderancia de la figura de la tenencia ilegal de arma de guerra como punto determinante para la calificación del hecho, aún cuando de su unidad contextual surja que también concurre la figura prevista en el artículo 189 bis, párrafo 3°, del Código Penal. Ello es así, en razón de que la protección que se intenta para la seguridad pública se encuentra suficientemente cumplida por el supuesto del párrafo 4° del artículo 189 bis del Código Penal, dada la mayor gravedad de la pena a su respecto.


    J., Pedro Segundo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 914, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Competencia provincial. 


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda importa asumir la competencia.  La vinculación exigida por la ley 23.817 para que el fuero de excepción sea competente en la infracción prevista y reprimida en el artículo 189 bis, cuarto párrafo, del Código Penal (según ley 25.086), consiste en que el arma de guerra haya sido utilizada para, la comisión de un delito federal.


    D., Oscar Daniel s/ Incidente de excarcelación


    COMP. 527, XXXVI, 21 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Municiones. Competencia provincial. 


    La contienda debe ser resuelta de acuerdo al criterio establecido por la Corte en el fallo de la causa Comp n° 540, L. XXXVI "Aguirre, Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086".


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. Además, la cantidad de objetos descriptos en el artículo 18 bis del Código Penal, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.


    H., Félix Raúl y otros s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1049, XXXVI, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Resistencia a la autoridad. Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. Asimismo, la cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido. Cuando el hecho encuadra en la figura de la tenencia ilegal de arma de guerra y sus municiones son un punto determinante para la calificación del mismo, la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede lo previsto para la hipótesis del párrafo 3° del artículo 189 bis del Código Penal.


    J., Ernesto Eduardo s/ Tenencia de arma de guerra y resistencia a la autoridad


    COMP. 1204, XXXVI, 25 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de uso civil. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Diego Sebastián s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 751, XXXVI, 06 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Concurso de delitos. Competencia por conexidad. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia Nº 542, L. XXXV in re "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    En los supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los de naturaleza federal de aquellos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Por otra parte, tanto la tenencia como la portación ilegítima de arma de uso civil, son escindibles del delito cometido con ella


    C., Eric Gabriel s/ Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 6, XXXVI, 15 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    La realización de medidas instructorias con posterioridad al inicio de la contienda importa asumir la competencia.


    L., Carlos Aníbal s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 450, XXXVI, 23 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 904, L.XXXV " B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    S., José Carlos y H., Blanca Alejandra s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 180, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 71, L.XXXVI "R., Ramona Catalina s/ Infracción al Artículo 42 bis de la Ley 20.429".


    B., Rosa s/ Tenencia de arma de uso civil - Causa n° 63.039/2625


    COMP. 431, XXXVI, 04 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    S., Andrés Horacio y otros s/ Tenencia de arma de fuego de uso civil - Causa 57.272


    COMP. 762, XXXVI, 14 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 71, L. XXXVI, "R., Ramona Catalina s/ Infracción al art. 42 bis de la Ley 20.429”.


    M. Néstor Alfredo s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1349, XXXVI, 13 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    Comisaría Tres de Febrero 5° s/ Hallazgo de arma


    COMP. 895, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    G., Guillermo Tranquilo s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 565, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    H., Juan de Dios s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil – causa N° 1.451


    COMP. 572, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    H., Víctor Javier s/ Portación de arma de uso civil condicionado


    COMP. 542, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    M., Jorge Daniel s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 564, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    O,, Cristian Gabriel s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil - causa n° 1938


    COMP. 571, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    S., Julio Javier por infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 567, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    D. R., Gladis s/ Denuncia


    COMP. 892, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    D., Ariel Fernando s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 990, XXXVI, 25 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    S. A., Orozimbo s/ Tenencia ilegal de arma uso civil


    COMP. 991, XXXVI, 25 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa competencia N° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    V., Elias y otros s/ Tenencia de arma de uso civil -causa n° 7314/00-


    COMP. 934, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 904, L. XXXV, “B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil”.


    D., Sebastián Armando s/ Denuncia


    COMP. 548, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 904, L. XXXV, “B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil”.


    M., Olga Beatriz s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil. Causa 1554


    COMP. 578, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 904, L. XXXV, “B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil”.


    P., Adriana Verónica s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 432, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 542, L. XXXV, “L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado”.


    A., Eduardo David y otro s/ Portación de arma de uso civil sin la debida autorización -causa N° 6163/2000


    COMP. 529, XXXVI, 01 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Dado que el artículo 42 bis de la ley 20.429 (incorporado por la ley 25.086) dispone que " ...Entenderá en el juzgamiento de este tipo de infracciones" -en obvia alusión a la simple tenencia de armas de uso civil- "en forma exclusiva y excluyente el juez federal con competencia en el lugar del hecho", correspondería declarar la competencia de la justicia nacional para continuar con el trámite de las actuaciones.


    R., Ramona Catalina s/ Infracción al Artículo 42 bis de la Ley 20.429


    COMP. 71, XXXVI, 03 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. Tenencia ilegitima de armas de guerra. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia federal. 


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    C., Norberto Carlos s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 1181, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia provincial. 


    Remisión a lo establecido en la Competencia n° 540, L. XXXVI "A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086". Corresponde a la justicia provincial.


    Para la correcta traba del conflicto de competencia resulta necesario el conocimiento por parte del tribunal que lo promovió de las razones que informan lo decidido por el otro magistrado interviniente, para que declare si mantiene o no su anterior posición.


    F., Fabián Nestor s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 1196, XXXVI, 14 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión a lo dictaminado en Competencia n° 646, L.XXXVI "F. c/ l. K., Daniel M. y otros s/ infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    Fiscal s/ Averiguación infracción Ley 25086


    COMP. 1107, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo resuelto en Competencia n° 71, L. XXXVI "R., Ramona Catalina s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificáción que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    A., Jorge Alberto y otro s/ Infracción Artículo 189 bis tercer párrafo del Código Penal


    COMP. 1182, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo resuelto en Competencia n° 71, L. XXXVI "R., Ramona Catalina s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia, de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    P., Víctor Guillermo s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1324, XXXVI, 28 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en Competencia n° 904, L.XXXV "B , Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    D., Fernando Jorge; D.S., Monica Edith s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1128, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. Nº 641 L,XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    V., Sebastián s/ Infracción Ley 20.429


    COMP. 337, XXXVI, 17 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. Nº 641, L.XXXV "L., Maximiliano s/ Infracción Ley 25.086".


    P., Basilio Ramón s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 377, XXXVI, 17 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa Comp. Nº 904, L.XXXV "B., Federico Gastón s/ Tenencia de arma de uso civil".


    T., Juan Carlos s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 433, XXXVI, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    R., Graciela y otros s/ Tenencia de arma de uso civil


    COMP. 998, XXXVI, 04 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo resuelto en Competencia n° 540, L.XXXVI "A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086".


    A., Diego Martín y otro s/ Tenencia ilegítima de arma de guerra


    COMP. 1415, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo resuelto en Competencia N° 71, L. XXXVI "R., Ramona Catalina s/ inf. art. 42 bis de la ley 20.429".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia, de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    B., Norberto Marcelo s/ Portación de arma de uso civil - Causa N° 946/00


    COMP. 1288, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo resuelto en Competencia n° 71, L. XXXVI "R., Ramona Catalina s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdó con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse Prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    S., Marcos Fidel s/ Infracción Artículo 189 bis y Ley 23.737 del Código Penal


    COMP. 1227, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo resuelto en Competencia n° 71, L.XXXVI "R., Ramona Catalina s/ infracción al art. 42 bis de la ley 20.429". Corresponde a la justicia federal.


    G., Cristian Javier s/ Tenencia ilegal de armas


    COMP. 1179, XXXVI, 15 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Leonardo Cirilo s/ Tenencia ilegal de arma - Causa n° 1.340


    COMP. 153, XXXVI, 14 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp 542, L. XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Carlos Ricardo s/ Tenencia de arma


    COMP. 157, XXXVI, 13 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    A., Eduardo s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 1232, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Ariel Aníbal s/ Tenencia ilegal de armas de guerra


    COMP. 1147, XXXVI, 12 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Daniel s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1120, XXXVI, 04 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Jorge Roque s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1225, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Roberto Antonio y otros s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1116, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C. I., Juan Tomás s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 338, XXXVI, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Carlos Alberto y otro s/ Infracción Artículo 189 bis tercer párrafo del Código Penal


    COMP. 1113, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Carlos Ricardo y otros s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1097, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Lorenzo s/ Resistencia a la autoridad - Personal policial


    COMP. 1153, XXXVI, 02 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    C., Marcelo Lucio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1115, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    D., Claudio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1103, XXXVI, 04 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    D., Juan José s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 312, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    F., Cristian Marcelo s/ Portación de arma


    COMP. 283, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Ramón Rodolfo y otro s/ Infracción Ley 23.737 y Artículo189 bis del Código Penal


    COMP. 1155, XXXVI, 02 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Antonio y otro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1198, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Daniel Ernesto s/ Tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1114, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Matías Fernando y otro s/ Infracción Ley 23.737 y Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1226, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Omar Eduardo s/ Infracción Artículo 189 bis tercer párrafo del Código Penal


    COMP. 305, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M. G., Juan Marcelo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 112, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Juan Marcelo s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1096, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    M., Sergio Ramón s/ Tenencia - Portación armas de uso civil


    COMP. 1242, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P. M., Rubén s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1117, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Eduardo Damián y Otro s/ Tenencia de arma


    COMP. 325, XXXVI, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Jesús s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 355, XXXVI, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    P., Jorge Alberto y F., Jorge Julio s/ Infracción Ley 25.086


    COMP. 340, XXXVI, 26 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R. P., Horacio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1208, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Pablo Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1211, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S. M., Fabián Alberto s/ Portación ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 297, XXXVI, 17 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S. M., Ramón Alfredo s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 296, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Gerardo David s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 228, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Gustavo Omar s/ Portación de armas de uso civil


    COMP. 1174, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Raúl Fabián s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1161, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    T., Alejandro Claudio s/ Portación ilegal de arma de uso civil condicionado


    COMP. 1102, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Z., Enrique Emilio s/ Infracción Artículo 189 bis tercer párrafo del Código Penal


    COMP. 1193, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Z., Julio Franco s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 49, XXXVI, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Z., Pablo s/ Portación ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1213, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    V.E. tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    S., Luis Justo s/ Infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 913, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    V.E. tiene establecido que es presupuesto necesario para una concreta contienda negativa de competencia que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    B., Alberto Miguel s/ Presunta infracción al Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1150, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 641, L.XXXV "Luna, Maximiliano s/infracción ley 25.086".


    G., Claudio Víctor s/ Infracción tenencia arma


    COMP. 611, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 904, L. XXXV "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    R., Víctor Hugo s/ Tenencia ilegal de armas de guerra -causa n° 62.608-


    COMP. 602, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la Causa competencia Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    B., Alfredo Feliciano s/ Tenencia de arma


    COMP. 12, XXXVI, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    G., Carlos Romualdo s/ Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 319, XXXVI, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la Causa competencia Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    J., Sergio s/ Portación ilegal de arma civil


    COMP. 20, XXXVI, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la Causa competencia Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    R., Javier Ángel s/ Portación de arma civil


    COMP. 765, XXXV, 11 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la Causa competencia Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    V., Carlos Leonel s/ Portación de arma de uso civil - Causa Nº 1930


    COMP. 298, XXXVI, 06 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia provincial. 


    Remisión a lo dictaminado en la causa Competencia N° 904, L. XXXV in re "B., Federico Gastón por tenencia de arma de uso civil".


    Corresponde la aplicación de la doctrina de V.E. en base a que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria.  Asimismo, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    C., Adrián Alberto y otro s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1087, XXXVI, 04 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Corresponde la aplicación de la doctrina de V.E. en base a que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Asimismo, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    T., Luis Alberto y otro s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 1205, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Cuando el hecho investigado constituye el delito previsto y reprimido en el artículo 189 bis, tercer párrafo del C.P. corresponde a la justicia federal.  En cuanto a las infracciones al artículo 289, inciso 3° del C.P., tiene resuelto V.E. que son de competencia de la justicia ordinaria.


    R., Miguel Ángel y otro s/ Infracción Artículo 189 bis tercer párrafo del Código Penal


    COMP. 1112, XXXVI, 02 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Cuando el hecho investigado constituye el delito previsto y reprimido en el artículo 189 bis, tercer párrafo del C.P. corresponde a la justicia federal.  En cuanto a las infracciones al artículo 289, inciso 3° del C.P., tiene resuelto V.E. que son de competencia de la justicia ordinaria.  También es doctrina de V.E. que cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de Índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    G., Cristian Fabián y otros s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 436, XXXVI, 02 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Cuando el hecho investigado constituye el delito previsto y reprimido en el artículo 189 bis, tercer párrafo del C.P. corresponde a la justicia federal. En cuanto a las infracciones al artículo 289, inciso 3° del C.P., tiene resuelto V.E. que son de competencia de la justicia ordinaria.


    M., Miriam E. s/ 189 bis ter párrafo del Código Penal


    COMP. 1134, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Cuando el hecho investigado constituye el delito previsto y reprimido en el artículo 189 bis, tercer párrafo del C.P. corresponde a la justicia federal. En cuanto a las infracciones al artículo 289, inciso 3° del C.P., tiene resuelto V.E. que son de competencia de la justicia ordinaria.


    M., Germán Ernesto s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1136, XXXVI, 02 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia ordinaria. 


    Aplicación del criterio establecido en la Competencia Nº 755, L. XXXVI in re "M , Alejandro Claudio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    M., Javier Alejandro y otro s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1210, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina de la Corte que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto.  Tiene también resuelto V.E. que la cantidad de objetos descriptos en el art. 189 bis del Código Penal, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.  Cuando la calificación del hecho se basa en el último párrafo del art. 189 bis, la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede lo previsto en la hipótesis del tercer párrafo de dicha disposición legal.


    M., Daniel s/ Presunta infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1375, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Es doctrina de V.E. que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto.  Tiene también resuelto V.E. que la cantidad de objetos descriptos en el art. 189 bis del Código Penal, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.  Cuando la calificación del hecho se basa en el último párrafo del art. 189 bis, la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede lo previsto en la hipótesis del tercer párrafo de dicha disposición legal.


    C., Miguel Ángel s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1404, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Es doctrina de V.E. que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto.  Tiene también resuelto V.E. que la cantidad de objetos descriptos en el art. 189 bis del Código Penal, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.  La figura de tenencia ilegal de arma de guerra es preponderante para la calificación del hecho, aún cuando de su unidad contextual surja que también concurre la figura prevista en el artículo 189 bis, párrafo 3°, del Código Penal.


    D. I., Javier Adrián s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1396, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Es doctrina de V.E. que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyen los jueces en conflicto. Tiene también resuelto V.E. que la cantidad de objetos descriptos en el art. 189 bis del Código Penal, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido. Cuando la calificación del hecho se basa en el último párrafo del art. 189 bis, la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede lo previsto en la hipótesis del tercer párrafo de dicha disposición legal.


    R., Diego Roberto s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1173, XXXVI, 25 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en, iguales condiciones, le atribuyen los jueces. El peligro para la seguridad común que el artículo 189 bis del Código Penal quiere evitar puede ser creado, indistintamente, por, la tenencia no autorizada de un arma de guerra o de su munición.


    G., Oscar Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 371, XXXVI, 26 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación de lo resuelto en la causa Comp. N° 755, L. XXXVI "M , Alejandro Claudio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    G., Marcelo Fabián s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1065, XXXVI, 04 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación de los fundamentos de dictamen de la causa Competencia n° 755, L. XXXVI in re "M., Alejandro Claudio s/ infracción Art. 189 bis del Código Penal".


    L., Carlos Ramón s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1122, XXXVI, 14 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Comp. N° 755, L. XXXVI "M., Alejandro Claudio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina del Tribunal que los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    C., Walter Abraham y otros s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1121, XXXVI, 04 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Comp. 542, L. XXXV, “Leguiza, Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal - Causa N° 16.634/00


    COMP. 1289, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 540, L.XXXVI "A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086".


    A., Jorge Emilio s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 1235, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en fallos Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado" y dictamen de la causa Competencia n° 1289, L. XXXVI "S , Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal" .


    V.E. tiene establecido que la resolución sobre la competencia para juzgar un hecho es presupuesto para el dictado de la que recaiga sobre el fondo del pleito, de conformidad con la regulación procesal de los artículos de previo o de especial pronunciamiento.


    B., Roberto Carlos s/ Artículo 42 bis Ley 20.429


    COMP. 877, XXXV, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Aplicación del criterio establecido en la competencia N° 755 L. XXXVI "M., Alejandro Claudio p/ Tentativa de robo y otros".


    W., Oscar y otros s/ Infracción Artículos 189 bis y 239 del Código Penal


    COMP. 1203, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    R., Sergio Aníbal y otro s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 1272, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circuilstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    R., Alberto Antonio s/ Tenencia ilegal de arma de fuego de uso civil


    COMP. 1286, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circuilstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    M., Alejandro Marcelo s/ Abuso de arma y portación de armas de fuego


    COMP. 1233, XXXVI, 20 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    R., Diego Ariel s/ Tenencia ilegal de arma de uso civil


    COMP. 1348, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n°1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circuilstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    L., Walter Fabián s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 1258, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas al fallo de la causa Competencia n° 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado". Aplicación del criterio establecido en el dictamen de la causa Competencia n° 1289, L.XXXVI "S., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    C., Sergio José s/ Tenencia ilegal de armas de guerra


    COMP. 1303, XXXVI, 21 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    De acuerdo con el criterio establecido en el fallo de la causa Competencia n° 540, L. XXXVI "A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086", corresponde al tribunal provincial conocer en estas actuaciones.


    O., Damián Raúl s/ Infracción Artículo 189 Bis del Código Penal


    COMP. 1493, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    La contienda debe ser resuelta según el criterio establecido en el fallo de la causa Competencia N° 371, L. XXXVI “G., Oscar Alberto s/ Infracción Artículo 189 bis Código Penal”.


    Testimonios en relación al delito de acopio de municiones (Artículo 189 bis del Código Penal)


    COMP. 1358, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia n° 540, L.XXXVI "A., Pedro Oscar s/ infracción ley 25.086". Corresponde a la justicia provincial.


    El trámite dado al incidente resulta erróneo, pues para la existencia de una correcta cuestión de competencia debió haber sido el juzgado provincial el que resolviera si insistía o no en su criterio. Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstáncias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    G. O., D. E. s/ Delito contra la seguridad pública


    COMP. 1220, XXXVI, 13 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo establecido en la causa Competencia N° 755, L. XXXVI "M , Alejandro Claudio s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal".


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. Asimismo, tiene resuelto el Tribunal que la cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal como de la tenencia prohibida no tiene por efecto la multiplicación de conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende al bien, jurídico protegido por la disposición legal.


    C., Juan Marcelo y otros s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 1047, XXXVI, 04 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    Corresponde la aplicación de la doctrina de V.E. en base a que las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria. Asimismo, cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde, en principio, separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los delitos de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad.


    P., José Alfredo s/ Infracción Artículo 189 bis tercer párrafo del Código Penal


    COMP. 1201, XXXVI, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    A. R., Víctor Sandalio s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 856, XXXVI, 18 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    A., Marcelo y otros s/ Robo calificado - tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 801, XXXVI, 02 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    G., Antonio Raúl s/ Tenencia de arma de guerra y abuso de armas – causa N° 12.298


    COMP. 569, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    G., Rubén Mario y otro s/ Robo agravado - tenencia arma de guerra - causa N° 5.110


    COMP. 613, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    G., Walter Ricardo y otro s/ Tenencia ilegal de arma de guerra - causa N° 5.044


    COMP. 575, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    J., Alberto Lucas s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 591, XXXVI, 08 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    M. M., Héctor Agustín s/ Tenencia ilegal de arma de guerra causa N° 2.348


    COMP. 573, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    M., Aldo s/ Robo calificado y otros


    COMP. 605, XXXVI, 23 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    P., Antonio y otro s/ Tenencia de arma de guerra (Artículo 189 bis)


    COMP. 956, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    S., Pablo Daniel s/ Tenencia ilegal de arma de guerra - causa N° 10.220-


    COMP. 822, XXXVI, 01 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    T. G., Washington Martin s/ Infracción Artículo 189 bis 4° párrafo del Código Penal


    COMP. 916, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    U., Gregorio s/ Tenencia ilegal de arma de guerra - causa 10.071


    COMP. 701, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    V. de M., Jorge Rubén s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 820, XXXVI, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    Z., Miguel Esteban s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 923, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    F., Andrés Gustavo y G., Darío Javier s/ Tenencia de municiones de arma de guerra


    COMP. 390, XXXVI, 20 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    T., Eduardo Omar s/ Presunta infracción Artículo 189 bis del Código Penal -causa N° 14.761-


    COMP. 657, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. La cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal como de tenencia prohibida no tiene por efecto la multiplicación de conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende al bien jurídico protegido por la disposición legal. La inclusión del delito de portación ilegítima de arma de uso civil en el párrafo 3° del artículo 189 bis del Código Penal por la ley 25.086 en nada modifica dicha doctrina, ya que el hecho de la portación implica siempre una tenencia.


    N., Jorge Leonardo y otro s/ Robo calificado por el uso de arma - causa 5.032


    COMP. 574, XXXVI, 12 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 480, L. XXXV "M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra".


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.


    C., Miguel Ángel y otro s/ Tenencia de arma - Causa N° 2167


    COMP. 798, XXXVI, 10 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al fallo de la causa Comp. 540, L. XXXVI, "A., Pedro Oscar s/ Infracción ley 25.086".


    H., Roberto Carlos s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 1149, XXVI, 13 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia provincial. 


    Aplicación del criterio establecido en el fallo de la causa competencia N° 540, L. XXXVI "A., Pedro Oscar s/ Infracción Ley 25.086".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    D., Fabián Adrian y otro s/ Tenencia ilegal de arma de guerra


    COMP. 1200, XXXVI, 17 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación o adulteración de la identificación de armas. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. Nº 542, L.XXXV "L., Ángel Marcelo s/ Robo calificado".


    L., Gustavo Damián s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 246, XXXVI, 13 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Tenencia de estupefacientes. Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 71, L.XXXVI "R., Ramona Catalina s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429".


    N., Julia Beatriz y otros s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 993, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Usura. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    Para tener por regularmente trabada una contienda de competencia que quepa dirimir, es necesario que los magistrados que rechazaron un pedido de declinatoria pongan en conocimiento del otro magistrado las razones de su negativa a fin de que éste se manifieste si insiste o no en su postura, aunque resulten de una decisión anterior. Asimismo, la Corte tiene establecido que resultan elementos, resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Jorge Eduardo y otro s/ Usura


    COMP. 932, XXXVI, 02 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Violación a menor de doce años. Corrupción de menores. Derechos de las niñas, niños y adolescentes. Competencia nacional. 


    Interés superior del niño.


    Cuando los magistrados, entre los que se planteó el conflicto de competencia se encuentran en análoga situación legal para asumir la función tutelar del menor, la elección debe hacerse ponderando cuál de ellos se halla en mejores condiciones de alcanzar la protección integral de los derechos del niño.


    G., J. A. s/ Artículo 10 de la Ley 10.067


    COMP. 851, XXXV, 01 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Competencia federal. Falsificación de instrumento privado. Competencia nacional. Competencia de instrucción. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 401, XXXV, in re "S., Oscar Daniel s/ Robo".


    La supresión de correspondencia, mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del Correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que violenten o estorben la correspondencia de los correos, de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y articulo 33, inciso e) del Código Procesal Penal de la Nación y debe, por consiguiente, quedar sometido a la jurisdicción federal. Con relación al delito de falsificación de instrumento privado que concurriría en forma real con el anterior, resulta de aplicación al caso la doctrina del Tribunal según la cual, en aquellos supuestos en los, que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los delitos de naturaleza federal, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Por aplicación de este principio y de aquél otro según el cual la falsificación de un instrumento privado se reputa cometida en el lugar donde el documento apócrifo fue utilizado, corresponde que siga interviniendo a su respecto el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción.


    R., Roberto Adolfo s/ Violación de correspondencia agravada


    COMP. 407, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    La sustracción de correspondencia, mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del Correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que "violentan o estorban la correspondencia de correos", de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3°, de la ley 48 y artículo 33, inciso e) del Código Procesal Penal de la Nación y debe, por consiguiente quedar sujeto a la jurisdicción federal, tal como surge de esa mismas normas en consonancia con lo dispuesto por el artículo 75, inciso 14 de la Constitución Nacional. En nada altera esta conclusión el hecho de que la prestación del servicio postal sea una empresa privada, pues la competencia de excepción establecida por las leyes mencionadas lo es en razón de la materia y no de las personas, y es independiente, por tanto, del carácter público o privado de la empresa a cuyo cargo se encuentre-la distribución de la correspondencia. Es que, en efecto, lo decisivo para la regulación adoptada en la ley 48 por el legislador ha sido el carácter federal de la actividad postal entorpecida por el delito cuya regulación desde siempre ha correspondido en ese carácter al Congreso Nacional. De allí, justamente, que la Corte haya atendido inicialmente para discernir la competencia federal a la circunstancia de que las piezas se hallaran, al momento del hecho, bajo la custodia del servicio del Correo, pues es evidente que sólo en ese caso el delito produce una afectación a la normal prestación de esa actividad. Por lo demás y de acuerdo con esos fundamentos, así como la Corte no varió su criterio para sostener la competencia federal respecto de delitos que -aunque de carácter común afectan la prestación de los servicios ferroviario y de comunicaciones interjurisdiccionales, aun cuando sean cumplidos por concesionarios, no hay razón por la que debiera seguirse otro criterio cuando se trata del servicio postal, cuya regulación, como la de los anteriores, se encuentra siempre reservada al Congreso de la Nación como ejercicio de funciones de gobierno netamente federales (artículo 75, inciso 14 de la Constitución Nacional).


    S., Oscar Daniel s/ Robo


    COMP. 401, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Estafa. Competencia nacional. 


    La sustracción de una pieza postal constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con su contenido. La comisión de un crimen que violente o estorbe la correspondencia de correos, debe quedar sujeto a la jurisdicción federal. En lo relativo al presunto delito de estafa en grado de tentativa, cabe atenerse, a fin de determinar el tribunal competente, al lugar donde los cheques fueron entregados.


    Q., Cristina Mónica s/ Denuncia estafa en tentativa


    COMP. 650, XXXVI, 12 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Lugar del hecho. Competenica nacional. 


    La supresión de correspondencia, mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del Correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que "violenten o estorben la correspondencia de los correos", de conformidad con lo previsto en el artículo 3, inciso 3° , de la ley 48; y el artículo 33, inciso c) del Código Procesal Penal de la Nación. En aquellos supuestos en los que se investiga una pluralidad de delitos, corresponde separar el juzgamiento de los delitos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. La falsificación de un instrumento privado se reputa cometida en el lugar donde el documento apócrifo fue utilizado.


    H. V., Carlos Manuel (Presidente Firma MBO Internacional)


    COMP. 966, XXXVI, 08 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juzgado de garantías. Competencia provincial. 


    De los antecedentes agregados al expediente, se desprende que el hecho denunciado habría recaído sobre piezas postales que ya hablan sido entregadas por el correo en el edificio, pero que luego, por diversos motivos, no fueron repartidas internamente entre los copropietarios y permanecían guardadas en un cuarto del sótano del inmueble. En tales condiciones, es aplicable al sub lite la doctrina del Tribunal según la cual en casos de esta índole no corresponde la intervención de la justicia de excepción si la correspondencia, al momento del hecho, había dejado ya de estar bajo la custodia o servicio del correo, pues entonces no se ha visto afectada la normal prestación del servicio postal.


    O., Sara y otro s/ Denuncia


    COMP. 691, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Violación de secreto profesional. Lugar del hecho. Competencia provincial. 


    Cuando según las constancias reunidas en el incidente, el delito habría sido cometido en jurisdicción provincial, corresponde a la justicia local continuar con la investigación de la causa.


    M., Guillermo s/ Violación secreto profesional


    COMP. 841, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Violación. Competencia provincial. 


    Más allá de la calificación que corresponda otorgarle al hecho, en las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3, inciso 5°, de la ley 48, deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    P., P. D. s/ Violación


    COMP. 447, XXXVI, 10 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Violencia en espectáculos deportivos. Competencia provincial. 


    Atento que de las constancias del incidente surge que el hecho objeto de la causa tuvo lugar al finalizar un partido de fútbol, en la sede del campo deportivo que el Club Atlético River Plate tiene en Los Toldos, provincia de Buenos Aires, corresponde al juez local conocer a su respecto de acuerdo con el régimen legal que considere aplicable para esa jurisdicción.


    L., Daniel Alberto s/ Infracción Artículo 36 Ley 24.192


    COMP. 878, XXXV, 18 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Robo. Contrabando. Competencia provincial. 


    Remisión a lo resuelto en la Competencia n° 359 L. XXXV, A., Carlos Bernardo s/ denuncia". Corresponde a la justicia nacional.


    J., Ramón s/ Denuncia


    COMP. 1371, XXXVI, 15 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia federal. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    La investigación de la falsificación de la documentación otorgada por el Registro Nacional de la Propiedad Automotor es competencia del fuero federal. En cuanto a la sustitución de las chapas patentes, las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721, no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, razón por la cual corresponde que intervenga a este respecto el magistrado provincial.


    G., Jorge Antonio s/ Infracción Artículo 289 del Código Penal


    COMP. 622, XXXVI, 26 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejercicio ilegal de la medicina. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Ante la multiplicidad de lugares de ejecución del delito, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de aquéllos donde se produjeron actos con relevancia típica. La elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    C., Gustavo Martín s/ Ejercicio ilegal de la medicina


    COMP. 473, XXXVI, 15 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Contienda positiva de competencia


    Administración fraudulenta. Economía procesal. Domicilio del imputado. Competencia provincial. 


    Cuando las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    R., Delsio Daniel s/ Excepción - Causa 1.016


    COMP. 33, XXXVI, 13 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Calumnias. Injurias. Competencia nacional. 


    Los delitos de calumnias e injurias, deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizan los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia al magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas. No obsta al criterio expuesto la circunstancia que la publicación estuviere destinada a producir sus efectos en jurisdicción de otra provincia, donde se radicaba el querellante y en la cual fueron repartidos ejemplares por el querellado.


    L., Daniel Luis s/ Querella por injurias


    COMP. 191, XXXVI, 19 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Ofensas cometidas por medio de la prensa. Lugar del hecho. Competencia nacional. 


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en el que se exteriorizaron los términos presuntamente agraviantes, y cuando ellos son reproducidos por la prensa, corresponde atribuir la competencia del magistrado del lugar donde se realizó la impresión de las expresiones cuestionadas, sin que obste a ello la circunstancia de que la publicación estuviere destinada a producir efectos en la jurisdicción donde se radica el querellante.


    F., Patricia c/ S., Oscar Mario s/ Querella


    COMP. 174, XXXVII, 09 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Delitos militares. Competencia federal. 


    El presente conflicto debe ser resuelto por la Corte de acuerdo con el criterio establecido en los fallos de las causas Comp n° 81, L. XXXIV, "Cosenza, Susana s/ Habeas corpus" y Comp n° 786 L. XXXVI "Nicolaides, Cristino y otros s/ Sustracción de menores".


    Uno de los fines esenciales de la ley 23.049 ha sido el de restringir la competencia militar a los delitos de tal naturaleza, excluyendo de esa jurisdicción a los delitos comunes en tiempos de paz. Se entienden como delitos o faltas de naturaleza militar aquellas figuras cuyo contenido está imbuido por los objetivos de preservación de la disciplina militar que sustentan el ordenamiento penal específico establecido por el Código de Justicia Militar.


    Personal Subalterno de la Fuerza Aérea Argentina s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP. 1051, XXXVI, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Estafa. Lugar del hecho. Economía procesal. Competencia provincial. 


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva conforme a razones de economía procesal.


    A., Carlos y otro s/ Estafa


    COMP. 708, XXXVI, 01 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Sustracción de menores. Fuerzas Armadas. Delitos cometidos durante actividades antisubversivas. Violación de derechos humanos. Jerarquía de los tratados internacionales de derechos humanos. Derechos y garantías y constitucionales. Competencia federal. 


    La Corte tiene establecido que la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional no sufre menoscabo por la intervención de nuevos jueces en los juicios pendientes, como consecuencias de reformas en la organización de la justicia o en la distribución de la competencia. Así, en Fallos: 234:499 y 306:2101, se expresó que la cláusula contenida en el artículo 18 sólo tiende a impedir la sustracción arbitraria de una causa a la jurisdicción del juez que continúa teniéndola para casos semejantes, con el fin de atribuir su conocimiento a uno que no la tiene, constituyendo así, por vía indirecta, una verdadera comisión especial disimulada. Estos principios, se ven robustecidos, en casos como el presente, en que existe una norma de jerarquía constitucional que expresamente excluye la jurisdicción militar, como es, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, aprobada por ley 24.556. En este sentido, resulta ajeno a la tarea de los jueces revisar los criterios aplicados por el legislador para dar un tratamiento diferente a ciertas categorías de causas, definidas por características comunes, salvo que se demuestre irrazonabilidad manifiesta o el ocultamiento de móviles claramente discriminatorios, circunstancias que, en todo caso, deberán ser apreciadas en relación al contexto social y político imperante en el momento en que se dictó la ley. Ello es así, porque la facultad de legislar en el ámbito procesal es un derecho inherente a la soberanía, por lo que no se configura una violación al principio constitucional del juez natural. No existe derecho adquirido a ser juzgado por un determinado procedimiento, pues las leyes sobre procedimiento y jurisdicción son de orden público, especialmente cuando estatuyen acerca de la manera de descubrir y perseguir los delitos. La compatibilidad de este principio con la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional surge de la doctrina establecida en la sentencia de Fallos: 17:22, según la cual, el objeto del artículo 18 de la Constitución ha sido proscribir las leyes ex post facto, y los juicios por comisiones nombradas especialmente para el caso, sacando al acusado de la jurisdicción permanente de los jueces naturales, para someterlos a tribunales o jueces accidentales o de circunstancias que estas garantías indispensables para la seguridad individual no sufren menoscabo alguno, cuando a consecuencia de reformas introducidas por la ley en la administración de la justicia criminal, ocurre alguna alteración en las jurisdicciones establecidas, atribuyendo a nuevos tribunales permanentes, cierto género de causas en que antes conocían otros que se suprimen o cuyas atribuciones restringen, que la interpretación contraria serviría muchas veces de obstáculo a toda mejora en esta materia, obligando a conservar magistraturas o jurisdicciones dignas de supresión o reformas . En cuanto a la posible objeción relativa a la falta de operatividad de la cláusula novena de la Convención, se estima, a modo de hermenéutica general, que debe estarse por su directa aplicación como norma superior, no sujeta o supeditada a la implementación de normas de carácter interno, pues, en este caso concreto, no se requiere para ello de nuevos elementos en la organización institucional o en los poderes del estado, tales como, nuevos órganos, procedimientos y asignación de recursos, toda vez que éstos se encuentran, satisfechos por la preexistencia de una organización federal de justicia de origen constitucional, cuya acción, asimismo, se encuentra delimitada por un sistema garantizador de aquellos derechos que reconocen igual prosapia. Una interpretación amplia sobre la cuestión, permite colegir que, salvo muy clara formulación de la normativa internacional en contrario, debe considerarse que sus cláusulas son operativas. En consonancia con ello, la Corte ha señalado, en los autos “Ekmekdjian, Miguel A. c/ Sofovich, Gerardo y otros”, que cuando la Nación ratifica un tratado que firmó con otro Estado, se obliga internacionalmente a que sus órganos administrativos y jurisdiccionales lo apliquen a los supuestos de hecho que hagan posible su aplicación inmediata. Una norma es operativa cuando está dirigida a una situación de la realidad en la que puede operar inmediatamente, sin necesidad de instituciones que deba establecer el Congreso. También, allí postuló que la violación de un tratado internacional puede acaecer tanto por el establecimiento de normas internas que prescriban una conducta manifiestamente contraria, cuanto por la omisión de establecer disposiciones que hagan posible su cumplimiento. Ambas situaciones resultarían contradictorias con la previa ratificación internacional del tratado; dicho de otro modo, significarían el incumplimiento o repulsa del tratado, con las consecuencias perjudiciales que de ello pudieran derivarse. Del mismo modo, el artículo 27 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados, aprobada por ley 19.865, establece que una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado, lo cual no puede razonablemente aplicarse sólo en las relaciones internacionales del Estado, pues ello, sin duda, importaría una duplicidad de interpretación contraria a la indispensable unidad del orden jurídico. Más allá de lo hasta aquí expuesto, no debe perderse de vista que la Convención ha sido incorporada a nuestra Constitución Nacional bajo los mecanismos legislativos pertinentes, mediante la ley 24.820, por lo que, se ha de resaltar, su directa aplicación como cualquier otra disposición prescripta en la norma fundamental. En consecuencia, toda norma contraria preexistente, sea legal o reglamentaria, pierde vigencia a partir de la entrada en vigor de aquélla. Por último, es oportuno, para mejor situar la cuestión, ponderar que la solución que se postula encuentra armoniosa inserción en el pensamiento que en anteriores pronunciamientos se han efectuado desde esta Procuración General. Así, en ocasión de dictaminar en los autos “Cabeza, Daniel Vicente y otros, s/ Denuncia”, donde se discutía el tribunal competente para la averiguación de la verdad del hecho histórico de la desaparición forzada de personas, se expresó que ese emprendimiento correspondía al tribunal federal, como parte integrante del sistema de justicia que debe colaborar en la reelaboración social de un conflicto de tanta trascendencia; o, con antelación, en “Suárez Mason, Carlos Guillermo s/ Recurso extraordinario”; o en cuanto se debe obviar cualquier valladar procesal cuando se persigue la búsqueda inclaudicable de la verdad de esos actuales acontecimientos históricos, en autos “Adur, Jorge Oscar, s/ Causa n° 10.191/97”; o, como así también, cuando en ocasión de impartir instrucciones generales a los fiscales se hizo notar que resultaba imprescindible, cuando se investigan hechos ilícitos vinculados con violaciones a los derechos humanos evitar la realización de planteos que puedan obstaculizar o dilatar los procedimientos. De tal forma, se opina que corresponde a la justicia federal continuar con el conocimiento de las presentes actuaciones.


    N., C. y otros s/ Sustracción de menores


    COMP. 786, XXXVI, 01 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Violación de domicilio. Gendarmería Nacional. Competencia federal. 


    Dado que de los términos de la denuncia surge que la conducta reprochada a los imputados habría estado vinculada al desempeño de su función como integrantes de Gendarmería Nacional y dado que la versión de la denunciante se encuentra corroborada por otros testimonios en cuanto a que los imputados actuaron vistiendo su uniforme y habrían invocado su autoridad, de acuerdo a las previsiones del artículo 3° inciso 3°, de la ley 48, corresponde a la justicia federal continuar con la investigación de la causa.


    C., Dardo Miguel y Otros s/ Violación de domicilio


    COMP. 179, XXXVI, 26 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Remisión al dictamen de la casua Comp 539 L. XXXVI , "D., Manuel E . s/ Artículo 189 bis del Código Penal".


    D., Manuel Enrique s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 702, XXXVI, 08 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Accidente de navegación. Lesiones. Competencia federal. 


    El criterio establecido por el Tribunal a partir del precedente que se registra en Fallos: 275: 550, la navegación interjurisdiccional es una sola y no cabe circunscribir la potestad de la cual se halla investido el Gobierno Federal para reglamentarla a determinado tipo de buques, porque si así fuera, las provincias podrían regular todo lo concerniente a las embarcaciones menores, o no destinadas al comercio. También tiene dicho V.E. que si corresponde a las autoridades federales legislar acerca de la navegación fluvial, uno de cuyos aspectos relevantes es la seguridad de los transportes en ella utilizados, no cabe excluir de la jurisdicción nacional a cualquier hecho que haya de alguna manera afectado la circulación resulte concreto entorpecimiento para la de otros buques.


    Prefectura Naval Argentina s/ Eleva actuaciones


    COMP. 1300, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Accidente de navegación. Lesiones. Daños. Competencia federal. 


    De acuerdo con el criterio establecido por el Tribunal la navegación interjurisdiccional es una sola y no cabe circunscribir la potestad de la cual se halla investido el Gobierno Federal para reglamentarIa a determinado tipo, de buques, porque si así fuera, las provincias podrían regular todo lo concerniente a embarcaciones menores, o no destinadas al comercio. Asimismo tiene dicho V.E. que si corresponde a las autoridades federales legislar acerca de la navegación fluvial, uno de cuyos aspectos relevantes es la seguridad de los transportes en ella utilizados, no cabe excluir de la jurisdicción nacional, cualquier hecho que haya de alguna manera afectado la circulación, aún cuando de él no resulte concreto entorpecimiento para la de otros buques.


    M., Ariel Oscar s/ Su denuncia por lesiones y daños


    COMP. 834, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Allanamiento. Buques en puerto. Almirantazgo y jurisdicción marítima. Permisos portuarios. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Principio de concurrencia. Establecimientos públicos. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    La controversia no es una contienda de competencia, por cuanto el juez federal no pide al juez contravencional que se aparte de la causa en la que interviene, sino que se trata de un confl1icto jurisdiccional en relación a una interdicción dictada por el primer magistrado respecto a un acto del segundo, con la consiguiente oposición de éste a la medida. Como punto de partida, resulta obvio que ambos procesos poseen distinta naturaleza ratione materiae: criminal y tal vez, correccional uno, contravencional el otro; el juez federal no pide al de la ciudad que decline su competencia, sino, solamente, que se abstenga de efectuar actos que afecten la jurisdicción federal en relación al establecimiento. Esta medida se dicta con carácter cautelar dentro del proceso penal o, quizá, para evitar la extensión del perjuicio o de los efectos del delito que se investiga. Al establecer la jurisdicción marítima, el artículo 116 de la Constitución Nacional -reglamentado por los artículos 8 y 515 de la Ley de la navegación (n° 20094) y 33 incisos a) y b) del Código de Procedimientos• Penales y 3° incisos 10• y 2° de la ley 48- se refiere claramente al concepto de causa, es decir a todos aquellos juicios, de naturaleza civil o criminal, que tramiten ante los tribunales del poder judicial. Y debe aclararse que aquí, juicio no debe interpretarse en forma amplia, sino restrictiva, teniendo en cuenta que se atribuye competencia al fuero de excepción. La ley 18310, reglamentaria en su momento del inciso 27 del artículo 67 del texto anterior de la Constitución, dispone que la jurisdicción ejercida por la Nación sólo es exclusiva en dos casos: a) desmembración del territorio de una provincia con pérdida del dominio eminente; y b) lugares destinados a fines de defensa nacional (artículo 10 de la ley citada). Este principió de concurrencia de las jurisdicciones puede aplicarse también en el ámbito portuario, pues la Ley de puertos –n°24093-, dispone en su artículo 21 que todos los puertos están sometidos a los controles de las autoridades nacionales, sin perjuicio de las competencias constitucionales locales. Corresponde decir -que el régimen de gobierno autónomo de la ciudad de Buenos Aires, con facultades propias de legislación y jurisdicción, así como la cláusula de progreso económico y desarrollo humano (artículos 125 y 129 de la Constitución Nacional), conllevan necesariamente al establecimiento de un, régimen comunal de contravenciones y faltas, en protección de la población. Actividad esta propia de cualquier régimen municipal, y hasta tal punto esencial, que sólo bajo su aseguramiento por parte de las provincias, el Gobierno federal les garante a éstas el goce y ejercicio de sus instituciones (artículo 5° de la Constitución Nacional). Tal postura no menoscaba los intereses federales, suficientemente garantizados por la ley n° 24588, que en su artículo 2 establece que la Nación conserva todo el poder no atribuido por la Constitución al gobierno autónomo de la ciudad de Buenos Aires. El artículo 8° del estatuto porteño, declara que el puerto de Buenos Aires pertenece al dominio público de la ciudad que ejerce el control de sus instalaciones, se encuentren o no sujetas a concesión. No se debe confundir jurisdicción, como atributo de la soberanía, con dominio, como derecho de propiedad de un bien público (artículos 2340, inciso 2°, 2503, 1°, y 2504 del Código Civil). Con lo cual sigue quedando a salvo el principio de concurrencia. Aun sobre un buque amarrado en el puerto de la ciudad puede postularse la doctrina de los poderes concurrentes entre el Estado soberano y los Estados miembros autónomos (artículos 1, 5, 75 y 121 a 129 de la Constitución Nacional), que deben ser ejercidos de manera compartida, siempre y cuando no se produzca una situación de incompatibilidad o interferencia con el Gobierno de la Nación. La tesitura sostenida precedentemente es la que mejor se adecua al status constitucional especial de la ciudad y a sus fines de control de la moralidad, seguridad. Higiene y salubridad pública del establecimiento, propio de los controles municipales, dejando a salvo las facultades jurisdiccionales del Estado federal sobre sus establecimientos de utilidad pública. Toda vez que en el ámbito de un establecimiento que funciona en una nave amarrada en el puerto de esta ciudad concurren ambas jurisdicciones, debe resolverse en el sentido de que no existe un conflicto real entre la competencia penal federal y la contravencional de la ciudad de Buenos Aires, tal como se planteó en autos.


    C. E. de la F. s/ Allanamiento


    COMP. 599, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto.  La competencia debe ser discernida con base en la preponderancia del último párrafo del artículo 189 bis del Código Penal para determinar la calificación, en tanto la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede el previsto para la hipótesis del tercer párrafo de dicha disposición legal.


    I., Carlos Gabriel


    COMP. 642, XXXVI, 08 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia federal. 


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 646, L. XXXVI "F c/ I. K., Daniel M. y otros s/ Infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    Compulsa en los autos 8.596 - D "Fiscal s/ Averiguación Infracción a la Ley 25.086"


    COMP. 348, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 646, L. XXXVI "F c/ I. K., Daniel M. y otros s/ infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    Compulsa en los autos 8.597 - D "F. s/ Averiguación infracción Ley 25.086"


    COMP. 349, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp n° 646, L. XXXVI "F c/ I. K., Daniel M. y otros s/ infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    Compulsa en los autos 8.624 - D "F. s/ Averiguación infracción Ley 25.086"


    COMP. 286, XXXVI, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Comp. N° 56, L. XXXVI, "F., Gastón E. s/ Infracción al art. 296, en función del 292 del C. P."


    V., Pablo Javier s/ Infracción Artículos 172 y 292 del Código Penal


    COMP. 57, XXXVI, 01 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Vuelven las presentes actuaciones a consideración del Tribunal con motivo de la nueva declinatoria efectuada por el titular del Juzgado en lo Criminal de Instrucción n° 10, en favor de la justicia provincial.


    H., Mirthy y otro s/ Defraudación por retención indebida


    COMP. 638, XXXVI, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Corrupción de menores. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    E. A. s/ Corrupción o prostitución de menores


    COMP. 623, XXXV, 01 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Defraudación prendaria. Competencia provincial. 


    Es doctrina de V.E., a partir de Fallos 310:2265, que el delito de defraudación prendaria se desarrolla en el lugar en el que se dispone del bien gravado sustrayéndolo del conocimiento del acreedor y de su esfera de control, debiendo presumirse por tal el domicilio donde debió estar localizado el bien objeto del contrato.


    F., Blanca Patricia s/ Defraudación


    COMP. 1143, XXXVI, 26 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Defraudación. Administración fraudulenta. Competencia provincial. 


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    L., Carlos s/ Denuncia


    COMP. 900, XXXV, 04 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Beatriz Silvia s/ Denuncia de defraudación


    COMP. 1491, XXXVI, 07 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. Juzgados federales. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 646, L. XXXVI "F. c/ I. K., Daniel M. y otros s/ Infracción al artículo 5°, inciso c), de la ley 23.737".


    Fiscal c/ S., Jorge c/ Infracción Ley 23.737 del Código Penal – causa n° 49.920-


    COMP. 873, XXXVI, 10 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Encubrimiento. Cámara Federal de apelaciones. 


    No existe cuestión de competencia pendiente de solución si la planteada fue resuelta por el órgano instituido para hacerlo y que no se encuentra dentro de las facultades que el artículo 24, inciso 7o, del decreto-ley 1285/58, acuerda a la Corte la de revisar las decisiones de la Cámaras Nacionales cuando actuaron como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    T., Gustavo Javier y otros s/ Encubrimiento


    COMP. 938, XXXVI, 29 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Hurto. Falsificación de documentos. Competencia federal. 


    Toda vez que no existen elementos de juicio suficientes que permitan atribuir a los imputados participación en el hurto del rodado, corresponde declarar la competencia de la justicia federal, que a su vez ya conoce de la falsificación de la documentación que se secuestró conjuntamente con el automotor, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Y., Guillermo Fabián y otro s/ Encubrimiento


    COMP. 787, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. competencia provincial. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación de las personas determinadas, especialmente si se repara en que no se ha tomado ninguna medida tendiente a dilucidar la posible participación de aquéllas en el delito imputado.


    H., Rene s/ Encubrimiento


    COMP. 643, XXXVI, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Estafa. Cheque. Domicilio del banco. Juez de garantías. Competencia provincial. 


    Cuando el cierre de la cuenta corriente de la firma libradora es posterior a la entrega de los cheques de pago diferido, se entiende que no existe simultaneidad entre las contraprestaciones y, por ende, la entrega de esos valores no constituye el ardid determinante del delito de estafa. Por ello, el hecho encuadraría, en principio, en los supuestos del artículo 302 del Código Penal, que compete investigar al juez con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    N. M. S.A. s/ Estafa


    COMP. 860, XXXVI, 06 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Es doctrina del Tribunal que tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    N.N s/ Estafa - Denunciante: A., Stella Maris


    COMP. 1416, XXXVI, 16 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Economía procesal. Competencia nacional. 


    Si los delitos a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde un punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    G. Compañía de Servicios y Seguros Integral y otros s/ Estafa


    COMP. 825, XXXVI, 15 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Extravío del cheque. Juez previniente. Competencia nacional. 


    La Corte tiene establecido que corresponde también atender a la verosimilitud de las declaraciones del denunciante para determinar la competencia exclusivamente sobre la base de sus manifestaciones. Asimismo, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal el lugar donde se presentaron al cobro.


    B., Héctor Mario y Dagón s/ Denuncia por robo con efracción


    COMP. 1522, XXXVI, 19 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de documentos. Competencia por conexidad. Competencia nacional. 


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar, en principio, el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aunque mediare entre ellos una relación de conexidad. Las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal.


    F., Horacio Rolando s/ Denuncia falsificación de documento


    COMP. 850, XXXV, 20 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Falsificación de instrumento público. Investigación inconclusa. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Dionisio s/ Denuncia por falsificación de documentos públicos


    COMP. 1476, XXXVI, 06 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Hurto. Servicio telefónico. Juez previniente. Competencia federal. 


    La Corte Suprema tiene establecido que en el caso de que resulte afectada en modo concreto la prestación del servicio interjurisdiccional de telecomunicaciones, corresponde la intervención del fuero federal.


    N., Germán Luis s/ Denuncia p/ Supuesto hurto


    COMP. 1093, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Inhibitoria. Violación de derechos humanos. Desaparecidos. Testigos. Legitimación procesal. Ley procesal. Aplicación de la ley. Debido proceso. Doble instancia. Cámaras de casación. 


    Es jurisprudencia del Tribunal que, las leyes modificatorias de jurisdicción y competencia, por ser de orden público, aún en caso de silencio de ellas, se aplican de inmediato a las causas pendientes, siempre que no se deje sin efecto lo actuado de conformidad con las leyes anteriores, principio que reconoce como límite el supuesto de que esas leyes contengan disposiciones de las que resulte un criterio distinto. Por lo demás, a partir de la doctrina emergente del fallo "Segovia, Ángel y otros", la Corte dejó establecido que la reforma procesal penal en el orden nacional, implementada por la ley 24.121, tuvo por objeto reservar a un único órgano el conocimiento de las cuestiones atinentes a la revisión en sede judicial, de los pronunciamientos enmarcados en el régimen de enjuiciamiento que regula el Código de Justicia Militar aún en el supuesto de que el conocimiento del órgano jurisdiccional emanara de la norma contenida en el artículo 10 de la ley 23.049. La Procuración General de la Nación viene sosteniendo que, "los casos de violaciones sistemáticas a los derechos humanos, como los ocurridos entre los años 1976 y 1983, exigen como imperativo insoslayable, y más allá de la posibilidad jurídica de imponer sanciones, una búsqueda comprometida con la verdad histórica como paso previo a la reconstrucción moral del tejido social y de los mecanismos institucionales del Estado, que deben evitar la repetición de hechos de similar naturaleza". Este derecho a conocer el destino de las personas desaparecidas, contemplado en el segundo considerando de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, exige en un Estado de Derecho "un compromiso estatal de protagonismo del sistema judicial", pues, son los jueces a quienes la Constitución Nacional ha confiado "la indelegable función de custodiar los derechos consagrados en ella". En ese sistema judicial, la administración de justicia penal, debe desarrollarse dentro del ordenamiento procesal que en mejor forma reconozca las garantías constitucionales del debido proceso y de la doble instancia. Por ello, la investigación dirigida a alcanzar la verdad real acerca del destino de los desaparecidos, con sus particulares características, se debe realizar en el marco del ordenamiento procesal establecido por la ley 23.984, que brinda adecuada satisfacción a las garantías constitucionales antes invocadas, pues asegura una instancia judicial superior al tribunal del proceso a todos aquéllos que consideren afectados sus derechos por sus decisiones y "hace al más acabado resguardo de los derechos y libertades de quienes acuden o son llevados a los estrados judiciales en demanda de justicia". Presupuesto aquél de doble instancia, cuya necesidad quedó acabadamente demostrada, precisamente, en esta misma causa, con el acogimiento por parte de la Casación, actuando como alzada, de agravios impetrados por personas sometidas a arresto por la Cámara de Bahía Blanca; individuos, que de estar a la interpretación en contrario propiciada por el tribunal sureño, no hubieran contado con esa posibilidad recursiva liberatoria constitucionalmente protegida merced a los tratados que así obligan a la República.  No puede soslayarse que en esta materia, donde el interés social por despejar turbios mantos del pasado para ceder paso a que alumbre la verdad debe privar sobre consideraciones de modos y circunstancias, distintos han sido los ropajes formales que han vestido los tribunales llamados a justicia. Así la Cámara Federal, dio por agotada la posibilidad de la aplicación del artículo 10 de la ley 23.049, y previendo la preservación del derecho de peticionantes y otras partes eventuales a la doble instancia, dispuso remitir las actuaciones al juzgado federal en turno, guardando asimismo, esa mejor tutela de derechos, con la aplicación lisa y llana de las normas del Código Procesal Penal de la Nación. Posición que, aparece también como ajustada al espíritu y letra de la ley 23.984, cuando en sus disposiciones transitorias establece la aplicación del anterior Código con respecto de las causas pendientes, siempre que al entrar en vigencia el presente se haya contestado el traslado de la defensa". Principio que mal puede sostenerse como de aplicación en una causa de esencia declarativa y no acusatoria, donde el fiscal es llamado a participar únicamente por la "representación que tiene de los manifiestos intereses sociales comprometidos". Sin que esta digresión, signifique abonar el criterio de unidad por continuidad de esta investigación respecto de la causa penal iniciada. Tampoco se ajusta a la realidad procesal la afirmación de la Cámara que busca acotar la competencia de la Casación, ciñéndola, en cuanto es tenida por "tribunal superior o tribunal intermedio", a los recursos de inconstitucionalidad o casación de la ley 23.984, puesto que desconoce lo elaborado por el Tribunal a partir de Fallos: 316:1524, al establecer que la Cámara Nacional de Casación Penal es la habilitada para intervenir en las cuestiones de competencia que en materia penal se susciten entre una cámara de apelación y otro tribunal nacional.


    C., Julián Oscar s/ Recurso de queja


    COMP. 1433, XXXVI, 26 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Investigación inconclusa. Ausencia de calificación legal. Juez previniente. Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M. T. LS.A. s/ Denuncia


    COMP. 1390, XXXVI, 13 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia de menores. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Denuncia formulada por Sergio Gabriel C.


    COMP. 1323, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Falta de calificación legal. Juez previniente. Competencia provincial. 


    La Corte tiene decidido que resultan elementos indispensables que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Corresponde al tribunal que previno continuar con el conocimiento de la causa.


    F., José Luis s/ Denuncia -causa N° 31.476/2000


    COMP. 531, XXXVI, 02 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Agente Fiscal s/ Requerimiento de instrucción - Denunciante: C., Néstor


    COMP. 508, XXXVI, 24 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto Ley 1285/58.


    B., Raúl A. s/ Denuncia


    COMP. 1505, XXXVI, 06 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia contravencional. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Para la existencia de una correcta cuestión de competencia debió haber sido la Cámara de la ciudad la que resolviera si insistía o no en su criterio.


    G. A., Waltermar y otros s/ Decreto Ley 6618/57


    COMP. 1236, XXXVI, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P., Dulio Osmar s/ Presentación - Causa N° 1993/99


    COMP. 917, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le puedan ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Néstor s/ Denuncia


    COMP. 967, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Lesiones. Accidente de navegación. Competencia provincial. 


    Falta de atribución recíproca de aptitud jurisdiccional entre los tribunales intervinientes.


    Es doctrina del Tribunal que para tener por regularmente trabada una cuestión de competencia, es presupuesto necesario que los jueces entre quienes se suscita se la atribuyan recíprocamente.


    A., Marcos Maximiliano s/ Averiguación sus lesiones en B/P CODEPECA I


    COMP. 741, XXXVI, 09 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Medidas cautelares. Facultades del juez. Competencia federal. 


    No corresponde, por principio, que los órganos judiciales interfieran en las causas en trámite ante otros tribunales, ya que deben limitarse al marco del ejercicio de las facultades propias dadas por la competencia atribuida por la ley, lo cual no obsta a que se peticione el cumplimiento de medidas, delegadas para su cumplimiento a otros órganos judiciales, en el ámbito natural de colaboración que contribuye a la prestación debida del servicio de justicia.


    Saba, Ramón Omar s/ Recurso de casación


    COMP. 128, XXXVI, 11 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Pago con cheque sin provisión de fondos. Investigación inconclusa. Competencia criminal. 


    Es atribución de la Corte resolver las cuestiones de competencia sobre la base de su real naturaleza; Las decisiones que se adopten deben perseguir una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


    D., Jorge s/ Infracción Artículo 302 del Código Penal


    COMP. 1133, XXXVI, 01 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Portación de armas. Armas de uso civil. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los magistrados en conflicto. Además, la cantidad de objetos descriptos en aquella norma, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.


    S., Oscar Humberto s/ Portación de arma de uso civil


    COMP. 796, XXXVI, 01 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa Competencia N° 1245 L.XXXVI, "T., Julio Héctor s/ Tenencia -Pportación de armas de uso civil".


    T., Julio Héctor s/ Tenencia - Portación de armas de uso civil


    COMP. 1280, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Portación de armas. Competencia provincial. 


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en guales condiciones, los magistrados en conflicto.  Además, la cantidad de objetos descriptos en aquella norma, no tiene por efecto la multiplicación de las conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende el bien jurídico protegido.


    B., Juan José y otro s/ Presunta infracción Artículo 189 bis del Código Penal -causa n° 1.475-


    COMP. 770, XXXVI, 01 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Remisión del expediente. 


    Cuando, de momento no existe controversia alguna, la Corte debe remitir las actuaciones a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital Federal, a fin de que proceda a designar el Juzgado de Instrucción al que le corresponda intervenir.


    F., Viviana Edith s/ Denuncia


    COMP. 653, XXXV, 24 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Robo. Competencia provincial. 


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado respecto del robo, especialmente si se repara en que no surge de las escasas constancias del incidente que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar su posible participación en el hecho.


    P., Pablo Marcelo s/ Robo de automotor


    COMP. 70, XXXVI, 29 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Secuestro de personas. Delito continuo. Investigación inconclusa. Competencia nacional. 


    En los delitos de carácter permánente, no hay razón de principio que imponga decidir a favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas jurisdicciones se ha desarrollado la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto, consideraciones de economía y conveniencia procesal. Asimismo, cabe recordar que el propósito de las resoluciones de competencia, es tender a obtener una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


    I., Hernán Mariano y otros s/ Incidente de competencia


    COMP. 1252, XXXVI, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas. Adulteración de la numeración de bienes registrables. Competencia provincial. 


    Remisión al dictamen de la causa Competencia n° 480, L. XXXV “M., Héctor Roberto por tenencia ilegítima de arma de guerra”.


    La cantidad de objetos descriptos en el artículo 189 bis del Código Penal, no tiene por efecto la multiplicación de conductas incriminadas, pues la concreción de cualquiera de esas modalidades ofende al bien jurídico protegido por la disposición legal. La inclusión del delito de portación ilegítima de arma de uso civil en el párrafo 3° de dicha norma por la ley 25.086 en nada modifica la doctrina mencionada.  En un conflicto donde se imputen los delitos de portación ilegitima de arma de uso civil y de tenencia de arma de guerra, la controversia con respecto a la competencia judicial para entender en el caso debe ser resuelta a partir de la preponderancia de la figura de la tenencia ilegal de arma de guerra y sus municiones como punto determinante para la calificación del hecho, en tanto la mayor gravedad de su escala penal importa un grado de protección de la seguridad pública que excede el previsto para la hipótesis del párrafo 3° del artículo 189 bis, del Código Penal.  También debe ser el magistrado provincial quien conozca de la infracción prevista en el artículo 289, inciso 3°, del Código Penal.


    A., Jorge Rafael y otros s/ Infracción Artículo 189 bis del Código Penal


    COMP. 915, XXXVI, 25 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Competencia nacional. 


    Resultan elementos indispensables que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Toda vez que el tribunal realizo medidas instructorias, esto implica que asumió la competencia que le fue atribuida y, por lo tanto, la declinatoria de competencia posterior constituye el inicio una nueva contienda.


    S., Gabriel Horacio s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP. 493, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Competencia provincial. 


    Remisión a lo resuelto en Competencia N° 71, L. XXXVI "R., Ramona Catalina s/ Infracción Artículo 42 bis de la Ley 20.429".


    Es doctrina del Tribunal que las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia, de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    I., Miguel Ángel s/ Portación arma de fuego uso civil Artículo 189 bis


    COMP. 1429, XXXVI, 27 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Juez previniente. Competencia provincial. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    El Tribunal tiene decidido que resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su omisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Edgar s/ Infracción Artículo 189 bis tercer párrafo del Código Penal


    COMP. 1229, XXXVI, 27 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Uso de documento falso. Fabricación o emisión ilegal de moneda u otros valores. Investigación inconclusa. Devolución del expediente. 


    Si bien la Corte ha admitido algunos supuestos de excepción en los que procedía la jurisdicción exclusiva del Tribunal ante una cierta o inminente afectación de las relaciones con potencias extranjeras, no se aprecia que concurran en este caso las circunstancias extraordinarias en que abonó tal postura. En primer lugar, de las constancias arrimadas no surge hasta el momento que un aforado sea parte en el proceso, ya fuere como querellante o querellado, según lo exige el criterio del Tribunal Supremo en la especie. Ello así pues, a pesar de que obra en el legajo copia del poder especial otorgado por el Estado a representantes legales para actuar en el proceso como querellante y la presentación efectuada por éstos en tal calidad, es inveterada doctrina de la Corte Nacional que los estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no tienen el carácter de aforados. Tampoco consta en el legajo informe alguno del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Exterior y Culto de la Nación, acerca del "status diplomático" de uno de los imputados como miembro de la representación del Reino de Arabia Saudita en el país, pero sí obra lo afirmado por el magistrado declinante en el sentido de que habría cesado en sus funciones y regresado a su país de origen. La Corte tiene dicho que no corresponde declarar la jurisdicción originaria cuando se trata de un asunto concerniente a una persona con "status diplomático", que cesa en sus funciones en este país, aun cuando las continuase en otro. Por otra parte, resultan improcedentes, a los efectos de la competencia originaria, las demás alusiones postuladas por el juez a ese fin. Sin perjuicio de todo lo expuesto, lo cierto es que la falta de investigación impide determinar tanto el contenido de los hechos presuntamente delictivos cuanto su eventual vinculación con la conducta de algún aforado. En este contexto, los extremos invocados en apoyo de la incompetencia adoptada son, al menos, prematuros e inconsistentes para determinar si se trata de un caso de los previstos en el art. 117 de la Constitución Nacional.


    S. J., Ricardo Alberto y otros - En representación de C. C.S.A. - s/ Querella presunta infracción Artículos 186, 292, 293 y 296 del Código Penal


    S. 950, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Violación de correspondencia. Competencia provincial. 


    Cuando las constancias incorporadas en autos no alcanzan para tener por demostrada al menos en la medida necesaria para discernir la competencia, la supuesta violación de correspondencia que también se denuncia, corresponde declarar la competencia del Juzgado de Transición de Lomas de Zamora para que continúe con la sustanciación de la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior y de las cuestiones que pudiera entablar con los demás pares de su provincia, de acuerdo con las reglas de derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    S., Daniel Ignacio s/ Denuncia


    COMP. 685, XXXV, 21 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Extradición


    Paralización del expediente. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el fallo de la causa G. 218, L. XXXIV, "G., Claudio s/ Captura".


    R., Luis y V. B., Fidencio s/ Extradición


    R. 293, XXXVI, 20 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Sentencia firme. 


    Toda vez que no surja de las constancias agregadas a la causa ni tampoco haya sido alegado por la asistencia técnica del requerido, que la sentencia haya adquirido firmeza, no puede calificarse a la misma como constitutiva de un hecho nuevo, cuya admisión, además, reviste un carácter estrictamente excepcional.


    A., José Alberto s/ Extradición


    A. 35, XXXIII, 09 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso


    Friero, Mario Jorge s/ Suspensión de juicio a prueba


    F. 406, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    En consideración de los argumentos vertidos por el Fiscal ante la Cámara Nacional de Casación Penal, se mantiene la presente queja.


    C., Miguel; G., Benjamín Leonardo; P., Jorge Luis y otros s/ Recurso de Queja - Causa n°2151-


    C. 190, XXXVI, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Medidas para mejor proveer


    Se solicita medidas para mejor dictaminar.


    S., José Luis y otro s/ Infracción Ley 23.737


    COMP. 536, XXXVI, 08 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Se solicitan medidas para mejor dictaminar.


    L. , Carlos s/ Denuncia


    COMP. 900, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Devolución del expediente. 


    F., Viviana s/ Denuncia


    COMP. 1434, XXXVI, 22 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    



    General. Jurisdicción y Competencia. Competencia. Por el Territorio. Distribución de la Competencia. Lugar de Comisión. 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Cheques extraviados o sustraídos. Lugar donde los títulos fueron entregados.


    En el delito de estafa, o en su tentativa, perpetrado mediante el uso de cheques extraviados o sustraídos, cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse por tal el lugar donde fueran presentados al cobro. Cuando de las probanzas incorporadas al incidente no es posible determinar el lugar donde se produjo esa entrega, corresponde al tribunal que previno, profundizar la investigación, sin perjuicio de lo que resulte una vez determinada la causa y el lugar de la entrega originaria, anteriores a la presentación al cobro de los cheques.


    Larre, Carlos Luis e Irmaco S.A. s/ Denuncia


    COMP. 1464, XXXVI, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Por la Materia. Distribución de la Competencia. 


    Contienda negativa de competencia. Afectación a la actividad desarrollada por una entidad privada. Ausencia de transgresión a la ley federal de educación.


    Las universidades privadas, aun cuando cumplan fines de utilidad general y expidan títulos de validez nacional, no son creadas por el Estado Nacional como directos instrumentos suyos de gobierno, sino que como lo prevé el artículo 5 de la ley 17.604- de contenido similar al artículo 62 de la ley 24.521- revisten el carácter de asociaciones civiles o fundaciones.


    D. H.,, Julio Carlos s/ Art. 255 1° parte del Código Penal- causa n° 444/2001-


    COMP. 457, XXXVII, 27 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Tramite de las cuestiones de competencia. 


    Competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Posible contradicción en las constancias del expediente.


    Antes de expedirse sobre la competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ante la existencia de una posible contradicción entre las constancias en el expediente, proporcionadas por el Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio, Internacional y Culto de la Nación, corresponde a éste aclarar dicha cisrcunstacia.


    Administración Nacional de Navegación y Puertos de la República del Paraguay s/ Pta. infr. art. 174 y cctes. del C.P.


    A. 3, XXXVI, 27 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Armas. Orden de allanamiento. Consentimiento. Mantenimiento del recurso. 


    Es posible, cuando existe consentimiento prestado sin vicio alguno de voluntad, que los funcionarios de la autoridad pública ingresen a un domicilio y efectúen una pesquisa aún sin contar con la orden judicial de allanamiento, sin que ello afecte la legalidad de la diligencia. En el mismo sentido, en rigor, no resulta exigencia del artículo 18 de la Constitución Nacional que la orden de allanamiento emane de los jueces. No cabe construir una regla abstracta, que conduzca inevitablemente a tachar de nulidad el consentimiento dado para una inspección o requisa domiciliaria en todos los casos en que quien lo haya prestado estuviese privado de su libertad, sino que es preciso practicar un examen exhaustivo de todas las circunstancias que rodearon cada situación en concreto, para arribar a una conclusión acerca de la existencia dé vicios que hayan podido afectar la libre voluntad del detenido. Por otro lado, no es nula la diligencia de secuestro si el procesado reconoce haber dado su consentimiento para el ingreso a su domicilio de los preventores y no ha invocado, ni cabe suponer, la existencia de ningún vicio en tal consentimiento prestado cuando se encontraba detenido. No es posible, desconocer relevancia al consentimiento prestado por el interesado para permitir el ingreso del personal policial a su domicilio, aún cuando no cuente con la orden de allanamiento expedida por el juez, documento que, no debe considerarse imprescindible para que la garantía que consagra el artículo 18 de la Constitución Nacional no resulte afectada.


    A., José Miguel c/ Tenencia de arma y munición de guerra


    A. 138, XXXV, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Defraudación. Doctrina de la arbitrariedad. Defensa en juicio. Debido proceso. Pronunciamiento inoficioso. Denegatoria del recurso. 


    Los agravios del recurrente, en tanto se refieren a los fundamentos fácticos a partir de los cuales se tuvo por acreditada la configuración del delito motivo de condena y a la interpretación de normas de derecho común, remiten al análisis de cuestiones ajenas a la competencia de la Corte, cuando conoce por la vía extraordinaria. Tampoco se pasa por alto que el Tribunal tiene resuelto en numerosos precedentes que, ante las particularidades que presentan determinados casos, es posible hacer excepción a dicha regla con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las garantías constitucionales de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. Esta situación excepcional no ha sido demostrada en el caso. Tampoco se advierte una crítica concreta y razonada de los fundamentos sobre los que se sustentó la interpretación asignada al régimen de derechos en suspenso ni tampoco un desarrollado de argumentos suficientes que permitan demostrar la arbitrariedad de esa inteligencia frente a aquella otra en que pretende ampararse el encausado. De igual forma, tampoco rebate las reflexiones en torno a que la aludida ley 11. 723 no resguarda exclusivamente derechos materiales. Por lo demás, en cuanto a la alegada nulidad del fallo, sólo cabe recordar que la Corte tiene establecido que la sola remisión a los fundamentos de primera instancia no torna arbitrario el pronunciamiento. Por otra parte, sin perjuicio de destacar qué los jueces no se encuentran obligados a examinar todas las cuestiones propuestas por las partes que, en su criterio, no sean decisivas para la solución del conflicto, resulta inoficioso el agravio que trae la defensa al sostener que en el fallo no se consideraron las objeciones que se formularon tanto respecto de la aplicación del artículo 72 de la ley 11. 723, como de la supuesta condena por hechos por los que no se lo indagó ni acusó, toda vez que surge con total evidencia que el reproche penal no se sustentó en ninguno de los supuestos tipificados en aquella norma, ni en sucesos por , los que no se le haya dirigido la debida imputación.


    B., Martín y otros s/ Artículo 71 de la Ley 11.723 -causa N°45.681


    B. 450, XXXIV, 07 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Es doctrina de la Corte que, las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa no justifican, en principio, dada su naturaleza procesal, el otorgamiento de la apelación extraordinaria, salvo cuando existe un apartamiento de las constancias del proceso o se realiza un examen de los requisitos que debe reunir la apelación ante el tribunal de la causa con inusitado rigor formal. Sin embargo, no son esas las circunstancias de excepción que se presentan en el sub examine.


    D., Danilo y otros s/ Artículos 84,94, y 249 del Código Penal


    D. 202, XXXV, 31 de julio de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución de la pena. Salidas transitorias. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa R. Nº 230, XXXIV in re "R. C., Hugo Alberto s/ Ejecución penal"


    Aunque vinculado con un conflicto de competencia, la Corte ha considerado que contra las resoluciones que adopte el juez de ejecución sólo procederá el recurso de casación, según lo dispuesto por el Art 491 del Código Procesal Penal de la Nación ya que ese principio sólo reconoce excepción en la disposición del artículo 24 inciso 1) del Código rito que atribuye intervención a la Cámara de Apelaciones respectiva en los recursos interpuestos contra las resoluciones de los jueces de ejecución para los casos de suspensión del proceso a prueba.


    S. Q., Hugo D. s/ Recurso de casación - Causa N° 2428


    S. 272, XXXIV, 15 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Sanciones penitenciarias carcelarias. Doctrina de la arbitrariedad. Insuficiencia del agravio. Inadmisibilidad del recurso. 


    Tiene resuelto la Corte que los reclamos de quienes se encuentran privados de su libertad, más allá de los reparos formales que pudieran merecer, deben ser considerados como una manifestación de voluntad de interponer los recursos de ley. En tales supuestos pueden admitirse presentaciones extemporáneas e informales, ya que es de equidad y aún de justicia, apartarse del rigor del derecho para reparar los efectos de la ignorancia de las leyes por parte del acusado o del descuido de su defensor. No debe acogerse el planteo realizado en base a la doctrina de la arbitrariedad siempre que la cuestión se vincule con la apreciación por parte del a quo acerca de los temas comprendidos en la apelación a los efectos de determinar su competencia, aspecto cuya revisión resulta por regla, atento su naturaleza procesal, ajena a esta instancia de excepción y tampoco se advierta que el apelante haya realizado una crítica exhaustiva, respecto de uno de los argumentos relevantes en los que se sustente el auto denegatorio.


    R. C., Hugo A. s/ Ejecución penal


    R. 230, XXXIV, 15 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Fraude a la Administración Pública. Mantenimiento del recurso. 


    Cuestiones análogas a las dictaminadas en la causa K. Nº 48, XXXV "K., Esteban E. y otros s/Apelación prisión preventiva y sobreseimiento en causa n° 190/88".


    Dirección General de Aduanas s/ Apela sobreseimiento de G., M. A. y otros


    D. 633, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar. Asistencia alimentaria. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Las cuestiones de hecho, prueba y derecho común, resultan ajenas por principio, a la vía del recurso extraordinario prevista en el artÍcuio 14 de la ley 48, salvo que en el caso concreto se demuestre arbitrariedad. No basta con citar las normas constitucionales que se consideran vulneradas , sino que también en atención a la gravedad del reclamo, se requiere la demostración de la trasgresión al derecho y garantía que se estimen afectados y la indicación expresa, clara y precisa de las razones en cuya virtud se afirma el vicio desacreditador.


    G., L. s/ Incumplimiento de los deberes de asistencia alimentaria - Causa N° 3306


    G. 798, XXXV, 26 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de casación penal. Allanamiento. Inviolabilidad del domicilio. Sana crítica racional. Doctrina de la arbitrariedad. Violación al debido proceso. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien la crítica del apelante conduce al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, materia que por regla, resulta ajena al conocimiento de la Corte, el recurso es formalmente procedente habida cuenta de la estrecha relación que aquellas guardan en este caso con la interpretación y el alcance de la garantía de la inviolabilidad del domicilio, lo que, suscita cuestión federal bastante en los términos del artículo 14 de la ley 48. La Corte tiene decidido que en el nuevo ordenamiento procesal, la Cámara Nacional de Casación Penal constituye un órgano intermedio ante el cual las partes pueden encontrar la reparación de los perjuicios irrogados en instancias anteriores, sobre todo si los agravios invocados, involucran una cuestión federal. Si bien la naturaleza restrictiva del recurso de casación impide modificar las conclusiones de hecho efectuadas por el tribunal de juicio al valorar las pruebas, ello no obsta a que se pueda determinar si la ponderación de las referencias fácticas de la decisión ha excedido los límites impuestos por la sana crítica racional. La revisión de pronunciamientos que resuelven la procedencia del recurso de casación resulta por regla, ajena a esta instancia extraordinaria, puede hacerse excepción posible a dicho principio, en tanto que la resolución recurrida ha dejado firme una sentencia que impidió el descubrimiento de la verdad jurídica objetiva sobre la base de fórmulas dogmáticas y genéricas, lo que importa una violación a las reglas del debido proceso. En consecuencia, por lo expuesto y los demás fundamentos vertidos por el señor Fiscal General, se mantiene la queja.


    P., Julián Ricardo s/ Ley 23.737 - Causa n° 403 -


    P. 365, XXXVI, 30 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia de estupefacientes. Comercialización ilegal de estupefacientes. Intervención de línea telefónica. Fundamentación de la resolución. Nulidad procesal. Reglas de la sana crítica. Sentencia arbitraria. Mantenimiento del recurso. 


    Bastaría para dar por válida la orden de una intervención telefónica, si su motivación surge de otra pieza procesal a la cual el auto se remita en forma inequívoca, y de la cual surjan con claridad los fundamentos que la avalan y, de las incontrovertibles constancias arrimadas al proceso con anterioridad al dictado del auto, siempre que de las mismas surja en forma indubitable la necesidad de proceder.  Si de las circunstancias particulares de la investigación, o de un acto, o petición anterior obrante en el proceso, se deriva necesariamente la utilidad manifiesta de la intervención telefónica, podría prescindirse de una detallada exposición de los motivos al momento de disponer la medida. La nulidad basada en la imposibilidad de reconstrucción de un acta es irrazonable. Ello tornaría prácticamente imposible la persecución penal de graves delitos en cuya represión debe manifestarse la preocupación del Estado como forma de mantener el delicado equilibrio entre los intereses en juego en todo proceso penal, cuales son los del individuo sometido a proceso y los de la sociedad agredida por el delito. Si bien la naturaleza restrictiva del recurso de casación impide modificar las conclusiones de hecho efectuadas por el tribunal de juicio al valorar las pruebas, ello no impide determinar si la motivación de la decisión en el plano fáctico y en la interpretación de las normas legales, ha rebasado los límites impuestos por la sana crítica racional.


    M., Domingo Luis y otros s/ Tenencia de estupefacientes


    M. 1258, XXXVI, 21 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Régimen penal cambiario. Debido proceso. Defensa en juicio. Sentencia ultra petita. Prescripción de la acción penal. Falta de fundamentación. Denegatoria del recurso. 


    El agravio con base en la presunta violación al derecho de defensa de los imputados que habría aparejado el no haber sido juzgados en juicio público, no se encuentra razonado con referencia a las circunstancias de la causa y a las normas aplicables al caso. En consecuencia, las quejas en este aspecto no pueden prosperar, pues los recursos extraordinarios cuya denegación las motivó adolecen así de la debida fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. Respecto al resto de los agravios, la Corte ha sostenido que la acusación constituye una etapa sustancial en la integración de todo proceso penal, por medio de la cual se delimita el objeto procesal. Es por este motivo que también estableció que las garantías del debido proceso y de la defensa en juicio exigen que aquélla describa con precisión la conducta imputada, a los efectos que el procesado pueda ejercer con plenitud su derecho a ser oído y producir la prueba en su descargo, así como también el de hacer valer todos los medios conducentes a su defensa que prevén las leyes de procedimientos. Por lo que, la insuficiente fundamentación que pueden contener los recursos extraordinarios no se suple con la mera alegación de las garantías constitucionales que los apelantes pueden entender conculcadas. En este orden de ideas, también carece de asidero el exceso jurisdiccional alegado por los recurrentes, si se tiene en cuenta que la intervención del a quo devino como consecuencia de la apelación deducida por la representante del Ministerio Público contra la resolución definitiva del magistrado de primera instancia que prevé el artículo 9, párrafo primero, de la ley 19.359. No se pasa por alto que si bien la Corte tiene establecido que la multiplicidad de instancias no es una condición cuya ausencia vulnere per se tal garantía constitucional, ello ocurre cuando se frustra sin fundamento válido la vía revisora prevista legalmente para obtener el reconocimiento del derecho invocado. Sin embargo, es precisamente el apuntado defecto de fundamentación el que impide advertir en el sub judice cuáles son las defensas que los imputados se vieron impedidos de ejercer en virtud del temperamento adoptado por el a quo. Por otra parte, no puede desconocerse la previsibilidad de un pronunciamiento como el que dictó, al no haber adquirido firmeza la nulidad declarada por el juez de grado, todo ello, insisto, en el marco del procedimiento establecido en los artículos 8 y 9 de la ley 19.359, especialmente, luego de la reforma introducida por el decreto 480/95, que reserva exclusivamente a la instancia judicial la resolución de casos como el presente. Por otra parte, en cuanto a la cuestión federal, su invocación resulta extemporánea y deviene insustancial, en la medida que no se aportan nuevos argumentos que permitan modificar la doctrina establecida sobre el punto por la Corte en Fallos: 320:763 y 321:824. Similar defecto de fundamentación al señalado se presenta con la alegada omisión en la observancia de las normas que regulan el procedimiento en el caso. No se desconoce que esta cuestión, en la medida que no se ha impugnado la constitucionalidad de las normas aplicables, se vincula exclusivamente con aspectos meramente procesales que, aún cuando estén contenidos en normas federales resultan, por regla, ajenos a esta instancia extraordinaria, salvo que se invoque arbitrariedad. Sin embargo, aún cuando ése es el vicio que se atribuye al pronunciamiento, el agravio, tal como está planteado, resulta inadmisible, toda vez que los recurrentes no llegan a acreditar que el procedimiento seguido en el trámite de apelación previsto en el mencionado artículo 9, párrafos segundo y tercero, de la ley 19.359, les haya vulnerado efectivamente interés jurídico alguno. Es oportuno destacar al respecto que la Corte, implícitamente, reconoció esa distinción entre uno y otro procedimiento en el precedente que se registra en Fallos: 315:2668. En esa ocasión, si bien vinculado con la necesidad de determinar cuáles eran los actos que interrumpían la prescripción de la acción para perseguir las infracciones de cambio, se afirmó que el artículo 19 aludía a la existencia de actos procesales de impulsión “dictados por la jurisdicción administrativa o judicial”, que se ejerce a partir del auto de instrucción del sumario en los casos en que no hay reincidencia. Esta última observación es la que refleja, precisamente, esa diferencia en la sustanciación de los procesos que establece la citada norma en su artículo 16, y cuya consideración ha sido omitida por los recurrentes.


    C. A. S. J. S.A. s/ Infracción Ley 19.359


    C. 202, XXXV, 03 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Queja por recurso denegado


    Excarcelación. Desistimiento del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa G. 485; L. XXXIV, “G., Guillermo Jorge s/ Extradición”.


    D. C., Jean Francois Louis Adrien s/ Excarcelación - Causa N° 30.524-


    D. 233, XXXV, 23 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 485; L. XXXIV, “G., Guillermo Jorge s/ Extradición”.


    D. S. N., Joao s/ Incidente de excarcelación - Causa N° 30740-


    D. 369, XXXV, 23 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 485; L. XXXIV, “G., Guillermo Jorge s/ Extradición”.


    S. C., Nahim Oscar s/ Excarcelación - Causa N° 15.526


    S. 589, XXXV, 23 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 485; L. XXXIV, “G., Guillermo Jorge s/ Extradición”.


    S. S., Ignacio Ricardo s/ Incidente de excarcelación - Causa 30.564


    S. 355, XXXV, 23 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa G. 485; L. XXXIV, “G., Guillermo Jorge s/ Extradición”.


    Smirnov Alexander., B. s/ Excarcelación - Causa N° 31.270


    S. 8, XXXVI, 23 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de apelación (pricesal)


    Extradición. 


    Se solicita a la Corte el envío de la prueba incorporada al debate.


    G. G., Alfredo y G., Sebastián Ignacio s/ Extradición


    G. 1, XXXVI, 17 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa N° 127, L. XXXV, "M. C., Julio César y S. D., María del Rosario s/ Extradición".


    M. C., Julio César y S. D., María del Rosario s/ Extradición


    M. 1102, XXXV, 15 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Excarcelación. Cooperación internacional. Mantenimiento del recurso. 


    La intervención de la Corte Suprema, encontraría fundamento suficiente en la circunstancia de que la excarcelación relegada o privilegiada receptada en el artículo 33, segundo párrafo de la ley de cooperación internacional en materia penal, es la consecuencia necesaria de una sentencia absolutoria.


    C., Roberto s/ Recurso de casación


    C. 1116, XXXVI, 21 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Terrorismo. Sentencia definitiva. Personas refugiadas. Cuestión abstracta. Confirmación de sentencia. 


    El delito de terrorismo, es un delito común, grave, no político, que debe ser juzgado por los tribunales y de acuerdo con la legislación interna de cada país. En el recurso ordinario de apelación, el criterio de calificación de sentencia definitiva es más severo que en el supuesto del artículo 14 de la ley 48, sin que quepa hacer extensivas las excepciones admitidas en estos casos. Frente a una sentencia que pone fin al juicio de extradición, no sería posible la reapertura de este proceso, aun cuando se revocare ulteriormente el refugio. La Convención relativa al Estatuto de los Refugiados, suscripta en Ginebra el 28 de julio de 1951, y el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados, suscripto en Nueva York el 31 de enero de 1957, no poseen ninguna cláusula que excluya de su ámbito de aplicación a las personas que, encontrándose sometidas a un proceso de extradición, solicitaren y, eventualmente, obtuvieren, la calidad de refugiados en el país requerido. Esta ausencia de limitación, responde a la naturaleza del llamado Derecho Internacional de los Refugiados cuyo contenido se define como una garantía mínima, no limitada por la contraposición del interés del Estado ni por la noción de reciprocidad entre los derechos y obligaciones contraídos, teniendo en cuenta "tanto las circunstancias especiales en que sus normas se aplican como por la calidad de los sujetos beneficiados". Así, el objetivo de la cooperación internacional entre los estados para reprimir la delincuencia, parecería ceder ante el de la protección que con sentido humanitario se otorga al que pide refugio, tendiente a proteger sus derechos fundamentales. La naturaleza del proceso de la extradición es mixta: administrativa por un lado, ya que se efectúan juicios de admisión y conveniencia reservados al órgano político; y judicial, por el otro, con el objeto de examinar la legalidad de la demanda. Tanto las convenciones internacionales como las normas nacionales, reconocen el derecho de un refugiado a no ser extraditado al país que motivó el refugio, beneficio que encuentra su fundamento en el principio de no devolución. La procedencia de la extradición, cuando existe tratado, está condicionada al cumplimiento de las exigencias formales y requisitos prescriptos en él.


    M. C., Julio César y otra s/ Extradición


    M. 127, XXXV, 02 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Oposición a la extradición. Narcotráfico. Confirmación de sentencia. 


    El procedimiento a que están sometidas las solicitudes de extradición no constituye un juicio contra el reo en sentido propio y no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables, ya que lo contrario importaría desnaturalizar el procedimiento de extradición que no admite otros reparos que los derivados de la soberanía de la Nación requerida y de las condiciones fundamentales escritas en las leyes y tratados que regulan la materia.


    L. M., Walter Javier s/ Extradición


    L. 464, XXXVI, 13 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso de queja (procesal)


    Secuestro extorsivo. Pena. Mantenimiento del recurso. 


    El análisis de la sentencia impugnada permite concluir, efectivamente, que lo referido a la individualización de las respectivas penas -cuyo aumento para ambos procesados había propuesto el recurso acusatorio- exhibe una insuficiente fundamentación.


    S. M., Rafael Santiago y otro s/ Secuestro Extorsivo - Causa N° 28.090


    S. 330, XXXV, 13 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Extradición. Inadmisibilidad del recurso. 


    El recurso ordinario de apelación debe ser incoado ante el a quo, a efectos de que se expida sobre su concesión, rito insoslayable de interposición.


    L., José Ricardo Defensor Publico Oficial s/ Su presentación en autos: "Agente Fiscal s/ Extradición de L. C., Juan Eduardo"


    L. 7, XXXVI, 22 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Pedido de extradición. Nulidad procesal. Aplicación de tratados internacionales. Denegatoria del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La nulidad procesal requiere un perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede su declaración en el solo interés del formal cumplimiento de la ley, ya que resulta inaceptable la declaración de una nulidad por la nulidad misma. En los procedimientos de extradición, la jurisdicción apelada de la Corte Suprema debe circunscribirse a los agravios mantenidos expresamente en el memorial presentado y en tanto ellos constituyan, además, una crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considera equivocadas. Ante la existencia de un tratado, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría apartarse del texto del instrumento convencional e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado de un acuerdo de varias Naciones.


    G., Guillermo Jorge s/ Extradición


    G. 466, XXXV, 02 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Tráfico de estupefacientes. Non bis in ídem. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La dualidad típica que el delito de tráfico de estupefacientes podría encerrar, queda desvirtuada ante la regla de interpretación que establece el artículo 36 de la Convención Unica de Estupefacientes, celebrada en Ginebra en 1961, incorporada a nuestra legislación por el decreto-ley 7672/63, de la que surge que los delitos allí enumerados deben considerarse como infracciones distintas, si son cometidos en diferentes países, ya que ambas acciones, exportar e introducir, lesionan ambos ordenamientos y poseen distintos momentos consumativos, aún cuando puedan resultar de un único designio. Reconocidos como hechos diferentes los que fundan la solicitud de extrañamiento y los investigados en la República Argentina, el caso queda fuera de la hipótesis contemplada en el artículo 8 del tratado de extradición que rige la ayuda, por lo que, el extrañamiento resulta procedente.


    C., Roberto s/ Arresto preventivo


    C. 216, XXXVI, 25 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a lo dictaminado en la causa S. 221, XXXIV "S., David Juan s/ Opone excepción por prescripción de la acción penal (causa n° 190/88)".


    Dirección General de Aduanas s/ Apela sobreseimiento de G., M. A y otros


    D. 609, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Remisión a lo dictaminado en la causa V. 187, XXII "V., Roberto y otros s/ Apelación de prisión preventiva (causa N° 51.253)".


    S., Juan s/ Extinción acción penal por prescripción y sobreseimiento parcial y definitivo (Causa C. 190/88)


    S. 243, XXXVI, 28 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S. 243, XXXVI "S., David Juan s/ Extinción acción penal por prescripción y sobreseimiento parcial y definitivo (causa n° 190/88)".


    D. D., Eduardo M. y T., Héctor O. s/ Excepción de prescripción de la acción penal


    D. 442, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S. 243, XXXVI, "S., David Juan s/ Extinción acción penal por prescripción y sobreseimiento parcial y definitivo (causa n°190/88)".


    C., Luis E., y otro. s/ Apelan prisión preventiva y DGA s/ Ap. acción penal por prescripción en causa 23/96


    C. 1055, XXXV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Denegatoria del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa V. 441, L. XXXV.


    V., J. R. s/ Supresión del estado civil de un menor - Causa N° 1841/98


    V. 440, XXXV, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Excepción de incompetencia. Garantías procesales. Jueces naturales. Violación de derechos humanos. Competencia federal. Excepción de cosa juzgada. Insuficiencia del agravio. Fundamentación del recurso. Falta de fundamentación autónoma. Inadmisibilidad del recurso. 


    En lo concerniente a la excepción de falta de jurisdicción planteada, la Corte tiene resuelto que las decisiones sobre competencia no constituyen sentencias definitivas, ni pueden ser equiparadas a ellas, en tanto no medie denegación del fuero federal o una efectiva privación de justicia. Tampoco la ausencia de sentencia definitiva puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. No advierto en el caso la presencia de los extremos que harían viable las excepciones que la Corte ha admitido a la mencionada doctrina. Ello así, por cuanto no media denegación del fuero federal, pues precisamente las actuaciones ya se encuentran bajo el conocimiento de la justicia federal; ni tampoco se produce privación de justicia, ya que el recurrente continúa sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado y permanente. Asimismo, si la Corte considerara superado el valladar sustancial de forma, atento la discusión que pesa sobre la inteligencia que cabe asignar a la Convención internacional sobre Desaparición Forzada de Personas, y la supuesta afectación, alegada por el recurrente, de la garantía del art. 18 de la Constitución, según el cual nadie puede ser sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa, cabe traer a colación lo que opiné en oportunidad de dictaminar en la causa Comp. 786, L. XXXVI, “Nicolaides, Cristino s/ Sustracción de menores". Por lo demás, la facultad de legislar en el ámbito procesal es un derecho inherente a la soberanía, por lo que no se configura una violación al principio constitucional del juez natural. No existe derecho adquirido a ser juzgado por un determinado procedimiento, pues las leyes sobre procedimiento y jurisdicción son de orden público, especialmente cuando estatuyen acerca de la manera de descubrir y perseguir los delitos". Aun cuando se interpretara que las conductas se encuentran pendientes de tipificar, ello no dificulta la aplicación de la normativa convencional internacional, pues el Estado mediante el uso de figuras penales existentes en la legislación sanciona los hechos considerados como desaparición forzada. Lo contrario llevaría al absurdo de que el país, ante la ausencia de una figura legal concreta llamada "desaparición forzada de personas" en el orden interno, no incrimine las conductas descriptas en la Convención en clara violación de los compromisos internacionales asumidos. O de igual manera, que dejase impune los delitos de privación ilegítima de la libertad, torturas, sustracción, ocultación y retención de menores. La desaparición forzada implica la violación múltiple y continuada de vanos derechos, todos ellos debidamente protegidos por nuestras leyes. El Poder Judicial sancionando los delitos tipificados en su ordenamiento penal interno dentro del marco fáctico de la desaparición forzada de personas, no sobrepasa áreas de su competencia en desmedro del Poder Legislativo sino que cumple con su misión de aplicar el derecho respetando la Constitución Nacional, además de cumplir el Estado con la adopción de medidas judiciales para cumplir con los compromisos asumidos. Por tanto, debe rechazarse el recurso extraordinario incoado sobre la excepción de falta de jurisdicción, correspondiendo a la justicia federal el conocimiento de las presentes actuaciones, habida cuenta las consideraciones efectuadas ut supra y las funciones incuestionablemente federales que desempeñara el imputado durante parte de la ejecución de los hechos que se le atribuyen y la relación de esa función con las conductas ilícitas imputadas, de conformidad con lo normado por el artículo 23 del Código de Procedimientos en Materia Penal. Respecto a la excepción de cosa juzgada, en principio, el remedio encontraría basamento formal para su admisión en la conocida jurisprudencia del Tribunal referida a lo siguiente: "la alegación de que una decisión judicial ha violado la garantía constitucional contra la doble persecución penal, habilita la instancia extraordinaria, pues ese derecho federal sólo es susceptible de tutela inmediata porque la garantía no veda únicamente la aplicación de una nueva sanción por un hecho anteriormente penado, sino también la exposición al riesgo de que ello ocurra mediante un nuevo sometimiento a juicio de quien ya lo ha sufrido por el mismo hecho. Sin embargo, el requisito de sentencia definitiva no es el único que satisface la procedencia formal de la apelación extraordinaria prevista en la ley 48. Sobre el particular, los argumentos del agraviado no cumplen con el requisito de fundamentación autónoma que rige en la oportunidad, en tanto no constituyen una crítica razonada y concreta de todos los fundamentos que dieron lugar a la resolución que se impugna por la vía del recurso extraordinario. En efecto, del examen de las piezas involucradas, aquéllos sólo implican una reiteración de los expuestos ante instancias ordinarias, en las que, encontraron acabada respuesta. Se vulnera así la doctrina del Tribunal que prohíbe la mera reedición por las partes de los argumentos vertidos en instancias ya superadas, lo que determinaría el rechazo del recurso. Así, asiste razón al a quo en cuanto sostiene, que no existe una identidad entre los hechos que fueron objeto de persecución en la sentencia aludida y los aquí tratados. Argumentos a cuyos fundamentos y conclusiones cabe remitirse, a los efectos de emitir el presente dictamen. No puede sostenerse, que el imputado haya sido indagado acerca de los mismos hechos concretos que son la base fáctica de este proceso. Ello así, pues esa circunstancia no surge de la lectura de las declaraciones indagatorias prestadas en aquella oportunidad; es decir, el imputado no fue perseguido por las conductas que hoy se investigan.  Avala dicha aserción la actual falta de determinación de la verdadera identidad y parentesco biológico de algunas de las eventuales víctimas aquí presentadas, como así también, el desconocimiento de estos hechos por parte de los órganos encargados del juzgamiento en aquel momento.  También el tribunal entendió que la posibilidad de que el personal a quien se mandaba a domicilios particulares a cometer delitos de la apuntada gravedad, se apoderara sistemáticamente de bienes en su propio beneficio, fuera necesariamente prevista y asentida por quienes dispusieron tal modo de proceder. Los delitos que aquí se imputan no integraron el sistema criminal sobre el cual recayó sentencia. Ello, porque se había entendido en esa oportunidad que la comisión de ellos sólo se había demostrado en forma ocasional. Así los Jueces, circunscriptos al marco fáctico delimitado por los hechos que entendieron integraron el sistema operativo delictivo en que debían expedirse, expresamente sentaron, entre otros, la no atribución del delito de sustracción de menores. Esto así, en la medida que no medió una efectiva y específica persecución, en modo alguno puede entenderse como ya juzgado.


    V., Jorge Rafael s/ Incidente de falta de jurisdicción y cosa juzgada


    V. 34, XXXVI, 14 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Excepción de prescripción. Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S. 243, XXXVI "S., David Juan s/ Extinción acción penal por prescripción y sobreseimiento parcial y definitivo (causa n° 190/88)".


    N., Graciela s/ Excepción de prescripción


    N. 57, XXXVI, 12 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Eximición de prisión. Concesión errónea del recurso. 


    Remisión al dictamen de la causa C. N° 817, L. XXXV, "C., Enrique s/ Excarcelación".


    G., Ricardo Santiago s/ Exención de prisión


    G. 576, XXXV, 01 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Cuestión federal. Concesión errónea del recurso. 


    Las decisiones que deniegan la excarcelación o la exención de prisión, en tanto restringen la libertad de los imputados con anterioridad al fallo final de la causa ocasionando un perjuicio que podría resultar de imposible reparación ulterior, son equiparables a sentencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48, por afectar un derecho que requiere tutela inmediata. Sin embargo, para que proceda la habilitación de la instancia extraordinaria, es necesario que se halle involucrada en el caso alguna cuestión federal. Resulta lógico descartar la segunda hipótesis del art. 316 referida a la obligación de apreciar la posibilidad de aplicar una condena de ejecución condicional y, en ese caso, conceder la exención de prisión, no obstante que la pena que le correspondiera al imputado superara los ocho años, cuando la decisión surja en forma integral y provisoria de los datos objetivos que hacen a las características del hecho y a la actitud del imputado frente al proceso, tales como la gravedad y multiplicidad de los ilícitos y la condición de prófugo.


    Couzo, Enrique s/ Exención de prisión


    C. 817, XXXV, 01 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Extradición. Confirmación de sentencia. 


    La objeción sobre la validez de la declaración de rebeldía dictada por el tribunal de Génova, si bien trata de una cuestión que excede el marco de la jurisdicción argentina, de ser planteada y prosperar ante la autoridad judicial competente una vez que el requerido se encuentre sometido a ella, podría dar lugar a la "restitución de los términos" que reconoce el ordenamiento procesal italiano. Por ello, corresponde reiterar el criterio allí sostenido y solicitar a la Corte nuevamente, que confirme el fallo apelado.


    R., Ivo s/ Extradición - Causa N° 1646/98-


    R. 183, XXXIV, 28 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Hábeas corpus. Extradición. Improcedencia del recurso. 


    El recurso extraordinario no puede prosperar, toda vez que lo resuelto por el a quo resulta acorde con la doctrina sentada por la Corte, al sostener que, atento al reducido ámbito de aplicación del hábeas corpus, este remedio procesal no es el adecuado para sustituir a los jueces propios de la causa en decisiones que les incumban, como acontece cuando se plantean cuestionamientos tendientes a demostrar lo injustificado de la detención originada en una causa seguida ante aquel, respecto de cuyas resoluciones, en caso de existir agravio, deberán hacerse valer los recursos legales correspondientes. En esa inteligencia, resulta claro de las constancias que el caso no encuadra dentro de los supuestos del artículo 3, inciso 1° de la ley 23.098, ya que la ausencia de jurisdicción invocada por el magistrado federal se encuentra vinculada con el estado en que se encentra el trámite del proceso de extradición, sin que por ello quepa inferir la detención del acusado, más allá del acierto o error de las razones que lo sustentan, no haya emanado de autoridad competente.


    B., Gustavo Hernan s/Habeas Corpus


    B. 153, XXXVI, 30 de marzo de 2000


    Ver dictamen


    Mantenimiento del recurso. 


    Se mantiene el recurso.


    A., Ofelia s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización - Causa N° 679-


    A. 857, XXXV, 10 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Reclusión accesoria por tiempo indeterminado. Medidas de seguridad. Pena. Non bis in ídem. Control de constitucionalidad. Cuestión federal. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    La pena, una vez dictada, consiste en un castigo que lleva implícito un fin de prevención general tendiente a demostrar en la sociedad el cumplimiento de la amenaza contenida en las normas penales abstractas. Diversamente, la medida de seguridad no significa conceptualmente un castigo por el delito cometido, sino una consecuencia jurídica preventivo-especial frente a la peligrosidad manifestada por el sujeto en la comisión de aquél, aún cuando para quien la sufre pueda tener un componente aflictivo. Los presupuestos de la pena y de la medida de seguridad difieren. El sustento de la pena está dado por la culpabilidad, entendida ésta como atribución subjetiva de responsabilidad por el injusto realizado, guiado por una necesidad preventivo-general y también preventivo-especial de sanción. En cambio, la medida de seguridad halla como presupuesto la peligrosidad, puesta de manifiesto a través de la comisión de la conducta típica y antijurídica por un sujeto inculpable, semiimputable e incluso culpable, guiada por una necesidad preventivo especial, y no preventivo-general de respuesta.  En el caso de las penas, la necesidad de prevención general imposibilita modificar el castigo impuesto no obstante la falta de peligrosidad demostrada por quien la sufre, lo que no sucede en el caso de la medida de seguridad que, sobre la base de la prevención especial, puede ser no sólo morigerada sino también dejada sin efecto. Si nos atenemos a una interpretación puramente gramatical de la ley, que es la primera que debe privilegiar el intérprete a la luz de la jurisprudencia de la Corte será necesario concluir que el artículo 52 del Código Penal califica a la accesoria de reclusión por tiempo indeterminado como "medida" por lo que de modo alguno podría constituir una pena.  Igual tratamiento pareciera asignarle la ley 24.660 cuando, al tratar las salidas transitorias y la libertad asistida, hace mención a la accesoria del artículo 52 del Código Penal, como algo distinto a la pena impuesta al condenado.  También parece haber sido éste el criterio que inspiró la reforma de los artículos 52 y 53 del Código Penal, operada por la ley 23.057, al considerarse en particular los distintos preceptos que lo integran. A ello debe sumarse lo manifestado por la Corte en el sentido que cuando la ley emplea varios términos sucesivos, "es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino empleados con algún propósito, por cuanto el fin primordial del intérprete es dar pleno efecto a la voluntad del legislador".  Desde una óptica diversa, si se atiende al fundamento de la medida se advierte fácilmente la diferencia entre el contenido preceptivo del artículo 52 del Código Penal y la pena de reclusión.  Mientras que la pena del artículo 5° del Código Penal encuentra apoyo en la culpabilidad por el delito cometido; la reclusión del artículo 52 de la ley sustantiva lo hace en la peligrosidad del condenado, cuya presencia impone el mantenimiento indeterminado de la medida.  Son estas características, duración indefinida y relevante función que cumple la peligrosidad, las que demuestran, también desde este horizonte, que la accesoria de reclusión por tiempo indeterminado constituye una medida de seguridad.  Para que a un sujeto se le imponga la accesoria del artículo 52 del Código Penal, debe haber cometido un delito que haya puesto de relieve una vez más su peligrosidad criminal, como también que esa peligrosidad demuestre la probabilidad concreta de comisión de otros delitos en el futuro.  La circunstancia de que la persona haya sufrido condenas anteriores por hechos de similar naturaleza, y que haya cumplido pena privativa de libertad como consecuencia de su actuar, muestra que tales condenas no le han servido de advertencia para no volver a cometer delitos.  Son los antecedentes condenatorios del autor los que reflejan una cierta habitualidad en la ejecución de hechos ilícitos, y es esta habitualidad la que hace necesaria una mayor respuesta desde las necesidades de la prevención especial. Tiene dicho la Corte que "la reclusión es una medida de seguridad que se impone en defensa de la sociedad a los delincuentes considerados incorregibles y el Código adopta como índice de esa incorregibilidad el número y gravedad de las anteriores condenas que el delincuente ha sufrido". "La ley sustantiva sólo autoriza la suspensión de la accesoria de reclusión por tiempo indeterminado, por única vez, en los casos de menor peligrosidad en el condenado". No parece admisible afirmar que la reclusión por tiempo indeterminado desconozca los postulados del principio de culpabilidad, al pasar de un derecho penal de culpabilidad por el hecho a un derecho penal que juzga la conducta de la persona en su vida.  El principio " nulla poena sine culpa" supone la puesta en relación de la consecuencia jurídica -pena- con un presupuesto -la culpabilidad- de modo que para poder imponer aquélla debe darse ésta.  La violación al principio expuesto quedaría de manifiesto al pretender invocarse, como fundamento de la medida, todos los hechos futuros cuya comisión quepa pronosticar dada la peligrosidad revelada a partir del hecho cometido, descartándose la sustentabilidad de la respuesta en la culpabilidad por el hecho, esto es el injusto culpable, como lo es en el caso de la pena. Sólo sería admisible, para quien postula la inconstitucionalidad, una proporcionalidad regida por el marco penal abstracto del delito cometido y no aquélla cuyos referentes sean, además del hecho realizado, los ilícitos que es previsible que el sujeto pueda cometer. Tal razonamiento es inválido pues el legislador penal ha previsto intervenciones distintas para la pena y la medida de seguridad. De ello debe seguirse que no resultan plenamente trasladables a las medidas de seguridad los principios y criterios que rigen la aplicación de las penas, afirmación que permite salvaguardar la validez constitucional de la norma cuestionada, con arreglo al criterio reiteradamente expuesto por la jurisprudencia de la Corte, al decidir que "es menester dar pIeno efecto a la indudable intención del legislador, siendo regla de hermenéutica de las leyes atender a la armonía que ellas deben guardar con el orden jurídico restante y con las garantías de la Constitución Nacional, y en casos no expresamente contemplados ha de preferirse la interpretación que favorece y no la que dificulta aquella armonía y los fines perseguidos legislativamente".  La medida, por más que sea vivida como fuente de sufrimiento por el sujeto, no está concebida objetivamente como tal, resultando claro que el legislador reiteradamente la ha considerado de una naturaleza diversa a la de la pena, presupuesto que no puede soslayarse a la hora de establecer los alcances de la ley, toda vez que también es criterio de hermenéutica que no debe presuponerse la inconsecuencia o falta de previsión en el legislador. El pronóstico de reiteración, basado en la peligrosidad expresada por el autor, y no la culpabilidad por el hecho con ocasión del cual se impone como accesoria de la condena, constituyó el fundamento tenido en cuenta por el legislador penal para establecer la reclusión por tiempo indeterminado, en el artículo 52 del Código Penal. La Corte tiene establecido que, "la reclusión por tiempo indeterminado, no configura un complemento necesario de la pena principal" lo que demuestra "que no se está frente a un supuesto de automática vinculación entre dicha accesoria y el hecho materia de la causa".  Una vez agotado el marco previsto por el delito cometido no existan razones para una mayor intervención penal cuando subsiste una peligrosidad criminal postdelictual. Máxime cuando es la propia ley sustantiva la que legitima la actuación del Derecho Penal frente a la peligrosidad.  Es doctrina de la Corte que "el principio del non bis in idem” prohíbe la nueva aplicación de pena por el mismo hecho, pero ello no impide al legislador tomar en cuenta la anterior condena -entendida ésta como un dato objetivo y formal- a efectos de ajustar con mayor precisión el tratamiento penitenciario que considere adecuado para aquellos supuestos en que el individuo incurriera en una nueva infracción criminal. Tambien tiene dicho que "la mayor severidad en el cumplimiento de la sanción no se debe a la circunstancia de que el sujeto haya cometido el delito anterior, sino al hecho de haber sido condenado en esa oportunidad y obligado a cumplir pena privativa de libertad, lo que pone en evidencia el mayor grado de culpabilidad de la conducta posterior a raíz del desprecio que manifiesta por la pena quien, pese a haberla sufrido antes, recae en el delito. Y que es evidente que esta insensibilidad ante la eventualidad de un nuevo reproche penal, no formó parte de la valoración integral efectuada en la primera sentencia condenatoria, por lo que mal puede argüirse que se ha vuelto a juzgar y sancionar la misma conducta". La mayor severidad con motivo de ese menosprecio por la pena por parte de quien la ha sufrido, ante la eventualidad de un nuevo reproche-penal, no sólo se refleja al momento de individualizar la pena a imponer por el nuevo delito cometido, sino también en el cumplimiento de ésta.  No puede pasarse por alto que la reincidencia funciona de igual manera en el artículo 41 del Código Penal que en el artículo 52, pues ella proporciona, en ambos casos, un pronóstico de recaída que hace que los jueces evalúen no sólo la pena que debe aplicarse sino también su modo de ejecución.  Los fundamentos y criterios expuestos, que autorizaran la ponderación de los antecedentes para la exclusión de la condicionalidad o la valoración cuantitativa al tiempo de la aplicación de una nueva pena, resultan válidamente predicables respecto de la apreciación judicial sobre la pertinencia de una medida de seguridad, en los términos del artículo 52 del Código Penal.  El distinto tratamiento dado por la ley a aquellas personas que demuestran cierta peligrosidad, respecto de aquellas que no exteriorizan una peligrosidad de futuro, no significa algún riesgo cierto de verse perseguido dos veces por el mismo hecho.


    S., Marcelo Claudio s/ Recurso extraordinario


    S. 351, XXXV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Recusación. Deber de imparcialidad. Defensa en juicio. Cuestiones de hecho y prueba. Denegatoria del recurso. 


    Es inveterada doctrina de la Corte que lo atinente a la recusación de los jueces es materia ajena a la vía del artículo 14 de la ley 48, por la naturaleza procesal del tema y la ausencia de sentencia definitiva o equiparable a tal. La Corte también ha reconocido excepciones a la regla enunciada, cuando “circunstancias especiales incidan en menoscabo del servicio de administración de justicia y requieran que su amparo llegue en la oportunidad en que surge y se invoca la cuestión constitucional”. No se advierte que los argumentos que se sostuvieron en las instancias ordinarias para denegar la recusación, sean dogmáticos y aparentes o que se haya aplicado la regla de un modo rígido y ritual que desnaturalice su ámbito propio, o se la haya utilizado para desestimar una tutela de imparcialidad encuadrada en los tipos normativos procesales que reglamentan la garantía constitucional de la defensa. La decisión del Juez de la instancia, mediante la cual desechó toda duda razonable la imparcialidad del magistrado a cargo de la investigación, resulta, más allá de su acierto o error, un razonamiento lógico que encuentra basamento en los elementos objetivos colectados, cuya ponderación, por otra parte, remite al examen de cuestiones de hecho y prueba de resorte exclusivo de los jueces de la causa y ajenos, en consecuencia, a esta instancia extraordinaria. Los pronunciamientos impugnados no trasuntan un apartamiento de las razones de seguridad y orden que inspiran el instituto de la recusación ni exhiben una despreocupación por el cabal ejercicio del derecho de defensa, en términos que equivalgan a prescindir de una recta administración de justicia.


    V., J. R. s/ Supresión del estado civil de un menor - Causa N° 30.944


    V. 441, XXXV, 10 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Cuestiones análogas a las consideradas en el dictamen de la causa S. 243, XXXVI "S., David Juan s/ Extinción acción penal por prescripción y sobreseimiento parcial y definitivo (causa n° 190/88)".


    DGA s/ Apela sobreseimiento parcial y detfinitivo de A., Blanca y R., Rubén W. en causa 190/88


    D. 445, XXXV, 19 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Remisión al dictamen de la causa M. 150, L. XXXIV, "M., Roque A. y otros s/ Infracción Ley 23.771".


    G., Benito M. y otros s/ Infracción Ley 23.771


    G. 3, XXXVI, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Relaciones diplomáticas


    Es necesario que se reitere el oficio de fecha 6 de abril habida cuenta que aún se encuentra pendiente de respuesta lo oportunamente solicitado a la Delegación de la Comunidad Económica Europea en nuestro país, por intermedio del Ministerio deRelaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación.


    M., Giulio s/ Artículo 94 del Código Penal


    M. 398, XXXV, 18 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Tenencia ilegítima de armas de guerra


    Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 989 L. XXXVI "G , Carlos Andrés s/ portación de arma de uso civil".


    G., Carlos Andrés s/ Tenencia ilegal de armas de guerra


    COMP. 1094, XXXVI, 03 de octubre de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XIII


    Derecho Tributario y Aduanero


    Demanda


    Ejecución fiscal. Impuestos provinciales. Correos. Declaración de inconstitucionalidad. Inhabilidad de título. Tesoro nacional. Rechazo de la demanda. 


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa T. 208, L. XXXIV, "Tucumán, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos -ENCOTEL- s/ Ejecución fiscal".


    Tucumán, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos s/ Ejecución fiscal


    T. 210, XXXIV, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    La cuestión es sustancialmente análoga al dictamen de la causa T. 208, L. XXXIV, "Tucumán, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos -ENCOTEL- s/ Ejecución fiscal".


    Tucumán, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos Sociedad Anónima s/ Ejecución Fiscal


    T. 209, XXXIV, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Impuestos provinciales


    Facultades del gobierno provincial. Empresas del Estado. Correos. Facultades delegadas. Declaración de inconstitucionalidad. Inhabilidad de título. Tesoro nacional. Rechazo de la demanda. 


    Al cuestionar el tributo cuya ejecución se intenta, con sustento en que la provincia actora carece de potestad constitucional para aplicarlo, se ha puesto en tela de juicio la existencia de la obligación, por lo que corresponde, entonces, considerar de manera preliminar este tema, toda vez que se controvierte un presupuesto esencial de la vía ejecutiva, como es la exigibilidad de la deuda, sin cuya concurrencia no habría título hábil.  Ha de tenerse presente que la delimitación de las órbitas de competencias entre el Gobierno Federal y los Estados provinciales, como lo ha sostenido el Tribunal, es una de las más trascendentes funciones jurisdiccionales que ejerce en instancia originaria.  El tributo en cuestión se manifiesta en abierta colisión con una interpretación auténtica del sentido y de la naturaleza que la propia Carta Magna asigna a las fuentes que nutren el Tesoro Nacional puesto que la admisión de la existencia de un gravamen provincial sobre un ingreso que integra los recursos que forman el Tesoro Nacional conduciría al absurdo de hacer viable la aplicación de impuestos o contribuciones locales sobre alguno de los demás ingresos tributarios (aduaneros o los internos) que lo alimentan.  Así, quedaría expedita la vía para que los Estados provinciales gravaran, por ejemplo, los recursos tributarios de los que dispone el Gobierno Nacional, con la consiguiente, merma y detracción de sus legítimas fuentes de financiamiento y la obstaculización de dichos instrumentos de gobierno, situación que no es querida, en momento alguno, por nuestra Constitución Nacional. No es ocioso señalar aquí que una cosa es que la Carta Magna establezca la concurrencia entre la Nación y las provincias respecto de una misma fuente de renta y, cosa muy distinta es que, so pretexto de utilización de legitimas potestades, se pretenda la concurrencia sobre el producido obtenido por la Nación de una determinada fuente de réditos y se detraiga, así, una porción de dicho producto. Ha admitido la Corte que no es objetable "la facultad de las provincias para darse leyes y ordenanzas de impuestos y, en general, todas las que juzguen conducentes a su bienestar y prosperidad, sin más limitaciones que las enumeradas en el art. 108 de la Constitución (actualmente, art. 126); siendo la creación de impuestos, elección de objetos imponibles y formalidades de percepción, del resorte propio de las provincias, porque entre los derechos que hacen a la autonomía de ellas es primordial el de imponer contribuciones y percibirlas sin intervención de autoridad extraña. Pero ha debido admitirlo, con la salvedad de que aquellas leyes impositivas no graven bienes existentes fuera de sus límites políticos, o actos con efectos en extraña jurisdicción; o que sean por otras razones contrarias a la Constitución". En esa tesitura, la facultad de las provincias para gravar toda actividad comercial e industrial que se desarrolle dentro de su territorio tiene, entre otros límites, aquéllas que expresamente han sido reservadas a la Nación, tales como las de Correo y Aduana. Además, lógico es suponer que si las provincias han delegado en la Nación tanto la obligación de establecer el sistema de postas y correos, como la facultad de obtener una renta de ello, no puede entonces la conducta posterior de los Estados locales menoscabar o dificultar, de forma alguna, ambos cometidos.


    Tucumán, Provincia de c/ Empresa Nacional de Correos y Telégrafos ENCOTEL s/ Ejecución fiscal


    T. 208, XXXIV, 29 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Quebrantos impositivos


    Inconstitucionalidad. Impuesto a las ganancias. Estados contables. Deber de conservación de la documentación. Carga de la prueba. 


    Remisión al dictamen S. 306, L. XXXV "Sancor Seguros de Retiro S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Proceso de conocimiento".


    La aplicación de la Ley 24.463 a los quebrantos experimentados con anterioridad al 31 de marzo de 1991, condicionando la existencia de la acreencia del contribuyente a la generación de ganancias gravables, resulta inconstitucional, por afectar derechos definitivamente adquiridos al amparo de un régimen legal anterior. A los efectos fiscales, los registros contables tendrán valor como prueba oponible a la Administración en relación a las operaciones gravadas o vinculadas con tributos, siempre y cuando estén corroboradas, en cada caso, con la documentación respaldatoria correspondiente. No le asiste razón a la actora cuando se agravia de la sentencia apelada y la contradice sosteniendo que los libros contables, por sí mismos, han de ser admitidos como prueba suficiente de sus operaciones y del resultado fiscal de estas. De igual modo, en momento alguno ha cuestionado que su deber de guardar y exhibir la documentación respaldatoria hubiera cesado por haber transcurrido los plazos indicados ni tampoco ha impugnado las normas respectivas, por lo cual ha de considerarse que tales normas son válidas y le son aplicables, sin más. Tampoco puede tener favorable acogida el fundamento defensivo de la recurrente, en cuanto al exceso reglamentario en que habría incurrido el Fisco, consistente en sostener que la Ley 24.073 no requería la presentación de los comprobantes respaldatorios. Obsta a lo alegado por la actora la circunstancia que, si bien la citada ley estableció como requisito la presentación de una solicitud de reconocimiento y de una nueva declaración jurada en la que se consignara el monto de los quebrantos no compensados y la fecha de su origen, no puede soslayarse que esa declaración jurada debía apoyarse en las anteriormente presentadas en virtud del impuesto a las ganancias las que, a su vez, han tenido que basarse, indefectiblemente, en los resultados del giro comercial de la firma, cuyas operaciones ha debido respaldar documentalmente y contabilizadas en forma adecuada. Además, en tanto el reconocimiento del quebranto configuraba una pretensión del contribuyente, sobre el recaía la carga de la prueba y, por ende, debía aportar la que la DGI le requiriese y, entre ellas, los comprobantes requeridos. Es doctrina de la Corte al respecto que la distribución de la carga de la prueba ha de ser conocida por los litigantes antes de que se haya constituido el proceso, en función de la índole del asunto a someter a decisión del órgano jurisdiccional.


    Arfin S.A. c/ Fisco Nacional (D.G.I.) c/ Dirección General Impositiva


    A. 264, XXXV, 23 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    AFIP DGI. Costas. Doctrina de la arbitrariedad. Derivación no razonada del derecho vigente. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Tiene dicho la Corte que lo atinente a la imposición de las costas en las instancias ordinarias es una cuestión fáctica y procesal, propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la vía prevista en el artículo 14 de la ley 48. Sin embargo, tal regla cede cuando el pronunciamiento carece de fundamentación suficiente, a la luz de la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que el decisorio no realiza una razonada aplicación del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos comprobados de la causa. En base a lo expuesto, resulta aplicable al sub judice la doctrina de la arbitrariedad de las sentencias que, si bien no resulta apta para corregir decisorios equivocados o que el recurrente estime tales según su criterio, atiende a supuestos de gravedad extrema en los que se verifique un apartamiento palmario de la solución prevista en la ley, o una absoluta carencia de fundamentación. Por lo que debe admitirse la presente queja y revocar la sentencia apelada en cuanto fue materia de recurso.


    Siderea S.A. s/ Dirección General Impositiva


    S. 321, XXXV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Determinación de impuestos. Sanciones tributarias. Hecho imponible. Presunciones. Elemento subjetivo. Confirmación de sentencia. 


    Conforme lo ha determinado la Corte, no caben dudas sobre la naturaleza tributaria que tiene el empréstito forzoso establecido por las leyes 23.256 y 23.549, de acuerdo con la doctrina que surge de Fallos: 318:676 y 785 (entre otros). Por ende, el instituto bajo análisis debe ser enfocado a la luz de la jurisprudencia del Tribunal aplicable a las sanciones de carácter tributario. En el sub examine se ha utilizado una serie de presunciones para aplicarla a la determinación de los gravámenes up supra referidos. Así, de una presunción del acaecimiento del hecho imponible no puede inferirse, al mismo tiempo y sin más, la existencia del tipo objetivo de una sanción. De lo contrario, la existencia de los elementos objetivos de los tipos penales se estarían basando en meras presunciones, con inversión no sólo del mecanismo que sustenta el principio de inocencia, sino además, volviendo perverso al sistema fiscal de presunciones y ficciones sobre el que se asienta buena parte del Derecho Tributario sustantivo. Tiene expresado el Tribunal que no cabe extender, al ámbito sancionatorio tributario, el sistema de presunciones que la ley establece con el objeto de determinar la existencia y medida de la obligación tributaria, puesto que lo contrario conllevaría una violación del principio de legalidad (arts. 18 y 19 de la Constitución Nacional) ya que la ley 11.683 (aplicable supletoriamente al gravamen involucrado, conf. art. 29 de la ley 23.549) delimita, al ámbito tributario sustantivo, la aplicación del sistema de presunciones. Por otra parte, debe tenerse presente, en lo relativo al requisito subjetivo exigible para la configuración de los tipos infraccionales, la pacífica doctrina del Tribunal en cuanto a que, para la aplicación de las sanciones previstas en leyes tributarias, no basta con la mera comprobación de la situación objetiva que configura el tipo del ilícito, sino que es menester la concurrencia del elemento subjetivo, en relación con el principio fundamental de que sólo puede ser reprimido quien sea culpable, es decir, aquél a quien la acción punible pueda serle atribuida tanto objetiva como subjetivamente.


    Daulin Sociedad Anónima c/ Dirección General Impositiva


    D. 273, XXXIV, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Deuda previsional. Forma del acto jurídico. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia arbitraria. Revocación de sentencia. 


    La Corte tiene dicho que es condición de validez de los fallos judiciales que ellos sean fundados y constituyan derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa. Por ello, la sentencia en crisis, importó prescindir, sin justificación alguna, del mecanismo que para el pago de este tipo de obligaciones se encuentra previsto en las disposiciones específicamente aplicables y, por ello, resulta arbitraria.


    Fisco Nacional (Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva) c/ Porvenir S.A.I.C.F.I.


    F. 78, XXXV, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Deudas impositivas. Sentencia definitiva. Doctrina de la arbitrariedad. Denegatoria del recurso. 


    Entre los requisitos propios del recurso extraordinario, está el atinente a que debe ser interpuesto contra una sentencia definitiva o equiparable a tal. Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos no son, por regla, susceptibles de tratamiento en la vía extraordinaria puesto que, para ello, se requiere que la recurrida sea sentencia definitiva, entendiendo por tal la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente reparación ulterior. Por lo demás, cabe señalar que la falta de dicho requisito, en casos como el presente, tampoco se subsana mediante la alegación de la tacha de arbitrariedad, doctrina que no tiene por objeto convertir a la Corte en un Tribunal de tercera instancia ordinaria ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que procura cubrir casos de carácter excepcional en los que groseras deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impidan considerar el pronunciamiento de los jueces ordinarios como la “sentencia fundada en ley” a que hacen referencia los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional.


    Fisco Nacional (Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva) c/ Metalúrgica Aprile S.R.L.


    F. 508, XXXV, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Revocación de sentencia. 


    Como ha expresado el Tribunal, si bien en principio las sentencias en juicios ejecutivos no reúnen el carácter de resoluciones definitivas a los fines del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48, debido a la posibilidad que asiste a las partes de plantear nuevamente el tema, ya sea por el Fisco librando una nueva boleta de deuda o, por el ejecutado, mediante la vía de la repetición, cabe dejar de lado dicho principio cuando el asunto fue decidido de manera tal que frustra todo replanteo ulterior en un juicio ordinario. El pronunciamiento recurrido traduce, cuanto menos, una postura subjetiva del juez, con prescindencia del indudable acatamiento que la interpretación judicial debe a la letra y al espíritu de la ley; máxime cuando, como en el caso, se trata de normas relativas a las estructuras básicas de la recaudación previsional, representadas por el art. 92 de la ley 11.683 y el régimen de percepción compulsiva de las deudas, problema que excede el mero interés individual de las partes y afecta de manera directa al de la comunidad toda, en razón de que incide en la percepción de la renta pública, al postergar su recaudación. Los intereses previstos por los arts. 42 y 55 de la ley 11.683 encuentran justificación en la mora del deudor (arts. 509 y 622 del Código Civil), y no en la necesidad de determinar el valor de una cosa o bien al momento del pago, de manera que no corresponde atribuir a tales accesorios el carácter de un mecanismo de actualización de deudas.


    Dirección General Impositiva c/ Troncoso Elvira Filomena O. S.H.


    D. 200, XXXV, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Transporte de carga. Documentación administrativa. Condonación de sanciones. Cuestión abstracta. 


    Consolidación de tributos. Exenciones.


    Tiene dicho el Tribunal que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento de ser dictadas, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario. El Poder Ejecutivo nacional dictó, el 25 de enero de 2000, el Decreto 93/00, mediante el cual estableció un régimen de consolidación de tributos y de "exención de intereses, multas y demás sanciones". En el art. 5, inc. a), establece la exención de "las multas y demás sanciones, que no se encontraren firmes", por infracciones cometidas con anterioridad al 31 de octubre de 1999, inclusive. Para el caso de las infracciones formales, el art. 7, párrafo tercero, establece que "cuando el deber formal transgredido fuese, por su naturaleza, insusceptible de ser cumplido con posterioridad a la comisión de la infracción, la sanción quedará condonada de oficio”. Cabe señalar, como surge del relato precedentemente efectuado, que se trata en autos de una infracción cometida el 20 de agosto de 1997 y que el incumplimiento del deber formal que la configuró, esto es, haber trasladado mercadería sin respaldo documental, ya no es susceptible de cumplimiento, circunstancias en cuya virtud cabe tenerla por condonada de oficio. Por ende, la cuestión traída a conocimiento del Tribunal mediante el presente recurso directo resulta actualmente abstracta.


    Nestlé Argentina S.A. s/ Apelación clausura


    N. 4, XXXV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    AFIP DGA. Recurso por retardo. Devolución de los importes indebidamente percibidos en concepto de tributos. Delegación legislativa. Interpretación de la ley. Confirmación de sentencia. 


    En materia de delegación de facultades legislativas, la Corte ha distinguido desde antiguo entre la delegación de poder para hacer la ley y la de conferir cierta autoridad al Poder Ejecutivo o a un cuerpo administrativo a fin de reglar los pormenores y detalles necesarios para su ejecución, sosteniendo que lo primero no puede hacerse, pero lo segundo es admitido "aun en aquellos países en que, como los Estados Unidos de América, el poder reglamentario se halla fuera de la letra de la Constitución”. El thema decidendum en el sub judice estriba en determinar si las citadas normas de la ley 22.415 han atribuido a la Administración la facultad de establecer reglamentariamente una única tasa de interés, aplicable tanto para la mora del contribuyente como para la repetición de tributos, o si, por el contrario, comprende el establecimiento de tasas diferenciadas para los casos referidos. La remisión formulada en el artículo 812 del Código Aduanero está referida al procedimiento para fijar la tasa de interés, y no a la tasa misma ya fijada en virtud de la norma a la que reenvía. Tal convencimiento se apoya en una interpretación gramatical de la norma. En efecto, cabe destacar que, contrariamente a lo pretendido por la recurrente, en la remisión no hay una referencia concreta, específica e inequívoca a la misma tasa fijada para el supuesto del art. 794, sino que, por el contrario, la redacción del reenvío está formulada en términos más genéricos, comprensivos tanto del organismo que establece la tasa (Secretaría de Estado de Hacienda), como de la institución oficial de referencia (Banco de la Nación Argentina), como asimismo del tope que los accesorios establecidos no podrán sobrepasar al momento en que sean fijados por la dependencia delegada (el doble del interés que dicho banco perciba para el descuento de documentos comerciales). La posición contraria implicaría tanto como admitir que el propio Legislador ha limitado férreamente parte de sus potestades para el establecimiento y fijación de políticas en cuanto a la materia tributaria. Máxime, en un ámbito como el de los recursos aduaneros donde, además de la finalidad recaudatoria que todo gravamen posee, constituye, además, un valioso instrumento de regulación económica, que a veces linda con el poder de policía y sirve a la política económica del Estado, en la medida que corresponde a las exigencias del bien general, cuya satisfacción ha sido prevista en la ley fundamental como uno de los objetos del poder impositivo. Corresponde recordar la jurisprudencia del Tribunal en cuanto establece que es regla de interpretación de las leyes la de dar pleno efecto a la intención del legislador, computando la totalidad de los preceptos de manera que armonicen con el resto del orden jurídico y las garantías de la Constitución Nacional. Ese propósito no puede ser obviado por los magistrados con motivo de sus posibles imperfecciones técnicas, toda vez que ellos –en cuanto servidores del derecho para la realización de la justicia- no deben prescindir de la ratio legis y de espíritu de la norma. La exégesis de la ley requiere pues de la máxima prudencia y cuidar que la inteligencia que se le asigne no lleve a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigorismo formal de los razonamientos desnaturalice el espíritu que ha inspirado su sanción. En esta tarea no es siempre recomendable atenerse estrictamente a las palabras de la ley, ya que el espíritu que la nutre ha de determinarse en procura de una aplicación racional.


    Neumáticos Goodyear S.A. c/ Administración Nacional de Aduanas


    N. 18, XXXIV, 31 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    AFIP DGI. Exenciones impositivas. Ley tributaria. Interpretación de la ley. Interpretación literal. Finalidad de la ley. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Tiene dicho el Tribunal que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del Legislador y la primera fuente para determinar tal voluntad es la letra de la ley, cuyas palabras deben ser comprendidas en el sentido más obvio del entendimiento común, sin que quepa a los Jueces sustituir al Legislador, sino aplicar la norma tal como éste la concibió. Respecto de las leyes tributarias en particular, la Corte ha establecido que las normas impositivas no deben interpretarse con el alcance más restringido que el texto admita, sino en forma tal que el propósito de la ley Se cumpla de acuerdo con los principios de una razonable y discreta interpretación, de donde resulta que las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de la norma y de su necesaria implicancia. La Corte expresó que media necesidad de que el Estado prescriba claramente los gravámenes y exenciones para que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus conductas respectivas en materia tributaria. Ello es así porque, a diferencia de las obligaciones impuestas mediante acuerdo de partes, donde cada una de ellas es responsable de la oscuridad de las cláusulas redactadas en mancomún, cuando se trata de una obligación que surge de la ley el deudor contribuyente no participa en la redacción normativa y la responsabilidad por deficiencias en orden a la claridad del precepto debe ser exclusivamente del Estado; es decir, de quien creó la obligación, sin que el sistema de consultas por parte del contribuyente sea obstáculo a la precitada doctrina. La inteligencia de las normas tributarias debe resolverse, en lo posible, acudiendo a normas de la misma órbita, computando la totalidad de las normas que las integran, para que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo con las reglas de una razonable y discreta interpretación. Sólo si con ello no alcanzara -supuesto que no ocurre en la especie- cabría acudir a leyes ajenas a dicho ámbito.


    Baiexim S.A. (TF 14902-I) c/ Dirección General Impositiva


    B. 475, XXXV, 30 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Impugnación del acto administrativo. Cesión de créditos. Interpretación de leyes federales. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El remedio federal resulta formalmente admisible, toda vez que se halla en juego la interpretación de normas de derecho federal y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que la apelante fundó en ellas. El artículo 29 de la ley de rito fiscal regula, de manera general, lo relativo a las acreditaciones y las devoluciones de los saldos a favor del contribuyente que hubiere realizado, por la razón que fuere, ingresos en demasía en las arcas del tesoro. Estas acreencias del contribuyente pueden ser objeto de devolución o bien de compensación con deudas que surjan en el régimen del mismo impuesto o en otro diverso cuya fiscalización y recaudación también esté a cargo de la AFIP; o bien ser objeto de cesión a favor de un tercero. Los mecanismos previstos implican, la forma en que el Legislador ha reglamentado un particular aspecto fiscal del derecho de propiedad de los contribuyentes, en cuanto al uso y goce de dichas sumas dinerarias, de acuerdo con los artículos 14, 17 y 28 de la Constitución Nacional, habida cuenta del fundamento superior dado por el principio de derecho natural que postula que "nadie debe enriquecerse sin causa a costa de otro", regla ética de proyección patrimonial que alcanza también al Estado. Con singular referencia a la cesión de saldos a favor, el segundo párrafo de la norma indicada establece que cuando en virtud de disposiciones especiales que lo autoricen, los créditos tributarios puedan transferirse a favor de terceros responsables, su aplicación por parte de estos últimos a la cancelación de sus propias deudas tributarias, surtirá los efectos de pago sólo en la medida de existencia y legitimidad de tales créditos. La Administración Federal de Ingresos Públicos no asumirá responsabilidades derivadas del hecho de la transferencia, las que en todos los casos, corresponderán exclusivamente a los cedentes y cesionarios respectivos. En el régimen del IVA, la cesión de créditos se halla prevista y autorizada por el artículo 24, segundo párrafo, de la ley. Dicha norma fija, respecto de los saldos a favor del contribuyente originados por ingresos directos en el IVA, que podrán ser objeto de las compensaciones y acreditaciones previstas por los artículos 35 y 36 de la ley 11.683, o en su defecto, les será devuelto o se permitirá su transferencia a terceros responsables en los términos del segundo párrafo del citado artículo 36.  Dentro del conjunto normativo señalado, la ley del IVA es una norma particular, en los términos del artículo 29 de la ley 11.683, que regula en forma especial lo relativo al destino que el contribuyente puede dar a las sumas ingresadas en demasía al Fisco, mediante los denominados ingresos directos. Es el propio Legislador quien, como quedó dicho, ha regulado un aspecto atinente al derecho de propiedad de los contribuyentes y, en lo que interesa al sub judice, ha permitido expresamente que éstos puedan realizar una cesión de créditos a favor de terceros. Sin perjuicio de lo expuesto y, a mayor abundamiento, cabe indicar que, tampoco puede compartirse el razonamiento de la accionada cuando pretende sustentar la supuesta falta de reglamentación general de la cesión de créditos, originados en operaciones diversas de las exportaciones, en la derogación de la R.G. 2223 y en que el régimen de la RG. 3417 sólo regula lo concerniente al IVA en cuanto a los saldos a favor provenientes de operaciones de exportación. Es cierto que, en este último caso, dichas acreencias, por la especial fuente de su origen, han merecido un tratamiento diverso. Más, para las transferencias de créditos originados en otras operaciones, resultan aplicables disposiciones de las R. G. 2785 y 2948, que determinan, respectivamente, la fecha a partir de la cual surten efectos las transferencias de créditos a terceros y el procedimiento para impugnar la incorrecta o ilegítima determinación del importe cedido. Es más, el artículo 2° de la primera señala que, “lo dispuesto (...) será de aplicación a todas las transferencias de créditos fiscales a terceros responsables, autorizadas por disposiciones normativas que reglen la materia.”, es decir, en lo atinente al objeto del sub discussio, la autorización dada por el artículo 24,2° párrafo, de la ley del IVA. En este orden de ideas, es menester advertir también que, no se produce en autos lesión alguna a sus facultades reglamentarias, puesto que dichas potestades de reglamentación, en consonancia con el artículo 99, inc. 2°, de la Constitución Nacional pueden y deben ser ejercitadas cuando lo considere conveniente y preciso, pero sin producir excepciones reglamentarias ni desnaturalizar, ni mucho menos eliminar, el derecho constitucionalmente reconocido a los administrados, supuesto que, se produciría en la especie por vía de omisión, de admitir la tesitura de la recurrente. Por último, tampoco es atendible el agravio del Fisco fundado en que la sentencia apelada implica un perjuicio en sus facultades de inspección y verificación. Contrariamente a lo alegado, estas facultades permanecen intactas toda vez que las mismas surgen de la propia ley y en ningún momento han sido cuestionadas ni limitadas en autos. Dicha norma establece que el Fisco tiene “amplios poderes para verificar en cualquier momento, inclusive respecto de periodos fiscales en curso, por intermedio de sus funcionarios y empleados, el cumplimiento que los obligados o responsables den a las leyes, reglamentos e instrucciones administrativas, fiscalizando la situación de cualquier presunto responsable”. Para ello, cuenta con amplísimas potestades descriptas a lo largo de seis incisos, tendientes todas a determinar la veracidad de las relaciones económicas mantenidas por los contribuyentes y demás responsables que sean de interés a los fines de la aplicación correcta y puntual de los tributos a su cargo. Cabe recordar que, además el tercer párrafo del artículo 29 de la ley 11.683 establece, en relación a la cesión que “La impugnación de un pago por causa de la inexistencia o ilegitimidad del crédito tributario aplicado a tal fin, hará surgir la responsabilidad personal y solidaria del cedente” para el caso en que el cesionario intimado por el Fisco no abonara el tributo. A resultas de lo cual, el Fisco queda, suficientemente garantizado ya que, en caso de que el cesionario pretendiera cancelar sus obligaciones con un crédito que resultara impugnable, luego de que ejerciera sus facultades de fiscalización y verificación, no sólo debe responder el por sus propios tributos, sino que la ley hace personal y solidariamente responsable al cedente.


    F.M. Comercial S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Impugnación del acto administrativo


    F. 96, XXXIV, 31 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Dirección General Impositiva. Ejecución fiscal. Seguridad social. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    Asiste razón al apelante cuando afirma que el juzgador se apartó de las normas vigentes que resultaban de ineludible aplicación en el caso, habida cuenta de que en contra de lo que afirmó, el decreto 507/93, que estableció la aplicabilidad en las ejecuciones de las deudas de la seguridad social de varios artículos de la ley 11.683 y le asignó a la Dirección General Impositiva todo lo referido a la aplicación, fiscalización y ejecución de los recursos relativos a dicha materia, fue ratificado por el artículo 22 de la ley 24.447, y que el decreto 2.102/93 señala las disposiciones de tal ley que resultan aplicables en relación con los mencionados recursos definidos en el artículo 3 del citado decreto 507/93. La circunstancia señalada es suficiente para descalificar la sentencia recurrida, en cuanto el juez actuante no pudo válidamente prescindir de tales normas que estaban vigentes a la fecha en que dictó el decisorio.


    Dirección General Impositiva c/ Pérez, Romualdo


    D. 17, XXXV, 31 de octubre de 2000


    Ver dictamen


    Estado Nacional. AFIP DGI. Bancos provinciales. Legitimación procesal. Determinación de impuestos. Defensa en juicio. Banco Central de la República Argentina. Interpretación y aplicación de la ley. 


    Remisión al dictamen de la causa S. 306, L. XXXV, "Sancor Seguros de Retiro S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Proceso de conocimiento".


    Deben ser rechazados los referidos planteos de la accionada puesto que, tratándose de un crédito puro y simple contra el Estado Nacional, no existe ninguna limitación en punto a su transferibilidad, sea a la nueva entidad crediticia surgida de la privatización del BPRN o, al propio erario provincial. Las normas provinciales que rigieron el proceso de privatización del BPRN, operado en virtud de la amplia autonomía que reconoce a las provincias nuestra Carta Magna, dispusieron que los créditos provenientes de los quebrantos experimentados hasta el ejercicio fiscal 1992 no fueran transferidos a la nueva entidad. Por lo tanto, no puede ser puesta en tela de juicio la cesibilidad del crédito en cuestión ni, por ende, argüida con éxito la presunta falta de legitimación de la actora. La privatización de mentas queda objetivamente fuera del ámbito de aplicación de las normas sobre reorganización de sociedades, conforme con el sexto párrafo del art. 77 de la Ley del Impuesto a las Ganancias, lo cual basta para rechazar la defensa de la demandada a este respecto. La queja que formula la actora, en cuanto a que no se ha seguido el procedimiento determinativo de oficio establecido en la Ley 11.683 no resulta atendible dado que, la Ley 24.073 realizó, ipso iure, una conversión de los quebrantos en créditos fiscales y estableció, en su art. 32, el procedimiento especial para obtener el reconocimiento del quebranto y, consecuentemente, del crédito correspondiente, ajeno a la economía propia de la ley de rito fiscal. Por ende, resulta comprensible que el Legislador se apartara del procedimiento determinativo de oficio que, por otro lado, es el resultado final de una tarea de inspección y fiscalización por parte del Fisco mucho más amplia que la mera comprobación circunscripta a ciertos quebrantos. Además, contra la resolución que reconocía o no los quebrantos, cabía el recurso jerárquico regulado por el art. 74, del Decreto n° 1397/79, reglamentario de la ley de rito fiscal, contra cuya decisión, a su vez, correspondía la vía del art. 23, inc. a), de la Ley 19.549. En el sub judice no se aprecia que exista lesión en su derecho de defensa, puesto que ha hecho uso tanto de su facultad de recurrir en sede administrativa como de apelar ante la Justicia y, por mandato de los arts. 116 y 117 de la Carta Magna, ventilar la cuestión ante el más Alto Tribunal del país donde ha gozado en forma amplia e irrestricta del derecho a proponer y producir las pruebas que hacen a sus pretensiones jurídicas. Asiste razón a la actora en punto a la utilización del índice de incobrabilidad establecido obligatoriamente por el BCRA para cumplir con las regulaciones que hacen a la actividad bancaria. En efecto, la ley autoriza la realización de una previsión contra los malos créditos, siempre y cuando sea en cantidades justificables de acuerdo con los usos y costumbres del ramo. Si bien la DGI puede establecer normas respecto de la forma de efectuar estos castigos, no ha hecho uso de esta facultad. La demandada no sólo no ha alegado existencia de norma reglamentaria alguna en este sentido, sino que se limitó a alegar que los índices utilizados por el BPRN difieren de los que corresponde adoptar conforme el reglamento de la ley, mas no ha indicado, como debía, en qué radica precisamente esa disconformidad, al tratarse de una previsión acorde con las normas del ramo, comprensible dentro de la enumeración no taxativa del art. 142 del reglamento. Por otra parte, es razonable que una entidad bancaria adopte, a los fines tributarios, las normas obligatorias que, a los efectos propios de su actividad, le dicta el BCRA. En cuanto al modo de computar las pérdidas en razón de las quitas otorgadas por el BPRN, a sus deudores, por aplicación de la Comunicación BCRA “A” 1725, las ganancias provenientes de créditos en cuestión resultan ser de tercera categoría y, por ende, conforme el inc. a) del art. 18 de la ley respectiva, deben ser imputadas al año fiscal en el cual se han devengado y se consideran ganancias del ejercicio. Parece claro que las quitas producidas en los créditos otorgados representan un concepto que resulta deducible, a los fines de establecer la ganancia neta del ejercicio, sea que se lo considere como un gasto del ejercicio o bien como una aminoración del derecho de crédito del banco. Cualquiera sea la postura adoptada, debe atenerse a los términos del art. 17 de la ley del gravamen, que establece que, para arribar a la ganancia neta, se restarán de la ganancia bruta los gastos necesarios para obtenerla o, en su caso, mantener y conservar la fuente. De esta forma, el art. 80 de la ley prevé que los gastos cuya deducción se permite son los efectuados para obtener, mantener y conservar las ganancias gravadas por este impuesto y se restarán de las ganancias producidas por la fuente que las origina.  Las quitas, al igual que los créditos, han de regirse por el criterio del devengamiento indicado, sin perjuicio de que puedan resultar objeto de los pertinentes reajustes en los ejercicios siguientes, en función de las vicisitudes de los créditos y del efectivo cumplimiento que hayan tenido los deudores. Asiste razón a la actora, puesto que, a la fecha de cierre del ejercicio 1990, debía considerarse devengado el crédito, junto con la quita otorgada, sí el deudor había cumplido con el primer vencimiento. Otro de los extremos a dilucidar versa sobre la forma de valuar ciertos títulos públicos representativos de deuda externa, denominados "promissory notes". Resulta aplicable el art. 96, inc. c) de la ley del gravamen, primer párrafo, en cuanto establece que los títulos públicos, bonos y títulos valores que coticen en bolsas o mercados, se valuarán al último valor de cotización a la fecha de cierre del ejercicio. La norma no realiza ninguna distinción en cuanto a si su cotización se realiza en el país o en el extranjero, y tampoco contiene limitación alguna en cuanto a la plaza que debe tomarse en consideración, resultando aplicable la regla de derecho que prescribe que donde la ley no distingue no debe hacerlo el intérprete. Por otra parte, la posibilidad de elección de plaza de valuación, aun optando por algún mercado extranjero, será inevitable en el caso de que se posean títulos valores sin cotización en nuestro país. Además, la postura de la DGI no resulta certera, ya que si hubiera que limitar la posibilidad de cotización a nuestro territorio, ni la ley ni el reglamento determinan qué plaza local hay que tomar en cuenta, por lo cual subsistirían los inconvenientes que el Fisco alega en cuanto a la facultad de optar por otras plazas.  Tiene dicho el Tribunal que la tarea de interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo y cada ley sólo por su fin inmediato y concreto, sino que todas han de entenderse teniendo en cuenta los fines de las demás y dirigidas a colaborar en su verdadera estructuración. Esta postura se ve corroborada también, acorde con la doctrina de la Corte, por el texto del art. 63 de la ley, que establece que cuando se enajenen títulos públicos el costo a imputar será igual al valor impositivo que se les hubiere asignado en el inventario inicial correspondiente al ejercicio en que se realice la enajenación. De esta forma, la ley admite, implícitamente, que el valor contable de estos títulos puede ser susceptible de modificación puesto que, de otra forma, el Legislador hubiera establecido que el costo a imputar será el del valor de adquisición. Por último, que la solución propuesta resulta respetuosa de la incorporación del criterio de la "renta mundial", con la modificación introducida por la Ley 24.073 en cuanto a la gravabilidad de todas las ganancias del sujeto pasivo residente en nuestro país, con independencia del lugar donde las haya obtenido.  Se ha discutido también la forma de valuar ciertos títulos públicos adquiridos por el BPRN, pero que no habían sido recibidos aún del Estado Nacional, ya que el Fisco rechazó su valuación considerando que debían ser contabilizados como "créditos". Resulta claro, que la actora tenía un derecho creditorio consistente en poder exigir, la entrega de los títulos públicos, al precio pactado. Al no encontrarse en poder de la actora los títulos o bonos, no existe cosa alguna a revaluar, ya que el crédito, en sí, no resulta susceptible de revalúo en tales condiciones. De tal forma, asiste razón al Fisco en este punto, en cuanto al encuadramiento jurídico asignado a las "promissory notes" por recibir, que deben valuarse como un crédito en la moneda en que fue contratado, según prescribe el inc. a) del art. 96 de la ley del gravamen.


    Río Negro, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Nulidad de acto administrativo


    R. 929, XXXI, 04 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Importaciones. Origen de la mercancía. Certificado de origen. Interpretación de la ley. Buena fe. Forma ad solemnitaten. Forma ad probationem. Verdad jurídica objetiva. Finalidad de la ley. Integración económica. Procedencia del recurso. Revocación de sentencia. 


    Ha sostenido el Tribunal que el ACE es un tratado, en los términos del art. 2, inc 1. apartado a, de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, en el cual el consentimiento de nuestro país de vincularse a sus términos se ha formulado en forma simplificada, debido a su encuadramiento en el Tratado de Montevideo, previamente aprobado por el Estado y que, por lo tanto "integra el ordenamiento jurídico de la Nación con rango supralegal. El anexo V del ACE n° 14 establece la posibilidad de incluir normas específicas en materia de origen a fin de cumplir con el objetivo de promover la complementación económica de ambos Estados, y que en el capitulo I de dicho anexo se pautan las condiciones sustanciales exigidas para que las mercaderías puedan ser consideradas como “de origen” de alguno de los países signatarios. Luego, en el capitulo II del mismo anexo V, se reglan las cuestiones de carácter formal, tendientes a la “declaración, certificación y comprobación” del origen alegado. En tal sentido, se exige como medio de prueba un documento (“certificado de origen”) en el que se deja constancia del cumplimiento de los requisitos sustantivos enumerados en el capitulo I del anexo.  Con fundamento en la consecución de los fines de integración y la buena fe en la interpretación de las normas de los tratados internacionales, la Corte entendió que la norma del art. 16 del anexo V impide que, ante defectos formales del certificado de origen, la ANA adopte una resolución que implique excluir definitivamente la importación del régimen preferencial previsto para las operaciones realizadas en el marco del ACE en tratamiento, sin recabar previamente de las autoridades gubernamentales del país exportador las informaciones adicionales que correspondan a fin de poder dar solución al problema planteado.  El criterio de la Corte implicó privilegiar los contenidos sustanciales del régimen de integración por encima de los requisitos formales previstos, los cuales no son sino uno de los instrumentos diseñados para la consecución de aquéllos.  Las normas de la Res. 78/87 (ALADI) no son de aplicación al caso de autos, puesto que, han sido sustituidas por las normas específicas contenidas en el ACE n° 14 y su 17° Protocolo Adicional, sin perjuicio de que, en gran medida, éstas han seguido sus pautas en cuanto a los plazos y formas acreditativas del origen. El 17° Protocolo Adicional del ACE n° 14 es también un tratado internacional que integra el ordenamiento jurídico de la Nación con rango supralegal que, tuvo por finalidad establecer un régimen armonizado de procedimientos y sanciones para los casos de falsedad en los certificados de origen emitidos. Como lo ha destacado el Tribunal Fiscal en su decisorio, en el art. 100 se establece que el certificado de origen ha de ser emitido a la fecha de embarque de la mercadería amparada por él, norma que se relaciona con lo dispuesto en los arts. 10°, 11° Y 12° del anexo V del ACE n° 14, en cuanto regulan la necesidad de contar con ese documento para que la importación de productos pueda beneficiarse con las reducciones de gravámenes y, en especial, con la norma contenida en el último de los citados artículos, en cuanto establece que dichos certificados tendrán una validez de 180 días, a partir de la fecha de su expedición. En el caso de las normas aquí aplicables, el cumplimiento de las formas relativas a la emisión, validez y presentación del certificado acreditativo del origen de las mercaderías, con función netamente probatoria, no puede llevarse al extremo de transformarlo en un requisito formal ad solemnitatem, de manera tal que cualquier incumplimiento, por intrascendente que sea, implique automáticamente privar a la operación comercial del amparo otorgado por el régimen. Tal tesitura implicaría no sólo tergiversar el valor probatorio que tales formas tienen en cuanto a la demostración del origen de los bienes involucrados, sino además, desviar o directamente impedir la consecución de las finalidades del ACE, inscripto en un marco de integración internacional, so pretexto de una obstaculización en las funciones de comprobación que atañen a la autoridad aduanera nacional. En tal sentido, los incumplimientos de carácter formal podrán ser reprimidos en virtud de las normas que así lo disponen, mas sin que ello implique una pérdida del derecho a los beneficios tributarios otorgados por las normas sustantivas aplicables. Ha de interpretarse lo dispuesto por el art. 6.1, del Anexo VIII “A", de la Res. 1022/92 de la ANA, compatibilizándolo con el ACE n° 14. Esta norma reglamentaria permite al importador el despacho a plaza de la mercadería sin presentar el certificado de origen y sin abonar los aranceles del régimen general, si garantiza previamente la diferencia de tributos existente y el pago de las sanciones por incumplimientos formales. Así, tiene un plazo de 90 días para presentar la documentación faltante y liberar las garantías exigidas. Ahora bien, si transcurre ese término sin que se acompañen los instrumentos, la ANA se halla habilitada para reclamar las diferencias arancelarias y aplicar las sanciones formales, sin perjuicio de la eventual repetición que pudiera intentar el contribuyente que posteriormente acredite haber reunido el extremo sustantivo del origen invocado, dentro de los plazos de prescripción establecidos por el Código Aduanero. En cuanto puede ser aplicable al sub lite, que aun cuando hubiere transcurrido el plazo de 90 días, si el contribuyente consigue demostrar el origen invocado con anterioridad a que la ANA obtenga el cobro del gravamen, tengo para mí que continuar con los trámites para exigir el pago de un tributo que resulta claro que no se adeuda, constituye un ritualismo inútil. Por último, tratándose el ACE n° 14 de un tratado internacional, ha de ser interpretado y cumplido de buena fe según el art. 31 inc. 1° de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, principio hermenéutico que, sumado a la consideración de los fines de integración concreta expresados en los acuerdos internacionales involucrados en autos, entraña el rechazo de la inteligencia otorgada a las normas por el a quo, toda vez que ella implica su impedimento en el caso concreto. En este sentido, el ACE n° 14 es desarrollo del Tratado de Integración, Cooperación y Desarrollo suscripto entre nuestro país y el Brasil, uno de cuyos objetivos fue remover todas las barreras arancelarias y no arancelarias que se aplican a la circulación de bienes, servicios y capitales entre ambos Estados, siempre teniendo en mira la constitución de un Mercado Común, meta que luego se instrumentaría mediante el Tratado de Asunción del 26 de marzo de 1991, suscripto también con la República del Paraguay y la República Oriental del Uruguay, constitutivo del MERCOSUR. Mal se aviene con esta necesidad de integración y cooperación privar de efectos, a la exención de operaciones de comercio intrazonal, por incumplimientos de tipo formal, como en este caso la presentación extemporánea de los certificados de origen o bien su emisión posterior al registro de la importación, sin realizar investigación complementaria alguna respecto de la verdad objetiva del origen de las mercaderías. La presentación temporánea o tardía del certificado no muda la naturaleza del origen alegarlo.


    Autolatina Argentina S.A. (TF 7846-A) c/ Administración Nacional de Aduanas


    A. 529, XXXIV, 22 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Impuesto a las ganancias. Régimen de conversión de quebrantos. Compensación tributaria. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. 


    Ha expresado la Corte que las normas impositivas no deben interpretarse con el alcance más restringido que el texto admita, sino en forma tal que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo con los principios de una razonable y discreta interpretación. La adecuada hermenéutica de las normas rectoras del caso lleva a concluir que la Ley 23.549 estableció una doble mecánica en torno a los quebrantos cuya compensabilidad impedía temporalmente. Por una parte, respecto de los quebrantos que se experimentaran durante los dos períodos impositivos que cerraran con posterioridad a la vigencia de la ley, impidió el ejercicio del derecho a compensarlos pendiente ese lapso temporal, facultad que se restablecía transcurrido el mismo, y durante todo el lapso quinquenal fijarlo por el art. 19 de la ley del gravamen. Pero, por otro lado, respecto de la compensabilidad de los quebrantos originados en períodos anteriores a la entrada en vigencia de la Ley 23.549, la suspensión fue aplicada con una técnica impositiva distinta, consistente en establecer que, en la medida en que no hubieran podido ser compensados con ganancias, en virtud de la suspensión durante dos ejercicios o bien en razón de la limitación establecida en cuanto al 50% de la ganancia su compensación podría realizarse en el futuro sin límite alguno de tiempo y hasta su completo agotamiento. Asiste razón a la apelante, toda vez que no ha alegado la actora, ni mucho menos demostrado, como le correspondía, que sus quebramos del ejercicio 1986 no pudieron ser compensados con ganancias obtenidas durante los dos ejercicios en que rigió la suspensión o bien durante los tres subsiguientes por impedírselo la limitación de tal derecho hasta el 50% de la ganancia obtenida. Es más, ha sido la propia actora quien ha solicitado la declaración de la causa como de puro derecho, frustrando así la posibilidad de probar estos extremos. No pudo pretender la actora aplicar el mecanismo de la Ley 24.073 a sus quebrantos del ejercicio 1986 por la sencilla razón de no encuadrar los mismos en el antecedente normativo del art. 31 de dicha ley, ya que esos quebrantos no resultaban compensables al momento de su entrada en vigor, sino que habían prescripto. No parece razonable, el fundamento esgrimido por el Fisco Nacional, para rechazar el cómputo del rubro tratado en el sub discussio entre los quebrantos, consistente en expresar que, por tratarse de créditos originados en ganancias no sujetas al gravamen, no deberían influir en el resultado impositivo. En efecto, no es el rubro en sí el que está influyendo en el resultado impositivo, sino su cómputo, merced al fenómeno inflacionario entonces padecido, a fin de paliar la distorsión que éste producía. Es menester tomar en cuenta que la ganancia o la pérdida originada por la inflación resulta ser un componente monetario más, independiente de los otros, que el Legislador valoró a los fines de la determinación del impuesto, que no se vincula con el concepto a que dicha actualización correspondiera. Por tratarse de períodos anteriores a la vigencia de la ley 23.928, no resulta aplicable la doctrina de la Corte respecto a que, a partir del dictado de dicha ley, no sólo han quedado derogadas disposiciones legales sino que, además, deben ser revisadas las soluciones de origen pretoriano que admiten el ajuste por depreciación, en cuanto se fundaron en la falta de decisiones legislativas destinadas a frenar el fenómeno de la inflación.


    Compañía Industrial y Comercial Sanjuanina S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Dirección General Impositiva


    C. 275, XXXIV, 05 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Juicios contra el Estado. Acción de amparo. Impuesto a la ganancia mínima presunta. Declaración de inconstitucionalidad. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador. Interpretación literal. Revocación de sentencia. 


    Ha sostenido este Ministerio Público que el art. 2°, inc. a), de la ley 16.986 -al igual que toda la ley de amparo- debe ser interpretado a la luz del art. 43 de la Constitución Nacional reformada, que ha establecido la procedencia de la acción siempre que no exista otro remedio judicial más idóneo. De esta forma, la vía residual del amparo se verá desplazada cuando se demuestre la existencia de un recurso judicial que sea más idóneo, más rápido o que resulte con mejor aptitud procesal para lograr la plena restitución del derecho o garantía constitucional lesionados. En este orden de ideas, resulta relevante tener en cuenta lo expresado por la Corte, si bien referido al art 2°, inc. d) de la Ley 16.986, cuando sostuvo que el debate sobre la constitucionalidad de una norma es admisible en el ámbito del proceso de amparo cuando en el momento de dictar sentencia se pudiese establecer si las disposiciones impugnadas resultan o no clara, palmaria o manifiestamente violatorias de las garantías constitucionales que este remedio tiende a proteger. Impedir este análisis en el amparo es contrariar las disposiciones legales que lo fundan al establecerlo como remedio para asegurar la efectiva vigencia de los derechos constitucionales, explícitos o implícitos, así como la función de esta Corte de preservar la supremacía constitucional (arts. 31 y 100 de la ley Fundamental). Ha señalado reiteradamente el Tribunal que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del Legislador y la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley, y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma. Por ende y, conforme con su texto, si la ley entró en vigencia el 31 de diciembre de 1998, todo hecho acaecido durante ese mismo día habrá ocurrido en forma concomitante o coincidente con su entrada en vigor, mas no en forma posterior a ella. Entender que la ley ha entrado en vigencia a la hora cero de un día y que todo momento ulterior de ese mismo día es posterior a su vigencia, no resulta una inteligencia permitida en Derecho, conforme los arts. 24, 27 y concordantes del Código Civil, pues implica fraccionar un plazo o intervalo de tiempo, lapsos que, salvo disposición legal en contrario, son continuos y completos, ya que "El día es el intervalo entero que corre de medianoche a medianoche " (art. 24, Código Civil).


    Dinar Líneas Aéreas S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos – Dirección General Impositiva - Resolución 328/99 - Decreto 1.533/99 s/ Amparo Ley 16.986


    D. 1, XXXVI, 26 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Quebrantos impositivos. Impuesto a las ganancias. Derecho de propiedad. Derechos adquiridos. Admisibilidad del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El remedio extraordinario interpuesto por la demandada resulta formalmente admisible, toda vez que se encuentra en tela de juicio la inteligencia que corresponde asignar a normas de carácter federal y la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa es contraria al derecho que la apelante funda en ellas. El agravio del Fisco fincado en la inexistencia de un derecho adquirido, por parte de la actora, no puede prosperar, ya que la ley 24.463 modificó el crédito reconocido anteriormente, extremo éste que, por otra parte, el propio Fisco reconoce cuando expresa que la nueva ley "buscó reparar un evidente error de la norma anterior". El agravio de la recurrente basado en que la sentencia del a quo no le permite a su parte aplicar lo reglado en el art. 19 de la ley del Impuesto a las Ganancias, tampoco puede ser atendido ya que, según el mecanismo legal supra descripto, esta norma no resulta de aplicación para los quebrantos aquí involucrados, puesto que la ley 24.073 los transformó ipso iure en un crédito distinto, sin que fuera de aplicación, a su respecto, la ley del tributo, la cual, rebus sic stantibus, resultará aplicable en la eventualidad en que los contribuyentes experimenten quebrantos en ejercicios que hayan cerrado con posterioridad al 31 de marzo de 1991 . El derecho creditorio nació puro y simple, con la sanción de la ley 24.073 que novó el crédito fiscal por quebrantos en un crédito distinto, pagadero en Bocones. La actividad de la DGI, regulada por la ley mentada, no implica conceder derecho alguno ya que la causa o fuente del derecho creditorio es la propia ley. La reforma introducida por el art. 30 de la ley 24.463, resulta lesiva del derecho de propiedad del contribuyente que, al momento de vigencia de la ley anterior, estaba en condiciones de obtener el reconocimiento de su crédito fiscal y hubiera instado los trámites correspondientes para tal proceder, puesto que la reforma incorpora una restricción en el aspecto material del otorgamiento del crédito nacido en virtud de una ley anterior. Tiene dicho el Tribunal, en este sentido, en el pronunciamiento registrado en Fallos: 304:871, con remisión al dictamen de esta Procuración General, que “Si bajo la vigencia de una ley el particular ha cumplido todos los actos y condiciones substanciales y los requisitos formales previstos en esa ley para ser titular de un determinado derecho, debe considerarse que hay derecho adquirido aunque falte la declaración formal de una sentencia o de un acto administrativo, pues éstos sólo agregan el reconocimiento de ese derecho o el apoyo de la fuerza coactiva necesaria para que se haga efectivo”. Esta doctrina fue reiterada en numerosos pronunciamientos de la Corte, y resulta aplicable en el sub judice, toda vez que la actora ha cumplido con todos los pasos formales requeridos por la ley 24.073 y su reglamentación, con anterioridad a la modificación legal introducida por su similar 24.463, máxime cuando, como quedó dicho, la propia demandada ha reconocido este derecho mediante la emisión de la resolución pertinente, restando sólo un mero trámite para hacer efectiva la operatoria de entrega de los bonos de consolidación. La condición agregada por la ley 24.463 resulta violatoria del derecho de propiedad de la actora que, por imperativo constitucional no puede ser suprimido por ley posterior.


    Sancor Seguros de Retiro S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Proceso de conocimiento


    S. 306, XXXV, 04 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


     


     


     

  


  
    



    


    Capítulo XIV


    Derechos Humanos


    Contienda negativa de competencia


    Violencia familiar. Seguridad jurídica. Economía procesal. Competencia nacional. Competencia civil. 


    Remisión al fallo de la causa "González, Hipólito s/ Protección de personas".


    Romano, Rubén Norberto s/ Infracción Ley 25.086



    



    COMP. 497, XXXVI, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XV


    Economía y Finanzas


    Recurso extraordinario


    Convertibilidad. Capitalización de intereses. Admisibilidad del recurso. 


    Corresponde a la Corte, en su carácter de intérprete fiel y definitivo del alcance de sus decisiones, a quien compete expedirse sobre la materia, sin perjuicio de señalar que parece que el a-quo ha fallado de modo auto-contradictorio el punto, ya que, como lo señala el recurrente, luego de encausar su actividad jurisdiccional en el sentido de considerar abierta su capacidad de decisión al respecto, concluyó sosteniendo que el pronunciamiento del Máximo Tribunal lo limitaba y lo hizo, en consecuencia, sin atender los argumentos conducentes de la actora, que tienden a exaltar el determinismo que emerge de la normativa en lo que hace a la aplicación al caso de la tasa de interés del Banco de la Nación y sobre todo, sin hacerse cargo de las argumentaciones matemático financieras que subrayan que dicha tasa incluye un descuento correctivo, que en la práctica implica mantener el valor nominal con relación al guarismo del interés anual, más no producir una efectiva capitalización de intereses. La Corte estableció que los intereses legales no son asimilables a los llamados “mecanismos automáticos indexatorios” que determinan la aplicación de la ley 24.283, y que no pueden extenderse los conceptos abarcados por la ley a un ítem de tan distinta naturaleza como lo son los intereses, los que encuentran su justificación en la mora del obligado y no en la necesidad de determinar el valor de una cosa o bien al momento del pago. Destacó también que la adopción de un criterio distinto, importaría tanto como neutralizar los efectos propios del incumplimiento de una obligación y asimilar conceptos de naturaleza diversa.


    Okretich, Raúl c/ Editorial Atlántida S.A. s/ Sumario


    O. 161, XXXV, 11 de mayo de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     


     


     


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XVI


    Salud Pública


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Acción de amparo. Juicios contra el estado. Estado Nacional. Declaración de inconstitucionalidad. Medicina prepaga. Cobertura médica. Drogadicción. SIDA. Sentencia arbitraria. Falta de fundamentación. Insuficiencia del agravio. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha señalado que el amparo es un proceso utilizable en las delicadas y extremas situaciones en las que, por carecer de otras vías idóneas o aptas, peligra la salvaguarda de derechos fundamentales. Su apertura exige circunstancias muy particulares caracterizadas por la presencia de arbitrariedad o ilegalidad manifiesta y la demostración, por añadidura, de que el daño concreto y grave ocasionado, sólo puede eventualmente ser reparado acudiendo a la vía urgente y expeditiva del amparo. La ilegalidad lesiva de los derechos constitucionales de la amparista no se apoya siquiera en una estimación provisoria o aproximada de los eventuales perjuicios, toda vez que la presentación de inicio no incluye, ni aun como mínimo recaudo, un cálculo probable del eventual incremento en los costos de las prestaciones médicas, siendo que ese incremento colocaría a estas empresas, virtualmente, al margen del mercado. Las aserciones en tal sentido, tanto de la entidad hospitalaria como de la Juzgadora, se evidencian dogmáticas, comportando antes bien juicios conjeturales más que aseveraciones respecto de agravios constatados, toda vez que no se advierten en el caso elementos serios que permitan apreciar debidamente esta cuestión. Presentan faltas de sustento las afirmaciones de la a quo relativas a que se ha vulnerado la propiedad, la libertad contractual y de ejercer una actividad lícita de la amparista, toda vez que resulta imposible ponderar fundadamente si se ha incurrido en una reglamentación manifiestamente irrazonable o arbitraria, lesiva de estos derechos, cuya evidencia exige la normativa legal y constitucional inherente a la procedencia de la vía de amparo; máxime en casos como el presente en que a través de ella se persigue la declaración de inconstitucionalidad de una norma.  Aun de admitirse probada la existencia de perjuicios, ello no obstaría necesariamente a una conclusión favorable al proceder del Legislativo, pues la Corte ha señalado que el examen de razonabilidad de la leyes en punto a su constitucionalidad no puede llevarse a cabo sino en el ámbito de las disposiciones en ellas contenidas y no sobre la base de los resultados obtenidos en su aplicación, ya que ello importaría valorarlas en mérito a factores extraños. En cuanto a la declaración de inconstitucionalidad de la ley 24.754, que extendió a las entidades de medicina prepaga la obligación impuesta a las obras sociales por la ley n° 24.455, por ser contraria al orden sentado por la Constitución, debe señalarse que el artículo 75, inciso 22, de la Carta Magna vino a introducir de manera explícita la obligación estatal de adoptar las medidas necesarias para la "prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas”. En ese marco en el que resulta menester se sitúe el dictado de normas tales como las leyes 24.455 y 24.754, objetada -esta última- en lo que hace a su regularidad constitucional; y en el que deben inscribirse previsiones como las de la ley 23.798 que declara "de interés nacional" la lucha contra el S.I.D.A.  Las precedentes disposiciones, así como otras en materia de salud y asistencia sanitaria, vienen a constituirse en la expresión legislativa de la asunción por el Estado Nacional de aquellos compromisos, respecto de materias que por su proximidad con los derechos a la vida y el la dignidad personal deben entenderse entre las señeras del ordenamiento. Estas consideraciones posibilitan situar, además, esta cuestión en el marco de la normativa constitucional que enfoca el problema de la "discriminación inversa", según la cual, atañe al Congreso de la Nación legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, respecto de grupos tradicionalmente perjudicados como -por ejemplo- los discapacitados. No resulta inverosímil que hallan pretendido los legisladores alcanzar con sus medidas de acción positiva la situación de aquellos que, afectados por patologías como el S.I.D.A. o la droga, se encuentran inmersos o en peligro de discapacidad. Si bien, en principio, la actividad que asumen estas entidades de medicina prepaga presenta rasgos mercantiles, tampoco cabe desatender que ellas tienden a proteger las garantías a la vida, salud, seguridad e integridad de las personas, por lo que adquieren un cúmulo de compromisos que exceden o trascienden el mero plano negocial. La Corte ha señalado que nuestra Ley Suprema no ha reconocido derechos absolutos de propiedad ni de libertad, sino limitados por las leyes reglamentarias de los mismos, en la forma y extensión que el Congreso lo estime conveniente. El Estado tiene facultades para intervenir por vía de reglamentación en el ejercicio de ciertas industrias y actividades a efecto de restringirlo o encauzarlo; marco en el cual tienen fácil cabida todas aquellas restricciones y disposiciones impuestas por los intereses generales y permanentes de la colectividad, sin otra valla que la del artículo 28 de la Constitución Nacional. El derecho a la salud penetra inevitablemente tanto en las relaciones privadas como en las semi-públicas, correlato de lo cual resultan normas como la analizada, que pretenden asentir a una novedosa realidad que reconoce en este campo a nuevos actores institucionales -las entidades de medicina prepaga- y a recientes o potenciadas patologías. La Corte ha admitido que la intervención por vía de reglamentación puede contemplar que una actividad se inicie como mayormente privada y se transforme en el curso de su evolución en una que afecte a intereses dignos de regulación previsora. Han de entenderse como un aspecto de esa redefinición las obligaciones impuestas por el plexo normativo bajo examen, cuya irregularidad constitucional, no ha sido debidamente evidenciada y lejos se encuentra, de resultar manifiesta. La ley 24.754 ha sido dictada en ejercicio del Poder de Policía del Estado que, de acuerdo con reiterada jurisprudencia del Máximo Tribunal, se justifica por la necesidad de la defensa y afianzamiento de la moral, la salud y la conveniencia colectiva o el interés económico de la comunidad. Ya desde la época del precedente registrado en Fallos: 136:161, el Tribunal admitió la tesis amplia en materia de poder de policía, y destacó que la legitimidad de las restricciones a la propiedad y a las actividades individuales que se proponen asegurar el orden, la salud y la moralidad colectivas no pueden discutirse en principio, sino en extensión. Más tarde, señaló que lo es cuando los superiores intereses de la comunidad lo requieren, precisando, que la sola contratación no da a los derechos establecidos en la convención carácter de adquiridos contra una ley de orden público. En el precedente de Fallos: 172:21, al sintetizar jurisprudencia de la Corte Suprema de los Estados Unidos de Norteamérica, refirió que la Constitución no garantiza el privilegio ilimitado de ocuparse de un negocio o de conducirlo como a uno le plazca. Ciertos negocios pueden ser prohibidos y el derecho de dirigir un negocio o de continuar un oficio puede ser condicionado. Tampoco se configura un agravio a la igualdad del amparista, pues al decir de la Corte, las distinciones normativas para supuestos que se estima distintos son valederas en tanto no sean arbitrarias, es decir, no obedezcan a propósito de injusta persecución o indebido beneficio, sino a una causa objetiva para discriminar, aunque su fundamento sea opinable. No parece irrazonable que la ley 24.754, al extender a las empresas de medicina prepaga la obligación impuesta por la ley 24.455 a las obras sociales, no incluya los subsidios a que se refieren los artículos 1 y 5 del último precepto. En rigor, las situaciones originarias de unas y otras no son totalmente análogas. Las obras sociales -a diferencia de los sistemas de prepagas- no pueden fijar libremente sus tarifas, las que consisten en porcentajes fijos de las remuneraciones de los afiliados. Sí, en cambio, se ha visto aproximarse a estos regímenes a partir de la posibilidad de libre elección de las obras sociales, lo que sitúa a las últimas en situación de competir entre sí. Dicha circunstancia, empero, desmerece la argumentación de la amparista, desde que desacredita sus dichos relativos a la clientela cautiva de las primeras. Por otro lado, difícilmente la cuestión pueda situarse alguna vez en las condiciones de un mercado ideal en que la competencia sea perfecta e igualitaria la situación de los consumidores, y pueda descalificarse todo intento de reasignar de modo socialmente equitativo sus recursos, cuestión que no puede entenderse extraña a la voluntad de los autores de la ley 24.754. Dijo la Corte en "Ercolano", que si para justificar el ejercicio del poder de policía fuera menester que en cada caso estuviese comprometido el bienestar de todos y cada uno de los habitantes del estado, no sería posible reglamentar jamás la actividad individual ni el uso de la propiedad, desde que los beneficios directos de cada ley u ordenanza no alcanzan sino a una parte limitada de la población, aun cuando en conjunto tiendan a asegurar el bienestar de todos. Lo cual no supone desconocer que obligaciones como las que se debaten, instaladas "ex lege", como parte de lo que puede considerarse una política de salud, conllevan cargas o débitos para un sector de la sociedad, sino afirmar que cuándo se trata de sujetos obligados del derecho a la salud, incumbe a los mismos someterse a las regulaciones razonables que dicten los órganos del Estado y no se ha demostrado en la causa que los medios arbitrados por la ley 24.754 no guardan relación con los propósitos perseguidos, ni sean desproporcionados con respecto a éstos. En consecuencia, no corresponde someter al juicio de los tribunales la oportunidad y conveniencia de las medidas tomadas o el acierto de la elección en los medios empleados, puesto que la Corte ha rechazado que los mismos puedan imponer su criterio de conveniencia o eficacia económica o social al del Congreso para pronunciarse sobre la validez constitucional de las leyes. No es resorte del poder judicial decidir del acierto de los otros poderes públicos en la elección del medio empleado para conjurar esa situación crítica, ni de las consecuencias de orden económico que puedan derivar de la aplicación de la ley. Le incumbe únicamente pronunciarse acerca de los poderes constitucionales del congreso para establecer la restricción al derecho de usar y disponer de la propiedad que encierra la ley impugnada. O como señaló la Corte Suprema de los Estados Unidos de Norteamérica en precedentes recordados por el Tribunal, "Innumerables veces hemos dicho que la legislatura es originariamente el juez de la necesidad de tal sanción, que todas las presunciones posibles están a favor de la validez y que aun cuando la Corte pueda tener opinión contraria a la sabiduría o buen criterio de la ley, ella no debe ser anulada a menos que claramente exceda el poder Legislativo”. Resulta chocante e inapropiado que se insinúe que el S.I.D.A. sería una enfermedad contraída por personas que voluntariamente se exponen a conductas de riesgo reprobables; argumento que no deja de comportar, en último término, una objeción al mérito de la medida, cuestión ajena a la competencia de los tribunales.


    Hospital Británico de Buenos Aires c/ Estado Nacional (Ministerio de salud y acción social)


    H. 90, XXXIV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


     


     


     


     

  


  
    Capítulo XVII


    Seguridad Social


    Acción de amparo


    Asistencia médica. Sentencia arbitraria. Interpretación de la ley. Vencimiento del plazo. Exceso ritual manifiesto. Procedencia del recurso. 


    Afirmaciones dogmáticas.


    Si bien la Corte tiene reiteradamente dicho que las cuestiones de derecho procesal y común como las traídas en el caso, referidas al modo de cómputo del plazo para promover la acción de amparo, resultan ajenas, por principio al recurso extraordinario, no es menos cierto que la aplicación e interpretación acerca de las normas que reglamentan el procedimiento de una garantía consagrada en la Constitución Nacional, no pueden constituirse si se la desnaturaliza por su excesiva rigidez, en un valladar formal que torne inoperante el instituto, produciendo, de tal manera, la alteración prohibida en el artículo 28 de la Constitución Nacional. En esta inteligencia, corresponde poner de resalto, que la decisión por la cual se desestima la acción de amparo, apoyándose en una interpretación estricta de la norma que regula el procedimiento, sostiene la existencia de una circunstancia jue a juicio del tribunal surgiría de las constancias de autos y del propio reconocimiento del amparista en su escrito de inicio, en punto a la fecha en que este habría conocido el acto que cuestiona. Empero, ésta afirmación no tiene respaldo en las circunstancias comprobadas de la causa, ya que de la lectura de las presentaciones del actor sólo surge la manifestación acerca de la existencia de una fecha en la que por un acto unilateral de la demandada, ajeno a su control, se amenazó con dejar de prestar los servicios médico asistenciales a los afiliados del P.A.M.I, lo que habría hecho efectivo a mediados de 1995, pero, por el contrario, no se desprende de ello, que de manera expresa, ni implícita haya tomado a esa época conocimiento fehaciente del acto lesivo a su respecto como titular de tal derecho. Atento a ello, no se puede alegar el vencimiento del plazo previsto en el artículo 2° de la ley 16.986 para desestimar la acción, ni siquiera por vía de presunción, máxime cuando del escrito de inicio surge y no se haya negado que al, accionante se le siguieron reteniendo los aportes y contribuciones destinados a la cobertura de los servicios sociales, para otra obra social que no era el “P.A.M.I”; todo lo cual traduce una decisión jurisdiccional de excesivo rigor formal y dogmática, al carecer de sustento fáctico y, por tanto, arbitraria en los términos de la doctrina acuñada por la Corte.  Sin perjuicio de ello, en el sub lite se halla en juego la subsistencia de un derecho social, de principal rango y reconocimiento, tanto en el texto constitucional como en los tratados internacionales incorporados con esa jerarquía, en el artículo 75 inciso 22, razón por la cual, ante la , interposición del mecanismo también consagrado institucionalmente en el artículo 43, con el objeto de garantizar de un modo expedito y eficaz su plena vigencia y protección, procede exigir de los órganos judiciales una interpretación extensiva y no restrictiva sobre su procedencia, a fin de no tornar utópica su aplicación.  Por último, en el caso, se tuvo por acreditada la privación actual del derecho, según surge de la admisión de la medida cautelar que considero probada tal circunstancia, posteriormente ratificada por el demandado, al dar cumplimiento al informe del artículo 8° de la ley de amparo, lo cual importo el reconocimiento de la existencia prima facie de presupuestos sustanciales de admisión del amparo, por la amenaza actual o inminente de producir la restricción o privación de un derecho de la naturaleza vital del que nos ocupa, que torna apta la vía elegida para salvaguardarla.


    Imbrogno, Ricardo c/ Instituto de la Obra Social s/ Amparo


    I. 68, XXXVI, 30 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Obras sociales. Asistencia sanitaria. Instituto nacional de servicios sociales para jubilados y pensionados. Doctrina de la arbitrariedad. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Verdad jurídica objetiva. 


    Acto jurisdiccional inválido.


    La Corte tiene dicho, que los pronunciamientos judiciales no son factibles de ser revisados por la vía excepcional del artículo 14 de la ley 48, cuando las objeciones del recurrente suscitan el examen de cuestiones de hecho, derecho común y procesal, las que constituyen materia propia de los jueces de la causa; máxime, cuando la sentencia se funda en argumentos no federales que, resultan suficientes para sustentarla e impiden su descalificación como acto judicial, conclusión que, cabe extender a aquellas en que se debate el alcance de la competencia de los tribunales de alzada cuando conocen por vía de recursos deducidos ante ellos. No obstante, también ha reiterado, que es condición de validez de los pronunciamientos judiciales que éstos sean fundados; circunstancia que, no se evidencia cuando la decisión padece de un excesivo rigor formal y no confiere un tratamiento adecuado al asunto, acorde a las constancias del caso y a la normativa sobre la que se sustentó la pretensión. En este marco, la índole particular que atañe a la doctrina pretoriana de la arbitrariedad, la que no se propone convertir a la Corte en un tercer tribunal de las instancias ordinarias, ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir casos de carácter excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar al decisorio como la "sentencia fundada en ley..." a que aluden los artículos 17 y 18 de la Ley Suprema En concreto, los agravios se redujeron a señalar que la Sala a quo, se apartó del procedimiento impuesto a las actuaciones ab- initio, cuando rechazó, el recurso de queja por apelación denegada interpuesto por su parte, con lo cual el fallo de primera instancia quedó firme, poniendo fin al proceso y privándolo de obtener una revisión de lo decidido.  Así, le asiste razón al recurrente, toda vez que, la apelación que da lugar a la controversia fue presentada dentro del término de tres días que rige para el proceso sumarísimo; consecuentemente las presentaciones fueron deducidas en legal tiempo y forma. Asimismo, también lo fue el recurso de queja por apelación denegada presentado por el quejoso y rechazado también en los términos de la ley 16.986, que no fue el trámite que el inferior imprimiera a las actuaciones, cuando dispuso que, como normativa de aplicación analógica, se aplicaría la ley 18.345. El hecho de que la sentencia, en su parte resolutiva resuelva "hacer lugar a la acción de amparo impetrada" no implica que a partir de ella el trámite procesal debe ser el normado por la ley 16.986, toda vez que conforme resalta el inferior en los considerandos de ésta "la vía elegida resulta la correcta conforme la regulación que de la acción de amparo efectúan tanto la ley 16.986 y el artículo 321, inciso 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, pues su ejercicio implica que existe impedimento y obstáculo en el ejercicio regular de los derechos". Por lo expuesto, debe prevalecer la necesidad de dar primacía a la verdad jurídica objetiva, de modo que su esclarecimiento no se vea turbado por un excesivo rigor formal, máxime teniendo en consideración que el trámite impuesto a las actuaciones por el señor Juez de Primera Instancia, fue el del juicio sumarísimo, en razón de la naturaleza restringida del prescripto por la ley 16.986. Concluyendo, que la sentencia del a quo omitió el tratamiento de cuestiones conducentes planteadas por el quejoso, apartándose de la normativa impuesta a las actuaciones y efectuando un cambio en el procedimiento, incompatible con las garantías que protege la defensa en juicio y el debido proceso. La sentencia que no contiene una apreciación razonada de las constancias del juicio, en armonía con la normativa legal aplicable, posee un fundamento solo aparente, que la descalifica como acto jurisdiccional válido afectando las citadas garantías constitucionales. Asimismo y en cuanto a la notificación de la sentencia de primera instancia se refiere, la misma no se efectivizó en el último domicilio constituido por el recurrente, comprometiendo ello severamente la vigencia del debido proceso y defensa en juicio, afectando el derecho de propiedad del recurrente.


    Salatino, Jorge y otros c/ Instituto de Obra Social y otro


    S. 434, XXXIV, 09 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Contienda negativa de competencia


    Asignaciones familiares. Competencia previsional. 


    Si bien el objeto de la demanda, la declaración de inconstitucionalidad de varios artículos de la ley 24.714 de Asignaciones Familiares y el consiguiente pago de esas asignaciones a los actores, no se halla taxativamente enumerado en el artículo 2 de la ley 24.655, ello no obsta al conocimiento del tribunal con especialidad en la materia, como lo ha resuelto la Corte recientemente. La materia que se debate en la especie, las asignaciones familiares, en su actual encuadramiento, es propia de la seguridad social. Asimismo, la acción se dirige contra el Ministerio de Trabajo y contra la Administración Nacional de la Seguridad Social, no contra empleador alguno, ya que el citado organismo de la administración nacional es el responsable de las prestaciones que se persiguen. Ello significa que la causa es ajena a la descripción del artículo 20 de la ley 18.345, lo que excluye la competencia de la justicia nacional del trabajo. Abona la solución propuesta, una interpretación razonablemente extensiva de la ley 24.665, de acuerdo a lo dispuesto por la Corte.


    Sindicato Único de Trabajadores del Neumático Argentino c/ Estado Nacional - Ministerio de trabajo, Seguridad Social y otros s/ Asignaciones familiares


    COMP. 512, XXXV, 18 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Facultades del juez. Competencia por el grado. Juzgado de primera instancia. 


    Incorrecta traba de la contienda.


    No se halla trabado un conflicto que habilite la intervención de la Corte, ya que el juez de primera instancia carece de atribuciones para resistirse contra los términos de la sentencia dictada por su alzada. De modo que sólo queda devolver las actuaciones al juzgado de origen sin más trámite, pues en caso contrario ha de configurarse una denegatoria de jurisdicción que puede comprometer su responsabilidad disciplinaria. La Corte tiene dicho que los jueces de primera instancia no se hallan autorizados para plantear a sus respectivos tribunales de apelación, cuestiones o conflictos de competencia por razón de grado. La discrepancia que con la inteligencia adoptada por las cámaras puedan abrigar a los jueces que de ella dependen, en cuanto a la competencia que el superior les atribuye, no les acuerda facultad legítima para plantear por ese motivo, cuestión alguna.


    Loy, Marcelo c/ Caja Retiros de Jubilaciones y Pensiones Policía Federal s/ Personal Militar de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 707, XXXVI, 22 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Haber jubilatorio. Reajuste jubilatorio. Competencia contencioso administrativo. Competencia federal. 


    En tal contexto si los jueces del fuero contencioso concluyeron, en definitiva, que no podían avocarse a conocer en el caso al resultar improcedente le vía elegida por la actora, no debieron asignar la competencia a otro tribunal sino, una vez consentida su postura por las partes -como aconteció-, disponer el archivo de las actuaciones, desde que su objeto no era la promoción de un proceso de conocimiento pleno, sino un recurso en los términos y con el alcance del artículo 28 de la ley 13.593.  Su afirmación sobre la competencia de la Justicia Federal de la Seguridad Social importa una declaración prematura ya que la titular no intenta una acción ordinaria ni puede ser por si transmutarse en ésta el recurso directo deducido. Corresponde dirimir esta contienda declarando que el Tribunal competente para entender en este recurso directo fue la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal, quien lo consideró inadmisible, debiéndosele devolver los autos para su archivo.


    De Navasquez de Planes, Lía c/ Caja Retiro Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    COMP. 417, XXXV, 16 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Juicio por rendición de cuentas. Cobro de sumas de dinero. Aportes a obras sociales. Competencia previsional. Competencia federal. 


    Es doctrina firme de la Corte que, para resolver las cuestiones de competencia corresponde atender de modo principal a la exposición de los hechos que hace el actor en la demanda y, en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que invoca como fundamento de esa pretensión. La ley 24.655, creó la Justicia Federal de Primera Instancia de la Seguridad Social. Además dicho precepto en su artículo 3°, sustituyó al artículo 15 de la ley 24.463, atribuyendo a los juzgados mencionados el conocimiento de las impugnaciones contra las resoluciones de la ANSeS. Asimismo el artículo 2°, inciso e) otorgó a los mencionados magistrados el conocimiento de los procesos en que se persigue la ejecución de créditos de la seguridad social. El objeto de la demanda y la naturaleza del crédito, permite encuadrar la acción en el marco de las causas relativas a la seguridad social a que se refiere la mencionada norma. Abona esta solución, la específica versación que, por la materia posee el mencionado fuero, lo que permite hacer una interpretación razonablemente extensiva de la ley 24.655, de acuerdo lo dispuesto recientemente por la Corte en la Comp. 632, L. XXXIV, "Gobierno de la Provincia de Entre Ríos c/ Instituto de Servicios Sociales para el Personal Ferroviario s/ Ejecución fiscal”.


    O.S. agentes de propaganda médica de la R.A. c/ Ministerio de Trabajo y Seguridad Social - ANSES s/ Cobro de aportes o contribuciones


    COMP. 445, XXXV, 09 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Cuestiones de competencia


    Ejecución previsional. Tribunal de alzada. Competencia laboral. Competencia nacional. 


    Cuestión substancialmente análoga al dictamen de la causa Comp. 211, L. XXXVI, "Trisi Néstor c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Ejecución Previsional".


    Barbesin, María c/ ANSES s/ Ejecución previsional


    COMP. 903, XXXVI, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Reintegro de aportes y contribuciones. Competencia federal. Competencia previsional. 


    La presente causa es análoga, en lo substancial, al fallo de la causa Comp. n° 97, L. XXXIV, “ Fama, Julio Cesar y otro c/ Estado Nacional – Ministerio de Trabajo y Seguridad Social”.


    Balduino, Zaida Hemilse Ramona c/ Estado Nacional –Ministerio de Trabajo y Seguridad Social Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reintegro por sumas de dinero


    COMP. 513, XXXVI, 17 de agosto de 2000


    Ver dictamen


    Demanda


    Inconstitucionalidad. Decretos provinciales. Jubilación anticipada. Compensación jubilatoria. Cómputo de servicios. 


    Cuando hay un voluntario acogimiento al régimen excepcional establecido por el art. 62 bis del decreto ley 9.560/80 (art. 72, en el t.o. por decreto 600/64) presentando la renuncia condicionada al otorgamiento de la jubilación, esto implica, en definitiva, que los servicios que se pudieran prestar luego de efectivizar tal acto no darían derecho a ajuste o transformación alguna.  La ulterior impugnación de tal norma con base constitucional, no ampara, el remedio federal intentado, con arreglo a la doctrina de la Corte.


    Cremona, Ana Margarita s/ Inconstitucionalidad Artículo 62 bis Ley 9.650


    C. 841, XXXIII, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Jubilación de magistrados


    Beneficios previsionales. Jueces. Reincorporación. Fiscal de Estado. Decretos provinciales. Nulidad del decreto. Cosa juzgada administrativa. Actos administrativos. Sentencia arbitraria. Defectos en la fundamentación normativa. 


    Si bien por regla general los agravios que remiten al análisis de cuestiones de hecho y de derecho público local -materia propia de los jueces de la causa- resultan ajenas a la vía extraordinaria, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y de regirse por ellas, existe cuestión federal si la resolución que se impugna incurre en arbitrariedad al omitir la consideración de circunstancias conducentes para la adecuada solución del caso o al interpretar las normas en términos que equivalen a su virtual prescindencia; circunstancia a la que no obsta que se trate de un Superior Tribunal de provincia. Si bien la Corte tiene decidido que la cosa juzgada administrativa no tiene el mismo alcance que la cosa juzgada judicial porque se trata de actuaciones de distinta naturaleza y que a la misma se le otorga un alcance menos restrictivo que a la jurisdiccional en la medida que el poder administrador puede volver sobre lo que está juzgando cuando se trata de corregir sus propios errores, en tanto que los mismos sean graves y se dejen a salvo los derechos adquiridos, ello no importa admitir que lo decidido en materia previsional pueda ser revisado de forma indefinida, pues tal proceder comportaría un grave menoscabo a la noción de seguridad jurídica, la que, según la Corte, reviste jerarquía constitucional. No cabe sino reconocer definitividad a los pronunciamientos que menoscaban tales principios, máxime, en circunstancias en que no resulta, ni mucho menos, evidente la presencia de un vicio de gravedad tal que autorice a invalidar, sin más, lo previamente resuelto y tratándose de una materia en la que no debe llegarse al desconocimiento de derechos sino con extrema cautela y en la que los organismos que tienen a su cargo la aplicación de las normas deben procurar el cabal cumplimiento de sus fines, de modo que las prestaciones lleguen a sus destinatarios con el exacto alcance que aquéllas determinan. Si el acto administrativo no fue objetado por los interesados debe entenderse que adquirió firmeza, y su revocación por un decreto posterior no se evidencia ajustada al debido proceder de la Administración en la materia. Por tratarse de un acto unilateral que declara derechos subjetivos y que ha sido notificado al interesado, su revocatoria por la Administración se hallaba condicionada a la evidencia de su irregularidad. No cabe situar el alcance conferido a los servicios fictos de la ley 10.599, en el ámbito de los errores graves de derecho. Ello es así, por cuanto la interpretación provista no se evidencia irrazonable.  La revocación del decreto 2095/91, no se evidencia ajustada a las razones invocadas en el n° 3019/92 y, debe tenerse como carente de una debida justificación, lo que determina, a su turno, la irrazonabilidad del decisorio en crisis.


    Fiscal de Estado c/ Provincia de Buenos Aires - Poder Ejecutivo


    F. 165, XXXIV, 29 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Jubilaciones


    Prestación básica para la tercera edad. Pensiones. Beneficios previsionales. 


    La Corte tiene establecida de vieja data una doctrina en la materia, contraria a las pretensiones de la apelante. En efecto, varios fallos han señalado que la exigencia contenida en normas precedentes, análogas a la impugnada en la especie, no priva de un derecho adquirido, sino que establece la condición de que el peticionante opte por la prestación que considere más beneficiosa. Tal doctrina señala que el reconocimiento de beneficios previsionales está supeditado a los requisitos y condiciones que la ley exige para el otorgamiento y pérdida de los derechos que acuerda. Con respecto a la inconstitucionalidad alegada, en un caso análogo esa Corte ha dicho que la garantía constitucional de la igualdad no impide que las leyes contemplen en forma distinta situaciones que consideran diferentes, siempre que la discriminación no sea arbitraria ni responda a un propósito de hostilidad contra determinada persona o grupo de personas o importe indebido favor o privilegio personal o de grupo. Por otra parte, y concretamente en un precedente donde se peticionaba una jubilación por edad avanzada, la Corte dejó sentado que la incompatibilidad de este beneficio con el de cualquier otro no resultaba irrazonable; teniendo en mira el propósito de la ley de proteger a "aquellas personas, especialmente extranjeras, que han comenzado su actividad laboral a una edad que no les permite acreditar el extremo de antigüedad requerido para el logro de la jubilación ordinaria". Las reglas amplias de interpretación, establecidas respecto de los sistemas jubilatorios comunes o normales, no son aplicables a normas que asignan beneficios excepcionales, pues medían razones de justicia que impiden evaluar ambos regímenes con las mismas pautas, resultando en consecuencia adecuado dilucidar la cuestión con un criterio estricto. Desde esta perspectiva, la inconstitucionalidad que alega la apelante ha de ser desestimada. Por lo tanto, habida cuenta de que el artículo 34 bis, inciso 4°, de la ley 24.241 exige, en su parte pertinente: el goce de la prestación por edad avanzada es incompatible con toda pensión y que en la especie la recurrente contaba con un beneficio de pensión y que al solicitar la jubilación por edad avanzada no cumplió con la opción que le acuerda la ley y que, además, dejó constancia de que considera que le corresponden ambos beneficios, no ha cumplido con la condición legal exigida, por lo que no le corresponde acceder al beneficio peticionado.


    Magan de Arias, Josefa Martina c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    M. 678, XXXIV, 27 de abril de 2000


    Ver dictamen


    Queja por denegación del recurso extraordinario


    Solidaridad previsional. Costas al demandado. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    El organismo reclamante interpuso su recurso extraordinario por entender que la sentencia de la Cámara a-quo ha prescindido de aplicar lo preceptuado por la ley 24.463, lo cual configura materia federal suficiente para declarar procedente el recurso interpuesto. El artículo 21 de la ley citada prescribe que en todos los casos las costas serán por su orden. Así también lo ha entendido la Corte en numerosas oportunidades.  El caso escapa al principio estipulado por la ley de Solidaridad Previsional y, por el contrario, es alcanzado por los principios generales de procedimiento. Ello es así, en virtud de que no puede interpretarse válidamente que el espíritu que llevó al legislador a eximir de costas al ANSeS puede ser extendido al extremo que se pretenda salvaguardar las consecuencias que naturalmente acarrean en el derecho ritual los errores procesales de los abogados intervinientes en los pleitos. De así convalidarlo, se estaría arribando a una conclusión injusta, ya que se le obligaría a pagar costas a la otra parte por un obrar ilegítimo y sólo imputable al representante de la dependencia estatal. Máxime, cuando la situación examinada se encuentra fuera de la litis principal, en la que sí se debería aplicar la norma citada.


    Vinciguerra, Ana Antonia c/ Instituto Nacional de Previsión Social - Caja Nacional de Previsión para el personal del Estado


    V. 23, XXXV, 07 de septiembre de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario federal


    Beneficios previsionales. Jubilación por invalidez. Apreciación de la prueba. Sentencia arbitraria. Defectos en la consideración de extremos conducentes. Admisibilidad del recurso. 


    La Corte tiene reiteradamente dicho que, aun cuando los agravios del recurrente se vinculan con cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas, ello no resulta óbice para habilitar la instancia federal cuando lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con grave menoscabo de las garantías constitucionales. Ello es precisamente lo que acontece en el sub-lite, por cuanto se advierte que la sentencia de Cámara no atendió, con el rigor que es menester, los agravios que lucían en el escrito de apelación, ni las diferentes impugnaciones a los dictámenes de la Comisión Médica Forense, lo que, a posteriori, produjo la presentación extraordinaria. En efecto, el sentenciador no ha considerado, entre otras cosas, un tema fundamental para solucionar el caso, como ser la efectiva imposibilidad de ganancia del actor, desde que no ha tenido en cuenta el grado pleno de imposibilidad de seguir ejerciendo su profesión de mecánico de altura, de resultas de la patología física que padece, además de las deficiencias psicológicas que presenta, limitaciones que respecto de otras tareas se intensifican si sumamos su edad y su nivel cultural; y que claramente evidencian que el peticionante carece de posibilidades ciertas de reinsertarse en un mercado laboral.  Es de destacar que la Corte ha considerado, en casos análogos, de suma importancia tales extremos invalidantes. Por otro lado, también es cierto, que la Cámara no tomó en cuenta, para arribar a sus conclusiones, la historia clínica del actor, ni tampoco cotejó los certificados médicos que acreditan una incapacidad altamente superior a la asignada por la Comisión médica Forense. Entonces, si bien los peritajes no obligan al juzgador, éste no adoptó las medidas conducentes para esclarecer con mayor rigor la cuestión controvertida, ni fundamentó porque prefirió este último parecer sobre los primeros, contradiciendo entonces lo dicho reiteradamente por esa Corte Suprema en similares casos, en cuanto a que los jueces deben actuar con suma cautela cuando la litis trata sobre beneficios de naturaleza alimentaria.


    Meilan, Mario David c/ Administración Nacional de la Seguridad Social


    M. 647, XXXIV, 15 de noviembre de 2000


    Ver dictamen


    Gendarmería Nacional. Régimen de retiros. Retiros militares. Mantenimiento del recurso. 


    En la causa "Carvallo, Luis Enrique” (Fallos: 318:403), se reconoció al reclamante el derecho a percibir la llamada compensación por "inestabilidad por residencia". La Corte en dicho precedente, reconoció tal derecho previo manifestar que no podía advertirse su carácter extraordinario "...cuando aquélla inestabilidad resulta ser ínsita de las fuerzas de gendarmería", es decir, que tal reconocimiento sólo fue deferido en razón de que el solicitante había sido miembro de la citada fuerza de seguridad, como bien lo pone de manifiesto el hecho que en el fallo se citen diversas disposiciones de la Ley de Gendarmería Nacional n° 19.349, máxime teniendo en cuenta que dicha asignación como bien lo expresara el Tribunal en precedentes posteriores al de Fallos: 262:41 "Del Cioppo", no integra el haber de retiro militar.


    Abba, Aldo Roque y otros c/ Estado Argentino (Ministerio de Defensa)


    A. 129, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Liquidación de haberes. Retiro militar. Mantenimiento del recurso. 


    Si bien es cierto que en la causa "Carvallo, Luis Enrique" (Fallos: 318:403), se reconoció al reclamante el derecho a percibir la llamada compensación por "inestabilidad por residencia", también lo es que tal criterio no puede extenderse sin más al caso de autos, en tanto la Corte en dicho precedente, reconoció tal derecho previo manifestar que no podía advertirse su carácter extraordinario "...cuando aquélla inestabilidad resulta ser ínsita de las fuerzas de gendarmería", es decir, que tal reconocimiento sólo fue deferido en razón de que el solicitante había sido miembro de la citada fuerza de seguridad, como bien lo pone de manifiesto el hecho que en el fallo se citen diversas disposiciones de la Ley de Gendarmería Nacional n° 19.349, máxime teniendo en cuenta que dicha asignación como bien lo expresara el Tribunal en precedentes posteriores al de Fallos: 262:41 "Del Cioppo", no integra el haber de retiro militar.


    Ameri de Sale, Margarita Irene c/ Estado Argentino (Ministerio de Defensa)


    A. 128, XXXV, 14 de febrero de 2000


    Ver dictamen


    Recurso extraordinario


    Aportes a obras sociales. Doctrina de la arbitrariedad. Reclamo administrativo previo. Interpretación de la ley. Interpretación literal. Confirmación de sentencia. 


    El Tribunal ha sostenido de modo reiterado que la referida doctrina no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir hipótesis de naturaleza excepcional en los que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo, impiden considerar el decisorio como la "sentencia fundada en ley” a que aluden los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Según doctrina de la Corte, el fin del reclamo administrativo previo es producir una etapa conciliadora anterior al pleito, que dé a la Administración la posibilidad de revisar el caso, salvar algún error, y promover el control de legitimidad y conveniencia de lo actuado por los órganos inferiores; en definitiva, substraer a los entes del estado de la instancia judicial en una medida compatible con la integridad de los derechos; facultad que, por no afectar el orden público -señaló también- puede ser renunciada y de la que cabe prescindir en supuestos justificados, como por ejemplo, cuando se advierte la ineficacia cierta de este procedimiento. El Máximo Tribunal ha dicho que la primera fuente de exégesis de la ley es su letra, y cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma.


    Obra Social de Agentes de Propaganda Médica de la República Argentina c/ Laboratorios Bago S.A.


    O. 36, XXXV, 24 de mayo de 2000


    Ver dictamen


    Diferencia de haberes jubilatorios. Adicionales de remuneración. Interpretación de la ley. Ley federal. Prestaciones complementarias. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    Para que un suplemento del vivienda sea incluido en el concepto de sueldo, y por lo tanto, deba ser tomado en cuenta para calcular el haber jubilatorio, se requiere, en principio, que la norma de creación lo haya otorgado a todo el personal en actividad, lo que evidencia que no es necesario cumplir con ninguna circunstancia específica para su otorgamiento, pues se accede a ella por la sola condición de pertenecer a la institución; y en el caso en que de la norma no surja su carácter general, en la medida que se demuestre de un modo inequívoco que la totalidad del personal en actividad de un mismo grado o de todos los grados lo percibe y que importe una ruptura de la razonable proporcionalidad que debe existir entre el sueldo en actividad y el haber de retiro. Con respecto a los agravios esgrimidos por la demandada y tomando en cuenta las pautas que la Corte ha sentado para determinar si un suplemento debe ser considerado sueldo, los rubros cuestionados por ella se deben tomar en cuenta para el cálculo del monto de la jubilación ya que de las normas que los prescriben surge con claridad que ellos mismos fueron otorgados en forma general no resultando dudosa su naturaleza salarial.


    D´Amore Carlos y otro c/ Caja Retiros Jubilaciones Pensiones Policía Federal Argentina y otro


    D. 78, XXXIV, 27 de diciembre de 2000


    Ver dictamen


    Ejecución fiscal. Deuda previsional. Cómputo de intereses. Interpretación de la ley. Admisibilidad del recurso. Revocación de sentencia. 


    La Corte ha ponderado que apartarse del limitado ámbito cognoscitivo que enmarca a las ejecuciones fiscales del artículo 92 de la ley 11.683, acarrea la dilación de los procedimientos de cobro compulsivo; consecuencia apreciada como disvaliosa, máxime cuando las modificaciones que se introdujeron al artículo 92 denotan de manera inequívoca que la intención del legislador ha sido acentuar la rigidez del régimen ejecutorio. Por otro lado, planteó que la valiosa función de los recursos correspondientes al sistema de seguridad social justifica la aplicación de tasas de interés más elevadas ante la mora en su ingreso.


    Fisco Nacional c/ Gattoni, Jorge Norberto


    F. 229, XXXV, 15 de junio de 2000


    Ver dictamen


    Personal militar retirado. Haber de retiro. Modificación del haber de retiro. Conscriptos. Ley vigente. Procedencia del recurso. Confirmación de sentencia. 


    En cuanto al fondo del asunto, cabe, en principio, examinar la afirmación sobre la que giran las discrepancias del recurrente con la interpretación efectuada por el sentenciador de las normas aplicables, cual es, que el texto de la ley 4.707 -vigente al otorgársele el “retiro provisional y temporario”-, al diferir tales beneficios, no establecía diferencias entre los soldados conscriptos y el personal del cuadro permanente. Dicha afirmación no puede tenerse por válida pues no condice con la interpretación que sobre el punto efectuó la Corte. Descartado como queda que el beneficio que, en su momento, se le otorgó pueda asimilarse al que la ley 4.707 difería a favor del personal del cuadro permanente, es claro entonces, que su situación nunca pudo considerarse encuadrada por el artículo 99, inciso 1°, apartado a), de la ley 13.996, y, por ello, tampoco comprendida por el artículo 2° de la ley 18.392.


    Sifredi, Carlos c/ Estado Nacional (Ministerio de Defensa - Ejercito Argentino) s/ Retiro militar y fuerzas de seguridad


    S. 280, XXXIV, 06 de junio de 2000


    Ver dictamen
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